	“Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos”
	[image: image8.jpg]) (g

Pl WPTCTA g






	Reunión Nro. 3
	Provincia de Entre Ríos
	Febrero, 21 de 2008



	


	
	
	
	
	

	[image: image1.jpg]) (g

Pl WPTCTA g






	

	


	
	
	
	
	

	Reunión Nro. 03 – 21 de febrero de 2008

	
	2da. Sesión Ordinaria
	
	

	PRESIDENCIA

	Jorge Pedro BUSTI

	SECRETARÍA

	José Antonio REVIRIEGO

	PROSECRETARÍA

	Graciela Raquel PASI de GARELLI

	Convencionales presentes

	ACEVEDO MIÑO, Martín Julián
	GIANFELICI, Darío Roque

	ACHARTA, Emiliano[image: image8.jpg]
	GUY, Raúl Darío

	ALASINO, Augusto José María
	HAIEK, María Marcela

	ALLENDE, Clidia Alba
	HEYDE, Mario Ricardo

	ALLENDE, José Ángel
	KUNATH, Sigrid Elisabeth

	ALMADA, Juan Carlos de los S.
	MÁRQUEZ, Luís Miguel

	ARRALDE, Juan Carlos
	MARTÍNEZ, Guillermo César A.

	BAEZ, Fernando Daniel
	MARTÍNEZ, Marciano Edgardo

	BARRANDEGUY, Raúl Enrique
	MONGE, Jorge Daniel

	BRASESCO, Luís Agustín J.
	MOTTA, Héctor José B.

	BUSTI, Jorge Pedro
	PASQUALINI, Flavia E.

	CALZA, Nelio Higinio
	PÉREZ, María Celeste

	CARAMELLE, Eda Raquel
	PESUTO, Hermo Luís

	CARLÍN, Miguel Augusto
	REGGIARDO, Santiago Carlos A.

	CEPEDA, Silvina Estela
	ROGEL, Fabián Dulio

	CHIESA, Manuela Tomasa
	ROMERO, Rosario Margarita

	CRESTO, Juan Carlos
	SALOMÓN, Jorge

	DE LA CRUZ DE ZABAL, Adriana
	SCHOENFELD, Zulema Estela

	DE PAOLI, Griselda Liliana
	SCHVARTZMAN, Américo

	DÍAZ, Carlos Claro
	TALEB, Raúl Abraham

	DÍAZ, Gustavo Eduardo
	VILLAVERDE, Rubén Alberto

	FEDERIK, Julio Alberto
	ZABALA, Gregorio Daniel

	GASTALDI, Laura Inés
	


SUMARIO

1.- Asistencia

2.- Apertura

3.- Izamiento de Banderas
4.- Acta

5.- Asuntos Entrados 
I – Comunicaciones oficiales

6.- Justificación de inasistencia.

7.- Manifestaciones. Sobre percepción dieta de convencionales.

Proyectos de los señores convencionales
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VIII – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Incorporar un nuevo artículo en el Capítulo I, referido al derecho de iniciativa popular. (Expte. Nro. 146)
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XI – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Incorporar un nuevo artículo a la Sección I, referido al medio ambiente. (Expte. Nro. 149)
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XVI – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Incorporar un artículo, referido al Presupuesto Provincial. (Expte. Nro. 155)

XVII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir los incisos a), b), c) y h) del Artículo 42. (Expte. Nro. 159)

XVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 133. (Expte Nro. 160)

XIX – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 80. (Expte. Nro. 161)

XX – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 29. (Expte. Nro. 162)

XXI – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Inciso 17º del Artículo 47. (Expte. Nro. 163)

XXII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Inciso 13º del Artículo 81. (Expte. Nro. 164)

XXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Inciso c) del Artículo 166. (Expte Nro. 165)

XXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Inciso 18º del Artículo 81. (Expte. Nro. 166)

XXV – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir los Incisos 5º, 20º y 24º del Artículo 135 y modificar el Artículo 134. (Expte. Nro. 167)

XXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar al Artículo 127. (Expte. Nro. 168)

XXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Inciso 5º del Artículo 92. (Exptes. Nro. 169)

XXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Artículo 11. (Expte. Nro. 170)

XXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 128. (Expte. Nro. 171)

XXX – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Derogar el Artículo 121. (Expte. Nro. 172)

XXXI – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 64. (Expte. Nro. 173)

XXXII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 81, Inciso 17º. (Expte. Nro. 174)

XXXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 12. (Expte. Nro. 175)

XXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 176. (Expte. Nro. 176)

XXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Artículo 22º. (Expte. Nro. 177)

XXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Inciso 22º del Artículo 135. (Expte. Nro. 178)

XXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Derogar el Artículo 126. (Expte. Nro. 179)

XXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Segundo Párrafo del Artículo 157. (Expte. Nro. 180)

XXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Modificar el Artículo 152. (Expte. Nro. 181)

XL – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Artículo 13. (Expte. Nro. 182)

XLI – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Reformar al Artículo 2. (Expte. Nro. 183)

XLII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Guy, Arralde, Monge, Brasesco y Villaverde. Suprimir el Inciso 27º del Artículo 135. (Expte. Nro. 184)

XLIII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Reggiardo, Acharta, Schvartzman y Díaz C. Incorporar un nuevo artículo, por el que se conforma el Consejo Económico y Social. (Expte. Nro. 188)

XLIV – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Reggiardo, Acharta, Schvartzman, Zabala y Díaz C. Reemplazar el texto del Artículo 139. (Expte. Nro. 189)

XLV – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Reggiardo, Acharta, Schvartzman, Zabala y Díaz C. Reformar el Artículo 63 Inciso 2º Capítulo III, Sección IV, los Incisos 17º y 19º del Artículo 135 Capítulo III, Sección V y sustituir el texto del Artículo 154. (Expte. Nro.190)

XLVI – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Reggiardo, Acharta, Schvartzman, Zabala y Díaz C. Sustituir el texto del Inciso 13º del Artículo 81, Sección IV, Capítulo V, y el texto del Artículo 143, Sección V, Capítulo V. (Expte. Nro. 191)

XLVII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Reggiardo, Acharta, Schvartzman, Zabala y Díaz C. Incorporar un párrafo al Artículo 17, y un artículo nuevo, referido a la declaración jurada de bienes de los funcionarios públicos. (Expte. Nro.192)

XLVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Reggiardo, Acharta, Schvartzman, Zabala y Díaz C. Agregar al Artículo 47 un inciso e incorporar un nuevo artículo en la Sección VIII Capítulo I. (Expte. Nro. 193)

XLIX – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli Brasesco, y Rogel. Crear el Consejo de la Paritaria Estatal. (Expte. Nro. 198)

L – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli Brasesco, y Rogel. Crear un artículo referido al Consejo Económico y Social. (Expte. Nro.199)

LI – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli Brasesco, y Rogel. Crear dos artículos sobre el Jurado de Concurso y Calificaciones para la Administración Pública y el Tribunal de Disciplina para la Administración Pública. (Expte. Nro. 200)

LII – Proyecto de reforma. Convencional Salomón. Crear dos artículos referidos a la creación de regiones en la Provincia y a normas sobre relaciones interprovinciales e internacionales. (Expte. Nro. 201)

LIII – Proyecto de reforma. Convencional Salomón. Crear artículos sobre colegiación de profesionales. (Expte. Nro. 202)

LIV – Proyecto de reforma. Convencional Salomón. Crear artículos sobre el medio ambiente. (Expte. Nro. 203)

LV – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Crear artículos referidos a la Defensoría del Pueblo. (Expte. Nro. 204)

LVI – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Crear artículo sobre participación popular. (Expte. Nro.205)

LVII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Modificar el Artículo 133 y suprimir los Artículos 121 y 159. (Expte. Nro. 206)

LVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Crear artículos referidos a la ética pública en la función pública. (Expte. Nro. 207)

LIX – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Agregar segunda parte al Artículo 25. (Expte. Nro. 208)

LX – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Carlín, Kunath, Federik y Martínez, G. Modificar el Artículo 34. (Expte. Nro. 209)

LXI – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Modificar el Artículo 82. (Expte. Nro. 210)

LXII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Modificar el Artículo 2. (Expte. Nro. 211)

LXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Sustituir el Artículo 64, primera parte. (Expte. Nro. 212)

LXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Suprimir el Apartado g) del Artículo 167 Inciso 1º e incorporar un texto a las disposiciones transitorias. (Expte. Nro. 213)

LXV – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Modificar el Artículo 99. (Expte. Nro. 214)

LXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Martínez, G. Sustituir el Artículo 87 y modificar el Artículo 89. (Expte. Nro. 215)

LXVII – Proyecto de reforma. Convencional Baez. Modificar el Artículo 18. (Expte. Nro. 216)

LXVIII – Proyecto de reforma. Convencional Baez. Sustituir el Artículo 2. (Expte. Nro. 217)

LXIX – Proyecto de reforma. Convencional Baez. Modificar el Artículo 5. (Expte. Nro. 218)

LXX – Proyecto de reforma. Convencional Baez. Modificar el Artículo 60. (Expte. Nro. 219)

LXXI – Proyecto de reforma. Convencional Baez. Modificar el Artículo 53. (Expte. Nro. 220)

LXXII – Proyecto de reforma. Convencional Baez. Modificar los Artículos 82, 87, 88 y 90. (Expte. Nro. 221)

LXXIII – Proyecto de reforma. Convencional Caramelle. Crear un artículo referido al Defensor del Pueblo. (Expte. Nro. 224)

LXXIV – Proyecto de reforma. Convencional Schoenfeld. Crear artículos referidos a la equidad de género. (Expte. Nro. 230)

LXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Rogel, Brasesco y De Paoli. Crear un nuevo artículo en la Sección II, referido a las asociaciones sindicales. (Expte. Nro. 234)

LXXVI – Proyecto de reforma. Convencional Díaz, G. Crear un artículo sobre políticas de asistencia al combatiente veterano de guerra. (Expte. Nro. 235)

LXXVII – Proyecto de reforma. Convencional Romero. Crear artículos en la Sección I referidos a la igualdad entre hombres y mujeres para ocupar cargos públicos y suprimir el Inciso 3º del Artículo 47 de la Sección III. (Expte. Nro. 236)

LXXVIII – Proyecto de reforma. Convencional Caramelle. Modificar artículos de la Sección VIII, Capítulo I. (Expte. Nro. 237)

LXXIX – Proyecto de reforma. Convencional Caramelle. Modificar el Artículo 120. (Expte. Nro. 238)

LXXX – Proyecto de reforma. Convencional Motta. Incorporar en la Sección II Régimen Económico y del Trabajo el Artículo 36 de la Constitución de Entre Ríos de 1949. (Expte. Nro. 239)

LXXXI – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Reggiardo, Acharta y Gianfelici. Incorporar como sección nueva artículos referidos al medio ambiente. (Expte. Nro. 241)

LXXXII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Reggiardo, Acharta y Gianfelici. Incorporar como sección nueva artículos referidos al cambio ambiental global y cambio climático. (Expte. Nro. 242)

LXXXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Reggiardo, Acharta y Gianfelici. Incorporar como sección nueva artículos referidos al régimen de aguas. (Expte. Nro. 243)

LXXXIV – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Modificar artículo referido al ingreso a la Administración Pública. (Expte. Nro. 246)

LXXXV – Proyecto de reforma. Convencional Motta. Modificar el Artículo 2 y artículos referidos al régimen municipal de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 247)

LXXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Reggiardo, Díaz, C. y Zabala. Crear un nuevo artículo referido al patrimonio ambiental, natural, cultural, urbano, arquitectónico e histórico. (Expte. Nro. 248)

LXXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Reggiardo, Díaz, C. y Zabala. Crear un nuevo artículo referido a la actividad turística. (Expte. Nro. 249)

LXXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Barrandeguy, Federik y Calza. Modificar el Artículo 33 y crear artículos referidos a la acción popular e inconstitucionalidad por omisión. (Expte. Nro. 251)

LXXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Reggiardo, Díaz, C., Schvartzman y Zabala. Crear artículos en la Sección I, referidos a los derechos colectivos e intereses difusos. (Expte. Nro. 253)

XC – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Crear un artículo referido a los instrumentos de democracia semidirecta o participativa. (Expte. Nro. 254)

XCI – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Crear un artículo referido a las audiencias públicas para debatir asuntos concernientes al interés público y al bienestar general. (Expte. Nro. 255)

XCII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Crear un artículo referido a la consulta popular. (Expte. Nro. 256)

XCIII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Crear un artículo referido a los partidos políticos. (Expte. Nro. 257)

XCIV – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Modificar el Artículo 127. (Expte. Nro. 258)

XCV – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Modificar el Inciso 27º del Artículo 135. (Expte. Nro. 259)

XCVI – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Modificar el Inciso 2º del Artículo 167. (Expte. Nro. 260)

XCVII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Suprimir el Artículo 11. (Expte. Nro. 261)
XCVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín y Federik. Crear en la Sección IV, Capítulo IV un artículo referido a las funciones del presidente de cada una de las Cámaras, modificar el Inciso 28º del Artículo 135 e incorporar un nuevo artículo referido a la vía contenciosa administrativa, crear el Apartado c) en el Inciso 2º del Artículo 167, referido al tema contencioso administrativo, suprimir el Inciso 3º del articulo 167 y crear un nuevo artículo referido a disposiciones transitorias en relación a materia contencioso administrativo. (Expte. Nro. 262)

XCIX – Proyecto de reforma. Convencional Salomón. Modificar el Artículo 120 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 263)

C – Proyecto de reforma. Convencional Salomón. Agregar nuevos artículos, referidos a los derechos a la vida, la salud, la niñez, la familia, la juventud y el adulto, la mujer, el trabajador, la ancianidad, el discapacitado, la actividad deportiva y cultural. (Expte. Nro. 264)

CI – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Modificar el Artículo 120. (Expte. Nro. 265)

CII – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar una nueva Sección con artículos referidos a participación ciudadana, acceso a la información pública, iniciativa popular, consulta popular y audiencias públicas. (Expte. Nro. 266)

CIII – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar nuevos artículos referidos a la ciencia y a la tecnología. (Expte. Nro. 267)

CIV – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar nuevos artículos referidos a la cultura. (Expte. Nro. 268)

CV – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Modificar los Artículos 201, 202, 203, 206, 209 y 212 e incorporar nuevos artículos referidos a la educación. (Expte. Nro. 269)

CVI – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Modificar los Artículos 12, 17, 21 y 22. (Expte. Nro. 270)

CVII – Proyecto de reforma. Convencional Barrandeguy. Modificar el Artículo 4 y crear artículos referidos a la iniciativa legislativa, referéndum, plebiscito y revocatoria de mandato. (Expte. Nro. 272)

CVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Barrandeguy, Carlín, Baez, Kunath, Romero y Federik. Agregar un nuevo artículo referido al Ministerio Público. (Expte. Nro. 276)

CIX – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Schoenfeld, Chiesa, Pérez, Martínez, G., Carlín, Allende, J., Taleb, Federik, Baez, Salomón, Barrandeguy, Heyde, Díaz, G., Márquez, Busti y Motta. Reformar el Artículo 120. (Expte. Nro. 277)

CX – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Incorporar incisos al Artículo 81. (Expte. Nro. 278)

CXI – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Agregar inciso al Artículo 81. (Expte. Nro. 280)

CXII – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Sustituir el Artículo 82. (Expte. Nro. 281)

CXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Sustituir el Artículo 127. (Expte. Nro. 285)

CXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Sustituir el Artículo 64. (Expte. Nro. 292)

CXV – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Haiek, Gianfelici, Díaz, C., Schvartzman, Acharta y Reggiardo. Crear un nuevo artículo referido a los derechos de la ancianidad. (Expte. Nro. 295)

CXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Schvartzman, Acharta, Gianfelici y Zabala. Crear un nuevo artículo referido a la participación popular. (Expte. Nro. 296)

CXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Schvartzman, Acharta, Gianfelici y Zabala. Incorporar artículos referidos a procedimientos alternativos de control, prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, garantizando la participación ciudadana. (Expte. Nro. 297)

CXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Schvartzman, Acharta, Gianfelici y Zabala. Sustituir el Artículo 49. (Expte. Nro. 298)

CXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Motta y Gastaldi. Incorporar un nuevo artículo referido al medio ambiente y recursos naturales. (Expte. Nro. 299)

CXX – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Modificar artículo referido al ingreso a la Administración Pública. (Expte. Nro. 300)

CXXI – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Incorporar un nuevo artículo referido a las personas con capacidades diferentes. (Expte. Nro. 301)

CXXII – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Suprimir el Inciso 13º del Artículo 47. (Expte. Nro. 302)

CXXIII – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Suprimir el Inciso 17º del Artículo 47. (Expte. Nro. 303)

CXXIV – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Incorporar un nuevo artículo referido al acoso sexual. (Expte. Nro. 304)

CXXV – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Incorporar un nuevo artículo referido a la lucha contra las adicciones. (Expte. Nro. 305)

CXXVI – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho de la iniciativa popular. (Expte. Nro. 306)

CXXVII – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Modificar el Artículo 29. (Expte. Nro. 307)

CXXVIII – Proyecto de reforma. Convencional Pérez. Modificar el Artículo 22. (Expte. Nro. 308)

CXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Haiek, Acharta, Schvartzman, Gianfelici, Zabala, Reggiardo y Díaz, C. Incorporar un nuevo artículo referido a las remuneraciones de empleados, funcionarios y magistrados; y modificar los siguientes Artículos 78,124 y 133. (Expte. Nro. 309)

CXXX – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Haiek, Acharta, Schvartzman, Gianfelici, Zabala, Reggiardo y Díaz, C. Crear un nuevo artículo e incorporar una disposición transitoria sobre la Defensoría de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. (Expte. Nro. 310)

CXXXI – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Acharta, Schvartzman, Gianfelici, Zabala, Reggiardo y Díaz, C. Crear un nuevo artículo e incorporar una cláusula transitoria sobre la descentralización de entes y organismos. (Expte. Nro. 311)

CXXXII – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Haiek, Acharta, Schvartzman, Gianfelici, Zabala, Reggiardo y Díaz, C. Incorporar una nueva sección referida al acceso a la información pública. (Expte. Nro. 312)

CXXXIII – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Haiek, Acharta, Schvartzman, Gianfelici, Zabala y Díaz, C. Incorporar dos nuevos artículos referido al deporte. (Expte. Nro. 313)

CXXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Acharta, Schvartzman, Gianfelici, Zabala, Reggiardo y Díaz, C. Incorporar en la Sección I un nuevo artículo referido a designación de cargos departamentales. (Expte. Nro. 314)

CXXXV – Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Haiek, Acharta, Schvartzman, Gianfelici, Reggiardo y Díaz, C. Incorporar un nuevo artículo referido a la participación ciudadana en la confección del Presupuesto. (Expte. Nro. 315)

CXXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco y Rogel. Modificar el Artículo 88. (Expte. Nro. 316)

CXXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco y Rogel. Modificar el Artículo 87. (Expte. Nro. 317)

CXXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Brasesco y Rogel. Crear artículos sobre derechos a la salud integral bajo los principios de universalidad y gratuidad. (Expte. Nro. 318)

CXXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Brasesco y Rogel. Crear un artículo referido al derecho de la revocatoria de mandatos. (Expte. Nro. 319)
CXL – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco y Rogel. Incorporar un nuevo artículo referido al medio ambiente. (Expte. Nro. 320)
CXLI – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero y Carlín. Modificar el Capítulo III de la Sección V Artículo 135 inciso 17º, el inciso 19º del Artículo 135, el Capítulo I de la Sección VI Artículo 154; e incorporar un nuevo capítulo en la Sección V sobre el Consejo de la Magistratura y una disposición transitoria. (Expte. Nro. 321)

CXLII – Proyecto de reforma. Convencionales Carlín, Federik, Romero y Kunath. Modificar el Artículo 127 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 322)

CXLIII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín y Federik. Sustituir el Artículo 29. (Expte. Nro. 323)

CXLIV – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Federik y Carlín. Modificar el Artículo 128. (Expte. Nro. 324)
CXLV – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Modificar el Artículo 167 Apartado 3º. (Expte. Nro. 326)
CXLVI – Proyecto de reforma. Convencional Taleb. Crear un artículo en un nuevo capítulo de la Sección IV estableciendo la figura del Defensor del Pueblo. (Expte. Nro. 327)

CXLVII – Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco, Monge y Rogel. Crear un artículo referido al derecho de todo ciudadano a asociarse libremente a cualquier partido político. (Expte. Nro. 328)

CXLVIII – Proyecto de reforma. Convencional Allende, C. Incorporar a la Sección I de Declaraciones, Derechos y Garantías el Capítulo “Derechos a la Salud”. (Expte. Nro. 329)

CXLIX – Proyecto de reforma. Convencional Márquez. Crear un artículo referido al derecho de libre acceso a la información pública en la Sección I Declaraciones, Derechos y Garantías. (Expte. Nro. 335)

CL – Proyecto de reforma. Convencional Busti. Crear un artículo referido a la Defensoría del Pueblo. (Expte. 336)

CLI – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Carlín, Federik y Barrandeguy. Crear un artículo referido al medio ambiente. (Expte. 337)

CLII – Proyecto de reforma. Convencional Villaverde. Incorporar un artículo nuevo dentro del capítulo de ética pública referido a la publicidad de los actos oficiales. (Expte. Nro. 339)

CLIII – Proyecto de reforma. Convencional Villaverde. Crear un artículo referido a la promoción de la industria de la cultura provincial. (Expte. Nro. 340)

CLIV – Proyecto de reforma. Convencional Villaverde. Crear un artículo en la Sección III, referido al régimen electoral. (Expte. Nro. 341)
CLV – Proyecto de reforma. Convencionales Márquez y Almada. Incorporar nuevos artículos referido al habeas data. (Expte. Nro. 344)

CLVI – Proyecto de reforma. Convencional Márquez. Crear un artículo referido a la tierra como bien permanente de trabajo, producción y desarrollo. (Expte. Nro. 345)

CLVII - Proyecto de reforma. Convencional Márquez. Crear un artículo referido al uso sustentable de los humedales. (Expte. Nro. 346)

CLVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Martínez, M. y Pesuto. Crear un artículo referido al Instituto del Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 348)

CLIX – Proyecto de reforma. Convencionales Martínez, M. y Pesuto. Crear un artículo referido al derecho de acceso a la información pública. (Expte. Nro. 349)

CLX – Proyecto de reforma. Convencionales Martínez, M. y Pesuto. Crear un artículo referido a la Acción de Habeas Data. (Expte. Nro. 350)

CLXI – Proyecto de reforma. Convencionales Martínez, M. y Pesuto. Crear un artículo referido a la creación de un sistema de control de gestión. (Expte. Nro. 351)

CLXII – Proyecto de reforma. Convencionales Martínez, M. y Pesuto. Crear un artículo referido al Consejo Económico y Social de Entre Ríos. (Expte. Nro. 352)

CLXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Martínez, M. y Pesuto. Crear un artículo referido a la Caja de Jubilaciones de Profesionales Universitarios. (Expte. Nro. 353)

CLXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Martínez, M. y Pesuto. Modificar el Artículo 2. (Expte. Nro. 354)

CLXV – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Allende, C., De Paoli, Monge, Guy, Arralde, Brasesco, Villaverde y Rogel. Modificar el Artículo 159. (Expte. Nro. 357)

CLXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Brasesco, Rogel y Guy. Crear un capítulo incorporando la Defensoría del Pueblo. (Expte. Nro. 358)
CLXVII – Proyecto de reforma. Convencional Arralde. Crear el Artículo 31 bis referido al derecho al acceso a la información pública. (Expte. Nro. 359)

CLXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Carlín, Federik y Busti. Incorporar al Artículo 81 un nuevo inciso referido a las atribuciones del Poder Legislativo e incorporar un artículo a las disposiciones transitorias. (Expte. Nro. 360)

CLXIX – Proyecto de reforma. Convencional Villaverde. Modificar el Artículo 90. (Expte. Nro. 361)

CLXX – Proyecto de reforma. Convencional Allende, C. Crear artículos referidos a la igualdad real de oportunidades y equidad de género. (Expte. Nro. 362)

CLXXI – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Acharta, Gianfelici, Zabala, Reggiardo, Díaz, C. y Schvartzman. Crear un artículo en la Sección III referido al régimen electoral y de los partidos políticos. (Expte. Nro. 363)

CLXXII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Acharta, Schvartzman y Gianfelici. Crear un capítulo referido al Defensor del Pueblo. (Expte. Nro. 364)

CLXXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Díaz, C., Reggiardo, Gianfelici, Acharta, Schvartzman y Zabala. Crear artículos en la Sección IX referidos a la educación común. (Expte. Nro. 365)

CLXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Kunath, Federik y Carlín. Sustituir el Artículo 143. (Expte. Nro. 367)

CLXXV – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Realizar el juramento de la Constitución en ciudad de Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 154)

CLXXVI – Proyecto de resolución. Convencional Caramelle. Reglamentar el funcionamiento de la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana. (Expte. Nro. 195)

CLXXVII – Proyecto de resolución. Convencionales Haiek, Reggiardo, Zabala y Acharta. Incorporar al patrimonio del Archivo Histórico “Guillermo Saravi” todos los documentos que quedasen de esta Convención. (Expte. Nro. 232)

CLXXVIII – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Proponer la ordenación de la nueva Constitución Provincial. (Expte. Nro. 279)

CLXXIX – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Municipalidad de Villa Clara que el señor Raúl D. Guy ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 282)

CLXXX – Proyecto de resolución Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Comisión Administradora para el Fondo Especial de Salto Grande que la señora María C. Pérez ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 283)

CLXXXI – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Municipalidad de Paraná que la señora Rosario M. Romero ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 284)

CLXXXII – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar al Señor Gobernador de la Provincia que las señoras Eda R. Caramelle, Sigrid E. Kunath y el señor Héctor J. Motta han aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a sus sustituciones conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 286)

CLXXXIII – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Dirección Provincial de Vialidad que el señor Mario R. Heyde ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 287)

CLXXXIV – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Cámara de Senadores de la Provincia que el señor Raúl A. Taleb ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 288.)

CLXXXV – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Municipalidad de Gualeguaychú que el señor Guillermo C. Martínez ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 289)

CLXXXVI – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Cámara de Diputados de la Nación que el señor Nelio H. Calza ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 290)

CLXXXVII – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini y Alasino. Comunicar a la Cámara de Diputados de la Provincia que los señores José Á. Allende, Juan C. Almada y Jorge P. Busti han aceptado el cargo de Convencional Constituyente a efectos que arbitre las medidas tendientes a sus sustituciones conforme lo establece el Artículo 18 de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 291)

CLXXXVIII – Proyecto de resolución. Convencional Villaverde. Adoptar como leyenda oficial de la Convención para que la misma encabece toda la documentación que emita dentro de su ámbito el siguiente texto: “Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos”. (Expte. Nro. 338)

CLXXXIX – Proyecto de declaración. Convencionales Romero, Schoenfeld, Caramelle, Gastaldi, Kunath, Pérez, Chiesa, Cepeda, C. Allende, De Paoli, De la Cruz de Zabal, Haiek, Pasqualini, Busti, Barrandeguy, Salomón, G. Díaz, Taleb, Baez, Federik, Carlín, Cresto, Márquez, Heyde, Rogel, Reggiardo, C. Díaz, Schvartzman, Zabala y Pesuto. Declarar el compromiso de establecer en la reforma de la Constitución Provincial disposiciones que contemplen los principios de equidad de género. (Expte. Nro. 347)

CXC – Proyecto de resolución. Convencional Schoenfeld. Interponer impugnación contra el Convencional Alasino. (Expte. Nro. 356)

8.- Presentaciones particulares
–En Paraná, a 21 días de febrero de 2008, se reúnen los señores convencionales en el recinto de la Convención Constituyente.

–A las 17.08, dice el:
1

ASISTENCIA
SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Secretaría se tomará asistencia a los señores convencionales.
–Así se hace.
2

APERTURA
SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo a la Presidencia que se encuentran presentes 44 señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Con la presencia de 44 señores convencionales, declaro abierta la 2ª sesión ordinaria de la Honorable Convención Constituyente.
Tiene la palabra el señor convencional Rogel.
SR. ROGEL – Señor Presidente, quiero informar que la señora convencional Alba Allende de López, por un imprevisto personal, se encuentra demorada. Si no pudiera asistir a la presente sesión, se presentará correspondiente justificación por escrito.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se toma debida nota, señor convencional.

3
IZAMIENTO DE BANDERAS

SR. PRESIDENTE (Busti) – Invito al señor convencional Augusto Alasino a izar la Bandera Nacional, y al señor convencional José Allende a izar la Bandera de Entre Ríos.
–Así se hace. (Aplausos.)

4
ACTA
SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Secretaría se dará lectura al Acta de la sesión anterior.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Solicito, señor Presidente, se obvie la lectura del Acta de la sesión anterior y se dé por aprobada.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.
–Asentimiento general.
5
ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Busti) – Esta Presidencia informa al Cuerpo que en la reunión de la Comisión de Labor, celebrada el día 7 de febrero, se resolvió la realización de la presente sesión al solo efecto de dar ingreso a los proyectos para lo cual se extendió el plazo de presentación de los mismos, tanto de los señores convencionales como también para los presentados por las organizaciones de la sociedad civil, a fin de posibilitar que todas las iniciativas tomen estado parlamentario en la presente sesión y así impulsar el funcionamiento de las comisiones que ya cuentan con autoridades elegidas.

Es de destacar que esa resolución de los integrantes de la Comisión de Labor, ha sido muy acertada dada la magnitud del volumen de proyectos e iniciativas presentadas.
Por tal razón, en primer lugar, se dará cuenta de los Asuntos Entrados ingresados hasta las 22 horas del día 19 de febrero y de los cuales cuentan con copia de los proyectos todos los señores convencionales.

En segundo lugar, se dará cuenta de los proyectos ingresados hasta el momento del inicio de esta sesión y se anunciará su giro a la comisión pertinente de acuerdo a lo establecido en el Reglamento, Artículo 90º, informando, a su vez, que copias de los mismos estarán dispuestas, a partir de mañana, para todos los bloques que integran la Convención.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, para conocimiento de todos los señores convencionales, solicito se nos informe si de los proyectos ingresados con posterioridad al cierre de la nómina de Asuntos Entrados se ha alcanzado a armar al menos una nómina y si se va a poder tener presente aquí.
Solamente restaría eso: la nómina de los proyectos que ingresaron luego de que se nos entregara, a las cinco de la tarde, la nómina de Asuntos Entrados.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Prosecretaría se brindará el informe solicitado, señor convencional.

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – Está la nómina en Secretaría y en Presidencia. Al finalizar la sesión, como así también en el día de mañana, se les entregará a los Presidentes de bloque las copias correspondientes.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Prosecretaría se dará cuenta de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

I

COMUNICACIONES OFICIALES
- El convencional Calza informa que ha renunciado al cobro de su dieta de diputado nacional durante el período de funcionamiento de la Convención Constituyente. (Expte. Nro. 196)

- El convencional Motta eleva nota informando la renuncia al cobro de la remuneración que percibe como Secretario de la Producción. (Expte. Nro. 225)

–En Secretaria a disposición de los señores convencionales constituyentes.

6

JUSTIFICACIÓN DE INASISTENCIA

- El convencional Zabala, presenta certificado médico de fecha 06.02.08, justificando la ausencia a la sesión del referido día. (Expte. Nro. 226)

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 7º del Reglamento debe acordarse la aceptación de la justificación por mayoría simple de los señores convencionales presentes. Los que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo.
–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:
- El convencional Heyde comunica que ha solicitado la suspensión en el goce de sus haberes como Director Subadministrador de la Dirección Provincial de Vialidad. (Expte. Nro. 274)
–En Secretaria a disposición de los señores convencionales constituyentes.

- El Concejo Deliberante de la ciudad de Paraná remite copia de la Resolución 01/08. (Expte. Nro. 293)

- La Escuela Provincial de Nivel Medio de Tabossi, informa que un grupo de alumnos presenciarán la sesión del día 21 con el objetivo de consolidar la formación ciudadana de sus educandos. (Expte. Nro. 331)

- El Instituto Secundario María Grande informa que un grupo de alumnos presenciarán la sesión del día 21 con el objetivo de consolidar la formación ciudadana de sus educandos. (Expte. Nro. 333)

–Quedan enterados los señores convencionales.

7

MANIFESTACIONES

Sobre percepción dieta de convencionales
SR. SCHVARTZMAN – Pido la palabra. 

Señor Presidente, quería hacer un pedido en relación a estas informaciones, a estos expedientes a través de los cuales convencionales nos informan acerca de su decisión de renunciar al cobro de su dieta, por ejemplo en el caso del convencional Calza como diputado nacional, o de la remuneración como Secretario de la Producción del convencional Motta. Hay un caso particular del que hasta ahora no he visto ninguna comunicación oficial al respecto y por eso es que hago este pedido dado que, hasta donde tengo conocimiento, señor Presidente, los convencionales que se encuentran en esta particular situación de estar cumpliendo dos funciones, han tenido todos una definición al respecto.
Quiero aclarar que no estoy haciendo un reclamo desde el punto de vista jurídico o legal, sino un planteo que hemos hecho públicamente, un planteo político en el sentido que entendemos que no es bueno, que no es acorde a la República y a los valores que pretendemos plasmar en la nueva Constitución entrerriana, que como convencionales constituyentes estemos percibiendo dos remuneraciones del erario, infringiendo el principio de lo que establece la Constitución aún vigente.
En principio, no me estoy refiriendo a la cuestión legal o jurídica, sino desde el punto de vista ético político. En el mismo sentido quizá en el que varios de estas señoras y señores convencionales ya han manifestado su decisión de renunciar a alguna de las remuneraciones. Concretamente, porque se lo plantee antes del inicio de esta sesión para saber si había alguna información al respecto que no estuviera comunicada oficialmente a los convencionales constituyentes, quiero que se informe acerca de la situación de la señora convencional por el justicialismo, profesora María Celeste Pérez, de quien entiendo está cumpliendo funciones en la Comisión Administradora de Fondos Excedentes de Salto Grande y al mismo tiempo en esta Convención Constituyente.
Ese es el pedido, señor Presidente, y a tal punto lo entendemos que ya hemos presentado un proyecto planteando un tope a las remuneraciones de los funcionarios públicos para incluir en el nuevo texto constitucional. Entendemos que no es a los hombres, a las mujeres, a las personas a quienes se debe corregir, sino a las instituciones para que de allí provengan luego los cambios, pero sí tengo el derecho como convencional, como ciudadano, como habitante de la misma ciudad que la señora convencional Pérez, de conocer cuál es su situación, de que se informe oficialmente a este Cuerpo cuál es el estado en el que se encuentra respecto de las remuneraciones.

–Ingresa la señora convencional Clidia A. Allende de López.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Allende.

SR. ALLENDE – Señor Presidente, se ha nombrado la ética y me parece que aquí nosotros tenemos que hacer honor de la misma, y pedir a esta Convención información sobre cosas que uno de sus miembros puede hacer voluntariamente, no es ético.
La convencional aludida puede o no tomar una decisión de acuerdo a los pensamientos éticos de uno u otro convencional, de uno u otro ciudadano, pero es una decisión personal, por lo cual realmente solicito que si el convencional preopinante tiene curiosidad, dudas, que trate de evacuarlas hablando personalmente con la señora convencional, que tiene todo el derecho de tomar su decisión en forma personal y no exponerla en el recinto a dar explicaciones en donde no tiene por qué darlas, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, me parece que más allá de la preocupación que tenga el señor convencional de la Coalición Cívica, en realidad este no es un tema del plenario, es un tema de dudas y debería presentar un proyecto, la Convención tiene poderes para saber de la actividad de sus miembros, presentar un proyecto y, obviamente, discutirse en comisión y si la comisión resuelve que la Convención o el pleno debe pedir explicaciones, investigar o presentar pedidos de informes, deberá hacerlo; pero me parece que esta no es la vía. La vía es presentar un proyecto, que se discuta en comisión y si la comisión lo aprueba, termine en resolución de la Convención, pero así me parece que es inconducente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pérez.

SRA. PÉREZ – Señor Presidente, en primera instancia quiero agradecer profundamente el interés del señor convencional Schvartzman por mis acciones privadas. Y desde la autoridad que me otorga la coherencia política de pertenecer sin ambages, cortapisas, ni ausencias temporales o acomodaticias a un movimiento político que se expresa en el Partido Justicialista, en las buenas y en las malas, en el debe, en el haber, haciéndome responsable de errores y de logros que, evidentemente, estos han de ser muchos porque ante cada elección el pueblo ratifica la mayoría peronista.
Desde esta autoridad quiero reflexionar política y filosóficamente asistida por Eva Perón, quien sostenía que existen dos tipos de corrupciones políticas: una la de utilizar los fondos del Estado para enriquecerse de manera ilegal; y la otra la de usufructuar los votos que nos colocan en espacios de poder y decisión para un mezquino lucimiento individual, que aspira solo a la exaltación del ego antes que al trabajo mancomunado en pos del bien común.
Señor Presidente, en cuanto a la inquietud del convencional Schvartzman, voy a tomarme un tiempo para explicar que las acciones privadas de los hombres, que no afectan a un tercero, no son motivo de investigación. Y ante sugerencias de donaciones, voy a decirle al señor convencional que no ha de encontrar en las páginas de los diarios, de papel o de pantalla, ni en cadenas de correos electrónicos, que esta ciudadana entrerriana y peronista haga ostentación de poder económico humillando a los que menos tienen con actos benéficos, porque todos los días tenemos que trabajar para que la justicia social avance sobre la beneficencia.

Por estas razones no estoy obligada y no voy a contestar públicamente de qué forma y a quiénes debo y puedo brindar una mano solidaria, o dar información sobre mis actos privados.
Quiero pedirles disculpas a todos los convencionales, señor Presidente, porque en este honorable recinto, donde tenemos la responsabilidad de reelaborar la Carta Magna reescribiendo el pacto social de los entrerrianos, tenemos que utilizar un valioso tiempo en dirimir cuestiones de orden individual restando preciosos minutos a la discusión del futuro de todos los entrerrianos.
Y en este ámbito, señor Presidente, quiero manifestarle al señor convencional Schvartzman que las disputas territoriales las mantengamos en el marco geográfico correspondiente. Finalmente, voy a expresar un ferviente deseo para que pasemos al debate profundo de las ideas y pongamos fin a las chicanas políticas de los que pretenden destrozar ropa ajena para que la suya luzca mejor. Gracias, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Gustavo Díaz.

SR. DÍAZ (Gustavo) – Señor Presidente, la verdad que nos sorprenden actitudes de esta naturaleza, cuando queremos transformar este recinto en un decálogo de buena moral, mientras el pueblo entrerriano está esperando otra cosa de nosotros.
Si seguimos en este camino seguramente van a pretender que cada uno exponga en qué situación está ante la AFIP, o bien seguramente alguien que pueda tener una cuestión pendiente con la Justicia, también va a tener que venir a ventilarla a este recinto.
Nosotros fuimos votados por el pueblo entrerriano y me siento orgulloso de pertenecer al bloque de la mayoría; y cuando cada uno de nosotros se expuso al voto popular, el pueblo sabía a quién iba a votar.
Por eso, no como recomendación, pero sí para la salud de este Cuerpo, para que podamos debatir y estemos a la altura de las circunstancias que el pueblo entrerriano nos está reclamando, creo que este recinto no debe volverse un ventilador de trapos sucios ni, como dijo la convencional Pérez, para tratar de dirimir cuestiones territoriales.
Creo que la historia y el pueblo entrerriano están esperando otra cosa de nosotros. Muchas gracias, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Salomón.

SR. SALOMÓN – Señor Presidente, en primer lugar, ratifico la forma en que se expresó el señor convencional Alasino respecto de cómo se tienen que hacer las presentaciones; y, por otra parte, le pido al señor Presidente que cuando se enuncien las Comunicaciones Oficiales y se pida la palabra, se le pregunte a quien la solicita si va a ser sobre el tema. De esta manera vamos a evitar que se produzcan estos desvíos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor presidente, sin perjuicio de expresar nuestra solidaridad con la señora convencional Pérez, sin perjuicio de ratificar lo manifestado por el señor convencional Díaz, quiero destacar que el Bloque del Frente Justicialista para la Victoria no ha de rehuir la discusión sobre ninguno de estos temas, incluso el que acaba de ser señalizado por el señor convencional Schvartzman.
En ese caso es imperioso, como se ha destacado acá, hacer el planteo concreto, que pase a la comisión respectiva y, producido el dictamen correspondiente, traeremos el asunto a debate y analizaremos la cuestión desde el punto de vista constitucional, desde el punto de vista legal y, si hace falta también, desde el punto de vista social, político y hasta ético. Gracias, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Simplemente –no voy a contestar ninguna de las consideraciones que se han hecho– quiero manifestar que no es una duda personal, que no es un planteo de preocupación por la vida íntima o privada de nadie. Y agradezco la sugerencia –sobre todo la del señor convencional Carlín– que tomaré en cuenta para hacer la presentación por la vía correspondiente.
Finalmente, con respecto a la preocupación por el tiempo, hubiera sido mucho más sencillo informar cuál era la situación. No es un tema menor, en una Provincia en la que los docentes están pidiendo 1.400 pesos de básico, saber cuánto es lo que ganamos los señores convencionales, si tenemos otros ingresos y si estamos...
–Dialogan varios señores convencionales.

SR. SCHVARTZMAN – …y si estamos, y si estamos… bueno, se hicieron consideraciones de diverso tipo, señor Presidente, simplemente estoy añadiendo la visión respecto de lo que entiendo debe ser una obligación de todos nosotros, de dar la información y no de que nadie nos la reclame.
Pero insisto, agradezco las recomendaciones realizadas y las tomaré, por supuesto, con toda seriedad. Gracias, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – De cualquier manera, como esta Presidencia no tiene nada que ocultar, informa que no hay ninguna comunicación de la señora convencional Pérez, y que tampoco puede cercenar el uso de la palabra a ningún señor convencional.

Tiene la palabra la señora convencional Schoenfeld.

SRA. SCHOENFELD – Señor Presidente, no podemos seguir avanzando de esta manera, faltándonos incluso el respeto en el orden de lo señalado.

Hubiera sido interesante, que algún convencional nos hubiese pedido antes de que comience la Convención, una declaración jurada. Pero junto a la declaración jurada yo incorporaría más que los bienes materiales o las entradas económicas, las conductas morales y los antecedentes éticos de cada uno. Porque si vamos por ese lado, creo que cada uno tendría que hacer un examen de conciencia, mirarse al espejo y ver qué antecedentes trae para ser tan éticos y moralistas con respecto a los demás convencionales constituyentes.

Creo que tenemos que avanzar conforme a lo que tenemos señalado, no divaguemos y si no, que planteen por escrito, pongan la firma –si tienen el coraje– para investigar todo lo que quieran.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Deseo saber si hay alguien más anotado en el uso de la palabra, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – No, no veo a nadie que esté pidiendo la palabra, señor convencional.
SR. ROGEL – Si es así, no voy a hacer uso de la palabra, porque iba a mocionar la continuidad de la sesión en función de lo convenido.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Solicito una aclaración, señor Presidente. Se ha informado por la prensa que el Colegio de Abogados de Entre Ríos ha presentado un documento sobre el trabajo relacionado con la Convención, y al no estar incluido en las Comunicaciones Oficiales quisiera saber cómo, cuándo, dónde y en qué condiciones se puede acceder a dicho documento.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Prosecretaría se le informará, señora convencional.

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – Señora convencional: hasta las 17 del día de hoy, que era la hora acordada por los Presidentes de bloque para el ingreso de proyectos y demás comunicaciones, no ha ingresado ninguna presentación de la entidad aludida.

SRA. PASQUALINI – Muchas gracias por la información, señor Presidente.

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – La Presidencia informa que, de acuerdo al Artículo 33º del Reglamento, las comisiones se han constituido y elegido sus autoridades conforme lo establece el Artículo 29º. Cuentan con copia de la integración de las mismas los señores Presidentes de bloque que concurrieron a la reunión de la Comisión de Labor de la fecha.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:
PROYECTOS DE LOS SEÑORES CONVENCIONALES
II

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 140)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Agregar los siguientes párrafos al art. 21:

Artículo…..: El ingreso a la administración pública, provincial, municipal, u organismo de cualquier tipo en el que tenga participación el Estado Provincial y/o Municipal, será mediante concurso público que asegure el principio de no discriminación y en el cual afiance y prevenga  la idoneidad personal del futuro agente.

Para la designación de los Directores de Hospitales, Directores Departamentales de Escuelas, Jefes Departamentales de Policías, Jefes Departamentales de Vialidad, o cualquier cargo jerárquico en organismos o reparticiones públicas, provinciales, municipales o de organismos descentralizados será necesario el Concurso de antecedentes y oposición de los postulantes.

Una ley votada con mayoría absoluta de ambas cámaras regulará los concursos.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Transparentar el acceso a la administración pública, asegurando a la vez el reconocimiento de la idoneidad, como “única condición” de entrada a los mismos y a la vez evitar que la exclusión, la postergación y la diferencia, en fin la odiosa discriminación por cualquier causa sobreviva en el modelo democrático de Entre Ríos, debe de ser unos de los objetivos centrales de la reforma constitucional. Que la nueva constitución sea reconocida como un paladín de la no discriminación, por si solo aseguraría el éxito de la reforma propuesta.

La no identificación del partido del gobierno o de un sector del partido de cualquier gobierno que sea, con el estado provincial o municipal, debe verse en los hechos, aunque pequeños, concretamente.

Sin duda al legislador, lo ha animado, este criterio, cuando a previsto que la constitución garantice un mecanismo claro que defina la cobertura de cargos tan importantes como el de los directores de Hospitales, o de la dirección Departamental de Escuelas que tenga por objeto que sea el mejor, el mas dotado es decir el mas idóneo en tan importante función.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
III

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 141)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: incorpórase al capitulo I de la Constitución el siguiente artículo:

Artículo…..: Esta constitución promueve la creación de Consejos Asesores Consultivos, que funcionarán como órganos de consultas del Poder Ejecutivo y de la Legislatura, con competencias en materias económicas, social, cultural, educativas, deportivas y de medio ambiente.

Su creación podrá ser dispuesta por el Poder Ejecutivo, o la Legislatura por iniciativa propia o a solicitud de ciudadanos o sectores interesados en el tema, quienes tendrán participación en el mismo.

Una vez creado, será consultado obligatoriamente para la ejecución de todo plan de acción, o políticas vinculadas al sector del que se trate, especialmente si se trata de planes plurianuales.
Los Consejos Asesores, podrán hacer estudios o informes anuales sobre los temas de su competencia, los que serán elevados al Poder Ejecutivo y a la Legislatura antes de la apertura de las sesiones ordinarias de cada año.

Las estructuras, funciones y composiciones de los Consejos Asesores Consultivos, serán determinadas por una ley de la Legislatura, la que deberá garantizar  su real funcionamiento y la representación de los sectores interesados.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Encontrándose el tema habilitado por la ley de reforma Nº 9768 y a los efectos de fortalecer al estado en el proceso de adopción de toma de decisiones y buscando ampliar el marco consultivo en la elaboración de políticas públicas, se propone la creación de los Consejos Asesores Consultivos, como cuerpos consejeros, del poder ejecutivo y del poder legislativo.

Por medio de los Consejos, se intenta configurar un ámbito de diálogo interdisciplinario de consenso e impulsor de propuestas, promoviendo la elaboración de políticas conjuntas.

Estos consejos, deberán representar un papel de “fórum”, para la discusión de los principios relacionados con los temas respectivos, y se transforme en la práctica en un comité de sabios o expertos temáticos, pudiendo hacer recomendaciones, formular proyectos y someterlos a consideración.

Enseñaba el GENERAL JUAN PERON,…”de un criterio ordenador que asistido a los adecuados resortes consultivos, determine los principios fundamentales de carácter económico—social y adopte las medidas que en este momento… (aquel)…deban aplicarse para solucionar tal situación.”.

Este proyecto busca fortalecer la adopción de decisiones y pluralizar, vectorialmente las políticas por medio de un procedimiento que saque al estado como actor unitario, racional del sistema y dotarlo de órganos consultivos.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Control del Estado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Referido a este expediente, señor Presidente, no tengo duda alguna que tiene que ir a la Comisión de Control del Estado, pero me parece también prudente que se le dé un giro a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, estamos enviando los proyectos a sus respectivas comisiones. Los días lunes, martes y miércoles van a estar convocadas cada una de las comisiones para tratar todos los proyectos que han sido girados y, como se nos informó por Prosecretaría, va a haber una imposibilidad práctica de contar dichos días con los despachos que surjan de estas comisiones. Sabido es que los pases a comisiones formalmente demoran entre 48 y 72 horas; de manera que –hoy es jueves– esto estaría llegando entre el lunes y el martes. Por lo tanto, cuando nos encontremos en las comisiones, no vamos a tener el giro que corresponde, de manera que sería bueno que todos los convencionales constituyentes vayan tomando copia de los proyectos que van a cada una de las comisiones, para poder trabajar dichos días ya que no vamos a tener el pase formal de la Convención.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, me da la sensación de que este proyecto, así como los que se refieren al Consejo Económico y Social, deberían también ser girados a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, por cuanto algunos implican en su espíritu, precisamente, la representación de la participación de las distintas organizaciones de la comunidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Hay dos propuestas, una formulada por la señora convencional Pasqualini y otra, el giro solicitado por el señor convencional Schvartzman.

Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – ¿Podría aclarar cuáles son las dos opciones, señor Presidente?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Prosecretaría se va a aclarar el sentido de las dos mociones.

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – La señora convencional Pasqualini propuso que este expediente sea girado también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. La otra propuesta es que se gire también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
En este caso, si es un tercer giro lo tiene que decidir por mayoría absoluta la Convención.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, como todos los señores convencionales tienen sobre sus bancas la nómina de Asuntos Entrados y siguiendo una práctica de la Cámara de Diputados –para agilizar la sesión– sugiero que solamente se haga mención al número de orden, al proyecto, al número de expediente y a qué comisión se gira. Si algún convencional cree que el giro no es conveniente puede hacer la moción; de lo contrario, el tiempo dedicado a la lectura puede llegar a ser innecesariamente extenso. Es una moción, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Su propuesta, señor convencional, es que se lea el número de expediente y la derivación?

SR. ROGEL – Que se lea el número de orden, el número de expediente y la derivación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Para tratar de hacer esto más ágil, señor Presidente, porque tal vez no todos tengan la experiencia parlamentaria del convencional Rogel, me parece más conveniente que se enuncie el número de expediente, el autor y a qué comisión se remite; de manera que si el autor cree que la derivación no es la conveniente, pueda hacer la observación. Creo que así podemos agilizar la relación de los asuntos, porque al ser nombrado el autor del proyecto, éste podrá solicitar la derivación que le parezca conveniente. Entonces, mi propuesta es que se enuncie el número de expediente, el autor y la comisión adonde se deriva.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por los señores convencionales Rogel y Alasino.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – La señora convencional Pasqualini y el señor convencional Schvartzman, han solicitado que el proyecto de reforma registrado con el número de expediente 141, tenga una derivación diferente de la indicada en la nómina de los Asuntos Entrados.

Tiene la palabra el señor convencional Zabala.

SR. ZABALA – En la nómina de Asuntos Entrados está brevemente sintetizado el contenido de este proyecto, y hacia el final de esta síntesis dice que los Consejos Asesores Consultivos tendrán competencias en materias económicas, social, cultural, educativas, deportivas y de medio ambiente. Por eso, me parece conveniente que este proyecto sea girado también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, porque justamente esta Comisión tiene competencia sobre formas de participación en materia económica, social y cultural de las distintas organizaciones de la sociedad civil. Para girarlo a una tercera comisión, señor Presidente, se necesita la aprobación de la mayoría absoluta de este Cuerpo.

En suma, señor Presidente, me parece que habría que aceptar el pedido de la autora en el sentido de que este proyecto también pase a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, pero además el Cuerpo debería aprobar que se gire, por ser el tercer giro, a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, esa fue la propuesta del señor convencional Schvartzman.

Por una cuestión de orden, primero está en consideración la propuesta formulada por la señora convencional Pasqualini, respecto a una segunda derivación.

–Asentimiento de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Con respecto a la tercera derivación, se va a votar la propuesta del señor convencional Schvartzman.

–La votación resulta negativa.
SR. PRESIDENTE (Busti) – El proyecto se deriva, como segundo giro, a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Antes que avancemos más, señor Presidente, quiero reiterar a los señores convencionales que si bien en el Reglamento está contemplado –y si es necesario debe hacerse–, cuanto mayor número de giros a comisión se hagan, mayor será el tiempo que tardará un proyecto para ser tratado.

Por lo tanto, si no es absolutamente esencial, si solamente se roza el tema, deberíamos privilegiar el menor número posible de derivaciones, dado que en un tiempo tan escaso como el que tenemos, debemos saber que cuantas más sean las comisiones a las que se deriva un proyecto, mayor será el tiempo para el tratamiento en cada una de ellas. De esa manera podríamos llegar a hacer naufragar buenas iniciativas.
Le pido a los convencionales que hagamos el esfuerzo de privilegiar el mejor giro posible a fin de evitar los excesos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Prosecretaría se informará sobre el procedimiento seguido.

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – Informo, señor Presidente, señores convencionales que los giros están ajustados estrictamente a lo que establece el Reglamento. Si existieran temas que deben ser tratados por más de dos comisiones, ésta sería la oportunidad para mocionarlo.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

IV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 142)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese en la sección III de la Constitución Provincial, un nuevo artículo con el siguiente texto:

Artículo…..: Esta constitución garantiza el sistema democrático de gobierno. Cualquier acto que provenga de fuerzas armadas, policiales, de seguridad o de civiles irregulares, contrarios a la Constitución Provincial, a las instituciones por ella establecidas o al sistema democrático son nulos, manteniendo esta Constitución la vigencia plena de todas sus cláusulas. El pueblo de Entre Ríos no debe obedecer a los sediciosos, todo habitante de la Provincia posee el derecho de resistir y está obligado a armarse en defensa del territorio y de esta Constitución, conforme a las leyes que al efecto dicte la Legislatura Provincial y a los decretos del Poder Ejecutivo.

Las acciones y las penas por delitos de traición o sedición o por los actos puntualizados precedentemente serán imprescriptibles.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La garantía constitucional del sistema democrático de gobierno va acompañada de la declaración de nulidad para todos aquellos actos o acciones que atenten contra esta Constitución y sus instituciones por parte de las fuerzas armadas, policiales, de seguridad o civiles irregulares.

Y va más allá, al mandarle al pueblo entrerriano no obedecer a los sediciosos. Pone en cabeza de cada entrerriano el derecho de resistencia o de revolución que ha sido motivo desde el sacerdote Bosuet, de profundos estudios y sistematización, y a dado como resultado la superación de la aparente contradicción entre un orden jurídico y la consagración por parte de este del derecho de resistencia.

Finalmente, es de destacar que en esta modificación se incorpora al texto constitucional el vocablo democracia, que en su redacción original no figuraba.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

V

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 143)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese el siguiente artículo en la Constitución Provincial

Artículo…..: Corresponde al defensor del pueblo proteger los derechos, garantías e intereses, individuales o colectivos, contra actos u omisiones de la administración pública y supervisar la actividad administrativa centralizada y descentralizada.

Será designado por La Legislatura y removido por el procedimiento de juicio político, gozando de plena autonomía funcional.

Su funcionamiento y organización serán reglamentados por ley especial.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La superación del antiguo concepto de Estado liberal y su sustitución por el Estado social de derecho ha llevado a una extraordinaria extensión y reforzamiento de las potestades de la administración. Anteriormente las funciones del Estado se limitaban a proteger a los súbditos contra enemigos exteriores, asegurar la paz y el orden interior, mantener la justicia y facilitar cierto grado de asistencia pública. Hoy el Estado actual, preocupado por el bienestar general, tiene metas más amplias.

La administración ha adquirido un carácter netamente intervencionista, habiendo robustecido sus poderes. De ahí la necesidad de proteger a los individuos frente al funcionamiento de la administración y sujetarla a medios de control.

Por ello el gran tema de la época es el problema de control de la administración pública, procurando una eficiente labor de la misma. Y el defensor del pueblo aparece como una alternativa lógica y razonable.

La American Assembly, en su sesión de octubre de 1967, describe el defensor del pueblo de esta forma: “Es un funcionario independiente de alto nivel jerárquico que recibe quejas, efectúa investigaciones dentro de las materias involucradas en aquéllas y hace recomendaciones para una toma de decisión oportuna. Puede igualmente realizar investigaciones de oficio. Publica informes periódicamente. Su terapéutica es persuasión, crítica y publicidad. No puede legalmente rever actos administrativos.”

Es por lo tanto un órgano que tiene como fin proteger los derechos y libertades de los ciudadanos y vigilar las actividades de la administración pública y de sus funcionarios.

La American Assembly ha dicho que “existe una necesidad en la enorme y compleja actividad gubernamental de hoy, de la existencia de mecanismos dedicados exclusivamente a recibir, examinar y canalizar adecuadamente las quejas de los ciudadanos y asegurar una reparación expeditiva e imparcial”.

Las decisiones de la administración no siempre pueden ser impugnadas a través del procedimiento administrativo o en vía jurisdiccional, con todas las características de lentitud e insuficiencia que éstos encierran. Parece también una utopía pretender que la administración pueda llegar a autocontrolarse eficazmente a través de la vigilancia y tutela de los órganos superiores sobre los inferiores.

Por lo tanto, la figura del defensor del pueblo aparece como indispensable para ejercer la representación de los particulares ante la burocrática administración, con el objeto de protegerlo de sus errores, arbitrariedades, omisiones y demoras.

La figura jurídica del defensor del pueblo nació en Suecia en el siglo XVIII, con el fin de vigilar al Consejo Real. La Constitución de 1809 la transformó en un órgano nombrado por el Parlamento con una doble finalidad que aún hoy se conserva: supervisar el funcionamiento de la administración y defender los derechos públicos subjetivos y los legítimos intereses públicos de los ciudadanos frente a aquélla.

La institución se extendió posteriormente a otros países, como Finlandia, que al obtener su independencia estableció el instituto en el artículo 49 de la Constitución de 1919. La implantación en Dinamarca en el artículo 55 de la Constitución de 1953 constituyó un acontecimiento decisivo para el éxito internacional de la institución, porque por primera vez se inserta en un sistema jurídico distinto del de su país de origen (en Dinamarca no existe una separación entre administración y gobierno, ni independencia de funcionarios y autoridades de aquella en relación con los ministros. Todos están subordinados al canciller de justicia, y deben acatar sus decisiones). Por ley se instauró en Noruega en 1962 y en la República Federal Alemana en 1957.

Posteriormente comenzó a propagarse en los países anglosajones (Inglaterra, Canadá, EEUU).

Hay numerosos países de América Latina que han receptado el instituto; entre ellos Perú en la Constitución de 1933 (artículo 161); Honduras en la Constitución de 1982, en el artículo 232, etc.

Podemos afirmar, por lo tanto, que actualmente son numerosos los Estados que, con diversas modalidades y amplitud de atribuciones han regulado la figura del defensor del pueblo.

Otras provincias en sus constituciones ya han incorporado el tema en varios casos; por ejemplo la Constitución de Córdoba de 1987 en su artículo 124; la Constitución de La Rioja en 1986 en el artículo 144; la Constitución de San Luís de 1987 en el artículo 253, etc.

Proponemos el nombramiento por Legislatura, a fin de garantizar su independencia. Este debe fijar las normas a que debe ajustar su actuación, pero no puede dar instrucciones sobre la manera de tratar los casos individuales ni puede interferir en su actividad.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini

–A la Comisión de Control del Estado.

VI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 144)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese el siguiente artículo al texto de la Constitución Provincial:

Artículo…..: Toda persona física o ideal que se considere menoscabada por informaciones, noticias o avisos ofensivos, agraviantes o inexactas, emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión de cualquier especie, tiene derecho por el mismo medio a efectuar su rectificación o respuesta, en la forma y con el alcance que la ley determine.

ALASINO – PASQUALINI
FUNDAMENTOS
Señor Presidente:
Garantizar la libertad de expresión, es también el origen del derecho de réplica o mejor de respuesta.

Da la posibilidad a que ex post facto, toda persona que ha sido agraviada o motivo de una información parcial, orientada o dirigida, tenga la posibilidad de vindicarse ante la gente, pudiendo hacer conocer a los mismos que han sido motivo de la información deformada, los antecedentes, detalles y noticias que van a permitir que la información tenga las características de los pactos internacionales (San José de Costa Rica), que exigen que sea “adecuada y veraz”, condiciones que ha hecho suya la Constitución Nacional.

Augusto J Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

VII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 145)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorporase un nuevo artículo en el capítulo primero de la Constitución, que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo ….: El Estado asegura la existencia de condiciones competitivas en los mercados, que permitan una eficiente asignación de recursos y una equitativa distribución de la renta. Promoverá las acciones tendientes a evitar que practicas individuales o colectivas distorsionen o impidan la competencia y lesionen el bienestar general.

El Estado protege los derechos e intereses de los usuarios y consumidores, promueve su organización y participación en instituciones, protege su salud, su educación, el derecho a una información adecuada y veraz, a la libertad de elección, a condiciones de trato equitativo y justo. Controlará los monopolios naturales y legales,  especialmente los que pongan en riesgo la calidad y eficiencias de los servicios públicos, o los servicios de interés público prestado por particulares o por si mismo.

El desarrollo humano y la mejor calidad de vida, será la preocupación permanente del Estado, y en procurar su defensa no escatimará esfuerzo alguno.

PASQUALINI – ALASINO.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La participación exige que sea la defensa del elemento esencial de toda economía abierta - esto es la competencia y la transparencia del mercado-. Un derecho que no puede quedar desprotegido.

Las economías modernas no aseguran eficiencia en la asignación ni equidad en la distribución del ingreso. A la imperfección y fallas del mercado debe el estado atacarlas de manera de evitar estas distorsiones.

La economía abierta necesita de la libre competencia, pero necesariamente la implica. Mercados concentrados, monopolios, u oligopolios demandan la participación del estado regulando a veces y desregulando otras para proteger los derechos y asegurar el bienestar de los ciudadanos.

Que adquiera este precepto rango constitucional es un imperativo de los tiempos, que proteja a los usuarios y consumidores, otrora “el pueblo”, en procura de lograr un desarrollo con rostro humano y mejor calidad de vida para todos los entrerrianos.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

VIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 146)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorporase un nuevo artículo en el capítulo I con el siguiente texto:

Artículo…..: Los ciudadanos tienen el derecho de presentar a la Legislatura, para su tratamiento, proyectos de ley o de derogación de legislación vigente.

Las materias, excepciones y regulación del ejercicio de la iniciativa popular se establecerán por una ley de la legislatura.

Es facultad solo de la Legislatura convocar al pueblo para que se pronuncie, sobre cuestiones de interés general, siendo el resultado de la consulta popular, obligatoria, para todos los poderes públicos.

PASQUALINI – ALASINO.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
El proyecto reconoce a los ciudadanos de Entre Ríos el derecho de iniciativa popular, que alcanza no solo a la presentación de proyectos de ley, sino que también a la derogación de leyes vigentes. Es el momento de reconocer expresamente en nuestra constitución procedimientos de democracia semi directa: la iniciativa popular y la consulta popular.La primera destinada a posibilitar que los ciudadanos presenten ante cualquiera de las cámaras, proyectos de ley, o derogaciones, y la obligación de las cámaras de abocarse a su tratamiento. Los requisitos de cómo se ejercitará este derecho, los determinara una ley especial.

La consulta solo deberá hacerse por ley. Esto quiere decir que de los poderes del estado solo el legislativo podrá hacerlo. La práctica ha enseñado, que esta posibilidad en manos del ejecutivo, ha degenerado en un método nocivo que solo hace manipular la opinión pública en detrimento de la necesaria libertad que debe tener el ciudadano para decidir y en el abuso de utilizarlo en cuestiones que necesariamente debe tener discusión en la legislatura.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

IX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 147)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Reemplazar el art. 11 por el siguiente:

Artículo…..: La legislatura dictará una ley creando el juicio por jurados “ad-hoc” en todas las causas sobre delitos contra el honor, y la honestidad.

A tal fin asegurará: la imparcialidad del jurado y un procedimiento que preserve el sistema acusatorio y garantista para el imputado. El mecanismo de selección de los jurados resguardará, el recato, la privacidad, la seguridad, y la participación directa de los ciudadanos. El jurado popular decidirá solo si el hecho existió o no y si el autor material es o no el imputado. El jurado técnico colegiado sobre la prueba y la cuantía de la pena.

La legislatura podrá incorporar los delitos que agradan otros bienes jurídicos protegidos por el derecho penal.
PASQUALINI (en disidencia parcial) – ALASINO.

FUNDAMENTOS
Señor Presidente:
El filosofo y Santo de la iglesia, Tomas enseñaba:”La corrupción de la justicia tiene dos causas: la falsa prudencia del sabio y la violencia del poderoso”.-Nuestra constitución en dos normas, el art. 11 y el 147, hace referencias al juicio por jurados, a quienes los incorpora al Poder Judicial de la Provincia.

Poner el juicio por jurados en movimiento sería no solo cumplir con el mandato constitucional, tanto tiempo postergado, sino que además como otrora Entre Ríos marcaría el rumbo que los tiempos le están exigiendo a las democracias.

Las bondades del juicio por jurados la han expresado numerosos políticos y Juristas.

Alguna vez y a pedido de Entre Ríos la Universidad del Salvador, llevó a cabo un importante seminario, con conclusiones muy importantes.

En el año 1997(N° de Expediente 1849), en el Senado de la Nación fui autor de un proyecto similar, que tuvo favorable acogida en los medios.

Es cierto que existen también aquellos detractores del sistema (mi maestro el Dr. Alfredo Vélez Mariconde), y los que solo “destacan los beneficios frente al sistema clásico de enjuiciamiento”, pero las argumentaciones a favor del instituto son contundentes y de ello se ha ocupado desde el siglo XVII.

Así, por ejemplo Montesquieu o mejor dicho,“…Carlos de Secondat y Barón de Montesquieu ciñe con agudeza el objeto del concepto "jurado", a diferencia de quienes al refutarlo le atribuyen un objeto que no le concierne. "El pueblo -señala Montesquieu con la precisión de quien esgrime un escalpelo- no es jurisperito, es preciso presentarle un hecho, un solo hecho y que no tenga que ver más que si se debe condenar o absolver.”
Es preciso destacar que la diáfana distinción que formula el genial escritor francés entre las cuestiones de hecho -materia sobre la que conoce el jurado- y cuestiones de derecho -reservada solamente al juez- constituye la única vía de acceso a la comprensión del instituto.

Sarmiento en 1846 escribió en el "Mercurio" de Chile que el jurado es: "el paladín de las libertades públicas e introducirlo entre nosotros sería inocular un principio de vida y de existencia en el pueblo."
Mitre, sostuvo durante la discusión parlamentaria de la ley Nº483 que luego promulgaría el Presidente Sarmiento: "La institución del jurado es un dogma para todo pueblo libre. Nadie puede poner en duda el derecho y cuando damos nuestro voto por la idea general del proyecto, es para que se establezca el juicio por jurado".
Otro ex Presidente argentino que se pronunció a favor del jurado fue Nicolás Avellaneda, al señalar con énfasis lo siguiente: "En vano los teóricos del absolutismo han declamado tantas veces contra los peligros del jurado y los frecuentes errores de que adolecen sus fallos; pero la verdad es que los instintos de los pueblos asocia indisolublemente su existencia a la causa de la prensa libre y de las libres manifestaciones del pensamiento."

Algunos autores, caso Obarrio con una concepción elitista lo desestima no por el sistema mismo, sino porque dice se requiere un “alto grado de educación en el pueblo”. Fue el Dr. Ruiz Moreno quien con suma sutileza le respondió que era lo mismo decir que "las instituciones no son para los hombres, sino éstos para aquellas";

Por último, ya lo decía como lo cito mas arriba, el Barón de Montesquieu, el jurado popular queda limitado en su competencia a las cuestiones de hecho y el procedimiento y la pena, en manos del técnico. Es el equilibro deseado.

Lo cierto es que mas allá de los puntos de vista encontrados, como prueba piloto , la de iniciar este sistema para juzgar los delitos contra el honor y la honestidad, valores , y a la vez bienes protegidos por el derecho penal son acerca de los cuales la gente tiene menos “a-priori” para analizarlos y tiene a su favor, el sentido común, que es la expresión mas clara que con toda determinación se aproxima a las cosas, y que la comunidad  vive con otra intensidad, derivada de la vida cotidiana.- Por eso es que debe quedar en manos del pueblo el juzgamiento de estos hechos, que es quien en última instancia mide la consideración inmediata que cada persona tiene frente a sus semejantes. En nuestra opinión resulta lo mas prudente y aconsejable.

No obstante, si la Legislatura quiere extender el juzgamiento a otros delitos podrá hacerlo definitivamente.

Flavia E. Pasqualini (en disidencia parcial) – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

X

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 148)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Sustituyese el artículo 11 de la Constitución por el texto que sigue:

Artículo …..: La Legislatura no dictara leyes que limiten la libertad de prensa.

La información adecuada y veraz, como así también la comunicación constituye un bien social.

En el territorio provincial no están sujetos a censura previa, ni el derecho a informar, ni la libertad de expresión.

Las responsabilidades ulteriores serán establecidas por la ley y dirigidas a garantizar el respeto a los derechos personalísimos.

Los medios de comunicación social, afianzaran, consolidaran y aseguraran el principio del pluralismo y de respeto a las corrientes de pensamiento y de opinión.

El Estado Entrerriano prohíbe, el monopolio, oligopolio, público o privado y /o cualquier otro método similar, sobre los medios de comunicación en el ámbito provincial, o con influencia en el territorio de la Provincia.

El Estado Entrerriano, garantiza el libre acceso a las fuentes públicas de información y el protege la fuente de la información periodística.

Cuando se reproche a una publicación de cualquier tipo, por censurar en términos decorosos y nobles la conducta de una persona, en tanto personalidad publica, o magistrado, imputándosele faltas, anomalías o delitos cuyas investigación y castigo en su caso, interese a la sociedad, deberá indefectiblemente admitirse prueba sobre los hechos denunciados o hechos conocer por el medio de que se trate.

El Estado Entrerriano, no discriminará por ninguna causa a los medios de comunicación, ni favorecerá a unos en perjuicios de otros, cuando se trate de asignar recursos públicos para divulgar sus obras, comunicaciones, labores, trabajos, relaciones, productos o producciones.

Una ley especial dictada al efecto con mayoría absoluta reglamentará este artículo.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La norma propuesta comienza protegiendo la libertad de prensa, y declarando que la información y la comunicación son un bien social, y que no están sujetas a censura previa. Las características de la información toma como modelo el pacto de San José de Costa Rica, que repite también la Constitución Nacional, como derecho de los usuarios y consumidores de la información. Las responsabilidades si las hubiera las determinará la ley, y luego de precisar lo que los medios deben asegurar, prohíbe el monopolio, u métodos similares.

Asegura el acceso a las fuentes de información que sean públicas, y garantiza la fuente del derecho periodístico.

Permite que la publicación pruebe lo que afirma de un hombre público o magistrado, cuando la información esta presentada en términos honestos, severos, y decorosos, es decir no licenciosos.

Avanza también, en la no discriminación mediante el uso de los recursos económicos públicos, más allá de la posición que el medio tenga frente al gobierno.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 149)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese un nuevo artículo a la Sección I de la Constitución Provincial el que quedará redactado de la siguiente forma:

Artículo…..: Todas las personas tienen el derecho a gozar de un medio ambiente sano y equilibrado y el deber de preservarlo para las generaciones presentes y futuras.

Es obligación del Estado asegurar el uso racional de los recursos naturales y el estudio de impacto ambiental con carácter previo a la realización de obras o emprendimientos públicos o privados, que puedan afectar el medio ambiente.

Queda prohibido el ingreso al territorio provincial de todo residuo o desecho tóxico.

Todo habitante, de Entre Ríos. Por si o por representante legal ,está legitimado para accionar ante la autoridad competente en defensa de los derechos que emanan de esta norma, como también las asociaciones u organizaciones no gubernamentales que tengan por finalidad la preservación de recursos naturales nativos o del medio ambiente.

Artículo … :Es obligación del Estado promover la creación o adecuación de industrias, comercios, establecimientos rurales, o de cualquier otra actividad lucrativa o no, que resulten ambientalmente aceptables, mediante la implementación de incentivos fiscales, económico-financieros, suministro de tecnologías aplicables a dicha actividad, asesoramiento técnico, o cualquier otra medida que implique compromiso del Estado con aquéllos que se destacan en la evitabilidad de desastres ecológicos y en el emprendimiento de actividades con criterios no contaminantes.

Artículo…:Declarándose patrimonio natural, común de todos los entrerrianos presentes y futuros, a los Bosques Nativos, Acuífero Guaraní, el Delta etc., etc., imponiendo a los gobernantes y a los gobernados el deber inalienable de propender a la preservación de dichas riquezas naturales autóctonas, compatibilizándolo con la ineludible obligación de todos los entrerrianos de propender también al desarrollo productivo e industrial de nuestra Provincia.

Esta enunciación no impide la inclusión de otras riquezas naturales en la protección constitucional precedente, mediante la sanción de una ley especial que así lo declare.  

PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS
Señor Presidente:
El artículo primero, punto 13 de la ley N° 9768, propone la incorporación de un articulo que reconozca al medio ambiente como patrimonio común y el derecho y el deber de gozar y preservar el mismo.

Tal vez los Constituyentes de 1933 desconocían que la acción del hombre sobre el medio ambiente iba a repercutir, además que sobre el mismo, sobre la universalidad de los hombres sobre las comunidades y aun sobre la humanidad futura.

El arrollador desarrollo industrial que luego de la segunda guerra mundial se generó, la humanidad toda tomo conciencia de los graves daños que ella misma se estaba infligiendo. Se dio cuenta que el ambiente era un sistema integrado que tiene un punto natural de equilibro.

Si bien podría decirse que el art.6 de nuestra constitución, que referencia los derechos y garantías no enumerados de la C.N. y que nacen y “…. corresponden al hombre en su calidad de tal.” y que proveen a la defensa común y al bienestar general, al derecho a condiciones dignas de trabajo y acceso a un vivienda digna, implícitamente comprendería el derecho al medio ambiente, las constituciones extranjeras mas modernas como Bulgaria (1971), art. 30, China(1978) art. 11, España (1978) art. 53 inc. 2, Holanda, Hungría, Italia entre otros y constituciones provinciales, como la de Córdoba art. 86 y capitulo II, Jujuy (1986) art. 22, La Rioja (1986) art. 66, San Juan, Salta, Santiago del Estero, Río Negro y otras de aun mas reciente sanción, nuestra constitución no consagra explícitamente el derecho al medio ambiente.

De la misma manera que las constituciones sancionadas en la primera mitad del siglo veinte comenzaron a resguardar, proteger y consagrar los principios sociales y económicos, las sancionadas en los últimos treinta y cuarenta años han recogido en forma unánime los principios ambientales.

Con más razón nosotros que en la última década nos vimos agredidos en nuestro medio ambiente, por las construcciones de pasteras sobre el Río Uruguay y que ha movilizado a una parte importante de nuestra provincia, en defensa precisamente del medio ambiente.

La norma que proponemos es una norma general que consagrado el derecho permite adecuar la ley que en consecuencia se dicten a las situaciones que puede vivir nuestra provincia en el futuro.

La obligación de estudiar el impacto ambiental, se carga sobre quien esta en mejores condiciones que nadie para hacerlo, que es quien proyecta ejecutarla.- El conocimiento por terceros del pronóstico podría abortar el proyecto o bien obligar a tomar medidas que tornen mas onerosos los costos de producción.

Esta práctica y obligación de advertir a terceros que pretendemos constitucionalizar ha dado origen a una obligación ambiental básica que es la de estudiar los efectos directos, individuales y colectivos mediatos e inmediatos, presentes o futuros de toda actividad susceptible de perjudicar al ambiente.

El advenimiento de este principio data de la década del 40 cuando el Congreso de los Estados Unidos preocupado por la liberalidad con que se construían obras públicas bajo el paraguas del New Deal, impuso como requisito para la asignación de partidas presupuestarias para su construcción el estudio previo de la relación costo-beneficios.
Surgieron así los modelos de evaluación de proyectos, luego adoptado por los organismos internacionales y finalmente  seguidos universalmente.

Otra cuestión es la legitimidad activa que se le otorga a cualquier habitante de hacer valer su derecho a gozar del medio ambiente.-Solo obteniendo una decisión jurisdiccional el actor no sufrirá un perjuicio contrario a derecho.

Si bien el interés ambiental es difuso, en cuanto multiplicidad de acciones individuales (difusas) impactan sobre el ambiente (difuso) y repercuten sobre intereses de pluralidad de sujetos (difusos), ello no le impide ser legitimo y determinante de un derecho subjetivo, que como cualquier otro interés es personal y particular no obstante su carácter de vago e impreciso, o cuando sea indirecto.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SRA. PASQUALINI – Pido la palabra.

Solicito, señor Presidente, un segundo giro de este proyecto a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. Además, me parece que si a todos los proyectos que tratan la cuestión ambiental no los vinculamos con las cuestiones económico-sociales no vamos a plantear una norma buena e idónea. Por ese motivo, mociono que todos los proyectos referidos a la cuestión ambiental, no solamente éste, pasen por la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará, señora convencional.

–No hay asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 150)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese el siguiente artículo en la sección V de la Constitución Provincial en nuevo capítulo del Ministerio público.

Artículo…..: El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la provincia.

Está integrado por un Fiscal de Estado y los demás miembros que la ley establezca.

Una ley determinará de que manera y bajo que condiciones se ingresará al Ministerio Público, disponiendo que una comisión de selección integrada por representantes del poder legislativo, ejecutivo, y con participación popular lo lleve a cabo, mediante un procedimiento que asegure los derechos de los interesados y del cuerpo social. De que forma se hará efectiva y se mantendrá la estabilidad en su cargo, teniendo en cuenta periódicamente la actuación del Agente Fiscal, su idoneidad, la necesaria actualización y conocimiento de las normas jurídicas y del avance y perfeccionamiento en el derecho de que se trata.

Preverá también su remoción que solo se llevara a cabo a través de un Tribunal de Enjuiciamiento, que será integrado por jueces, legisladores, fiscales y abogados de la matrícula, dándole intervención al tercero denunciante en su caso.

El cargo de Fiscal de Estado de la provincia será designado por la Legislatura y removido por el procedimiento de juicio político y una ley determinará de qué forma se conservará su estabilidad.

ALASINO – PASQUALINI (en disidencia parcial).

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
No parece necesario realizar demasiadas argumentaciones sobre la conveniencia de reunir en el texto constitucional, en forma clara y ordenada, los lineamientos básicos del Ministerio Público en el orden provincial.

Existe una vieja controversia en torno de la inserción del Ministerio Público dentro del marco de la división de poderes tripartita, y esto ha constituido uno de los principales obstáculos en la legislación sobre el tema.

Algunos sostienen que los fiscales y defensores oficiales deben ser considerados como agentes del Poder Ejecutivo. Otros entienden, que dada la naturaleza de sus funciones sólo pueden ser concebidos dentro de la órbita del Poder Judicial.

El origen de esta divergencia sobre la pertenencia institucional del Ministerio Público, se halla en la circunstancia de haberse reunido en el Ministerio Público dos competencias sustancialmente diversas: la de representar y defender los intereses del Estado como abogados de la provincia, y la de velar por los intereses de la sociedad y la acción pública.

Para dar fin a todas estas controversias es que proponemos incorporar a la Constitución Provincial, el Ministerio Público, acentuando su carácter autónomo e independiente de los demás poderes del Estado, en tanto debe operar como un representante de los intereses públicos y generales de la sociedad, con el objeto de llevar a cabo el control externo del ejercicio de tales poderes. En tal sentido dice Argentino Barraquero que el ministerio público “para el ejercicio de sus funciones requiere independencia del Poder Ejecutivo y de los demás funcionarios del Poder Judicial, y esta independencia no comporta un absolutismo dentro de nuestro régimen político, sino una coordinación de atribuciones, pues es un carácter del gobierno representativo impuesto por nuestra práctica institucional: el poder debe moderar al poder a fin de que no llegue el abuso” (De la independencia del Ministerio Público L.L. 118-1141).

La independencia del ministerio público se ha concretado en la Constitución de Salta (1986) que lo caracteriza como un cuerpo autónomo e independiente de los demás órganos del poder público.

La misma tendencia fue seguida por países latinoamericanos. La legislación brasileña determina: “Son principios institucionales del Ministerio Público, la unidad, la indivisibilidad y la independencia funcional” (artículo 150 de la nueva Constitución). La ley de Venezuela dice: “El Ministerio Público es autónomo e independiente de los demás órganos del poder público y en consecuencia no podrá ser impedido ni coartado en el ejercicio de sus funciones por ninguna otra autoridad”. La ley de Perú lo califica como “un órgano autónomo”.

Atribuimos como funciones específicas la representación de los intereses públicos y generales de la sociedad ante los órganos jurisdiccionales; la promoción y el ejercicio de la acción penal pública ante los tribunales competentes, sin perjuicio de los derechos que las leyes acuerdan a los particulares; el control de legalidad del proceso jurisdiccional y la protección de los derechos y garantías constitucionales.

El ministerio público estará a cargo del Fiscal de Estado, designado por la Legislatura, quien ejercerá la superintendencia sobre sus miembros.

Su designación será mediante concurso público llevado a cabo por una comisión, de selección de fiscales, que le elevaran una terna al Poder Ejecutivo el que finalmente lo designará. Tendrá estabilidad en el cargo, pero periódicamente la comisión de selección evaluará su actuación y comportamiento, para poder continuar en el cargo.

En el caso de pedido de remoción, el tribunal que lo sustancie, deberá dar intervención al ciudadano que haya cuestionado o denunciado la conducta del agente fiscal.

Proponemos una legislación a dictarse como consecuencia de la necesidad de regular todo lo atinente a composición, organización y funcionamiento del organismo.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini (en disidencia parcial).

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
XIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 151)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese al Cap. III, Sección VII, los siguientes artículos:

Artículo…..: El Municipio, que esta constitución admite y distingue, es una unidad política esencial, que nace espontáneamente, y en su origen se nutre de relaciones fraternales de vecindad, asentadas en la solidaridad, y que se agrupa en una comunidad organizada, fundamental, autónoma, que voluntariamente busca su perfeccionamiento cultural, económico y social dentro de un continente territorial definido por la ley, y que por medio del derecho procura el bien común para si y los que decidan convivir con dicha comunidad-sociedad.

A estos grupos comunitarios-societarios, esta Constitución les asegura un régimen municipal, con bases autonómicas: institucional, política, administrativa y económico-financiera.

Artículo 2: Los municipios que reúnan las condiciones establecidas en el art. precedente y que cuenten con una población estable y permanente de 20.000 habitantes, y tengan desarrollados los servicios de salud, de educación, de justicia y de seguridad tendrán autonomía plena y se denominaran municipios de primera categoría.

Las cabeceras de departamentos, por el solo hecho de serlo tendrán autonomía plena.

Artículo 3: Los que cuenten con una población estable y permanente superior a 4.000 habitantes y atiendan con cierto grado de desarrollo los servicios de salud, educación y seguridad se denominarán municipios de segunda categoría y tendrán autonomía. Organizarán la Justicia de Faltas y sus procedimientos.

Artículo 4: Las comunidades de más de 400 habitantes, tengan o no servicios, y que se encuentren a mas de 20 kilómetros de un municipio de cualquier categoría se denominaran municipios de tercera categoría.

Artículo 5: Una ley, aprobada por mayoría de dos tercios, de ambas cámaras delimitará sus territorios para lo cual se tendrá en cuenta una distancia de 10 kilómetros desde el centro urbano y determinará qué exigencias deberán reunir para cumplir con los recaudos establecidos por esta constitución.

Los municipios que a la fecha de promulgación de esta Constitución, tuvieran definido sus límites se mantendrán siempre y cuando no contradigan esta constitución.

Artículo 6: Un ordenamiento normativo propio deberán darse aquellos municipios a los que esta constitución conceda autonomía plena, gobernándose a través de él y dentro de los términos de esta constitución.

Será sancionado por Convención Constituyente convocada al efecto, en fecha que no podrá coincidir con otras elecciones. El número de convencionales constituyentes será igual al doble del número de integrantes del órgano deliberativo municipal, elegidos en forma directa y con representación proporcional que asegure la participación de las minorías.  El convencional constituyente deberá poseer las mismas condiciones que para ser diputado provincial, y estará sujeto a las mismas incompatibilidades e inhabilidades.

La Convención deberá expedirse en un plazo de noventa días prorrogables por una sola vez por el mismo plazo.

La Constitución que en su consecuencia se dicte, deberá asegurar:

1) Un sistema representativo, con elección directa de las autoridades municipales mediante voto universal, igual y secreto.

2) Representación proporcional, que asegure la participación efectiva de las minorías.

3) El método para su modificación o reforma.

4) Un sistema de control de las cuentas públicas que establezca un órgano elegido por voto directo de los vecinos.

Podrán ser intervenidos mediante una ley votada por mayoría dos tercios en ambas Cámaras, solamente en los siguientes casos:

1) Acefalía;

2) Violación a las previsiones de esta Constitución y/o de su propia Constitución;

3) Existencia manifiesta de conflicto entre sus órganos, que pongan en riesgo las instituciones municipales, la prestación de los servicios a su cargo, y el normal funcionamiento de la administración municipal;

4) Desastres o estragos producidos o no por causas naturales, que pongan en riesgo el derecho a la vida, a la salud de los vecinos;

5) Toda otra causal que se encuentre prevista en la Constitución local.

En tal caso, el Poder Ejecutivo designará un interventor fijando sus atribuciones, debiendo éste normalizar el municipio en un plazo no mayor de 180 días, improrrogable, llamando a elecciones por el período legal.

Artículo 7: La competencia de los Municipios de primera categoría, que esta Constitución reconoce específicamente, sin perjuicio de las atribuciones generales, son las siguientes:

1) Determinar su forma de gobierno y establecer las atribuciones de los órganos que la conforman.

2) Elegir sus autoridades convocando a los comicios respectivos. Éstos no podrán coincidir con elecciones nacionales, provinciales o que se celebren en otros municipios de la Provincia.

3) Organizar la Justicia de Faltas, y establecer el procedimiento administrativo respectivo.

4) Crear los órganos de policía municipal con funciones vinculadas a la Justicia de Faltas.

5) Organizar el territorio municipal, mediante un sistema que asegure la descentralización de funciones y servicios, procurando la inmediatez de ésta con el vecino.

6) Crear un sistema de revisión y control de las cuentas y legalidad de los actos de los órganos de gobierno, con participación popular directa y presidido por un representante de la primera minoría del órgano deliberativo.

7) Otorgar el derecho electoral a los extranjeros, en las condiciones que establezca la Constitución local.

8) Contraer empréstitos con objetos determinados, con intervención del órgano deliberativo. En ningún caso el servicio de la totalidad de los empréstitos, podrá comprometer más de la tercera parte de la renta anual.

Artículo 8: Son competencias que esta Constitución atribuye igualitariamente a los Municipios, cualquiera sea su categoría, las siguientes:

1) Convocar los comicios para la elección directa de sus autoridades y asegurar el gobierno y la administración de los intereses vecinales.

2) Nombrar a los funcionarios y empleados municipales, mediante un sistema que asegure el ingreso a la misma mediante reglas que sustenten en la igualdad de acceso y la idoneidad personal del agente.

3) Confección y aprobación del presupuesto de gastos y cálculos de recursos.

4) Establecer o aumentar el monto de las contribuciones o de las tasas de los servicios a su cargo, recaudando y administrando los recursos económicos financieros que genere.

5) Tendrán rentas y bienes propios, siendo exclusiva su facultad de imposición respecto de personas, cosas, o formas de actividad, sujetas a jurisdicción municipal, la que ejercitará conforme a la ley, con las limitaciones que ella establezca respecto de sus bases o para impedir que sancionen gravámenes incompatibles con los nacionales o provinciales.

6) Ejercer todos los actos de administración, disposición y/o regulación de los bienes del dominio público o privado municipal.

7) Tener a su cargo las obras de salubridad y ornamento, los establecimientos de beneficencia, la vialidad vecinal, los cementerios y demás objetos que por su naturaleza caigan bajo su jurisdicción.

8) Inspeccionar y exigir que se mantengan en las debidas condiciones de salubridad e higiene, todo establecimiento público o privado, industrial, comercial o cualquier otra actividad.

9) Serán también sus recursos, los impuestos nacionales y provinciales que se perciban en su jurisdicción en un todo de acuerdo al régimen de coparticipación.

10) No podrán, bajo ningún concepto, establecer impuestos directos ni indirectos sobre la producción y frutos del país, ni sobre los establecimientos industriales y sus productos. Sólo podrán imponer tasas de seguridad, higiene, u otro de carácter esencialmente municipal. Las tasas por retribución de servicios, serán percibidas siempre que el servicio sea efectivamente prestado.

11) Podrán asumir la prestación de servicios de salud pública, asistencia social y educación pública, como también otros servicios u obras públicas, en concurrencia con la Provincia u otros Municipios, con la asignación específica de los recursos financieros que proporcionalmente demande.

12) Proteger el medio ambiente, paisaje, y equilibrio ecológico, como también la creación y fomento de instituciones culturales, bienes culturales, artísticos y artesanales.

13) Atender todo lo conducente al turismo, deporte, actividades recreativas y espacios verdes.

14) Asegurar la participación de las asociaciones de vecinos, organizaciones intermedias, y en general, implementar medidas que impliquen la participación directa del vecino en la definición de políticas municipales.

15) Contraer empréstitos con objetos determinados, con intervención del órgano deliberativo. En ningún caso el servicio de la totalidad de los empréstitos, podrá comprometer más de la cuarta parte de la renta anual.

16) Concertar con otros Municipios, Provincias o Nación, o personas de derecho internacional público, todo tipo de convenios que tengan por objeto llevar a cabo actividades de interés comunal.

17) Administrar y distribuir las tierras fiscales existentes dentro de su territorio.

18) Los gastos de funcionamiento, incluyendo nóminas salarias y cargas sociales, no podrán superar el 50% de los ingresos totales y permanentes del Municipio.

19) Publicar trimestralmente el estado de sus ingresos y gastos, y anualmente el inventario general y una memoria sobre la labor desarrollada.

20) Ejercer cualquier otra competencia de interés municipal que no se excluya taxativamente en esta Constitución y en tanto no haya sido reconocida expresa o implícitamente como propia de la Provincia, atendiendo fundamentalmente al principio de subsidiariedad del Gobierno Provincial con respecto a los Municipios.

Artículo 9: El régimen legal de los Municipios de segunda y tercera categoría, será establecido por una ley especial, en un todo de acuerdo con los criterios establecidos por esta Constitución y aprobada por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

Su gobierno será ejercido por un órgano ejecutivo unipersonal y por un órgano deliberativo colegiado, compuesto de nueve miembros para los de segunda categoría y de cinco miembros para los de tercera categoría, asegurando en este último la representación proporcional y efectiva de las minorías; debiendo reglamentarse lo atinente al cuerpo electoral de los Municipios.

Los requisitos exigidos para ser autoridad municipal serán determinados por dicha ley, como también los deberes inherentes a dicha función y las responsabilidades emergentes; acefalía; incompatibilidades e inhabilidades; otorgando a los vecinos los derechos de iniciativa, referéndum y destitución de los funcionarios electivos, como también a promover la sanción de los funcionarios y empleados por falta en el incumplimiento de sus deberes.

No podrán ser reelectos en el mismo cargo, salvo con el intervalo de un mandato.

La misma ley especial determinará la forma y condiciones en las que estos Municipios, podrán ser intervenidos mediante Ley que deberá ser aprobada con mayoría absoluta de ambas Cámaras.

Disposición Transitoria Nº 1: Los Municipios que quedan autorizados por esta Constitución, a dictar su propia Constitución y mientras no hagan uso de ese derecho, se regirá por la ley orgánica de los Municipios Nº 3001 y sus modificatorias.

La categoría de cada Municipio, en lo referente a su población, se resolverá por los Censos Nacionales que se realicen al efecto.

Los Municipios existentes a la fecha de promulgación de esta Constitución, tendrán un plazo de un año a efectos de adecuarse a las previsiones constitucionales.

PASQUALINI – ALASINO.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Sin dudas, ha de ser uno de los temas más importantes, el de la autonomía municipal. La Constitución Nacional, a partir de la Reforma 94, previno a las Provincias la obligación de adecuar sus regímenes municipales al mandato dado por ella.

Si bien Entre Ríos, en nuestra opinión, tiene acabadamente cumplida esa exigencia en el texto actual de la Constitución, no es menos cierto afirmar, que una modernización del sistema municipal, ayudará a tener más participación y más control de los vecinos sobre el estamento municipal.

Se optó previsiones genéricas, delegando tanto en las futuras Constituciones locales como en la futura Ley Orgánica, la precisión y descripción de las instituciones municipales, a fin de consagrar la autonomía en términos reales liberando al constituyente municipal o al legislador provincial de cualquier atadura o prejuicio, salvo claro está, algunos condicionamientos expresos que se entienden esenciales e insoslayables; evitando de esta forma caer en exceso de reglamentarismo, impropio del texto constitucional.

La autonomía es tal vez uno de los principios fundacionales de nuestra Provincia. Ha de ser Entre Ríos, en los primeros documentos constitucionales argentinos, la que entendió e incorporó el sentido y el alcance de la autonomía en Argentina. Ha de ser también, la que dotó a los primeros agrupamientos vecinales de la característica de auto-gobernarse.

Hemos procurado dar un concepto de “Municipio” que históricamente comienza como un grupo comunitario y así se lo define. Al írsele incorporando voluntariamente y por decisión espontánea o deliberada personas o vecinos, participan como grupo de la doble calidad de comunidad y sociedad.

El Municipio como institución fundamental en la comunidad organizada que con tanta precisión definió Juan Perón, debe ser de por sí, uno de los motivos principales para proteger su funcionamiento, la libertad y la participación de sus habitantes (vecinos).

Se han previsto tres categorías de Municipios, definiéndolas con parámetros objetivos, avanzando respecto de la tradicional forma de clasificarlos, que solamente tiene en cuenta el elemento cuantitativo poblacional. Se innova agregando a este criterio, consideraciones desde el punto de vista funcional, habida cuenta que a aparte de la cantidad poblacional, se utiliza como herramienta de distinción el grado de desarrollo de los servicios públicos esenciales. A la vez que se introduce la limitación de creación de nuevos Municipios, mediante otra herramienta objetiva no discrecional, como es la distancia que existe entre uno y otro centro urbano poblacional.

Por estos fundamentos y los que oportunamente en el debate formulará el miembro informante, se aconseja la aprobación del presente proyecto de norma constitucional.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Régimen Municipal.
XIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 152)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese en la sección III de la Constitución Provincial, un nuevo artículo que será redactado de la siguiente manera:

Artículo…..: Esta Constitución reconoce, garantiza y promueve la existencia de los partidos políticos como personas jurídicas de derecho público no estatal. Los partidos políticos son instrumentos necesarios para la formulación y realización del sistema democrático. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres y una ley de orden público deberá reglamentar su organización garantizando los principios contenidos en este artículo.

Estas instituciones no excluirán otras vías para proponer candidatos a cargos electivos.

PASQUALINI – ALASINO.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Esta propuesta de incorporación de tres artículos a la sección III de esta Constitución es una necesidad de los tiempos actuales y aluden a los partidos políticos y a la preservación y garantía del sistema democrático.

La participación popular es el instituto fundamental que se garantiza con este nuevo precepto constitucional.

Se propone la inclusión de un texto que alude a la participación igualitaria de los partidos políticos, que son en definitiva el instrumento natural de canalización de la expresión popular y de las ideas políticas de los ciudadanos.

Por último se reconoce una situación muy actual, esto es que puedan otras organizaciones civiles y no gubernamentales viabilizar la presentación de candidatos a cargos electivos.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 153)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Sustituyese los incisos siguientes del art. 47, 48, 49, 50, 51 y 52 de la sección III.

Artículo…..: La Legislatura dictará la ley electoral que será uniforme para toda la Provincia y reconocerá por base las prescripciones siguientes:

2. Tendrán voto en las elecciones provinciales los ciudadanos argentinos mayores de diez y ocho años, que previamente manifiesten su intención de participar en la elección, de que se trate y que incorporados al padrón que la legislatura mandara confeccionar al REGISTRO CIVICO DE ENTRE RIOS, bajo la dirección del TRIBUNAL ELECTORAL, y que tomara como base el padrón electoral de la Nación.

Incorporados a dicho padrón, la concurrencia al comicio será obligatoria, y su ausencia injustificada motivo de sanciones severas que determinara la ley electoral.

Las elecciones no podrán coincidir o llevarse a cabo, conjuntamente y contemporáneamente, entre municipios de primera categoría, o entre estos y autoridades provinciales. En ningún caso se efectuaran conjuntamente con las nacionales, las elecciones de autoridades provinciales o municipales.

3. Se considerará que ha habido elección en un círculo, distrito o sección y la elección se reputará válida, cuando haya sido legal en la mayoría de las mesas receptoras de votos.

A pedido de cualesquiera de los partidos políticos y/o de las agrupaciones que en ella participen, dentro del plazo que la ley señale, en toda clase de elecciones, se convocará a nueva elección, en las mesas no constituidas o anuladas, cuantas veces sea necesario, hasta que haya una elección válida.

4. Ningún ciudadano podrá inscribirse sino en el distrito de su domicilio.

5. Las elecciones ordinarias se verificarán en las fechas que fije la ley y las extraordinarias en cualquier tiempo, previa convocatoria que se publicará con treinta días, por lo menos, de anticipación en la capital y departamento, y debidamente conformado y actualizado el padrón a utilizar. Para las elecciones complementarias este término se reduce a ocho días.

6. Las mesas receptoras de votos estarán constituidas por un funcionario denominado Presidente de comicio, y dos más como Vice-Presidente y Secretario. El Tribunal Electoral insaculará del padrón que se confeccione a ese efecto también tres suplentes que reemplazarán a aquél en los casos que la ley determine.

Es carga pública de todo ciudadano entrerriano, que haya decidido participar en la elección el desempeño como autoridad electoral. Aquél ciudadano o ciudadana que se niegue, no justifique su incomparecencia dos veces consecutivas o tres alternadas, será pasible de las severas sanciones que establezca la ley.

7. Durante las elecciones y en el radio del comicio no habrá más autoridad policial que la del presidente del mismo, cuyas órdenes y resoluciones deberán cumplir la fuerza pública y los ciudadanos.

8. Toda elección debe durar ocho horas como mínimo y terminarán en el día, sin que las autoridades y particulares puedan suspenderlas por motivo alguno.

9. El régimen legal deberá prever expresamente la habilitación de agrupaciones, comunidades, u otro tipo de organizaciones pluripersonales, en alianza o no con partidos políticos, la presentación de candidatos y/o de listas de candidatos.

10. El escrutinio provisorio será público, debiendo hacerse enseguida de terminar la elección y consignarse el resultado en la misma acta del comicio, firmando el presidente, vice-presidente, secretario, y demás personas que quieran, hacerlo.

11. Toda elección se hará por listas que serán oficializadas por el Tribunal Electoral. Se considerarán una sola lista las que tengan la mayoría de los candidatos comunes, aunque difiera el orden de colocación de los mismos.

A los efectos del escrutinio definitivo, el orden de colocación de los candidatos lo determinará la lista que tenga la mayoría de la totalidad de votos, y si ninguna la tuviera, el de la lista oficializada.

El Tribunal Electoral no podrá oficializar lista alguna en la que la mitad de sus integrantes, sean mujeres, las que deberán ser propuestas en orden que ambos géneros tengan las mismas posibilidades de acceso a ser elegidos.

12. Los electores no podrán ser arrestados durante las horas de la elección, excepto en el caso de flagrante delito.

13. No podrá votar la tropa de línea, ni la guardia nacional movilizada, desde sargento para abajo, ni, hasta pasado dos meses de haber cesado en el puesto, los gendarmes de policía terrestre, fluvial o marítima, bomberos y guardias cárceles; ni quienes sean inhabilitados por la ley a dictarse.

15. Toda falta grave, acto de fraude, coacción, soborno, cohecho o intimidación, ejercido por los empleados o funcionarios públicos, de cualquier jerarquía, como también por cualquier persona, contra los electores antes, durante o después del acto eleccionario, serán considerados como un atentado contra el derecho y la libertad electoral y serán penados con arreglo a lo que disponga la ley de la materia.

16. La acción para acusar por faltas o delitos electorales se podrá ejercer hasta seis meses después de cometidos aquellos, estando legitimados para hacerlo cualquier elector en forma individual, organizaciones no gubernamentales afines, y el Defensor del Pueblo. La Legislatura no podrá dictar leyes de amnistía en esta materia y los actos de procedimiento judicial contra el acusado, interrumpirán las prescripciones de la acción y de la pena.

17. Los Funcionarios y Empleados Públicos deberán abstenerse, bajo pena de destitución, de formar parte de comisiones o comités políticos, de suscribir manifiestos de partidos, y en general, de ejecutar cualquier otro acto público de carácter político, salvo el del voto.

18. La ley determinará las limitaciones y prohibiciones al ejercicio del sufragio, respetando los principios establecidos en esta Constitución. Podrá incorporar también al Tribunal Electoral otros miembros en un número que no supere el de dos, que integren el tribunal en cada elección de que se trate.
Artículo 48. El Poder Ejecutivo sólo podrá suspender, la convocatoria a elecciones en caso de conmoción, insurrección, invasión o movilización de milicias.

Artículo 49. El Gobernador y Vicegobernador serán elegidos directamente por el pueblo de la Provincia, a simple pluralidad de sufragios. En caso de empate, o que la primera minoría no alcance el cuarenta y cinco por ciento (45 %) de los votos, se procederá a nueva elección, que se realizará dentro de los treinta días siguientes a la elección.

En esta segunda elección, intervendrán solamente las fórmulas empatadas o, en el segundo supuesto, la primera y la segunda minorías, cualquiera sea el número de votos que ambas hayan logrado y la diferencia que exista entre ambas.

Artículo 50. Los Senadores serán elegidos directamente por el pueblo a razón de uno por cada departamento y a simple pluralidad de votos. Se elegirán suplentes por cada partido o agrupación para reemplazar a los que cesen en su mandato por muerte, renuncia o cualquier otra causa.

Artículo 51. Los Diputados serán elegidos directamente por el pueblo de la Provincia, en distrito único, por un sistema de representación proporcional. La ley determinará la forma de distribuir las bancas, de forma que efectivamente garantice el acceso a dicha Cámara de las minorías políticas o de otro tipo de agrupaciones.
Se elegirán también listas de suplentes por cada partido o agrupación para reemplazar a los que cesen en su mandato por muerte, renuncia o cualquiera otra causa. Tratándose de los elegidos por las minorías se incorporarán los candidatos titulares de las listas proclamadas que no hayan resultado electos.

Artículo 52. El mandato de los funcionarios y representantes a que se refieren los artículos 49, 50 y 51 será de cuatro años.

Todos serán elegidos simultáneamente en un solo acto electoral, sin perjuicio de las renovaciones parciales de ambas Cámaras que componen la Legislatura.

PASQUALINI – ALASINO.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Quizás la convocatoria a comicios, su desarrollo y control, sean los momentos de mayor vigencia en la actualidad del llamado “clientelismo político”. La dirigencia política toda, se encuentra cuestionada en este aspecto (como en tantos otros). Pero sin lugar a dudas, el momento más indignante de ese clientelismo, sea justamente el antes, durante y después de los comicios. Clientelismo político que pone en peligro la noción completa y sincera de palabras que tanta sangre argentina y entrerriana costaron: “democracia”, “república”, “pluralidad” y “representatividad”.

Las verdaderas políticas de Estado son las que perduran más allá de los colores de los circunstanciales gobernantes. Para que adquieran esa perdurabilidad, y de esa forma avanzar en el desarrollo de Entre Ríos en todos los aspectos posibles, deben surgir de la convergencia, el diálogo, y del desinteresado intercambio de ideas que ineludiblemente luego confluyen en bases comunes.

Ahora bien ese diálogo, esa confluencia multidisciplinaria no es coto exclusivo del dirigente político: todos somos hacedores – por acción u omisión – del destino de nuestra Provincia y de nuestro país. Ese diálogo y convergencia con otras ideas, no es posible, no resulta viable si mantenemos las instituciones monopólicas que nuestra Constitución posee en la actualidad, y menos aún propender a la hegemonía de una sola idea, como propone la Ley Nº 9.768.

Es así entonces que, se propone una modificación actualizando el texto constitucional a los tiempos que corren pero también convocando a las generaciones futuras a que cesen en la omisión transformándola en acción y participación: el gobierno es de todos, y si “los todos” dejamos que unos pocos lo usen, lo abusen y lo bastardeen, así estamos. Pero es la política la que debe dar el “puntapié inicial” y el momento es éste.

Se proyectan en apariencia sutiles modificaciones, que de llevarse a la práctica, de ejercitarse activamente, serán revolucionarias (en el sentido poético de la expresión).

A saber:

1.- Sobre la obligatoriedad o no de votar: consagración suprema de la libertad. Teniendo en cuenta la idiosincrasia actual, y a efectos de evitar diferentes posiciones entre los presentantes de este proyecto, se propone delegar en la Legislatura la obligatoriedad o no de la emisión del voto. Resultando un cambio trascendental, revolucionario y eminentemente, consideramos que el mismo deberá ser evaluado paulatina y gradualmente, la pertinencia o no de la implementación de uno u otro sistema.

2.- Autoridades Electorales: La práctica habitual de actos comiciales nos demuestra elección tras elección, que no sólo hay desconfianza de la población en general a la dirigencia política, sino también que dicha desconfianza avanza sobre la dinámica y ejercicio de la democracia. Así como exigimos gobernantes probos, comprometidos.

3.- La equidad de género en los candidatos: En relación a este principio, se propone la supresión de la norma actual contenida en el inc. 3 del Art. 47 de la Constitución Provincial, ya que cuando la Constitución autoriza a “los ciudadanos inscriptos en padrón” (SIC), actualmente también refiere al género femenino.

Es de destacar que la habilitación constitucional que se suprime, se encontraba vigente en nuestra provincia desde 1933, antes que a nivel nacional se habilitara el voto femenino (a partir del año 1949 o de 1952 ??).

Actualmente, al género femenino en este aspecto, no se nos discrimina. Padecemos discriminación, y a pesar que nos encontramos en el Siglo XXI, en el otro aspecto del derecho electoral: ser candidatas, ser elegibles.

Como también padecen este tipo de marginación, otros grupos de “diferentes”. Los candidatos a ser elegidos por voto popular, es verdad que en general son “hombres” pero también son: “blancos”, “caminan en sus dos piernas”, “visualizan”, “heterosexuales”, “no son muy jóvenes”, “ni son muy viejos”, “tampoco desocupados”, “son de la ciudad, no del campo ni de los barrios periféricos”, etc. etc., entre otras formas solapadas (a veces evidentes) de discriminación.

En este aspecto, se propone la agregación del 3º párrafo del inciso 11 consagrando no solo equidad en forma cuantitativa sino equidad en el otorgamiento de iguales oportunidades, receptando las observaciones que los diferentes Tribunales Electorales del país, realizan a las listas a oficializar.

La mitad propuesta como parámetro, no es antojadiza, implica trato igualitario. Si es por la incidencia de uno y otro género en la población entrerriana, argentina o mundial, el porcentaje de candidatas mujeres debiera ser mayor.

4.- Ampliación de número de autoridades electorales – carga pública: El primer aspecto tiene por finalidad, tomar desde el texto constitucional, medidas preventivas de la cooptación de voluntades, asegurando o en su caso, dificultando, las presiones o coacciones que pudieren surgir en el transcurso del comicio; permite la división del trabajo en la mesa receptora, en el escrutinio, y demás tareas habituales.

El quiebre del monopolio de los partidos políticos como forma de acceder a los cargos electivos, que proponemos más adelante, debe ineludiblemente contar con una mayor participación del ciudadano común en la “cosa pública”. Es así que imponemos claramente la carga pública, y la eventual aplicación de sanciones a quienes voluntariamente no cumplan con la misma, dejando librado al criterio del Legislador la reglamentación de este punto.

5.- Partidos Políticos o agrupaciones constituidas con otros fines: El monopolio de los partidos políticos, más aún de la forma actual en que se desarrolla la vida interna de los mismos, es quizás otro de los pilares en los que se sostiene el “clientelismo político”. Nada más sano para enaltecer la dirigencia política que, la competencia con “otros”. Resulta ésta una propuesta innovadora, tendiente a transparentar el desarrollo actual de la política, pero en modo alguno propugnamos la eliminación de los partidos políticos.

El Legislador no queda inhabilitado para disponer diferentes recaudos o condiciones a aquellas agrupaciones que participen en contiendas electorales. Así tendremos en la palestra a dirigentes políticos con dirigentes sindicales, de Colegios Profesionales, ambientalistas, ruralistas, grupos religiosos, etc., que, participarán de contiendas electorales desde el marco político que los consagró: en todos estos ejemplos, la dirigencia supuestamente “no política”, hace política. La lleva adelante desde la órbita de su saber y entender respecto de un sector determinado.

Participación ciudadana propone reconocer la Ley 9.768: pues entonces, llevemos a la práctica, en términos reales, accesibles y en términos llanos de forma tal que todos podamos elegir y ser elegidos. La democracia el único dueño que reconoce y admite, es el pueblo. La democracia no es de los dirigentes políticos.

6.- Especificación en cuanto a la titularidad de la acción que prevé el inc. 16: La inexistencia de una ley que reglamente la llamada “acción popular”, y consecuentemente, la imposibilidad de plantear las violaciones que condena el inc. 15, nos ha llevado a proponer el detalle preciso de quiénes quedan habilitados a plantear las figuras infraccionales o delictivas que describe el inc. 15., de forma que, en la nueva Constitución contemos con una norma operativa a partir del mismo momento de promulgación de la Constitución renovada.

La ampliación del plazo de caducidad, es una cuestión ligada íntimamente con la ética pública, evitando la impunidad en este aspecto.

7.- Autonomía del Tribunal Electoral: Ésta debe garantizarse en forma efectiva y real. Esta garantía real no se logra sumándole facultades o atribuciones al Tribunal, sino evitando que quienes acceden a la función pública mediante elecciones, intervengan en sus decisiones, pero no tenga la misma representación que los demás estamentos que lo componen. Se propone una modificación en la integración del Tribunal Electoral, con expresiones más técnicas que políticas, atento que la consideración de la validez o invalidez del acto eleccionario, es sin lugar a dudas, afín a resolver controversias judiciales. La intervención del Colegio de Abogados, resulta en razón que confluyen en él la representación de la sociedad en general, con la técnica propia de su profesión. La Presidencia del Tribunal a cargo de un funcionario judicial que no dependa económicamente de la Provincia, implicará imparcialidad garantizada.

8.- Modificación del Art. 49: No hay dato histórico que de cuenta que alguna vez, un Gobernador entrerriano haya sido elegido por más del 50 % de los votos emitidos.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 155)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Articulo…“No se creará, ni funcionará ningún fondo, fideicomiso, administración, dirección, comisión, junta o delegación que sea destinataria, utilice y/o disponga recursos públicos, por afuera del presupuesto provincial. Todos los recursos públicos de cualquier tipo incluso aquellos que sean compartidos, en la parte que corresponda a la provincia deberán estar incorporados, sin excepción al presupuesto provincial y serán controlados, monitoreados, fiscalizados e inspeccionados por quienes tengan a su cargo el control de las cuentas publicas.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS
La transparencia de la utilización de los recursos públicos y la claridad de las cuentas provinciales es sin duda uno de los asuntos, que mas preocupan a la opinión publica.

Sin duda la incorporación de todo tipo de fondo o fideicomiso que tenga como destino recursos públicos, deben estar incorporados al presupuesto provincial.

La “ley de leyes”, debe contener todos los movimientos de recursos económicos de los poderes públicos.

Nada le debe ser extraño al presupuesto; debe contener todo en este aspecto.

La incorporación en el presupuesto evita los  “agujeros negros” y los somete al doble control, esto es el control externo que ejercita el Tribunal de Cuentas y el interno que efectúa la Contaduría General de la Provincia.

El artículo es omnicomprensivo de todos los fondos, inclusive en aquellos en los que la provincia comparte recursos, con otras. En estos casos los recursos que le correspondan, deberán hacerse conocer y calcularse en los recursos del estado.

Creemos, necesario que el presupuesto provincial no deje por afuera de él; Toda suma de cualquier tipo que tenga su origen en derechos patrimoniales o económicos de la Provincia debe tener el control de los organismos que a este efecto tiene el estado provincial. Es imposible pensar que quien recibe recursos provinciales, se controle a si mismo. Hoy es así, en distintos lugares públicos. Y esto es lo que se debe corregir, para el presente y para el futuro.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 159)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:
Artículo 1°: Suprimir los incisos a), b), c) y h) del artículo 42° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Artículo 2º: De forma.
ROGEL – CEPEDA – GUY – ARRALDE – MONGE – BRASESCO ALLENDE, (Clidia). – VILLAVERDE – DE PAOLI.
FUNDAMENTOS

El artículo 42° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos reza: Reglamentará por leyes especiales las condiciones de trabajo de los obreros y empleados residentes en la Provincia.

Reglamentará especialmente:

a) La jornada y seguridad del trabajo con relación a la exigencia de la vida higiénica y a las condiciones del trabajo industrial y de las faenas agropecuarias.

b) Los seguros y el socorro mutuo en caso de enfermedad, maternidad, muerte, niñez desvalida, vejez o invalidez.

c) Las otras formas de previsión y asistencia social.

d) El salario mínimo para los obreros del Estado, el que se fijará en base al costo de la vida.

e) La inembargabilidad del hogar de familia.

El fomento de la construcción de viviendas higiénicas, con el concurso del Estado, sea en forma de desembolsos directos, de otorgamiento de créditos o garantías o de liberación de gravámenes.

f) El asociacionismo gremial, debiendo fomentarlo y orientarlo.

h) El funcionamiento de tribunales de arbitraje, de los que formarán parte representantes de asociaciones patronales y gremiales, legalmente autorizadas, para resolver los conflictos suscitados entre patrones y obreros.

La supresión de estos incisos halla su razón en que los puntos allí mencionados (jornada y seguridad del trabajo, higiene, trabajo, y trabajo y faena agropecuaria, seguros, socorros mutuos, etc. Maternidad, muerte, niñez desvalida, tribunales de arbitraje, etc.) podrían ser calificados de obsoletos, porque se encuentran establecidas no solamente en la Constitución Nacional, sino también en los tratados internacionales que, en definitiva, forman parte integrante de la misma a partir de la reforma de 1994.

La repetición de enunciados que están taxativamente contemplados en otros textos, además de ser sobreabundantes, se prestan a confusión, extienden sin razón alguna la norma superior que es nuestra Constitución y hasta se prestan a eventuales problemas de jurisdicción.

Por éstas razones, y por las que se darán en Comisión y en la Asamblea, se solicita de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Raúl D. Guy – Juan C. Arralde – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde – Griselda L: De Paoli.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 160)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:
I – Suprímase el tratamiento oficial para los Ministros del Poder Ejecutivo previsto en la primera parte del artículo 133 de la Constitución de Entre Ríos, el que queda modificado de la siguiente manera:

“Art. 133.- Los ministros gozaran por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no podrá ser alterado durante el tiempo que desempeñen sus funciones.”

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – BRASESCO – GUY – MONGE – ALLENDE, (Clidia) – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La modificación propuesta está habilitada, sin reservas, por el artículo 1º de la ley Nº 9768 que declaró la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos.

El artículo 133 de la Constitución provincial dispone el tratamiento de honor obligatorio que corresponde tener hacia los ministros secretarios de Estado del Poder Ejecutivo. En su parte pertinente dice: “Los ministros tendrán el tratamiento de “señoría”.....”. Proponemos, estrictamente la supresión de ese párrafo de modo de adecuarlo con las eliminaciones proyectadas, en igual sentido, para el tratamiento oficial del Poder Ejecutivo y de los miembros del Poder Judicial.

Para el bloque de la Unión Cívica Radical este proyecto resulta entrañable. El radicalismo impulsa la supresión del dispositivo citado desde el primer proyecto de reforma de la Constitución Provincial que promovió a partir del reestablecimiento de la democracia en 1983 y que obtuvo media sanción en 1986.

Las razones de la derogación propiciada está suficientemente justificada en las palabras pronunciadas por el entonces Gobernador de la Provincia de Entre Ríos en ocasión de la apertura del IV Congreso Provincial de Derecho, organizado por el Colegio de Abogados de Entre Ríos y la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Provincia de Entre Ríos, celebrado en Concordia entre el 11 y el 13 de octubre de 1984. Allí, el Dr. Sergio Alberto Montiel, principal promotor de la reforma constitucional, invitado a disertar sobre ella, exponía: “....Trataremos primero algunos temas generales y haciendo referencia a una cuestión meramente formal, pero con trascendencia ética-política, que sostuvimos en la campaña electoral y en la plataforma de nuestro partido, entendemos que debe suprimirse todo tratamiento especial, honorífico o de excepción a los cuerpos, magistrados y funcionarios cualquiera fuere su investidura en el ejercicio de su mandato. La Constitución de Entre Ríos en los artículos 121, 133 y 159 establece un tratamiento especial para el Gobernador, Vicegobernador, Ministros, Superior Tribunal y Jueces de Primera Instancia, sin que disponga el uso de otros términos con que también nos dirigimos a los poderes públicos. Creemos que esto es contrario al sentido ético republicano que nos inspira y que el tratamiento adecuado será, Señor Gobernador, Señores Ministros, Señores Jueces, recordando siempre cuando estamos en el  ejercicio de la función pública que somos ciudadanos comunes que estamos cumpliendo un mandato no para nosotros, sino para el pueblo que nos ha nombrado sus representantes.” (contenido en la publicación oficial “Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos”, pág. 22).

Allí se expresa el criterio republicano e igualitario que fundamenta la iniciativa. El proyecto da cuenta del compromiso ético que lo sostiene puesto que no se agotó en una propuesta efímera surgida al calor del fervor democrático despertado con el restablecimiento del Estado de Derecho. Aquella adscripción se testimonia hoy, provocando el debate sobre el mismo tema en el seno de la Convención y abogando por su supresión.

Corresponde destacar que en la práctica el proyecto tiene el carácter de un aggiornamiento. En la actualidad nadie se dirige a los ministros del Poder Ejecutivo con el título de “señoría”, por lo que, en realidad el tratamiento oficial constitucional constituye una desuetudo. Es la oportunidad entonces de adecuar la norma legal a la realidad, suprimiendo el párrafo por carente de sentido práctico y ético. Si en el caso, la norma es un anacronismo manifiesto ya comenzaba a serlo también en 1933.

Efectivamente, cuando se puso en discusión la norma cuya eliminación proponemos, el despacho de mayoría que lo contenía era acompañado de la disidencia del convencional Ernesto Sammartino que propugnaba su supresión, siguiendo el criterio expuesto para el artículo 121. Puesto en debate aquella norma, el convencional Etchevehere adhiere a la disidencia calificando al texto que finalmente se impuso como:  : “...un flagrante anacronismo...”, como la rémora propia de “...regímenes caducos....”, como “....hojarasca sin significado actual” y como un “pueril ornamento verbal.... ”. (Diario de Sesiones de la Convención Constituyente, 5ª. Sesión Ordinaria – Junio 8 de 1933, T.I., págs. 538 y 539).

En aquella discusión también se recordaba que no existía una cláusula análoga en la Constitución Nacional y que “...No lo establecieron porque en un estado republicano estas son cosas que están demás” (intervención del convencional Aguirrezabala, Diario de Sesiones citado, pág. 540).

En suma y en definitiva, la propuesta entronca con la mejor tradición democrática de nuestros antecedentes constitucionales. Lo que ya se esbozaba como un tratamiento injustificado a principios del siglo pasado (aunque no haya prosperado el temperamento igualitario que lo advertía), hoy es a todas luces inapropiado. Lo cuál es evidente ante la falta de aplicación del precepto.

Las citas realizadas traducen con rigor doctrinario los fundamentos que justifican solidamente la modificación propuesta. Concluimos también, haciendo propias las aseveraciones de Etchevehere: “...la razón de existencia de una ley no puede ser nunca la de conferir dignidad, que es virtud exclusiva y recóndita de la personalidad humana y está fuera de la jurisdicción de toda norma escrita. No hay otra dignidad que la dignidad soberana del hombre, que tiene en sí misma el imperativo que la impulsa y el estímulo que la fortalece. El honor no se decreta, señores convencionales, y el prestigio no puede edificarse sobre un mandato legal....”
Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L: De Paoli – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 161)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:
Artículo 1°: Modificar el art 80º de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el cual quedara redactado de la siguiente manera “Cada Cámara tendrá autoridad para corregir, a toda persona de fuera de su seno que viole sus privilegios, con arreglo a los principios parlamentarias, pudiendo además, pasar los antecedentes a la justicia.

Artículo 2º: De forma.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – BRASESCO – DE PAOLI – ALLENDE, (Clidia) – VILLAVERDE – GUY – MONGE.
FUNDAMENTOS

El artículo 80° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos reza: Cada Cámara tendrá autoridad para corregir, con arresto que no pase de un mes, a toda persona de fuera de su seno que viole sus privilegios, con arreglo a los principios parlamentarias, pudiendo además, pasar los antecedentes a la justicia”.

Se suprime esta facultad legislativa de “arrestar”, por entender que tal atribución, a esta altura del avance institucional es, tal vez, una rémora de tiempos pasados, en los que los tumultos eran moneda corriente por la intervención de las barras, por un lado, o por violencias físicas o verbales hacia los legisladores o el Poder Legislativo. Para el caso de que hechos de esa naturaleza se produjesen están los resortes de la justicia penal de la Provincia de Entre Ríos a través de los juzgados de instrucción, a los cuales deberán acudir las respectivas autoridades formalizando las denuncias pertinentes.

Debe tenerse en cuenta, además, que si una o mas personas promueven desórdenes en los plenarios legislativos, la autoridad debe disponer el retiro y la posterior denuncia, en vez de disponer el arresto.

Por éstas razones, y por las que se darán en Comisión y en la Asamblea, se solicita de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Griselda L: De Paoli – Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 162)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

I – Sustituir la palabra “agrícolas” por “productivas” en el artículo 29 de la Constitución de Entre Ríos, quedando el citado artículo modificado de la siguiente manera:

“Artículo 29.- Queda prohibida toda especie de tormentos y vejámenes, bajo pena de destitución inmediata y sin perjuicio de las responsabilidades en que incurran los empleados o funcionarios que las apliquen, ordenen o consientan. Las cárceles y colonias penales productivas de la provincia serán sanas y limpias, para seguridad y no para mortificación de los recluidos, debiendo constituir centros de trabajo.”

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – BRASESCO – ALLENDE, (Clidia) – GUY – MONGE – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La propuesta que impulsamos se encuentra especialmente habilitada por el artículo 1º de la Ley Nº 9768 de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos. También está fijado en ella, el alcance u orientación de la reforma del artículo 29 que impulsamos. Ello así puesto que se impide su eliminación o alteración a menos que sea para producir la sustitución propiciada (art. 4º, inciso 1 -)

La garantía personal abolicionista prevista en la primera parte del artículo de marras constituye un pilar fundamental del constitucionalismo histórico y desde los albores de nuestra independencia obtuvo reconocimiento institucional. Se hallaba incluido en los primeros estatutos de ciudadanía sancionados en aquel período. Eso solo justifica su carácter pétreo. Por además no se trata de la mera – y por tanto innecesaria - reproducción del principio contenido en la Constitución Nacional (art. 18 C.N.) sino que le agrega un plus de efectividad al disponer las consecuencias inmediatas para quienes violen dicho precepto ya sea como autores o como partícipes.

En el mismo sentido, la segunda parte del dispositivo en análisis luego de reafirmar la finalidad de las cárceles también prevista en el, ya citado, artículo 18 de la Constitución Nacional, avanza sobre la configuración de las cárceles entrerrianas bajo la idea de constituirlas en centros de trabajo. En ese marco se mencionan especialmente las colonias penales “agrícolas”.

En la Comisión de Consenso Legislativo, cuyo debate y conclusiones sirvió de base para la redacción de ley 9768, se juzgó conveniente actualizar el criterio sustentado por los constitucionalistas del ´33, admitiendo que las colonias penales pudieran crearse en torno a emprendimientos productivos, no necesariamente agrícolas. En virtud de ello se propuso preservar el texto del art. 29 de la Constitución Provincial y autorizar la modificación de este único ítem del dispositivo.

En la inteligencia de que actuamos conforme a los parámetros expresados es que proponemos esta modificación que vendrá a ampliar las posibilidades de instalar cárceles provinciales en las cuáles las penas privativas de la libertad cumplan con las finalidades de resocialización soñadas por los constituyentes.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L: De Paoli – Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 163)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

I.- Suprímase el inc. 17 del Art. 47 de la Constitución de Entre Ríos.

DE PAOLI – ROGEL – CEPEDA – MONGE – VILLAVERDE – BRASESCO – GUY – ARRALDE – ALLENDE, (Clidia).
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Estando habilitada la modificación propuesta por el Art. 1º de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) impulsamos la supresión del inciso 17 de su art. 47 cuyo texto actual se encuentra reglado en la Sección III del Régimen Electoral y en su texto actual establece Art. 47.- “La Legislatura dictará la Ley Electoral que será uniforme para toda la Provincia y reconocerá por base las prescripciones siguientes:

Inc.17:”Los Funcionarios y empleados públicos deberán abstenerse, bajo pena de destitución, de formar parte de comisiones o comités políticos, de suscribir manifiestos de partidos y en general, de ejecutar cualquier otro acto público de carácter político, salvo el del voto”.

Consideramos que más importante que efectuar un despliegue normativo de los derechos constitucionales y humanos es garantizar su espeto y adoptar mecanismos operativos para su mejor resguardo.

La Constitución al tener vocación de permanencia es “un instrumento constante de gobierno”, destinado a perdurar, regulando la evolución de la vida nacional (“Nación Argentina C/ Provincia de Buenos Aires”, Fallos, 256; 588).Por tanto el inciso 17 del Articulo 47 de la Constitución vigente debe derogarse.

Ello significa ingresar en las dimensión fáctica o de la realidad social) de los derechos constitucionales y la realidad en la que dicha norma ha caído en desuso por imperio de los cambios que la sociedad fue gestando respecto de la participación y libre pensamiento de sus ciudadanos.

En la convicción que debemos acompañar este proceso y no generar crisis de expectativa, esto es descreimiento social sobre la llamada “fuerza normativa de la Constitución” es que propugnamos la derogación del presente inciso.

El debate ya se daba en los convencionales de 1933, el convencional Dr. Calderón propuso la supresión de este inciso, planteando en esa forma disidencia que estuvo a punto de triunfar, el inciso 17 no innovaba en las previsiones de la ley electoral anterior, sino en cuanto a la extensión del precepto prohibitivo, se argumentaba que el empleado quedaba sometido a una “capitis diminutio” al privársele hasta de “exteriorizar su pensamiento”, los sostenedores de la plena libertad de acción política del empleado concluían que la ley de estabilidad del empleado público se había dictado antes de la sanción de la Constitución vigente y que ella era suficiente para que no le interesara a éste el origen político del Poder Ejecutivo.

Y aún los convencionales que sostenían la tesis contraria como Aguirrezabala que expresaba que no otorgaba su voto por temor de que al artículo le fuera dada una interpretación que pudiera traer en la práctica y en los hechos el efecto de quitar al funcionario el derecho de tener opinión política.

El derecho a pensar incluye el derecho de cada persona a formar su propio juicio sin interferencia del Estado ni de las demás personas, regulado en las normas internacionales constitucionalizadas por imperio del Art. 75 inc.22 de la Constitución Nacional que incorpora los Tratados Internacionales, como el Pacto de San José de Costa Rica que en su artículo 13 inc. 1º enuncia explícitamente que “toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión”; el derecho de expresión tutela precisamente esa conducta expresiva y es un complemento indispensable del derecho de pensamiento, dada la naturaleza social de las personas. Así el derecho de expresión política es una consecuencia del principio constitucional de libertad de expresión y de participación indispensable para la funcionalidad del régimen democrático.

Entre ellos figuran los de reunión, constituir partidos, sufragar, ser elegido, expresarse políticamente y de resistencia a la opresión.

La reforma constitucional de 1994, adherida a una visión más actualizada del concepto de Democracia, esto es más participativa, enuncia formalmente una serie de derechos en los artículos 36 al 40, garantizando el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al principio de Soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia” art. 37 C.N.

Así mismo el Pacto de San José de Costa Rica en el Titulo de Derechos Políticos art. 23 indica: “Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos, b) de votar y ser elegido en elecciones, periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c) de tener acceso en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas de su país” y en el inciso 2º de este mismo artículo establece : La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente en proceso penal”.

Griselda L: De Paoli – Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Juan C. Arralde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 164)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:
I.- Modifícase el artículo inciso 13 del artículo 81 de la Constitución de Entre Ríos por el siguiente:

“... Aprobar, observar o desechar las cuentas de inversión que le remitirá al Poder Ejecutivo dentro de los 60 días de iniciadas las sesiones ordinarias, abrazando el movimiento administrativo hasta el 31 de diciembre próximo anterior”.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – BRASESCO – DE PAOLI – ALLENDE, (Clidia) – VILLAVERDE – GUY – MONGE.
FUNDAMENTOS

Estando habilitada la modificación propuesta por el artículo 1º de la ley Nro. 9768 de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos, impulsamos la modificación de su artículo 81 inciso 13.

La propuesta obedece exclusivamente a una necesidad de adecuación a la disposición citada, al proyecto presentando también por nuestro bloque, de modificación del artículo 64 para ampliar el período de sesiones ordinarias.

Al mismo tiempo aumentamos el plazo de remisión llevándolo a sesenta días. Nos parece un tiempo prudencial para que el Poder Ejecutivo cumpla con el mandato de remisión de la cuenta de inversión.

Cabe destacar que el criterio sugerido es concordante con el de otros órganos ejecutivos, como los municipales, que consideran exigüo el plazo vigente.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Clidia A. Allende – Griselda L: De Paoli – Luis A. Brasesco – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 165)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

I – Suprimir el inciso c) del artículo 166 de la Constitución de Entre Ríos, quedando el artículo citado modificado de la siguiente manera:

“Artículo 166º- El Superior Tribunal de Justicia tendrá las siguientes atribuciones generales, conforme a la reglamentación de las leyes respectivas:

a) Representar al Poder Judicial de la provincia y ejercer la superintendencia general de la administración de justicia;

b) Nombrar y remover los empleados inferiores del Poder Judicial;

c) Dictar su reglamento interno y el de los juzgados de primera instancia;

d) Hacer saber al Poder Ejecutivo las necesidades que se señalen en el ejercicio de la administración de justicia, a efectos de que se solicite de la Legislatura la sanción de las leyes respectivas;

e) Evacuar con carácter obligatorio los informes relativos a la administración judicial que le requiriesen el Poder Ejecutivo o cualesquiera de las Cámaras.”

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – BRASESCO – DE PAOLI – ALLENDE, (Clidia) – GUY – MONGE – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La supresión que propiciamos se halla expresamente habilitada en la ley Nº 9768 de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos, en virtud de la cuál se celebra esta Convención Constituyente. Lo está en virtud de los artículos 1º y 4º, inciso 13 – de la norma citada.

La derogación propuesta importa adecuar el texto del artículo 166 de la Constitución Provincial a la supresión de los jueces de paz legos ya impulsada por el Bloque de Convencionales de la Unión Cívica Radical, mediante el pertinente proyecto de texto constitucional que modifica el correspondiente artículo 152.

De acuerdo con el criterio fijado, corresponde eliminar también el mecanismo de remoción de dichos jueces que en la actualidad es una atribución del Superior Tribunal de Justicia prevista en el inciso c) del artículo 166. En consecuencia, propugnamos la supresión del citado inciso manteniendo el resto de los incisos y produciendo simplemente el corrimiento resultante.

En méritos a razones de brevedad damos por reproducidos los mismos argumentos que sirvieron del fundamento al proyecto de modificación del artículo 152 de la Constitución de Entre Ríos.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Griselda L: De Paoli – Clidia A. Allende – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 166)
La Convención Constituyente de Entre Ríos SANCIONA:
Artículo 1º: Suprimir el inciso 18 del artículo 81° de la Constitución Provincial.
Artículo 2º: De forma.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – BRASESCO – DE PAOLI – ALLENDE, (Clidia) – VILLAVERDE – GUY – MONGE.
FUNDAMENTOS

En el territorio nacional, históricamente estuvo presente la milicia urbana o la milicia rural, que en un comienzo, dependieron de la autoridad de los cabildos y se rigieron por las ordenanzas españolas.

Con posterioridad a la emancipación, quedaron en manos de los gobiernos provinciales y posteriormente sirvieron de base de los ejércitos que lucharon por la independencia.

Con el dictado de la constitución nacional de 1853 y la posterior incorporación de Buenos Aires a la Confederación en 1960, pasaron a la orbita del Estado Federal, de conformidad al art. 67 inc. 23 de la C.N., que facultaba al Congreso a “Fijar la fuerza de líneas de tierra y de mar, en tiempo de paz y de guerra...”, con la excepción consagrada en el ya derogado inciso 24 de dicho artículo.

Este artículo posibilitaba a las provincias el “nombramiento de los jefes y oficiales de las milicias provinciales y el cuidado de establecer en su respectiva milicia la disciplina prescripta por el Congreso...cuando lo exija la ejecución de las leyes de la nación y sea necesario contener las insurrecciones o repeler invasiones...”

Es decir, que pese a establecerse la potestad de la nación sobre estos cuerpos armados, se mantenía una reserva en los excepcionales casos citados.

Tales circunstancias excepcionales fueron invocadas por el congreso de la nación al dictarse leyes tales como: la Ley 129, que estatuía el enrolamiento de la Guardia Nacional, Ley 279, promulgada el 9 de Octubre de 1868: establecía la movilización de la Guardia Nacional en la Provincia de Corrientes, con el objeto de “ejecutar la Constitución Nacional y las leyes de la Nación y evitar y reprimir la guerra civil” (art. 1). Y la Ley 396, promulgada el 16 de agosto de 1870: Ordenaba la movilización de las milicias de Entre Ríos, Buenos Aires, Corrientes y Santa Fe, para reprimir la sedición de López Jordán.

Ésta, es la explicación histórica de la razón del dictado, por parte de varias provincias argentinas, de normas equivalentes al artículo 134 última parte en donde se le asigna al gobernador de la provincia el carácter de “comandante en jefe de las milicias de la Provincia”, y del artículo 135 incisos 5, 20 y 24, donde se le otorgan facultades para “Usar en casos de receso de las Cámaras y de no poder ser oportunamente convocadas, de las atribuciones conferidas al Poder Legislativo en el inciso 18 del artículo 81.”; “nombrar los oficiales de la Guardia Nacional y alcaldes de campaña...” y 24º “Movilizar las milicias de uno o varios puntos de la Provincia durante el receso de las Cámaras cuando un grave motivo de seguridad o de orden lo requieran, dando cuenta oportunamente de ello, y, aún estando en sesiones, podrá usar de la misma atribución siempre que el caso no admita dilación, dando cuenta inmediatamente a las Cámaras y, al Gobierno de la Nación”

Asimismo el citado artículo 81° de la constitución provincial en su inciso 18 le confiere al Poder Legislativo la atribución de “Autorizar la reunión y la movilización de las milicias o parte de ellas, en los casos permitidos por la Constitución Nacional y aprobar o desaprobar la movilización que en cualquier tiempo hiciere el Poder Ejecutivo sin autorización previa.”

En este punto, corresponde destacar que la Constitución Nacional contiene una prohibición liminar dirigida a las provincias en el artículo 126 (antiguo art.108), que dice textualmente: “Las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden... armar buques de guerra o levantar ejércitos...”, lo cual se ha cumplido delegando tal misión a las fuerzas armadas.

Por ello, es que debe concluirse que es el Poder Federal, el único competente para regular lo inherente a la materia, quedando, las provincias, sustraídas a su ejercicio.

Demás está decir que dicha norma, partía del supuesto de la existencia de milicias provinciales. Esta circunstancia, si bien se presentó en el pasado histórico, en la actualidad evidentemente dejó de verificarse.

Es en virtud de lo expresado es que el inciso 18 del artículo 81° que le confiere al Poder Legislativo la atribución de “Autorizar la reunión y la movilización de las milicias o parte de ellas, en los casos permitidos por la Constitución Nacional y aprobar o desaprobar la movilización que en cualquier tiempo hiciere el Poder Ejecutivo sin autorización previa.” carece por completo de virtualidad jurídica y sentido.

Resulta pertinente entonces su expresa derogación, tal como lo propugna el presente proyecto.

Conforme las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Griselda L: De Paoli – Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 167)

La Convención Constituyente de Entre Ríos SANCIONA:
Artículo 1º: Suprimir los incisos 5, 20 y 24 del artículo 135 de la Constitución Provincial.

Artículo 2º: Modificar el artículo 134 el que quedará redactado de la siguiente forma: “El gobernador es el Jefe del Estado”.

Artículo 3º: De forma.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – ALLENDE, (Clidia) – DE PAOLI – BRASESCO – VILLAVERDE – GUY – MONGE.
FUNDAMENTOS

En el territorio nacional, históricamente estuvo presente la milicia urbana o la milicia rural, que en un comienzo, dependieron de la autoridad de los cabildos y se rigieron por las ordenanzas españolas.

Con posterioridad a la emancipación, quedaron en manos de las provincias.

Fueron las milicias las que contribuyeron a enfrentar a las fuerzas inglesas, en 1810 y posteriormente sirvieron de base de los ejércitos que lucharon por la independencia.

Con anterioridad a la organización nacional, dependieron de los gobernadores de provincia y tras el dictado de la constitución nacional de 1853 y la posterior incorporación de Buenos Aires a la Confederación en 1960, pasaron a la orbita del Estado Federal, de conformidad al art. 67 inc. 23 de la C.N., que facultaba al Congreso a “Fijar la fuerza de líneas de tierra y de mar, en tiempo de paz y de guerra...”, con la excepción consagrada en el ya derogado inciso 24 de dicho artículo.

Este artículo posibilitaba a las provincias el “nombramiento de los jefes y oficiales de las milicias provinciales y el cuidado de establecer en su respectiva milicia la disciplina prescripta por el Congreso...cuando lo exija la ejecución de las leyes de la nación y sea necesario contener las insurrecciones o repeler invasiones...”

Es decir, que pese a establecerse la potestad de la nación sobre estos cuerpos armados, se mantenía una reserva en los excepcionales casos citados.

Tales circunstancias excepcionales fueron invocadas por el congreso de la nación al dictarse leyes tales como: la Ley 129, que estatuía el enrolamiento de la Guardia Nacional, Ley 279, promulgada el 9 de Octubre de 1868: establecía la movilización de la Guardia Nacional en la Provincia de Corrientes, con el objeto de “ejecutar la Constitución Nacional y las leyes de la Nación y evitar y reprimir la guerra civil” (art. 1). Ley 317, promulgada el 23 de agosto de 1869: estipulaba la Movilización de las milicias para sofocar las guerras civiles entre 2 o más provincias. Ley 396, promulgada el 16 de agosto de 1870: Ordenaba la movilización de las milicias de Entre Ríos, Buenos Aires, Corrientes y Santa Fe, para reprimir la sedición de López Jordán. Ley 589, promulgada el 23 de mayo de 1873: Disponía la movilización de 2.000 hombres de la Guardia Nacional o Milicias de la provincia de Corrientes y 1.000 hombres de la Guardia Nacional de la provincia de Santa Fe, a los efectos de sofocar la rebelión en la provincia de Entre Ríos y durante el tiempo que dure esta. Ley 3063, sancionada el 8 de enero de 1894: establecía una convocatoria de ciudadanos a los ejercicios de la Guardia Nacional, y establecía un régimen de arrestos disciplinarios. Esta ley fue luego prorrogada por un año más por la ley 3244 del 16 de julio de 1895. Ley 3318, sancionada el 23 de Noviembre de 1895: regulaba la organización del Ejército y la Guardia Nacional. La misma disponía el Servicio Militar obligatorio del Ejército para todos los argentinos. Los gobiernos de Provincia tenían la facultad de nombrar un “Inspector General de Milicias”, el cual era el encargado de la dirección inmediata de la instrucción de la Guardia Nacional. Así mismo, los gobiernos provinciales debían establecer las academias militares y campos de entrenamiento, etc. etc. etc.

Ésta, es la explicación histórica de la razón del dictado, por parte de varias provincias argentinas, de normas equivalentes al artículo 134 última parte en donde se le asigna al gobernador de la provincia el carácter de “comandante en jefe de las milicias de la Provincia”, y 135 incisos 20 y 24, donde se le otorgan facultades para “nombrar los oficiales de la Guardia Nacional y alcaldes de campaña...” y 24º “Movilizar las milicias de uno o varios puntos de la Provincia durante el receso de las Cámaras cuando un grave motivo de seguridad o de orden lo requieran, dando cuenta oportunamente de ello, y, aún estando en sesiones, podrá usar de la misma atribución siempre que el caso no admita dilación, dando cuenta inmediatamente a las Cámaras y, al Gobierno de la Nación

En este punto, corresponde destacar que la Constitución Nacional contiene una prohibición liminar dirigida a las provincias en el artículo 126 (antiguo art.108), que dice textualmente: “Las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden... armar buques de guerra o levantar ejércitos...”, lo cual se ha cumplido delegando tal misión a las fuerzas armadas.

Y en concordancia con ello el art. 99 inc. 2. establece que el Presidente de la República es el  “Comandante en Jefe de todas las fuerzas armadas de la Nación.”
Por ello, es que debe concluirse que es el Poder Federal, el único competente para regular lo inherente materias enunciadas, quedando, las provincias, sustraídas a su ejercicio.
La expresa derogación del inciso 24 del artículo 67, acaecida en oportunidad de la reforma Constitucional de 1994 demuestra la voluntad de los constituyentes, tanto en orden a la supresión de normativa carente de valor actual y en completo desuso, como a confirmar la competencia exclusiva del gobierno federal en lo que atañe a la defensa armada.

Y esto es así, porque dicha norma establecía como atributo del congreso de la nación “Autorizar la reunión de las milicias de todas las provincias o parte de ellas, cuando lo exija la ejecución de las leyes de la Nación y sea necesario contener las insurrecciones o repeler las invasiones. Disponer la organización, armamento y disciplina de dichas milicias, y la administración y gobierno de la parte de ellas que estuviese empleada en servicio de la Nación, dejando a las provincias el nombramiento de sus correspondientes jefes y oficiales, y el cuidado de establecer en su respectiva milicia la disciplina prescrita por el congreso.”

Demás está decir que dicha norma, partía del supuesto de la existencia de milicias provinciales. Esta circunstancia, si bien se presentó en el pasado histórico, en la actualidad evidentemente dejó de verificarse.

Por este motivo, el mencionado inc. 24 del artículo 67 C.N., ya resultaba absolutamente inaplicable con mucha anterioridad a la Reforma Constitucional de 1994, que resolvió el problema, derogando expresamente la norma en desuso.

Las razones históricas relatadas al comienzo sirvieron de base a este inciso que constituyó el fundamento jurídico para la provincia de Entre Ríos, entre otras provincias que realizaron algo equivalente, incorporara a su constitución el 134 segunda parte y 135 incisos 20 y 24.

Cabe destacar que todas las facultades atinentes a la “defensa común” tal como reza el preámbulo, dentro de las cuales se incluyen las “de armar buques de guerra o levantar ejércitos...” (artículo 126 CN)  han sido delegadas con exclusividad a la Nación, careciendo las provincias de competencia para legislar en este sentido.

Es en virtud de lo expresado es que, tanto el artículo 134 última parte de la Constitución Provincial, en donde se consigna que el gobernador es el “... comandante en jefe de las milicias de la Provincia”, como el artículo 135 incisos 20, en donde se otorgan al Poder Ejecutivo provincial facultades para “nombrar los oficiales de la Guardia Nacional y alcaldes de campaña...” y 24º “Movilizar las milicias de uno o varios puntos de la Provincia durante el receso de las Cámaras cuando un grave motivo de seguridad o de orden lo requieran, dando cuenta oportunamente de ello, y, aún estando en sesiones, podrá usar de la misma atribución siempre que el caso no admita dilación, dando cuenta inmediatamente a las Cámaras y, al Gobierno de la Nación”, carecen por completo de virtualidad jurídica y sentido.

Resulta pertinente entonces su expresa derogación, tal como lo propugna el presente proyecto.

Conforme las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Clidia A. Allende – Griselda L: De Paoli – Luis A. Brasesco – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 168)
LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:
Artículo 1º.- Introducir la siguiente modificación al artículo 127 de la Constitución de Entre Ríos:

“El despacho de los negocios administrativos de la Provincia estará a cargo de ministros secretarios; y una ley especial determinará el número, y deslindará las ramas y las funciones adscriptas al despacho de cada uno de los ministros secretarios”.

ROGEL – CEPEDA – VILLAVERDE – GUY – MONGE – BRASESCO – ARRALDE – ALLENDE, (Clidia) – DE PAOLI.
FUNDAMENTOS

Estando habilitada la modificación por el artículo 1º de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) impulsamos la modificación de su artículo 64.

La razón de esta propuesta de modificación radica en que el número fijo de ministros secretarios ata al Poder Ejecutivo a no gozar de la libertad de fijar el número, como sus ramas y funciones, siendo un obstáculo al buen ejercicio o desenvolvimiento de la función ejecutiva. Aquel número cerrado de 3 en aquel tiempo de 1933 pudo gozar de una cuota de razonabilidad pensando en un estado ágil; pero las condiciones, desarrollo y progreso de la Provincia como a las necesidades y circunstancias del gobierno hacen la necesidad de esta propuesta.

Creemos que como lo hizo la Reforma de la Constitución Nacional en 1994 se debe suprimir el número de ministros, ya que cada vez que una administración consideraba necesario reestructurar la administración, debía sujetarse al número de 3 en el caso de nuestra Constitución Provincia, y al de 5 y 8 de Nuestra Constitución Nacional aunque ampliaba la cantidad de secretarías y subsecretarías.

También fundamentamos la modificación de este artículo en una cuestión práctica, que a nadie escapa, de la congestión y recargo de los ministros actuales, en desmedro del bien común.

Este criterio fue seguido por las Constituciones Provinciales de Chaco, Chubut, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, La Pampa, Mendoza y Santa Cruz entre otras.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco – Juan C. Arralde – Clidia A. Allende – Griselda L: De Paoli.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 169)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

I – Suprimir el inciso 5º del artículo 92 de la Constitución de Entre Ríos, quedando el artículo citado modificado de la siguiente manera:

“Artículo 92.- Ambas Cámaras sólo se reunirán para el desempeño de las funciones siguientes:

1º.- Apertura de las sesiones ordinarias.

2º.- Recibir el juramento de ley del gobernador y vicegobernador de la provincia.

3º.- Tomar en consideración la renuncia de los mismos funcionarios.

4º.- Declarar, con dos terceros de los votos presentes de cada Cámara, los casos de impedimento del gobernador, vicegobernador o de la persona que ejerza el Poder Ejecutivo.

5º.- Realizar la elección de gobernador y vicegobernador que prevé el artículo 118.

6º.- Considerar el veto del Poder Ejecutivo en la forma prescripta por el art. 88.”

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – BRASESCO – DE PAOLI – ALLENDE, (Clidia) – GUY – VILLAVERDE – MONGE.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La supresión que propiciamos se halla expresamente habilitada en la ley Nº 9768 de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos, en virtud de la cuál se celebra esta Convención Constituyente. Su artículo 1º lo define claramente al permitir sólo el análisis del inciso 5º del artículo 92 del texto constitucional y al impedir, en virtud del artículo 4º, punto 6, eliminar o alternar los restantes incisos del aquel dispositivo.

La derogación proyectada viene impuesta por la necesidad de actualizar la Constitución provincial, adecuándola a la reforma de la Carta Magna nacional de 1994, que transformó el sistema de elección de los senadores nacionales.

Efectivamente, el artículo 46 de la Constitución Nacional histórica preveía la elección indirecta de dos senadores nacionales por cada provincia designados por sus respectivas Legislaturas, mecanismo a través del cuál se justificaba su representación provincial. Consecuente con aquello el artículo 92 de la Constitución entrerriana dispone en el inciso 5º que ambas Cámaras de la Legislatura se reúne en Asamblea para designar a los senadores nacionales y considerar las renuncias de los electos.

La reforma de 1994 introdujo importantes modificaciones en el régimen senatorial reduciendo el mandato de los senadores - de 9 a 6 años - , aumentando su número por provincia - de dos a tres, siendo el tercer senador representante de la minoría - y estableciendo dos sistemas diferentes para su elección en función del tiempo.

Durante un primer lapso, transitorio entre 1994 y 2001, fijó un método complejo y gradual de adecuación de mandatos y renovación de bancas que permitiera hacer efectiva la innovación vinculada a la representación de las minorías de manera inmediata pero manteniendo la elección de los senadores a cargo de las Legislaturas Provinciales (Disposición transitoria Cuarta).

A partir de 2001 los senadores son elegidos directamente por voto popular. El nuevo criterio estuvo inspirado en el deseo de afirmar la presencia de la democracia en el sistema político (Cfr. Convencional García Lema, miembro co- informante del despacho mayoritario, “Diario de Sesiones”, p. 2210).

En consecuencia a partir de 2001, la atribución reconocida a la Asamblea Legislativa por el inciso 5 del artículo 92 vinculada a la elección y sustitución de los senadores electos, resulta carente de sentido y anacrónica. Lo cuál justifica la derogación que se propone.

Con estos fundamentos presentamos el proyecto de reforma de la Constitución Provincial que tiene el carácter de una necesaria actualización institucional.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Griselda L: De Paoli – Clidia A. Allende – Raúl D. Guy– Rubén A. Villaverde – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 170)

La Convención Constituyente de Entre Ríos SANCIONA:
Artículo 1º: Suprimir el artículo 11 de la Constitución Provincial.

Artículo 2º: De forma.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – ALLENDE, (Clidia) – BRASESCO – GUY – MONGE – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS

El artículo, cuya supresión promueve el presente proyecto, consagra la posibilidad de que la Legislatura provincial dicte una “ley especial sobre los delitos de imprenta, estableciendo las penas, procedimientos ante el jurado o la Justicia ordinaria, según los casos, y la procedencia de la apertura, a prueba, debiendo admitirla siempre que se trate de la conducta oficial o de la capacidad de los funcionarios públicos.”

Es decir, que permite a la provincia, legislar no solo el procedimiento judicial a seguirse, sino avanzar en la legislación penal de fondo, pudiendo tipificar los delitos “de imprenta” y establecer, tanto supuestos no contemplados en el Código penal de la Nación, como penalidades distintas, a la de aquel.

Esta disposición tiene su origen en el artículo 32 de la Constitución Nacional que establece que “El Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal.”
Cabe recordar que el artículo 126 de la Constitución Nacional establece que “las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden... dictar los códigos... Penal...”, motivo por el cual le estaría vedado establecer sanciones penales, aunque se trate de delitos de imprenta, es decir, cometidos por medio de la imprenta.

La doctrina no es pacífica en la materia, se sostiene que el artículo 32 se refiere no solo a la imprenta sino a la libertad de prensa, y que el congreso no puede legislar sobre la prensa, por lo que tampoco podría hacerlo tipificando delitos que pudieran ser cometidos a través de ella.

Debe tenerse en cuenta que muchos delitos comunes son susceptibles de cometerse por medio de la prensa y en ellos la prensa viene a ser únicamente el instrumento de comisión del delito.

Llevando al extremo tal postura, debería concluirse que el congreso no podría incluir en el código penal incriminaciones comunes para todo el territorio del país que fueran susceptibles de aplicarse cuando el delito se cometiera a través de la prensa, (la que también abarcaría medios tales como la radio, la televisión, internet, etc.), salvo los territorio bajo jurisdicción federal, lo que generaría situaciones completamente indeseables.

Se estaría sosteniendo un sistema pluralista de códigos penales, fundado en la sola naturaleza del medio empleado, variando de una provincia a otra, la tipificación y penas de éstos delitos, contrariando la igualdad que en materia penal proclama la Constitución.

Por otra parte, en todas las provincias en las que se omita dictar leyes de delitos de imprenta, todos los delitos comunes (calumnias, injurias, apología del delito, etc., etc. etc.) cometidos por medio de la prensa, quedarían completamente impunes, lo que tampoco sería correcto.

Se posibilitaría que el mismo delito según la utilización de uno u otro medio para ser cometido, sería castigado de tantas formas como provincias existan o quedaría absolutamente impune.

En esta temática, hasta 1932, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación se pronunció por la incompetencia de la jurisdicción de los tribunales federales en causas por delitos de prensa. Durante toda esa etapa, la incompetencia de la justicia federal se consideró absoluta y total, cualquiera fuera la índole del delito cometido por medio de la prensa o la investidura de la víctima por él afectada.

En 1932 la jurisprudencia sufre un cambio importante, y acepta la jurisdicción de los tribunales federales con carácter de excepción cuando se trata de delitos comunes cometidos por medio de la prensa que afectan al estado federal, al gobierno federal, a su seguridad, a los miembros del gobierno federal en orden a sus funciones e investiduras, etc. "Ministerio Fiscal de Santa Fe c/ Diario La Provincia", dictada el 23 de diciembre de 1932.

En 1970 la Corte falla el caso "Batalla Eduardo J." el 21 de octubre, e imprime un giro total a su anterior posición, resolviendo que en los delitos cometidos por medio de la prensa (delitos de imprenta), se aplica Código Penal de la Nación de conformidad al antiguo art. 67 inc. 11 de la constitución (ahora art. 75 inc. 12), es decir que si el delito es común por su naturaleza, su represión está atribuida al congreso con total prescindencia del medio empleado, sin perjuicio de que su juzgamiento sea efectuado por tribunales locales o federales, según corresponda, cuando las personas o las cosas caigan en una jurisdicción o en otra.

Es decir que se interpretó que la facultad de tipificar los delitos comunes a través del dictado del Código penal,  al Congreso Nacional y una vez sancionado éste, las provincias, dejan de tener injerencia al respecto.

Con lo cual se respeta el sistema constitucional de distribución de competencias en materia penal, establecido por el art. 75 inc. 12 de la Constitución Nacional (ex 67 inc. 11) en virtud del cual, las provincias dejan de tener poder para dictar las leyes penales,  incluidos los delitos de imprenta.

Conforme la interpretación del Dr. Bidart Campos (“Manual de la Constitución Reformada Tomo II ps. 30/35) en materia de competencia legislativa se ha reconocido que el congreso federal es el único que puede tipificar y penar delitos comunes cometidos por medio de la prensa, cualquiera sea la índole de los delitos y el lugar de comisión. Quedando por ende, las provincias, excluidas de la posibilidad de tipificarlos.

El constituyente, al incorporar en 1860 el artículo 32 de la constitución nacional, quiso reservar a las provincias la legislación y la represión de los abusos que se cometieran por la prensa en mérito a la situación de la época. La prensa era "local" y repercutía en el lugar donde se difundía y al cual alcanzaba su influencia, ésta carecía de expansión en el resto del país, al menos con la celeridad y la inmediatez que actualmente la hacen recorrer —al menos potencialmente— todo el territorio. Por otro lado, solamente había prensa escrita. La pertenencia de la prensa al lugar de publicación fue la razón por la que se la quiso sustraer a la jurisdicción federal.

Esa razón histórica hoy no existe, ni contempla la realidad presente, que el constituyente de 1860 tampoco pudo prever.

Por último, este autor propone interpretar la norma de la siguiente manera: “el congreso puede dictar leyes que reglamenten razonablemente (arts. 14 y 28) la libertad de prensa, y crear delitos que se pueden cometer por medio de la prensa, incluyéndolos en la legislación penal uniforme para todo el país (art. 75, inc. 12). Las provincias no.” (“Manual de la Constitución Reformada Tomo II ps. 30/35)

En el mismo sentido la Corte Suprema de Justicia de Mendoza en los autos “VEGA JUAN ARGENTINO / GRAJALES MENDOZA ANGEL Fecha: 10/09/1993. 52457.” Se ha pronunciado expresando que “No existen delitos especiales cometidos por medio de la prensa, sino únicamente delitos comunes, previstos y penados por el Código Penal o las leyes reglamentarias. Es inadmisible distinguir la materia punible sobre la base del medio utilizado para cometer el delito, por lo que el delito no deja de ser común por la mera circunstancia de que se haya cometido por la prensa. La sanción de estos delitos corresponde al Congreso de la Nación y sólo una errónea interpretación del art. 32 de la CN puede conducir a sostener que la represión de esos delitos corresponde a las provincias, ya que éstas delegaron esa facultad (arts. 67 inc. 11, 104 y 108 CN). (voto Dr. Aguilar). Y “Cuando el Congreso dicta la legislación penal (sea en forma de código o en forma dispersa) puede incluir los delitos cometidos por medio de la prensa para todo el territorio, ya que tiene competencia exclusiva para dicta el Código Penal (art. 67 inc. 11 CN) con ese alcance, un delito incriminado en él no deja de ser delito por el hecho de que la prensa sea el medio de comisión. En consecuencia, las provincias carecen absolutamente de competencia para legislar sobre tales delitos una vez que lo ha hecho el Congreso (art. 108 CN) (voto Dr. Nanclares).

Todo lo consignado resulta indispensable para analizar la razón de ser del artículo 11 de nuestra constitución que postula para nuestra provincia, atribuciones que en materia represiva ha dejado de tener desde el dictado del código penal de la nación que tipifica, entre los delitos comunes, los cometido por medio de la prensa (o de imprenta conforme los términos de nuestra constitución).

Por otra parte el hecho de seguir manteniendo en la Constitución provincial un artículo, que reconoce su origen en un texto (art. 32 C.N.) carente de actualidad y/o virtualidad jurídica que no tuvo otro fundamento que la desconfianza que las autoridades nacionales provocaban a la provincia de Buenos Aires al momento de su incorporación a la Confederación, no tiene mayor sentido.

Cabe destacar también que la Constitución provincial, en el art. 230 expresamente establece, la aplicación del Código Penal de la Nación, para los delitos de imprenta, expresando “Mientras no se dicte la ley de los delitos de imprenta, regirá el código penal y el procedimiento ordinario.”. Es decir, que el propio Constituyente percibió la importancia de uniformar la legislación penal del país en este sentido.

Conforme las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Clidia A. Allende – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 171)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

Artículo 1°: Modificar el artículo 128 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Para ser nombrado ministro se requieren las mismas condiciones que esta Constitución determina para ser elegido diputado provincial”.

Artículo 2°: De forma.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – ALLENDE, (Clidia) – BRASESCO – GUY – MONGE – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS

Tras un pormenorizado análisis comparativo de las constituciones que rigen las provincias de nuestro país, cuyos textos fueron objeto de actualización y reforma en épocas recientes, es de observar que en todas, con excepción de la de Entre Ríos, ha imperado un idéntico criterio en relación a las calidades personales exigidas para desempeñar el cargo de Ministro del Poder Ejecutivo.

En este sentido, corresponde destacar que en: 1962, se reformó la constitución de la provincia de Santa Fe; 1986, la de San Juan y Jujuy ; 1987, la de San Luis; en 1988, la de Catamarca y Río Negro; 1991, la de Tierra del Fuego; 1994, la de la Provincia de Buenos Aires, Chaco, Chubut, La Pampa; el 1996 se dicta la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires; 1997, la de Mendoza; 1998, la de Salta y Santa Cruz; en 2001 se modifica la Constitución de Córdoba; 2002, la de La Rioja; 2003, la de la provincia de Formosa; 2005, la de Santiago del Estero; 2006, las de Neuquén y Tucumán y por último, en 2007 la constitución de la Provincia de Corrientes.

De los mencionados cuerpos legales se desprende unánimemente que se han equiparado las exigencias para cubrir el cargo de Ministro con las de los Diputados provinciales.

Así, a modo ilustrativo, es de destacar que la Constitución de la provincia de Santa Fe establece en su Art. 74º: “Para ser ministro se requieren las mismas calidades que para ser diputado y le comprenden las mismas incompatibilidades de los legisladores” (veintidós años de edad);

Lo mismo sucede con la constitución de la provincia de Corrientes que establece en su Artículo 129: “Para ser nombrado Ministro se requiere las mismas condiciones que ésta Constitución exige para ser elegido diputado” (Veintidós años de edad cumplidos.)

Las constituciones de las provincias de San Juan (Artículo 192), Jujuy (Artículo 139), Neuquén (Artículo 126), Capital Federal (Artículo 101), Formosa (Artículo 140), La Rioja (Artículo 125), Mendoza (Artículo 132), Santa Cruz (Artículo 120), San Luis (Artículo 160), establecen también, las mismas exigencias o condiciones requeridas para ser diputado, exigiéndose la edad de veintiún años de edad (mayoría de edad)

La Constitución de Catamarca establece en su Artículo 153º: “Para ser nombrado Ministro se requiere la edad de veinticinco años y demás condiciones que esta Constitución determina para ser elegido diputado.”

La Constitución de Chaco consigna en su Artículo 144: “Para desempeñar el cargo de Ministro se requieren las mismas condiciones que para ser Diputado. Rigen a su respecto iguales incompatibilidades e inmunidades.” (tener veinticinco años de edad como mínimo, a la fecha que deba incorporarse al Cuerpo)

La Constitución de Chubut establece en su Artículo 145: “Para ser nombrado Ministro se requiere tener veinticinco años y las demás condiciones que la Constitución exige para ser elegido Diputado, con las mismas inmunidades.”

La Constitución de La Pampa establece en su Artículo 83º: “Para ser ministro se requieren las siguientes condiciones:... haber cumplido veinticinco años de edad al tiempo de su designación.

La Constitución de Misiones consigna en su Artículo 121: “Para ser nombrado ministro se requieren las mismas condiciones que para ser elegido diputado...” (se requerirá haber cumplido la edad de 25 años).

La Constitución de Río Negro consigna en su Artículo 184.- “Para ser ministro se requieren las mismas condiciones exigidas que para ser legislador.” (Haber cumplido veinticinco años de edad.)

La Constitución de Salta consigna en su Artículo 148: “Los Ministros deben tener 25 años de edad y reunir las demás condiciones para ser elegidos Diputados”

La Constitución de Santiago del Estero establece en su Artículo 152: “Para ser Ministro y Secretario de Estado se requieren las mismas condiciones y tienen los mismos impedimentos que esta Constitución establece para ser Diputado” (Tener no menos de veinticinco años de edad).

La Constitución de Tierra del Fuego expresa en su Artículo 137: “Para ser ministro se requiere reunir las mismas condiciones personales que para ser legislador... (veinticinco años de edad.)

Y por último, la Constitución de la Provincia de Tucumán consigna en su Artículo 89.- “Para ser nombrado Ministro se requieren todos los requisitos que esta Constitución determina para ser elegido legislador.” (Veinticinco años cumplidos de edad).

Conforme los antecedentes expuestos y la inexistencia de razones para seguir manteniendo en el texto de la Constitución de Entre Ríos la actual exigencia de haber cumplido treinta años para poder ser nombrado ministro del Poder ejecutivo, es que propiciamos la sanción del presente proyecto.
Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Clidia A. Allende – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 172)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

I - Derógase el artículo 121 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – MONGE – BRASESCO – GUY – VILLAVERDE – ALLENDE, (Clidia).
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La modificación propuesta está habilitada, sin reservas, por el artículo 1º de la ley Nº 9768 que declaró la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos.
El artículo 121 de la Constitución provincial dispone el tratamiento de honor obligatorio que corresponde tener hacia el Poder Ejecutivo. Expresamente dice: “El tratamiento oficial del gobernador y vicegobernador, cuando desempeñen el Poder Ejecutivo, será el de excelencia.”
Para el bloque de la Unión Cívica Radical este proyecto resulta entrañable. El radicalismo impulsa la supresión del dispositivo citado desde el primer proyecto de reforma de la Constitución Provincial que promovió a partir del reestablecimiento de la democracia en 1983 y que obtuvo media sanción en 1986.

Las razones de la derogación propiciada están suficientemente justificadas en las palabras pronunciadas por el entonces Gobernador de la Provincia de Entre Ríos en ocasión de la apertura del IV Congreso Provincial de Derecho, organizado por el Colegio de Abogados de Entre Ríos y la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Provincia de Entre Ríos, celebrado en Concordia entre el 11 y el 13 de octubre de 1984. Allí, el Dr. Sergio Alberto Montiel, principal promotor de la reforma constitucional, invitado a disertar sobre ella, exponía: “....Trataremos primero algunos temas generales y haciendo referencia a una cuestión meramente formal, pero con trascendencia ética-política, que sostuvimos en la campaña electoral y en la plataforma de nuestro partido, entendemos que debe suprimirse todo tratamiento especial, honorífico o de excepción a los cuerpos, magistrados y funcionarios cualquiera fuere su investidura en el ejercicio de su mandato. La Constitución de Entre Ríos en los artículos 121, 133 y 159 establece un tratamiento especial para el Gobernador, Vicegobernador, Ministros, Superior Tribunal y Jueces de Primera Instancia, sin que disponga el uso de otros términos con que también nos dirigimos a los poderes públicos. Creemos que esto es contrario al sentido ético republicano que nos inspira y que el tratamiento adecuado será, Señor Gobernador, Señores Ministros, Señores Jueces, recordando siempre cuando estamos en el ejercicio de la función pública que somos ciudadanos comunes que estamos cumpliendo un mandato no para nosotros, sino para el pueblo que nos ha nombrado sus representantes.” (contenido en la publicación oficial “Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos”, pág. 22).

Allí se expresa el criterio republicano e igualitario que fundamenta la iniciativa. El proyecto da cuenta del compromiso ético que lo sostiene puesto que no se agotó en una propuesta efímera surgida al calor del fervor democrático despertado con el restablecimiento del Estado de Derecho. Se testimonió entonces con la decisión del propio Gobernador Montiel que declinó de ser tratado de esa forma y dispuso que se aludiera a él simplemente como el “Señor Gobernador”. Y se testimonia ahora, provocando el debate sobre el mismo tema en el seno de la Convención y abogando por su supresión.

Si ahora suena como un anacronismo referirse al Gobernador como “excelencia”, ya comenzaba a serlo también en 1933.

Efectivamente, cuando se puso en discusión la norma cuya eliminación proponemos, el despacho de mayoría que lo contenía era acompañado de la disidencia del convencional Ernesto Sammartino que propugnaba su supresión. Puesto en debate, el convencional Etchevehere adhiere a la disidencia calificando al texto que finalmente se impuso como: “...un flagrante anacronismo...”,  como la rémora propia de “...regímenes caducos....”, como “....hojarasca sin significado actual” y como un “pueril ornamento verbal.... ”. (Diario de Sesiones de la Convención Constituyente, 5ª. Sesión Ordinaria – Junio 8 de 1933, T.I.,págs. 538 y 539).

En aquella discusión también se recordaba que no existía una cláusula análoga en la Constitución Nacional y que “... No lo establecieron porque en un estado republicano estas son cosas que están demás” (intervención del convencional Aguirrezabala, Diario de Sesiones citado, pág. 540).

En suma y en definitiva, la propuesta entronca con la mejor tradición democrática de nuestros antecedentes constitucionales. Lo que se esbozaba como un tratamiento injustificado a principios del siglo pasado (aunque no haya prosperado el temperamento igualitario que lo advertía), hoy es a toda luces inapropiado. No puede imponerse, bajo la excusa de una obligación constitucional, un tratamiento honorífico anacrónico.

Las citas realizadas traducen con rigor doctrinario los fundamentos que justifican solidamente la modificación propuesta. Concluimos también, haciendo propias las aseveraciones de Etchevehere: “... la razón de existencia de una ley no puede ser nunca la de conferir dignidad, que es virtud exclusiva y recóndita de la personalidad humana y está fuera de la jurisdicción de toda norma escrita. No hay otra dignidad que la dignidad soberana del hombre, que tiene en sí misma el imperativo que la impulsa y el estímulo que la fortalece. El honor no se decreta, señores convencionales, y el prestigio no puede edificarse sobre un mandato legal....”

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 173)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA

Artículo 1º.- Modifíquese el artículo 64 de la Constitución de Entre Ríos por el siguiente:

“Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias cada año desde el 1º de marzo hasta el 30 de Noviembre. El Poder Ejecutivo podrá convocarlas extraordinariamente siempre que el interés público lo reclame”.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – VILLAVERDE – BRASESCO – GUY – MONGE – ALLENDE, (Clidia).
FUNDAMENTOS

Estando habilitada la modificación por el artículo 1º de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) impulsamos la modificación de su artículo 64.

El ánimo de nuestro proyecto es ampliar la magra duración del período de sesiones ordinarias del Poder Legislativo que solo preveía la extensión por 4 meses.

Esta ampliación adecua el plazo de las sesiones ordinarias a los requerimientos constantes, la velocidad de las comunicaciones, que no es la misma que teníamos en el año 1933. El traslado del legislador, la infraestructura con que contaba la provincia en materia de caminos, las incomodidades del momento y las comodidades actuales marcan la diferencia de los cortos períodos para sesionar que se habían establecido. Es bueno recordar además, que el concepto de gobernabilidad, la dinámica social de la época permitían que con el plazo establecido para sesionar se cubrieran las necesidades de elaboración de las normas.

La fuerte tradición presidencialista de nuestro país hizo que el período de sesiones ordinarias fuera de excesiva brevedad, cosa que resultó funcional al predominio del ejecutivo; postura que ha ido cambiando desde la Reforma de Nuestra Constitución Nacional en 1994, lo que permite darle mas tiempo al Poder Legislativo para su tarea de legislar.

Este Proyecto tiene sus antecedentes en los reclamos por la brevedad de las sesiones, en numerosos soportes doctrinarios y además en el Artículo 63 de la Constitución Nacional y en numerosas Constituciones Provinciales que adecuaron sus textos a esta reforma, como Córdoba, Río Negro, La Pampa, entre otras.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Rubén A. Villaverde – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Jorge D .Monge– Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 174)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

Artículo 1°: Modificar el artículo 81 inc. 17 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Conceder amnistías por infracciones establecidas en sus leyes”
Artículo 2°: De forma.
ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – VILLAVERDE – BRASESCO – GUY – MONGE – ALLENDE, (Clidia).
FUNDAMENTOS

Conforme sostienen calificados doctrinarios, entre ellos, Ricardo C. Núñez en “Derecho Penal Argentino Tomo II Parte General”, “la amnistía es un acto esencialmente político que, interfiriendo en el ámbito de la delictuosidad legalmente declarada, enerva la acción judicial futura, actual o pasada”, “la amnistía no es, verdaderamente, sino una derogación de la ley en su vida y en su actividad, y una invasión al poder judicial, cuyo curso se interrumpe con inversión de poderes” (Carrara “Programa” 711).

La Corte Suprema de Justicia de la Nación la ha definido como “el olvido de un hecho delictivo para reestablecer la calma y la concordia social” (C.S.J.N. fallos t. 165 p. 199).

De conformidad con los principios imperantes en nuestro derecho positivo, el único Poder que posee la facultad de suspender los efectos de la ley penal borrando la infracción punible, es el mismo Poder que tiene soberanía para dictarla.

En este sentido Rivarola, en derecho “Penal Argentino p. 610, señala que “la amnistía... tiene por objeto preciso que la ley no se cumpla: el poder para esto último es correlativo a lo primero, quien puede hacer la ley, es el único que tiene autoridad para decir que no se cumpla.”
Asimismo, con arreglo al sistema federal, debe tenerse en cuenta que la potestad de conceder amnistías, se ha distribuido entre el Congreso de la Nación y las legislaturas provinciales.

Por ello se ha delimitado las competencias de ambos órdenes, conforme la materia susceptible de amnistiarse.

De este modo al Congreso de la nación le corresponde conceder amnistías en el ámbito de la legislación penal común (artículo 75 inc. 12) y en el de las infracciones a las leyes nacionales; y las provincias conservan el poder de hacerlo respecto de las infracciones cuya creación y castigo les corresponde por no haberlo delegado en el Gobierno Federal (art. 121 C.N).

Eugenio R. Zaffaroni en su "Tratado de Derecho Penal" Parte General" Ed. EDIAR p. 481/482, expresa que “La amnistía, en su etimología contiene una clara referencia al olvido. Se dice habitualmente que "borra el delito" y ello es cierto en la medida en que comprendamos que lo que "borra" es la tipicidad de la conducta mediante una desincriminación que opera de forma anómala, puesto que es una desincriminación "temporal". "El Congreso dicta el código penal -art. 67 inc. 11 CN- (hoy art. 75 inc. 12) lo que importa decir que fija los hechos que considera punibles, y es obvio que esa potestad lleva implícita la de 'borrar en ciertas circunstancias el carácter delictivo a determinados actos" De allí que en el art. 67 inc. 17 CN (hoy 75 inc. 20) establezca que corresponde al Congreso "conceder amnistías generales". Las provincias tienen la facultad de conceder amnistías en la medida en que no han delegado la facultad legislativa penal o en que el Código nacional no ha hecho uso de la facultad delegada (contravenciones penales). Este principio se deriva de que quien puede incriminar es también quien puede desincriminar.

Corresponde concluir entonces que en la actualidad, el poder de conceder amnistías por los delitos de sedición, tal como lo establece el actual art. 81 inc. 17 de la Constitución provincial, no está entre los poderes conservados por la provincia, puesto que el Congreso de la Nación, al incluir dicho delito en el Código Penal de la Nación (arts. 229 y 230) hizo cesar la facultad que la legislatura provincial poseía en virtud de la autorización conferida por el antiguo art. 108 de la Constitución Nacional (antes de la reforma de 1994) para dictar códigos penales en tanto no lo hiciera el Congreso.

Siguiendo a Núñez, “Hoy en día, la rebelión y la sedición son delitos comprendidos en el Código Penal y por consiguiente, solo el Congreso, que los ha establecido y castigado, puede amnistiarlos” (confr. Ricardo C. Núñez “Derecho Penal Argentino” Tomo II Parte General p. 158 Ed. Bibliográfica Argentina S.R.L. Bs.As.)”

Siguiendo el razonamiento desarrollado debe decirse que si bien el Poder Legislativo de la provincia no puede amnistiar delitos comunes contemplados en la legislación penal de fondo, sí lo puede hacer, respecto de las infracciones que no son delito y cuyo establecimiento concierne a la provincia.

Por ello, se propone la modificación del inciso 17 del art. 81, sustituyendo la frase “Conceder amnistía por delito de sedición en la provincia” por la frase “Conceder amnistías por infracciones establecidas en sus leyes”.

La fórmula sugerida resulta del estudio comparativo, confrontación y análisis de las distintas constituciones que se encuentran en vigencia en nuestro país, tomando como modelo especialmente la de la provincia de Neuquén y la de la Ciudad de Buenos Aires, entendiendo que ésta modificación resulta la solución más adecuada para superar el inconveniente explicitado con anterioridad y conservar esta herramienta pacificadora en manos de la legislatura provincial, pero haciéndolo con el alcance que permite la Constitución de la Nación.

Es por las razones expuestas y por las que se expondrán en Comisión y en la Asamblea, que solicitamos la sanción del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Rubén A. Villaverde – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Jorge D .Monge– Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 175)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

Artículo 1º: Modificar el art. 12º el que quedará redactado de la siguiente forma: “Los argentinos nativos o nacionalizados y los extranjeros domiciliados en Entre Ríos, sin distinción de sexos, son admisibles a los cargos públicos provinciales o municipales, sin perjuicio de las cualidades especiales exigidas por esta Constitución.”
Artículo 2º. De forma.

VILLAVERDE – DE PAOLI – BRASESCO – CEPEDA – ARRALDE – ROGEL – MONGE – ALLENDE (Clidia) – GUY.
FUNDAMENTOS

El art. 12 expresaba “- Los argentinos nativos o nacionalizados, sin distinción de sexos, son admisibles a los cargos públicos provinciales o municipales, sin perjuicio de las cualidades especiales exigidas por esta Constitución. Los extranjeros domiciliados en Entre Ríos, son admisibles a los cargos municipales y a todos los empleos para los que esta Constitución no exija cualidades especiales.”

La propuesta que se realiza en este proyecto atiende a lograr una mejor redacción del artículo 12 de nuestra Constitución Provincial, evitando la reiteración de términos y simplificando la expresión para igual contenido.

Encuadrada en los ecos del “Gobernar es poblar”, es indudable que el espíritu de nuestros constituyentes de 1933 atendía a la realidad de una provincia de atracción para la inmigración que caracterizó al último cuarto del siglo XIX y a los primero años del siglo XX. La presencia del inmigrante en el suelo entrerriano, de aporte para el crecimiento y desarrollo de un espíritu ecléctico sobre la base del criollismo ameritaba y lo amerita hoy, el reconocimiento de estos espacios operativos, de participación en el manejo de las políticas públicas.

Hoy, los hijos y los nietos de aquellos inmigrantes no podemos negar la contribución de nuestros ancestros a la realidad presente y no podemos negar para otros, que quieran poblar el suelo entrerriano la posibilidad de participar.

Rubén A. Villaverde – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge – Clidia A. Allende – Raúl D. Guy.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 176)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

Artículo 1°: Modificase el artículo 176° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Cada uno de los miembros del jurado, remiso en el desempeño de su cargo, se hará pasible de una multa en dinero equivalente al quince por ciento (15%) de la remuneración que por todo concepto percibe un Legislador Provincial y cuyo importe será destinado a la Biblioteca de la Honorable Legislatura”
Artículo 2°: De forma.
ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – MONGE – BRASESCO – GUY – VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).
FUNDAMENTOS

Se cree procedente la modificación del artículo 176° vigente en razón de haber perdido actualidad, en efecto menciona una moneda que ha perdido curso legal en el país, y para el caso nuevos cambios en el signo monetario y/o proceder a la actualización del monto por el transcurso del tiempo es mas conveniente utilizar un porcentaje de la remuneración de un Senador Provincial, atento a las funciones y responsabilidades de los miembros de jurado.

A efectos de precisar el destino de lo recaudado por estas multas entendemos acertado asignarlo a la Biblioteca de la Honorable Legislatura.

Por éstas razones, y por las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde –Griselda L. De Paoli – Jorge D .Monge – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 177)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

Artículo 1º. Suprimir del artículo 22 de la Constitución de Entre Ríos: “y los afectados por incapacidad física y mental”, el que quedará de la siguiente forma:

“No podrán ser empleados, funcionarios, ni legisladores, los deudores de la provincia, que ejecutados legalmente, no hayan pagado sus deudas, los inhabilitados por sentencia los quebrados fraudulentos no rehabilitados.”

ARRALDE – CEPEDA – VILLAVERDE – ROGEL – MONGE – DE PAOLI –GUY – ALLENDE (Clidia) – BRASESCO.
FUNDAMENTOS

Es evidente que el lenguaje de casi ochenta años atrás no es el mismo de nuestro tiempo y, por cierto que los avances espectaculares de las ciencias en sus diversas ramas posibilitaron una integración, tal vez impensable a comienzos de los años treinta del siglo pasado.

Es justo reconocer que pese a la existencia de esa norma no se dieron sino excepcionales casos de discriminación en todo este largo tiempo. Más, la sola presencia de ese párrafo, si lo dejásemos, sería un absoluto desconocimiento de la realidad actual y hasta una afrenta a parte de nuestros conciudadanos, que deben gozar de todos y cada uno de los derechos que les corresponden.

La única limitación tolerable para el ejercicio de la función pública, además de las de carácter legal debidamente estipuladas, es la de la idoneidad, que, cuerdamente, está establecida en diversas normas y que es imprescindible para el funcionamiento de cualquier administración.

La plena participación de los discapacitados en la sociedad se fundamenta en la igualdad real de oportunidades con los demás. Esta igualdad debe superar las barreras que imposibilitan su acceso. Esas acciones se hallan normadas en la Constitución Nacional reformada en 1994 (art. 75 inc. 23).

No solo quitamos este párrafo, sino que propondremos en el apartado correspondiente. Un articulado que contemple medidas de acción positiva para un tema tan importante que medirá en definitiva el grado de desarrollo de una sociedad que pretende ser inclusiva, igualitaria y justa.

Juan C. Arralde – Silvina E. Cepeda – Rubén A. Villaverde – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli –Raúl D. Guy – Clidia A. Allende – Luis A. Brasesco.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 178)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA CON FUERZA DE REFORMA:
Artículo 1º: Suprimir el inciso 22 del artículo 135 de la Constitución Provincial.

Artículo 2º: De forma.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – BRASESCO – DE PAOLI – MONGE – GUY – VILLAVERDE – ALLENDE, (Clidia).
FUNDAMENTOS

Antes de comenzar a desarrollar los argumentos que entendemos justifican la supresión del inc. 22 del art. 135 de nuestra Constitución Provincial, que establece, la atribución del Poder Ejecutivo, de: “Ordenar arrestos o detenciones con las limitaciones del artículo 24.”, resulta pertinente hacer una breve consideración de los conceptos de arresto y detención.

Tales términos, pueden ser interpretados de la siguiente manera:
1) Como medidas asegurativas, propias del derecho procesal penal, es decir medidas cautelares, adoptadas por una autoridad judicial competente, que implican la restricción de la libertad de una persona, a la que se le imputa la autoría de un delito o cuya presencia puede ser requerida en el desarrollo de un proceso penal como testigo. Conforme esta acepción, la detención o el arresto del presunto reo o de los testigos del hecho no tiene, en ningún momento, el carácter de pena... sino que consiste en una medida procesal, que, debiendo adecuarse a los principios del debido proceso de raigambre constitucional, persigue el propósito de realizar o aplicar eventualmente la pena.

Ejemplo de esto, es la facultad de arrestar a una persona sospechada por la comisión de un delito, atribución que posee exclusivamente el poder judicial (art. 18 de la Constitución Nacional).

Excepcionalmente, la autoridad policial está facultada a aprehender a una persona en caso de flagrancia, esta atribución puede ser ejercida incluso por  cualquier habitante, a esta circunstancia, hace referencia el art. 24 de la Constitución Provincial.

2) Como penas o sanciones retributivas, propias del derecho penal, contravencional y/o disciplinario que consisten en las sanciones que la autoridad competente aplica a una persona que es declarada responsable de un hecho previamente calificado por ley como infracción penal y luego de ser sometida a un proceso con las debidas garantías.

Algunos autores consideran que el arresto es una sanción que reprime las infracciones (tal el caso de las contravenciones) que no alcanzan a ser delitos, así, mientras los delitos son tipificados de manera exclusiva por el Congreso de la Nación mediante el dictado del Código Penal y sus leyes complementarias (artículo art. 75 Inciso 12 de la constitución Nacional), las contravenciones, corresponden al poder no delegado que ejercen las provincias.

Pero aún en el caso del ejercicio de poderes no delegados, las provincias no pueden establecer el catálogo de infracciones y las penas correspondientes (en este caso la de “arresto”) sino por medio de los poderes legislativos, so pena de vulnerar el principio republicano de división de poderes y garantías fundamentales de orden constitucional.

En relación a la norma cuya derogación se propugna (inc. 22 del art. 135 C. provincial) es dable interpretar que dicho precepto parece hacer referencia al “arresto o detención” en la primera de las acepciones realizadas, esto es, como una medida asegurativa de carácter procesal y no una pena.

El inciso 22 del art. 135 C. dice que el Poder Ejecutivo puede “Ordenar arrestos o detenciones con las limitaciones del artículo 24.”, y el artículo 24 consigna que “Ninguna persona puede ser detenida sin orden escrita emanada de autoridad competente y que preceda indagación sumaria que acredite indicio de su intervención en un hecho punible, salvo el caso de in fraganti delito, en que podrá ser aprehendida por cualquier habitante y conducida inmediatamente ante la autoridad respectiva. En ningún caso la detención ni la prisión preventiva se cumplirá en las cárceles públicas destinadas a penados, ni podrá prolongarse por más de veinticuatro horas sin ser comunicado al juez o autoridad competente, poniendo a su disposición al detenido y los antecedentes del hecho.)

Es decir, que el artículo 24 consagra a nivel provincial las mismas garantías de orden procesal penal, que el artículo 18 de la constitución nacional.

Desde este punto de vista, la facultad de “arrestar o detener” concedida al Poder Ejecutivo, parece ser de orden procesal.

Aquí, debemos poner de relieve la completa carencia de sustento jurídico, de dicha norma, toda vez que vulnera de manera manifiesta, garantías constitucionales básicas, “nadie puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente”, ya que se trata de un acto muy delicado que implica la pérdida de libertad física, o ambulatoria, lo cual debe ser excepcional.

La cláusula contenida en el art. 18 de la C.N. tiene un sentido amplio: no se limita sólo a la privación de la libertad en virtud del dictado de una prisión preventiva sino también de cualquier arresto producido incluso por autoridad policial.

Consecuentemente la única forma de privar a una persona de su libertad es el respeto al debido proceso legal, establecido en el art 18 de la CN, y solo los jueces tienen competencia para “arrestar”, salvo el caso excepcional de la facultad de aprehender en caso de flagrancia, atribución que puede incluso ser ejercida por “por cualquier habitante” para ser “...conducida inmediatamente ante la autoridad respectiva...”.
En lo que hace al ejercicio excepcional de la facultad de “aprehender” y conforme los términos del art. 24, el Gobernador tendría, como “cualquier habitante” dicha atribución, sin que requiera una cláusula constitucional que expresamente lo diga.
Por otra parte, de interpretarse el inciso 22 del artículo 135 como posibilidad de aplicar una sanción o pena, se estaría violentando manifiestamente el principio republicano de división de poderes.

En este sentido, al decir de la C.S.J.N en autos “Peláez, Víctor s/ hábeas corpus preventivo del 19 de octubre de 1995” “Sólo pueden ejercerse las facultades concedidas, y ello, a su vez, por los órganos a quienes les fueron concedidas. Hay, en todo esto, bases esenciales que tienden, en definitiva, a "asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres de mundo que quieran habitar el suelo argentino" (Preámbulo). Dicha libertad no sólo se vería amenazada cuando los poderes ejercieran facultades no concedidas, sino también cuando las concedidas fueran ejercidas por poderes extraños a la concesión. Si hay algo que ha consagrado la Constitución, y no sin fervor, es la limitación del poder del gobierno, y la separación de los órganos en los que fue depositado. La Constitución ha establecido, inequívocamente, un sistema de poderes limitados. De ahí que sea impensable que de toda atribución conferida expresamente pueda implicarse, sin más, una autoridad que destruya, precisamente, los límites de la concesión”.

Es claro, que de mantenerse el actual inciso 22 del artículo 135, y en el caso de interpretarse las facultades de “arresto o detención” en el sentido procesal de esos términos, se estaría posibilitando al poder ejecutivo, arrogarse arbitrariamente atribuciones judiciales que de ningún modo posee.

Y de entenderse “arresto o detención” en la acepción sustancial de los términos (sanción, pena o contravención) se estaría arrogando atribuciones propias del poder legislativo provincial, (el de establecer sanciones contravencionales o penales no delegadas al gobierno nacional) lo que resulta manifiestamente violatorio de principios y normas de raigambre constitucional.

Corresponde decir entonces, que del análisis comparativo de la totalidad de las Constituciones Provinciales que rigen en el país, ninguna establece para el Poder Ejecutivo, potestades equivalentes al inc. 22 del art. 135 de nuestra constitución.

La única excepción es la constitución de San Juan que en su Art. 189 faculta al gobernador a ordenar “arrestos y detenciones hasta por dos días con las limitaciones de la Constitución y de las leyes vigentes”, lo cual, más allá del carácter restringido de dichas facultades, merece las mismas consideraciones anteriormente vertidas en relación a nuestra constitución provincial.

Conforme las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli – Jorge D. Monge – Raúl D. Guy – Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 179)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

I.- Derogase el Art. 126 de la Constitución de Entre Ríos.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE –DE PAOLI – BRASESCO – GUY – VILLAVERDE – ALLENDE, (Clidia) – MONGE.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Estando habilitada la modificación propuesta por el Art. 1º de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) impulsamos la modificación del articulo 126, el que se encuentra reglado en la Sección V Poder Ejecutivo, Capitulo I Gobernador y Vicegobernador “Artículo 126.-El Gobernador y Vicegobernador no podrán ausentarse de la Provincia sin permiso de la Legislatura hasta tres meses después de haber cesado, en el ejercicio de sus funciones.”

El antecedente lo constituyeron los artículos 139 y 170 de las constituciones de 1883 y 1903, respectivamente. Según el primero, la ausencia era respecto de la Capital de la Provincia. Bien pudo completar este artículo lo preceptuado del 122 que se refiere al permiso legislativo del gobernador y del vice para ausentarse de la provincia durante el ejercicio del cargo.
Fue sancionado el artículo 126 sin debate en las respectivas convenciones constituyentes, porque no se pudo ni se puede desentrañar con precisión su verdadero espíritu.
Como así también la violación de este precepto no tiene sanción. En la Convención reformadora de Córdoba de 1870 el Dr. Cortés manifestó que “la prohibición de ausentarse hasta tres meses después de haber cesado en sus funciones el gobernador y el vicegobernador, obedece a la razón de las responsabilidades que pueden haber contraído en el desempeño del mando y las cuales deba responder”.

Este artículo es inviable por que otorga a la Legislatura un poder sobre un particular que en principio estaría en colisión con el derecho constitucional fundante de Locomoción, así como el principio de inocencia, debido proceso fundado en ley, entre otros.

Este instituto constitucional entra en conflicto con la Norma del art. 14 de la Constitución Nacional que reconoce a todos los habitantes de la Nación el derecho “de entrar, permanecer, transitar, y salir del territorio argentino”. Y se conecta con esa cláusula otras, como la del art.18 que indica que nadie puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente.

El derecho de locomoción fue calificado por la Corte Suprema como” precioso derecho individual e importante elemento de la libertad” (“Olmos”, Fallos, 307:1430) 

Opera como derecho fundante, puesto que habitualmente es el presupuesto para el ejercicio de otros derechos constitucionales, como los de enseñar y aprender, trabajar, publicar ideas, etc.

Así el Pacto de San José de Costa Rica en el art. 22 inc. 1º es coincidente con la Constitución Nacional al señalar “Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado, tiene derecho a circular por el mismo y a residir en el con sujeción a las disposiciones legales”. El inciso 2º agrega que toda persona “tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio” y el inc. 3º habilita restricciones a estos derechos, por vía de ley y en la medida “indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, o el orden público, la moral o la salud pública o los derechos y libertades de los demás”.

Teniendo como base estos principios, también se relacionan con la defensa en juicio, igualdad de trato procesal, nuestro sistema federal conlleva la facultad de las provincias a dictar códigos de procedimiento que varían en cada provincia, lo que no implica que propicie un trato discriminatorio al acusado y el principio de presunción de inocencia “indubio pro reo” determina el derecho que nadie puede ser penado sin que sea culpable de un hecho delictuoso, culpabilidad que debe ser determinada con prueba producida y apreciada conforme a lo que las leyes de procedimiento prescriben.

Este articulo constituye un resabio del instituto colonial que hasta el siglo XIX se llamo juicio de residencia en la legislación española, el que tenía por objeto indagar los cargos que resultasen contra los virreyes, capitanes generales y gobernadores por los actos de su administración. También la cuenta que tomaba un juez a otro corregidor o alcalde mayor o a otra persona de cargo publico de la administración de su oficio por el tiempo que tuvo a su cuidado, el proceso o auto formado al residenciario.

No encontramos fundamento para mantener este precepto, los sistemas de control de la conducta de los funcionarios públicos y las normas sancionatorias serán tema de profundo debate en otras figuras.

Por ello sostenemos su derogación.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde –– Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende – Jorge D .Monge.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 180)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

I.- Suprímase el 2º párrafo del Art.157 de la Constitución de Entre Ríos, el que se modifica de la siguiente manera:

“Articulo 157.- Los funcionarios judiciales no podrán formar parte de corporación o centro político, inmiscuirse en grado o en forma alguna en actividades políticas, ni podrán ejercer su profesión en ningún fuero ni ante ningún tribunal”.

VILLAVERDE – CEPEDA – ROGEL – BRASESCO – GUY – MONGE – ARRALDE – ALLENDE, (Clidia) – DE PAOLI.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Estando habilitada la modificación propuesta por el Art. 1º de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) impulsamos la supresión del 2º párrafo de su artículo 157, el que se encuentra reglado en la Sección VI del Poder Judicial, Capítulo I Disposiciones Generales y en su texto actual establece Art. 157.- Los funcionarios judiciales y los empleados de la justicia no podrán formar parte de corporación o centro político, inmiscuirse en grado o en forma alguna en actividades políticas, ni podrán ejercer su profesión en ningún fuero ni ante ningún tribunal”.

El antecedente lo encontramos en la Constitución de 1903 que en su artículo 200 se refería solo a la prohibición de intervenir en política, la reforma de 1909 repitió textualmente el precepto y la de 1933 agregó el impedimento de ejercer la profesión en ningún fuero ni ante tribunal alguno. Al mismo tiempo, calificó la falta que la violación de aquél implicaría a los efectos de su enjuiciamiento.
El despacho de la comisión, artículo 154, se refería a “todo funcionario que desempeñe alguna función judicial”, lo que fue modificado a moción del convencional Laurencena, para evitar confusiones cuando se tratara de personas que incidentalmente desempeñen una función de tal carácter, ampliándose también en cuanto a los empleados de la justicia.

En la interpretación de Justo G. Medina cree que el artículo era innecesario, en cuanto a su previsión sobre las actividades políticas, después de la sanción del Inciso 17 del artículo 47, que señala “los funcionarios y empleados públicos deberán abstenerse, bajo pena de destitución, de formar parte de comisiones o comités políticos, de suscribir manifiestos de partidos y en general, de ejecutar cualquier otro acto público de carácter político, salvo el del voto”. Además escapando los empleados de la justicia al régimen de enjuiciamiento previsto en la Constitución vigente en el artículo 150 (Juicio político o jurado de enjuiciamiento), el segundo apartado de este artículo debe interpretarse conteniendo esa limitación, ante lo dispuesto en el artículo 16 del mismo cuerpo legal que lo manda enjuiciar ante los tribunales ordinarios.

Al respecto se ha expedido La Corte Suprema de Justicia el 17 de junio de 1986 en autos:”Recurso de hecho deducido por José E. Ormache en la causa Fiscal del Superior Tribunal de Justicia Dr. Mestres. Informa sobre el Sr. Ormache, José Eduardo” sosteniendo: “...5º Que la indudable finalidad del art. 157 de la Constitución provincial y de los arts. 6º y 7º de la Ley Orgánica del Poder Judicial local (Nº 6902) es resguardar la imparcialidad del Juez y la independencia de su función. Y la actividad política partidista, que implica proselitismo electoral, lealtades, respecto a la conducción, etc., de los magistrados y funcionarios judiciales, podrá convertirse en obstáculo para el logro de tales fines, por lo que su prohibición, circunscripta a quienes ejercen la función judicial y a sus colaboradores directos, no parece irrazonable aunque se afecte el interés personal. Por lo demás este criterio referente a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial, es el que rige en la mayoría de las constituciones provinciales ....-6º) Que en cambio, tal situación no se configura respecto de los empleados, que ejercen actividad administrativa dentro del Poder Judicial, por que ellos no comprometen el ejercicio de la función específica de dicho Poder con su afiliación o actuación en política, salvo que hicieran propaganda, proselitismo, coacción ideológica o de otra naturaleza, con motivo o en ocasión de sus tareas, cualquiera sea el ámbito donde se cumplan. 7º) Que la consagrada incompatibilidad, en cuanto importa establecer un impedimento absoluto para ejercer actividad política infringe los arts. 14, 16 y 33 de la Constitución Nacional, con mengua de los derechos del empleado frente a los demás habitantes de la República sin que razones de “interés público” o “Bien común” así lo justifiquen. Cabe concluir pues que, en el caso, el art. 157 de la Constitución Provincial, y los correspondientes a la reglamentación legal local, no se compadecen con los principios, declaraciones y garantías de la Ley Fundamental, por lo que se impone declarar su invalidez (arts. 5 y 31 de la Constitución Nacional)....”

En el mismo sentido la reforma constitucional de 1994, adherida a una visión más actualizada del concepto de Democracia, esto es más participativa, enuncia formalmente una serie de derechos en los artículos 36 al 40, y en el articulo 37 garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al principio de Soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia”

Así mismo el Pacto de San José de Costa Rica en el Titulo de Derechos Políticos art. 23 indica: “Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos, b) de votar y ser elegido en elecciones, periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c) de tener acceso en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas de su país” y en el inciso 2º de este mismo artículo establece : La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente en proceso penal”.

De acuerdo a la normativa nacional vigente, al fallo enunciado y considerando que la Corte Suprema es la interprete final de la Constitución y supremo custodio de garantías constitucionales (“Pérez de Smith”) Fallos, 297:338 y atendiendo a la realidad en la que desempeñan su actividad los empleados de la administración de justicia y su inserción en la vida social y política propiciamos la modificación del art. 157 de la Constitución vigente.

Rubén A. Villaverde – Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Juan C. Arralde – Clidia A. Allende – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 181)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

I.- Introducir la siguiente modificación al artículo 152 de la Constitución de Entre Ríos:
“Art. 152.- La justicia de paz será ejercida por jueces letrados.”

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – BRASESCO – GUY – MONGE – ALLENDE, (Clidia) – VILLAVERDE.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La modificación propuesta esta expresamente habilitada por el art. 1º de la ley Nº 9786 de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos.

Se impulsa la eliminación de la figura de los jueces de paz legos y el consecuente establecimiento de una justicia de Paz letrada.

Estrictamente debemos decir que se trata de la culminación de un proceso de profesionalización de la magistratura entrerriana que ya la habían anticipado los convencionales de 1933 pese a que, por circunstancias históricas, se creyó conveniente mantener la figura de los jueces de paz legos. En el Informe escrito del Despacho del Proyecto de Constitución elaborado por la Comisión Redactora se afirmaba: “La justicia de paz lega debe evolucionar a la justicia de paz letrada. Con ese concepto se establece ya para todas las capitales departamentales, que no tengan Juzgados de Primera Instancia. Podrán crearse además Juzgado de Paz letrados, en las ciudades, asiento de Juzgados de Primera Instancia y centros de población importante, previo informe del Superior Tribunal.” (Diario de Sesiones del Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, 1ª. Sesión ordinaria del día 29 de marzo de 1933, T.I., pág. 125).

Además cuando el tema se puso en discusión, el Convencional Ardoy como miembro informante del Despacho sobre Organización Judicial, previo panorama histórico de los antecedentes de la justicia de paz en mano de legos, dio cuenta de la evolución operada en los centros urbanos del país – fenómeno del que no era ajeno Entre Ríos- , cuyo aumento de movimiento comercial, expansión industrial, concentración poblacional y por tanto mayor complejidad social hacía imprescindible transformar la justicia lega en letrada. Luego de reseñar experiencias provinciales en el mismo sentido, fundó el carácter gradual de la reforma propuesta, concluyendo: “...Consultando esa realidad perfilada, el movimiento se iniciaría en los centros urbanos de mayor población, expansión comercial e industrial – Paraná, Concordia, etcétera – donde la conversión solucionaría además el problema de la congestión del trabajo que se acusa ya en los juzgados de primera instancia y en los centros capitales de departamentos – Federación y Feliciano – cuyas limitadas necesidades judiciales no han exigido aún la creación de juzgado de primera instancia y dónde se producirían estos efectos beneficiosos al medio, inherentes a las descentralización de la justicia técnica; la formación de un foro que gravita favorablemente en los diversos aspectos de la vida del núcleo social.” (Diario de Sesiones del Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, 7ª. Sesión ordinaria del día 21 de junio de 1933, T.I., pág. 613).

O sea que el sistema vigente mantiene la presencia de los jueces de paz legos para aquellos centros de población menos importantes (a contrario sensu artículo 153 de la Constitución Provincial). Dichos funcionarios, a su vez, están sujetos a un régimen propio. Éste consiste en la designación por el Poder Ejecutivo de acuerdo a una terna propuesta por las Municipalidades (135 inciso 19 de la C.P.) y sujetos a remoción por parte del Superior Tribunal de Justicia (confr. 166 inciso c).

Hoy la distinción en el fuero no se justifica. En la práctica casi la totalidad del mismo es letrado. Es un hecho incontrastable que el dinamismo social ha multiplicado la congestión judicial a la que se aludía en 1933. En esa evolución puede reseñarse el aumento de las competencias asignadas, no sólo en los montos de los pleitos en los que tradicionalmente interviene, sino también en materias ajenas a su fuero original, las que requieren mayor especialización. Por lo tanto aquella tendencia a la instalación de justicia de paz letrada que se advertía en el siglo pasado, hoy es una exigencia impuesta naturalmente por el proceso de jerarquización de la Justicia de Paz.

No alcanza para el ejercicio de la justicia el “leal saber y entender” del hombre probo a quién se le encomendaba tal misión en un medio prácticamente rural. A esa condición se le debe adicionar la profesionalidad.
Además, en la actualidad la disponibilidad de profesionales del derecho es mayor que la existente en el pasado y por lo tanto hay una dotación de abogados que permite la exigencia de nivelación letrada que se impulsa. Ello sin perjuicio de respetar transitoriamente la existencia de alguna circunstancia particular que sobreviva a la fecha, a este proceso de profesionalización.

Finalmente debemos señalar que desde le Poder Judicial se ha reclamado insistentemente sobre la profesionalización del fuero y también numerosos Congresos de Abogados se han pronunciado en este sentido.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XL

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 182)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

Artículo 1º: Suprimir el artículo 13° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos

Artículo 2º. De forma.

ROGEL – CEPEDA – ARRALDE – DE PAOLI – BRASESCO – ALLENDE, (Clidia) – VILLAVERDE – MONGE.
FUNDAMENTOS

El artículo 13° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos reza: “Todo ciudadano domiciliado en la Provincia tiene la obligación de armarse a requisición de las autoridades constituidas, salvo las excepciones que las leyes de la materia determinen.”

Se cree procedente la supresión del mencionado artículo en razón de haber perdido actualidad, coincidiendo con el Dr. Justo G. Medina, Convencional Constituyente en 1932-1933, quien calificó el precepto de este artículo como inactual, dándole solo valor histórico. Estando además contemplada con mayor precisión esta obligación el artículo 21° de la Constitución Nacional.

Las Provincias hoy día, desaparecidas las razones históricas de su creación, carecen de milicias o fuerzas armadas, potestad del Gobierno Federal, cuya prohibición se encuentra – excepción mediante - en el artículo 126° de la C.N.

Dicha excepción se da en el supuesto de “…invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación dando luego cuenta al Gobierno federal…”, careciendo en la actualidad de virtualidad jurídica y práctica.

Por éstas razones, y por las que se darán en Comisión y en la Asamblea, se solicita de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde – Jorge D .Monge.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 183)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

I.- Introducir la siguiente reforma al artículo 2 de la Constitución de Entre Ríos:
“Artículo 2.- El territorio de la provincia queda dividido en departamentos. Los existentes tienen los límites que les acuerdan las leyes vigentes sin perjuicio de la facultad legislativa de crear otros y modificar la jurisdicción territorial y administrativa.”

VILLAVERDE – CEPEDA – GUY – BRASESCO – ROGEL – ALLENDE, (Clidia) – DE PAOLI – ARRALDE – MONGE.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
La modificación propuesta se encuentra habilitada por el art. 1º de la ley Nº 9768 de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos.

El artículo 2 de la Constitución Provincial establece la organización territorial y administrativa de la Provincia, cuya división se realiza a través de Departamentos. Si bien el criterio de ordenamiento del territorio, a través de ellos, está absolutamente vigente no resulta apropiada la enumeración de los mismos en una norma constitucional. De ahí la propuesta modificatoria que impulsamos.

La enumeración de los departamentos es la existente en 1933, que para entonces eran sólo 14. Pero como el mismo artículo habilita la creación de nuevos, resulta que la norma estaba, desde su origen, destinada a quedar desactualizada. Lo que queda patente hoy, cuando el repaso del listado acusa la ausencia de los tres últimos departamentos creados desde la sanción de la constitución vigente.

Parece conveniente la reafirmación del ordenamiento territorial a través de departamentos puesto que tal estructuración tiene el peso de la tradición, además de haberse arraigado como referencia política e identitaria en nuestra sociedad. De ello ya daba cuenta el debate constitucional de 1933 cuando se exponía: “...Aunque los departamentos sólo son en rigor simples divisiones administrativas en la organización institucional de la Provincia, no podría desconocerse que aquéllos han individualizado una fisonomía, han adquiriendo, podría decirse, una personalidad casi propia, como consecuencia de particularidades de orden geográfico y de la típica descentralización de nuestra vida administrativa, económica y social.” (Exposición del Miembro Informante del Despacho de Régimen Electoral, Convencional Gadea, Diario de Sesiones, T I. Pág. 415).
Cabe recordar que el primer antecedente de división administrativa de Entre Ríos, se remonta a 1822, año en que se aprueba el plan de división de la provincia según el siguiente esquema: dos departamentos principales I y II. Cada uno dividido, a su vez, en 4 departamentos subalternos. Posteriormente en 1849, se sanciona el “Reglamento de Justicia”, determinando las siguientes jurisdicciones: Paraná, Diamante, La Paz, Nogoyá, Gualeguay, Gualeguaychú, Uruguay, Victoria, Villaguay y Concordia. En 1983, la Constitución de Entre Ríos, en su artículo 2º, dispone una división en catorce departamentos, agregándose a los mencionados: Colón, Tala, San José de Feliciano y Federación. Aunque estos dos últimos quedaron sujetos a la delimitación posterior de la Legislatura, lo que efectivamente ocurrió en 1887. En definitiva, que a los 14 departamentos se llega, históricamente por desmembración de los departamentos de Gualeguay, Uruguay y Concordia.

La configuración departamental producida en siglo XIX que hemos reseñado es la que consolida la Constitución de 1933. Dicha subdivisión se mantiene hasta 1972 en que se delimita el departamento Federal; y crece nuevamente el número de departamentos en 1984 con la creación de Islas del Ibicuy y en 1995 con San Salvador.

En definitiva que la afirmación de que Entre Ríos cuenta con 14 de departamentos no tiene hoy adecuación con la realidad y debe rectificarse. Ahora, como ese defasaje responde a una mayor extensión cuantitativa pero no cualitativa puesto que los departamentos como base de ordenamiento territorial tienen vigencia (y es más, pensamos que debe profundizarse sus funciones a través de dotarlos de una adecuada institucionalidad), juzgamos conveniente mantener los conceptos básicos del precepto constitucional y eliminar la enumeración obsoleta; sin propiciar otra que corra similares riesgos en el futuro. Para guardar unidad de estilo sólo reformulamos el dispositivo pero manteniendo los términos que utilizaron los constituyentes de modo de ofrecer una fórmula que sea perecedera y efectiva en el tiempo.

Rubén A. Villaverde – Silvina E. Cepeda – Raúl D. Guy – Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Clidia A. Allende – Griselda L. De Paoli – Juan C. Arralde – Jorge D. Monge.
–A la Comisión de Régimen Municipal.

XLII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 184)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

Artículo 1º: Suprimir el inciso 27 del artículo 135 de la Constitución Provincial.

Artículo 2º. De forma.

DE PAOLI – ALLENDE (Clidia) – ARRALDE – GUY – CEPEDA – BRASESCO – VILLAVERDE – MONGE.
FUNDAMENTOS

La norma de la Constitución provincial cuya supresión proponemos establece, como atribución y deber del Poder Ejecutivo: “Conceder pensiones y jubilaciones conforme a la ley de la materia.”

En la actualidad quienes están en condiciones de solicitar el otorgamiento, tanto de pensiones como de jubilaciones, deben aguardar a que el trámite iniciado y seguido ante la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, deba pasar al Poder Ejecutivo, para que el Gobernador de la Provincia conceda el beneficio solicitado.

Es decir, que el otorgamiento sufre un “doble” trámite, puesto que primero es la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la provincia, quien realiza las evaluaciones, dictámenes técnicos y verificaciones del caso y después, es el Poder Ejecutivo, quien debe pronunciarse por el otorgamiento, luego de otros controles y pasos previos.

En la actualidad, el crecimiento demográfico, y por ende la gran cantidad se solicitudes y trámites hace que, esta especie de doble trámite provoque significativas e injustificadas demoras.

Va de suyo, que dichos emolumentos poseen carácter alimentario y por ende su percepción resulta esencial y prioritaria para la subsistencia del beneficiario.

Toda demora innecesaria que se produzca en el trámite de otorgamiento, genera perjuicios que devienen intolerables y en ocasiones irreparables, obsérvese el caso de las pensiones o jubilaciones en donde la salud del beneficiario se encuentre afectada y/o su avanzada edad ponga en riesgo su vida.

El presente proyecto persigue el propósito de contribuir a agilizar el tramite de concesión de jubilaciones y pensiones eliminando la necesidad de que sea el Gobernador de la provincia en que deba hacerlo, tal como actualmente lo establece el inciso 27 del artículo 135 de nuestra constitución, permitiendo de este modo que sea el presidente de la Caja de Jubilaciones y Pensiones el que quede habilitado por ley para su otorgamiento.

Es por las razones expuestas y por las que se expondrán en Comisión y en la Asamblea, que solicitamos la sanción del presente proyecto.

Griselda L. De Paoli – Clidia A. Allende – Juan C. Arralde – Raúl D. Guy – Silvina E. Cepeda – Luis A. Brasesco – Rubén A. Villaverde – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 188)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL

Artículo 1º) Incorpórase como artículo nuevo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos al siguiente:

Artículo…..: “El Consejo Económico y Social es un órgano de consulta de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, en materia económica, social y ambiental, dotado de autonomía orgánica y funcional.

Su objetivo es promover la participación y el consenso económico y social para la formulación de políticas de Estado y de desarrollo del Estado Social y Democrático de Derecho.

Dictamina y produce informes a requerimiento del Gobernador o sus Ministros o de cualquiera de las Cámaras del Poder Legislativo o por propia iniciativa. Sus dictámenes no serán vinculantes.

Es obligatoria su consulta en materia de Privatización de Bienes del Dominio Público, de Cuestiones Ambientales y de Política Fiscal.

Se integra por delegados designados por el Poder ejecutivo a propuesta de las entidades de 2° grado o en su defecto de 1er. Grado, legalmente constituidas en la Provincia que sean representativas de las actividades industriales, comerciales, agropecuarias, de la Cultura, de los Trabajadores, de las Universidades, de los Colegios de Profesionales, de Consumidores y Usuarios y del Deporte.

La ley determinará su composición e integración de nuevas entidades con arreglo a los principios establecidos y las normas para su funcionamiento”.

REGGIARDO – SCHVARTZMAN – DÍAZ, (Carlos) – ACHARTA – HAIEK.

FUNDAMENTOS

Nuestra democracia representativa hunde sus raíces en las concepciones del liberalismo político, que surgió como respuesta al poder despótico de las monarquías absolutas en los siglos XVII y XVIII.

Como sostiene Georges Burdeau (La Democracia, ed. Ariel Barcelona, 1970 Pág. 41) según esta concepción el pueblo titular de la soberanía es un pueblo de ciudadanos considerados en abstracto, intemporales y universales, un ser que sólo escucha las enseñanzas de la razón, desembarazado de los prejuicios e intereses inherentes a su condición socioeconómica y dotado por la naturaleza de una libertad indiferente a las contingencias.

Deducción de esa premisa es que el pueblo de “ciudadanos”, soberano, impedido por su número de gobernar directamente, ejerce su soberanía por representación. Es decir que designa por medio del sufragio a quienes en su representación dirigirán los asuntos públicos. El representante, una vez electo, se convierte en representante de la Nación, dejando de ser representante de quienes lo eligieron, con quienes no queda, por otra parte vinculado por mandato alguno susceptible de ser revocado.

Esta es la pieza central de la concepción liberal de la democracia, según la cual el mecanismo de la representación política no es un procedimiento que lleve las exigencias concretas del pueblo hasta las instancias supremas de decisión, es por el contrario, un mecanismo destinado a englobar los deseos del pueblo, a sinterizarlos de tal forma que sean oídos sólo por la voz de los representantes, que expresan la voz de la Nación.

Los electores participan en la elección a título de “ciudadanos”, desprovistos de sus particulares intereses como hombres concretos. Por lo tanto, la función de los representantes es ocuparse de los asuntos de todos, velar por ese interés general y por ello con prescindencia de los deseos o intereses individuales o grupales.

Estos principios definen nuestra estructura constitucional, cuya síntesis aparece en el artículo 22 de la Constitución nacional que proclama que “el pueblo no delibera ni gobierna a través de sus representantes”.

La concepción liberal escinde al Estado (dirigido por los representantes de los “ciudadanos”, considerados en abstracto), de la Sociedad, integrada por hombres y mujeres concretos, esclavos de sus condicionamientos socioeconómicos.

Esa limitación de la concepción liberal de la democracia representativa, que no tiene en cuenta al hombre situado ha profundizado su pérdida de legitimidad.

La sociedad se ha transformado profundamente desde los orígenes del liberalismo político.

Durante los siglos XIX y XX acontecimientos y procesos cambiaron hondamente los presupuestos sociales sobre los que debía funcionar el Estado liberal democrático. Los procesos de urbanización y el crecimiento de la economía llevaron a la profundización de la división social del trabajo (conf. Kozulj Roberto, “Choque de las Civilizaciones o Crisis de la Civilización Global”, ed. Miño y Dávila, Bs.As. 2005), y paralelamente, respondiendo a los nuevos intereses generados, creció el asociacionismo en todos los niveles.

A causa de esas hondas transformaciones sociales y económicas en el seno de la sociedad civil, cuya trama es cada vez más compleja, se fueron diferenciando grupos y sectores de intereses que, para defender lo suyo se nuclearon en sindicatos, asociaciones empresarias, del deporte, de la cultura, de colegios de profesionales, para citar sólo algunos ejemplos.

Esta realidad plural que muestra la sociedad civil contemporánea no resulta representada ni contenida por la concepción institucional liberal del Estado representativo. La concepción de una representación abstracta “de toda la sociedad” no alcanza a expresar y canalizar al hombre situado, al cúmulo de intereses, aspiraciones y anhelos que atraviesan a las sociedades plurales de nuestro tiempo.

Como la acción del Estado se ha tornado decisiva para la suerte de los intereses que se desenvuelven en la sociedad, es natural que éstos traten de influir permanentemente en los lugares en que se toman las decisiones políticas que los involucran. La participación de las organizaciones y grupos de intereses de la sociedad civil, de manera no institucionalizada, que hacen llegar sus pretensiones a los gobernantes, aparece no sólo como un hecho, sino que es parte de un mecanismo necesario –que debiera transparentarse- para el funcionamiento de la sociedad y del Estado.

El accionar de representantes de organizaciones económicas y sociales de la sociedad civil, tendiente a participar en las decisiones de gobierno que les atañen mediante reclamos y explicitación de puntos vista sectoriales, se materializa en los hechos mediante actividades y encuentros reiterados en toda gestión de gobierno.

Se impone pues la necesidad de articular Estado y sociedad dando cauce orgánico a la acción de los intereses corporativos que se desenvuelven en el seno de nuestra sociedad plural. Este objetivo es posible de ser alcanzado sin cambiar la naturaleza de nuestro Estado democrático representativo uniendo a sus reglas canales institucionales de participación de la sociedad civil.

Así ha sido receptado en las nuevas Constituciones de La Pampa y el Chaco, que institucionalizan, a través de Consejos Económicos y Sociales la participación de las entidades de la sociedad civil a los fines indicados en el presente.

Alfredo Palacios, decidido partidario de los consejos económicos sostuvo: “se ha dicho con razón que si las actuales instituciones parlamentarias y democráticas parecen cada día más insuficientes es precisamente porque no son bastante democráticas. Exijamos que la democracia sea múltiple, garantizando en esa forma la expresión de la voluntad general del pueblo en conjunto, y del nombre como ciudadano, como productor y como consumidor” (Palacios, A. “La Represión del Fraude Electoral”, Ed. Claridad, Bs. As. 1936).

El General Perón comprendía la necesidad de articular la participación del hombre concreto y por ello expresó en su discurso ante la Asamblea Legislativa el 1º de mayo de 1974: “Quiero referirme a la participación dentro de nuestra democracia plena de justicia social. El ciudadano como tal se expresa a través de los partidos políticos, cuyo eficiente funcionamiento ha dado a este recinto su capacidad de elaborar historia. Pero también el hombre se expresa a través de su condición de trabajador, de intelectual, empresario, militar, sacerdote, etcétera. Como tal, tiene que participar en otro tipo de recinto: el Consejo para el proyecto nacional que habremos de crear…Ningún partícipe de este Consejo ha de ser un emisario que vaya a exponer la posición del Poder Ejecutivo o de cualquier otra autoridad que no sea el grupo social que represente.”
En el mismo sentido señaló Guillermo Estévez Boero, siguiendo a Manuel García Pelayo: “Estamos frente a un modo de formación de la Voluntad política que, aunque carezca de validez formal, no por eso deja de tener ciencia. La participación de las organizaciones de intereses, de los grupos intermedios, en las decisiones estatales no sólo es un hecho, sino que es parte de un mecanismo necesario para el funcionamiento de la sociedad y del Estado de nuestro tiempo” (Estévez Boero, G.; Exposición de Motivos del proyecto de ley de Creación del Consejo Económico, Social y Político de su autoría; Congreso de la Nación; 1986).

Por las consideraciones precedentes concluimos que resulta aconsejable institucionalizar en nuestra Constitución un Consejo Económico y Social que integre a representantes de las organizaciones intermedias para que éstas puedan opinar y asesorar participando en las decisiones gubernamentales relacionadas con los intereses que representan, así como en la búsqueda de consenso para la definición de Políticas de Estado.

La disposición constitucional podría ser extendida por la ley reglamentaria a la conformación de Consejos Asesores en diversas ramas de la administración, de manera que las decisiones pudieran dictarse previa participación y opinión de de los sectores interesados.

Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – María M. Haiek.

–A la Comisión de Control del Estado.

SR. BRASESCO – Pido la palabra. 

Señor Presidente, creo que este proyecto tendría que ir también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, porque se habla del Consejo Económico y Social y este es un instrumento que en todos los países donde funciona, está vinculado también al sector trabajo y a la producción, fundamentalmente. Esto sin perjuicio de que se derive a otras comisiones.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, así se hará.
–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, tiene una segunda derivación este proyecto y es a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.
–Se lee:
XLIV
PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 189)

ORGANISMOS DE CONTROL - FISCALIA DE ESTADO

Artículo 1º) Reemplazase el texto del art. 139 de la C.P., por el siguiente:
“Art. 139.- La Fiscalía de Estado es el órgano independiente y autónomo responsable del control de legalidad y defensa de los intereses y el patrimonio de la Provincia de Entre Ríos”.

Artículo 2º) Incorpóranse al Capítulo IV Sección V los siguientes artículos nuevos:

“Artículo ....-  Compete al Fiscal de Estado el ejercicio del control de legalidad de las normas, decisiones y actos emanados del Estado Provincial y la defensa e integridad del patrimonio público y privado de la Provincia.

Es parte legítima en los juicios contencioso-administrativos y en todos aquellos juicios o actuaciones administrativas en que se controviertan intereses del Estado, cualquiera sea la materia, fuero o jurisdicción.

Promueve acción contra el Poder Ejecutivo o cualquier autoridad cuyas decisiones o actos, sean contrarios a la Constitución, Leyes, Decretos, intereses patrimoniales o fiscales de la Provincia.

Demanda la ejecución de sentencias condenatorias firmes dictadas por el Tribunal de Cuentas en Juicios de responsabilidad administrativa o de cuentas.

La ley determinará los casos y la forma en que ha de ejercer sus funciones, siendo inamovible mientras dure su buena conducta”.

“Artículo ....- Para ser Fiscal de Estado se requiere formación y antecedentes en Derecho Público y las demás condiciones exigidas para ser Vocal del S.T.J.E.R.

El cargo de Fiscal de Estado es incompatible con todo otro cargo o función público o privado excepto la docencia.

Es designado por el Gobernador con acuerdo de la mayoría simple de los miembros de ambas Cámaras y removido por Juicio Político”. 

“Artículo ....- Recabará permiso de la Legislatura para transar, desistir de la acción o del derecho o allanarse a las demandas entabladas por la Provincia”.

Artículo 3º) Cláusula Transitoria: En el plazo de 180 días a partir de la vigencia de la presente Reforma la Legislatura de la Provincia deberá sancionar una nueva Ley de Fiscalía de Estado adecuada al texto constitucional”.

REGGIARDO – SCHVARTZMAN – DIAZ, (Carlos) – ACHARTA – HAIEK.
FUNDAMENTOS

La representación y defensa de los intereses y el patrimonio del Estado Provincial atribuida a la Fiscalía de Estado como órgano de control adquiere una significativa trascendencia a las puertas de la reforma.

Mueve a nuestra representación la búsqueda del perfeccionamiento de las instituciones vigentes y la incorporación de otras novedosas y eficaces con el propósito de restablecer y poner a resguardo la legitimidad, independencia y transparencia de los actos del Estado allí donde el sistema, sea cual fuere su fase (normativa o funcional) ha demostrado fallas o deficiencias que conspiran contra aquellos fines.

Tal el caso del Fiscal de Estado, erigido a través del proceso histórico en el máximo funcionario encargado de custodiar –en lo interno- los intereses y patrimonio de la Provincia y la legalidad de los actos de gobierno pero que, con el devenir y por obra de la compleja crisis que afecta a nuestro País, ha dejado de cumplir con el objeto que para él previeron los constituyentes del año 1933 pasando a cumplir el rol de asesor y mandatario del Gobernador.

Es por ello que consideramos una exigencia de la hora instaurar en el texto constitucional la independencia como rasgo y carácter inmanente a la Fiscalía de Estado, que debe gozar de autonomía funcional y financiera (Conf. art. 172 Constitución del Chaco).

La distorsión que se ha generado manifiesta cómo cada nuevo Gobernador, al asumir, nombra en el cargo de Fiscal de Estado al abogado de su confianza concibiéndolo más como asesor que como fiscalizador o controlante.

Esto así y tal como se da en la realidad no garantiza la disposición del nombrado para defender los intereses y patrimonio de la Provincia cuando aquellos sean contrarios a los del Gobernador que lo designó.

La habilitación que la Ley de Reforma ha permitido para la revisión del actual art. 139º nos coloca ante la posibilidad de que, en esta esfera del control del Estado, se esté ante dos posturas: la que intente cristalizar y dar rango constitucional a la situación de facto reseñada y la que pretenda superar esta deformación asegurando el rol, autonomía e incumbencias del principal defensor de los intereses y la legalidad en la Provincia de los defectos y pérdida de rol señalados.

Una y otra postura transitan caminos absolutamente divergentes pues, o se da rango constitucional a la mutación y reducción del Fiscal de Estado a la función de mero “Asesor del Gobernador” o se retoma la correcta e histórica construcción institucional que determinó la función del Fiscal de Estado como órgano independiente del Poder Ejecutivo en su rol de control de legalidad de los actos de gobierno y defensor de los intereses y patrimonio de la Provincia.

Al respecto, compartimos la postura que considera que “las cartas provinciales que acuerdan al Fiscal de Estado el carácter de asesor del Poder Ejecutivo desnaturalizan su función esencial de órgano de control de los actos administrativos. Ricardo Miguel Zucherino se pronuncia en ese mismo sentido, señalando que resultan erróneas las disposiciones normativas que adjudican al Fiscal de Estado la condición de superior jerárquico de todos los abogados y asesores jurídicos de la administración provincial, en tanto confunden la labor de este funcionario con el quehacer propio del Asesor de Gobierno. Destaca como elogiable, en cambio, el criterio del constituyente mendocino cuando otorga a cada figura un tratamiento constitucional separado delimitando el ámbito funcional propio de cada uno de ellos” (Tribiño, Carlos R. “El Fiscal de Estado”; Ed. Abaco; Bs. As.; 2001; pág. 105).

Nuestra propuesta tiende a restaurar en el Fiscal de Estado el rol de funcionario independiente, comprometido, en primer lugar, con la defensa de los intereses y patrimonio de la Provincia.

En tal sentido, el proyecto otorga mayor extensión e incumbencia a la esfera del control, cuya competencia abarca tanto los procedimientos administrativos como los judiciales y, en especial, las ejecuciones de sentencias firmes dictadas por el Tribunal de Cuentas en los juicios administrativos de responsabilidad y de cuentas (Conf.: art. 252 Constitución de Neuquén; art. 145 Constitución de La Rioja).

El texto que ponemos a consideración de ésta H. Convención Constituyente persigue restablecer y asegurar la independencia funcional de la Fiscalía de Estado, a la que no la debe ligar ninguna relación jerárquica con el Poder Ejecutivo. 

Ello, por cuanto “el Fiscal de Estado tiene también atribuída la función de promover acción judicial contra el poder Ejecutivo o autoridades administrativas con competencia para dictar resoluciones definitivas cuando considere que los actos emanados de ellos son contrarios a la Constitución, a las leyes o a reglamentos administrativos. Puede afirmarse que esta es la función más trascendente que tiene asignada dicho funcionario, debiendo remarcarse que, a través de ella, se ejerce un control de legalidad respecto de las decisiones dictadas por los funcionarios provinciales” (Tribiño; op. Cit., pág. 113).

En lo que atañe al nombramiento, creemos que fortalece la concepción de autonomía e independencia el hecho de que, en su designación, intervenga la Legislatura (Confr.: Art. 167, Constitución de Tierra del Fuego; art. 254, Constitución de Neuquén). En particular, la Constitución del Chaco (art. 173) adoptó el sistema de nombramiento por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Cámara de Diputados.

En cuanto a los requisitos para su designación, entendemos que es necesario que el funcionario que asuma la responsabilidad que impone el cargo de Fiscal de Estado debe, además de otros, exhibir experiencia y formación en Derecho Público.

También, el texto le reconoce al Fiscal con claridad la facultad de interponer o intervenir en todas aquellas causas judiciales, sea cual fuere el fuero o jurisdicción, en el que se controviertan derechos, intereses o el patrimonio público o privado de la Provincia de Entre Ríos.

Debido a experiencias recientes que dejaron indemne e indefensa la Provincia ante la decisión de entregar bienes de su dominio público reclamados en juicio de reivindicación, hemos creído necesario imponer expresamente el deber del Fiscal de obtener permiso de la legislatura (no del Gobernador) para transar o desistir de la acción o de derechos en juicios promovidos por la Provincia o en la que ésta fuera demandada.

Por último, una cláusula transitoria debería ordenar a la Legislatura de la Provincia la sanción, en el plazo que la norma determine, de la nueva ley orgánica que ordene la Fiscalía de Estado y la función del Fiscal bajo los nuevos parámetros incorporados por la reforma.

Por todo ello, invitamos a los señores Convencionales a compartir y acompañar este proyecto que sometemos a consideración de la H. Convención Constituyente.

Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – María M. Haiek.
–A la Comisión de Control del Estado.

XLV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 190)

ORGANISMOS DE CONTROL - FISCALIA DE ESTADO

Artículo 1º) Refórmase el artículo 63 apartado 2º Capítulo III Sección IV cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:
“Son atribuciones exclusivas del Senado:...2º.- Nombrar los funcionarios que determine esta Constitución y las leyes dictadas en consecuencia”.

Artículo 2º) Refórmanse los incisos 17º y 19º del artículo 135 Capítulo III Sección V que quedan redactados de la siguiente forma: 

“Son atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo:...

17º) Designar dentro de los 60 días hábiles de recibida comunicación por el Consejo de la Magistratura del resultado de la selección, los miembros del Superior Tribunal de Justicia, Magistrados, Funcionarios del Poder Judicial y del Ministerio Público, en todas sus instancias, Director General y Adjuntos de la Oficina Anticorrupción y  Presidente, Vocales y Fiscales del H. Tribunal de Cuentas”. 

19º) Designar los demás funcionarios del Estado Provincial para los que esta Constitución y la Ley dispongan”.
Artículo 3º) Sustituyese el texto del art. 154 de la Constitución de  la Provincia de Entre Ríos por el siguiente:
“Los miembros del Superior Tribunal de Justicia, Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial y del Ministerio Público en todas sus instancias, Director General y Adjuntos de la Oficina Anticorrupción y el Presidente, Vocales y Fiscales del H. Tribunal de Cuentas, serán seleccionados por el Consejo de la Magistratura y designados por el Poder Ejecutivo.

Vencido el plazo previsto por el art. 135 inc. 17 sin que el Poder Ejecutivo haya cumplido con el nombramiento, se considerará designado en el cargo concursado el primer postulante de la lista.

El Consejo de la Magistratura es órgano autónomo auxiliar del Poder Judicial integrado periódica e igualitariamente por consejeros representantes del Colegio de Abogados de Entre Ríos, de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de Entre Ríos, de la Asociación de Empleados Judiciales de Entre Ríos, por Académicos domiciliados en la Provincia con desempeño en Universidades Nacionales y por representantes de organizaciones civiles con personería jurídica reconocida y domicilio en la provincia.

Cuando corresponda seleccionar Vocales o Fiscales del Tribunal de Cuentas, el Consejo se integrará por representantes del Colegio de Ciencias Económicas de la Provincia de Entre Ríos, Académicos universitarios con desempeño en Universidades Nacionales y representantes de los empleados del H. T. de Cuentas.

Cuando la selección corresponda al cargo de Director General o adjuntos de la Oficina Anticorrupción, se integrará, además, por representantes de organizaciones ciudadanas regularmente constituídas cuyo objeto sea la transparencia y ética públicas.

Los consejeros durarán 4 años en sus funciones y serán elegidos por sus respectivas instituciones o asociaciones. Las organizaciones civiles deberán unificar su representación en el número que establezca la ley especial.
No podrán ser Consejeros los ciudadanos comprendidos en las inhabilidades de ley,  los incluídos en el Registro de Deudores Alimentarios y los contratistas, asesores, apoderados, funcionarios, empleados o contratados del Poder Ejecutivo o Poder Legislativo de la Provincia o sus Municipalidades. El parentesco o demás causas de recusación o excusación inhibirán al Consejero de intervenir en la selección del postulante.
El procedimiento de selección será público, de antecedentes y oposición en el que se garantice a los examinados inmediación e imparcialidad.
Son atribuciones del Consejo de la Magistratura:
a) Comunicar al P. Ejecutivo para su nombramiento de conformidad a lo previsto por el art. 135 inc. 17 de esta Constitución, la nómina resultante de la selección cumplida en relación al cargo vacante a cubrir.

b) Seleccionar los postulantes mediante la realización de concursos públicos de antecedentes y oposición llevados a cabo por Comisiones designadas en cada caso por sorteo y cuya diversa integración determinará la ley.
c) Ejercer facultades disciplinarias sobre sus miembros y empleados;

d) Dictar su propio reglamento de funcionamiento y administración;

e) Administrar los fondos que le asigne el presupuesto;

f) Acusar ante el Juri de Enjuiciamiento o solicitar la acusación para Juicio Político a la Cámara de Diputados con fundamento en las causales previstas por esta Constitución”.

Cláusula Transitoria.- En el plazo de seis meses a partir de la sanción de esta Reforma Constitucional la Legislatura de la Provincia deberá sancionar la ley Orgánica del Consejo de la Magistratura de conformidad a las nuevas normas constitucionales.

REGGIARDO – SCHVARTZMAN – DIAZ, (Carlos) – HAIEK – ACHARTA.
FUNDAMENTOS

Dijo Couture que de la elección de los hombres que componen la magistratura depende la suerte de la misma. Nosotros agregamos que depende, además, la suerte de la democracia, de la sociedad que ella organiza y de los seres humanos que la constituyen.

En otros términos: existe una relación directa entre la solidez del sistema de controles, la justicia y la calidad de la democracia.

La base principal para concretar la garantía de vigencia del Estado de Derecho, Derechos Humanos y seguridad jurídica está dada por el sistema de selección de quienes imparten justicia o controlan los poderes del Estado.

Roberto Bergalli afirma que el macrocefálico desarrollo de la Argentina y el desenvolvimiento tan desparejo de las provincias en relación a la Capital han tenido mucho que ver en la limitación de la independencia externa e interna del Poder Judicial, a la que se ha mantenido sujeta a condicionamientos institucionales que someten la Administración de Justicia al Poder Ejecutivo de tal forma que “queda configurada la supremacía del poder político en todo lo relacionado con el reclutamiento, nombramiento, promoción y remoción de los magistrados judiciales”. (Bergalli, Roberto “Hacia una cultura de la Jurisdicción: ideologías de jueces y fiscales”; Editorial Ad-Hoc; Buenos Aires, 1999; pág. 27).

Otro tanto ocurre con máximos funcionarios de los organismos de control externo del Poder Ejecutivo (T. de Cuentas) y con la controvertida potestad y deber del Estado de cumplir con las metas y parámetros comprometidos por Argentina al suscribir la Convención Interamericana contra la Corrupción ratificada por Ley 24.759.

El documento único suscripto por la Asociación por los Derechos Civiles, el Centro de Estudios Legales y Sociales, la Fundación Poder Ciudadano, la Fundación Ambiente y Recursos Naturales, el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales y la Unión de Usuarios y Consumidores expresa a los poderes públicos la necesidad de construír una democracia sólida, de nuevas bases, para lo cual se requiere “un Poder Judicial legítimo, creíble, neutral respecto de intereses particulares y capaz de realizar el valor Justicia” como exigencia ineludible de la institucionalidad democrática.

Selección de los integrantes del Poder Judicial y Ministerio Público

La experiencia provincial exhibe una profunda crisis en el sistema de controles.

El Poder Judicial y el Ministerio Público de Entre Ríos carecen de la necesaria independencia que debería predominar si existiera un real sistema republicano y democrático de gobierno.
Para el Constitucionalista Dr. Vanossi, el cumplimiento de la Constitución exige un poder Judicial independiente, idóneo e incorruptible. 

La designación de los Vocales del S.T.J.E.R. por el Poder Ejecutivo ha llegado a un grado severo de penetración de intereses partidistas y corporativos en el Poder Judicial. Lo mismo sucede con el Ministerio Público y los demás órganos constitucionales de control, en los que la injerencia del Ejecutivo es directa a través del nombramiento de sus máximos responsables.
Tal ha sido la consolidación del poder político en el Judicial que se ha prestado acuerdo para designaciones del Ejecutivo aún cuando se confrontaba con múltiples expresiones de la ciudadanía y de las organizaciones profesionales y de los trabajadores.

Esto ha significado además una merma en el nivel de profesionalismo de los cuadros del servicio de Justicia y en la capacidad de respuesta a los justiciables. 

También, ha enervado los fines y funciones del Ministerio Público, distorsionando o desnaturalizando su rol.

La autolimitación del Poder Ejecutivo dispuesta por Decreto 39/2003, al crear el Consejo de la Magistratura de Entre Ríos fue un paso positivo pero insuficiente ya que dicha limitación no alcanza a las designaciones de los cargos de Vocales del Superior Tribunal de Justicia y Jueces de Paz.

Por las mismas razones, se debe avanzar procurando la selección de los cargos de mayor responsabilidad funcional y de decisión de los órganos constitucionales de control.

Para consolidar el sistema dentro del cauce de la mayor transparencia, independencia e igualdad, nos apartamos del sistema previsto por el art. 14º del Decreto 39 del P.E. que ordena al Consejo de la Magistratura de E. Ríos elevar al Poder Ejecutivo “una terna” con carácter vinculante.

Entendemos que el orden de mérito del concurso debe ser el que determine la designación del funcionario seleccionado, de manera tal que el Poder Ejecutivo deberá ceñirse a dicho orden, designando siempre el primero que corresponda por orden de lista.

Concebimos la facultad de selección en sentido amplio para todos aquellos cargos públicos que, de una u otra manera, se encuentran comprometidos con el control constitucional, legal, contable y financiero y la transparencia en los actos del Estado estableciendo pautas de selección específicas para quienes ejerzan el cargo de Vocal o Fiscales del Tribunal de Cuentas y el de Director General y Adjuntos de la Oficina Anticorrupción.

La Constitución de Tierra del Fuego (1991), en su art. 142 establece que el Poder Ejecutivo designa los miembros del S.T.J. a propuesta del Consejo de la Magistratura y los demás magistrados y funcionarios del Poder Judicial y del Ministerio Público son designados por el S.T.J. a propuesta del Consejo de la Magistratura y en su art. 164 dispone que el abogado que Preside el Tribunal de Cuentas debe ser designado por el Consejo de la Magistratura.

La Constitución del Chaco (1994), en su art. 167 contempla la posibilidad de que el Consejo de la Magistratura proponga el nombramiento de Jueces y representantes del Ministerio Público y la de Neuquén (1990) en su art. 251 establece que el Consejo de la Magistratura tendrá la atribución de seleccionar mediante la realización de concursos públicos y abiertos, de antecedentes y oposición, según órden de mérito que elabora, a los candidatos a Jueces y funcionarios del Ministerio Público, debiendo requerir colaboración de juristas de todo el país.

Mientras en la Constitución de Neuquén (art. 251) atribuye al Consejo de la Magistratura la facultad de evaluar periódicamente la idoneidad y desempeño de los magistrados y funcionarios, la de Buenos Aires (art. 175) garantiza adecuada publicidad y criterios objetivos predeterminados de evaluación privilegiando la solvencia moral, idoneidad y respeto por las instituciones democráticas y derechos humanos del postulante.

Consideramos necesario que las garantías otorgadas en relación a los exámenes se concreten mediante dos Comisiones ad – hoc designadas por el Consejo en cada caso: la de de Evaluación Técnica y la Entrevistadora, siguiendo el diseño trazado por el Decreto 164/2007 dictado el 27/12/2007 por el Gobierno de la Provincia de Santa Fe.

Las atribuciones y funciones del Consejo son similares a las que reconoce el art. 114º de la C.N. al Consejo de la Magistratura creado por la Reforma de 1994.

Creemos absolutamente necesario, además, establecer la total autonomía de los integrantes del Consejo de los poderes políticos así como también su real desvinculación con los intereses o negocios del Estado y con quienes se postulen.

De allí que no se admiten contratistas, funcionarios, asesores o apoderados que mantengan vinculación con el Poder Ejecutivo y legislativo provincial o de cualquiera de sus municipalidades y se establezcan pautas que inhiban la intervención en la selección al Consejero comprendido en causal de recusación o excusación.

El plazo de 60 días hábiles para el nombramiento por el Ejecutivo es por el que optó el convencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (art. 118º 2da. Parte de la Constitución sancionada el 1º/10/1996).

Mediante Cláusula transitoria el proyecto dispone el plazo para la sanción de la ley orgánica del Consejo de la Magistratura a la que deberá someter su integración, procedimiento y cometido.

De nada sirve sancionar una Reforma en la que la garantía de independencia del poder judicial esté declamada para una hipótesis futura cuando la conciencia y voluntad del Constituyente indican que el perfeccionamiento de la democracia debe concretarse hoy y que sus instituciones deben mejorarse como respuesta a las deficiencias que exhibe la realidad.

Por último, se adaptan las atribuciones del Senado y Poder Ejecutivo armonizando los arts. 63 apartado 2º y 135 incisos 17º y 19º habilitados por la Ley de Reforma a la nueva institución que se propone incorporar con rango constitucional y participación ciudadana.

Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – María M. Haiek – Emiliano Acharta

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 191)

CONTROL LEGISLATIVO DEL PRESUPUESTO – TRIBUNAL DE CUENTAS

ARTÍCULO 1º) Sustitúyese el texto del inciso 13 del Artículo 81º, Sección IV Capítulo V “Atribuciones del Poder Legislativo” por el siguiente:

“Art. 81º.- Corresponde al Poder Legislativo:

13º) Aprobar, observar o desechar las cuentas de inversión y percepción de caudales públicos que deberá ser remitido por el Poder Ejecutivo al término del primer semestre del ejercicio y al mes de su finalización.

En ningún caso la Legislatura aprobará las cuentas de inversión cuando las transferencias compensatorias entre partidas exceda el diez por ciento de lo presupuestado en cada partida.

El examen y la opinión de la Legislatura sobre el desempeño y situación general de la Administración Pública estarán sustentados en los dictámenes del Tribunal de Cuentas”.

ARTÍCULO 2º) Sustitúyese el texto del artículo 143º Sección V Capítulo V por el siguiente:

“Art. 143.- Sin perjuicio de la atribución conferida por el inc. 13 del artículo 81º de esta Constitución a la Legislatura de la Provincia, estará a cargo de un Tribunal de Cuentas:

1) Aprobar o desaprobar la percepción e inversión de caudales públicos de todos los funcionarios y administradores de la Provincia y de las Municipalidades que no hayan puesto en función su Tribunal de Cuentas.

Cuando se trate de entes u organismos interprovinciales, regionales o internacionales en los que participe la Provincia de Entre Ríos, actuará junto con los organismos de control de los demás miembros, previo acuerdo de partes.

2) Elevar dictamen a la Legislatura sobre ejecución presupuestaria y resultados de la gestión financiera y patrimonial informados por el Poder Ejecutivo en cumplimiento y con la periodicidad dispuesta por el art. 81º inc. 13).

3) Ejercer jurisdicción en Juicio Administrativo de Responsabilidad y de Cuentas”.

El Tribunal de Cuentas es un órgano independiente y autárquico compuesto por un Presidente que deberá tener título de abogado y dos Vocales que deberán tener título de Contador.

Proyecta su propio presupuesto anual y nombra su personal de conformidad a las normas de la carrera administrativa.

El Presidente, los Vocales y los Fiscales del Tribunal de Cuentas serán seleccionados por el Consejo de la Magistratura. En el ejercicio de su función gozarán de independencia e inamovilidad.

Estarán sujetos a las incompatibilidades y son enjuiciables en la misma forma y casos que los Jueces de 1º Instancia.

Las sanciones y reclamos de la Provincia a que dieren lugar los fallos de este Tribunal serán deducidas al Fiscal de Estado para su ejecución judicial. El plazo para la aprobación ficta de las cuentas es de cinco años”.

ARTÍCULO 3º) Cláusula Transitoria: La legislatura de la Provincia sancionará una ley orgánica del Tribunal de Cuentas que recepte el texto constitucional en el plazo de 180 días a partir de la sanción de la presente Reforma.

REGGIARDO – SCHVARTZMAN – DÍAZ, (Carlos) – HAIEK – ACHARTA – ZABALA.
FUNDAMENTOS

Control preventivo y concomitante de la Legislatura con auxilio del H. Tribunal de Cuentas sobre la Ejecución del Presupuesto por el Ejecutivo

El presente proyecto tiene por objetivo profundizar en el texto constitucional el Control de la Legislatura con el auxilio del H. Tribunal de Cuentas sobre la ejecución del Presupuesto por el Ejecutivo.

Pareciera una verdad de Perogrullo, pero no podemos dejar de reiterar que el éxito de cualquier gestión de gobierno y su legitimación está determinada por el modo como dispone y administra la hacienda pública.

En un acápite especialmente dedicado a los “Mecanismos de control” el Dr. Humberto Petrei señala que la toma de conciencia creciente acerca de que la corrupción debe ser desterrada no sólo está fundada en una cuestión ética sino –y principalmente- en una cuestión de eficiencia: bajar los costos de los servicios que el Estado debe proveer.

El Dr. Cayetano Licciardo afirma que, en la hacienda pública, el control es una función que hace al ejercicio del Poder, está vinculado al cumplimiento de la voluntad del Estado, cuya misión –agrega- “no es operar para sus miembros, como lo hacen las familias, sino para el bien común, es decir, para crear las condiciones necesarias a fin de que los invididuos y las familias puedan desarrollarse en libertad”.

Por su parte, el Dr. Adolfo Atchabahian expresa: “vista la hacienda pública como la coordinación económica activa de personas y bienes económicos, destinada a satisfacer necesidades de orden colectivo o común que los individuos no podrían atender por sí mismos, se infiere con lógica inescapable la responsabilidad ineludible que asumen, ante sus mandantes –o sea, los ciudadanos que han instituido este tipo de hacienda-, quienes las conducen, en calidad de mandatarios, con respecto a los actos que realizan”.

El ejercicio de la función de control de la hacienda pública es la cuestión constitucional más trascendental de la actualidad.

Podríamos decir que la extensión que se le dé a la materia y a los órganos imbuídos de facultad de control en el proyecto de reforma provincial definirá la trascendencia histórica o intrascendencia de la Reforma misma.

Acerca de la reforma propuesta del inc. 13 del art. 81º de la C.P.

El primer control y examen de la gestión de los fondos con que cuenta el Estado Provincial concierne a la Legislatura. Es un control previo (sanción de la Ley de Presupuesto) y concomitante (periodicidad de examen de la gestión financiera y económica del Ejecutivo).

El Profesor Raúl A. Granoni sostenía que el control parlamentario sobre la administración de la hacienda pública, en sus distintas manifestaciones, pertenece al sistema constitucional.

La ejecución de la Ley de Presupuesto por el Poder Ejecutivo implica autorizaciones para gastar, transferir, recaudar e invertir fondos públicos. De allí el necesario examen del modo como se haya cumplido con la voluntad legal.

Una vez que la Legislatura ha cumplido con su deber de sancionar la ley de presupuesto, ejerciendo así el control “preventivo” pertinente, su misión no debería agotarse por el prolongado lapso de un año como estaba establecido en el art. 81º inc. 13) que se reforma, sino en un seguimiento semestral de modos, metas y resultados (Legislatura) apoyándose en dictamen técnico del Tribunal de Cuentas.

Del acertado uso de tales recursos al tiempo de disponer los fondos depende la conveniente satisfacción de las necesidades públicas por lo que es también atribución innegable de la institución parlamentaria, durante el tiempo de ejecución de las previsiones presupuestarias, cuidar que éstas tengan su más eficaz concreción por parte del poder Administrador y vigilar para que no se excedan los límites cualitativos y cuantitativos fijados, fundamentalmente en lo que concierne a criterios del Ejecutivo de producir “ahorros” en determinadas partidas presupuestadas y disponer “transferencias” a otras a lo largo del ejercicio.

A nuestro criterio, la posibilidad de efectuar “transferencias” por el poder Administrador debe tener un límite constitucional habida cuenta de lo que se ha transformado, en los hechos, en una verdadera e inconstitucional delegación de facultades legislativas a favor del Ejecutivo al permitírsele el uso discrecional e ilimitado de la facultad de disponer “transferencias” de fondos públicos.

Por ello, es universalmente reconocido y así debería quedar plasmado en el texto de nuestra Constitución Provincial, -siguiendo el ejemplo de la Carta Magna reformada en 1994 (art. 85º segundo párrafo)-, el derecho y deber de la Legislatura –después de la etapa del control preventivo financiero- de seguir, paso a paso, por intermedio del control concomitante, las exteriorizaciones administrativas en las materias financiera y patrimonial del Estado, para que ellas tengan lugar dentro de las orientaciones impuestas por la ley de presupuesto y por el ordenamiento jurídico relativo a la hacienda pública.

La periodicidad semestral permitiría una oportuna información de los representantes del pueblo sobre el desempeño mantenido por el P. Ejecutivo en relación a los fondos públicos y el examen de los resultados de la gestión.

Al permitir también el examen semestral por la Legislatura de los “resultados” exhibidos por la gestión del Ejecutivo nos enrolamos en la moderna corriente orientada a enfocar el control también en ese aspecto y no únicamente en los meramente contables, en sus tres aspectos: procedimiento, objetivos y logros obtenidos.

El examen de la gestión económica y financiera del Ejecutivo a la luz de la autorización legal, en la forma concebida por este proyecto, permitiría un margen político de maniobra que encauce distorsiones, supere errores, o simplemente imponga el cumplimiento de la ley en tiempo y forma oportunos, como sucede con la administración de fondos coparticipables.

Se refuerza así el sistema de equilibrio, frenos y contrapesos que debe existir entre el Legislativo (ordenador del presupuesto, controlante de su ejecución y de los resultados) y el Ejecutivo (actor de gestión y ejecución de la ley de presupuesto, controlado).

España e Italia han receptado el control sucesivo sobre la gestión de sus presupuestos por el Parlamento con participación del Tribunal de Cuentas. Similar procedimiento adoptó la Unión Europea.

Fundamentos del proyecto de reforma del art. 143º de la C.P.

La cuestión del control es un asunto de ineludible tratamiento para la resolución de la relación entre la sociedad y el Estado.

La habilitación que permite la Ley de Reforma nos sitúa ante la responsabilidad de superar el actual sistema vigente para dotarlo de condiciones que permitan una intervención eficaz, oportuna, técnicamente imparcial e independiente de los órganos o autoridades que administran o disponen de fondos públicos.

Se trata de reconstruir la confianza en las decisiones y ganar en transparencia para dotar de legitimidad y seguridad jurídica a la actividad del Estado.

Por ello, es fundamental que la Legislatura delegue en órganos técnicos de su entera confianza, en cuanto a la imparcialidad de sus juicios y a la capacidad contable y jurídica, al propio tiempo independientes del poder Administrador, tanto en lo atinente al nombramiento de sus miembros cuanto en lo que atañe al desempeño de su cometido.

El actual art. 143º de la Constitución sancionada en 1933 adolece de flaquezas y defectos que conspiran contra las metas de transparencia, eficacia, independencia e imparcialidad pretendidas.

Por ello, hemos creído oportuno presentar el presente proyecto de reforma al art. 143º que armoniza con el nuevo texto propuesto del art. 81º inc. 13 y la constitucionalización del Consejo de la Magistratura.

A tales fines expresamos que:
a) Denominación
Hemos creído conveniente mantener la denominación “Tribunal de Cuentas” dada la integración de su máxima jerarquía, a la tradición histórica argentina y al derecho constitucional comparado.

La ley de reforma adelanta la posibilidad de que al órgano provincial de control externo se le cambie el nombre por el de “auditoría”, siguiendo quizá los pasos de la C. N. reformada en 1994 que instauró la Auditoría General de la Nación.

Advertimos que detrás de la aparente intrascendencia del cambio de denominación existe una importante diferencia de funciones y fines de alto significado para el valor “transparencia”.

En efecto, “auditar” es un concepto que en términos de control significa “certificación independiente y objetiva de las cuentas de una persona o empresa”, lo que, de ser considerado así, significaría recortar atribuciones y competencias que el art. 143º de la Constitución sancionada en 1933 otorgó al actual Tribunal de Cuentas.

Preferimos por ello continuar con la tradición y, al igual que otras nuevas constituciones provinciales reformadas en estas últimas décadas (Jujuy, Neuquén, Tierra del Fuego, La Rioja, Río Negro, La Pampa, Buenos Aires, Santa Cruz, San Luis, Chaco) sostener el nombre de  “Tribunal de Cuentas” que implica tanto mantener un órgano máximo plural de conducción (tripartito), asegurarle competencia para ejercer jurisdicción administrativa en juicio de responsabilidad y de cuentas y, reconocerle, además, capacidad funcional para llevar a cabo auditorías externas.

b) Selección de máximas autoridades
Para garantizar la máxima independencia y autonomía del Tribunal de Cuentas, hemos considerado imprescindible mencionar en el texto constitucional dos condiciones indispensables: 1.- que la selección de sus máximas autoridades (Presidente, Vocales y Fiscales) sea cumplida por el Consejo de la Magistratura reconociéndoles a los designados iguales prerrogativas que a los Jueces de 1º Instancia y 2.- que el organismo, además, tenga autarquía funcional y presupuestaria, reconociéndole en forma expresa la facultad indelegable de elaborar su propio presupuesto y designar sus auditores y demás personal.

c) Función de control externo abarcativo de todas las áreas y personas que administren o dispongan fondos públicos provinciales o recibidos por la Provincia
Incorporamos al texto constitucional la atribución del T. de C. de controlar fondos públicos provinciales administrados por entes interprovinciales, creados o a crearse en el futuro, sobre la base de acuerdo entre las partes.

Tal el caso del Ente Interprovincial Túnel Subfluvial, cuyos fondos, co-administrados por las Provincias de Entre Ríos y Santa Fe, están exentos del control externo directo de los Tribunal de Cuentas de ambas Provincias por exceder sus jurisdicciones.

Ante ello es correcto el camino iniciado por la Ley 12089 de Santa Fe (BO Sta. Fe 03/01/2003), cuyo artículo primero atribuye al Tribunal de Cuentas de la Provincia el control externo de la Comisión Administradora del Entre Interprovincial Túnel Subfluvial “Uranga-Sylvestre Begnis”, debiendo ejercerlo de la forma que establezca de común acuerdo con el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Entre Ríos.

Mediante el cumplimiento del recaudo constitucional de previo acuerdo entre partes para el ejercicio del control externo de nuestro Tribunal de Cuentas, será posible el control de la aplicación de fondos públicos provinciales que se aporten a entidades, consorcios o instituciones creadas por acuerdos interprovinciales (Región Centro) o de la Provincia con países limítrofes (Mercosur).

En cuanto a los fondos públicos nacionales transferidos a la Provincia para su administración o disposición (ATN, subsidios), consideramos útil el rol auxiliar y de colaboración que pueda prestar el T. de C. en la tarea de control a fin de transparentar los actos del gobierno provincial en relación a aquellos.

d) Recuperar jurisdicción administrativa en Juicio de Responsabilidad y Cuentas.
Reconocemos la necesidad y conveniencia de establecer en el texto constitucional la atribución de jurisdicción en materia de responsabilidad y cuentas, a los efectos de que mantenga independencia en el juzgamiento administrativo de los funcionarios del Estado incursos prima facie en irregularidades en el manejo de fondos públicos.

Ambos juicios estuvieron previstos en la Ley nº 5796 pero la reforma introducida por la Ley n° 8738 recortó las facultades del Tribunal de Cuentas eliminando el juicio administrativo de responsabilidad.

En cuanto a la aprobación o desaprobación por el T. de C. de las rendiciones, la mencionada Ley acotó a un año el plazo para la aprobación ficta de las cuentas.

A criterio de nuestra parte, aquel recorte de funciones y de posibilidades de contralor constituyó un retroceso que debe corregirse receptando ambos Juicios en la norma constitucional de tal forma que ninguna coyuntura política circunstancial pueda enfrentar la voluntad de esta Convención de dotar al Estado de controles eficaces, eficientes y modernos que permitan transitar hacia mayores grados de transparencia y credibilidad de las instituciones.

El Juicio de Cuentas tiene un carácter marcadamente objetivo: vincula al responsable con una gestión contable. La responsabilidad es presumida contra el funcionario o agente responsable porque está preconstituida. El examen de la rendición es abstracto y el reparo administrativo se determina cuando las cuentas no cierran.

El Juicio de Responsabilidad, en cambio, resalta aspectos subjetivos y tiende a determinar la responsabilidad del funcionario o agente público frente a un determinado acto o hecho que se reputa prima facie irregular.

Los fallos condenatorios firmes del T. de C. así como las multas que impone tiene fuerza ejecutiva suficiente para iniciar el cobro por vía del Juicio de Apremio que es atribución indelegable del Fiscal de Estado por deducción del Tribunal de Cuentas.

Cabe mencionar que la mayoría de las Constituciones Provinciales nuevas y los mismos Tribunales de Cuentas provinciales abogan por el mantenimiento irrestricto de la capacidad para juzgar administrativamente en juicio de responsabilidad.

Así, por ejemplo, la Constitución de Río Negro, reformada en 1988, establece, entre las facultades y deberes del T. de C. las de promover juicios de cuentas y “juicio de responsabilidad a funcionarios y empleados, aún después de cesar en sus cargos y a todos sus efectos, por extralimitación o cumplimiento irregular, en la forma que establezca la ley; de resultar necesaria la promoción de investigaciones, da traslado al Fiscal de Investigaciones Administrativas”. (art. 163 apartado 2º). En similar sentido, la Constitución de Tierra del Fuego contempla, entre las atribuciones del T. de C. la de “actuar como órgano requirente en los Juicios de Cuentas y Responsabilidad ante los Tribunales de Justicia e intervenir en los juicios de residencia en la forma y condiciones que establezca la ley”. (art. 166º apartado 5º). La Constitución de la Provincia de Buenos Aires, reformada en 1994, otorga al T. de C. la atribución de “indicar el funcionario responsable, como también el monto y la causa de los alcances respectivos” (art. 159º apartado 1).

Con claridad la Constitución del Chaco, reformada en 1994 reconoce, entre las atribuciones jurisdiccionales del T. de C. “tramitar y decidir en los juicios de cuentas y administrativos de responsabilidad”
e) Ficta aprobación de cuentas
Consideramos, a la luz de la experiencia histórica de estos últimos treinta años, que la Constitución fije en cinco años el lapso de tiempo para que se produzca la ficta aprobación de cuentas dado que la complejidad y amplitud del control indica la inconveniencia del plazo de un año previsto por la actual ley orgánica nº 5796.

Inconveniencia de constitucionalizar la designación de Presidente o Vocales del T. de C. mediante acuerdo político

Si no se garantiza que la selección del Presidente, Vocales y Fiscales del Tribunal de Cuentas se adopte con total independencia de los partidos políticos y de su representación parlamentaria la fragilidad e ineficacia del control quedará intacta.

El remedio para superar ambos males, a nuestro criterio, estriba en colocar la facultad de selección del Presidente, Vocales y Fiscales del T. de C. en el Consejo de la Magistratura, integrado por representantes de la sociedad civil, magistrados, abogados y el Colegio de Cs. Económicas en lo que concierne a la elección de quienes sean Contadores Públicos.

Nos autoriza tal afirmación la experiencia recogida por la Auditoría General de la Nación, cuyo presidente es designado a propuesta del partido político de oposición con mayor número de legisladores en el Congreso (art. 85º tercer párrafo C.N.).

El estudio realizado por los doctores Horacio Rodríguez Larreta y Fabián Repetto “Herramientas para una administración pública más eficiente: gestión por resultados y control social” expresa:

“En cuanto a la AGN, su soporte institucional proviene del acuerdo político entre los bloques mayoritarios del Congreso y entre ambas Cámaras. Compuesta por siete miembros, su Presidente debe corresponder a la primera minoría opositora en el parlamente y debe ser designado por resolución conjunta de los Presidentes de las dos Cámaras. En cuanto a los seis miembros restantes, la designación de tres está en manos de la Cámara de Diputados y el resto (tres) en la Cámara de Senadores. Las negociaciones que se desarrollan en el seno del parlamento para su conformación pueden en algún punto debilitar su accionar, debido a la existencia de compromisos cruzados que impiden una mínima unidad de criterio entre los auditores. En cierta medida, el accionar de la AGN se encuentra atado al clima de acuerdo/confrontación que reina en el parlamento, ya que gran parte de sus tareas es encomendada por la Comisión Revisora de Cuentas del Congreso.

En tal sentido, la AGN no ha alcanzado todavía en nuestro país el prestigio y el halo de imparcialidad y objetividad en sus dictámenes de los que goza en otros países.

A lo anterior hay que agregarle la incipiente gimnasia parlamentaria de nuestro país en materia de control sobre la Administración Pública. Todavía no se alcanza el nivel de articulación y funcionamiento que, entre el parlamento de otros países y las oficinas de control de gestión externo se establece. Otro aspecto relacionado con la falta de diálogo entre Congreso y Administración Pública, en torno a las cuestiones del control, está dado por la sobrecarga de cuestiones que atienden los legisladores y la debilidad de las capacidades técnicas de las estructuras de apoyo de los mismos. Remitidos los informes de la AGN a los legisladores, en su mayoría tienden a ser aprobados sin más trámite, a menos que la cuestión analizada sea por demás manifiesta en términos de posibilidad de existencia de corrupción. Los informes de la AGN terminan siendo en la mayor parte de los casos una reserva de dictámenes que, en algún momento, pueden ser consultados en caso de que algún hecho dispare una investigación relacionada con alguno de los organismos evaluados. A diferencia de otros “pares internacionales”, la AGN es un organismo asesor de la Comisión Revisora de Cuentas, lo que determina que su evolución y funcionamiento está atado a los señalamientos que, desde un órgano eminentemente político (una comisión parlamentaria) se le realizan.

La consecuencia más importante de este proceso es que la AGN termina auditando con hasta tres años de retraso respecto del momento en que fueron llevadas a cabo las acciones evaluadas”.

De allí que sea conveniente salvaguardar nuestro Tribunal de Cuentas de modificaciones en su estructura y cometido que atentarían contra los objetivos que el mandato social y político de la hora actual aconseja plasmar en el texto constitucional.
El Doctor Pedro Frías, prologando el libro de Fidel Isaac Lazzo “Tribunales de Cuentas”, dice: “es tan decisiva la Administración Pública en cualquier sociedad que la confianza del ciudadano en su integridad hace a la legitimidad del sistema político. En buena medida esa confianza está en manos de los Tribunales de Cuentas que si no pueden asegurar el acierto del gasto público están, sí, en condiciones de evitar o sancionar sus más habituales desviaciones”.
Por todo ello, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – María M. Haiek –Emiliano Acharta – Gregorio D. Zabala.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 192)

ÉTICA EN LA FUNCION PÚBLICA – DECLARACION JURADA DE BIENES

Artículo 1º) Incorpórase al artículo 17º de la Constitución Provincial el siguiente texto:

“ARTÍCULO 17º: El funcionario o empleado público a quien se Impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse, bajo pena de destitución y gozará del beneficio del proceso gratuito.
El funcionario político sobre quien recayera auto de procesamiento por delito cometido en el desempeño de su función será apartado del cargo en forma temporaria. Podrá volver a ocupar el cargo una vez que la justicia dicte sentencia de sobreseimiento o falta de mérito. No quedan comprendidos en este apartado aquellos funcionarios sobre quienes esta Constitución fija normas específicas para situaciones similares”.

Artículo 2º) Incorpórase a continuación del artículo 17º de la Constitución Provincial el siguiente artículo nuevo:
“ARTÍCULO ....: Los funcionarios de los tres poderes del estado, electivos o no, están obligados a  presentar una declaración jurada de bienes al momento de asumir el cargo y al tiempo de cesar. La manifestación de bienes comprende también la del cónyuge, descendientes y personas a su cargo, conforme lo determine la legislación que sobre la materia se dicte.
REGGIARDO – SCHVARTZMAN – DÍAZ, (Carlos) – HAIEK – ACHARTA – ZABALA.
FUNDAMENTOS

HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

La Ley 9768 que posibilitó la convocatoria a esta Honorable Convención ha habilitado la revisión del Artículo 17 en lo relativo al alcance de la obligación de los funcionarios públicos de acusar para vindicarse frente a la imputación de delito cometido durante el desempeño del cargo público. No obstante ello, en este proyecto planteamos a esta Honorable Convención mantener el artículo tal cual está redactado con un agregado. Además proponemos la incorporación de un nuevo artículo a continuación de aquél.

Respecto de la propuesta de mantener el Artículo tal como está, queremos manifestar nuestro total acuerdo con lo que allí se enuncia. Hacemos nuestras las palabras del Convencional Ernesto Sammatirno, manifestadas al momento de discutirse este Artículo en el 33, porque nos parece que expresan el espíritu y la intención que entonces motivó la inclusión de la actual redacción. Decía Sammartino, “…si no se impone al funcionario público que no cumple con esa obligación fundamental, primordial de acusar, que es una garantía de rectitud y honestidad administrativa, más vale entonces suprimir esta disposición, que sería una disposición meramente lírica.” Estos fundamentos fueron finalmente tomados por la Honorable Convención que nos antecedió. Creemos que mantener la redacción actual del Artículo 17 –tal como otras constituciones provinciales lo han hecho en las reformas producidas luego del retorno a la democracia, valgan por caso los ejemplos de San Luis (Artículo 28) y de Río Negro (Artículo 56), -significa ni más ni menos que reafirmar el compromiso de esta Convención con aquélla garantía de rectitud y honestidad administrativa a la que aludía el convencional del 33.

En relación con el agregado que proponemos, el mismo involucra exclusivamente a los funcionarios políticos, entendiendo por tales no sólo a quienes son elegidos por el voto popular sino también a aquéllos que son designados por quienes tienen la potestad para nombrarlos, fuera del escalafón general, para desempeñar funciones. Obviamente quedan fuera del alcance del agregado propuesto aquellos integrantes de los poderes del estado a quienes se les aplican normas específicas que la propia Constitución Provincial establece. Nos concentramos en los funcionarios políticos porque éstos son o bien elegidos en forma directa por el voto popular constituyéndose en tal condición en mandatarios de sus mandantes o bien, han sido designados por aquéllos en tanto gozan de su confianza para el desempeño de sus cargos. En definitiva, en forma directa o indirecta, quienes ejercen los cargos políticos son depositarios de la confianza del pueblo que mayoritariamente los ha elegido para representarlos. Siguiendo la definición de mandantes, éstos son quienes confían en aquéllos su representación o la gestión o desempeño de una función. Nos permitimos además incorporar este proyecto  porque entre los temas habilitados por la Ley mencionada en su el Artículo 1º, Inciso 3, se encuentra el de establecer el requisito de idoneidad para el acceso a los cargos públicos.

Vamos, entonces, a centrar el análisis ahora en el concepto de idoneidad que nos parece clave para entender la intención que nos mueve para incorporar el agregado que proponemos.

La idoneidad, según las últimas versiones del diccionario de la Real Academia Española, alude a ‘la cualidad de idóneo’, vocablo derivado del Latín (idonĕus), que significa ‘adecuado y apropiado para algo’. Esta condición de contar con los atributos apropiados y adecuados para el ejercicio de la función pública, en nuestra visión, no solo refieren a las condiciones políticas, profesionales, intelectuales, académicas o técnicas que se deben poseer, sino que conlleva también una dimensión ética, es decir, no solo se debe saber ejercer la función, hacerlo en forma apropiada y adecuada, sino que, además, se deben exhibir conductas que manifiesten un comportamiento moral, un compartimiento que esté acorde con los principios de la ética. Cuando hablamos de ética en el contexto de la función política, nos referimos concretamente a los principios que deben guiar una conducta republicana. Ésta debe sobresalir por su honestidad, rectitud, austeridad.

Por eso decimos que la idoneidad no solamente alcanza a la capacidad para el desempeño del cargo político al que se ha accedido, sino que también refiere a la conducta moral-republicana de quien lo ejerce.

Por ello, nos parece sumamente importante y un avance en la consolidación de los valores republicanos incorporar en el Artículo 17 que aquellos funcionarios políticos sobre quien ha recaído auto de procesamiento por la comisión de un delito que se le impute en el desempeño de su función sea apartado del cargo en forma temporaria sobre la base de la pérdida temporaria de la idoneidad, es decir de la pérdida de la condición de estar moralmente dotados de los atributos que el desempeño de la función política conlleva. Esta pérdida debe ser temporaria, transitoria hasta tanto la justicia con sus mecanismos propios dictamine la situación del procesado. De dictarse sobreseimiento o falta de mérito el funcionario político recuperará la función de la que ha sido apartado.

La noción de idoneidad que guía esta propuesta no invalida en ningún caso el principio de presunción de inocencia consagrado en nuestra Constitución Nacional y avalada por el Pacto de San José de Costa Rica, ratificado por aquélla en 1994, principio que en tanto defensores acérrimos del estado democrático sostenemos férreamente. Pero una cuestión es el ámbito de lo penal y otra el principio de idoneidad que, como señalamos más arriba, incluye en nuestro concepto una dimensión moral propia de un estado republicano.

Por ello es que estamos promoviendo a través de este proyecto que la pérdida del cargo político sea temporaria y en virtud de verse afectado el principio de idoneidad. Un funcionario político debe constituirse en un ejemplo para la sociedad en general a quien representa y sirve, y en particular para quienes en forma directa colaboran con él para el desempeño de la función pública. Insistimos, no se trata de considerar culpable a quién no ha sido declarado tal por la Justicia. La cuestión es otra. La confianza en el funcionario sometido a proceso queda transitoriamente afectada. Ello implica una pérdida temporaria de la condición de idoneidad para el desempeño de la función o cargo.

Por otra parte, proponemos agregar a continuación de este Artículo una nueva cláusula constitucional que establezca la obligación de los funcionarios políticos de presentar una declaración jurada de bienes al momento de asumir el cargo y al tiempo de cesar, tal como otras Constituciones en nuestro país lo estipulan. Sirva de ejemplo el de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, contemplado en su Artículo 56, o la de Río Negro previsto en el Artículo 5 sobre la manifestación de bienes a la que están obligados los funcionarios.  Esta declaración debe hacerse ante el organismo que la ley correspondiente establezca en función de las modificaciones que en ese sentido se incorporen en el nuevo texto constitucional. Esta obligación de realizar la declaración jurada alcanza a todos los funcionarios políticos, electivos o no, de los tres poderes del estado. Estamos convencidos que dándole rango constitucional a este deber republicano estamos contribuyendo a sentar bases para dotar de mayor transparencia y honestidad a la función política que, a más de veinte años del retorno a la democracia, ha sido desjerarquizada, devaluada, menospreciada por la acción ilícita, inmoral o deshonesta de muchos funcionarios que han desempeñado cargos políticos. De este modo, al cesar en la función pública merced a un cargo político, el funcionario estará obligado a demostrar a través de la declaración de sus bienes y la de su cónyuge que no ha existido enriquecimiento indebido, desproporcionado, desmesurado o no razonable -que podría conllevar un ilícito- durante el periodo en el que ha ocupado el cargo.

Por todo lo expuesto, solicitamos se incorporen a la Constitución los textos indicados.

Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – María M. Haiek – Emiliano Acharta – Gregorio D. Zabala.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 193)

NO SIMULTANEIDAD DE ELECCIONES

Artículo 1º) Agrégase al actual artículo 47º de la Constitución Provincial el siguiente inciso:

“ARTÍCULO 47:...
Inciso...: Las elecciones, sean éstas ordinarias, extraordinarias o complementarias, para elegir cargos provinciales -gobernador y vicegobernador, legisladores y convencionales constituyentes- no podrán realizarse en la misma fecha en que se elijan autoridades nacionales”.

Artículo 2º) Incorpórase como nuevo Artículo en la Sección VIII Régimen Municipal Capítulo I “Disposiciones Generales” el siguiente:

“ARTÍCULO ...: Las elecciones, sean éstas ordinarias, extraordinarias o complementarias, para elegir cargos municipales no podrán realizarse en la misma fecha en que se elijan autoridades nacionales ni provinciales”.
REGGIARDO – SCHVARTZMAN – DÍAZ, (Carlos) – ACHARTA – ZABALA.
FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente:

Hace algún tiempo y sobre todo a partir de 2001 comenzaron a debatirse ciertos temas que fueron tomando el nombre general de reforma política. Por intermedio de diferentes expresiones de la ciudadanía en general y de organizaciones sociales, pero receptadas también por la dirigencia política que a través de sus gobernantes y legisladores fueron presentando diferentes iniciativas, comenzaron a tomar cuerpo ideas como transparencia en el manejo de los dineros en las campañas políticas, mayor representación de la mujer y eliminación de la boleta y la lista sábana, entre otras propuestas.

En particular respecto de la boleta sábana (desarrollo horizontal de la misma) el elector a través de los famosos cortes lo fue resolviendo y, en muchos casos, en varias provincias y municipios argentinos las elecciones de autoridades de las diferentes jurisdicciones (nacional, provincial y municipal) se hacen en diferentes fechas.

Está claro entonces que dejó de ser solamente un tema de moda ya que ha sido adoptado institucionalmente por varios distritos bajo el influjo y la aceptación de la ciudadanía, que ya ni discute las bondades de elegir sus gobernantes nacionales, provinciales o locales en días diferentes por tan razonable y necesario.

Votar de esta manera significa entonces acortar la famosa boleta sábana, que ya no tendría siete u ocho cuerpos según el caso, presidente y vice, senadores nacionales, diputados nacionales, gobernador y vice, diputados provinciales, senador provincial, presidente municipal, concejales.

Darle a la ciudadanía la posibilidad de elegir los diferentes cargos nacionales, provinciales y municipales, en fechas distintas será, en primer lugar, un disparador pedagógico para que todos tengamos absoluta conciencia que las problemáticas de cada jurisdicción son diversas, múltiples y, por lo tanto, con variadas soluciones que, en muchos casos, no tienen una necesaria relación entre ellas. Además permitirá visualizar con mayor precisión a los diferentes postulantes con sus propuestas, experiencias y conductas distintas. El elector votará cada vez más convencido y seguro como corresponde a toda democracia en crecimiento y en la búsqueda permanente de mayor calidad institucional.

De ninguna manera se disminuye el rol ideológico y organizativo del partido político o del frente electoral, vehículo insustituible del sistema democrático como está consagrado en nuestra Constitución Nacional, porque seguirá quedando a resguardo la acción política partidaria permanente que podrá y deberá en tiempos interelectorales continuar planteando programas de gobierno para cada jurisdicción e impulsando hombres y mujeres que puedan representarlos. Pero además en cada campaña lógicamente podrán participar, si así se quiere, representantes partidarios que le puedan dar a las ideas para la nación, provincia o ciudad según el caso, una cobertura integradora para que el elector también tenga la sensación que detrás de tal o cual propuesta hay un conjunto, un partido o un frente que tiene presencia y accionar en otras jurisdicciones.

Elegir en fecha diferente es la forma de materializar un imprescindible equilibrio entre la jerarquización de las ideologías, las propuestas concretas, la historia y organización de cada entidad político-partidaria y la trayectoria, capacidad y conducta de los candidatos.

En consecuencia habrá mayor transparencia, claridad y facilidad de elección para los votantes. Habrá entonces más democracia, que es el objetivo central de darle rango constitucional a esta propuesta.

Por todo esto, proponemos agregar al Artículo 47 –Régimen Electoral- de la actual Constitución el inciso que enuncia nuestro proyecto y otro, de similar contenido y finalidad, en el Capítulo de disposiciones generales para el Régimen Municipal.

Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – Gregorio D. Zabala.
–A las comisiones de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral y de Régimen Municipal.

XLIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 198)

La HONORABLE convencion Constituyente de Entre Ríos SANCIONA:
ARTÍCULO   : Créase el CONSEJO DE LA PARITARIA ESTATAL, autónomo en sus funciones, el que será la autoridad administrativa de aplicación en lo que refiera a los conflictos colectivos de trabajo entre el Estado Provincial: Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, Consejo General de Educación, Entes Autárquicos, Empresas y Sociedades del Estado, o con algún tipo de participación estatal, y Personas Jurídicas Públicas no Estatales, y las respectivas asociaciones sindicales con personería gremial y ámbito de actuación.

Estará formado por, tres miembros nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, durando ocho años en su mandato, uno de los cuales ejercerá la Presidencia la que será rotativa por el término de un año, y tendrá las funciones de Superintendencia del Organismo, un Secretario y un Fiscal, designados de la misma manera, pero de duración indefinida, siendo este último el funcionario quién deberá custodiar el cumplimiento del Orden Público. Todos sus miembros quedarán sometidos al régimen del Jurado de Enjuiciamiento, artículo 170 y siguientes de esta Constitución.

Su ley orgánica deberá ser sancionada por la Legislatura en el primer período de sesiones que celebre después de la sanción de esta reforma.

BRASESCO – ROGEL – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS
La negociación colectiva en nuestro país vinculada al empleo público tiene como hecho inicial importante que en 1988 la República Argentina procedió a ratificar el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo Nº 154 referido al fomento de la negociación colectiva en la Administración Pública.

En el ámbito nacional ingresaron tanto a la Cámara de Senadores como a la de Diputados varios proyectos vinculados con la negociación colectiva de los estatales.

1.- Creación de una Comisión Bicameral para la redacción del régimen de negociación colectiva en el sector público de los Senadores Luis Agustín J. Brasesco y Oraldo Britos (firmado en conjunto).

2.- Proyecto de ley de los Senadores Oraldo Britos, Pedro Conchez, Manuel Vidal, Edgardo Murgía y Carlos Tenev (Frente Justicialista).

3.- Proyecto del Senador Luis Agustín J. Brasesco (U.C.R.)

4.- Proyecto del Diputado Humberto J. Roggero (Frente Justicialista).

5.- Proyecto de los Diputados Pascual Capelleri y Néstor Golpe (U.C.R.) firmado en conjunto.

Son muchas las provincias que empiezan este camino y por último se sanciona la ley Nº 24.185 el 11 de noviembre de 1992 por la cual se establecen normas por las que se regirán las negociaciones colectivas entre la Administración Pública y sus empleados.

Esta norma representa un paso importante en el régimen jurídico del empleo público, pero también nos presenta el inconveniente que la trilogía de trabajador, patrón y Estado, no se cumple, muy por el contrario es el Patrón-Estado el que actúa en estas paritarias como parte y juez, lo que determina que nos encontremos con que el interés del gobierno de turno esté garantizado desde el inicio de las deliberaciones de las paritarias que se entorpecen por la ausencia de imparcialidad, lo que determina que no se encaucen los problemas en un canal de discusión donde la neutralidad del que preside las deliberaciones sea garantía de equidad y justicia y por ello siempre estalla el conflicto. Esta es la realidad que se presenta en todo el ámbito del país, al que no escapa nuestra provincia, lo que determina la necesidad de consagrar un cuerpo que reúna las características de autónomo, ajeno a los tres poderes, garantía de seriedad, idoneidad e imparcialidad. Todo gobierno necesita que el Estado le provea las instituciones que le faciliten el mantenimiento de la armonía social en su relación patrón-empleado estatal y los trabajadores la imparcialidad necesaria que aleje a las aparcerías partidarias del ámbito de las discusiones que hagan a su relación laboral.

Por ello la creación del Consejo de la Paritaria Estatal, viene a corregir y superar todos los defectos que presenta la ley nacional Nº 24.185, adecuándose a las recomendaciones que surgen de las reuniones de la Conferencia de la Paritaria del Servicio Público de la O.I.T..

El Consejo de la Paritaria Estatal se conforma con tres miembros nombrados por el P.E. con acuerdo del Senado, durando 8 (ocho) años en sus funciones, uno de sus miembros ejercerá la Presidencia la que será rotativa por el término de un (1) año, y tendrá las funciones de Superintendencia del Organismo. Un Secretario y un Fiscal, designados de la misma forma, pero de duración indefinida, siendo este último funcionario quién deberá custodiar el cumplimiento del Orden Público, a través de sus dictámenes, que no serán vinculantes, y que pronunciará a requerimiento del Consejo, a pedido de parte, o de oficio. Todos estos funcionarios quedan sometidos al régimen del Jurado de Enjuiciamiento.

La creación de este órgano nuevo del Estado, de carácter autónomo en sus funciones, para dar una idea, similar a la del Consejo General de Educación establecido en la Constitución Provincial, radica que todo lo relacionado a la negociación colectiva, respecto de condiciones de trabajo, fijación de salarios y en toda la gama de asuntos que le incumben se dé en un ámbito diferente al de la Dirección Provincial del Trabajo y/o cualquier órgano similar, y como se ha dicho anteriormente que el gobierno de turno sea juez y parte. El carácter de autónomo lo da fundamentalmente la forma de designación de sus componentes y estar afectados al régimen de Jurado de Enjuiciamiento, como sucede con el Contador y Tesorero General de la Provincia, Fiscal de Estado, Director General de Escuelas y Vocales del Consejo General de Educación y Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Se hace necesario indicar que como antecedente legislativo debe indicarse que este instituto fue propuesto por el Diputado Provincial Fabián Rogel en el expediente Nº 14.073, al discutirse en la legislatura entrerriana el proyecto de ley del régimen jurídico del empleo público y paritarias.

Frente al hecho concreto de la reforma de la Constitución de 1933, se plantea la oportunidad de insertar al Consejo de la Paritaria Estatal como un órgano del Estado, donde las normas operativas garantizarán que la idea del constituyente no sea distorsionada por las leyes que se dicten en consecuencia. Los conflictos permanentes y continuados de los empleados Estado en todos sus poderes nos indican la necesidad de evitar el conflicto encauzando el problema para que mismo sea informado, estudiado y discutido en un diálogo civilizado en un organismo autónomo garantista de imparcialidad e idoneidad.

Por estas razones, y por las que se darán en Comisión y en la Asamblea, se solicita de este Cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli.

–A las comisiones de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. BRASESCO – Pido la palabra. 

Señor Presidente, este proyecto referido a la creación del Consejo de Paritaria Estatal está íntimamente vinculado a los conflictos laborales dentro de la esfera del empleo público y a la negociación colectiva. Esa circunstancia determina que su derivación tendría que ser la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. Por eso hago moción, si no ha habido una corrección por parte de Secretaría, para que ésta sea la comisión cabeza de este proyecto.
SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Concretamente la propuesta, señor convencional, es que la primera derivación sea a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable?
SR. BRASESCO – Exactamente, señor Presidente.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Está en consideración la propuesta del convencional Brasesco, para que en primer término se gire a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. Si hay asentimiento, así se hará.
–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia se gira, en primer término, a la Comisión Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, y como segundo giro a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

L

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 199)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art.     .- El Consejo Económico y Social planifica la actividad económica general, regional y departamental para atender a las necesidades colectivas, equilibrar el desarrollo regional, departamental y sectorial, y estimular el crecimiento de la producción, de la renta, de la riqueza y su más justa y adecuada distribución. Es un órgano integrado por los sectores de la producción y el trabajo, gremiales, profesionales y socioculturales en la forma que se determina por el presente artículo y por la Ley específica que se dicte.

Es un órgano de consulta de los Poderes Públicos en esta materia. Elaborará dictámenes o informes por propia iniciativa en materia económica y social, considerando la realidad económico- social y el asesoramiento y colaboración de los sindicatos, asociaciones o colegios de profesionales universitarios y organizaciones empresariales y económicas.

Su composición y funciones se desarrollarán con total independencia funcional de los restantes órganos e instituciones del estado Provincial.”

BRASESCO – ROGEL – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

En la actualidad se hace imprescindible consagrar y establecer constitucionalmente y a nivel provincial el instituto que universalmente se conoce como Consejo Económico y Social.
A tales fines deben observarse una serie de recaudos y principios que es de interés puntualizar.

Deberá preverse a nivel constitucional la creación del Consejo Económico y Social (en adelante C.E.yS.) estableciendo su carácter consultivo y sus funciones de asesoramiento de los poderes políticos del Estado (Poder ejecutivo y Poder Legislativo) en materia económica - social.

Igualmente y en su consecuencia deberá oportunamente por el Poder Legislativo sancionarse una ley orgánica reglamentaria de la integración del C.E.yS. en función de su relevancia socioeconómica y las normas de su funcionamiento.

El planteamiento reconoce dos vías. Por un lado el incremento de la participación ciudadana a través de mecanismos directos de intervención en la cosa pública y, por el otro, la institucionalización de la representación de las organizaciones intermedias correspondientes y su articulación funcional con los cuerpos políticos.

Se pretende con el C.E.yS. avanzar en la conceptualización de la articulación institucional y funcional de las asociaciones intermedias con las instituciones políticas del Estado.

Los ciudadanos aparecen en escena como lo que se ha dado a llamar “el hombre situado”, definido por las particularidades que debe a la situación contingente en que está inmerso. Este hombre no está solo frente al Estado, sino que se asocia, se disocia, tiene conflictos, necesidades. Es un hombre inserto en una sociedad donde alterna en diversos círculos de intereses, integrándose a aquella a través de los grupos sociales intermedios.

No puede concebirse a la sociedad y al Estado como dos sistemas autónomos y autoregulados, sino como completamente vinculados, independientes y condicionados por un número creciente de interrelaciones, por lo cual asistimos a una transformación de estructura y función del Estado y, como consecuencia de sus constantes acciones e intervenciones, asistimos a una transformación estructural de la sociedad.

Desde diversas corrientes de opinión y posiciones filosóficas se desarrolla la doctrina pluralista que plantea (con diversos enfoques pero coincidiendo en lo esencial) el reconocimiento constitucional de grupos y organizaciones intermedias y su articulación con los órganos políticos del Estado.

La concepción pluralista combate la concentración de todo poder en el Estado y también la atomización individualista. Constituyen una garantía del individuo contra el superpoder del Estado y una garantía del Estado contra la fragmentación individualista, por el otro.

Los C.E.yS. han sido creados y funcionan en diversos países europeos, tanto a nivel nacional como en el de las comunidades autónomas y/o provincias. Estos C.E.yS tienen vigencia en países como Holanda y Bélgica. La Constitución de Weimar (Art. 165) instituía el Consejo Económico del Reich en 1920. La Constitución Francesa de la IV República (1946), la Constitución Italiana y la de España de 1978 (Art. 131), siguen el ejemplo. Varios países latinoamericanos lo instituyen: Perú en 1933 (Art. 182), Ecuador en 1946 (Arts.79 y 80), Cuba en 1952 (Arts. 135/144), Brasil 1946 (Art. 205), Uruguay en 1951 y Panamá en 1946. En nuestro país ha sido receptado este Instituto por la legislación y numerosos proyectos legislativos. Un ejemplo es el proyecto de creación del Consejo Económico del Trabajo del legislador socialista Enrique Del Valle Iberlucea (1920). En Argentina tenemos antecedentes como los siguientes: Decreto 23.847 /44 creación del Consejo Nacional de Post-guerra; en 1946 se creó el Consejo Económico y Social; en 1947 el Consejo Económico Nacional y su Comisión Nacional de Cooperación Económica, en 1952 la Comisión Nacional de Precios y Salarios; Comisión Económica Consultiva en 1953; el Consejo Nacional de Precio y Abastecimiento en 1957 y, por último, la fallida Ley 19.569 sobre Consejo Nacional Económico y Social.

En suma, en distintos niveles, incluso provincial, la Constitución Provincial deberá contener la normativa que prevea la creación del Consejo Económico y Social, estableciendo su forma y modo de integración, su carácter consultivo y sus funciones de asesoramiento de los poderes políticos del Estado en materia económica y social.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 200)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo   : Institúyase el Jurado de Concurso y Calificaciones para la Administración Pública, el que estará constituido por tres empleados de planta permanente con estabilidad constitucional, elegidos a través del voto directo y obligatorio con sistema proporcional por los empleados públicos con estabilidad constitucional, y dos miembros designados por el Poder Ejecutivo, uno de los cuales presidirá el cuerpo.

Sus funciones serán atender todo lo relativo al ingreso, concurso para cargos, confecciones de orden de méritos, evaluar antecedentes, asensos e incompatibilidades, determinación de funciones y categorías, atender impugnaciones, observaciones, y toda protesta referida a la calificación del personal, resolviendo los mismos.

Artículo   : Institúyase el Tribunal de Disciplina para la Administración Pública, el que estará integrado por tres empleados de planta permanente con estabilidad constitucional, elegidos a través del voto directo y obligatorio con sistema proporcional por los empleados públicos con estabilidad constitucional, y dos miembros designados por el Poder Ejecutivo, uno de los cuales presidirá el cuerpo.

Sus funciones serán todo lo atinente al régimen disciplinario, entendiendo en Apelación toda sanción disciplinaria impuesta por funcionario hasta el rango de Ministro, y/o empleado jerarquizado o jefe, y que no corresponda sumario administrativo. En aquellas causales que importen sustanciación de sumario administrativo, resolverá el mismo en primer grado, siendo su resolución apelable ante el Poder Ejecutivo.

BRASESCO – ROGEL – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

La creación del Jurado de Concursos y Calificaciones como también del Tribunal de Disciplina en el seno de la Administración Pública Provincial es de vital importancia porque viene a complementar un mandato de la Constitución Provincial, la misma en su artículo 21 establece entre otras que, “...La ley reglamentará esta garantía y los deberes y responsabilidades del empleado o funcionario y determinará las bases y tribunales administrativos para regular el ingreso, los ascensos, remociones, traslados e incompatibilidades.”

Por ello, teniendo en cuenta experiencias transitadas en la Provincia, es conveniente crear en la Constitución dos instituciones como son el Jurado de Concursos y Calificaciones y el Tribunal de Disciplina, como cuerpos autónomos, donde los empleados públicos estén representados por elecciones directas de aquellos que tengan una antigüedad mínima de un año y gocen de la garantía de la estabilidad constitucional.

Un Jurado de Concurso como el que ha funcionado perfectamente en el ámbito de la docencia, para todo aquello vinculado con el ingreso, ascenso, categorizaciones y funciones del empleado, es indispensable y hace a la seriedad del procedimiento selectivo, ajeno a toda parcialidad política y sindical, logrando transparencia en la carrera administrativa, y dando estabilidad al empleado, no solamente en sus ascensos de categoría, sino que también en la función obtenida.

Un Tribunal de Disciplina, cuya competencia se refiera a toda medida disciplinaria, que entenderá según el caso, en Apelación para toda sanción disciplinaria impuesta por funcionario hasta el rango de Ministro, y/o empleado jerarquizado o jefe, y que no corresponda sumario administrativo; y en aquellas causales que importen sustanciación de sumario administrativo, resolverá el mismo en primer grado, siendo su resolución apelable ante el Poder Ejecutivo, también es de vital importancia porque da un reaseguro al empleado público respecto de eventuales arbitrariedades que se reflejan en sanciones de distintos tipos, de parte de funcionarios de paso en la administración, pero además da la garantía de ser un organismo colegiado, en la que entenderán más de una persona posibilitando un mejor criterio y equidad a las cuestiones sometidas.
La razón por la que se establece la elección directa y a través del sistema proporcional de los empleados públicos para integrarlos a dichos cuerpos, y no de representación sindical, es que el representante de los empleados debe ser un agente que puede o no estar sindicalizado, y elegido en su conjunto soberanamente, la representación sindical encuentra su lugar indiscutido en otro ámbito que es el de la negociación colectiva.
El antecedente de esta metodología es la que se aplica para la elección del vocal docente del Consejo General de Educación.
Se hace necesario indicar que como antecedente legislativo debe indicarse que este instituto fue propuesto por el Diputado Provincial Fabián Rogel en el expediente Nº 14.073, al discutirse en la legislatura entrerriana el proyecto de ley del régimen jurídico del empleo público y paritarias.
Por estas razones, y por las que se darán oportunamente en Comisión y en la Asamblea, se solicita de este Cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Señor Presidente, considero también que este proyecto que está referido sustancialmente al régimen de calificaciones y concursos del empleo público, tiene que ir a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable de la misma forma que fue el referido a la creación del Consejo de Paritaria Estatal, porque no deja de ser una variante del contrato de trabajo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, me parece que, con respecto al giro a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, nos debemos remitir a lo que fue el debate del Reglamento.
En el debate del Reglamento cuando se seleccionaron los artículos de la Ley Nro. 9.768 que iba a tratar esta Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, no se referían al trabajo público que sí está contemplado en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, que es susceptible del Artículo 21 de la Constitución. Por lo tanto la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable quedaría relegada a lo que sería el trabajo privado, por decirlo de alguna manera, que rige en el ámbito provincial. 

Quiero aclarar esto porque me parece que el giro que se dio anteriormente a esta comisión no corresponde, tampoco éste, corresponde que lo trate la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Señor Presidente, acá hay que hacer una distinción. Una cosa es el trabajo privado, que es un contrato laboral, y otra cosa es el contrato del empleo público que es otro contrato laboral con especificaciones y características totalmente distintas. Pero hay un detalle, señor Gobernador… señor Presidente de la Convención… (Risas.)
Me equivoqué porque cinco personas estuvieron gobernando veinte años la Provincia, así que no se rían.
Acá ocurre una cosa muy sencilla. Todo conflicto vinculado al empleo público repercute en forma directa en el trabajo privado, y no nos tenemos que olvidar que acá, en materia de legislación del trabajo privado, la Provincia es simplemente un espectador porque corresponde al derecho de fondo que debe ser legislado por el Congreso Nacional, pero sí el contrato del empleo público está vinculado al trabajo; fíjese, señor Presidente, una huelga docente o una huelga de los empleados públicos del Registro de la Propiedad, cómo repercute en el ámbito del desarrollo, del trabajo y de la economía de la Provincia.
Entonces, en ese sentido, tenemos que tener un poco de criterio amplio en la necesidad de que esto esté encuadrado, porque fíjense que estamos viviendo una característica, del 83 a la fecha el proceso de conflicto laboral ha sido el empleo público y no el privado. Y ese conflicto laboral del empleo público ha repercutido de forma extraordinaria en el sector privado de la economía.
Por eso hago este planteo que no tiene intención de crear un debate, sino que se tiene intención de fundamentar por qué el pedido que se gire a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Haiek.

SRA. HAIEK – Señor Presidente, señores convencionales: me parece que tendríamos que tener en cuenta más que el contrato y las formas particulares de cada una de las dos relaciones, que el trabajo es uno solo sea en el ámbito que sea y está regulado con la misma naturaleza en nuestra Constitución Nacional y en las normas de Organización Internacional del Trabajo; razón por la cual el trabajo en el sector público o en el sector privado goza de la misma naturaleza y tiene la misma base jurídica, por lo tanto me parece que no hay criterio jurídico que sustente separarlo.
Sería interesante, dado que hay otros proyectos que según veo están incorporados a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, que si no hay otra consideración se vote; y sostengo la posición del doctor Brasesco.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar, señora convencional, pero antes tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, con el debido respecto y la consideración que me merece mi distinguido y querido amigo, el convencional Brasesco, que fue quien hizo la propuesta, estimo que el giro que se pretende dar a este proyecto no es el correcto.

Creo que el tema que estamos considerando, vinculado a los Jurados de Concursos y Calificaciones para la Administración Pública, está directamente vinculado al tema de la estabilidad propia reconocida en el Artículo 21 de la Constitución de la Provincia, al tema de las restricciones que se han instrumentados para obstar la aplicación de ese artículo, como el Artículo 157, que en una parte también se ha propiciado por el mismo bloque la derogación de una manera que consideramos correcta.
Es decir, esa unidad que se refiere a garantías fundamentales vinculadas a la situación del empleo público, está directamente relacionada con los Nuevos Derechos y Garantías, que es lo típico, lo esencial, lo fundamental, que hace a la sustancia de esa comisión.
Por eso creemos que el giro propuesto por la Presidencia es el correcto, y en ese sentido vamos a votar para que todos ellos sean concentrados en la misma, de tal manera que pueda haber despachos coherentes de una misma comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Gustavo Díaz.

SR. DÍAZ (Gustavo) – Señor Presidente, coincidiendo con los señores convencionales Márquez y Carlín, creo que este tema se dio en la conformación de las comisiones.

Una cosa es Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, que apunta a la generación de estas cuestiones, y no a los derechos que les corresponden a los trabajadores. Me parece que ese es el canal que estableció la Presidencia y nosotros lo debemos respetar.
No debemos confundir lo que significa trazar el camino de despegue de la Provincia en cuanto al trabajo como generación de empleo y producción y con las condiciones que se deben tener para esto, con los derechos de los trabajadores que deben ser contemplados en la comisión a la cual la Presidencia ha derivado este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, quiero proponer un segundo giro para el proyecto en cuestión. Con las derivaciones que ya se han hecho, en particular del proyecto identificado como Expediente Nro. 140, que fue el primero de los proyectos de reforma, por el que se propone una reforma en el tema del ingreso por concurso público, me parece más coherente que este proyecto vinculado al tema del Jurado de Concurso y en su caso a la Administración Pública, tenga las mismas derivaciones que aquél; entonces, aparte de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, corresponde que se gire también a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, de acuerdo al Reglamento que nosotros aprobamos, propuesto por la mayoría oficialista y por nuestro bloque, compete a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable dictaminar sobre los proyectos vinculados al Artículo 42 de la Constitución provincial, en sus incisos a), b), c) y h); y los incisos en cuestión son nada menos que las condiciones de trabajo de los obreros y empleados residentes en la provincia, reglamentando especialmente la jornada y seguridad del trabajo con relación a la exigencia de la vida higiénica y a las condiciones del trabajo industrial y de las faenas agropecuarias; los seguros y el socorro mutuo en caso de enfermedad, maternidad, muerte, niñez desvalida, vejez o invalidez; y las otras formas de previsión y asistencia social.
De manera que entiendo que estos incisos tienen que ver precisamente con los derechos de los trabajadores, tal como se hacía referencia, pero también están habilitados expresamente, en el Reglamento que aprobamos para ser tratados en la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. Por lo cual de ninguna manera el giro a esa comisión aparece como algo improcedente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Señor Presidente, simplemente quiero hacer una aclaración.
Nosotros tenemos en la Constitución del 33, en la Sección II, el Régimen Económico y del Trabajo. Este problema que nosotros estamos discutiendo acá, encaja perfectamente dentro de la temática de este título. No solamente se habla de salario mínimo, de asociación gremial, de funcionamiento de los tribunales de arbitraje, se habla de la legislación del trabajo en su totalidad. Entonces, sin perjuicio de otras comisiones, no puede obviarse, bajo ningún punto de vista, el pase a esta comisión.

Lo digo, no para un debate, sino para aclarar porque esta posición que ha sido planteada en este momento deriva de un estudio, de una experiencia, no de una improvisación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Señor Presidente, en adhesión a lo manifestado por la señora convencional Pasqualini, es dable puntualizar que nosotros en el primer expediente que tratamos esta tarde, el número 140, que tiene identidad temática con el que estamos tratando, también le dimos intervención a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. Entonces, me parece que por una cuestión de coherencia, deberíamos darle el mismo tratamiento al proyecto en cuestión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, simplemente para reiterar lo que manifesté junto con señor el convencional Arralde en la Comisión de Labor. Está absolutamente fuera de discusión lo que voy a decir, pero lo hago simplemente para que las cosas tengan fundamento y no aparezcan por una falta de lectura del Reglamento, o por un desconocimiento.
Acá la proposición fundamental y hasta los títulos, los nombres y el número de las comisiones, los propuso el oficialismo. A partir de allí también se elaboraron, obviamente, las incumbencias y con eso tuvo sanción el Reglamento; esto es así y es de público conocimiento, como también son de público conocimiento otras posiciones.
Por lo tanto, las expresiones del doctor Brasesco solicitando una derivación, respondían más bien a la lógica del trabajo que cada convencional va a hacer después en la comisión. Yo le aseguro, señor Presidente, que por la capacidad individual de cada convencional nos vamos a encontrar con que las derivaciones a partir de las incumbencias del Reglamento, no siempre van a coincidir con la especificidad de cada convencional que animó el título de cada comisión. Lo quiero decir porque lo manifesté en la Comisión de Labor. Nada más, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, le puedo asegurar que falta de lectura del Reglamento no hay.
En función del Artículo 14º, Apartado 3, del Artículo 30º y del Artículo 88º, que son incumbencias de la Presidencia, está en consideración de esta Convención la moción del convencional Brasesco para la segunda derivación de esta iniciativa.

SRA. PASQUALINI – Está la otra moción también, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Bueno, en primer término se debe resolver sobre el segundo giro propuesto por el señor convencional Brasesco.

–No hay asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde resolver sobre el pedido de la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Quiero reiterar mi moción –a la que adhirió el convencional Acevedo Miño– para que quede esta propuesta de reforma con los mismos giros que el proyecto que lleva el número de expediente 140, que habla de ingresos a la Administración Pública, o sea, a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, como está propuesto en la nómina de Asuntos Entrados, y un segundo giro a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Está en consideración la segunda derivación propuesta por la señora convencional Pasqualini con adhesión del señor convencional Acevedo Miño.

–No hay asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, el proyecto se gira a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 201)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE APRUEBA Y SANCIONA

Creación de regiones en el territorio provincial

Artículo
: La provincia, atendiendo a características de comunidad de intereses, afinidad poblacional, geográfica, económica y cultural, promoverá la organización de su territorio en regiones, mediante la promoción de acciones programáticas, atendiendo a procurar la eliminación de los desequilibrios entre los Departamentos; dotar de un mejor aprovechamiento de la capacidad existente y de su capacidad potencial; como estimulo para el crecimiento de la producción, de sus productos y el descubrimiento de nuevas fuentes de producción y su desarrollo.

Normas sobre relaciones interprovinciales e internacionales

Artículo
: La Provincia promoverá acuerdos y tratados interprovinciales e internacionales con facultad para integrar órganos administrativos, con el objeto de lograr mayor crecimiento económico y social, desarrollo de nuevas fuentes de producción, explotación y comercialización de sus productos, explotación de recursos naturales y preservación ambiental, propendiendo al desarrollo e integración regional.

No podrán afectar las facultades delegadas por las Provincias al Gobierno Nacional; ni la facultad de afianzar sus relaciones de paz y comercio con las potencias extranjeras que le acuerda el art. 17 de la Constitución Nacional.

SALOMÓN

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos

Conforme lo autoriza el art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768 en su art. 1º numerales 31 y 32.

FUNDAMENTOS

La creación de regiones interprovinciales tiene como finalidad orientar y potenciar la capacidad productiva de la Provincia. Promover acciones programáticas tendientes a procurar la eliminación de los desequilibrios interdepartamentales para el mejor aprovechamiento de la capacidad existente y el descubrimiento de su capacidad potencial.

Estas ideas, a la fecha, no están suficientemente desarrolladas pero el progreso y adelanto en lo económico, social y otros aspectos diferentes hacen necesario incorporar normas a la Constitución que permitan el desarrollo equilibrado de los Departamentos.

En cuanto a los convenios nacionales e internacionales tienen por objeto el desarrollo de las economías regionales y como se dijera en la convención constituyente de 1.994: “naturalmente tendrá que ponerse énfasis en el desarrollo de las economías regionales para asegurar una Argentina que no siga siendo un desierto – como decía Alberdi – con algunas pequeñas islas de desarrollo económico, sino que exista la posibilidad de un desarrollo equilibrado de la Argentina” (Diario de Sesiones 09/08/94, pág. 3558).

En cuanto a los convenios internacionales lo autoriza el artículo 124 de la Constitución Nacional, con las restricciones que el mismo establece.

Jorge Salomón

–A las comisiones de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
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(Expte. Nro. 202)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE APRUEBA Y SANCIONA

COLEGIACION DE PROFESIONALES

Artículo
: Todas  las personas tienen derecho a la defensa de sus intereses profesionales.

Artículo
: La provincia reconoce y garantiza el derecho a constituirse y desenvolverse en Colegios o Concejos Profesionales, a las Entidades Intermedias expresivas de las actividades sociales, profesionales, culturales, gremiales y económicas.

Sus miembros gozan de libertad de opinión y crítica y del derecho a peticionar a las autoridades.

Sus estructuras internas deben ser democráticas y pluralistas, basadas fundamentalmente en la solidaridad social.

Artículo
: La Provincia reconoce el derecho de los profesionales universitarios, que desarrollen sus actividades en su territorio, a constituirse en Colegios o Concejos Profesionales de Derecho Público, de sus respectivas disciplinas; sin perjuicio de su facultad de asociarse en Instituciones de Derecho Privado con fines atinentes a sus respectivas especialidades.

Artículo
: Los Colegios o Concejos Profesionales de Derecho Público tienen las siguientes facultades:

a) Representar a los Colegiados en su relación con los Poderes Públicos.

b) Gobierno, administración y registro de la Matrícula Profesional.

c) Facultad disciplinaria sobre sus colegiados, con derecho recursivo de éstos, ante el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia.

d) Instrumentar Institutos para la Solución Alternativa de Conflictos, entre otros, la de Mediación y Arbitraje por situaciones de disenso entre los asociados y sus comitentes.

e) En el servicio de Arbitraje, la jurisdicción letrada jurídico legal, alcanzará además, para entender en los litigios entre particulares que les sometan voluntariamente, dictando resoluciones arbitrales con valor de cosa juzgada.

f) Todos los Colegios y Concejos podrán instrumentar el servicio de Mediación, dictando disposiciones conformadas, en los planteos de Mediación que se susciten.

Artículo
: La Provincia reconoce la creación y la existencia de Cajas y Sistemas de Seguridad Social de Colegios y Concejos Profesionales.
SALOMÓN

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos

Conforme lo autoriza el art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768 en su art. 1º numeral 7 “incorporar normas relativas a la Colegiación de Profesionales”.

FUNDAMENTOS

Con el constitucionalismo social que ya se vislumbra superada la guerra mundial 1914/18, se proyectan normativas tendientes a dar una justa y real protección al hombre, en sus distintas actividades de las que luego, algunas, se incorporan a textos constitucionales, como los derechos sociales e individuales.

Nuestra Constitución, siguiendo esa corriente, incluyó en su Sesión II, “Régimen Económico y del Trabajo”, el art. 36: “La legislación promoverá el bienestar económico y social de la colectividad”; en el art. 41 “estimulará la tendencia cooperativista y protegerá las organizaciones de ese carácter”; en su art. 42, las condiciones de trabajo de obreros y empleados; y adelantándose a la legislación de su época -año 1933-, establece que la ley reglamentará especialmente “El funcionamiento de los tribunales de arbitraje”.

La Constitución Nacional recién con la reforma del año 1994, y mediante su art. 14 bis, entre otros derechos, garantiza a los gremios, además de los beneficios de la seguridad social, el de recurrir a la Conciliación y el Arbitraje.

Hoy se hace necesario ampliar estos derechos otorgando jerarquía constitucional a las asociaciones de profesionales.

La ley provincial 9768 de Convocatoria a la Convención Constituyente para la revisión, reforma, ACTUALIZACION o modificación de la Constitución Provincial, en su Artículo 1º, numeral 7, establece: “INCORPORAR NORMAS RELATIVAS A LA COLEGIACION DE PROFESIONALES”.

Consecuente con ello se proponen los ARTICULOS consignados precedentemente, con las normas que se estiman de aplicación general para la instrumentación de la Colegiación, en especial, de los Profesionales que desarrollan su disciplina en nuestra Provincia. Ello con la expresa aclaración de que, otorgarle jerarquía Constitucional a los Colegios y Concejos Públicos, no implica la compulsión para que las disciplinas profesionales universitarias deban, necesariamente, constituirse como tales, ya que ello es de libre elección para los profesionales, los que pueden agruparse como entidades o asociaciones de derecho privado, si ello es de su decisión democrática.

Se propicia la incorporación al texto Constitucional de dichas normas, como Actualización y Ampliación, en la Sección II “Régimen Económico del Trabajo” (art. 36 a 46 de la constitución).

Las atribuciones aludidas precedentemente a los Colegios Profesionales no son sino, las que en su mayoría, constan en las actuales leyes que rigen en la Provincia, fundamentalmente las que se refieren a la representación de los Colegios y Concejos ante los Poderes Públicos: gobierno de la matrícula, facultades disciplinarias y sus institutos de previsión y obras sociales.

En cuanto a los medios alternativos de solución de conflictos: Mediación y Arbitraje, cabe señalar que en la Constitución vigente, siempre en la Sección II del Régimen Económico y de Trabajo, en el art. 42 inc. H), ya se le había dado rango Constitucional al FUNCIONAMIENTO DE TRIBUNALES DE ARBITRAJE para solución de determinados conflictos.

En nuestro proyecto se actualizan y amplían esas atribuciones para todos los Colegios y Concejos, y se extiende la jurisdicción letrada jurídico legal para Colegios de Escribanos y Colegios de Abogados, en los disensos entre particulares con ACEPTACION VOLUNTARIA DE LA COMPETENCIA por las partes.

Es ilustrativo señalar el significado y exacto alcance que nuestro diccionario da al término “arbitraje”. Consigna “juicio en que dos partes en litigio dejan la resolución en manos de un tercero, COMPROMETIENDOSE A ACEPTARLA”.

Acotación al margen, podemos decir que la no iniciación de estos reclamos ante los tribunales, significará menor trabajo para los mismos y en supuestos de conflictos con huelga de personal, una ventaja para los litigantes, por una más rápida solución.

Respecto de la colegiación de profesionales, cabe señalar, que al presente, se han creado en nuestra provincia, por distintas leyes, Colegios de Abogados, Escribanos, Ingenieros y Concejos de otras profesiones como los recientes de Corredores y Martilleros Públicos, jerarquizados como profesionales universitarios, por la creación en Entre Ríos de las respectivas carreras; quedando así creadas múltiples instituciones profesionales de Derecho Público, con las pertinentes facultades delegadas por el Estado, del Poder de Policía de la Profesión.

Es de señalar, que al presente, esos diversos Colegios, vienen funcionando con gran prestigio y éxito, consolidándose en el medio social y ámbito público, colaborando estrecha y exitosamente con el Estado Provincial en las funciones que éste les delegara, por lo que es procedente darles Jerarquía Constitucional.

Jorge Salomón
–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 203)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE APRUEBA Y SANCIONA

Artículo
: La Provincia protege el medioambiente, resguarda el equilibrio ecológico, ejerce el dominio originario y eminente sobre los recursos naturales renovables o no, que se encuentren en su territorio, ejerciendo el control ambiental sobre ellos.

Promueve el aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo, conservación, restauración o sustitución.

Artículo
: Sus habitantes tienen derecho:

a) A vivir y gozar de un ambiente físico y social libre de efectos nocivos para la salud, equilibrado y sustentable.

b) A la conservación de los recursos naturales y culturales y los valores estéticos.

c) A accionar contra la autoridad administrativa y/o promover acción de amparo para obtener de la autoridad judicial la adopción de medidas correctivas en defensa y protección de los intereses ambientales.

d) A exigir la explotación racional de los recursos naturales, a fin de que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras.

e) A promover el aprovechamiento integral de los recursos pesqueros y subacuáticos, resguardando el correspondiente equilibrio. Fomentar la actividad pesquera y conexa propendiendo a su industrialización en tierra, preservando la calidad del medioambiente, y coordinando con las distintas jurisdicciones las políticas respectivas.

Artículo
: La provincia, por ley reglamentaria, dictará normas:

a) Que requieran y exijan estudios previos sobre impacto ambiental, antes de autorizar emprendimientos industriales o de otra índole, públicos o privados.

b) Que aseguren la armonía entre el desarrollo sostenido de las actividades productivas –económicas, sociales y urbanísticas- y el mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales, de desarrollo sustentable.

c) Que prohíban la instalación de plantas de procesamiento de pasta de celulosa con procesos químicos o semiquímicos.

d) Que aseguren un uso adecuado y racional de las aguas superficiales y subterráneas y de los recursos termales, con riguroso control de su extracción.

e) Que aseguren la protección del suelo, la flora, el bosque nativo, la fauna y la atmósfera.

f) Que determinen que los recursos naturales son del dominio público de la provincia.

g) Que aseguren la información y la educación ambiental en todos los niveles de enseñanza.

h) Que aseguren un riguroso control de la producción, uso, almacenaje, aplicación, transporte y comercialización de elementos peligrosos para los seres vivos; sean químicos, físicos o de otra naturaleza.

i) Que prohíban la introducción al territorio provincial de residuos actual o potencialmente peligrosos, o tóxicos, o susceptibles de serlo en el futuro.
SALOMÓN
Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos

Conforme lo autoriza el art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768 en su art. 1º numerales 13, 28 y 29.

FUNDAMENTOS

El Dr. Eduardo A. Pigretti en su obra: Derecho Ambiental señala que el término “ecología” fue empleado por primera vez por el biólogo alemán Ernesto Haeckel, que la extrae de su raíz griega “oikos” que significa casa, y concluye sentando que el “estudio de la casa” o ecología sería la ciencia que estudia la interrelación entre los organismos y sus medios”.
La ecología da lugar al estudio del ecosistema, que según la definición dada en la Conferencia Mundial de la Biosfera en Paris en 1968, consiste en “un sistema relativamente estable en el tiempo y termodinámicamente abierto a la entrada de sustancias y energía”.
El ecosistema tiene una entrada y una salida. Una entrada de energía solar, elementos minerales de las rocas, de la atmósfera y de las aguas subterráneas; y tiene una salida de energía y sustancias biogenéticas hacia la atmósfera (calor, oxígeno, ácido carbónico y otros gases) y la hidrósfera, sustancias disueltas en las aguas superficiales, ríos y otras aguas.
El ecosistema nos señala también las distintas esferas de la tierra: la Cosmósfera, que envuelve el planeta y cuya energía penetra en la atmósfera, la litósfera e hidrósfera.
La actuación del hombre incide sobre ellas y modifica el estado natural: ya sea en forma favorable o desfavorable.
El hombre ha venido haciendo un aprovechamiento de los recursos naturales con muy poco control del Estado, como era su obligación. Se han dictado normas legales para determinar la propiedad de tales bienes, el derecho a su uso y en muy pocas situaciones valorar los efectos nocivos que tales usos han producido en la naturaleza.
Hoy se hace un aprovechamiento abusivo de los recursos naturales, alterando los ciclos generales de la energía y los elementos químicos; que son los que conservan la vida en la tierra. No existe un control suficiente por parte del Estado, mediante la pertinente legislación; ello impone incorporar a nuestra constitución normas tendientes a preservar las condiciones de vida y los recursos naturales.

Jorge Salomón

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 204)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA EL SIGUIENTE PROYECTO DE REFORMA:

Art.: “La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e independiente, con autonomía funcional y autarquía financiera, que no recibe instrucciones de ninguna autoridad y cuyo ámbito propio es el de la Legislatura.

Estará a cargo de un Defensor del Pueblo que podrá ser asistido por defensores adjuntos, designados por concurso público, cuyo número, áreas, funciones específicas y forma de designación serán establecidas por la ley orgánica respectiva.”

Art.: “Son atribuciones y deberes del Defensor del Pueblo la defensa, protección y promoción de los derechos humanos y demás derechos de incidencia colectiva y difusos tutelados en esta Constitución, la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales con jerarquía constitucional y las leyes que en su consecuencia se dicten. Actuará frente a los actos, hechos u omisiones emanados de funcionarios de la Administración Pública provincial y municipal, de los Tribunales de Justicia, de prestadores de servicios públicos o de personas físicas o jurídicas a cargo de funciones públicas o privadas, siendo todas sus actuaciones gratuitas para el ciudadano.”

Art.: “Para ser designado Defensor del Pueblo se deben reunir las mismas condiciones que para ser Senador provincia. Gozará de iguales inmunidades y prerrogativas, como así también le alcanzarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades.”

Art.: “El Defensor del Pueblo será designado por la Legislatura, con el voto de la mayoría absoluta del total de los miembros en sesión especial y pública convocada al efecto, en procedimiento que garantice una previa y amplia participación popular. Su mandato es de cinco años, pudiendo ser reelegido en forma consecutiva por otro período. Sólo puede ser removido por el Jurado de Enjuiciamiento.”

Art..: “El Defensor y los adjuntos tendrán legitimación procesal amplia, para el ejercicio de la defensa de los derechos arriba enunciados y en el ejercicio del control sobre actuaciones provenientes de funcionarios públicos de cualquiera de los poderes y organismos del Estado, como también respecto de la actuación de personas físicas o jurídicas privadas.”

ROMERO – CARLÍN – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ, (Guillermo).
FUNDAMENTOS

I.- El Defensor del Pueblo. Antecedentes. El “Ombudsman”

El Defensor del Pueblo reconoce remotos orígenes en los representantes del Rey en los siglos XVI y XVII, cuya misión consistía en balancear las amplias facultades concedidas a la Corona por el sistema imperante, otorgándole al Parlamento la facultad de nombrar un “Ombudsman”1 que, en representación de aquél y en defensa de los derechos comunes e individuales de los súbditos, vigilara a los jueces y otros funcionarios del gobierno si daban o no cumplimiento a las leyes y, en tal sentido, tenían la posibilidad de acusar a aquellos que actuaban en forma ilegal o incumplían con los deberes a su cargo.

Esas funciones, que durante el siglo XIX comprendían, básicamente, la supervisión de la actividad de los tribunales de justicia, los fiscales, la policía y las prisiones, en el siglo posterior se expandió a los abusos, injusticias o errores cometidos por otras áreas de la administración con la consecuente necesidad de ampliar paulatinamente el número de “Ombudsman”, al tiempo que se atenuó la facultad acusatoria, la que fue sustituida en los casos menos graves por la práctica de un “recordatorio” o “recomendación” al funcionario cuestionado.

El primer antecedente normativo del instituto se encuentra en la Constitución de Suecia de 1809, donde se ha desarrollado notablemente. Actualmente, existe el Defensor del Pueblo de la Comunidad Europea de Naciones, que fuera aprobado por el Parlamento Europeo el 09/03/1994 (Tratado de Maastricht, Países Bajos) con modificaciones introducidas el 14/03/2002.

En 1978 se creó el Instituto Internacional del Ombudsman, ejerciendo la presidencia entre 1998 y 1999 el Dr. Jorge Luis Maiorano, quien se desempeñara como primer Defensor del Pueblo de la Argentina, debiendo considerarse que existen, aproximadamente, noventa países en todo el mundo con dicha figura incorporada a sus respectivos ordenamientos jurídicos.

En América Latina es uno de los institutos más modernos y novedoso, habiendo sido adoptado por numerosos ordenamientos jurídicos en los últimos 20 años (se ha constituido la Federación Iberoamericana del Ombudsman), los que han seguido –en general- el modelo establecido en el art. 54 de la Constitución de España.

En nuestro país, además de encontrarse previsto en la Constitución Nacional, ha sido instituido en las constituciones provinciales de Formosa, La Rioja, Neuquén, Río Negro, Santiago del Estero y Tucumán, entre otras.

II.- Características generales del instituto a incorporar a la Constitución entrerriana

Como se ha señalado, la figura del Defensor del Pueblo ha tenido una evolución desde su configuración en Europa a su implementación en los países latinoamericanos. En éstos se desarrolló fuertemente la institución seguramente al tratarse de quien, como principio de actuación, se encuentra facultado para defender al pueblo, ni más ni menos en sus derechos humanos tan  frecuentemente vulnerados en este sector del mundo.

Por ello es que, en esa evolución, la institución en Argentina avanzó en la necesidad de brindarle legitimación activa para que cuente con la fuerza y aptitud necesaria para impugnar los actos o actividades estatales y privadas, superando a su modelo, es decir, al derecho español.

Sin embargo, en el caso del Defensor del Pueblo de la Nación, pese a lo antes expresado, se encontró con obstáculos importantes ante la falta de reconocimiento de su legitimación activa en determinados casos por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuestión que ha sido especialmente considerada al momento de redactar las normas propuestas, de manera tal que no puedan surgir problemas interpretativos que mengüen o dificulten el libre y amplio accionar de aquél.

A modo general y no taxativo, podemos decir que la institución del Defensor del Pueblo posee las siguientes características:

-En América Latina se evidencia una evolución que, desde sus primeras experiencias, tiende a constitucionalizar el instituto, como órgano de control y en sede del Poder Legislativo, lo cual denota la importancia y el lugar que ocupa en la consideración de los países hermanos;

-Sus funciones típicas son las de defensa y protección de los derechos humanos y de la supervisión del ejercicio del poder público;

-Como se señaló antes, la tendencia es de brindarle competencia amplia en cuanto a la legitimación procesal en su faz activa;

-Las competencias tienden a ampliarse, ya que también se presenta habilitado para intervenir en necesidades sociales, motivadas por actos u omisiones del poder público y también, frente a las empresas concesionarias de servicios públicos;

-Incluye la defensa de los derechos de incidencia colectiva (art.43º de la Constitución Nacional) e intereses difusos, defendiendo no sólo a la sociedad en su conjunto sino a sus grupos más vulnerables: niños, jóvenes, adultos mayores, discapacitados, trabajadores, etc.

-Interviene proponiendo medidas concretas para mejorar y transformar al Estado para una mejor prestación de los servicios que brinda y de las altas funciones que persigue;

-Se lo concibe como una institución del Estado y no del Gobierno, de allí que, normalmente, su mandato se inicia y caduca en períodos que no coinciden con el de las autoridades políticas electivas;

-Se le concede independencia funcional, sin que dependa de órgano o funcionario alguno, de manera de brindarle la mayor libertad de actuación, para lo cual se le reconoce inmunidades similares o idénticas a las que gozan los legisladores;

-Su misión como órgano de control, no reemplaza ni sustituye a los restantes organismos de control, sino que los complementa;

-Su perfil es el de un colaborador crítico del Estado y no la de un funcionario obstruccionista u opositor;

-Realiza una función mediadora entre el Estado y la ciudadanía, constituyéndose en un instrumento de diálogo, de comunicación y solidaridad en la comunidad.

Ahora bien, también resulta necesario establecer las limitaciones a tan importante función del Defensor del Pueblo, no sólo para que no se desvirtúe su función, sino también para que se concentre en la pertinente, tarea nada fácil, por cierto. Así, por ejemplo, no puede participar o intervenir en conflictos entre particulares, tampoco en aquellos casos en que se encuentre pendiente de resolver cualquier cuestión que se le someta a su conocimiento, en instancia administrativa o judicial, tampoco cuando ha transcurrido un plazo determinado (algunas normas establecen un lapso de un año) desde el momento en que se generó el motivo por el cual lo convocan.

III.- Características propias del Proyecto

En primer lugar, debemos advertir, que la incorporación del Defensor del Pueblo en la Constitución provincial, se encuentra entre las habilitaciones legales de la ley 9768, más precisamente, en su Artículo 1º inc. 22).

El articulado propuesto comienza con la calificación de la institución con los atributos necesarios (independencia, autonomía, autarquía, no sujeto a instrucciones de ninguna autoridad) para que pueda desenvolverse con el margen necesario para actuar como un órgano de control, en la sede del poder pertinente, el Legislativo.

Se faculta a la reglamentación legal a la asistencia de su titular por “defensores adjuntos”, a fin de que, evaluando las necesidades geográficas o temáticas u otros criterios que pudieren establecerse, se posibilite la más eficiente defensa de todos los entrerrianos, sin importar la cercanía o lejanía con las grandes ciudades, el éxito del instituto depende de esto, de que sirva a todos o al menos, se encuentre al alcance de todos.

Tanto en la enumeración de sus atribuciones y deberes como frente a quien los hace valer, se ha buscado las fórmulas más amplias, siguiendo la tendencia en la evolución del instituto y la cada vez más frecuente existencia de sectores del Estado o de privados (fundamentalmente de entidades privadas que responden a multinacionales) en donde se ponen día a día en jaque la vigencia efectiva de los derechos humanos.

Dado que la defensa de los derechos de incidencia colectiva es una de sus funciones primordiales y, considerando que esta categoría constituye una innovación en la Constitución provincial, nos detendremos, brevemente, en sus notas más salientes y sin pretender agotar el tema desde lo jurídico, lo cual ha merecido un tratamiento muy interesante y rico de parte de la doctrina argentina.

Nos preguntamos4 ¿cuándo se configuran los derechos de incidencia colectiva? Éstos responden a una realidad: el necesario ensanchamiento de la base de la legitimación procesal como consecuencia natural de la modernización del derecho, que ya no sólo admite la mera demanda individual del portador de un derecho subjetivo, sino, además, la de otras personas menos aforadas pero que no obstante alcanzan a exhibir un grado de interés suficientemente protegido como para pasar el umbral de los tribunales.

Es que existen numerosos derechos ( la vida, la libertad personal, la dignidad,  la libertad de pensamiento) que son perfectamente ejercitables y aplicables en forma individual. Junto a ellos existen, sin embargo, otros muchos de carácter social o político (huelga, asociación, reunión) cuya puesta en práctica sólo tiene sentido si se realiza en forma colectiva. No cabe duda alguna, por lo tanto, en lo referente a la posibilidad de un ejercicio colectivo de los derechos humanos.

El sentido auténtico que dio lugar al surgimiento de los derechos colectivos fue la necesidad de complementar y perfeccionar los derechos individuales reconociéndolos en su contexto social. Los derechos colectivos permitieron pasar a la defensa del ser humano genérico o abstracto, al ser humano en la especificidad o en la concreción de sus diversas maneras de estar en la sociedad, de pertenecer a una sociedad (por ejemplo, como niño, usuario, anciano, trabajador, jubilado, aborigen, enfermo, recluso, contribuyente).

Es que gran parte de la historia de los dos últimos siglos se explica por la presencia, acción y lucha de numerosos colectivos (movimiento obrero, feminista, pacifismo, ecología, anticolonialismo, de los pueblos originarios, etc.).

La nota de la “incidencia colectiva” de los derechos afectados y que debe proteger el Defensor del Pueblo no convierte al colectivo en una mera suma de daños singulares, quebrando la unidad sustancial del colectivo. La incidencia colectiva es una manera elegida por el constituyente para denominar a la tutela de los derechos colectivos de la sociedad, en su conjunto o de cada sector social. Es menester otorgarle al Defensor la facultad de defensa de todo el pueblo o de cada sector afectado.

Volviendo al texto del proyecto, se remarca el carácter gratuito de todo pedido de intervención del Defensor del Pueblo, con el objeto de facilitar el acceso efectivo a la justicia. No debemos olvidar que su actuación será requerida mayormente por quienes se encuentran, justamente, en los sectores más vulnerables o postergados, a los que el Defensor del Pueblo debe prioritariamente proteger.

Como se dijo antes, al funcionario que ejerza tan alta función y responsabilidad, se lo equipara a un legislador, no sólo en cuando a sus condiciones para acceder al cargo, sino también en cuando a inmunidades, prerrogativas, inhabilidades e incompatibilidades, para rodearlo de garantías que le permitan enfrentarse a los problemas poderosos sin que quede expuesto a riesgos que puedan obstaculizar su debido desenvolvimiento funcional.

Su designación se encuentra a cargo de la legislatura, con un mandato de cinco años con posibilidad de reelección por otro período, lo cual implica que no quedará limitado a controlar una gestión de gobierno, siendo –por otra parte- susceptible de remoción por Juicio Político.

Atendiendo a que se considera esencial que el Defensor del Pueblo tenga la mayor competencia para presentarse en sede judicial en defensa del pueblo entrerriano, sin cortapisas interpretativas que restrinjan –en algún modo- su actuación se establece una norma específica que la detalla.

Concluyendo, considero que la inclusión constitucional de la institución del Defensor del Pueblo, constituye un aporte a la construcción de ciudadanía y al fortalecimiento de los controles sobre quienes ejercen poder, sea desde los poderes u organismos del Estado, sea desde las corporaciones económicas o desde cualquier actividad privada que afecte derechos colectivos. Se procura crear una figura con características y potestades jurídicas suficientes para que los reclamos de “los que no tienen voz” la tengan en un funcionario cuya misión es esa específicamente. Por otra parte, se crea un nuevo organismo de control que no se superpone con los ya instituidos en el ordenamiento jurídico provincial, con herramientas jurídicas idóneas para que se pueda lograr acercar el ciudadano al Estado y éste a aquél, en prácticamente todas las áreas y fundamentalmente en las más involucradas con los derechos humanos.

1 Término de origen sueco que significa “representante”.

2 Además de Argentina que lo tiene previsto en el artículo 86º de la Constitución nacional y reglamentado por Ley 24284 (modif.. por Ley 24379), lo tienen incorporado en el ordenamiento jurídico Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, puerto Rico, Venezuela y algunos Estados y Municipios de Brasil.

3 Característica que es alentada y apoyada por el ex Defensor del Pueblo de la Nación Jorge Luis MAIORANO en “Corte Suprema de Justicia de la Nación vs. Defensor del Pueblo: Otra muestra de incomprensión” que comenta el fallo “CS, 2003/09/03. Mondino, Eduardo R. (Defensor del Pueblo de la Nación) publicado en Suplemento de Derecho Administrativo de La Ley ed. Del 5/12/2003, pág. 1 a 6.  En dicho caso el Defensor del Pueblo estaba pidiendo la suspensión generalizada de las ejecuciones hipotecarias de vivienda única luego de la crisis económica que provocó el proceso de “pesificación”.

4 Seguimos en este desarrollo al artículo citado de Maiorano.

Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Control del Estado.

LVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 205)

TEXTO CONSTITUCIONAL

PARTICIPACION POPULAR

“El estado provincial reconocerá y garantizará a través del desarrollo de políticas activas, la democracia participativa en lo político, económico, social y cultural.”

ROMERO – CARLÍN – KUNATH – FEDERIK –– MARTÍNEZ, (Guillermo).
FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

La Ley 9768, en su artículo 2°, inciso 4°, habilita para que en lo atinente a la participación ciudadana se establezca, por un lado, “una cláusula de participación popular que reconozca y garantice el logro de la democracia participativa en lo económico, político, social y cultural de todas las personas y asociaciones civiles, sindicales y profesionales establecidas en el territorio de la provincia”.

Según el Diccionario de la lengua española, participar proviene del latín "participare" y significa "tener uno parte en una cosa o tocarle algo de ella", "actuar o ser partícipe como integrante de un todo". Así las cosas, podemos definir la participación ciudadana como aquella en la que los individuos toman parte en los asuntos públicos del Estado, y por lo tanto apunta, fundamentalmente, a la relación entre el gobierno y los ciudadanos.

En su historia, nuestra provincia ha vivido en distintos momentos y con distinta intensidad el tema relacionado a la participación ciudadana, hito donde confluyen muchos de los anhelos de nuestra sociedad a nivel político, económico, social y cultural, y se refleja el deseo de los entrerrianos de cambiar y dar un paso hacia la construcción de una democracia participativa.

Resulta razonable y entendible que fuera impensado para los ideólogos de los proyectos anteriores a la constitución del ’33 la incorporación de mecanismos de democracia semidirecta, hecho que no le resultó ajeno a los gestores de proyectos posteriores. Ya en tiempos de democracia, de los diez (10) proyectos que vieron la luz, seis (6) previeron la incorporación de herramientas de participación.

En un sistema democrático, la participación es un medio y un fin. Es un medio para formar ciudadanía y para alcanzar resultados e impactos en términos de mayor democratización de la gestión pública y el fortalecimiento del tejido social. Y es un fin, en cuanto es un valor esencial de la democracia que se aspira tener, y un camino para construirla. Es decir que no sólo se busca que los mecanismos de participación ciudadana funcionen bien, sino que produzcan también los efectos esperados a nivel de inclusión social y calidad de vida. En definitiva, que la participación sea parte intrínseca de nuestro sistema democrático.

Un proyecto moderno de provincia requiere una participación ciudadana activa, vinculante, deliberante, responsable, que transforme la gestión pública, que induzca a los funcionarios públicos a ser transparentes y a responder por su actuaciones, a oír y trabajar con los ciudadanos en la búsqueda de soluciones a los problemas que afectan nuestra sociedad. Exige asimismo que contribuya a encontrar respuestas efectivas para elevar el bienestar, y fortalecer la institucionalidad democrática.

Consagrar de este modo la participación ciudadana, generará un círculo virtuoso de efectividad, transparencia, responsabilidad y confianza.

Los ciudadanos necesitamos de instrumentos y motivación para participar. Sólo abriendo las instituciones, se podrá generar una participación eficaz y respetuosa de la heterogeneidad o diversidad de los distintos actores de la sociedad.
En las provincias se ha planteado la constitucionalización de la participación popular desde distintas ópticas. Entendemos que, como lo ha hecho la constitución de la provincia de San Juan en artículo 4°, el reconocimiento expreso a través de una cláusula genérica resulta inexcusable.
Sr. Presidente, la participación ciudadana debe ser el norte en la actuación de los poderes públicos. En este entendimiento, es que solicitamos se sancione el presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 206)

Art. 1: Modifíquese el Art. 133 de la C.P. que quedará redactado de la siguiente forma: “Los ministros gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no podrá ser alterado durante el tiempo que desempeñen sus funciones”

Art. 2: Suprímanse los artículos 121º y 159º de la Constitución provincial en lo relativo a los tratamientos honoríficos allí establecidos.

ROMERO – CARLÍN – KUNATH – FEDERIK –MARTÍNEZ, (Guuillermo).
FUNDAMENTOS

En primer lugar, debemos señalar que, la norma propuesta, se encuentra expresamente habilitada por la Ley N 9768 para que esta Convención Constituyente, proceda a “revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos…121º, 133º y 159º”, más precisamente, en su artículo 1º punto 1.

Los artículos mencionados en la habilitación legal al constituyente, establecen el tratamiento oficial al gobernador y vicegobernador de “excelencia”, el de los ministros secretarios de Estado de “señoría”, el de los miembros del Superior Tribunal de Justicia y de sus salas de “excelencia” y el de cada uno de los miembros de dicho tribunal y de los jueces de primera instancia de “señoría”.

Estas disposiciones se encuentran inalteradas en el texto constitucional de nuestra provincia desde sus primeras expresiones preconstitucionales y en cada una de las reformas ulteriores, lo cual nos explica que ya hace poco menos de dos siglos que fueron plasmadas y consideradas de importancia constitucional su constancia expresa en la cúspide del ordenamiento público provincial.

Claramente podemos observar que, tales disposiciones, son las que demuestran la necesidad impostergable de modificar y actualizar la Constitución provincial, en todo aquello que ya no se condice con las pautas actuales en una sociedad que ha comenzado a transitar el siglo XXI.

En efecto, decimos que la Constitución entrerriana debe adecuarse no sólo al presente sino, fundamentalmente, estar preparada para enfrentar un futuro promisorio, en el cual, se deje definitivamente y por siempre atrás todo aquello que ha quedado deslegitimado o sólo justificado en épocas pasadas.

Es que el artículo 16º de la Constitución nacional proclama que “La Nación argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: no hay en ella fueron personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas”.
Esta contundente y hermosa declaración de nuestra carta magna nacional que permanece inalterada desde 1853, en realidad, tuvo su precedente en las disposiciones de la Asamblea del Año XIII, cuya inolvidable proclama, tuvo no sólo repercusión en nuestras ulteriores constituciones nacionales que la adoptaron, sean unitarias o federales, sino que pasó a constituirse en una verdadera “marca registrada” de nuestra tempranamente manifestada idiosincrasia argentina, como nos señala el historiador Felipe Pigna.

Esa igualdad nos coloca uno al lado del otro y así es que todos los servidores públicos, desde el más importante jerárquicamente hasta el último del escalafón, son colocados en un plano de igualdad en su dignidad, no sólo entre ellos, sino y fundamentalmente, frente al ciudadano.

También merece destacarse que esta supresión de tratamientos honoríficos y su consiguiente prohibición no constituirá más que plasmar en normas lo que, algunos funcionarios y ex - funcionarios instruyeron, así y sin ir más lejos, el Sr. Presidente de esta Convención Constituyente, que –me consta- en el ejercicio de sus tres gobernaciones dio precisas instrucciones para que no se dirigieran a su investidura con tales expresiones aristocráticas.

Hoy la ciudadanía pide gestos, actitudes y hechos concretos que nos acerquen a quienes nos desempeñamos en funciones estatales, el presente proyecto en ese sentido, pretende acercar a iguales.

Por último, creemos importante destacar que otras constituciones provinciales argentinas modificadas luego de reinstaurada la democracia en 1983, han adoptado igual criterio que el aquí asumido, así podemos citar el artículo 43º de la Constitución de Catamarca, el artículo 13º de la Constitución de Jujuy, el artículo 10º de la Constitución de La Rioja y el artículo 7º de la Constitución de Tierra del Fuego, entre otros precedentes destacables.

Por los argumentos antes expuestos, solicito la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 207)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA EL SIGUIENTE PROYECTO DE REFORMA:

Artículo…: “Es condición esencial para el desempeño de los cargos públicos la observancia de la ética pública, la cual constituye un valor social al cual debe contribuir toda la sociedad.”

Artículo…: “Los funcionarios públicos de todos los poderes y organismos del Estado no podrán mantener relaciones ni aceptar situaciones en cuyo contexto sus intereses personales, laborales, económicos o financieros estén en conflicto con el cumplimiento de los deberes y funciones a su cargo, y con la obligación de priorizar el interés general, preservar la independencia de criterio y el principio de equidad. Tampoco puede dirigir, administrar, asesorar, patrocinar, representar ni prestar servicios, renumerados o no, a personas que gestionen o exploten concesiones o privilegios o que sean proveedores del Estado, ni mantener vínculos que le signifiquen beneficios u obligaciones con entidades fiscalizadas por el órgano o entidad en la que se encuentre desarrollando sus funciones.”

Artículo…: “La legislatura sancionará una ley de ética pública que fijará los alcances y excepciones observando los principios de probidad, prudencia, justicia, equidad, solidaridad social, idoneidad, responsabilidad, eficiencia y transparencia de los actos públicos. La misma será aplicable a todos los poderes y organismos del Estado, sin excepción, y a quienes se desempeñen en forma permanente o transitoria, con retribución o no de sus servicios, consignando especialmente los deberes, incompatibilidades, sanciones aplicables y considerando como principio que a mayor jerarquía del funcionario mayor será el deber de actuar ejemplarmente frente a la comunidad.”

DISPOSICION TRANSITORIA

“La legislatura sancionará la ley a que se refiere el artículo………., en el plazo de un año desde la sanción de la presente constitución. Transcurrido dicho plazo sin que la ley sea sancionada, el Poder Ejecutivo dictará provisoriamente el decreto reglamentario a tales fines.”

ROMERO – CARLÍN – MARTÍNEZ, (Guillermo) – KUNATH – FEDERIK.
FUNDAMENTOS

I- Introducción

El presente proyecto de reforma tiene por objeto la incorporación de una serie de disposiciones de neto contenido ético en la cúspide normativa del ordenamiento jurídico entrerriano y, más precisamente, en el régimen jurídico aplicable a los funcionarios y empleados públicos. Estas disposiciones pretenden regular y tornar obligatorias una serie de medidas dirigidas a brindar transparencia al accionar de quienes se desempeñan dentro del Estado.

II- Antecedentes

Existen antiguos antecedentes normativos de determinadas prohibiciones que se establecían para el ejercicio de la función pública, relacionados con los elementos éticos exigidos para el desempeño de la misma, estableciendo una serie de incompatibilidades, como por ejemplo, las contenidas en la “Recopilación de Leyes de Indias”, que prohibían a los funcionarios ejercer como actividad comercial propia la de tener a su cargo “tabernas de vino”.

III- Derecho Comparado

Podemos partir de la realidad europea, en donde encontramos la recomendación del Consejo Europeo sobre la mejora del comportamiento ético en el servicio público del 23 de abril de 1998, en donde se reconoce el problema y se lo relaciona con la calidad de la democracia. (1).

Del análisis de las constituciones nacionales europeas se advierte una gran diferencia en el tratamiento de la cuestión ética y de la lucha contra la corrupción respecto de las constituciones americanas y, por ende, más alejada aún de las constituciones de las provincias y de la nación argentina, en tanto y en cuanto las mismas prácticamente no contienen disposiciones en tal sentido.

En América podemos clasificar las normas constitucionales que se relacionan con la observancia de la Ética Pública, del siguiente modo:

1. Disposiciones que exigen decoro o idoneidad moral para el acceso a los cargos públicos o como causales de destitución ante su pérdida en el ejercicio de la función:

En primer lugar, se cita el artículo 55 de la Constitución de Brasil que pretende proteger el “decoro parlamentario” y el artículo 85, inciso V, que invoca como causales especiales de responsabilidad del Presidente la de resguardar “la probidad en la Administración”. En el mismo sentido, el artículo 120 de la Constitución de Ecuador (2); el artículo 1° quinta sección, punto 2 de la constitución de los Estados Unidos de Norteamérica (3); en la Constitución de El Salvador, artículos 126, 151, 160, 176, 177, 179, 180 y 198 (4); en la Constitución de Honduras en el artículo 256 (5); en la Constitución de Nicaragua en el artículo 131 (6); en la Constitución de Panamá en el artículo 295 (7); en la Constitución de Perú en el artículo 92 (8) y en la Constitución de Venezuela en el artículo 146 (9).

También se puede advertir una mayor exigencia en estos aspectos, no sólo a los miembros de los Superiores Tribunales Nacionales y a los funcionarios judiciales en general (como se pudo advertir en las constituciones de las provincias argentinas), sino también respecto de quienes se desempeñan en organismos de contralor (tribunales de cuentas, contadurías o controlarías, etc.).

Disposiciones de este tipo pueden encontrarse en la Constitución del Brasil en su artículo 73 inciso 1º punto II (10); Constitución de Ecuador en los artículos 201 y 213 (11); en el artículo 207 de la Constitución de Guatemala (12); en la Constitución de Honduras en el artículo 223 (13); en la Constitución de Nicaragua en el artículo 161 (14); en la Constitución de Panamá en los artículos 202 y 275 (15) y en la Constitución de Venezuela en el artículo 263 (16).

2. Conflictos de Intereses e Incompatibilidades en general:

En efecto, se pueden encontrar numerosas disposiciones dirigidas a impedir que los intereses públicos (en general dirigidos a los miembros de los poderes legislativos) se entremezclen con los privados de los funcionarios con poder de decisión, en un claro sentido de evitar actos de corrupción.

Tales normas se encuentran en las siguientes constituciones americanas: artículo 54 inciso I de Bolivia (17); artículo 57 de la de Chile (18); artículo 135 de la de Nicaragua (19) y en el artículo 92 de la Constitución de Perú.

3. Disposiciones que exigen el fiel cumplimiento de la ley y la sujeción al orden jurídico:

Aquí citamos, nuevamente, el artículo 85 inciso VII de la Constitución del Brasil que establece como causal especial de responsabilidad del Presidente la inobservancia del “cumplimiento de las leyes y de las decisiones judiciales”; la Constitución de Colombia en el artículo 123 (20); Costa Rica en el artículo 149 inciso 6 (21); Ecuador en el artículo 136 (22); El Salvador en el artículo 235 y 244 (23); Honduras en el artículo 232 (24) y en el artículo 23 de la Constitución del Uruguay (25).

4. Normas dirigidas a evitar el enriquecimiento ilícito en el ejercicio de la función pública:

Podemos encontrar este tipo de disposiciones en la Constitución de Bolivia (26); Costa Rica (27); Ecuador (28); El Salvador (29); Nicaragua (30); Panamá (31); Paraguay 104 (32) y Perú (33).

La Constitución de Ecuador establece, en su artículo 136 que los diputados que incurran en violaciones al Código de Ética serán sancionados con el voto de la mayoría de los integrantes del Congreso. La sanción podrá ocasionar la pérdida de la calidad de diputado.

IV-Convenciones Internacionales

La Convención Interamericana Contra la Corrupción -a la cual se encuentra adherido nuestro país (34)- entiende por “funcionario público” (“oficial gubernamental” o “servidor público”), a cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos (35).

Los Estados miembros de la OEA han declarado que “la corrupción socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo integral de los pueblos” (36).

Ello se relaciona con el artículo 36 de la Constitución Nacional al incluir en la norma dirigida a combatir los atentados contra el orden institucional y el sistema democrático como último párrafo “El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función”. Es decir que consideran que la corrupción como así también la observancia de la ética pública “para el ejercicio de la función” (expresión eminentemente conductista), decididamente constituyen ataques a nuestro sistema de gobierno.

También –el documento analizado- considera que la democracia representativa, es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región, y expresan que “por su naturaleza”, exige combatir toda forma de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas.

Por último, expresan la decisión de hacer todos los esfuerzos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción en el ejercicio de las funciones públicas.

En el Artículo III “Medidas preventivas”, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:

“1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas”. “Tales medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública”. También exige la implementación de “mecanismos” (Punto 2 del mismo artículo) para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.

En el Punto 3 del artículo se manda instruir al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades. Invirtiendo el orden de la expresión, se demuestra claramente que las normas éticas impuestas a los funcionarios públicos incumplidas generan responsabilidad (37).

En el Punto 4 del tratado, se exige que cada país signatario implemente sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

Por último, en el Punto 12 instruye al estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público.

Refirámonos ahora a la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (38) que resulta ser un claro ejemplo de lo extendido y grave de dicho problema para el desarrollo justo de todo el mundo.

Entre sus logros más notables se encuentra la persecución de la corrupción tanto en el sector público como en el privado, pretendiendo no sólo la aprehensión de los responsables, sino también el haber puesto énfasis en la pretensión de la recuperación de los activos involucrados.

Refiriéndonos ahora a los postulados de la convención misma, es de destacar el primero de ellos que es decididamente coincidente con el fin que nos proponemos con la incorporación constitucional propuesta: “Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la corrupción para la estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la ley”.

Desde ya cabe señalar que la convención propone un contenido que bien puede catalogarse como una síntesis de numerosos instrumentos internacionales previos que pretendieron atacar el fenómeno de la corrupción en distintos ámbitos (39).

Si nos atenemos a la finalidad que expresa el artículo 1º, podemos verificar que no se mencionan cuestiones atinentes a la ética pública o de respeto a determinados valores democráticos o sociales básicos, lo que puede explicarse porque al tratarse de un instrumento internacional que pretende ser pragmático y dirigido a combatir la corrupción como mal internacional pero sólo limitado o circunscrito a la persecución penal o criminal del asunto que es sólo un aspecto del problema, nada más, pero que puede interpretarse como la manifestación de un marcado respeto por el orden público de cada país.

Lo destacable de la convención es la previsión de normativa para que los Estados regulen al sector privado (artículo 12) de manera tal de poder prevenir, detectar y combatir los actos de corrupción que pudieren cometer, constituyendo un avance sumamente trascendente en la lucha contra la corrupción, antes vista con un lente que sólo apuntaba al Estado, cuando es un fenómeno que involucra –generalmente- varios actores (40).

En el Capítulo III de la convención se detallan los distintos tipos penales que van describiéndose a los efectos de que cada Estado signatario adopte las medidas legislativas y las que sean necesarias para tipificar tales actos cuando se “cometan intencionalmente”, lo que excluiría en principio, la mera negligencia inculpable o el error (41).

Por último, citamos la Resolución aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas del 28 de enero de 1997, en la cual calificada como una medida contra la corrupción establece un “Código Internacional de Conducta para los titulares de cargos públicos”. Fundamentada en similares conceptos a los ya expresados en los tratados celebrados contra la corrupción, caracteriza -al enunciar los principios generales-  al cargo público como un “cargo de confianza” (pto. I.1) y que deben desempeñar las funciones con “integridad” (pto. I.2).

IV-Nuestro país

1. Constitución Argentina. Calificación de la Corrupción como “atentado contra el sistema democrático” e incorporación de un mandato al Congreso Nacional para el dictado de una Ley de Ética Pública

En la reforma constitucional de 1994 se incluyó un capítulo II (42) titulado “Nuevos Derechos y Garantías”, el cual comienza con el artículo 36 sobre el cual vamos a detenernos en su análisis, dado que es fuente directa de una de las normas que proponemos incorporar a la Constitución entrerriana.

La norma responde a una verdadera deuda pendiente desde la reinstauración de la democracia en la Argentina operada en 1983.  Luego del profundo deterioro sufrido por el país en todos sus aspectos, el sentimiento mayoritario aspiraba a la reivindicación del gobierno de la ley, por el retorno a un régimen democrático basado en la Constitución Nacional, por la paz, por la no violencia, por la normalización de un país devastado en todos sus planos.

De estos extractos, por ahora, obtengamos dos conclusiones: la primera es confirmar la deliberada inclusión de la norma en el lugar dispuesto como forma de proteger al sistema democrático, en síntesis, la falta de ética y la corrupción de los funcionarios públicos “socavan” el sistema democrático en sus cimientos (43); la segunda, es la inclusión en el concepto de “ética pública” como elemento a utilizar en el combate a la corrupción.

2. Disposiciones dirigidas a facilitar la prueba de enriquecimientos ilícitos:
El Código Penal en el artículo 268 parte 2 prevé el delito de enriquecimiento ilícito de funcionarios públicos. Aunque la obligación de la presentación (generalmente a partir de “declaraciones juradas patrimoniales”) de manifestaciones de bienes, ha constituido una constante en nuestro país, a raíz de la mayor importancia que se le empezó a dar a la persecución de este delito, ante la persistente imposibilidad de aplicarlo en la práctica ante los reparos constitucionales que se le endilgan (44), ha repercutido en su incorporación como obligación de tipo constitucional en muchas provincias argentinas y también en constituciones latinoamericanas, como ya hemos visto.

Dentro de este grupo podemos incluir la de La Rioja, artículo 49, Río Negro artículo 5 (45); San Juan artículo 10 (46); Santiago del Estero artículo 88; Ciudad Autónoma de Buenos Aires el artículo 56, Catamarca artículo 167 (47); Constitución de Formosa, artículo 154 (48); Constitución de Jujuy, artículo 9 (49) y la Constitución de la Pampa lo dispone en el artículo 29.

3. Disposiciones dirigidas a exigir comportamientos acordes a la investidura del cargo:

La Constitución de Mendoza (la más antigua en el país que data del año 1916) dispone en el artículo 109 que el gobernador de la Provincia y sus ministros, el vicegobernador, los miembros de la Suprema Corte y el procurador fiscal de ésta, son acusables en juicio político ante la Legislatura por mal desempeño, desorden de conducta, faltas o delitos, norma que encuadra en esta clasificación.

Esta disposición es similar a la de Santiago del Estero al establecer en el artículo 176 entre las causales de destitución de los magistrados y funcionarios judiciales, amén de las clásicas causales, incorpora como inciso 3 la siguiente “Graves desarreglos de conducta”.

4. Disposiciones dirigidas a preservar el buen concepto social de los funcionarios acusados de cometer delitos en el desempeño de su función (50):

Son disposiciones que imponen, en general, al funcionario y también al empleado a quien se le impute la comisión de delitos cometidos en el ejercicio de su cargo, la obligación de acusar judicialmente a quien ha proferido tal imputación. Generalmente se lo obliga “bajo pena de destitución” y goza del procedimiento gratuito.

Así comenzando el análisis normativo propuesto, partimos con la constitución de Entre Ríos, en su artículo 17 (sujeto a modificación, según la habilitación de la ley 9768), establece que el funcionario o empleado a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse, bajo pena de destitución y gozará del beneficio del proceso gratuito.

Podemos citar otras constituciones provinciales que cuentan con similares textos: la Constitución misionera en el artículo 79 (51) por su parte la Constitución de Neuquén la contiene en el artículo 23 (52); la Constitución de de Río Negro, la posee en su artículo 56 (53); la de Santiago del Estero la posee en el artículo 9 (54); la de la provincia de Corrientes se encuentra plasmada en el artículo 6 (55); la de la provincia de Chubut se encuentra expresado en el artículo 68 (56); la de la provincia de Formosa en el artículo 25 (57) y por último, citamos a la Constitución de Jujuy que la contiene en el artículo 62 (58).

5. Otras normas constitucionales relacionadas con la Ética Pública y el combate a la corrupción:

Abordando, ahora, la norma contenida en la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, en el artículo 3 párrafo 4 establece “También agravian y lesionan la sustancia del orden constitucional los actos de corrupción. La ley creará el Tribunal Social de Responsabilidad Política que tendrá a su cargo examinar los actos de corrupción que pudieren cometer los funcionarios de los poderes públicos, provinciales y municipales”.

De todos los textos constitucionales analizados, en nuestra opinión, el que mejor define la denominada “cláusula ética” es la de la provincia de Chaco. La cual, en su artículo 11, establece que “es condición esencial para el desempeño de los cargos públicos la observancia de la ética. Atenta contra el sistema democrático quien haya cometido delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento patrimonial, y queda inhabilitado a perpetuidad para ocupar cargo o empleo público, sin perjuicio de las penas que la ley establezca. La Legislatura dictará una ley de ética pública para el ejercicio de las funciones”.

Por último, citaremos a la constitución de la Provincia de Chubut, la cual, en el artículo 17 titulado “Vigencia del Orden Constitucional”, en su parte final expresa “se considera que atenta contra el sistema democrático todo funcionario público que cometa delito doloso en perjuicio del Estado, quedando inhabilitado a perpetuidad para desempeñarse en el mismo, sin perjuicio de las penas que la ley establezca” y la reciente Constitución reformada de Corrientes que establece la imposición a la legislatura del dictado de una ley de ética “para el ejercicio de la función pública”(59).

VI- Importancia de la Inclusión Constitucional Propuesta

Como podemos comprobar existe una tendencia mundial de regulación de las cuestiones relacionadas con la exigencia de comportamientos éticos de los funcionarios públicos, fundamentalmente los de cargos relevantes, que se ve reflejada en las convenciones internacionales y normas sugeridas por las Naciones Unidas. Aún así y comprobando que con el derecho comparado encontramos que, en América, su regulación se encuentra plasmada en disposiciones constitucionales, verificamos la mayor preocupación e importancia que se le brinda a estas cuestiones, que se refleja también en la existencia de numerosa legislación infraconstitucional que sigue dicha tendencia.

En nuestro país, desde la Constitución nacional, pasando por las Constituciones provinciales –en su mayoría- y por las disposiciones contenidas en leyes y códigos de ética, vemos que, la cuestión es aún más acentuada que en el resto del continente, denotando una mayor preocupación en el combate a la corrupción y a la aspiración al comportamiento ético de los funcionarios y agentes públicos.

VI- Los textos propuestos:

Los tres artículos propuestos constituyen una innovación normativa que pondría a la Constitución entrerriana en los primeros lugares en cuestiones relacionadas a la pretensión de observancia de la ética pública a los funcionarios públicos y, con el novedoso agregado de comprometer a la sociedad en la búsqueda de la transparencia como valor social.

Los textos normativos propuestos conjugan la amplitud necesaria para que un precepto constitucional pueda ser amoldado convenientemente por la legislación, con la precisión necesaria para establecer su alcance y contenido, de manera de evitar los problemas que habitualmente suceden cuando funcionarios o, incluso, poderes del gobierno pretenden excluirse de la aplicación de estos preceptos.

También detalla con precisión el deber de dictado de la ley de parte de la legislatura, dándole un tiempo para ello, luego de lo cual y si fuere remisa en dichos sentido, quedará expedita las acciones dirigidas a su plena vigencia.

Pero esa descripción también tiene la intención de indicar los variados textos normativos, sus matices y sus énfasis, para que el nuestro sea el más adecuado a nuestras necesidades y el que sortee los problemas que han tenido otros ordenamientos jurídicos al pretender aplicar sus disposiciones en el caso concreto.

En este sentido, cuando expresamos que la ética pública constituye un “valor social al cual debe contribuir toda la sociedad” se dirige a cubrir un sector de la problemática que ha sido siempre puesto en evidencia en todos los estudios que se han realizado sobre estas cuestiones y que consiste en no sólo involucrar en la ilicitud al corrupto sino también al que corrompe, dado que, muchas veces, quedan impunes quienes se han favorecido de los sistemas corruptos y sobreviven a los cambios de gobiernos. Éstos también son parte del problema que, de por sí, es complejo y grave.

En el segundo artículo se pretende regular –de manera precisa, aunque no excesiva los conflictos de intereses que tanto dañan la imagen del funcionariado cuando se pone en conocimiento de la opinión pública situaciones que no pueden ser castigadas fundadas en derecho por no existir norma jurídica que así lo exprese.

El tercer artículo impone a la legislatura la sanción de la ley de ética pública en el reducido plazo de un año de entrada en vigencia la nueva constitución, como forma de no dilatar más la vigencia de una norma que es necesaria para que la sociedad entrerriana no sólo cuente con herramientas viables para ejercer un control social, sino también y como se dijo antes, para que al funcionario se le pueda aplicar sanciones disciplinarias. En dicho artículo, también se pretende evitar lo que ha sucedido en otros ordenamientos jurídicos en donde determinados sectores del funcionariado o personas remuneradas por el Estado, pretendieron sustraerse de su ámbito personal de aplicación. La norma es detallada y no deja margen para dudas o interpretaciones antojadizas que pretendan excluir de sus disposiciones de la misma.

También agrega un principio propio del régimen disciplinario del derecho administrativo, cual es el que indica que a mayor poder mayor responsabilidad, dando un claro mensaje a los funcionarios y a la ciudadanía de que estas normas no se establezcan para que el “hilo se corte por lo más delgado”, por el contrario y como sostiene Gordillo al comentar la Convención Interamericana Contra la Corrupción, debe exigirse a los funcionarios importantes, a los más poderosos, a los más encumbrados, si se quiere verdaderamente cumplir con los fines buscados.

Por todo lo expuesto, solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

(1) RODRIGUEZ-ARANA MUÑOZ, Jaime, Ética, Poder y Estado, (Buenos Aires, 2.004). Ediciones Rap, pág. 142. 

(2) Constitución de Ecuador, en el Título III Capítulo 2 “De la función pública” establece en el artículo 120 que “El ejercicio de dignidades y funciones públicas constituye un servicio a la colectividad, que exigirá capacidad, honestidad y eficiencia”.

(3) Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica, en el artículo 1 Quinta Sección punto 2 establece que “Cada Cámara puede elaborar su reglamento interior, castigar a sus miembros cuando se conduzcan indebidamente y expulsarlos de su seno con el asentimiento de las dos terceras partes”.

(4) Constitución de El Salvador, en el artículo 126 dispone que para ser elegido Diputado “se requiere ser mayor de veinticinco años, salvadoreño por nacimiento, hijo de padre o madre salvadoreño, de notoria honradez e instrucción y no haber perdido los derechos de ciudadano en los cinco años anteriores a la elección”. Para ser elegido Presidente el artículo 151 dispone que se requiere cuente con “moralidad e instrucción notorias”, lo que también se le exige a los ministros o viceministros de Estados (artículo 160), a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia (artículo 176), de las Cámaras de Segunda Instancia (artículo 177), jueces de Primera Instancia (artículo 179) y de Paz (artículo 180).  También se requiere de “honradez y competencia notorias” para desempeñarse como Presidente y Magistrado de la Corte de Cuentas (artículo 198), entre otros funcionarios públicos mencionados en la Constitución.

(5) Constitución de Honduras, en el artículo 256 dispone que el “Régimen de Servicio Civil regula las relaciones de empleo y función pública que se establecen entre el Estado y sus servidores, fundamentados en principios de idoneidad, eficiencia y honestidad”.

(6) Constitución de Nicaragua, artículo 131 “in fine” reza “Los funcionarios y empleados públicos son personalmente responsables por la violación de la Constitución, por falta de probidad administrativa…”. 

(7) Constitución de Panamá, contiene un apartado especial para “Los Servidores Públicos”, en el artículo 295, en donde se les reconoce derechos tales como a la estabilidad en sus cargos, pero condicionada a su competencia, lealtad y moralidad en el servicio.

(8) Constitución de Perú, en el artículo 113 inciso 2 establece que el Presidente de la República puede ser destituido por su “permanente incapacidad moral o física, declarada por el Congreso”.

(9) Constitución de Venezuela, en el artículo 146 establece que el ingreso de los funcionarios públicos y las funcionarias públicas a los cargos de carrera será por concurso público, fundamentado en principios de honestidad, idoneidad y eficiencia.

(10) Establece entre los requisitos que deben reunir los Ministros del Tribunales de Cuentas para ostentar tales cargos “Idoneidad moral y reputación intachable”.

(11) Constitución de Ecuador en el artículo 201 al establecer los requisitos necesarios para poder desempeñarse como magistrado de la Corte Suprema de Justicia, en el inciso 5 expresa “Haber ejercido con probidad notoria la profesión de abogado, la judicatura o la docencia universitaria en ciencias jurídicas, por un lapso mínimo de quince años”. En el artículo 213 establece los requisitos para desempeñarse como Contralor General del Estado en su inciso 4 “Haber ejercido con probidad notoria la profesión o la cátedra universitaria por un lapso mínimo de quince años”.

(12) Constitución de Guatemala, en el artículo 207 establece como requisito para ser magistrado o juez “ser de reconocida honorabilidad”, también se exige –dicha condición- a quien se desempeñe como “Contralor General de Cuentas” (artículo 234) y a quien se desempeñe como magistrado de la Corte de Constitucionalidad (artículo 270 inciso c).

(13) Constitución de Honduras, en el artículo 223 establece que para ser Contralor o Subcontralor General de la República, se requiere ser de “reconocida honradez y competencia”. 

(14) Constitución de Nicaragua, en el artículo 161 establece que para ser Magistrado de los tribunales de justicia se requiere “inc. 2. Ser abogado de moralidad notoria…”. Nuevamente aquí comprobamos que se exige el concepto de “notoriedad” de la moral del profesional, que tiene en cuenta el concepto social que se tenga, ya no sólo el privado del profesional, lo que nos remarca la importancia de la proyección de la fama en la sociedad, algo similar a la importancia de la “apariencia” en el derecho norteamericano. Lo importante no sólo es si es o no se es honesto, en este aspecto peculiar del estudio, sino que ello se refleje en la comunidad representada por el funcionario.

(15) Constitución de Panamá, en el artículo 202 se prohíbe a la persona que haya sido condenada por delito doloso desempeñar cargo alguno en el órgano judicial. En general también prohíbe acceder a cargos de relevancia en el Estado a quienes hayan sido condenados por delitos contra la administración pública, en el artículo 275 para el Contralor y Subcontralor General de la República.

(16) Constitución de Venezuela, en el artículo 263 se establecen los requisitos para ser magistrado del Tribunal Supremo de Justicia, de donde podemos destacar su inciso 3 que impone que sea “jurista de reconocida competencia, gozar de buena reputación” o si ha hecho carrera judicial “reconocido prestigio en el desempeño de sus funciones”.

(17) Constitución de Bolivia, artículo 54 inciso I “Los Senadores y Diputados no podrán adquirir ni tomar en arrendamiento, a su nombre o en el de tercero, bienes públicos, ni hacerse cargo de contratos de obra o de aprovisionamiento con el Estado, ni obtener del mismo concesiones u otra clase de ventajas personales.  Tampoco podrán, durante el período de su mandato, ser funcionarios, empleados, apoderados ni asesores o gestores de entidades autárquicas, ni de sociedades o de empresas que negocien con el Estado”.

(18) Constitución de Chile, en el artículo 57 establece “...Cesará en el cargo el diputado o senador que durante su ejercicio celebrare o caucionare contratos con el Estado, el que actuare como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza. En la misma sanción incurrirá el que acepte ser director de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.- La inhabilidad a que se refiere el inciso anterior tendrá lugar sea que el diputado o senador actúe por sí o por interpósita persona, natural, o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forma parte”.

(19) Constitución de Nicaragua, el artículo 135 les prohíbe obtener concesión alguna del Estado o actuar como apoderados o gestores de empresas en contrataciones con el Estado, declarando nulas las mismas (prohibición que se extiende a los representantes ante la Asamblea Nacional –es decir, al poder legislativo-).

(20) Constitución de Colombia, el artículo 123 establece “Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prescrita por la Constitución, la ley y el reglamento”.

(21) Constitución de Costa Rica, en el artículo 149 inciso 6) establece que el Presidente de la República y el Ministro de Gobierno serán responsables en los “demás casos en que por acción u omisión viole el Poder Ejecutivo alguna ley expresa”.

(22) Constitución de Ecuador, el artículo 136 establece que los diputados “que incurran en violaciones al Código de ética serán sancionados con el voto de la mayoría de los integrantes del Congreso.  La sanción podrá ocasionar la pérdida de la calidad de diputado”.

(23) Constitución de El Salvador, en el Título VIII “Responsabilidad de los Funcionarios Públicos” dispone en su artículo 235 que todo “funcionario civil o militar, antes de tomar posesión de su cargo, protestará bajo su palabra de honor, ser fiel a la República, cumplir y hacer cumplir la Constitución, atendiéndose a su texto cualesquiera que fueren las leyes, decretos, órdenes o resoluciones que la contraríen, prometiendo, además, el exacto cumplimiento de los deberes que el cargo le imponga, por cuya infracción será responsable conforme a las leyes”. El artículo 244 dispone que “La violación, la infracción o la alteración de las disposiciones constitucionales serán especialmente penadas por la ley, y las responsabilidades civiles o penales en que incurran los funcionarios públicos, civiles o militares, con tal motivo, no admitirán amnistía, conmutación o indulto, durante el período presidencial dentro del cual se cometieron”.

(24) Constitución de Honduras, en el artículo 232 “Los funcionarios son depositarios de la autoridad, responsables legalmente por su conducta oficial, sujetos a la ley y jamás superiores a ella”.

(25) Constitución de Uruguay, establece en el artículo 23 que “Todos los jueces son responsables ante la ley, de la más pequeña agresión contra los derechos de las personas, así como por separarse del orden de proceder que en ella se establezca”. Nuevamente se comprueba esa mayor exigencia a los jueces, que respecto de otros funcionarios, incluso de altas jerarquías.

(26) Constitución de Bolivia, Título Cuarto “Funcionarios Público” artículo 45 “Todo funcionario público, civil, militar o eclesiástico está obligado, antes de tomar posesión de un cargo público, a declarar expresa y específicamente los bienes o rentas que tuviere que serán verificados en la forma que determine la ley”.

(27) Constitución de Costa Rica, en el artículo 193 expresa que “El Presidente de la República, los Ministros de Gobierno y los funcionarios que manejen fondos públicos, están obligados a declarar sus bienes, los cuales deben ser valorados, todo conforme a la ley”.

(28) Constitución de Ecuador, en el artículo 121 establece que “Los dignatarios elegidos por votación popular, los delegados o representantes a los cuerpos colegiados de las instituciones del Estado y los funcionarios y servidores públicos en general, estarán sujetos a las sanciones establecidas por comisión de delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito.  La acción para perseguirlos y las penas correspondientes serán imprescriptibles y, en estos, casos, los juicios se iniciarán y continuarán aún en ausencia de los acusados.  Estas normas también se aplicarán a quienes participen en estos delitos, aunque no tengan las calidades antes señaladas; ellos serán sancionados de acuerdo con su grado de responsabilidad”. En el artículo 122 dispone “Los funcionarios de libre nombramiento y remoción, los designados para período fijo, los que manejan recursos o bienes públicos y los ciudadanos elegidos por votación popular, deberán presentar, al inicio de su gestión, una declaración patrimonial juramentada, que incluya activos y pasivos, y la autorización para que, de ser necesario, se levante el sigilo de sus cuentas bancarias.  De no hacerlo, no podrán posesionarse de sus cargos.  También harán una declaración patrimonial los miembros de la fuerza pública a su ingreso a la institución, previamente a la obtención de ascensos, y a su retiro.-  Al terminar sus funciones presentarán también una declaración patrimonial juramentada, que incluya igualmente activos y pasivos.  La Contraloría General de Estado examinará las dos declaraciones e investigará los casos en que se presuma enriquecimiento ilícito.  La falta de presentación de la declaración al término de las funciones hará presumir enriquecimiento ilícito.-  Cuando existan graves indicios de utilización de un testaferro, la Contraloría podrá solicitar declaraciones similares, a terceras personas vinculadas con quien ejerza o haya ejercido una función pública”.

(29) Constitución de El Salvador en el artículo 240 dispone que “Los funcionarios y empleados públicos que se enriquecieren sin justa causa o a costa de la Hacienda Pública o Municipal, estarán obligados a restituir al Estado o al Municipio lo que hubieren adquirido ilegítimamente, sin perjuicio de la responsabilidad en que hubieren incurrido conforme a las leyes.-  Se presume enriquecimiento ilícito cuando el aumento del capital del funcionario o empleado, desde la fecha en que haya tomado posesión de su cargo hasta aquella en que haya cesado en sus funciones, fuere notablemente superior al que normalmente hubiere podido tener, en virtud de los sueldos y emolumentos que haya percibido legalmente, y de los incrementos de su capital o de sus ingresos por cualquier otra causa justa.  Para determinar dicho aumento, el capital y los ingresos del funcionario o empleado, de su cónyuge y de sus hijos, se considerarán en conjunto.-  Los funcionarios y empleado que la ley determine están obligados a declarar el estado de su patrimonio ante la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con los incisos anteriores, dentro de los sesenta días siguientes a aquel en que tomen posesión de sus cargos. La Corte tiene facultad de tomar las providencias que estime necesarias para comprobar la veracidad de la declaración, la que mantendrá en reserva y únicamente servirá para los efectos previstos en este artículo.  Al cesar en sus cargos los funcionarios y empleados aludidos, deberán hacer nueva declaración del estado de sus patrimonios.  La ley determinará las sanciones por el incumplimiento de esta obligación...”

(30) Constitución de Nicaragua, en el artículo 130 establece que “Todo funcionario del Estado debe rendir cuenta de sus bienes antes de asumir su cargo y después de entregarlo”.

(31) Constitución de Panamá, en el artículo 299 establece la obligatoriedad de la presentación de una declaración jurada de bienes al inicio y al fin de su gestión, de los funcionarios más importantes del país.

(32) Constitución de Paraguay, establece en el apartado especial dedicado a la función pública, en el artículo 104 la obligatoriedad de la declaración de bienes y rentas de todos los agentes públicos remunerados, al inicio y al fin de su desempeño.

(33) Constitución de Perú, en el apartado especial de la función pública dispone como obligatoria la publicación periódica en el diario oficial de los ingresos que, por todo concepto, perciben los altos funcionarios, y otros servidores públicos que señala la ley, en razón de sus cargos (artículo 40 “in fine”) o quienes administran o manejan fondos públicos (artículo 41), éste último artículo dispone que cuando se presume enriquecimiento ilícito el Fiscal de la Nación, por denuncia de terceros o de oficio, es quien formula los cargos ante el Poder Judicial. Al final del artículo citado expresa que el plazo de prescripción se duplica en caso de delitos cometidos contra el patrimonio del Estado.

(34) Ley 24.759. Convención Interamericana contra la Corrupción firmada en la tercera sesión plenaria de la Organización de los Estados Americanos. Sancionada: Diciembre 4 de 1996. Promulgada de Hecho: Enero 13 de 1997. B.O.17/01/1997 – ADLA 1997 – A, pág. 12.

(35) Coincide, también, con el concepto amplio de la ley 25.188 de Ética en la Función Pública de la Nación que es fuente del proyecto de ley entrerriano.

(36) Defecto casi permanente en nuestra organización institucional argentina, prueba de ello puede encontrarse en las conclusiones a que arriba en distintos momentos históricos de nuestro país, tanto del siglo XIX y XX, los autores FLORIA, Carlos Alberto y GARCÍA BELSUNCE, César A., Historia de los argentinos, t. II, (Buenos Aires, 1.992). Editorial Larousse. Recomendamos la lectura de las págs. 173, (“Política del Acuerdo”, años 1880-1890); 273 y 276 (“La Argentina del Centenario”, año 1910); 431 (“Los dilemas de la Revolución”, año 1955) que demuestran lo antiguo y por ende, crónicos determinados males institucionales en Argentina.  

(37) Lo cual podría conducirnos a la adopción de una de las variables que efectúa Max Weber cuando distinguía entre la existencia de una moral de “convicción” y una moral de “responsabilidad”, distinción no menor que fue la esgrimida en ocasión del juzgamiento por las violaciones a los derechos humanos durante la última dictadura militar (1976-1983). Como puede verse, también existen reales y muy importantes relaciones entre el principio estudiado y el respeto de los derechos humanos de parte de los funcionarios públicos.

(38) Convención de las Naciones Unidas aprobada por la Asamblea General del organismo por resolución A/58/422 del 31/10/2003, sancionada como ley por la Cámara de Diputados de Argentina el 10/05/2006 y publicada en el Boletín Oficial el 9/6/2006.

(39) Menciona como antecedentes considerados en la elaboración de la convención a: la Convención Interamericana contra la Corrupción; el Convenio relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros de la Unión Europea, aprobado por el Consejo de la Unión Europea el 26 de mayo de 1997 (Diario Oficial de las Comunidades Europeas, C 195, 25 de junio de 1997); el Convenio sobre la lucha contra el soborno de los funcionarios públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales, aprobado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos el 21 de noviembre de 1997 (Véase Corruption and Integrity Improvement Initiatives in Developing Countries – publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta E.98.III.B.18); el Convenio de derecho penal sobre la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 27 de enero de 1999 (Consejo de Europa, European Treaty Series, Nº 173); el Convenio de derecho civil sobre la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 4 de noviembre de 1999 (Consejo de Europa, European Treaty Series, Nº 174) y la Convención de la Unión Africana para prevenir y combatir la corrupción, aprobada por los Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Africana el 12 de julio de 2003.

(40) También pueden mencionarse otros artículos dirigidos a regular la actividad de los privados en aras de combatir la corrupción, así el artículo 14 “Medidas para prevenir el blanqueo de dinero”.

(41) Se pretende tipificar los delitos de: soborno de funcionarios públicos nacionales (artículo 15); soborno de funcionarios públicos extranjeros y de funcionarios de organizaciones internacionales públicas (artículo 16); malversación o peculado, apropiación indebida u otras formas de desviación de bienes por un funcionario público (artículo 17); tráfico de influencias (artículo 18); abuso de funciones (artículo 19); enriquecimiento ilícito (artículo 20); sobornos en el sector privado (artículo 20); malversación o peculado de bienes en el sector privado (artículo 22); blanqueo del producto del delito (artículo 23); encubrimiento (artículo 24); obstrucción de la justicia (artículo 25); responsabilidad de las personas jurídicas (artículo 26) en donde establece que, con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, dicha responsabilidad que podrá ser penal, civil o administrativa; como así también, contiene disposiciones sobre: participación y tentativa (artículo 27); conocimiento, intención y propósito como elementos de un delito (artículo 28); prescripción (artículo 29) que debe ser amplio para iniciar procesos para este tipo de delitos tipificados en la convención y también lo relativo a la interrupción de dicho plazo “cuando el presunto delincuente haya eludido la administración de justicia”; disposiciones sobre “proceso, fallo y sanciones” (artículo 30); embargo preventivo, incautación y decomiso (artículo 31); protección de testigos, peritos y víctimas (artículo 32); protección de los denunciantes (artículo 33).

(42) Cuestionado –tibiamente- en los debates de los convencionales respecto a la constitucionalidad de su agregado, en cuanto a que la norma pasa a integrar la parte dogmática de la Constitución, lo cual no se encontraba autorizada la Convención Constituyente por la ley de convocatoria.

(43) Hubo quienes concientemente pasaron por alto, la cuestión referida a la habilitación de los reformadores para incorporar normas en la parte dogmática, así en la página 1403 “in fine” del Diario de Sesiones se lee: “Debemos comprender la naturaleza profunda que implica esta cláusula ética.  Inclusive considero que un exceso de la Comisión de Redacción es plantear si estaba entre los temas habilitados la problemática referida al orden constitucional y –como agregamos sabiamente en la comisión- al sistema democrático”.

(44) Fundamentalmente relacionados con la presunta vulneración del principio constitucional de inocencia del funcionario público.

(45) Constitución de la provincia de Río Negro el artículo 5 se titula “Juramento–Manifestación de Bienes” establece que “Los magistrados y funcionarios, electivos o no, incluso los pertenecientes a las intervenciones federales, están obligados en el acto de su incorporación, a prestar juramento de desempeñar debidamente el cargo y de obrar en todo de conformidad a lo prescripto por esta Constitución.-   Las personas mencionadas en el párrafo anterior están obligadas a manifestar sus bienes al ingreso, bajo apercibimiento de no recibir emolumento y de cesar en el cargo; y al egreso, de negarle beneficio previsional.  La manifestación de bienes comprende también la del cónyuge y personas a su cargo, conforme la reglamentación”.

(46) Constitución de la Provincia de San Juan artículo 10 titulado “Manifestación de Bienes” establece que “Los funcionarios integrantes de los poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y aquellos que por esta constitución estén obligados a manifestar sus bienes, lo harán por sí, su cónyuge y familiares a su cargo, ante la escribanía mayor de gobierno, a excepción de los intendentes y concejales que lo harán conforme a lo establecido en la sección IX”.

(47) Constitución de la provincia de Catamarca, artículo 167 establece que “todos los funcionarios públicos, inclusive cada uno de los miembros de los tres Poderes y todo agente administrativo que maneje fondos fiscales o administre bienes de la Provincia, antes de tomar posesión del cargo y al dejar el mismo deberán hacer una declaración jurada de los bienes propios y de los de sus padres, hijos y cónyuges, que se inscribirán en un registro especial que será público, a fin de que, en cualquier tiempo, durante o después de terminar sus funciones, cualquier habitante pueda requerir judicialmente la verificación de la legitimidad del enriquecimiento del Gobernador o agente administrativo.  El Tribunal podrá decretar preventivamente el embargo de los bienes o valores señalados como legítimamente adquiridos, por influencia o por abuso de sus funciones, y si ello fuera comprobado, la pérdida de los mismos, en provecho del fisco,  y además la inhabilitación para ocupar cargos a sueldos de la provincia”.

(48) En el capítulo quinto titulado “Acción de Transparencia” artículo 154 dispone que “todo magistrado, legislador o funcionario, sea por elección o por designación, antes de jurar o asumir el cargo, deberá efectuar una declaración jurada de bienes ante la Fiscalía de Investigaciones Administrativas, caso contrario, no podrá acceder al mismo, idéntica declaración realizará una vez concluida su función, so pena de no poder reingresar en la administración pública provincial en cualquier carácter, ni obtener beneficios de ninguna índole del Estado o como consecuencia de la función cumplida.-  Cualquier ciudadano, con interés legítimo, sin que ello implique imputación de delito, podrá solicitar ante el Fiscal de Investigaciones Administrativas, por un procedimiento sumario y gratuito que organizará la ley, que el magistrado, legislador o funcionario que indique, dé explicación sobre el origen de sus bienes, hasta cuatro años después de cesado  en su mandato o empleo.-  Se cumplimenta con esta obligación efectuando una explicación o declaración anual”.

(49) Constitución de la provincia de Jujuy establece en su artículo 9 la obligación de los magistrados, legisladores, funcionarios, concejales, intendentes, comisionados municipales y todos aquellos que tuvieren a su cargo la administración de fondos públicos, antes de asumir sus funciones y al cesar en ellas, la presentación de la declaración jurada patrimonial.

(50) BIELSA, Rafael. La Función Pública, (Buenos Aires, 1960). Depalma, pág. 172. Considera que no es a título personal del funcionario involucrado que se establecen estas obligaciones sino como “defensa judicial de la moral en la función pública”, como defensa del decoro de la función.

(51) Constitución de la provincia de Misiones en su artículo 79 dispone “El funcionario o empleado a quien se impute delito cometido en el  ejercicio de su cargo, está obligado a acusar judicialmente para vindicarse, bajo pena de destitución, y gozará del beneficio de gratuidad procesal”.

(52) La Constitución de la Provincia de Neuquén expresa en el artículo 23 “El funcionario o empleado público a quien se impute delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse, bajo pena de destitución, gozando del beneficio del proceso gratuito”.

(53) La Constitución de la Provincia de Río Negro en el artículo 56 titulado “Acción Vindicatoria” que expresa “Todo agente público a quien se le imputa delito cometido en el desempeño de sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse, en un plazo no mayor de seis meses del conocimiento de la imputación, bajo pena de destitución.  A tal efecto gozará del beneficio del proceso gratuito”.

(54) La Constitución de la Provincia de Santiago del Estero en el artículo 9 establece la garantía de la estabilidad del empleado público, en su parte final, expresa que tanto el funcionario como empleado a quien se impute delito en el desempeño de sus funciones estará obligado, en los casos y formas que la ley determine, a acusar para vindicarse, gozando del proceso gratuito.

(55) La Constitución de la provincia de Corrientes en el artículo 6 establece que es obligación de los funcionarios o empleados públicos, acusar toda publicación en que se les imputen faltas o delitos “cuya averiguación interese a la sociedad”.  Disposición esta muy peculiar y muy difícil de poder precisar en cada ocasión que se evalúe si la cuestión es o no de “interés de la sociedad” y considerando la utilización del término “publicación” que induce a considerar la prensa escrita y no la televisiva o de radio.

(56) La Constitución de la provincia de Chubut en el artículo 68 establece que todo empleado o funcionario público a quien se le imputan delitos en el ejercicio de sus funciones o faltas que afectan su actuación pública, está obligado a acusar para vindicarse. Aquí encontramos otra disposición algo oscura cuando menciona a las “faltas que afectan su actuación pública”, nos conduce a preguntarnos ¿de qué forma o en qué grado de afectación obligará al empleado o funcionario a acusar para vindicarse?, máxime si la interpretación judicial precisa el término “faltas” y no sólo “delitos” como es en la mayoría de las constituciones citadas.

(57) La Constitución de la provincia de Formosa en su artículo 25 dispone que todo funcionario o empleado de la Provincia a quien se le impute la comisión de un delito de acción pública en el desempeño de su cargo, está obligado bajo pena de destitución, a promover querella criminal contra el acusador y a continuarla hasta la sentencia.  Para la tramitación de esta querella, gozará del beneficio del proceso gratuito. Lo original de la norma es obligar no sólo a “promover” sino “a continuar hasta la sentencia” el proceso de parte del agente público, dado que interpretaciones picarescas entienden que la carga se agota en la interposición de la querella o denuncia.

(58) La Constitución de la provincia de Jujuy, en su artículo 62, establece la obligación de los funcionarios o empleados públicos a quien se imputare delito cometido en el ejercicio de su cargo empleo de acusar judicialmente para vindicarse, bajo pena de destitución.

(59) Artículo 29: “La Legislatura debe sancionar una ley de ética para el ejercicio de la función pública, que observe los principios de probidad, prudencia, justicia, equidad, solidaridad social, idoneidad, responsabilidad y transparencia de los actos. La misma será aplicable, sin excepción, a todo funcionario provincial que se desempeñe en nombre o al servicio de cualquier poder u órgano, o en la administración pública centralizada o descentralizada, de manera temporal o permanente, honoraria o remunerada, consignando especialmente los deberes, incompatibilidades y sanciones aplicables.- Quienes ejercen la función pública deben presentar al inicio y cese de sus funciones una declaración jurada patrimonial integral, de carácter público, que incluirá sus antecedentes laborales y se actualizará anualmente”.

Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín – Guillermo C. Martínez – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 208)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA EL SIGUIENTE PROYECTO DE REFORMA:
Art….:  Agréguese como segunda parte del Art. 25 el siguiente texto: “Todo habitante de la Provincia, las personas jurídicas reconocidas en la defensa de derechos o intereses de incidencia colectiva y el Defensor del Pueblo podrán ejercer acción expedita, rápida y gratuita de amparo contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales, las Leyes de la Nación, la presente Constitución, las leyes dictadas en su consecuencia y los tratados ínter jurisdiccionales en los que la provincia sea parte.

La acción procederá cuando exista una afectación o se verifique el riesgo de una lesión a derechos difusos o de incidencia colectiva expresada en casos de discriminación, daño ambiental, garantías del usuario y el consumidor, así como desconocimiento o violación de los demás derechos consagrados y los reconocidos implícitamente por esta Constitución bajo el título de Régimen Económico y social”.
ROMERO – CARLIN – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ (Guillermo).
FUNDAMENTACIÓN
La incorporación al nuevo texto constitucional de la ACCION DE AMPARO COLECTIVO que estamos propiciando se fundamenta en los artículos 13 a 16 de la Ley Nro. 9768 de convocatoria a esta Convención reformadora así como en las consideraciones que pasamos a exponer.

1. Concepto. Alcance y caracteres

El amparo individual o clásico tuvo en la Constitución entrerriana de 1933 un reconocimiento contundente, amplio, operativo, que nos autoriza a considerarlo francamente de avanzada para su tiempo. Así surge del Art.25 como del riquísimo debate que precede a su sanción. De esa valiosa fuente rescatamos la opinión del convencional Gadea quien al respecto afirmaba: “Se trata de incorporar…una institución absolutamente nueva en el derecho constitucional argentino.” Y refiriéndose a la operatividad de esta garantía expresaba “nos parece razonable y jurídico crear el control jurisdiccional sobre la acción administrativa para velar por el imperio de la Constitución pero no en la forma lenta, pesada, ineficiente de los actuales procedimientos jurisdiccionales sino en los términos rápidos, enérgicos, eficientes que fijan los artículos 24 y 25 del despacho que estamos considerando…” En mérito a lo expuesto y a la propia experiencia de la Acción impulsada por los entrerrianos en una frondosa estadística jurisprudencial - nutrida por la mayor diversidad de situaciones- en la que durante más de setenta años los derechos vulnerados ó amenazados encontraron una protección adecuada, inmediata y efectiva ,ha sido una decisión acertada de quienes plasmaron el consenso político sellado en la Ley N° 9768, incluir el actual Art.25 dentro del llamado “núcleo pétreo” del texto a reformar. Efectivamente, el Art. 4° de la misma dispone que “La Convención Constituyente no podrá bajo pena de nulidad absoluta…apartarse de la competencia establecida en la presente Ley” y específicamente bajo el título “Deberá abstenerse de…Eliminar o modificar los principios, declaraciones, derechos y garantías contenidos en los artículos….23, 24, 25, 26, 27, 28 29, salvo lo referido a colonias penales agrícolas”.

Hoy sin embargo el proceso de creciente democratización y evolución de la sociedad en cuanto al ejercicio efectivo de los derechos individuales y colectivos y la estrategia asociativa para actuar con mayor eficacia y mejores resultados en la satisfacción de reivindicaciones compartidas demanda del ordenamiento jurídico un rediseño acorde a esta realidad. En esa línea la reforma constitucional de 1994 introduce a través del Art. 43 una de las figuras más novedosas para nuestro derecho público al consagrar la Acción de Amparo colectiva, según el siguiente texto:

"Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización" (2º párrafo)

Se trata claramente de una ampliación de la Acción de Amparo tradicional que incluye dos elementos de la relación para habilitar su ejercicio: que existan derechos afectados o restringidos y sujetos legitimados para interponerla.

Nos encontramos frente a una nueva categoría de derechos, los llamados “de tercera generación o de incidencia colectiva” (expresión a la que recurre el propio constituyente en la redacción de la citada disposición). En su base subyace una gama variada de intereses difusos, cuya violación afecta a la ciudadanía o por lo menos a una importante porción de ella, a un colectivo social. Ello sin desconocer la posibilidad de que existan particulares afectados, víctimas de un daño directo en sus personas y/o en sus patrimonios. En este universo se insertan los Art. 41 y 42 de la C.N.: derechos del medio ambiente, del usuario y consumidor, incluyendo la problemática de la discriminación, pasible de ser invocada para el acceso a la jurisdicción.

Tales intereses difusos se denominan así porque no se sitúan en cabeza de un sujeto determinado, sino que se encuentran difundidos o diseminados entre todos los integrantes de una comunidad siendo precisamente su protección el fundamento para la existencia de aquellos derechos. Es esa característica distintiva la que nos plantea ciertas cuestiones relacionadas con su ejercicio, siendo la de mayor complejidad procesal determinar quienes están habilitados para accionar ante la justicia, cuando no se puede invocar un interés legítimo o un derecho subjetivo ambas condiciones sine quanon para la procedencia del amparo individual o clásico.

Así nos introducimos en la consideración del problema de la legitimación activa cuestión que ha evolucionado en su tratamiento particularmente con respecto a la defensa del derecho a un ambiente sano. Se trató de resolver el problema del hombre y su entorno. Resulta evidente la necesidad de establecer un ordenamiento jurídico que regule las relaciones de derecho público y privado orientando las conductas hacia el uso racional de los recursos y a la preservación del medio ambiente para asegurar una calidad de vida saludable y mantener un desarrollo sustentable que proyecte iguales condiciones para las futuras generaciones.

Esto incluye también la necesidad de articular una acción preventiva que se adelante al acaecimiento de los hechos para evitar la producción de daños, actuando ante la amenaza que puede generar un proyecto, una obra ó la utilización inadecuada de recursos.

La incorporación de esta figura plantea un desafío nuevo para el derecho procesal y el derecho administrativo puesto que se amplía el trípode: derecho subjetivo-interés legítimo-interés simple. Estamos en presencia de un escenario “atípico”: los intereses invocados no están en cabeza de un sujeto determinado, son de la comunidad; los afectados no se encuentran relacionados por un vínculo previo y concertado y hasta cabe la hipótesis de su protección ante la amenaza de un daño aun no concretado.

Pero es cierto que en este proceso y aun con dificultades, el Derecho constitucional va dando respuesta a una altísima gama de intereses generales, públicos, fraccionados, pero ciertos y con jerarquía, que requieren de una protección de marcado carácter preventivo como es característico en el derecho ambiental. Se trata de una coparticipación colectiva de intereses que por su naturaleza implican pero trascienden la esfera individual. ¿Cómo proteger entonces la lesión al ambiente o a otro bien de tipo colectivo? Los intereses difusos deben ingresar en la jerarquía constitucional porque nuestra realidad así lo indica ya que si bien no se puede demostrar un perjuicio personal o actual, quien participa de un destino colectivo que comprende a todos los damnificados actuales o potenciales, puede invocar una suerte de "cuota parte" que como tal le da derecho a recurrir ante la justicia.

Esta recurrente referencia al tema del Medio ambiente y los derechos emergentes es una imposición de nuestra realidad. Se trata evidentemente de una cuestión que irrumpe con enorme fuerza é interés en la agenda pública del presente milenio aunque el impulso inicial reconoce como factor esencial a la comunidad a través de sus organizaciones específicas e inclusive por asociación espontánea, ante un perjuicio real o inminente a su entorno ambiental. (ref. Gualeguaychú organización y movilización de todos los sectores locales en contra de la instalación de las plantas procesadoras de celulosa por su inminente contaminación del Río Uruguay y en consecuencia del Medio ambiente).

El tema de la legitimación

Alternativas en el Derecho comparado:
a) Ombusdman

b) El "denunciante" o "fiscal privado" (Gran Bretaña)

c) Organizaciones no gubernamentales registradas a esos efectos

d) "Class actions”. En los EEUU se trata de una modalidad contemplada sobretodo a nivel estadual. Ellas son muy utilizadas en las demandas por actos ilícitos extracontractuales. Caso de la multa impuesta por un jurado de Alaska a los accionistas de la Exxon Corporation a favor de los vecinos de ese Estado. Era sólo necesario acreditar la residencia allí

e) Acciones populares. Un ejemplo de este tipo de instrumento lo encontramos en la Constitución de Colombia (1991)

f) Amparo colectivo. Ahora incorporado a nuestra ley fundamental

Antecedentes en nuestro país:
En la Jurisprudencia
Tribunal de 1º Instancia Civil, Com y Minas de Mendoza No 4 (2/VIII/86) "es procedente recurrir a la acción de amparo para brindar efectiva protección a los intereses colectivos e impedir que la acción u omisión del Estado o de los particulares hagan ilusoria la efectividad de las garantías constitucionales(...), para resolver la cuestión acerca de la legitimación de quienes requieren protección jurisdiccional para los intereses colectivos por su pertenencia indiferenciada a un número indeterminado de personas, las técnicas clásicas de protección jurisdiccional se revelan ineficaces, tal vez porque están imbuidas de un criterio excesivamente individualista y patrimonial de la juridicidad".

En la Legislación:

En primer lugar y de acuerdo al principio de la supremacía constitucional recordamos nuevamente al antes citado Art.43 de nuestra Ley Fundamental, según texto reformado en 1994.

Podemos recurrir a otros supuestos de legitimación reconocidos en el derecho positivo argentino para la defensa de derechos ajenos o compartidos: 

Legitimación del Ministerio Público, ley 1893, art. 117, inc 6. 

Legitimación del Ministerio pupilar, ley 1893, art. 140. 

Controlador General de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires (Ordenanza no 40.839) para tutelar intereses de la comunidad. 

También se les reconoce la posibilidad de accionar a particulares, en los siguientes supuestos:
* Para que se declare insano al demente furioso o que incomode a los vecinos (Código Civil, art. 144, inc. 5o)
* Para la detención y entrega del delincuente que se encuentre in fraganti (art. 3, Código Penal) - Para la interposición de recurso de habeas corpus a favor de tercero 

En defensa de derechos electorales (art. 90, Código Electoral)

La legitimación en el art. 43 C.N.
La reforma de nuestra Constitución nacional reconoce legitimación propiamente dicha a favor de tres sujetos:
a) El "afectado": decíamos que la situación ha quedado en cierto modo despejada con la instrumentación de esta herramienta jurídica (el amparo colectivo), aunque no totalmente, pues todavía falta la disposición legal o la interpretación judicial que fije el verdadero alcance de los legitimados. El término “afectado” ha dado lugar a diversas interpretaciones. Por una parte, una visión restringida, estima por afectado a aquel que es titular de un derecho subjetivo, lo que resulta claramente aplicable para el caso del Amparo clásico ó individual. Por otra parte, la posición amplia, piensa que una interpretación conjunta de los términos "afectado" y "derechos de incidencia colectiva en general", permite suponer una consagración de la legitimación para actuar a cualquier afectado en reclamo de derechos colectivos.

Adhieren a esa postura Walsh, J. R.: "El medio ambiente en la nueva Constitución argentina". La Ley, Suplemento de Derecho Ambiental, Año 1, No 1 (6/12/94). Sostienen una interpretación similar, entre otros: Bidart Campos, Germán J.: "Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino", Tomo VI, "La reforma constitucional de 1994", Ediar, Bs. As. 1995 y "La legitimación procesal activa en el párrafo segundo del art. 43 de la Constitución", El Derecho, 6/2/96; Morello, A.M.: "El amparo después de la reforma constitucional, Revista de Derecho Privado y Comunitario, Santa Fe, 1994, No 7; Gozaini, O. A.: "La noción de afectado y el derecho de amparo", El Derecho del 22/11/95.

Sagues, Morello y B. Campos entienden que con la palabra "afectado" se cubre la legitimación para amparar intereses difusos (de incidencia colectiva general). Se debe acreditar un mínimo interés razonable y suficiente.

En la vereda de enfrente, es decir favorable a la doctrina restringida que asimila al afectado con el titular de un derecho subjetivo y por lo tanto que persigue la satisfacción de un interés legítimo se ubican principalmente Casagne, quien considera que: "si bien la cláusula constitucional permite interponer esta acción a toda persona (art. 43, 1º parte), la segunda parte de dicho precepto exige como requisito, para el acceso al proceso de amparo individual, que se trate de un afectado, es decir, de una persona que haya sufrido una lesión sobre sus intereses personales y directos, por lo que no cabe interpretar que la norma ha consagrado una suerte de acción popular al que, salvo los supuestos de excepción contemplados (Defensor del Pueblo y Asociaciones de interés publico) la cláusula permita la legitimación de los intereses difusos o colectivos en cabeza de los particulares" (Casagne. 1995:3) y en el mismo sentido (Barra:1994:1043).
b) Defensor del Pueblo: su habilitación es una resultante del papel que cumple este nuevo actor institucional como instancia pública de defensa de los intereses generales. La Reforma que estamos concretando deberá introducir esta nueva Institución de conformidad a lo previsto en la Ley N°. 9768 Art.1° inc. 22, la que ha recogido el espíritu y la letra de nuestra Constitución Nacional reformada y pretende posicionarse en sintonía con un creciente y conciente proceso de participación popular y defensa de los derechos humanos fundamentales y las garantías que hacen a su ejercicio efectivo.
c) Asociaciones registradas:
Es un tema de indudable importancia en la sociedad actual. En atención al quehacer de estas asociaciones la sociología y la politologia las han definido como “el tercer sector” por su cogestión con el Estado en la inteligencia y resolución de ciertas cuestiones colectivas esenciales. Resulta insoslayable que el nuevo texto constitucional imprima un mandato constitucional para que la Legislatura establezca en un plazo cierto y definido las condiciones que deben acreditar para su reconocimiento, no sólo a los efectos de su legitimación en el Amparo colectivo sino para la asignación de otros roles de implicancia social.

3. La experiencia reciente en el campo del medio ambiente

Como adelantáramos precedentemente, la defensa de los intereses difusos y la ampliación de la legitimación activa para posibilitar la apertura de la justicia, rompiendo con los esquemas procesales clásicos, ha venido de la mano, en gran medida, de la defensa del ambiente. Al respecto veamos los siguientes precedentes:
Un pronunciamiento de la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo, Sala III, 8/9/94 (Schroder, Juan c/Estado Nacional (Secretaría de Recursos Naturales) s/amparo, ED. 14/12/94), ha establecido una primera interpretación del alcance de la legitimación que establece la norma a los efectos de la defensa de intereses de tipo colectivo. Al respecto, le reconoce legitimación a un vecino de la localidad elegida para la construcción de una planta de tratamiento de residuos peligrosos. El nombrado entra dentro de la categoría de "afectado" y se considera válida su pretensión de anular el correspondiente procedimiento licitatorio. En lo relativo a esto último la sentencia hace valer el derecho consagrado en el art. 41 de la Constitución Nacional. Asimismo, considera luego de una detallada fundamentación que en la especie no se ha cumplido con los requisitos de evaluación del impacto, ni de celebración de audiencias públicas, prescriptos en la ley 24.051. En cuanto a la legitimación del amparista la Corte expresa que "el problema de la legitimación de los particulares no debe constituir una verdadera denegación del acceso a la justicia de quienes se ven afectados por una medida estatal. Si la apertura de la jurisdicción no es garantizada, concurriendo desde luego, los requisitos señalados, ¿qué garantía de juridicidad se ofrecerá a los ciudadanos, si no pueden contar con una auténtica defensa de sus derechos?".

Luego del citado fallo se produce otro pronunciamiento en el mismo sentido (Séller, M. L. c.MCBA s/amparo (CNCiv., sala D, agosto 28-1995, publicado en El Derecho 22/11/95, con nota de O. Gozaini). Nos parecen relevantes los siguientes Considerandos de dicha sentencia: "Cualquiera sea la posición que se adopte frente al art. 43 de la Constitución Nacional, no cabe duda de que la actora se encuentra legitimada para reclamar por un predio cuyas condiciones son inconvenientes para los habitantes de la ciudad y para las personas que en él habitan y que se encuentra ubicado a pocos metros de su domicilio real. Ello es así, en tanto no puede negarse que lo que allí acontece la afecta de un modo directo".

En la causa “Moro y otros c/Municipalidad de Paraná”, recientemente resuelta por el Tribunal Superior entrerriano, los magistrados intervinientes en las dos instancias del juicio adhieren a la postura amplia de consideración del término "afectado". En tal sentido su actitud se inscribe en el mismo camino que con posterioridad a la reforma constitucional han transitado los otros dos casos citados. En el presente fallo, al igual que en los dos anteriores el "afectado" aparece de algún modo bajo el ropaje de "vecino". Es cierto que en esta sentencia no se utiliza el termino, como en sus precedentes, pero de hecho se le reconoce calidad de amparistas a un grupo de personas que en su calidad de ciudadanos y de vecinos próximos al lugar donde se está efectuando la construcción de un albergue deportivo, se sienten agraviados por los efectos que sobre el ambiente producirá dicho emprendimiento. En este caso se extiende la noción de ambiente a la defensa del patrimonio histórico y cultural, ya que la obra que se estaba efectuando atacaba el Parque Rivadavia en su fisonomía y modo de utilización y por ello producía un daño grave e irreparable (de llegar a su culminación) en el entorno "histórico-referencial" dentro del cual transcurre la existencia de una comunidad humana.
4. Amparo colectivo y discriminación

Es materia de discriminación, la figura ofrece un amplio campo de acción que permite la aplicación en ámbitos diversos de aquellos estrictamente considerados dentro de los derechos de tercera generación. Así, nos parece que esta consideración puede abrir la legitimación a grupos o individuos que invoquen un interés de resultas de actos u omisiones basados en normas que desconocen de manera arbitraria y manifiesta los derechos fundamentales surgidos de la Constitución y de los tratados internacionales, sobre todo aquellos que tienen jerarquía constitucional (Art. 75, inc. 22 C.N.). Todo este tipo de transgresiones, en la medida que afecten los derechos sociales, políticos, culturales o económicos, pueden traer aparejada la discriminación que menoscabe a un grupo determinado de personas, sea por su posición económica o social o por cualquiera de las restantes causales consideradas en el derecho internacional de los derechos humanos. En este punto nos parecer fundamental rastrear las bases para la operatividad de este tipo de tratados. Al respecto, existe una abundante jurisprudencia comparada, ya que en última instancia acá se encuentra el secreto sobre la eventual aplicación de estas cláusulas. Desde el punto de vista del individuo, la consideración primaria será la medida o extensión en que las disposiciones de los tratados tienen efecto dentro del sistema jurídico interno" (Travieso: 1996, 142).
Cuando el Pacto de San José de Costa Rica (Convención Americana sobre Derechos Humanos) (art. 1), aprobado por la ley 23.054, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2.1), al igual que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 2.2) establecen el deber de los Estados de respetar y garantizar todos los derechos que cada uno de tales tratados contiene obligan a no discriminar para su ejercicio entre las personas. Y cuando enunciativa mente mencionan cuáles son los motivos por los cuales queda prohibida la discriminación, citan "..., posición económica" o "cualquier otra condición social". P. ej.: Art. 2.2. (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales): "Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en el se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social".
Recordemos que los tres instrumentos citados poseen jerarquía constitucional a partir de la reforma constitucional de 1994 (art. 75, inc. 22), no olvidemos que todos estos tratados son los que de conformidad con lo que dispone el nuevo inc. 23 del citado artículo, obligan a la promoción y a la adopción de medidas positivas para el pleno goce y ejercicio de los derechos.

Al respecto, el texto constitucional provincial deberá tener una cláusula expresa de reconocimiento a la aplicación rectora de los Tratados incluidos en la Constitución de 1994( Art. 31 y 37) así como otros que incumben directamente a nuestro destino como provincia y región – caso Tratado del Río Uruguay- Ello corresponde de conformidad al Art. 1° inc. 21 De la Ley N° 9768.

También entendemos que sin alterar el contenido de la figura tal cual está reglada en los Art.25 y 26 de nuestra Carta Magna provincial- así lo dispone la Ley N° 9768- deberíamos construir la cláusula despojándola de su condición como “vía subsidiaria, procedimiento heroico, cuando se han agotado los demás procedimientos administrativos ó judiciales”, ya que su apertura resulta más coherente con la nueva tipificación del Art. 43 C.N.

Esta idea está abonada por sana evolución lograda de la mano de la aplicación judicial en materia de amparo en general, independientemente de su categoría individual colectiva. Antes de la reforma constitucional nacional, el amparo fue concebido en nuestro medio jurídico como un andamiaje subsidiario. Cuando se insiste en la exigencia de haber dejado exhaustos a los demás procedimientos administrativos y/o judiciales, o cuando se circunscribe a un radio limitado el alcance del conocimiento del juez amparista, se esta diciendo -ni más ni menos- que el amparo deviene un último recurso, luego de haber intentado todos los demás mecanismos posibles que depara el ordenamiento jurídico en su arsenal procesal"(Carnota. 1995:1 y 2).

Lo interesante es que precisamente la nueva jurisprudencia ha tendido a considerar al amparo como alternativa principal y no subsidiaria.

Resulta altamente ilustrativo- entre otros- el fallo emitido habilitando la acción a una persona a quien el Instituto de Obra Social le había retirado las prestaciones médico –asistenciales, según los Considerandos del voto del Dr. Pérez Delgado: "Un texto legal que ha reglamentado el amparo sobre la base de un distinto soporte constitucional, no se puede considerar vigente frente a un nuevo texto de la Constitución que lo ha regulado de modo autosuficiente". La decisión se apoya en la doctrina Morello, Spota y en particular el magistrado cita la opinión de Rivas, "quien además, sostiene expresamente que el nuevo texto constitucional importa la derogación de los condicionamientos impuestos por el art. 2 de la ley 16.986, inclusive el plazo de caducidad que contemplaba el inc.e"(Guezamburu, I c/IOS s/Amparo- Causa 30.317/95).

Además, los jueces han decidido sobre la operatividad inmediata del amparo; en consecuencia, no han esperado ley reglamentaria alguna para hacer lugar a los amparos que eran sometidos a su consideración. Han aplicado la argumentación derivada de los casos Siri y Kot, que en lo fundamental estableció que: "las garantías individuales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar consagradas en la Constitución e independientemente de las leyes reglamentarias".

Conclusión: entendemos que lo expuesto resume las razones de hecho y derecho que sustentan la iniciativa propuesta. Agregamos como un dato de relevancia por la naturaleza de la tarea que nos ha encomendado la ciudadanía, los antecedentes consagrados en una enorme mayoría de Provincias que consumaron su proceso de reforma constitucional con posterioridad al año 1994.  Por citar algunas: de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Art.14 y sigues.- Provincia de Buenos Aires- Art.20-, Chubut – Art.11 incluye especialmente el “Amparo ambiental”,  Córdoba – Art.53 “Protección de los intereses difusos”, así también las más recientes de Chaco y Corrientes.

Pero el argumento de mayor contundencia sin duda es nuestra responsabilidad como constructores de un nuevo código orientador de comportamientos y relaciones para el Estado y la ciudadanía, de crear, junto a los derechos consagrados las garantías indispensables para su ejercicio. Es la única herramienta que el Derecho pone a nuestra disposición para que los derechos de incidencia colectiva y los intereses  difusos que nos habilita a incorporar la propia Ley N° 9768 encuentren su efectiva protección, la seguridad de su ejercicio y no se transformen en una mera enunciación retórica, una ficción jurídica inaceptable para la oportunidad histórica que esta convención nos presenta. Fundamentalmente, con la mirada puesta en la sociedad entrerriana, artífice y destinataria principal de esta construcción recordemos como una sentencia para todos los tiempos la del Juez Patterson citado por los convencionales de 1933 “La constitución es la obra del pueblo mismo, en su capacidad soberana, originaria é ilimitada”.

La ley de convocatoria, por último, habilitó con toda claridad la incorporación de la protección de intereses difusos y colectivos y su tutela a partir de acciones judiciales específicas (inc. 16, Art. 1). De tal modo, estamos reforzando la garantía de exigibilidad de los derechos a través de prever el amparo colectivo.

Margarita R. Romero – Miguel A. Carlín – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 209)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…).- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 34, en tutela de la observancia de esta Constitución, establécese que los magistrados, funcionarios y empleados nombrados por representantes del Gobierno Nacional revistiendo la condición de intervención federal o cualquiera otra denominación que importe gobernar por decisión de la Nación, tendrán carácter precario y transitorio debiendo cesar en sus cargos al culminar la intervención de la representación federal en el gobierno local, dicho cese será de pleno derecho a los noventa días de asumir las autoridades provinciales electas, salvo que mediare expresa confirmación o nuevo nombramiento de éstas.

CARLIN – ROMERO – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ, (Guillermo)
FUNDAMENTOS

Lamentablemente la historia ha mostrado numerosas ocasiones en las que las autoridades provinciales legítimamente elegidas por el pueblo de las misma resultan reemplazadas por representantes del Estado Central, sea bajo la forma de intervención federal en los términos del art.6° de la Carta Magna o con la denominación de “Comisionado” o hasta de “Gobernador” cuando la acción de los usurpadores del poder por actos de fuerza contra el orden constitucional y el sistema democrático se extiende a la órbita local, avasallando la autonomía provincial.
Los delegados del Gobierno Nacional, no solo proceden a desplazar a magistrados, funcionarios y empleados nombrados con arreglo a las normas locales, haciéndolo generalmente mediante una mera resolución, hasta de funcionarios de rango inferior, o a través de una lacónica comunicación que informa la segregación de quien ocupa el cargo. El reemplazo de la persona separada de la función se hace de un modo ajeno al sistema constitucional o legal entrerriano, lo que justifica plenamente brindarle carácter precario a tales designaciones.
No ingresaremos al debate sobre la inconstitucionalidad ostensible de las intervenciones a los poderes judiciales, tanto más cuando ellas son autónomas, esto es cuando se focalizan exclusivamente a las judicaturas provinciales. Ello en virtud que todas las constituciones locales regulan de manera puntillosa la forma de destitución de los magistrados y funcionarios judiciales, a los fines de preservar la garantía de inamovilidad de los mismos. Tal situación es extensible a los integrantes de otros organismos, cuyos integrantes tienen estabilidad constitucional (vg. Tribunal de Cuentas; Director General de Escuelas y vocales del Consejo General de Educación, Contador y Tesorero General de la Provincia, entre otros), los que no pueden ser apartados de sus cargos sino mediante la sustanciación del respectivo juicio político sea ante la Legislatura o ante el Jurado de Enjuiciamiento, pero nunca sustituyendo tales sistemas por el exclusivo arbitrio del gobernante foráneo.
Pero es más, si se tiene en cuenta que el Superior Tribunal de Justicia es el supremo intérprete de la Constitución Provincial, su reemplazo por otras personas a través de una designación marginada del sistema complejo instrumentado para hacerlo, esto es la intervención del Consejo de la Magistratura, cuando corresponde, y el acuerdo senatorial, implica mutar la inteligencia constitucional por personeros del interventor federal, cuando - justamente - la función política más trascendente del Superior Tribunal de Justicia es la de custodiar la Carta Entrerriana y darle a sus disposiciones la inteligencia correspondiente (art. 167,inc.1°,ap.c) e inc.2°, ap. a) de la misma.
Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 210)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°) MODIFICASE el artículo 82 de la Constitución Provincial, el que quedará redactado de la manera siguiente:

ARTICULO 82°) Las leyes pueden tener origen en cualesquiera de las cámaras, por proyectos presentados por sus miembros, por el Poder Ejecutivo, por el Superior Tribunal de Justicia cuando se tratare de materias vinculadas a la órbita judicial, tales como la organización y procedimientos de la justicia, creación y funcionamiento de servicios conexos y complementarios y de asistencia judicial, o establecimiento de nuevos organismos judiciales, y por el pueblo ejerciendo el derecho de iniciativa popular del modo previsto por esta constitución.

CARLÍN – ROMERO – KUNATH– FEDERIK – MARTÍNEZ, (Guillermo).
FUNDAMENTOS

Propiciamos la modificación del art. 82 que reduce la iniciativa parlamentaria a los legisladores y al Poder Ejecutivo, confiriéndola también al Poder Judicial en materias de su incumbencia, tal como se ha aceptado ya en  diversas provincias argentinas (vg. Chaco, arts. 117 y 162, inc. 8°; Chubut, arts.136 y 176; etc.), además de incorporar la iniciativa popular, la que se impulsa por otro proyecto, entre los nuevos derechos que cabe reconocer al pueblo entrerriano.
Los proyectos legislativos, ampliando su iniciativa  del modo propuesto, permitirá que el Poder Judicial pueda impulsar los vinculados a su esfera y el reconocimiento expreso de la iniciativa popular.
Por tales razones y las que expresaremos en su oportunidad es que solicitamos se apruebe el proyecto que traemos.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 211)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°) Modificase el artículo 2° de la Constitución Provincial, el que quedará redactado en los siguientes términos: “El territorio de la Provincia queda dividido en diecisiete departamentos denominados: Paraná, Diamante, Victoria, Gualeguay, Gualeguaychú, Uruguay, Colón, Concordia, La Paz, Villaguay, Tala, Nogoyá, San José de Feliciano, Federación, Federal, Islas del Ibicuy y San Salvador, con los límites que les acuerdan las leyes vigentes y sin perjuicio de la facultad legislativa de crear otros y modificar la jurisdicción territorial y administrativa.”

CARLÍN – ROMERO – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ, (Guillermo).

FUNDAMENTOS

Debido a que mediante diversas leyes se crearon los Departamentos: Federal (1972), Islas del Ibicuy (1984) y San Salvador (1995), en virtud de la facultad otorgada a la Legislatura Provincial por la última parte del artículo 2 de la Carta Magna Entrerriana es que resulta necesaria la actualización de la primera parte de dicho dispositivo mediante la agregación de las tres nuevas circunscripciones políticas de nuestra Provincia, a los efectos de ajustar la norma a los diecisiete de tales distritos que hay en la actualidad, sin perjuicio de los que pueden establecerse en el futuro.
Por tal razón interesamos la aprobación del proyecto precedente.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

LXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 212)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°) SUSTITUYESE al artículo 64, primera parte, de la Constitución Provincial por el siguiente texto: “Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias todos los años desde el 15° de febrero hasta el 15 de diciembre”.

CARLÍN – ROMERO – MARTÍNEZ, (Guillermo) – FEDERIK – KUNATH.

FUNDAMENTOS

La Constitución local ha fijado en el art. 64 un periodo ordinario de sesiones de solo cuatro meses, a partir del 1° de julio de cada año, siendo ello compatible con el criterio imperante por entonces de contar con un Poder Ejecutivo bonapartista, que ejercitara con amplitud el poder, mientras que el parlamento debía reunirse ordinariamente una tercera parte del año calendario para considerar un número reducido de leyes que se requerían para la Provincia.
El rol de la Legislatura en la actualidad no responde a tal concepción, al punto tal que en las últimas décadas el Poder Legislativo ha ejercido la potestad del art. 66 y prorrogado regularmente sus sesiones por todo el año calendario. El período que se propone en el proyecto precedente es el mismo que se adoptó en el art. 131 de la Carta Magna de Santiago del Estero, dejando a salvo la potestad del Poder Ejecutivo para convocarla a sesiones extraordinarias o, por si sola y con un tercio de votos de sus miembros, prorrogarlas.
Por las razones expuestas solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 213)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°): SUPRIMESE el apartado g) del artículo 167°, inc. 1° de la Constitución de la Provincia.

Artículo 2°): INCORPORASE a las disposiciones transitorias el siguiente dispositivo: “Artículo….- Hasta tanto se dicte la norma que determine los órganos competentes para resolver las solicitudes de libertad condicional de los penados, facultase al Superior Tribunal de Justicia a dictar la acordada pertinente que señalice los organismos jurisdiccionales competentes para atender dichos trámites, los que deberán asegurar inexcusablemente la asistencia letrada del solicitante y la intervención del Ministerio Fiscal durante todo el desarrollo del mismo.

CARLÍN – ROMERO – MARTÍNEZ, (Guillermo) – FEDERIK – KUNATH.
FUNDAMENTOS
La libertad condicional exige para su otorgamiento al penado satisfacer diversos requisitos impuestos por los artículos 13, 14 y 15 del código penal (con las modificaciones introducidas por la ley 25.892/04), los que pueden sintetizarse en tres: dos tercios de la pena satisfechos mediante encierro carcelario, no ser el solicitante reincidente y haber tenido un cumplimiento regular de los reglamentos carcelarios.
El art. 167° inc. 1° apartado g) de la Constitución Provincial ha determinado la competencia originaria y exclusiva del Superior Tribunal de Justicia para su acordamiento.

La decisión en materia de libertad condicional tiene aristas de complejidad. Si se tiene en cuenta que la norma al imponer los recaudos objetivos para su otorgamiento impone el encierro penitenciario efectivo, se ha dado el debate sobre el cómputo del mismo cuando él no se ha operado en establecimientos carcelarios (vg.: en comisarías durante periodos prolongados; o sometimiento al régimen de prisión domiciliaria, etc.); o bien cuando se trata de interpretar el concepto de reincidencia con arreglo al art. 50 del código penal, dando lugar a numerosos fallos que no han sido pacíficos en la interpretación. Más complejo resulta aún el determinar si ha mediado un “cumplimiento regular de los reglamentos carcelarios”, lo que exige meritar toda la internación del penado para concluir si tal recaudo se ha satisfecho, tanto más si se tiene en cuenta que el mismo no es sinónimo o equiparable a la buena conducta.
La comprobación de concurrir los requisitos para su otorgamiento han determinado que el trámite se inicie con una solicitud del interno ante el Servicio Penitenciario, el que se expide a su respecto acompañando todos los antecedentes del solicitante y los informes respectivos, elevándolo al Superior Tribunal para que se expida. En la órbita del Alto Cuerpo se requiere la remisión del Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad interviniente de los expedientes vinculados al promotor del trámite, para contar con todos los elementos valuables, y previa vista al Ministerio Fiscal se expide otorgando o denegando la pretensión liberatoria.

Si se advierte que puede – hipotéticamente – tratarse de un condenado a 15 años de prisión, que ha satisfecho dos tercios de la pena, estará en juego nada menos que cinco años de continuidad o no del encierro penitenciario, lo que determina que no se trate de una cuestión menor, sino de un tema importante. Y ahí aparece, conforme el procedimiento instrumentado en nuestra provincia, la primera lesión constitucional que es nada menos que al derecho de defensa del art. 18 de la Carta Magna, ya que al penado se le limita su intervención a la presentación de un formulario impreso con el que se inicia el trámite, sin intervención alguna de letrado defensor para que lo asista técnicamente, acopiándose la documentación, informes y dictámenes del Servicio Penitenciario y los judiciales, omitiéndose darle traslado de la misma al solicitante para que se expida sobre su mérito, siendo oído exclusivamente el Ministerio Fiscal, de cuyo dictamen tampoco se le corre vista al pretendiente, que carece de toda intervención posterior a su solicitud hasta que recae la sentencia que resuelve su situación. Pocas veces de una manera tan diáfana se advierte la conculcación al derecho defensivo del afectado.
Pero además, la disposición constitucional cuya supresión se propicia establece que en materia de libertad condicional el Superior Tribunal provincial ejercerá competencia originaria y exclusiva. De ahí que quien toma la decisión a este respecto es el tribunal superior de provincia, resulta claro que una eventual resolución denegatoria no posibilitará la deducción de recurso alguno que revise dicho temperamento.
Dicha circunstancia se opone, claro está, al derecho del condenado a propiciar la revisión jurídica de una decisión jurisdiccional que lo agravió y, por ello, lesiona el derecho al recurso reconocido por el artículo 8.2.h de la Convención Americana de Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
Asimismo, tal regulación normativa conculca la doctrina que en punto a este tópico acuñara la Corte Interamericana de Derechos Humanos a partir del fallo que dictara en el caso “Herrera Ulloa c/ Costa Rica”, receptado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en “Casal, Matías Eugenio” del 20/9/2005; “Martinez Areco”, y numerosos y reiterados fallos posteriores y pacífica doctrina en igual sentido, aún antes de haber acuñado la suya el Alto Tribunal Federal, de la Sala de Procedimientos Constitucionales y Penal de nuestro Superior Tribunal de Justicia.
Si bien el artículo 478 del Código Procesal Penal de la provincia de Entre Ríos declara expresamente recurribles por vía de la casación a aquellas sentencias que “denieguen la extinción o suspensión de la pena”, lo cierto es que ello en este caso en concreto resulta imposible en términos materiales, dado que quien resuelve el pedido de libertad condicional es el Máximo Tribunal Entrerriano no  habiendo otro órgano que pueda entender ante un hipotético recurso, salvo el remedio federal del art.14 de la Ley 48.
Ello así cabe aseverarse que media,  por lo menos, un compromiso en el deferimiento de la competencia en materia de libertad condicional a las garantías del art. 8.2.h. CADH. Hallándose en juego, también, las normas internacionales constitucionalizadas por el art. 75 inc. 22 de la C. N. (Artículo 5 inciso 6º, Convención Americana sobre Derechos Humanos - Pacto de San José de Costa Rica, Artículo 5, Declaración Universal de Derechos Humanos, Artículo 7, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Artículos 1 y 16, Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes -Leyes Nº 23.338 y Nº 25.932-).
Por todo ello se impone la abrogación propiciada. Asimismo y siendo materia legislativa la atribución de competencia para entender en los trámites de libertad condicional a jueces inferiores, hasta tanto se dicte la norma respectiva se propone que por una disposición transitoria se faculte al Superior Tribunal de Justicia a determinar los organismos competentes en forma transitoria.
En mérito a lo expuesto y razones que se darán oportunamente es que solicitamos se apruebe el proyecto adjunto.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 214)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°): AGRÉGASE al artículo 99 de la Constitución Provincial el siguiente texto: “Son causales para el enjuiciamiento político la incapacidad física o mental sobreviniente, los delitos dolosos cometidos fuera de sus funciones, los delitos en el desempeño de ellas o el mal desempeño del cargo.”

CARLÍN – ROMERO – MARTÍNEZ, (Guillermo) – FEDERIK – KUNATH.

FUNDAMENTOS

Recuerda VERGARA, con cita a nuestro comprovinciano GONZALEZ CALDERON, que “La naturaleza del juicio político fue claramente definida por el senador Summer, en el caso del presidente Johnson: `En su verdadero carácter, el juicio político, tal como he podido entenderlo y debo declararlo, es un procedimiento político, con propósitos políticos, que está fundado en culpas políticas, cuya consideración incumbe a un cuerpo político y subordinado a un juzgamiento político tan sólo´” (DERECHO PUBLICO PROVINCIAL, bajo la dirección de PEDRO J.FRIAS, Ed.Depalma 1985, pág.291).
A su turno señala NESTOR PEDRO SAGÜES, que “… es un mecanismo de saneamiento institucional, destinado a desplazar a magistrados y funcionarios no idóneos para desempeñar un cargo, de ahí su matiz político (Tocquiville, Brossard, Tucker)” (Elementos de Derecho Constitucional, T.I., Nº 627, pág.688).
Así considerado, en orden a la responsabilidad política que tienen los funcionarios sujetos al juicio político en virtud del artículo 97 de la Constitución de Entre Ríos, esto es, el Gobernador, el Vicegobernador, los Ministros del Poder Ejecutivo y los miembros del Superior Tribunal de Justicia puede comprenderse la razón por la que el constituyente haya estimado que la destitución o no de los mismos lo sea por importantes motivos que evidencien un mal desempeño en el cargo, cuya gravedad es ponderada por una mayoría calificada de dos tercios de los diputados para formular la acusación y dos tercios de los senadores para votar la segregación (arts.103 y 109, ídem), pudiendo las razones fundantes de la decisión constituir o no delitos (art.110), sin estimar necesario señalar las causales en el texto constitucional.
Aún cuando la Constitución Nacional aparentemente parezca adoptar un criterio distinto a la Provincial (art.53) no ha sido así, ya que en ambos casos el constituyente ha brindado al legislador un amplio campo para la apreciación de la magnitud de las razones invocadas para considerar que el magistrado o funcionario del que se trate debe o no ser destituido de su cargo. Para ello la Carta Federal emplea el concepto elástico de “mal desempeño”.
CARLOS MARIA BIDEGAIN señala que este enjuiciamiento se diferencia de los procesos judiciales porque se realiza ante un órgano político y “éste aplica conceptos (“mal desempeño”, “mala conducta”) mucho más abiertos a la apreciación discrecional que las normas jurídicas aplicables por los tribunales judiciales en los juicios penales, ceñidos por la exigencia de una estricta tipificación normativa de las conductas punibles y por la exclusión de la aplicación de la ley por analogía” (Nº 752), para continuar aseverando que “La causal de “mal desempeño” abre tan amplio margen de apreciación discrecional que prácticamente borra las aparentes limitaciones jurídicas de las otras dos causales, referentes a conductas tipificadas en la ley penal. Reconocen los comentaristas de estos textos que, aunque la conducta de los sometidos a estos procesos no encuadre perfectamente en las figuras penales, su apreciación por la acusación o por el tribunal como desvaliosa basta para sustentar la acusación y destitución por “mal desempeño”. Opera como cortapisa para prevenir abusos la exigencia de que tanto la acusación como la condena sean resueltas por mayoría de dos tercios. Debe reconocerse que ha sido bastante eficiente, ya que la obtención de esa mayoría en las dos cámaras por un solo partido ha sido un hecho excepcional y, hasta podría decirse, anormal. Excluido ese supuesto, no es fácil formar esa mayoría mediante una concurrencia bipartidista o multipartidaria, si no existen serios fundamentos para la acusación o la condena. Otra traba para la condena arbitraria es la exigencia de que el juicio se haga públicamente, bajo el control de la opinión general” (Curso de Derecho Constitucional, T.IV, Ed. Abeledo-Perrot, 1996 Nº753, pág. 185/186).
Con la claridad expositiva que lo caracteriza GERMAN BIDART CAMPOS dice que “Mal desempeño es lo contrario de “buen” desempeño. La fórmula tiene latitud y flexibilidad amplias. Mientras los delitos en ejercicio de la función o los crímenes comunes circunscriben la causa a una figura penal preexistente en la constitución o en la ley penal, el mal desempeño carece de un marco definitorio previamente establecido. No está descripto el concepto constitucional de mal desempeño.
Por ello, estimamos que el mal desempeño puede no ser doloso ni culposo, y provenir -por ej.- de causas ajenas a la voluntad del funcionario. Un presidente que perdiera el uso de la razón, o padeciera una hemiplejia, y no renunciara o no pudiera renunciar, sería pasible de juicio político. El hecho de que la constitución hable de responsabilidad, de acusación y de declaración de culpabilidad no tiene alcance subjetivo, sino objetivo -e incluso, en casos como los ejemplificados, extraño a la propia voluntad del imputado-.
Entendemos que el “mal desempeño” no es susceptible de ninguna reglamentación infraconstitucional, porque normas ajenas a la constitución no pueden delinear la figura ni fijarle supuestos configurativos, ya que es el senado el que, de acuerdo a su juicio, puede y debe valorar por sí mismo si tal o cual conducta implica desempeñarse mal, por lo que ninguna norma fuera de la constitución puede vincularlo a encuadrar en el mal desempeño (o a excluir de él) determinados casos.” (Manual de la Constitución Reformada, Ed. Ediar 2001, T.III, pág. 193/194).
Ensamblando su posición con la de JUAN FERNANDO ARMAGNAGUE (Juicio Político y jurado de enjuiciamiento en la nueva Constitución Nacional, Ed. Depalma 1995), señala MIGUEL ANGEL EKMEKDJIAN que “En general toda la doctrina está de acuerdo (nosotros también coincidimos) en que el mal desempeño de las funciones inherentes al cargo es una cláusula amplia y queda a la discreción del Senado apreciarla, ya que puede deberse a falta o pérdida de idoneidad o aptitud para su ejercicio, a negligencia o incluso a inhabilidad física o síquica (producida por una enfermedad o accidente) o -incluso- a falta de idoneidad moral, reflejada en hechos o actos que trasciendan a la intimidad del funcionario (art. 19 de la Constitución nacional, ver parágrafo 119 del primer tomo de esta obra).
Armagnague sostiene que -mediante la causal de mal desempeño- la Constitución ha delegado en ambas cámaras del Congreso la apreciación discrecional de las circunstancias de cada caso concreto, a fin de evaluar la conducta del funcionario. El marco de referencia es el irregular ejercicio de las funciones y la absoluta falta de comprensión de la responsabilidad que el Estado ha otorgado al funcionario. Estamos de acuerdo con este criterio, siempre que discrecionalidad no se confunda con arbitrariedad, ya que -en este caso- se violaría el Estado de derecho.

Armagnague hace una oportuna distinción para juzgar esta causal, según se trate de los actos del presidente o de sus ministros y de los magistrados judiciales.

Sostiene que en el primer caso deben incluirse todos los actos que violen o no la Constitución, impliquen un abuso de atribuciones discrecionales, aunque se trate de un acto único. En cambio, tratándose de magistrados judiciales, los actos deben revestir cierta gravedad y ser reiterados para configurar la causal de mal desempeño.” (Tratado de Derecho Constitucional, Ed. Depalma 1997, T.IV, pág.231).

No obstante lo expuesto la ley 9.768 ha habilitado la reforma del art. 99 de la Constitución a los fines de establecer causales de juicio político. Aún cuando solo en apariencia hay un criterio distinto sobre el particular en los textos constitucionales Nacional y Entrerriano, ya que en ambas Leyes Fundamentales prevaleció el criterio de dejar en manos del Poder Legislativo la ponderación de las circunstancias motivantes del enjuiciamiento para determinar si ellas son suficientes para provocar la destitución del funcionario cuestionado, teniendo una discrecionalidad conferida por el constituyente para tal apreciación. Todo sin perjuicio del acceso a la revisabilidad judicial por el Superior Tribunal de Justicia de la provincia y eventualmente hasta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (cfr. “SUP. TRIB. DE JUST. ELEVA ACTUACIONES SOBRE SUPUESTAS IRREGULARIDADES…”; Fallos 208:266, 15/II/90; “PROC. GRAL. SUP. CORTE DE Bs. As.”, 21/IV/92; “ICK, N.C. Y OTRO EN FIGUEROA, TOMAS…”, 8/XI/94; “A.T.E. SAN JUAN, SECRETARIO GENERAL SANCHEZ HECTOR”, 18/VIII/94, etc.-); a lo que resuelvan los órganos legislativos en un eventual juicio político, resulta conveniente indicar constitucionalmente las causales por las que puede procederse al enjuiciamiento y eventual destitución de los funcionarios del art. 97 de la Carta Provincial.

Para ello, proponemos incorporar como causales a la incapacidad física o mental sobreviniente, los ilícitos dolosos cometidos fuera de sus funciones, los delitos en el desempeño de ellas o el mal desempeño del cargo, siguiendo el criterio de varias constituciones provinciales, e incluso la posición adoptada en Entre Ríos con relación a los magistrados y funcionarios de los artículos 155 y 162 de la Constitución Local susceptibles de ser sometidos al Jurado de Enjuiciamiento, ya que en los artículos 15, 17 y 18 de la ley 9.283 se determina como causales de imputación a los delitos dolosos cometidos sean o no en el ejercicio de sus funciones; inhabilidad física o psíquica de carácter permanente y el mal desempeño de sus funciones, entre otros motivos. La norma aludida establece un abanico de hasta nueve causales de enjuiciamiento, no creyendo oportuno que la Constitución formule un casuismo tan extremo, bastando la enumeración formulada en nuestra propuesta, la que resulta suficiente y deja librado a la interpretación que la mayoría calificada de dos tercios de votos de cada una de las cámaras legislativas haga para determinar si el funcionario o magistrado respectivo se halla incurso en alguna de ellas, quedando – reiteramos – a salvo incluso la revisión judicial de la decisión depurativa que eventualmente se adoptare.

No resulta ocioso remarcar que en el caso de delitos cometidos en el ejercicio de la función no se ha determinado si el mismo, debe tener carácter doloso, culposo o de pura actividad, ya que su entidad como motivo de destitución debe ser apreciada en el caso concreto. En cambio para los ilícitos comunes que hubiere cometido fuera del ámbito funcional se requiere que el mismo revista el carácter de doloso, a los fines de potenciar la entidad que el mismo debe tener para que pueda propiciarse el enjuiciamiento y eventual segregación de su cargo al funcionario o magistrado.

Respecto al motivo de “mal desempeño” o “mala conducta” nos remitimos a los argumentos y opiniones doctrinarias señaladas más arriba.

Por tales motivos, y los que se darán oportunamente, es que solicitamos la aprobación del proyecto traído.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 215)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: SUSTITÚYESE el artículo 87 de la Constitución Provincial por el siguiente: “Ningún proyecto de ley desechado totalmente por una de las cámaras podrá repetirse en las sesiones de aquel año, sino cuando vuelva a presentarse y fuera apoyado por dos tercios de votos de los miembros presentes de la Cámara que lo rechazó. Ninguna de las Cámaras puede desechar totalmente un proyecto que hubiera tenido origen en ella y luego hubiese sido adicionado o enmendado por la Cámara revisora. Si el proyecto fuere objeto de adiciones o correcciones por la Cámara revisora, deberá indicarse el resultado de la votación a fin de establecer si tales adiciones o correcciones fueron realizadas por mayoría absoluta de los presentes o por las dos terceras partes de los presentes. La Cámara de origen podrá por mayoría absoluta de los presentes aprobar el proyecto con las adiciones o correcciones introducidas o insistir en la redacción originaria, a menos que las adiciones o correcciones las haya realizado la revisora por dos terceras partes de los presentes. En este último caso, el proyecto pasará al Poder Ejecutivo con las adiciones o correcciones de la Cámara revisora, salvo que la Cámara de origen insista en su redacción originaria con el voto de las dos terceras partes de los presentes. La Cámara de origen no podrá introducir nuevas adiciones o correcciones a las realizadas por la Cámara revisora.

Se considera también aprobado por la Cámara revisora todo proyecto con media sanción que no haya sido rechazado, modificado o adicionado por la misma una vez transcurridos ciento veinte días desde que fuera recibido por aquella para su consideración.
Cada Cámara tiene un plazo de cuarenta días para considerar y expedirse sobre las modificaciones propuestas por la otra, transcurrido el cual se tiene por aprobadas las mismas si no se pronunciare expresamente.”

Artículo 2°: AGRÉGASE al artículo 89 de la Constitución Provincial el siguiente texto: “El Poder Ejecutivo debe realizar la publicación dentro de los ocho días de promulgadas las leyes y, en su defecto, podrán disponer la publicación los Presidentes de cualesquiera de ambas cámaras legislativas, siendo válida la que se efectuara en un diario de amplia difusión, teniendo la misma carácter de publicación oficial.”

CARLÍN – ROMERO – MARTÍNEZ, (Guillermo) – FEDERIK – KUNATH.
FUNDAMENTOS

Las modificaciones que se propician están destinadas a superar la dilación en los trámites legislativos a partir de la obsolescencia del sistema para formación y sanción de las leyes acuñado por el artículo 87 de la Constitución Provincial, el que prevé hasta cinco pasos en el trámite parlamentario cuando se introdujeren modificaciones o adiciones a una norma, propiciándose la adopción – en lo sustancial – del sistema delineado por el artículo 81 de la Carta Magna, conforme el texto introducido por la reforma de 1994, que reduce el trámite a tres pasos.

La historia ha mostrado numerosos ejemplos de dilaciones extremas o morosidad de la cámara revisora para la aprobación, modificación o rechazo a lo sancionado por la cámara de origen, o bien de ésta para expedirse en relación a las rectificaciones hechas por la otra. Ello ha señalado la conveniencia de adoptar un sistema de aprobación ficta en los supuestos de silencio durante un plazo razonable de una cámara ante la sanción legislativa practicada por la otra, propiciándose la adopción de lo normado por la Constitución de Córdoba mientras rigió en la misma el sistema bicameral (arts.112 y 113).

También se ha querido superar la situación que se ha dado en la provincia donde el Poder Ejecutivo ante una sanción legislativa definitiva, tanto más cuando se ha tratado del rechazo a un veto insistiéndose en el proyecto aprobado, se ha abstenido durante larguísimos lapsos de tiempo en publicar la norma a los efectos de impedir o al menos de obstaculizar su vigencia. Ello ha señalado la pertinencia de neutralizar tal situación, brindando la potestad constitucional para hacer la publicación de la norma promulgada a los Presidentes de cualesquiera de las cámaras legislativas ante la morosidad del Poder Ejecutivo, haciendo prevalecer la norma aprobada por sobre la inacción del Gobernador. Incluso se le ha dado valor a la publicación en un diario de amplia difusión, para superar cualquier actitud impeditiva que el Poder Ejecutivo pueda ejercer para que la ley sea inserta en el Boletín Oficial, tomando como base al artículo 60 de la Constitución de Santa Fe.
Por tales razones y las que se expondrá en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente. 

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXVII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 216)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

Articulo 1: Modificase el artículo 18 el que quedara redactado de la siguiente manera:

“No podrán acumularse en una misma persona dos o mas empleos, o ejercicios de cargos de cualquier tipo, incluido los políticos, cuando no sea el de constituyente, cuando no fuesen de carácter honorarios, aunque uno sea de la provincia y sus entes autárquicos, descentralizados o empresas del estado y el otro de la Nación o Municipal con excepción de la enseñanza publica cuando no existan causales de incompatibilidad. Fuera de estos casos, de no ejercitarse la opción en forma permanente o temporaria en forma previa a la aceptación del nuevo empleo o cargo, hace caducar o suspender los derechos y obligaciones derivados del anterior mientras subsista este”

BAEZ
FUNDAMENTOS

La norma constitucional cuya modificación se propone contiene una clara regla de incompatibilidad, que por los argumentos ya vertidos por el constituyente del 33 que se mantienen aun vigentes, debe prevalecer sobre las excepciones, que por ende deben ser excesivamente restrictivas. La enseñanza pública cuando no exista incompatibilidad ya que las circunstancias en cuanto al número de docentes ha variado y seguramente variará en más o menos durante la vigencia de esta constitución y el eventual cargo de convencional aparece como una forzada excepción.
La norma propuesta recepta - al ampliarse en su alcance y contenido - una diferencia fundamental de caducidad parcial del empleo o cargo mientras subsista la incompatibilidad, acorde con la adecuación a la nueva disposición y los derechos adquiridos y la voluntad del ciudadano que no puede aparecer como excesivamente dirigida a un solo sentido, esto es al ultimo cargo, empleo o función.

Fernando D. Baez
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 217)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

Articulo 1: Sustituyese el artículo 2º de la constitución vigente por el siguiente texto:

“El Territorio de la Provincia queda dividido en diecisiete departamentos denominados: Concepción del Uruguay, Concordia, Colon, Diamante, Federación, Federal, Gualeguay, Gualeguaychú, Islas, Nogoyá, La Paz, Paraná, Tala, San José de Feliciano, San Salvador , Victoria y Villaguay ,con los limites que conforme a la división política del territorio provincial es reconocida administrativamente a cada uno de ellos a la época de la sanción de la presente. La Legislatura Provincial podrá crear nuevos departamentos o modificar los existentes modificando la jurisdicción Territorial y Administrativa, no pudiendo derivar del acto legislativo, beneficios o perjuicios a los departamentos existentes que no sea derivación territorial y poblacional de los cambios que en tal sentido provoque la creación o modificación” 

BAEZ
FUNDAMENTOS

La Constitución del año 1933 preveía catorce departamentos refiriéndose a los límites que les acordaban las leyes vigentes. En realidad la mayoría de ellos fueron creados sin una ley específica que fuera el fiel reflejo territorial de la porción provincial representada en una mensura aprobada por la autoridad competente. A partir de la creación de los nuevos, los mismos sí cumplieron con el tramite legislativo previo y la confección de la mensura que con precisión fijaba el limite territorial departamental. La situación actual - aun cuando deba culminarse con la formalización integral de los limites territoriales a través de las autoridades catastrales - debe verse reflejada en la norma constitucional receptando los departamentos creados posteriormente al año 1933, y reconociendo la situación de hecho y de derecho existente a la fecha de la actividad de la convención constituyente.

Además es necesario establecer - mediante la manda constitucional a los efectos de evitar perjuicios a los departamentos existentes ante la creación de otros nuevos - que únicamente podrán verse restringidos en sus derechos en la proporción del territorio –población que pierdan o que ganen en un nuevo ordenamiento dispuesto por la Legislatura de división política departamental, dando seguridades a los derechos adquiridos y poniendo en claro los beneficios y los perjuicios que debe considerar el legislador al momento de disponer la creación o modificación de la división política, conjuntamente con la situación presupuestaria provincial y la coparticipación provincial. En el caso del Presupuesto Provincial no podría ejecutarse la creación o modificación sin la previsión correspondiente aunque mas no sea del mínimo de organismos con que cuenta en forma generalizada cada uno de los departamentos de la provincia, por ejemplo: jefatura departamental de policía, delegación zonal de Vialidad Provincial, Tribunales y Juzgados, delegaciones de organismos provinciales, etc.

En el caso de la coparticipación Provincial un departamento reconocido por esta constitución podrá aumentar la misma o disminuirla con el limite del territorio y de la población que cede o adquiere, para su modificación o para la creación de otro nuevo. Caso contrario, a través de la facultad legislativa contenida en esta norma considerada en forma aislada, si no tuviera su correlato en normas de coparticipación y de asignaciones presupuestarias extras para las modificaciones y creaciones atentaría contra el crecimiento armónico provincial.

En base a estas breves consideraciones y las que expondremos al momento del tratamiento en comisión del proyecto solicitamos el tratamiento del mismo y la participación en el debate en comisión de nuestros pares constituyentes.

Fernando D. Baez
–A la Comisión de Régimen Municipal.

LXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 218)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modificase el artículo 5 el que quedara redactado de la siguiente manera:

“Los Habitantes de la Provincia gozan en su territorio en forma igualitaria y a todos los efectos como gobernantes o gobernados, de todos los derechos y garantías declarados por la Constitución Nacional y la Presente, con arreglo a las leyes que reglamenten su ejercicio. La Provincia es considerada en forma integral como una unidad no pudiendo existir diferencias por ubicación territorial, por condición social o por cualquier otro concepto que signifique disminución de posibilidades como ciudadano de un departamento o un municipio con relación a otros. La ley deberá - en forma obligatoria - propender a la igualdad proclamada en la presente en caso de verse violentada por disposiciones vigentes mediante previsiones presupuestarias compensatorias.”

BAEZ

FUNDAMENTOS

El artículo 5 de la Constitución de 1933 refiere al goce de los derechos que declara la Constitución Nacional a los que deben adicionarse los contenidos en la propia Constitución Provincial.

El artículo refiere a la extensión de los derechos y a la igualdad entre los ciudadanos que habitan en la provincia. Esta igualdad debe plasmarse en la manda constitucional de tal manera que no existan ciudadanos de primera o de segunda y menos de tercera según el lugar donde habiten, o en las capitales, o en los centros que por leyes hayan obtenidos privilegios o reconocimientos basados en ubicaciones geográficas cuando en realidad Entre Ríos es integralmente una sola región surcada por dos grandes ríos, el Uruguay y el Paraná.

La igualdad ante la Constitución debe significar que todos los ciudadanos, sean de la condición social que fueren, sin importar, raza, credo, religión, partido político o cualquier otra circunstancia, ante igual capacidad, esfuerzo, y condiciones naturales, pueda lograr los mismos beneficios a través de los fondos públicos de tal manera que no dependa su realización del traslado de un lugar a otro dentro de la provincia para ser beneficiario de lo que le corresponde a todos los entrerrianos.

El Entre Ríos federal para afuera debe ser federal para adentro y solo se garantizará ello con la igualdad de oportunidades ante la igualdad de condiciones y de esfuerzo por parte de sus habitantes.

Fernando D. Baez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 219)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modificase el artículo 60 el que quedara redactado de la siguiente manera:

“El Senado se compondrá de un senador, elegido a pluralidad de sufragios, por cada uno de los departamentos de la Provincia. En caso de creación de un nuevo departamento la representación del mismo se efectivizara luego de transcurrido el periodo de gobierno inmediato posterior al de la creación del mismo.”

BAEZ

FUNDAMENTOS

La importancia de la división Territorial de la Provincia debe estar despejada en su evaluación y discusión de la oportunidad y conveniencia de todo elemento político electoralista que desnaturalice la finalidad de la importante división del territorio de la Provincia de Entre Ríos pensando únicamente en la representación de un senador más por ese departamento. El agregado que proponemos pretende en tal sentido acotar al menos temporalmente la sospecha de la conveniencia política por sobre las reales necesidades de una porción territorial poblada por entrerrianos de dotarse de una representación que acrecente sus posibilidades de crecimiento de acuerdo a las realidades que surjan como consecuencia de la inevitable evolución temporal.

Fernando D. Baez

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 220)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1ª: Modificase el artículo 53 de la Constitución Provincial el que quedara redactado de la siguiente Manera:

“El Poder Legislativo de la Provincia será ejercido por una Legislatura compuesta por Dos Cámaras, una de Diputados y Otra de Senadores, que funcionarán en el lugar de asiento que cada una de ellas disponga en forma permanente u ocasional. El lugar de asiento fijado no reconocerá mas autoridad que la de la misma cámara no pudiendo otro poder del estado entrometerse en el funcionamiento legislativo sin incurrir en violación de la presente constitución.”

BAEZ

FUNDAMENTOS

Si bien lo lógico y normal seria la existencia de un “Palacio Legislativo”  separado e independiente de otros poderes, la realidad actual - arrastrada desde hace décadas - hace que la Legislatura sea parte –ediliciamente hablando– de la genéricamente considerada “Casa de Gobierno”, la cual resulta ser a su vez la sede el Poder Ejecutivo y – a causa de ello – se encuentra bajo el poder de disposición de éste, estando a su disposición - por alegadas y claras cuestiones de seguridad - el control de entrada y salida, la disponibilidad del ingreso, y las medidas de orden y de seguridad, pasando por ende el Poder Legislativo a perder independencia en cuanto a su funcionamiento en cumplimiento de sus facultades y obligaciones constitucionales y legales.

En consecuencia se hace necesario establecer - para darle seguridad jurídica a la validez del funcionamiento de las cámaras legislativas - la posibilidad que éstas fijen su lugar de funcionamiento, no limitándolo incluso a la Capital Provincial atento a que los componentes legislativos - como representantes del pueblo y en base a la necesidad de inmediación, participación, y control del pueblo de los departamentos en el funcionamiento y el proceso de formación de las leyes - pudiera disponer que el cumplimiento de las sesiones (ya sean éstas ordinarias, especiales o de prórroga) se realicen fuera del ámbito o territorio de la Capital Provincial.

Fernando D. Baez

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 221)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifícanse los artículos 82, 87,88 y 90 de la constitución vigente los que quedaran redactados de la siguiente manera:

Artículo 82: “Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras por proyectos presentados por sus miembros o por el Poder Ejecutivo, o en virtud del ejercicio del derecho de iniciativa otorgado por la presente con la sola excepción de las que refieran a la sanción del presupuesto ante la omisión del cumplimiento del envío de la iniciativa por parte del Poder Ejecutivo y a los que refieren a la creación o modificaciones de divisiones políticas en el ámbito provincial, en los que la iniciativa corresponderá a la Cámara de Diputados y Senadores, respectivamente.”

Artículo 87: “Ningún proyecto de ley desechado totalmente por una de las Cámaras en forma total podrá ser nuevamente tratado en las sesiones del periodo legislativo en que hubiere ocurrido el rechazo, aún cuando tuviera idéntico o similar proyecto sanción legislativa en la otra cámara. En el primer caso deberá ser presentado y apoyado por dos tercios de los miembros presentes de la Cámara que lo rechazó; en el segundo cuando la sanción del proyecto venido en revisión fuese apoyado por igual mayoría de la cámara revisora.

Si un proyecto fuese modificado en todo o en parte por la cámara revisora, volverá a la de origen la que, si aprobare las modificaciones por mayoría absoluta mediante votación expresa sobre la aceptación o rechazo de las mismas, pasará al Poder Ejecutivo. Si en cambio las modificaciones fueren rechazadas total o parcialmente retornará a la cámara revisora la que, para insistir sobre las modificaciones no aceptadas por la cámara de origen, necesitará el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes.”

Artículo 88: Si el Poder Ejecutivo desechara en todo o en parte un proyecto de ley sancionado, vuelve con sus observaciones a la Legislatura, debiendo el Presidente de la Asamblea pasarlo sin mas tramite a las comisiones que correspondan al tema en tratamiento de cada cámara, las que a partir de su toma de conocimiento reunidas en forma conjunta deberán analizar las observaciones y expedirse en el plazo no mayor a los quince días.

Transcurrido dicho termino, y aunque la comisión no se hubiere expedido, el Presidente de la Asamblea Legislativa dispondrá - a través de las secretarias de ambas cámaras - la citación a sesión plenaria para un termino no mayor a los tres días a los efectos del tratamiento de las observaciones del Poder Ejecutivo pudiendo diferirse el mismo mediante cuartos intermedios o prorrogas que no superen los diez días. Transcurrido tal termino y no producido el rechazo expreso por parte de los dos tercios de los votos presentes por parte de la Legislatura de las observaciones, se tendrán por aprobadas las mismas. La Legislatura podrá por mayoría absoluta de sus miembros aceptar las observaciones. En ningún caso las observaciones podrán consistir en redacciones o modificaciones al texto sancionado u observaciones parciales a artículos sin cuya promulgación la ley se tornare de aplicación imposible en cuanto al cumplimiento de su finalidad.

A los efectos de este artículo y en el caso del artículo 86 se consideraran prorrogadas las sesiones por el término necesario para el pronunciamiento de la Legislatura.

Artículo 90: La publicación de las leyes se dispondrá por el Poder Ejecutivo en el Boletín Oficial de la Provincia dentro del plazo máximo de diez días de su promulgación expresa o de tenerse por promulgada. Vencido dicho plazo la publicación será dispuesta por la presidencia de la Asamblea Legislativa o - en defecto de éste - por cualquiera legislador que detente el carácter a ese momento de Presidente de la Cámara Legislativa en el Boletín oficial o - en caso de impedimento - en dos diarios Provinciales y en la pagina digital que deberá disponer la misma a tales efectos con libre acceso para los administrados.

BAEZ

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 224)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art…..Incorpórese como Órgano de esta Constitución la DEFENSORIA DEL PUEBLO, cuya organización y funcionamiento emanara de una Ley especial.

El Defensor del Pueblo es un órgano, autónomo, autárquico e independiente.

Su función es la defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos y garantías, intereses y leyes que tutela esta constitución para todos los que sean lesionados, ante cualquier hecho, activo o pasivo de la Administración Pública y el control del ejercicio de sus funciones.

El Defensor del Pueblo esta legitimado procesalmente, goza de todas las inmunidades y privilegios de los legisladores.

Dura Cuatro años en sus funciones y puede ser reelecto por un período igual.

La legislatura designara y removerá al defensor mediante el debido proceso, con un dos tercio de los votos de ambas cámaras.

CARAMELLE

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE INSTALACIÓN DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

El Proyecto acompañado tiende a instituir en la Provincia la figura del Defensor del Pueblo, creando la Defensoría de Derechos y Garantías Constitucionales.

Al respecto, nos permitimos formular las siguientes consideraciones vinculadas con la Institución, sus antecedentes históricos y normativos, características y sobre el proyecto propiamente dicho.

1. Antecedentes.

Los primeros antecedentes de una institución con similares características los encontramos en el Derecho Romano: los “tribuni plebis”, representantes de los plebeyos para velar por sus intereses; y posteriormente el “defensor civitatis” o defensor de la ciudad el cual tenía como función defender a los humildes de las arbitrariedades de los gobernantes.

Luego, el origen del Instituto aparece en el Siglo XVI en Suecia, pretendiendo balancear las amplias facultades concedidas a la Corona, otorgándole al Parlamento la facultad de nombrar un ombudsman -“presbote de la Corona”- que, en representación de aquél y en defensa de los derechos comunes e individuales, vigilara el modo en que los jueces y otros funcionarios del Gobierno daban cumplimiento a las leyes y, acusara a aquellos que actuaban ilegalmente u olvidaban sus deberes.

En el año 1713 el Rey Carlos XII de Suecia nombra al primer “procurador supremo”, como funcionario encargado de velar por el fiel cumplimiento de las leyes y los estatutos del reino, por parte de los servidores públicos.

Durante el Siglo XIX abarcó, básicamente, la supervisión de la actividad de los tribunales de justicia, de los fiscales, la policía y las prisiones, en el siglo posterior se expandió a los abusos, injusticias o errores cometidos por otras áreas de la administración con la consecuente necesidad de ampliar paulatinamente el número de "Ombudsman", al tiempo que se atenuó la facultad acusatoria, la que fue sustituida en los casos menos graves por la práctica de un "recordatorio" o recomendación al funcionario cuestionado.

En el año 1809 nace para el Derecho Constitucional dado que la Constitución de Suecia incorpora la figura del “ombudsman” (palabra de origen sueco que significa representante), como un delegado del Parlamento pero independiente de éste. Tenía como misión vigilar e inspeccionar la administración, hacer respetar los derechos y libertades de los ciudadanos y recibir sus reclamos.

Un siglo después, en 1919, se extiende a Finlandia y en 1953 se incorpora en la legislación de Dinamarca. Posteriormente adoptaron la Institución otros países europeos: Portugal en 1976 y España en 1978.

En América se encuentran antecedentes remotos en el Imperio Inca, donde existía una figura que su traducción significaba “el que todo lo ve”. Luego con la llegada de los españoles existió el llamado “protector de los indios” por iniciativa de Fray Bartolomé de las Casas. También existió un cargo en el Derecho de Indias llamado “el veedor del rey” quien se encargaba de comunicar al Rey las  injusticias que cometían los Virreyes y los reclamos contra éstos.

Guatemala es el primer país de América Latina que incorpora la figura del Defensor del Pueblo, y lo hace en el año 1985, sumándose luego varios otros países. Actualmente, lo tienen incorporado en el ordenamiento positivo Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Puerto Rico, Venezuela y algunos Estados y Municipios de Brasil. En Chile y Uruguay se han elaborado diversos proyectos para incorporarlo.

En Argentina, el Instituto se incorpora al ordenamiento positivo en el año 1993 a través de la Ley Nº 24.284 (BO 6-12-93). Luego, con la reforma constitucional de 1994, los constituyentes incorporan el Instituto a la carta magna nacional en el art. 86; y posteriormente por Ley Nº 24.379 (BO 12/10/94) se le incorporan modificaciones. Además existen varias provincias que lo tienen incorporado en su Constitución, otras que lo tienen a través de leyes especiales y también varios Municipios han legislado sobre esta Institución (ver Punto 6 “Normativa Vigente”).

2. Instituciones internacionales.

Europa tiene su Defensor del Pueblo, Institución aprobada por el Parlamento Europeo el 9-3-1994 (Tratado de Maastricht, Países Bajos)  con modificaciones introducidas el 14-3-2002, desempeñando actualmente el cargo el griego Nikiforos Diamandouros (antes fue el sueco Jacob Söderman).

A nivel internacional, en 1978 se creó el Instituto Internacional del Ombudsman, ejerciendo entre 1998 y 1999 la Presidencia del mismo el Dr. Jorge Luis Maiorano, primer Defensor del Pueblo de Argentina período 1994/1999. Está creado como una organización sin fines de lucro conforme la ley de sociedades de Canadá, es persona jurídica y funciona en la Facultad de Derecho de la Universidad de Alberta, Edmonton, Canadá. Existen actualmente mas de 90 países con la Institución del “ombudsman” (en 1983 había 21 países).

En América existe la Federación Iberoamericana del Ombudsman, habiendo celebrado su 9º Congreso en noviembre de 2004, en Quito, Ecuador, y que reúne además de los países de América latina a España, Portugal y Andorra. De dicho Congreso se emitió una Declaración con 41 puntos dirigido a todos los estados-miembros, reiterando compromisos asumidos, reafirmando derechos, exhortando a implementar determinadas medidas, solicitando sean respetados los procedimientos, instando a los Estados a definir políticas de protección de los derechos y garantías constitucionales.

3. Características.

El modelo del Ombudsman español fue el que, en líneas generales, adoptó América latina para legislar el Instituto, ya sea en normas independientes o incorporadas a la Constitución.

Algunos rasgos distintivos del Instituto, en América Latina, son:

- La prioritaria función está dirigida a la defensa y protección de los derechos humanos y de supervisión del ejercicio del poder público actuando en el aspecto público o privado.

Otros rasgos distintivos son:

- en algunos casos se le ha otorgado la posibilidad de que se presente ante la Justicia para impugnar algún proceder o decisión estatal. En este sentido ha superado al modelo español.

- las competencias del Defensor del Pueblo han aumentado progresivamente, hasta intervenir en necesidades sociales, motivadas por actos u omisiones del poder público.

- actualmente se ha extendido a la defensa de los denominados intereses colectivos o difusos o como lo llama la Const. Arg. “derechos de incidencia colectiva” (art. 43). La Institución se presenta como defensora de los derechos de la sociedad, además de la defensa del ser humano sea como niño, anciano, usuario, trabajador, jubilado, aborigen, enfermo, es decir a los sectores mas vulnerables o desprotegidos, etc.

- el Defensor tiene relevante incidencia en la promoción y difusión de los derechos humanos.

- asimismo es receptor e interpreta las demandas o necesidades de la sociedad civil.

- El “ombudsman” actual no solo atiende las quejas motivadas por la deficiente administración pública, sino que también por la defensa de los derechos fundamentales de las personas e interviene para impulsar la transformación del Estado para una mejor prestación de los servicios públicos.

- se lo concibe como una Institución del Estado, y no del Gobierno.

- le otorgan independencia funcional, para evitar intereses partidarios;

- es una figura seria y objetiva, se caracteriza por su prudencia (no complacencia)

- no sustituye a órganos y procedimientos de control existentes, sino que los complementa.

- el perfil del Instituto es el de colaborador crítico con la administración pública, no contrario ni opositor a otros Organismos.

- realiza una gestión mediadora entre la Administración pública y los ciudadanos.

- es una instrumento de diálogo, de comunicación y solidaridad entre los habitantes de un pueblo.

En definitiva se constituye en un Órgano de supervisión de la Administración Pública y que se sitúa a la par de los ciudadanos frente a los abusos, arbitrariedades y omisiones del poder administrador.

4. Funciones y facultades.

Éstas son algunas de las funciones y facultades que posee el Defensor del Pueblo en las legislaciones americanas:

- defensa y protección de los derechos humanos y los demás derechos, garantías e intereses contemplados en la Constitución y leyes.

- supervisión del ejercicio de las funciones administrativas públicas.

- realizar investigaciones de oficio o a pedido de parte por actos, hechos u omisiones de la Administración pública que signifiquen violaciones a los derechos humanos.

- también interviene, por petición o de oficio, ante el ejercicio ilegítimo, irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio de la Administración pública y sus funcionarios.

- asimismo tiene como función intervenir en aquellos intereses difusos o colectivos que puedan afectar a los habitantes.

- tiene facultad para presentarse ante la justicia para ejercer la defensa de los intereses que se pretenden proteger a través de la Defensoría.

- intervenir de oficio o a petición de parte por mal funcionamiento, ilegitimidad, falta de respuesta a reclamos, insuficiencia de información, violaciones a derechos de empresas prestadoras de servicios públicos.

- de oficio o a petición de parte, interviene en cuestiones que atenten contra la preservación del medio ambiente.

- puede realizar inspecciones, notificaciones, solicitud de expedientes administrativos, informes, solicitud de antecedentes, todo tendiente a la investigación del hecho que motiva su intervención en el caso.

- puede presentarse ante la Justicia para solicitar se disponga la vista o entrega de documentación que le ha sido negada por algún Organismo público.

- proponer a los Poderes Legislativo, Judicial y Ejecutivo el dictado o modificación de normas (leyes, decretos, resoluciones, etc.), o el estricto cumplimiento de las vigentes, por acciones u omisiones injustas o perjudiciales a un sector de la población.

5. Limitaciones para intervenir.

Las normas establecen las limitaciones que posee el Defensor para intervenir, tales como: no puede participar o intervenir en conflictos entre particulares; tampoco en aquellos casos en que se encuentre pendiente de resolver cualquier cuestión que se le someta a su conocimiento en instancia administrativa o judicial; o cuando ha transcurrido un plazo determinado (algunas normas lo fijan en 1 año otras en 2 años) desde el momento que ocurrió el hecho, acto u omisión motivo de la queja.

6. Actuación ante la Justicia.

Éste es uno de los aspectos importantes de la Institución por el hecho que, a través de presentación –demanda- ante la Justicia, el Defensor extiende a esta instancia la defensa de los intereses que le han sido planteados y que son de su competencia.

La posibilidad de ejercer ante la Justicia los derechos y garantías que está protegiendo, se traduce en el lenguaje técnico en lo que se conoce como “legitimación procesal”, facultad ésta contemplada en la carta magna nacional (art. 86): “El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal”.
Por otra parte, los constituyentes de 1994 entre otros tantos derechos y garantías que incorporaron a la Constitución Nacional, lo hicieron con la figura del “amparo” –Art. 43- (ya contemplado por ley especial) procedimiento de tratamiento urgente para reclamar derechos conculcados.

Además, dicha norma contempla y expresa quienes podrán interponer esta acción, incorporando al Defensor del Pueblo para hacerlo “… contra cualquier forma de discriminación y en los relativos a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general… ”
En este aspecto, es importante a los efectos de conocer la orientación de la justicia, analizar los fallos jurisprudenciales vinculados con presentaciones del Defensor entablando demanda por temas de su ámbito de actuación.

En este sentido, se podría decir que el máximo Tribunal nacional –Corte Suprema de Justicia de la Nación- ha modificado el criterio para bien de esta Institución constitucional. En efecto, pronunciamientos anteriores habían limitado la “legitimación procesal” del Defensor con argumentos interpretativos que permitían restringir notablemente el campo de acción ante los órganos jurisdiccionales.

Sostenían que si bien el art. 86 establece que el Defensor tiene legitimación procesal, los jueces deben examinar en cada caso si corresponde a aquél considerarlo titular de la relación jurídica que se invoca para sostener la pretensión; y a la vez por la norma del art. 43 CN citado, esa legitimación solo podía ejercerla a través del amparo.

En reciente fallo (24-05-2005) la Corte Suprema sostuvo que la legitimación procesal otorgada al Defensor del Pueblo de la Nación debe ser entendida en sentido amplio y que su literalidad no permite entender que limita o restringe la legitimación procesal por lo expresado en el art. 43 de la CN, o sea para accionar por la vía del amparo y en los supuestos allí establecidos. Tal decisión fue expresada en la causa “Defensor del Pueblo de la Nación c/Estado Nacional – PEN – Ministerio de Economía – Dto. 1738/92 y otro s/proceso de conocimiento” (Reglamentación transporte y distribución de gas natural como servicio público).

El Defensor del Pueblo Nacional –Dr. Eduardo Mondino- dijo “… por fin a la institución se le ha otorgado la capacidad de control por vía judicial que los constituyentes previeron y dotándola de la herramienta necesaria para desempeñar con efectividad el rol asignado en la Norma Fundamental”.
7. Normativa vigente.

En toda la normativa, nacional y provincial argentina, a la Defensoría del Pueblo se la ubica dentro del ámbito del Poder Legislativo, como órgano independiente, designando al Defensor ese Poder.

Nacional:

- Constitución Nacional: el Instituto se encuentra contemplado en el art. 86, estableciendo facultades, funciones, condiciones personales y profesionales del Defensor, forma de designación, duración en el cargo.

- Leyes: en fecha 01-12-1993 se dicta la ley Nº 24.284 que crea el Instituto de la Defensoría del Pueblo y regula su funcionamiento y funciones. O sea, que su existencia normativa es anterior a la reforma de la Constitución (1994), en la cual luego se lo incorpora (art. 86). Posteriormente, por ley 24.379 se le formulan algunas modificaciones.

Provinciales:
- Provincias que lo contemplan en la Constitución:

Bs. As. (art. 55); Chaco (art. 119); Ciudad de Bs.As. (art. 137); Córdoba (art. 104 y 124); Formosa (art. 153); La Rioja (Art. 144).

- Provincias que no lo contemplan en su Constitución:

Catamarca; Corrientes; Entre Ríos; Jujuy; Mendoza; Misiones; Neuquén; Salta; Santa Cruz; Santa Fe; Tierra del Fuego; Tucumán.

- Provincias donde existe ley orgánica:

Chubut; Santa Fe; Tierra del Fuego; Santiago del Estero; Tucumán; Córdoba; Formosa; Río Negro; San Juan; San Luis; Neuquén; Misiones; Jujuy.

- Municipios donde existe Defensoría del Pueblo:

Río cuarto, Corral de Bustos, Villa María (Córdoba); Chilpecito (La Rioja); Ciudad de Santiago del Estero, La Banda (Sgo. Del Estero); Ciudad de Corrientes; La Plata, Avellaneda, Quilmas, Vicente López, Pilar, Mar del Plata (Prov. de Bs. As.).

Entre Ríos:
- Constitución: no lo contempla.

- proyectos de ley para reforma de la Constitución: lo incluían los proyectos de 1985 (Montiel); de 1994 (Moine); de 1996 (Busti); de 1997 (Berthet); de 2000 (Montiel); de 2002 (Ghiano); Cámara de Senadores (2004).

- Municipalidades: Paraná, Concordia y Gualeguaychú.

8. El Proyecto acompañado.

Éste se integra con cuatro (4) Títulos que refieren a la Defensoría, al Procedimiento investigativo, a la estructura del Organismo y el último contempla disposiciones generales.

Dentro del primer Título se incluye la creación de la Defensoría en el ámbito del Poder Legislativo otorgándole autonomía funcional; se fijan los objetivos que persigue el Instituto y el ámbito de actuación del Organismo. También este apartado contempla las atribuciones conferidas al Organismo y los casos en que no puede intervenir. Asimismo, se ha considerado la posibilidad que el Defensor se presente ante la Justicia para la defensa de los intereses que se encuentran en el marco de su función. Este aspecto, es de suma importancia (me remito a Punto 5)

Como Título II se ha incorporado todo lo vinculado al procedimiento investigativo que debe llevar adelante la Defensoría, considerado desde su inicio hasta la finalización, como también los resultados obtenidos y las comunicaciones y sugerencias que ameritan realizar.

El aspecto interno de la estructura de la Defensoría se ha incluido en el Título III incluyendo en éste dos (2) Capítulos dedicados al Defensor y a los Defensores adjuntos. En este último aspecto, estimo adecuado conformar tres (3) Áreas geográficas dividiendo a la Provincia con radicación en cada una de ellas de estos funcionarios, todo tendiente a que el Organismo se encuentre más cerca de los habitantes de los distintos habitantes.

El Título y Capítulos comentados anteriormente contiene los requisitos necesarios para ser designado Defensor y Defensores adjuntos, forma de designación, plazo del mandato, incompatibilidades, inmunidades, prerrogativas, cese de funciones, remuneración, facultades, recusación y excusación.

Por último se ha incorporado un Título denominado “Disposiciones Generales” en el cual se ha contemplado aspectos varios vinculados con la actividad y función del Organismo, personal administrativo, técnico y de servicios, deberes a cargo de la Defensoría para con ese Poder Legislativo, entre otros aspectos.

También en este título se contempla como obligatorio para todos los Organismos del Estado Provincial la colaboración que se debe prestar a la Defensoría. Este aspecto reviste tal importancia que si ello no se logra o no se cumple con dicha obligación, el Organismo no podría cumplir con sus fines y funciones.

9. Fuente informativa y consultada.

A los efectos de interiorizarnos sobre la Institución que se propone incorporar al ordenamiento normativo de la Provincia, se consultaron y analizaron la ley nacional, de la Ciudad Autónoma de Bs. As. y de las provincias, que reconocen la figura, estableciendo comparativamente los distintos aspectos contemplados en dichas normas y su forma de regulación.

También se consultaron las normas que regulan el Instituto en España, Venezuela, Colombia, Panamá, Guatemala, México y otras.

Además se consultó doctrina sobre la Defensoría del Pueblo y organismos internacionales que agrupan a estos Institutos.

10. Conclusión.

Por lo expresado consideramos como de necesidad institucional del Estado provincial crear la Defensoría del Pueblo a través norma legal, cuyo proyecto se acompaña.

Ello por el hecho que, institucionalizar y legislar sobre esta figura contribuirá a reafirmar la transparencia de la actividad estatal provincial, la cual ha sido iniciada y sostenida como prioridad desde comienzos de esta gestión gubernamental y que responde a una creciente demanda social.

Asimismo, la protección de los derechos y garantías constitucionales de los habitantes de esta querida Provincia, debe ser el horizonte que anime a todos los gobernantes y que día a día se fortalezca hasta obtener la consolidación deseada.

Debe entenderse que, estando este Organismo en el ordenamiento positivo provincial, se genera un excelente mecanismo de participación ciudadana necesaria en cualquier proceso democrático estatal. Al pueblo hay que tenerlo en cuenta y escuchar sus quejas: este es el mecanismo para hacerlo; este es el Organismo del Estado –no del Gobierno de turno- que se dedica a investigar sobre esas quejas cuando alguno de los otros órganos estatales no funcionan.

Pero, fundamentalmente, la Defensoría debe supervisar y estar atenta a la no violación de los derechos humanos, contemplados en todos los ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales.

A la Defensoría se le otorga independencia funcional, es una figura seria y objetiva, se caracteriza por su prudencia pero no por su complacencia. No sustituye a órganos y procedimientos de control existentes, sino que los complementa, es el colaborador crítico de la Administración, no contrario ni opositor. Funciona como organismo mediador entre la Administración pública y los ciudadanos, es un instrumento de diálogo, de comunicación y solidaridad entre los habitantes de un pueblo, procura corregir los defectos propios de la estructura estatal.

En definitiva, consideramos que el Estado entrerriano debe acompañar desde el punto de vista normativo y legislativo la tendencia iniciada en Europa en 1809 (Constitución de Suecia), continuada en el resto de los países europeos, como así también en América Latina (Guatemala 1985) y en nuestro país (1993) y demás provincias argentinas, de incorporar a la Defensoría del Pueblo entre los Organismos de supervisión de la actividad estatal. Ello redundará en un mejor servicio público del Estado respetando no solamente los derechos y garantías constitucionales, sino también las funciones que debe cumplir cada Organismo.

Eda R. Caramelle

–A la Comisión de Control del Estado.

LXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 230)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Equidad de Géneros

Articulo
: El Estado garantiza la igualdad real de oportunidades y de trato para mujeres y varones en el acceso y goce de todos los derechos en lo político, civil, cultural, económico, laboral, social, educativo y familiar, reconocidos por ésta Constitución, la Constitución Nacional, por los Tratados con jerarquía constitucional, y las demás leyes nacionales y provinciales, teniendo especial respeto por las diferencias biológicas.

Articulo
: El Estado asume la obligación de emprender acciones positivas que permitan su ejercicio efectivo  en todos los ámbitos, organismos y niveles a fin de asegurar dicha igualdad.

Incorpora la equidad de género en el diseño y ejecución de políticas públicas y planes tendientes a:

1.- Rectificar los patrones sociales y culturales con el objeto de eliminar prácticas basadas en el prejuicio y en la superioridad de cualquiera de los géneros.

2.- Promover que los derechos, deberes y obligaciones familiares sean compartidos.

3.- Garantizar la paridad en las oportunidades y en las relaciones de trabajo.

4.- Impulsar la plena integración y participación de las mujeres a la actividad productiva.

5.- Suprimir toda forma de discriminación por estado civil y por maternidad, facilitando a las mujeres el acceso a la vivienda, al empleo, al crédito y a los sistemas de cobertura social.

6.- Evitar y reparar todo abuso y toda violencia física, psicológica y sexual contra las mujeres y brindar servicios especializados para su atención integral.

7.- Garantizar y fomentar el acceso y participación de las mujeres en el ámbito público y privado en todas sus formas de manifestaciones.

8.- Brindar especial amparo a las madres solteras desprotegidas, priorizando a las niñas y adolescentes en estado de gravidez, garantizando su salud e integridad psicofísica y asegurando su permanencia o reinserción en el sistema educativo.

9.- Reconocer a varones y mujeres el derecho a tener un control responsable sobre la procreación.

10.- Asegurar un régimen de seguridad especial de protección de la madre durante el embarazo y el período de lactancia. Las condiciones laborales deberán permitir a la madre el cumplimiento de sus funciones familiares esenciales.

La Legislatura de la Provincia dictará normas en consecuencia a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto por el presente artículo.

Articulo
: El Estado adopta el principio de participación equitativa de géneros para la designación y/o elección de candidatos, entendiendo por tal el 50% de los mismos para las mujeres y el 50% para los hombres, el que deberá observarse obligatoriamente en toda lista de candidaturas para desempeñar cargos representativos en el Poder Ejecutivo provincial y municipal, en el Poder Legislativo, en los Consejos Deliberantes y/o en las Juntas de Gobierno, y para la integración del Poder Judicial. Igual principio regirá para la composición de entes u órganos de control, colegios profesionales y asociaciones sindicales. La Legislatura dictará normas en consecuencia que aseguren la aplicación de éste principio.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

A HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS:

Históricamente las relaciones de poder signadas por las desigualdades han generado opresión, marginación y discriminación. Estas relaciones se traducen en violencia de todo tipo contra los más vulnerables. En este sentido, las mujeres han tenido un rol restringido, desarrollando sus capacidades y potencialidades prácticamente solo en el seno de su hogar; en tanto el hombre intentó ser siempre protagonista en el mundo del trabajo, la política, la economía y los espacios de toma de decisión en todos los campos.

Durante siglos se ha asentado en nuestra cultura el principio que las mujeres son diferentes de los hombres, inferiores y "dependientes", sustentando además la idea arraigada de la mujer como sexo débil y el hombre como el sexo fuerte, agresivo y vigoroso. Esta forma de pensamiento llegó a convertirse en un modo de conducta que creó determinados estereotipos, como el sistema patriarcal entre otros.

No son los factores biológicos los que limitan la participación de la mujer, sino que son factores socioculturales distorsionados los que inciden en forma preponderante.

Lo masculino y lo femenino es una construcción social, un producto de la cultura que establece qué es lo propio del varón y lo qué es propio de la mujer. Son construcciones sociales y culturales que se han ido modificando en el transcurso del tiempo.

Las relaciones de poder socialmente establecidas tienden a mantener a los mas vulnerables en una posición de subordinación frente a los mas fuertes, impidiendo a los primeros su integración social, económica, política y un desarrollo sostenido que se inicia desde la igualdad de oportunidades.

Por consiguiente, es necesario un proceso de transformación cultural, un proceso de modificación de los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres que asigna roles, responsabilidades, costumbres, tradiciones y oportunidades por el solo hecho de ser hombre o por el solo hecho de ser mujer, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones esteriotipadas de hombre y mujer.

La participación social de la mujer en el siglo XX ha ido creciendo, y su intervención en el mercado laboral le ha permitido ganarse un espacio y sumarse a un movimiento reivindicativo en busca de mejorías y garantías sociales; además de participar en lo político partidario y acceder a cargos públicos. Y esta creciente intervención de la mujer en la dinámica político-administrativa creó una visión diferente que rompe los paradigmas sobre su participación en la vida social.

Ya no es la mujer el sexo débil, ni el hombre el sexo fuerte. Y ahondando mas en este concepto, ya el termino “sexo” queda relegado solo para designar las distinciones biológicas entre hombres y mujeres, basadas en las características fisiológicas determinadas genéticamente. El término género, en cambio, designa  las dimensiones psicológicas, culturales y sociales, conceptos normativos, factores institucionales y representaciones sociales que modelan la subjetividad de mujeres y hombres, los cuales se construyen en el proceso de socialización y educación.

Considerando que la mujer no es el “sexo débil”, e incorporando el término “género” en reemplazo al de “sexo”, estamos en condiciones de hablar sobre la “discriminación por género”, siendo ésta la forma de exclusión más común a nivel mundial.

La equidad de género es un derecho que garantiza la paridad de condiciones entre hombres y mujeres para ejercer plenamente sus derechos humanos, contribuir al desarrollo económico, social, cultural, político y beneficiarse de él. La igualdad entre hombres y mujeres supone, por ende, que la sociedad dé el mismo valor a sus semejanzas y diferencias, y a los papeles que desempeñan. Requiere que tanto los hombres como las mujeres sean miembros de pleno derecho de la familia, su comunidad y su sociedad. Por consiguiente, también es un derecho el de implementar acciones tendientes a eliminar en el seno de nuestra sociedad cualquier tipo de discriminación, explotación u opresión sufrida por la mujer y que promuevan la desigualdad de oportunidades.

En el presente proyecto se tratará específicamente la discriminación a la que es objeto la mujer que denota exclusión y restricción, y que nace en las inequidades estructurales y las relaciones desiguales de poder, que conllevan a que las mujeres no gocen de los mismos derechos socioeconómicos y políticos que los hombres.

Consideramos que para que estas inequidades lleguen a su fin, es necesario desarrollar políticas que provean oportunidades a las mujeres, facilitar el acceso a los recursos, a su gestión y a los procesos de decisión.

Es necesario impregnar en el ordenamiento legislativo y jurídico provincial una visión de equidad e igualdad de oportunidades a través de la consagración de nuevos derechos y garantías que no se encuentran enunciados en la actual carta magna e incorporar una mirada que hace muy pocos años ha sido asumida en el mundo como imprescindible para la construcción de una sociedad mas justa.

La participación equitativa de las mujeres en las estructuras decisionales permiten definir prioridades y estrategias de desarrollo que contribuyen a reducir las inequidades subyacentes de un sistema.

En definitiva, la exclusión de las mujeres atenta contra la sostenibilidad del crecimiento y desarrollo armónico de la Provincia.

El Estado Provincial debe tomar en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, civil, educativa, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los Derechos Humanos y sus libertades fundamentales.

Antecedentes Internacionales

Los movimientos internacionales de mujeres, han puesto énfasis a la promoción de la equidad y al acceso de las mujeres a la salud, la cultura, a la educación, al campo laboral, a la economía, a la participación política entre otros, y los Estados partes en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos tienen la obligación de garantizarlo.
UNIFEM

Creado en 1.976, es el fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer, y provee asistencia técnica y financiera para iniciativas innovadoras que promueven el empoderamiento de las mujeres y la igualdad de género. En la actualidad, la labor del fondo influye en la vida de mujeres y niñas de más de 100 países.

También hace posible que las voces de las mujeres se escuchen en el seno de las Naciones Unidas para recalcar cuestiones fundamentales y para abogar por el cumplimiento de los compromisos vigentes en favor de las mujeres.

Para lograr sus objetivos, UNIFEM trabaja en todas las regiones del mundo en diferentes niveles y colabora con los países en la formulación y aplicación de leyes y políticas destinadas a eliminar la discriminación y a promover la igualdad, favoreciendo en este sentido la transformación de las políticas de las instituciones.

Dos acuerdos internacionales forman la base de la labor de UNIFEM:

1- la Plataforma de Acción de Beijing, resultante de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en 1995

2- y la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, considerada como la Declaración fundamental de los Derechos de la Mujer. Aprobada por Resoluc. 341/80 de la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1.979. Suscripta por la República Argentina el 17 de julio de 1980. Aprobada según Ley 23179 (sancionada el 08/05/85, promulgad el 27/05/85 y publicada el 03/06/85)

El espíritu de estos acuerdos quedó reafirmado en la Declaración del Milenio y en los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio establecidos para el 2015.

IV Conferencia Mundial sobre la Mujer

Después de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer de 1995 en Beijing, donde representantes de Argentina participaron en forma activa, agencias internacionales, organizaciones gubernamentales y no gubernamentales han desarrollado estrategias  para incrementar la concientización y la capacitación en género, y han movilizado recursos para institucionalizar la lucha contra las inequidades de género. Estas estrategias son monitoreadas tanto a nivel nacional como internacional.

Los Gobiernos que participaron de la misma declararon estar convencidos de que la potencialización del papel de la mujer y la plena participación de la misma en condiciones de igualdad en todas las esferas de la sociedad, incluidos la participación en los procesos de adopción de decisiones y el acceso al poder, son fundamentales para el logro de la igualdad, el desarrollo y la paz.

Entre los objetivos propusieron eliminar todos los obstáculos que dificultan la participación activa de la mujer en todas las esferas de la vida pública y privada mediante la participación plena y en pie de igualdad en el proceso de adopción de decisiones en lo económico, civil, social, cultural, educativo y político, entre otros.

Esto también supone el principio de que las mujeres y hombres deben compartir el poder y las responsabilidades en el hogar, en el lugar de trabajo y, a nivel más amplio, en la comunidad nacional e internacional.

La igualdad entre mujeres y hombres es una cuestión de derechos humanos y constituye una condición para el logro de la justicia social, además de ser un requisito previo necesario y fundamental para la igualdad, el desarrollo y la paz.

Declaración del Milenio

En el año 2.000, más de 190 jefes de Estado y de gobierno, como representantes de sus ciudadanos, entre ellos Argentina, firmaron la Declaración del Milenio en la Cumbre del Milenio de Naciones Unidas.

Existía una sensación palpable de urgencia por "liberar a nuestros semejantes, hombres, mujeres y niños, de las condiciones abyectas y deshumanizadoras de la pobreza extrema, a la que en la actualidad están sometidos millones de seres humanos". Entonces, los líderes del mundo asumieron el compromiso -al más elevado nivel político- de fijar ocho objetivos a cumplirse para el 2.015.

Estos Objetivos son: Erradicar la pobreza extrema y el hambre; Lograr la enseñanza primaria universal; Promover la igualdad de género y el empoderamiento de la mujer; Reducir la mortalidad infantil; Mejorar la salud materna; Combatir el VHI/SIDA, el paludismo y otras enfermedades; Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente y Fomentar una asociación mundial para el desarrollo.

Y no es en vano que entre esos objetivos, el Nro. 3 es “Promover la igualdad de género y el empoderamiento de la mujer”, porque efectivamente la pobreza tiene rostro de mujer. La prosperidad y la paz mundial sólo se alcanzarán una vez que todos los habitantes del planeta tengan la capacidad para poner orden a sus propias vidas y llevar sustento para sí y sus familias.

Las sociedades donde las mujeres gozan de mayor igualdad tienen muchas más posibilidades de alcanzar los Objetivos del Milenio.

Cada Objetivo individual está directamente relacionado con los derechos de la mujer, y las sociedades donde las mujeres no gozan de los mismos derechos que los hombres, jamás podrán alcanzar el desarrollo de manera sostenible.

Los ocho Objetivos están interrelacionados por su naturaleza, y el éxito o el fracaso de un Objetivo individual afectará los esfuerzos para alcanzar los demás.

Se ha comprobado que los Objetivos pueden alcanzarse, y también se ha argumentado que son “objetivos mínimos” opinando que es moralmente inaceptable exigir menos.

Podríamos seguir enumerando Tratados, Pactos, Convenciones y Organizaciones de todo el mundo que están resueltos a aplicar, y así lo han hecho, los principios que permiten eliminar la discriminación contra la Mujer, pero consideramos que lo hasta aquí enunciado es suficiente para hacernos reflexionar y respetar los Derechos Humanos.

Agregamos a esto que el Secretario General de Naciones Unidas ha indicado el siguiente tema para el año 2008: "Financiamiento para la igualdad de género".

Evidentemente este un tema preocupante en todo el mundo.

Nuestra Provincia

En el ámbito Provincial, debemos puntualizar la situación de inequidad sufrida por la mujer entrerriana, relegada a un segundo plano en la participación política, civil, social, económica, educativo, laboral, cultural, familiar, entre otros.

En 1912, en el orden nacional, el Congreso de la Nación Argentina sanciona la Ley 8.871 que estableció el sufragio universal, secreto y obligatorio a través de la confección de un padrón electoral. Esta Ley solo incluía a los hombres argentinos nativos, no consagrando el voto femenino. Este precedente establece una desigualdad jurídica que desde 1919 numerosos proyectos de ley presentados en el Congreso intentaron revertir sin éxito alguno.

Durante años, muchas mujeres que forjaron la historia Argentina habían reclamado sin éxito el reconocimiento de los derechos políticos para las mujeres. En general, la cultura machista dominante consideraba una falta de feminidad que una mujer opinara de política, entre otros aspectos.

El 24 de febrero de 1946 se realizaron las elecciones presidenciales triunfando la fórmula Perón-Quijano. Y fue a partir de ese momento en que justamente el desempeño de una Mujer marcó un hito en la historia política de nuestro país: Eva Duarte de Perón.

Evita realizó una tarea decisiva para el reconocimiento de la igualdad de derechos políticos y civiles entre hombres y mujeres. Durante su gira europea precisó con claridad su punto de vista frente a esta cuestión:

“Este siglo no pasará a la historia con el nombre de Siglo de la Desintegración Atómica sino con otro nombre mucho más significativo: Siglo del Feminismo Victorioso”.

Su activa y comprometida participación fue una novedad en aquellos tiempos donde las mujeres carecían de derechos políticos y las esposas de los candidatos tenían una presencia pública restringida y básicamente apolítica.

Tres días después de las elecciones, Evita pronunció su primer discurso político en un acto organizado para agradecer a las mujeres su apoyo a la candidatura de Perón. En esa oportunidad Evita exigió la igualdad de derechos para hombres y mujeres y en particular el sufragio femenino, “el derecho de elegir y ser elegida”:

“La mujer argentina ha superado el período de las tutorías civiles. La mujer debe afirmar su acción, la mujer debe votar. La mujer, resorte moral de su hogar, debe ocupar el sitio en el complejo engranaje social del pueblo. Lo pide una necesidad nueva de organizarse en grupos más extendidos y remozados. Lo exige, en suma, la transformación del concepto de mujer, que ha ido aumentando sacrificadamente el número de sus deberes sin pedir el mínimo de sus derechos.”. Eva Perón

El proyecto de ley fue presentado inmediatamente después de asumido el nuevo gobierno constitucional, el 1ro. de mayo de 1946.

A pesar de que era un texto brevísimo de tres artículos, que prácticamente no podía dar lugar a discusiones, igualmente el Senado recién dio media sanción al proyecto cuatro meses después, y pasó más de un año hasta que la Cámara de Diputados sancionara la misma el 9 de septiembre de 1947.

La Playa de Mayo, el 23 de septiembre de 1947, fue el marco del acto donde las mujeres celebraron la promulgación de la ley 13.010 que establecía la igualdad de derechos políticos entre hombres y mujeres y el sufragio universal en nuestro país.

Desde que se instauró en nuestro país el sufragio en 1912 donde solo podían votar los hombres, pasaron 28 años hasta que la mujer contó con el mismo derecho.

De inmediato se comenzaron las tareas de empadronamiento, siendo los resultados sorpresivos ya que la cantidad de mujeres superaba significativamente a la de los hombres, quedando claramente expuesto que más de la mitad de la población había sido excluida de la vida política del país: “LAS MUJERES”.

La acción política dirigida a la mujer cosechó sus frutos en las elecciones del 11 de noviembre del año 1951 donde la mujer sufraga por primera vez en elecciones generales Nacionales y Provinciales, eligiéndose también representantes de ambas cámaras legislativas.

Votaron 3.816.654 mujeres. El 63,9% lo hizo por el Partido Peronista, el 30,8% por la unión Cívica Radical.

A su vez, el Partido Peronista fue el único de ambos que llevaron mujeres en sus listas.

Por primera vez el Congreso Nacional estaba compuesto por 29 mujeres, 6 en la Cámara de Senadores y 23 en la de Diputados.

Es importante destacar que la igualdad política de hombres y mujeres se complementó con la igualdad jurídica de los cónyuges y la patria potestad compartida que garantizó el artículo 37 (II.1) de la Constitución de 1949. El texto fue directamente escrito también por una mujer: Evita. El golpe militar de 1955 derogó estas garantías de igualdad jurídica reapareciendo la prioridad del hombre sobre la mujer y la mujer argentina permaneció discriminada legalmente hasta que se sancionó la ley de patria potestad compartida en 1985, trascurriendo 36 años de discriminación.

Trasladándonos hasta el año 1947, hasta aquí podemos reafirmar que en el Gobierno de nuestro General Perón y con el arduo trabajo de una mujer, Evita, se sentaron las bases de los primeros y fundamentales derechos de toda mujer argentina. Es por ello que, como ciudadanos y como representantes de una doctrina que sentó los cimientos de una ciudadanía justa, es nuestro deber continuar el trabajo iniciado por nuestros líderes, Evita y Juan Domingo Perón.

La reconstrucción de la Historia muestra que las mujeres sólo han logrado conquistas sociales allí donde ha habido mujeres trabajando y protagonizando esas conquistas. Han sido las luchas de muchas mujeres, las que nos permiten hoy gozar de derechos que en un pasado muy próximo fueron negados.

Las mujeres, igual que los hombres, tienen opiniones y actitudes políticas e ideológicas muy diversas porque tienen intereses muy diferenciados, pero como seres humanos tienen una serie de derechos comunes que van desde el derecho al trabajo, a la libertad de expresión, a participar activamente en la política, a estudiar, recreación, salud, vivienda digna, cobertura social, jubilación, al descanso después de largas jornadas de trabajo, el derecho al ocio, la cultura, a los aspectos lúdicos, entre otros.

Las legislaciones que con posterioridad a 1947 se dictaron, tuvieron la intención de una participación mas activa de la mujer, aunque casi siempre marcadas con fuertes restricciones arbitrarias.

En el año 1991 el Congreso Nacional dicta la Ley 24.012 llamada Ley de Cupos estableciendo que por lo menos el 30% de las listas para ocupar cargos de diputados, senadores y convencionales constituyentes deben estar compuestas por mujeres. Esta ley significó una “acción positiva”, pero no por ello justa, para intentar revertir las desigualdades que hasta el momento sufrían las mujeres argentinas, pero de ninguna manera consagra la igualdad real de oportunidades entre el hombre y la mujer, entendida en el sentido de acceso igualitario a los cargos legislativos nacionales.

Si ser electoras fue un derecho adquirido, ser elegidas es una lucha que continúa. La ley 24.012 de cupo femenino es clara evidencia de la discriminación que aún pervive en la sociedad.

“… el mundo actual padece de una gran ausencia: la de la mujer… -escribía Eva Perón a mediados de siglo-… Todo absolutamente todo en este mundo contemporáneo ha sido hecho según la medida del hombre. Nosotras estamos ausentes en los gobiernos. Estamos ausentes en los Parlamentos. En las organizaciones Internacionales. No estamos ni en el Vaticano ni en el Kremlin. Ni en los Estados mayores de los imperialismos. Ni en las comisiones de energía atómica. Ni en los grandes consorcios. Ni en la masonería ni en las sociedades secretas. No estamos en ninguno de los grandes centros que constituyen un poder en el mundo. Y sin embargo estuvimos siempre en la hora de la agonía y en todas las horas amargas de la humanidad. Parece como si nuestra vocación no fuese sustancialmente la de crear sino la del sacrificio… Yo no me explico pues por qué no estamos allí donde se quiere crear la felicidad del hombre. ¿Acaso no tenemos con el hombre un destino común? ¿Acaso no debemos hacer juntos la felicidad de la familia?
Tal vez por no habernos invitado a sus grandes organizaciones sociales el hombre ha fracasado y no ha podido hacer feliz a la humanidad.” Evita – La Razón de mi Vida – Pág. 283 y vta.
Desde entonces el mundo ha sufrido profundas y vertiginosas modificaciones, pero sigue hecho según la misma medida. Evita, quien impulsaba el protagonismo de la mujer sin apartarse de su naturaleza misma, y que consideraba que el movimiento de mujeres debía entregarse por amor a la causa y a la doctrina de un hombre digno de tal entrega, entendía que entre las muchas diferencias que hay entre un hombre y una mujer, existía una referida a la concepción de la “acción”.

Pretendemos igualdad de oportunidades. “Te reconozco como diferente y te respeto en la diversidad”.

A la fecha el Congreso Nacional está compuesto por:

	Datos Cuantativos – Bancas Congreso Nacional

	
	Diputados
	Senadores
	Totales

	Hombres
	154
	44
	198

	Mujeres
	101
	28
	129

	Totales
	255
	72
	327


	Datos Porcentuales – Bancas Congreso Nacional

	
	Diputados
	Senadores

	Hombres
	60,50 %
	61 %

	Mujeres
	35,50 %
	39 %


	Datos Porcentuales – TOTALES

	Hombres
	61 %

	Mujeres
	39 %
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Estos datos arrojan una importante desigualdad al acceso de cargos legislativos entre hombres y mujeres.

Solo 3 provincias argentinas garantizan en sus legislaciones la igualdad real a ocupar cargos electivos, es decir, el 50% de los ciudadanos candidatos deben ser mujeres, a saber:

Río Negro………………………………..
Ley 3717

Santiago del Estero…………………….
Ley 6509

Córdoba………………………………….
Ley 8901

Compartiendo con lo dispuesto en los artículos 1, 2 y 3 de la última Ley citada, se transcribe a continuación el contenido de los mismos:

Art. 1º.- Establécese, como regla general, el principio de participación equivalente de géneros para la elección de candidatos comprendidos en la presente ley.

Art. 2º.- El principio de participación equivalente establecido en el articulo anterior, deberá observarse, obligatoriamente, en toda lista de candidaturas electivas para desempeñar cargos representativos en órganos colegiados ejecutivos, deliberativos, control, selección, profesionales o disciplinarios previstos en la Constitución de la Provincia o en sus respectivas leyes de creación o estatutos.

Art. 3º.- Toda lista de candidatos a cargos electivos provinciales, municipales –correspondientes a localidades que no hubieran sancionado Carta Orgánica- y comunales presentada para su oficialización por un partido político habilitado por la Justicia electoral, deberá contener porcentajes equivalentes de candidatos de ambos géneros.

Solamente 2 provincias en todo el territorio de la Nación, Entre Ríos y Jujuy, no cuentan a la fecha con una legislación que consagre la participación equitativa de la mujer o que tienda por lo menos a lograrlo.

Específicamente en nuestra Provincia, esto sucedió por falta de decisión política, ya que en 1994 fue sancionada una ley que garantizaba un minino del 30% de las bancas en la Legislatura para ser ocupadas por mujeres, pero sorpresivamente dicha ley fue vetada por el entonces representante del Poder Ejecutivo. Posteriormente se presentaron tres proyectos y los mismos jamás llegaron a ser tratados. En octubre del año 2004 el Gobernador de la Provincia, Dr. Jorge Pedro Busti, presentó la iniciativa asegurando el 50% a la mujer, lo cual nos permitiría realmente hablar de equidad de género, pero lamentablemente la misma no ha sido tratada hasta la fecha, durmiendo en los cajones de la Legislatura.

En Entre Ríos, en el campo legislativo, en el período comprendido entre 1983-2004 fueron solo 15 bancas ocupadas por mujeres de los 168 diputados electos y 4 de los 97 senadores, es decir que de un total de 265 bancas solo 19 fueron ocupadas por mujeres ya que aproximadamente el 93% de las mismas le correspondieron a hombres.

Esto marca una real y total discriminación cívica para con las mujeres de nuestra provincia.
Composición Legislatura Provincial a febrero 2008
	Datos Cuantativos – Bancas

	
	Diputados
	Senadores
	Totales

	Hombres
	24
	17
	41

	Mujeres
	4
	0
	4

	Totales
	28
	17
	45


	Datos Porcentuales – Bancas

	
	Diputados
	Senadores

	Hombres
	85,80 %
	100 %

	Mujeres
	14,20 %
	0 %
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Hasta en la designación de las autoridades de ambas Cámaras se observa una clara discriminación, siendo nuevamente las mujeres una minoría o inexistente. Entiéndase como “autoridades de las Cámaras” a: Presidentes, Vicepresidentes, Secretarios y Prosecretarios.

	Datos Cuantativos - Autoridades

	
	Diputados
	Senadores
	Totales

	Hombres
	5
	3
	8

	Mujeres
	0
	1
	1

	Totales
	5
	4
	9


	Datos Porcentuales – Autoridades

	
	Diputados
	Senadores

	Hombres
	100 %
	75 %

	Mujeres
	0 %
	25 %
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De acuerdo a los datos hasta aquí señalados, la Legislatura de la Provincia de Entre Ríos, entre Bancas y Autoridades, hasta la fecha se encuentra compuesto de la siguiente manera:

	Datos Cuantativos – Bancas y Autoridades

	
	Bancas
	Autoridades
	Totales

	Hombres
	41
	8
	49

	Mujeres
	4
	1
	5

	Totales
	45
	9
	54


	Datos Porcentuales – Bancas y Autoridades

	Hombres
	91 %

	Mujeres
	9 %
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Los derechos humanos de la mujer como parte inalienable e indivisible han sido reconocidos en todas las Convenciones y Tratados, pero en la práctica no son respetados.

Ridiculizar las cuestiones que afectan a los derechos de las mujeres es una estrategia en la que se han empeñado siempre los sectores más conservadores de la sociedad Frecuentemente, muchos de los problemas de las mujeres han sido problemas "invisibles" para los ojos de los que no quieren ver.

El hecho de intentar mantener a la mujer en casa ha sido una forma de ocultarla, aislarla, incomunicarla. ¿Lo que no se ve no existe y no tiene la capacidad de proyección e intervención social?

La mujer con derechos, se ha hecho presente precisamente al salir a trabajar fuera de su hogar, al insertarse en la sociedad y en la comunidad, y al llegar a exigir lo que a una le corresponde.

En estos momentos, en los que la estrategia de ridiculización no se considera políticamente correcta, algunos tienden a adoptar la estrategia del silencio. Ambas posturas son destructivas, antisociales, discriminatorias, vergonzosas y aberrantes.

Es necesario incorporar el espíritu constitucionalista participativo e igualitario, propendiendo a eliminar de una vez y para siempre toda desigualdad, toda discriminación, toda deshumanización, toda diferencia de oportunidades y todas aquellas acciones que atenten contra la dignidad, crecimiento y desarrollo integral de la mujer. Lo que se propone es eliminar las irritantes desigualdades, garantizar, respetar, avalar, promover, valorar y proteger la igualdad entre varón y mujer.

En este sentido nuestra Constitución Nacional consagra en su artículo 37 la igualdad real de oportunidades, ya que establece:

“… La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral”; y en su articulo 75 inc. 23:

“Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad”.

La disposición transitoria  segunda indicó que esas acciones positivas “no podrán ser inferiores a las vigentes al tiempo de sancionarse esta Constitución”.
De la misma manera, en diversas provincias el derecho público garantiza la equidad de género, como por ejemplo las siguientes Constituciones: Corrientes en su art. 45; Neuquén en sus arts. 22, 38 y 45; Santiago del Estero en sus arts. 18 y 28; Formosa arts. 9 y 73; La Rioja arts. 21 y 79; Córdoba en sus art. 19, 24 y 60; Ciudad Autónoma de Buenos Aires, arts, 36 y 38 y Catamarca art. 65.

Conclusiones

La Discriminación contra la Mujer viola los principios de la igualdad de Derechos y el respeto de la Dignidad Humana, constituyendo un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia, entorpeciendo el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad.

La equidad de género es un derecho que garantiza la paridad de condiciones entre hombres y mujeres para ejercer plenamente sus derechos humanos, políticos, económicos, sociales, culturales, educativos, cívicos, familiares, entre otros.

La potencialización del papel de la mujer y su participación equitativa en las estructuras decisionales, en las esferas de la vida pública o privada, permiten definir prioridades y estrategias de desarrollo que contribuyen a reducir las inequidades subyacentes de un sistema, indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz.

Las sociedades donde las mujeres no gozan de los mismos derechos que los hombres, jamás podrán alcanzar el desarrollo de manera sostenible.

Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 234)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. 1.- Incorpórese a la Sección II Régimen Económico y del Trabajo de la Constitución vigente el siguiente “Art. Las asociaciones sindicales con personería, representativas de los empleados de los tres poderes y entidades autárquicas y el Estado, concertarán convenios sobre condiciones de trabajo y remuneraciones, mediante la negociación colectiva por ante el Consejo de la Paritaria Estatal.”

BRASESCO – ROGEL – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

La negociación colectiva vinculada al empleo público en nuestro país tiene como punto de partida la ratificación en 1988, del Convenio de la Organización Internacional del Trabajo Nº 154.
Muchos han sido los proyectos que se presentaron en el Congreso Nacional abordando esta cuestión de la negociación colectiva de los estatales hasta que el 11 de noviembre de 1992 se sanciona la ley Nº 24.185 por la cual se establecen normas que rigen las negociaciones colectivas entre la Administración Pública y sus empleados.
Posteriormente las provincias encuentran abierto el camino de que la negociación colectiva se plasme a través de leyes que sin lugar a dudas la fuerza de las organizaciones sindicales tuvieron un papel preponderante para que fueran sancionadas.
Entre Ríos tiene la suya, aunque consideramos imperfecta, inicia un camino caro a las aspiraciones de los servidores del Estado, que hoy debe ser insertada en la Constitución como algo que plasme una conquista definitiva del trabajador estatal, que encauza pacíficamente la armonía que debe reinar entre el estado y sus trabajadores, creando un clima de justicia y de normal encuentro entre los que componen el contrato del empleo público.
La negociación colectiva concertada ante el Consejo de la Paritaria Estatal, órgano independiente y autónomo, concreta la formula de la Organización Internacional del Trabajo en que están presente, los trabajadores, el empleador (gobierno) y el órgano independiente que asume el carácter del ente imparcial y además oficial ajeno del gobierno, plasmando de esta forma un escenario neutral para las partes que deben negociar.
La norma propuesta insertada en la Constitución garantiza un camino de diálogo permanente que aleja el conflicto y crea las condiciones sociales que llevan al entendimiento y comprensión entre el gobierno de turno y sus agentes.
Por estas razones y las que se darán oportunamente en la Comisión y en la Asamblea es que se aconseja su sanción.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Simplemente para manifestar, señor Presidente, que este proyecto no está referido a asociaciones sindicales; para evitar confusiones quiero aclarar que está referido a la negociación colectiva de los empleados públicos a través de sus organizaciones sindicales, para discutir sobre los salarios y las condiciones de trabajo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene razón, señor convencional. Si hay asentimiento, se deriva también a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías y Formas de Participación Popular.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee: 

LXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 235)

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO
Es nuestro indelegable deber como argentinos hacer una constante del reclamo de Las Islas Malvinas, Georgias y Sándwich del Sur, el mismo debe recorrer todos los foros diplomáticos de la tierra, ser incesantes e inclaudicables en el mismo y defender con todas las energías el derecho a que las Islas siempre sean argentinas, no como una simple declamación sino como voz sincera y gallarda.
También creemos justo y necesario que se extienda en todos los órdenes incluyendo al de los gobiernos desde el nacional, los provinciales y también municipales es decir por todo argentino que tenga oportunidad de hacerlo. Para nuestro pueblo ha dejado de ser solo un reclamo territorial en si mismo, convirtiéndose en la búsqueda de nuestra identidad e integración latinoamericana, es nuestro grito de libertad y la imperiosa necesidad de sentir el territorio de una vez y para siempre.
Si bien la política de relaciones exteriores establecidas por el Superior Gobierno de la Nación nos excede sobremanera, tenemos la invalorable posibilidad y el privilegio con el que nos han honrado el Pueblo de la Provincia de Entre Ríos a fin de reformar la Constitución Provincial e interpretando sus profundos sentimientos con la causa Malvinas, es que consideramos que en esta instancia, debemos incluir en el articulado de la Constitución una clara y precisa referencia a los Veteranos de Guerra, ya que todos hemos observado los tremendos efectos que han vivenciado los mismos desde el inicio del camino a casa, luego de finalizado este conflicto.
Por actos omisivos o permisivos, no hemos dado un tratamiento integral a tan delicada problemática, pese a que se trata de una justa reivindicación de nuestro pueblo, no obstante con la sanción por parte de la legislatura provincial de las leyes Nº 9193 y Nº 9216, se ha reparado en parte el problema en cuestión.
Asimismo, las constituciones de las hermanas Provincias de Buenos Aires, Santiago del Estero, Formosa y Chubut, a modo de ejemplo, receptan en sus respectivas Constituciones la temática de los Veteranos de Guerra.
No debiendo caer en el error de otros pueblos que han padecidos los efectos de la guerra, dejando a sus mejores hombres -los que combatieron- al regreso a la sociedad en las mas absoluta soledad, en la incomprensión, en la ausencia, padeciendo necesidades materiales y morales, sin empleo, sin salud, sin proyectos y algo que resulta tremendamente injusto: la falta de respeto y reconocimiento que han padecido, así como sus respectivos grupos familiares, resultando estigmatizados en un modelo de sociedad exitista y autista, un verdadero sin sentido.
Es por ello que propiciamos la aprobación del siguiente artículo:

“La causa Malvinas –reivindicando la irrenunciable y legitima soberanía- constituye para la Provincia de Entre Ríos un tema de carácter prioritario, razón por la que se implementaran y consolidaran políticas destinadas a la asistencia y protección del combatiente veterano de guerra y su grupo familiar a fin que el acceso a la salud, a la educación, al trabajo y a la vivienda logren la plena dignidad de los mismos”

DÍAZ, (Gustavo)
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 236)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA COMO PROYECTO DE REFORMA:

Incorporar a la Sección I “Declaraciones, Derechos y Garantías”

Art. La Provincia garantizará en el ámbito público y promoverá en el privado la igualdad real de oportunidades para mujeres y varones en cuanto al acceso y goce de todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. Asegurará su ejercicio efectivo a través de políticas activas en todos los organismos y niveles del Estado propiciando y proponiendo la aplicación del principio de “equidad de género” también para la actividad privada.

Art. La Provincia incorporará la perspectiva de género en el diseño y ejecución de sus políticas educativas, de salud, de cultura, de vivienda, de trabajo y producción, de seguridad social y otras de su competencia en cuanto contribuya a eliminar prácticas y patrones socio culturales  basadas en el prejuicio de superioridad de un sexo con respecto al otro.

Art. La Provincia promoverá: la igualdad de derechos y responsabilidades de mujeres y varones en cuanto a la procreación, el cuidado, la atención y educación de los hijos. Desarrollará acciones conducentes para la plena integración de las mujeres a la actividad productiva y la paridad de trato en relación con el trabajo remunerado reconociendo el valor social del trabajo del hogar y el derecho a una compensación económica para las amas de casa. Propiciará acciones positivas para impedir la exclusión, segregación y toda forma de discriminación hacia la mujer en su condición de madre y su vinculación con las responsabilidades domésticas. Facilitará a las mujeres que sean único sostén de familia la prioridad en los planes de vivienda, el acceso al empleo, al crédito y a los sistemas de cobertura social a cargo del Estado. Desarrollará programas dirigidos a la protección integral de la mujer en su calidad de persona, como la prevención de la violencia en todas sus formas de manifestación y la atención de niñas y adolescentes embarazadas evitando su expulsión del sistema educativo, mediante la implementación de servicios y espacios de orientación especializada.

Art. Las listas de candidatos a cargos electivos deberán incluir para su oficialización un porcentaje equivalente de mujeres y varones con probabilidad de resultar electos, no pudiendo incorporar en orden consecutivo a tres personas de un mismo sexo.

Los Partidos políticos reconocidos en el orden provincial deberán adecuar su normativa y organización interna a fin de garantizar el acceso efectivo de las mujeres a los niveles de conducción en todas las materias, incluyendo la administración de sus recursos.

Art. El Estado promoverá mediante acciones positivas la incorporación de las mujeres a los consejos directivos y cuerpos de conducción de las asociaciones representativas del trabajo, la producción y la cultura en un porcentaje equivalente al de los hombres y en los mismos ámbitos de competencia.

Art. Suprimir el Art. 47 inc. 3° de la Sección III Régimen Electoral de la Constitución vigente.

ROMERO

FUNDAMENTOS

El Proyecto de Reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se funda en los Arts. 1° inc. 27, Art.4° inc. 4 e inc. 5° a contrario sensu de la Ley Nº 9768, así como en las consideraciones que a continuación exponemos.

El tema de Género y el Desarrollo sustentable.
En un estudio reciente del Banco Mundial (2002) se llegó a la conclusión de que la igualdad de género es fundamental para la economía de los países entendiendo que el desarrollo sostenible no es posible si no existe esa equidad. En verdad cuando se encara el desarrollo sostenible desde el punto de vista de los derechos, las situaciones no se describen solamente en función de las necesidades humanas o de las condiciones necesarias para el desarrollo sino en términos de la obligación que tiene la sociedad de respetar los derechos inalienables de las personas. Un enfoque de este tipo faculta a las personas a exigir la justicia como un derecho, no como una forma de beneficencia, y les da a las comunidades un fundamento moral para reclamar ayuda cuando la necesiten.

Sin embargo, el reconocimiento de lo que las mujeres aportan a la supervivencia y el desarrollo sigue siendo limitado. En la mayoría de las sociedades del mundo actual, las estructuras y actitudes sociales discriminatorias a nivel personal, comunitario e institucional persisten en pautas profundamente arraigadas de desigualdad por razón del sexo. Muchas mujeres tropiezan con fuertes barreras vinculadas a su condición familiar y socioeconómica, incluidas sus condiciones de vida en zonas aisladas o empobrecidas.

Hay algunos datos básicos que ilustran la discriminación de que son objeto las mujeres y las privaciones que a menudo deben padecer como consecuencia de ello, citaremos algunos:
Igualdad de género: Solamente siete países desarrollados han alcanzado altos niveles de igualdad de género y potenciación del papel de la mujer en todos los indicadores seleccionados del tercer Objetivo de Desarrollo del Milenio. Entre los países en desarrollo, los niveles más altos se observan en la Argentina, Costa Rica y Sudáfrica.

Dos tercios de los 876 millones de adultos analfabetos eran mujeres. Entre 1990 y 2000, la proporción entre los sexos en la enseñanza primaria aumentó de 86 a 92 niñas por cada 100 varones, pero en el caso de las mujeres jóvenes (15 a 24 años de edad) en los países en desarrollo, la tasa de alfabetización es del 60%, comparada con el 80% que corresponde a los hombres de la misma edad.

Salud: A escala mundial, las mujeres constituyen algo menos de la mitad de los adultos con VIH/SIDA, pero en el África subsahariana más del 55% de las personas infectadas son mujeres; las mujeres jóvenes son de dos a cuatro veces más propensas a infectarse que los hombres jóvenes. En Asia meridional y sudoriental, el 60% de los jóvenes infectados por el VIH/SIDA son mujeres.

Trabajo y empleo: Las mujeres producen la mayor parte de los alimentos que se consumen en el África subsahariana y (en menor grado) en Asia. Sin embargo, las mujeres más pobres del mundo trabajan en la agricultura o en actividades "informales" de fabricación y servicios; las estadísticas de empleo registran de manera muy insuficiente el trabajo de las mujeres, a quienes se les paga poco y en forma irregular. Si bien la participación de la mujer en el sector formal de la economía continúa creciendo, su proporción sigue siendo muy inferior a la del hombre y gana menos.

Acceso a los servicios: En docenas de países en desarrollo, las personas pobres, las minorías étnicas y las mujeres continúan sin poder acceder a los servicios públicos y las oportunidades que ofrece el sector privado.

Los contextos sociales y culturales determinan en gran medida las relaciones de género: los valores patriarcales inculcados desde la infancia influyen en las actitudes de hombres y mujeres a lo largo de toda su vida. Esos valores suelen reflejarse en leyes contrarias a los derechos y acciones de las mujeres, y existen muchas tendencias actuales que ensanchan aún más esa brecha. Entre ellas cabe mencionar la globalización, el desarrollo económico sesgado, los problemas sociales (como la pobreza, la inseguridad, la falta de acceso a los bienes esenciales, la fragmentación, el fundamentalismo, la violencia, las guerras y el VIH/SIDA) y las cuestiones ambientales (como la contaminación, los desastres y el cambio ecológico).

Todas estas tendencias plantean desafíos concretos a los gobiernos y las instituciones, desde la necesidad de mejorar la recopilación de información y la sensibilización del público, hasta la de aplicar políticas activas y medidas de desarrollo.

Adopción de decisiones: Las mujeres representan el 30% de los parlamentarios en solamente siete países. A nivel mundial constituyen apenas el 14% de los miembros de parlamentos. No hay diferencias sistemáticas entre países ricos y pobres, pero existen disparidades considerables dentro de cada región. En los Estados Unidos de América, las mujeres ocupan el 12% de los escaños en la legislatura federal; hay 38 países en desarrollo que tienen una proporción mayor.

Fuentes: UNIFEM, 2002; PNUD, 2003.

La evolución de los conceptos de género y desarrollo

El pensamiento sobre la diferenciación social por razón del sexo ha sufrido cambios bastante drásticos desde principios de los años sesenta. En aquel momento se ponía énfasis principalmente en la mujer y el desarrollo, y se prestaba apoyo a proyectos y políticas que beneficiaban a las mujeres como grupo separado. Posteriormente, tras un examen crítico de este enfoque, algunos analistas llegaron a la conclusión de que era necesario prestar más atención a las estructuras básicas que perpetuaban la desigualdad entre mujeres y hombres.
Después de la Tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer, en 1985, comenzó a surgir en las esferas internacionales un concepto más amplio del género, que obtuvo pleno reconocimiento en 1995, en la Cuarta Conferencia Mundial de las Naciones Unidas.
Aparte de un aspecto meramente técnico y estadístico, el género conlleva un claro elemento de política y poder. Al enfocar la mira en la condición desigual de mujeres y hombres, el análisis del género y el desarrollo examina meticulosamente las estructuras sociales, políticas y económicas y las políticas de desarrollo desde el punto de vista de las diferencias por razón del sexo.
Una primera medida de importancia crítica consiste en reconocer el papel fundamental que desempeña la mujer en el desarrollo urbano y la organización social. 
La población del mundo, hoy cercana a los 6.300 millones de habitantes, crecerá hasta alcanzar una cifra estimada de 8.900 millones de personas en el año 2050, y casi la totalidad de ese aumento se registrará en los países en desarrollo. Si bien estas cifras son inferiores a las proyectadas anteriormente – en parte debido a un aumento de las muertes previstas por causa del SIDA – esta expansión de casi 30% subraya la necesidad crítica de seguir invirtiendo en la salud reproductiva (que es también un derecho humano).
Es un hecho ampliamente reconocido que la condición jurídica y social de la mujer – inclusive su educación y su posibilidad de acceder a la atención de la salud, los servicios médicos y las oportunidades de trabajo – es un factor determinante de las tasas de crecimiento demográfico.

Reseña histórica de los acuerdos sobre el adelanto de la mujer en el orden internacional

A principios del siglo XX, las mujeres tomaron la delantera en cuanto a aportar sus perspectivas a la cuestión del desarrollo, a partir de la creación de la Sociedad de las Naciones en la Conferencia de Paz de París en 1919.
Desde aquel momento han participado en importantes acciones locales y Nacionales y uno de los ejemplos más recientes es la Cumbre Mundial de 2002 sobre el Desarrollo Sostenible, celebrada en Johannesburgo (Sudáfrica).

1945

En su preámbulo, la Carta de las Naciones Unidas reafirma "la igualdad de derechos de hombres y mujeres". En el apartado c) del Artículo 55 se establece: "La Organización promoverá el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades". 

1947

Creación de la Comisión de las Naciones Unidas sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer. 

1948

Declaración Universal de Derechos Humanos: "Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos". 

1975

Primera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer y Foro asociado de ONG en la ciudad de México; comienzo del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz.

1979

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) se convierte en la primera declaración internacional de derechos de la mujer.
Obliga a los gobiernos signatarios a tomar medidas para promover y proteger los derechos de la mujer. Todos los países que han ratificado la Convención (171 a marzo de 2003) deben presentar informes sobre las medidas concretas que hayan adoptado para mejorar la condición de la mujer. El Protocolo Facultativo de la Convención, creado en 1999, permite a las mujeres que son víctimas de discriminación presentar denuncias para que sean analizadas. Este último fue recientemente ratificado por Argentina.

1985

En la Tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer y el Foro asociado de ONG en Nairobi se examinan y evalúa los logros del Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer.

1990

La Conferencia Mundial sobre Educación: Educación para Todos, se celebra en Tailandia y compromete a los gobiernos a garantizar el acceso de niñas y mujeres a la educación y a mejorar la calidad de esa educación, así como a eliminar cualquier obstáculo que ponga trabas a su participación activa.

1992

En la Conferencia de las Naciones sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo surge la Declaración de Río que reconoce a las mujeres como un "grupo principal" en el desarrollo sostenible y se adoptan  disposiciones concretas para adelantar su posición. Entre ellas cabe mencionar las "Medidas mundiales en favor de la mujer para lograr un desarrollo sostenible y equitativo" señalando que es “imprescindible contar con la plena participación de las mujeres para lograr el desarrollo sostenible".

1993

En la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena se reconoce claramente que los derechos de la mujer son derechos humanos, y que los derechos humanos de la mujer son una parte inalienable de los derechos humanos universales.

1994

En la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo celebrado en El Cairo se dan pasos fundamentales con miras a garantizar el derecho de las mujeres y las niñas a ejercer el control de sus propias vidas y a que se les reconozcan los mismos derechos que a los hombres, inclusive en lo que respecta a la reproducción y  la planificación de la familia. En el Programa de Acción se reafirma que la potenciación, la autonomía, la igualdad y la  equidad son fines importantes en sí mismos, y factores esenciales para el desarrollo sostenible de políticas y programas de población. Se exhorta a los gobiernos a poner al alcance de todos (mujeres, hombres y adolescentes) los servicios de salud sexual y reproductiva para el año 2015.

1995

En la Cumbre Mundial de Desarrollo Social de Copenhague se hace un llamamiento a la erradicación de la pobreza y a la promoción de la justicia social y los derechos de la mujer. La Cuarta Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer celebrada en Beijing y el Foro asociado de ONG celebrado en Huairou constituyen una oportunidad para consolidar decisiones ya adoptadas e incorporarlas en la Plataforma de Acción de Beijing.

2000

En la Conferencia Beijing+5: Cinco años después de Beijing, celebrada en Nueva York, se reconocen varios problemas críticos que comienzan a plantearse respecto de las mujeres y las niñas, entre ellos los derechos relacionados con el trabajo, la violencia basada en el género, los derechos reproductivos y sexuales, la educación y la seguridad social y el acceso los recursos productivos.
En la Cumbre del Milenio celebrada en Nueva York, los 189 Estados Miembros de las Naciones Unidas se comprometieron a lograr un mundo mejor, más sano y más justo para 2015.
En la Declaración del Milenio se promete "promover la igualdad entre los sexos y la autonomía de la mujer como medios eficaces de combatir la pobreza, el hambre y las enfermedades y de estimular un desarrollo verdadero”.
2002

En la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible celebrada en Johannesburgo se emiten la Declaración y el Plan de Acción de Johannesburgo. Se reafirma la necesidad de hacer un análisis de género, de contar con datos específicos de cada género e incorporar las cuestiones de género en todos los esfuerzos de desarrollo sostenible, y de reconocer a la mujer derechos de propiedad sobre la tierra. 

2003

En el 11º período de sesiones de la Comisión de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas se decide que la igualdad de género será una cuestión transversal en toda la labor futura hasta 2015.
Surge claramente de este racconto que aun hoy los derechos -formales y reales- de las mujeres, en relación a los recursos y las decisiones que los rigen son diferentes a los de los hombres, lo que hace necesario aplicar un enfoque diferenciado según el género para subsanar la falta de equidad en algunos aspectos. Solamente en los últimos 20 años, las mujeres han ejercido una influencia considerable en los acuerdos internacionales que establecen  los parámetros de la igualdad de género y la justicia mundial.
Como señaló en 1995 Bella Abzug, la fundadora de la Organización de Derechos Ambientales y de la Mujer tras la Cuarta Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer: "No conseguimos todo lo que queríamos. Pero es la declaración de consenso más enérgica sobre la igualdad de la mujer, la potenciación de su papel y la justicia que han formulado hasta el presente los gobiernos del mundo. Es una visión de un panorama cambiante de lo que puede ser el mundo para la mujer, así como para el hombre, para esta generación y para las futuras".
El detalle precedente muestra los distintos pasos que se han dado a nivel internacional para reconocer los derechos de la mujer y los vínculos entre el género y el desarrollo sustentable a través de sucesivos  compromisos mundiales en favor de la equidad de género y los derechos de la mujer. Sin embargo, en vista de la persistencia de la discriminación y la falta de autonomía, es preciso tomar medidas urgentes para lograr que se cumplan esos compromisos y para elevar a las mujeres a la categoría de verdaderas asociadas y beneficiarias del desarrollo sostenible.
Los derechos de las mujeres no siempre son garantizados por los sistemas legislativos, electorales y judiciales. Eso implica la necesidad de reformarlos, para que tomen en cuenta la dimensión de género y para que respondan más adecuadamente a la realidad y a las necesidades de la gran diversidad de personas que integran nuestras sociedades. Eso pasa por eliminar las barreras que las mujeres enfrentan como candidatas y como votantes, reformar los sistemas electorales para superar las limitaciones que les impiden participar en los procesos electorales, garantizar su acceso a una justicia sin sesgos de género y el cumplimiento de los mandatos nacionales e internacionales que velan por sus derechos, reformar las instituciones del Estado para que sean inclusivas y sensibles al género, etc.
Pero la igualdad de género pasa también por la necesidad de darle carácter “transversal” a este tema en las acciones públicas. Esto incluye la  legislación, políticas y programas gubernamentales en todos los ámbitos políticos, sociales y económicos y también en la distribución de los ingresos y los gastos públicos, a través de la elaboración de presupuestos sensibles al género.
En nuestra región latinoamericana están funcionando mecanismos nacionales de igualdad, impulsando importantes iniciativas en este sentido, pero todavía sigue siendo un gran reto la incorporación sistemática del enfoque de género en las políticas públicas.
Es necesario que las políticas, creen los espacios que permitan a los individuos definir sus derechos e instituciones para proteger y vigilar la distribución justa y equitativa de esos derechos entre todos los miembros de la sociedad, tanto hombres como mujeres.
Los Jefes de Estado que han suscrito los Acuerdos antes señalados  se comprometen a "promover el pleno acceso de la mujer a los recursos productivos, y su control de los mismos… a fin de reducir los niveles de pobreza entre las mujeres". El desafío consiste ahora en cumplir esos compromisos.

Breve reseña histórica sobre la emancipación de la mujer en nuestro país
El siglo XIX muestra a la Educación pública como espacio social de mayor inserción femenina a través de las maestras normalistas incorporadas por Sarmiento quien parafraseando al sociólogo francés Fourier manifestara que “el grado de evolución de una sociedad se mide por el lugar que en ella ocupa la mujer…”. 
También la epopeya de nuestra independencia nacional estuvo fuertemente marcada por la presencia de mujeres cuya actuación junto al combatiente y aun combatiendo, permaneció en el anonimato hasta que una corriente histórico-literaria hace apenas diez años, las descubrió y les dio su justo valor.
Vale un testimonio recogido por Vera Pichel en “Las Cuarteleras”: pertenece a una carta de Josefa Tenorio esclava de Doña Gregoria Aguilar dirigida al General San Martín” “…el General Las Heras me confió una bandera para que la lleve y defienda con honor… sufrí todo el rigor de la campaña. Mi sexo no ha sido impedimento para ser útil a la patria y si en un varón es toda recomendación de valor, en una mujer es extraordinario tenerlo. Suplico a Ud. que examine lo que presento y juro. Y se sirva declarar mi libertad que es lo único que apetezco”.
Sin duda fue en el siguiente siglo cuando se concretaron los avances más trascendentes y revolucionarios en materia de derechos  cuyo impacto no alcanzó sólo a las mujeres sino a la sociedad en su conjunto. La Ley de protección al trabajo de mujeres y menores en 1924, la modificación al Código Civil a través de la Ley N° 11.357 que implicó el inicio de un proceso de homologación en el orden jurídico con la situación de los hombres. La Ley N° 13.010 que consagró los derechos políticos en 1947 y con ello otorgó un status de ciudadana sin restricciones, la plena capacidad civil en 1967 y la paridad con el hombre en el ejercicio de la patria potestad sobre los hijos comunes en 1985, la llamada Ley de Cupos en 1992 como medida de “discriminación positiva” para hacer efectiva la oportunidad de acceder a los cargos legislativos y finalmente la Constitución reformada en 1994 incorporando explícitamente el principio de Equidad de género a través de su Art.37 y la adopción de pautas aprobadas por Tratados y Convenciones Internacionales.
Una consideración particular

El Trabajo doméstico: su estimación desde la Economía formal.

En el abordaje de este tema resulta insoslayable recordar que la Economía como ciencia considera productivas sólo aquellas actividades que están orientadas a la producción de bienes o servicios para el mercado. No es contemplada, por ende aquella producción que no está estructurada a través de las relaciones de mercado y tiene lugar en trabajos que son realizados mayoritariamente por mujeres. Casi todas las mujeres en mayor o menor medida las realizan, y casi todas las personas que las realizan son mujeres. Estamos hablando de la ayuda familiar, del trabajo voluntario y, sobre todo, del trabajo doméstico.
Las tareas o labores que son realizadas dentro de un espacio “de tu propiedad” o cuyos beneficiarios son “tus familiares”, no se consideran  productivas. Así las mujeres que se dedican de manera exclusiva a estas actividades, según las encuestas oficiales son inactivas.
El trabajo doméstico no requiere de una calificación especial: se aprende con la práctica y sin requerir una inversión de tiempo y esfuerzo, ni un nivel cultural alto.
La mayor parte del trabajo doméstico es invisible para quien no lo realiza.

Además los resultados -los productos o servicios resultantes de esas labores- no duran, sobre todo las tareas que podemos llamar de mantenimiento, relacionadas con la casa como espacio físico habitable, son consumidos por la unidad familiar. La mayoría de las mujeres que realizan el trabajo doméstico de manera exclusiva consideran esta actividad como una obligación: es su trabajo, si bien no reciben por hacerlo remuneración económica, es decir, falta el dinero como referente social de valor. Así, es escasamente reconocido tanto socialmente como por las personas que conviven con ella e implica además  un aislamiento en la esfera privada que las limita personalmente.
Una definición objetiva del trabajo doméstico plantea varios problemas. El primero es que ciertas actividades comprendidas aunque producen un bien  doméstico, no son consideradas como trabajo por la sociedad que en consecuencia no les asigna un valor económico.
Entre estas actividades no reconocidas como trabajo podemos destacar por el valor producido y por el tiempo dedicado a ellas: la atención y cuidado de personas (hijos e hijas y personas enfermas o incapacitadas) y las actividades de ocio productivo. Dentro de la atención a los hijos, esta exclusión de lo que es considerado trabajo no sólo atañe a las actividades de acompañamiento y subsistencia - en la infancia- sino en lo que hace propiamente a su educación en otras etapas de su desarrollo personal.
En cuanto a la atención y cuidado de ancianos, individuos especiales ó enfermos, en su exclusión de lo que es considerado trabajo parece estar presente un factor de afectividad: no es trabajo lo que satisface afectivamente. En el segundo caso, el ocio productivo, parece estar presente un factor de demanda: no es trabajo lo que no es demandado-exigido por el núcleo familiar, vale decir lo que es hecho por gusto. 
Un segundo problema es que este proceso de valorización o producción de valor doméstico, comprende una serie de actividades de organización y gestión que permanecen ocultas.

En un contexto cultural casi universal, la mujer es identificada como responsable del trabajo doméstico. Podemos decir que lo "normal" es que el papel de ama de casa lo desempeñe una mujer, ya sea que realice el trabajo doméstico de manera exclusiva o bien junto a otras actividades rentables y reciba o no ayuda por parte de otros miembros de la unidad familiar ó de terceros. Para la mayoría las mujeres que realizan una actividad laboral, sea asalariada o por cuenta propia, el trabajo doméstico supone un "doble trabajo". Trabajar fuera del hogar no libera a las mujeres de sus obligaciones domésticas, salvo en casos excepcionales. La mujer que trabaja fuera del hogar rebaja el nivel de exigencia en cuanto a su propio trabajo doméstico y en general  recibe más ayuda. Pero casi siempre ella es la responsable, lo que no sólo supone una duplicidad de tareas, sino que además incide directamente sobre su carrera laboral cuando tiene hijos o el trabajo doméstico incluye el cuidado de otras personas.

La Valorización del Trabajo doméstico en la Agenda pública actual. Referencias del ámbito internacional.

El trabajo doméstico que realizan las amas de casa no se reconoce, por lo que es urgente visibilizarlo y desarrollar políticas públicas que le den su justo valor, concluyeron los países reunidas en la capital mejicana en septiembre de 2005.
En la cuarta conferencia internacional sobre la mujer efectuada en Beijing, China, se recomendó los gobiernos del mundo “la necesidad de cuantificar este trabajo” y, agregó que este tiene “en el mundo laboral una gran gravitación”.
En el l III Encuentro Internacional de Expertas en Encuestas sobre el Uso del Tiempo organizado por el Instituto Nacional de las Mujeres de México (INMUJERES), el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) y el Fondo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), expertas de Latinoamérica y España señalaron la urgente necesidad de hacer visible el problema que enfrentan las mujeres respecto al tiempo que destinan al trabajo doméstico no remunerado y las grandes diferencias en las actividades cotidianas que realizan mujeres y hombres.
Según la última Encuesta Nacional sobre Uso del Tiempo, que levantó el INEGI a petición del INMUJERES, el valor del trabajo doméstico, si se pagara, equivaldría al 21.6% del PIB nacional. De éste, las mujeres aportan el 80.2% y los hombres el 19.2%.
Al inaugurar el Encuentro, la maestra Elia González Balboa, directora general de Evaluación y Desarrollo Estadístico del INMUJERES, reconoció ante 30 especialistas de Cuba, El Salvador, Costa Rica, Uruguay, Argentina, Chile y España, el esfuerzo que se realiza en la aplicación de encuestas de uso del tiempo en cada país, lo que representa, dijo, un importante avance en el quehacer del estudio sobre las inequidades entre las mujeres que destinan más tiempo a las labores domésticas, al cuidado de enfermos, gente mayor o infantes.
Las expertas coincidieron en que la existente inequidad de género en la realización del trabajo doméstico no es un fenómeno nuevo, pero lo que se intenta hoy es reconocer y visualizar la distribución de las cargas de trabajo entre los miembros del hogar y así darle el justo reconocimiento social al trabajo Doméstico y definir su valor económico.
Finalmente, señalaron la necesidad de que el trabajo doméstico sea considerado un tema prioritario en la agenda de sus gobiernos para que éstos elaboren políticas públicas que disminuyan la carga de trabajo que pesa sobre las mujeres y asignen un valor social razonable y justo.
¿Cuánto vale el trabajo doméstico? Es necesario saberlo para conocer la realidad económica en su totalidad y, en su caso, resarcir con una compensación a quienes lo desarrollan, mayoritariamente las mujeres. Se oculta porque se conoce que hacerlo visible generaría la necesidad de avanzar hacia una solución en esa desigualdad social y económica que siempre ha sufrido una parte muy considerable de la población femenina.
Hoy en día supone además una contradicción clara que se desconozca el valor del trabajo doméstico y en cambio, en cualquier otra actividad productiva todo se traduzca a dinero para dimensionar si es rentable y competitiva. Algunos estudios estiman que esa falta de cuantificación económica del trabajo doméstico dentro de la riqueza generada en cada país o región supone una «ocultación» de esta actividad esencial. Esa invisibilidad del valor de ese trabajo alcanza hasta un 50% del total del tiempo de trabajo y de la producción final de un país», lo que representaría entre un 30% y un 50% del Producto Interior Bruto (PIB).

La realidad del tema en nuestro país

Si se reconociera su trabajo a la luz de las mediciones económicas tradicionales, las amas de casa serían uno de los sectores de mayor peso en la economía del país. Según un estudio de la consultora Equis, en base a datos oficiales, las amas de casa producen anualmente el equivalente a 16.000 millones de dólares con su trabajo, el 10 por ciento del producto bruto interno (PBI). Esa es la masa salarial anual que deberían recibir a cambio de sus labores. Pero como no cobran sueldo, le “regalan” semejante volumen de trabajo gratis a la economía nacional. En la actualidad, 3,8 millones de mujeres trabajan de amas de casa en Argentina.
El valor económico generado por las amas de casa no está contemplado en las cuentas oficiales del PBI. No porque no exista. Este valor económico es generado todos los días, pero al no ser remunerado ese trabajo no se considera parte del circuito productivo. Es un viejo dilema de los economistas el incluir a las amas de casa en los cálculos de lo que produce anualmente una sociedad.
La consultora Equis, dirigida por Artemio López, siguió realizó un estudio en ese sentido y concluyo que “Determinar el valor del trabajo efectivamente realizado por un ama de casa es dificultoso puesto que es multifacético e involucra varios rubros de actividad”, explica el informe. Y agrega: “Este estudio toma como referencia para el cálculo el valor medio de la remuneración del personal doméstico reflejado en la Encuesta Permanente de Hogares del INDEC, más el agregado de un plus monetario en función de otras tareas que realiza el ama de casa y que no están contempladas en el servicio doméstico como ser: asignación presupuestaria del ingreso del hogar, compra de insumos, colaboración en la educación de los hijos, cuidado de su salud, etc.”. Así, “esta multifuncionalidad de las tareas domésticas supone –bajo una hipótesis moderada– el agregado de un plus del 30 por ciento sobre el valor asignado al trabajo doméstico en sentido estricto”. Además, se supone que la “carga horaria” del trabajo de ama de casa es de 56 horas semanales, o sea, 8 horas diarias de lunes a domingo, sin francos.
Así, concluye señalando que el trabajo del ama de casa equivale a un sueldo mensual bruto de 1000 pesos. Si se consideran los últimos datos del Indec, en Argentina hay 3,8 millones de mujeres que trabajan de amas de casa. Por lo tanto, su aporte al producto anual generado por los argentinos, sería de casi 16.000 millones de dólares, equivalente al 10 por ciento del PBI.
Un estudio realizado por el Sindicato de amas de casa de la provincia de Córdoba destacó que una mujer para llevar a cabo las tareas del hogar necesita un sueldo de 1.290 pesos como remuneración mensual manifestando sus impulsoras “no estamos diciendo quien lo puede pagar a sino cuánto vale esta tarea”.
La necesidad de medir económicamente este tipo de tareas lo percibió desde hace un tiempo la OIT (Organización Internacional del Trabajo), destacando que en la Argentina el trabajo de las mujeres en el hogar representa entre un 30 y 35 por ciento del producto bruto interno del país. Este estudio, se hizo sobre cuatrocientos casos en la ciudad de Córdoba. Pero esta es la segunda experiencia que se hace, ya que la primera se realizó en la Ciudad de Buenos Aires. Inclusive hay fallos judiciales que establecen una especie de lucro cesante al marido, cuando este reclama las tareas que va tener que pagar y que hacia su mujer antes de fallecer en forma gratuita.
La valorización del Trabajo del hogar en nuestra Provincia a partir de la Ley Nº 8107 sancionada el 31 de agosto de 1988 y publicada en el Boletín oficial el 14 de septiembre del mismo año, rige por Ley el Derecho a una Jubilación para las Amas de Casa, considerando incluidas  a las mujeres que en forma exclusiva realizan este trabajo, en el ámbito de su familia. Esta norma impulsada por la propia movilización organizada de las entrerrianas que asumieron la defensa de un derecho históricamente postergado y con el aval de quien entonces ejercía el Poder Ejecutivo, Dr. Jorge Pedro Busti significó una profunda transformación cultural: para las mujeres que fortalecieron su autoestima como trabajadoras con impacto social y también para la comunidad que empezó a revisar sus propios mitos, prejuicios y desvalorización sobre este oficio, esencial para el funcionamiento del engranaje social. También podemos señalar que tuvo un impacto en la calidad de vida de un sector vulnerable por su avanzada edad, que vio mejorados sus ingresos y su acceso a nuevas posibilidades de consumo, alimentación y salud. Se trata además de un grupo cuyos hábitos de consumo están directamente orientados a la satisfacción de necesidades básicas, los recursos que reciben en concepto de jubilación regresan indefectiblemente al mercado local, en beneficio de otros sectores de la economía regional.
Resulta indispensable, a esta altura de la experiencia revelada por la aplicación de la ley, ante las dolorosas desventuras por incumplimiento del Estado, padecidas hace apenas cinco años por más de quince mil trabajadoras entrerrianas que integran el sistema, dotar de jerarquía y estabilidad constitucional a este Derecho tanto para garantizar su ejercicio como para impedir que se reiteren situaciones como las aludidas anteriormente.

CONCLUSIONES:

En el terreno de los hechos la Argentina exhibe con enorme contundencia que ha cumplido con los compromisos internacionales, con la memoria histórica de todas las valientes, e inteligentes y de clara vocación transformadora que se atrevieron a romper con la más indigna e irracional discriminación humana: la derivada del sexo. Desde aquellas cuarteleras, primeras maestras, luchadoras como Julieta Lanteri, Alfonsina Storni, Alicia Moureau y fundamentalmente Eva Perón, que hizo realidad la más importante y resistida de nuestras reivindicaciones: el derecho a decidir con plenitud de capacidad sobre el destino de nuestra Patria. Hoy estamos a la altura de los tiempos: el Parlamento argentino se ha integrado en más del cuarenta por ciento con presencia femenina, el Supremo Tribunal de Justicia de la Nación cuenta con el aporte valiosísimo (por su aptitud profesional) de las mujeres, al igual que el gabinete de Ministros. Y lo que constituye nuestro mayor orgullo, nuestra responsabilidad como género y la legítima esperanza de un futuro superador: hoy una Presidenta conduce la política nacional por sus méritos y por decisión soberana de la ciudadanía.
Por ello proponemos, junto a la incorporación de los nuevos artículos la supresión del Art.47 inc.5° que ha devenido derogado por imperio de la Ley Nacional N° 13010 y el Art.37 de la Constitución Nacional.
Será realidad con la aprobación del presente proyecto aquella advertencia visionaria de Eva Perón que expresaba en 1949 “Que no se admiren los políticos de alta escuela, los sociólogos y economistas, si la mujer argentina de hoy pretende y logra ahondar en estas cuestiones. La economía, la sociología y la política que son ciencias de la vida, sólo tiene validez y efectividad cuando se alimentan de la realidad de esa misma vida y no pierden contacto con el sentido común…Las mujeres no hemos sido meras espectadoras del drama social, hemos sido actoras y lo seremos más en el porvenir…”
En esa sintonía y paradas en el siglo XXI podemos decir que la enorme complejidad de las cuestiones públicas exige actuar con grandeza, sentido común y sin mezquindades, captando para el proyecto colectivo ese extraordinario potencial históricamente marginado que representa la mitad de nuestra población.

Rosario M. Romero

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 237)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

La sección VIII- Capitulo I de la Constitución Provincial quedará redactada de la siguiente forma:

DEL RÉGIMEN MUNICIPAL

Art. …Queda reconocida por esta constitución la existencia de los Municipios. Los Municipios son comunidades de vecinos estables emanadas del derecho natural y como grupos sociopolíticos como entidades que gozan de autonomía política administrativa, autarquía financiera y cuyas autoridades se eligen por elección directa. La autonomía Municipal se reconoce por esta constitución de carácter invulnerable y ante cualquier normativa contraria, prevalece la legislación municipal, siempre que se actúe dentro de su demarcación.

Art. ...Todo centro de población con asentamiento estable de más de mil (1000) habitantes, se reconocen por esta constitución como Municipio. A la Legislatura corresponde la creación de los mismos cuando el último Censo Nacional arroje la cifra de más de mil habitantes estables, establecerá asimismo la delimitación territorial del municipio a crearse, y los recursos financieros con que contara para su desarrollo. Cuando un centro de población no reúna los requisitos establecidos, serán organizados conforme a su Carta orgánica, por el Municipio cabecera, cuyas autoridades podrán disponer designar un delegado o una Comisión con representación popular.

Art. …Las autoridades del municipio serán UN INTENDENTE, UN VICEINTENDENTE como miembros del Ejecutivo y UN CUERPO DE CONCEJALES como miembros del legislativo.-El Intendente durara cuatro años en sus funciones y los concejales el mismo período, renovándose por mitades cada dos años. El cuerpo de Concejales se elige por representación proporcional. Dentro de los primeros noventa (90) días debe sortearse la duración de los mandatos.

Art. …Para ser Intendente, Vice Intendente o Concejal se debe ser argentino nativo o naturalizado, con 5 años de ejercicio de la ciudadanía, ser mayor de edad y formar parte del padrón electoral del municipio en los últimos cinco años. Rigen para ellos las mismas incompatibilidades que para los Legisladores Provinciales. Gozan de inmunidades por las opiniones que viertan en el ejercicio de sus funciones y son responsables civil y penalmente por los daños que se causen con sus acciones u omisiones en el ejercicio de su mandato.

Art. …El padrón electoral, queda conformado por los electores inscriptos en el Registro Cívico. Por los extranjeros mayores de 18 años que sean habitantes con no menos de dos años de antigüedad en el municipio.

El concejo Deliberante podrá destituir a cualquiera de las autoridades municipales de cargos electivos mediante el juicio político. Esta acción deviene por inhabilidad física o mental sobreviviente, mal desempeño, o conducta indebida en el ejercicio de sus funciones. La destitución se produce previo juicio político con 2/3 de los votos del total de los miembros del Concejo Deliberante. La sentencia de destitución para ser efectiva debe ser aprobada por plesbicito vinculante y obligatorio convocada por el CD en un plazo no mayor de treinta (30) días de producida la sentencia. Si existieren procesos penales contra los funcionarios, confirmado el procesamiento en segunda Instancia, por delitos vinculados a su función, se produce la suspensión inmediata en el cargo y la separación del mismo cuando exista condena firma.

COMPETENCIA DEL GOBIERNO MUNICIPAL-LA CARTA ORGÁNICA.-

Organizados según lo disponen los artículos precedentes los municipios tienen facultades legiferates y una vez decretada su fundación, según lo dispone el Art.… de esta constitución tendrán la facultad de darse su propia Carta Orgánica, la cual deberá contemplar, en forma pormenorizada, las funciones de las autoridades, sus obligaciones, deberes y derechos. Las sanciones que acarrea el incumplimiento de los deberes de funcionarios públicos. El origen y obtención de los recursos. El régimen laboral de sus empleados. Organizar el mantenimiento, control, regulación y aseguramiento de la salud, la educación, el medio ambiente, las actividades comerciales, industriales y profesionales de su demarcación. Deberán regular y controlar el estado de las calles, vías, accesos, iluminación, para seguridad de sus habitantes. Deberán regular, controlar y asegurar las actividades deportivas, clubes, instalaciones de esparcimiento y escolares. Establecer el órgano que asegure la defensa de los derechos del consumidor, el niño, la mujer y la ancianidad. Regular la actividad comercial, mediante otorgamiento de licencias y control sanitario e industrial.

Especialmente la Carta Orgánica facultara a las autoridades a realizar gestiones financieras, contraer empréstitos, participar en planes Nacionales, provinciales o internacionales que apunten a la construcción de Obras Públicas que beneficien a la población. proteger y promover actividades relacionadas con los medios rurales, sus actividades y polos de desarrollo. La Carta Orgánica que surja de las deliberaciones del cuerpo de Concejales, podrá ser sometida a consulta popular vinculante.

Art. …Recursos:1) Los recursos de las municipalidades se forman por medio de Tasas, impuestos, patentes, licencias, contribuciones de mejoras, sanciones por infracciones, siempre que por su categoría no estén reservados al Gobierno Provincial.

2) Participación de ingresos de la Provincia, coparticipación de los ingresos que la provincia recibe de la Nación. Participación en las regalías que la Provincia percibe por explotaciones de recursos ubicados dentro de la demarcación de su territorio.

3) Otros recursos delegados por la Provincia.

Los recursos delegados deberán ser remitidos por el ente recaudador, en forma automática y dentro del plazo de 30 días de la fecha de vencimiento estipulada para el cobro. O de la fecha en que la provincia recibe las partidas de la Nación.

Los recursos genuinos o derivados con que cuenta el Municipio para el desarrollo de su gestión, no podrá ser embargados en mas de un treinta (30) por ciento del neto arrojado por el balance actualizados de la contaduría.

Art. …El organismo de control de las cuentas de la hacienda Municipal será el tribunal de Cuentas de la Provincia, el movimiento de los fondos municipales, imputaciones presupuestarias y demás datos financieros deben publicarse por medios de difusión masivos.

Art. …El Municipio puede crear los Juzgados de Faltas, que deberán estar a cargo de un profesional letrado y su funcionamiento será regido por principios de inmediatez, especialidad, economía procesal y oralidad a efectos de que los conflictos se resuelvan con celeridad y seriedad.

Art. …La Carta Orgánica que elaborara cada Municipio dentro de sus facultades regulará la adjudicación de tierras fiscales para su buen uso y desarrollo social, los modos, tiempos, remuneraciones, porcentajes, conformación, legalidad, y sanciones, de todas las disposiciones que emanan de lo dispuesto para el organismo en esta constitución.

Art. …El gobierno Municipal mantendrá con los otros municipios y con el Superior Gobierno de la Provincia, la comunicación, elaboración de planes de desarrollo regional y local y de intercambios de servicios a efectos de conformar una unidad comunitaria y homogénea, interregional y provincial que logre el crecimiento y desarrollo de las municipalidades y por ende de toda la provincia.

De la Intervención de los Municipios

Art. ...Ante graves alteraciones del régimen municipal, el Gobierno de la Provincia podrá intervenir por ley, el municipio. La ley que así lo disponga deberá ser aprobada por el 2/3 de los miembros de ambas cámaras, y si estas estuvieren en receso y en caso de urgencia lo podrá decretar el Poder Ejecutivo ad referéndum de la legislatura.

El plazo de la intervención no podrá ser mayor a doscientos setenta (270) días.

CARAMELLE

FUNDAMENTOS
Los municipios en Entre Ríos y la reforma Constitucional

La naturaleza jurídica del municipio
La C.N. del año 53 dedica su Art. 5 a la figura del Municipio en el que decía “Cada Provincia dictara para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la CN, y que asegure su administración de justicia, su “REGIMEN MUNICIPAL” y la educación primaria bajo estas condiciones el Gobierno Federal garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones”
Este artículo va mas allá de las ideas de Alberdi para quien los municipios eran un problema provincial y el problema de las provincias era administrativo.
Ante los esquemas del Poder organizado en forma vertical amerita encontrar una ubicación jurídica para los Municipios.
Cabe preguntarse si los Municipios existieron antes que el Estado Nacional y por lo tanto si el termino “asegurar” no se refiere a crear, sino a proteger para que siga existiendo ese organismo “municipio”.
Por otra parte cabe si al analizar el termino régimen, surge la pregunta: tomamos el municipio como municipio –gobierno con facultades de autodeterminación política o municipio –administración como Institución dedicada a solucionar problemas domésticos.

Interpretación jurisprudencial

La Corte Suprema en su fallo 114-282 / 1911 dijo que el Municipio es una delegación del poder provincial.
Oyanarte en el fallo 210-1153 dijo que la función propia de las municipalidades en el orden político es fundamental.
A partir de 1957 diversas constituciones han consagrado el criterio de la autonomía de los municipios que puede ser plena cuando se dictan su Carta orgánica y semiplena cuando la provincia no le da esta atribución.

Criterios entre AUTONOMÍA Y AUTARQUÍA

La doctrina y la jurisprudencia tienen criterios diferentes-se aclara que estas son las fuentes- ya que no surgen de la Constitución.
Y marcan la diferencia en el “origen” Autónomo es el ente que posee el Poder originario y Autárquico es el que posee Poder derivado.
Y hay criterios que fincan la diferencia en una cuestión cuantitativa –cuanto mayor es el Poder -¿?
Marienhoff defiende el criterio de que la autonomía la tiene el ente que detenta el poder desde su nacimiento, desde su origen (es un problema cronológico) y autárquico es el ente que tiene el Poder derivado o sobreviviente.
Para Marienhoff solo las Provincias son autónomas, porque tienen el Poder originario (Art. 105 y 100) no pueden ser autónomas la Municipalidades porque el Poder originario no puede recibirse en forma diferida.

LA DIFERENCIA ENTRE CALIDAD Y CANTIDAD DE PODER
Otra corriente estima que la diferencia entre autonomía y autarquía refiere al contenido de las atribuciones de un ente, existen dos criterios 1) Cualitativo que considera que la naturaleza de las potestades de la autonomía son diferentes de las que corresponden a la autarquía. y 2) un criterio cuantitativo que establece una diferencia de rango entre ambos institutos.
En el fallo Rivademar la CSJ dice que con referencia a los municipios hay 8 diferencias cualitativas entre autonomía y autarquía estableciendo que dichas diferencias exceden el marco propio de la autarquía.
a) El origen constitucional y no meramente legal del ente.

b) La base sociológica del ente (población).

c) La imposibilidad de suprimirlo.

d) La capacidad legiferante del ente.

e) El alcance general de las normativas generadas por el ente.

f) El carácter de Persona Jurídica de Derecho Público.

g) La posibilidad de crear entes autárquicos, para lo cual se debe ser algo mas.

h) La elección popular de las autoridades del ente.

Aunque en análisis particular de cada uno de estas atribuciones ha sido objeto de cuestionamiento por la doctrina en el sentido de que no son excluyentes de los entes autónomos (algunos se observan en entes autárquicos) Esta es la idea del alto tribunal.
En municipio es un ente constitucional necesario de base territorio con substrato sociológico y un conjunto amplio de finalidades y cometidos, y con medios suficientes para llevarlos a cabo.-Es muy difícil encontrar estos atributos congregados en un ente autárquico.
Otro criterio de esta misma corriente establece la diferencia entre autónomo y autárquico en una diferencia entre grado o quantum de las atribuciones.- que puedan o no darse su carta orgánica.

Esta opinión esta en las antípodas de quienes sostienen que la diferencia esta en el “origen” del poder.
Contrariamente con Marienhoff en la medida en que la auto normatividad constituyente puede ser sobreviviente a su gestación o reconocimiento por lo que es posible adquirir la autonomía en cualquier momento.

El reglamento

Corresponde al Congreso nacional dictar la norma reglamentaria o es atribución de las provincias?
Julio Oyanarte encuentra que es resorte del CONGRESO NACIONAL reglamentar el Art. 5 en cambio Sanchez Valiente adhiere a la tesis de que el régimen municipal es resorte provincial, de acuerdo la forma federal de gobierno asumida en la CN. Cada provincia es un estado que implanta sus atribuciones locales, se rige por ella y conserva el Poder no delegado expresamente al Gob. Nac. Analiza que si fuera admisible esto también sería admisible que se reglamente la Justicia y es bien sabido que esta es una las características de la autonomía provincial.

Conveniencia de la reforma de la Constitución

No es admisible la reglamentación por vía del Congreso, porque esto agravia las autonomías provinciales.
En la normativa constitucional hay dos niveles que determinan el carácter y el alcance del régimen Municipal en nuestro país.

1) La CN que impone el Régimen Municipal como uno de los 5 requisitos del Art., 5º que son verdaderos presupuestos de la autonomía provincial.

2) La Constitución Provincial que es la norma marco y dará la medida del status de los municipios.

Según resulta del Art. 104 y sgtes. El sistema económico financiero pertenece al ámbito de los gobiernos locales.

En el fallo de Obras Sanitarias C/ Provincia de Tucumán y Compañía Swift de La Plata c/Municipalidad de San Miguel de Tucumán el máximo Tribunal se expidió “el régimen legal de los municipios provinciales no es cuestión regida por la CN y las leyes de la Nación, sino propia del ordenamiento jurídico provincial”

Nivel Constitucional Provincial

Instalados en el ámbito provincial hay que realizar dos consideraciones sobre el reconocimiento de la facultad municipal de regirse por una Carta Orgánica.

1) La Carta Orgánica debe analizarse desde la realidad socio-económico-política de modo que el derecho tutele culturalmente el proceso fisiológico de las comunidades locales en sus distintas etapas de desarrollo: premunicipalismo - municipalismo y postmunipalismo.-En el 1er caso la comunidad no goza de autosuficiencia el derecho tendera a concentrar los esfuerzos sociales, en el segundo a mantenerlos y expandirlos y en el 3º a descentralizarlos.

La Sociedad sentirá la necesidad de autodeterminarse normativamente y la CARTA ORGÁNICA no será vista como una superestructura, sino como una herramienta coadyuvante de su propio bienestar. Debemos tomar conciencia que es tan pernicioso retrasar el advenimiento de la Carta orgánica cuando una comuna esta madura para ella – como adelantarlo cuando no lo esta. Las dos alternativas se observarían si fuera la propia Constitución quien definiera global y apriorísticamente el momento de la madurez para todos los Municipios de la Nación. Ello supondría borrar de un plumazo todas los matices regionales de la multifacético vida local de la geografía nacional.

El gradualismo debe guiar la modalidad de adopción de la Carta orgánica conforme al desarrollo de un municipio.
Entre el no reconocimiento de la facultad de auto normatividad constituyente y el reconocimiento pleno e irrestricto de de dicha atribución existen alternativas de mayor a menor. Tomando como parámetro la libre elección del destino local por parte de los vecinos.

a) heteroredactada de vigencia plesbicitaria: Una instancia superior la redacta pero el pueblo toma la decisión de su entrada en vigencia.

b) heteroredactada de carácter opcional. La instancia superior ofrece a los vecinos varias alternativas de Carta orgánica y los vecinos tiene la decisión de elegir entre ellas el modelo.

c) carta marco: La Instancia Superior da el marco global, da las pautas dentro de las cuales los vecinos pueden redactar su carta.

d) Los vecinos redactan su carta, pero esta queda sometida a la aprobación de la Instancia Superior.

Eda R. Caramelle

–A la Comisión de Régimen Municipal.

LXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 238)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

El Art. 120 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos queda reformado con el siguiente texto:

El Gobernador y Vicegobernador duraran en sus funciones cuatro años. Podrán ser reelectos a partir del período que se inicia en el año dos mil quince y por un solo período consecutivo. En el caso en que se hubieren sucedido recíprocamente, no podrá ser reelectos en ninguno de los dos cargos, hasta pasado un período gubernamental.

CARAMELLE

FUNDAMENTOS
En el correlato de la realidad argentina el sistema de mandato por cuatro años ha funcionado mejor que el anterior sistema de seis años. No obstante no podemos ignorar el hecho de que en casi todos los gobiernos de nuestro país las esperanzas depositadas en los mandatarios entrantes, se han convertido al paso de tres o cuatro años en grandes desilusiones, que traen aparejadas convulsiones sociales, distintas formas de demostrar la disconformidad con el gobierno de turno, que ha llegado a producir renuncias o cambios que ningún bien le hacen a la ciudadanía. En nuestra historia tenemos bastas pruebas de golpes de estado que tiraron por tierra el régimen constitucional. Las esperanzas puestas en el primer gobierno democrático, después del período bajo el gobierno de las fuerzas armadas, se vio coartado en la primer elección para cambio de la legislatura, si bien esto ocurre a raíz de una crisis económica, no lo podemos dejar de considerar. El corolario a estos casos es que si hubiera imperado el período de cuatro años, nos hubiéramos ahorrado varios disgustos políticos y sociales.
Los antecedentes que propusieron bajo el régimen de cuatro años de mandato la posibilidad de la reelección fueron abundantes (Córdoba, Neuquén, La Rioja, San Juan y otras).
Si la reelección es un camino positivo o no, lo sabremos como dijo el cantor “se hace camino al andar”, pero nobleza obliga, si nuestra constitución nacional (1994) instaura este sistema, creo que las provincias deben seguir el camino señalado por la Carta Magna Nacional.

La reelección por un solo período permite al gobierno de turno continuar, terminar y poner el broche de cierre a los proyectos que de otra forma quedan iniciados y dependen de las ideas del nuevo gobernador que se continúen o se frustren, además no debemos dejar de lado, el hecho que la voluntad del pueblo se va a expresar por el no a la reelección de quien no haya realizado una gestión que lo amerite.

La prohibición de que no se inicie el sistema reelectitvo hasta el año 2015, es solamente porque el actual gobernador, de cualquier manera no lo aceptaría por una cuestión ética y moral, ya que su asunción se realizó bajo la constitución que en su Art. 116 prohíbe la reelección

Eda R. Caramelle

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo. Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 239)

DERECHO DE PROPIEDAD MOTOR DE LA PRODUCCION

Es de conocimiento de todos los hombres de derecho, que el derecho de propiedad esta legislado en nuestra Constitución Nacional, en leyes nacionales y también en los derechos Internacionales, pero ello no significa que en la Nueva Constitución de la Provincia de Entre Ríos, no este expresamente legislado, pués si queremos garantizar las inversiones y el desarrollo productivo debe este derecho estar en las normas de la nueva Constitución ya que la Constitución del año 33 nada dice y por eso quiero hacer una reseña histórica y del derecho positivo sobre la propiedad privada.

La Constitución Nacional en el Articulo 14 y 17 establecen, “ Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio…de usar y disponer de su propiedad…” y “La Propiedad es inviolable…” y en cuanto a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, no hay ningún articulo expreso, y debería encontrarse en la Sección II Régimen Económico y del Trabajo como se encontraba en la Constitución de Entre Ríos de 1.949 derogada contra natura por un Decreto en el año 1.956.

Autores prestigiosos del Constitucionalismo Argentino, como Segundo V. Linares Quintana sita a dichos autores en cuanto a la libertad de la propiedad; y Juan Bautista Alberdi considerado el ideólogo de la Constitución Nacional de 1.853 decía que la propiedad era “Móvil y estimulo de la producción, aliciente del trabajo y término remuneratorio de los afanes de la industria…uno de los más esenciales derechos del ser humano…y arrebatar a la producción sus instrumentos, es decir, paralizarla en sus funciones fecundas, es hacer imposible la riqueza…tal es la trascendencia económica de todo ataque a la propiedad…la propiedad no tiene valor ni atractivo no es riqueza propiamente cuando no es inviolable por la ley y en el hecho” Esteban Echeverria decía, “El hombre es inconcebible sin familia, sin patria, sin propiedad”: Jacques Maritain decía que era “Una salvaguardia de las libertades de la persona”; Joaquin V. Gonzalez, decía que la propiedad era el, “Objeto y fin del trabajo del hombre y como atributo de la personalidad…ella es anterior a la Constitución.

Evidentemente, el concepto de propiedad constitucional es más amplio que el concepto civil (art. 2506 y 2311) ya que abarca todos los derechos patrimoniales de una persona, sea esta física o jurídica. La propiedad constitucional se refiere a todos los bienes, materiales o inmateriales, que integran el patrimonio; o sea todos los derechos susceptibles de apreciación económica; y González Calderon dice, lo mismo es propiedad para la Constitución un predio o una vaca, que un crédito o un contrato de hipoteca, que un invento o una marca de fabrica.

La doctrina social Católica, reputa a la propiedad privada como un derecho natural, protegida por la ley divina, que prohíbe aun desear los ajeno. El Sumo Pontífice León XIII proclamaba en 1.891 su famosa Encíclica Rerum Novarum; que decía, “Por ser el hombre el solo animal dotado de razón, hay que conceder necesariamente al hombre la facultad ,no solo de usar, como los demás animales, sino de poseer con derecho estable y perpetuo…” y sigue diciendo, “No señalo Dios a ninguno en particular la parte que había de poseer, dejando a la industria del hombre y a las leyes de los pueblos la determinación de la que cada uno en particular había de poseer…”

Un antiguo autor español Don Alvaro Florez Estrada, decía sobre la inviolabilidad de la propiedad; como no se produce riqueza sin el trabajo del hombre; como lo mas de los artículos no se obtienen sin el esfuerzo simultaneo de muchos brazos (hoy maquinas e inteligencia); por último, como el hombre no trabaja sino con el objeto de satisfacer alguna necesidad, o mejorar su suerte, se sigue que ningún pueblo hará jamás en la industria progresos de importancia sin la concurrencia de tres circunstancias reunidas. La primera es la seguridad de la propiedad, o el convencimiento íntimo de que el individuo podrá disponer libremente del producto de su trabajo. La segunda es la división de trabajo y como consecuencia el intercambio libremente de los productos producidos por cada uno. La tercera es la acumulación de los productos del trabajoso como se conoce comúnmente, el empleo de capital en la producción de riqueza. Pero específicamente respecto de la seguridad de la propiedad decía; nadie trabaja por el solo placer de trabajar: todos trabajamos por el beneficio que esperamos reportar del producto de nuestro trabajo. Jamás el hombre perseverara en reproducir espontáneamente objetos de riqueza, si no tiene esperanzas fundadas de disponer del fruto de su industria: lo contrario seria un fenómeno que jamás ocurrió en nación alguna. Para hacer a un pueblo activo é industrioso, esta confianza es absolutamente necesaria. Por esta razón, aunque los gobiernos siempre han vulnerado, cual más cual menos, el derecho de propiedad, los legisladores de todas las naciones y de todos los tiempos, aún los de civilización mas atrasada, han aparentado mirarle con el mayor respeto. El libro de Job, en la reseña que hace de los hombres criminales, pone por primeros de todos a los que mudan las piedras-hitas o mojones de las tierras; y los romanos, a fin de hacer más respetable la ley, deificaron estos mismos términos o cotos: Deí termini. La distinción entre lo mió y lo tuyo es tan antigua como el mundo; es una idea que el niño manifiesta antes de saber hablar…Sin el reconocimiento, cuando menos implícito, de tan fundamental verdad, ¿Que garantía tendría tan sagrado derecho, ni que ventajas resultarían  al hombre de vivir en sociedad? Jamás se ha visto una tribu de salvajes que no tuviera el sentimiento de lo mió y de lo tuyo, y este sentimiento universal del genero humano es una prueba adicional de que este derecho existe, y de que es reconocido sin necesidad de una previa ley escrita…. La propiedad que proviene de una ley positiva, aunque alterable, merece el mayor respeto, dependiendo de su observancia el bienestar de los asociados; el derecho que proviene de la ley natural es sagrado e inalterable, siendo inherente a él la conservación de la vida. La violación del primero conmueve las bases de la sociedad; la violación del segundo las destruye por entero. De la doctrina que se acaba de sentar se deducen otras dos verdades de suma importancia. Primera, no hay propiedad que no dimane primitivamente de la industria del hombre. Segunda, el derecho de propiedades la cosa que el hombre mas aprecia y necesita, por ser inherente a él nuestra existencia, y por tanto el objeto primero de la sociedad no puede dejar de ser la protección de la propiedad. En efecto, si analizamos el motivo primordial de cada una de las innumerables leyes que se conocen en cualquier país civilizado, hallaremos que no hay una que no tenga por objeto próximo o remoto hacer respetar tan precioso y necesario derecho. Nada hay que afecte al hombre de un modo mas profundo y constante que todo aquello que de cualquier manera pueda contribuir a satisfacer las necesidades de su existencia. De aquí todas sus disensiones, sus litigios, sus guerras y sus alianzas; de aquí todas las leyes civiles y penales; de aquí en fin cuantas instituciones se conocen y cuantas instituciones se conocen y cuantas acciones ejecuta el individuo, así las mas laudables como las mas criminales. Aunque la ley civil no sea la que da existencia a la propiedad natural, sin embargo son indispensables leyes positivas para protegerla; mucho mas lo son para proteger la propiedad civil, siendo menos conocido el derecho que a ella se tiene. Si al haragán que procura siempre apropiarse los ahorros del hombre laborioso y frugal no le contuviera el brazo fuerte de la ley, y quedaran impunes sus atentados contra la propiedad ajena, pronto llegaría a decaer la industria y a abismarse las clases todas en una miseria irreparable. La confianza de gozar del fruto de nuestros afanes desaparecería; cesaría la acumulación de capital; y sin tal confianza y tal acumulación pronto dejaría de haber producción de riqueza. Ninguno gustosamente se abstiene de goces sin la idea de obtener goces mayores; ninguno gustosamente se sujeta a privaciones sin la idea de evitar privaciones más penosas. En el país donde el derecho de propiedad es respetado, el hombre industrioso que con trabajo de un día gana lo suficiente para mantenerse dos, no permanece ocioso en el segundo, trabaja al día siguiente, y acumula el sobrante para convertirle en capital, y poder procurarse en el futuro mayores comodidades. Por el contrario, donde la propiedad no se respeta, no se acumula riqueza, ni se emplea la ya acumulada. (Don Álvaro Florez Estrada – Tomo primero – Curso de Economía Política – año 1.850) Ha pasado tanto tiempo y no estamos convencidos de que la seguridad en el defensa de la propiedad haya mejorada, considerando indispensable que en nuestra nueva constitución se incorpore un articulo expreso como en la de 1.949.
Cuando Alberdi comentaba el Constitucionalismo Americano de su época, decía que los Proyectos Constitucionales anteriores a la de 1.853, solo tenían en su mira la libertad y la independencia, y también decía, todas las cosas han cambiado y se miran de distinto modo en la época que vivimos, estas son las necesidades de hoy y las constituciones no deben expresar las de ayer ni las de mañana, sino las del día presente. Esto significa que las sociedades no son estáticas, sino por el contrario dinámicas, y el fin último debe ser la utilidad que deben prestar al desarrollo orgánico de la sociedad, ya que nuestro líder el General Perón decía que la organización vence al tiempo, y es lo que lleva a la mejor calidad de vida de los ciudadanos de nuestra sociedad; por eso la importancia de establecer como deber del Estado (Poder Legislativo, Judicial y Ejecutivo) la defensa del derecho de propiedad y su no defensa impondría a los funcionarios una falta de cumplimiento de los deberes, con sus respectivas consecuencias. Con lo cual daríamos seguridad a todo aquel que quiera invertir en nuestra provincia.

Es evidente que el derecho de propiedad no es absoluto, y se encuentra limitado por la función social que debe cumplir, las leyes que reglamentan su ejercicio y sobre todo en la propiedad civil la defensa y conservación para las generaciones futuras.

Hoy vemos en este mundo globalizado, que las ideologías existen, pero no se contraponen, con las realidades productivas y de desarrollo, y un ejemplo de ello, es la Enmienda Constitucional realizada en el año 2.004 en la Republica Popular China, donde expresamente se ha legislado sobre el derecho de propiedad de una forma similar a la que proponemos.

Por todos los antecedentes mencionados, volúmenes escrito por prestigiosos autores que seria en exceso reproducir, es que propongo la incorporación en la Sección II Régimen Económico y del Trabajo establecer como se encontraba en la Constitución de Entre Ríos en 1.949 como articulo 36 el siguiente: “El Estado, mediante su legislación, promoverá el bienestar económico y social de la colectividad. La propiedad privada y legítima de los ciudadanos es inviolable; el Estado de conformidad con las leyes vigentes debe proteger la propiedad privada de los ciudadanos, como también los de herencia. La propiedad privada tiene una función social y, en consecuencia, estará sometida a las obligaciones que establezca la ley con fines de bien común y conservación para las generaciones futuras. La expropiación por causa de utilidad pública o interés general debe ser calificada por ley y previamente indemnizada.”

Héctor J. Motta

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 241)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

Sustentabilidad y ambiente

Artículo 1º) Incorporase como sección nueva de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos la siguiente:

“Sustentabilidad y ambiente”.

“Artículo…: Los habitantes de la provincia gozan de los derechos y garantías sobre sustentabilidad y protección del ambiente consagrados por la Constitución Nacional, por las leyes de presupuestos mínimos de protección ambiental, por las Convenciones Ambientales Internacionales aprobadas a través de las leyes nacionales, y por acuerdos regionales sobre gestión de la diversidad biológica y de las cuencas del territorio provincial”.

“Artículo…: El Estado complementa y garantiza los principios de sustentabilidad, precaución, equidad intergeneracional, prevención, progresividad y responsabilidad, así como la aplicación de las políticas públicas necesarias para el desarrollo de un proceso gradual hacia la sustentabilidad social, ecológica y económica del territorio. El Estado dictará la legislación necesaria a fin de asegurar la recomposición y preservación de las diversidades biológica, cultural y productiva de la provincia.

La sustentabilidad, en todas sus dimensiones, se basa en el pleno ejercicio de la soberanía cultural, alimentaria y productiva de los habitantes, derechos fundamentales que el Estado Provincial garantiza en sus distintas formas y expresiones.

La educación pública, en cada nivel y modalidad, desarrollará de manera integral e interdisciplinaria planes de educación hacia la sustentabilidad, promocionando la participación de la familia, las organizaciones sociales, los docentes y los estudiantes en su formulación y evaluación.

Artículo…: La gestión participativa y sustentable del territorio y sus cuencas es prioridad indelegable del Estado, que garantiza la protección de los ecosistemas y sus corredores biológicos. Para asegurar la preservación y recomposición de los sistemas de humedales de los ríos Paraná, Uruguay y Gualeguay, el Estado declara a sus ríos y valles aluviales libres de represas hidroeléctricas u otros proyectos de infraestructura a gran escala que puedan interrumpir o degradar la libertad de sus aguas y/o el desarrollo natural de sus ecosistemas asociados.

Las evaluaciones ambientales estratégicas; los estudios y evaluaciones de impacto ambiental e impactos acumulativos; el ordenamiento ambiental territorial; el establecimiento de indicadores de sustentabilidad; el libre acceso a la información socioambiental y las audiencias públicas en los procesos institucionales de participación ciudadana; son instrumentos de política de Estado que garantizan y dan certeza a los derechos colectivos ambientales y a los principios constitucionales establecidos”.

HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI – ACHARTA – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

1. Presupuestos mínimos.

El artículo 41 de la Constitución Nacional (CN) convoca a las Provincias al ejercicio de sus derechos de complementación de las normas ambientales nacionales y de la propia CN en sus regulaciones provinciales. Esta complementación se motivó en la necesidad de respetar el federalismo, las originalidades y particularidades territoriales y culturales locales, provinciales y regionales1.

La presente iniciativa intenta receptar esta visión jurídica plasmada en el artículo 41 CN y darle la entidad que la historia política y ambiental de la provincia, entendemos nos exige.

2. Convenciones Internacionales Ambientales.

Existe un marco de convenciones internacionales ambientales que dan sustento a la normativa aquí propuesta, siendo estas las siguientes: protección de la Diversidad Biológica, Cambio Climático, Protección de Humedales de importancia Internacional, lucha contra la Desertificación, además, y muy particularmente, la denominada Agenda 21 aprobada en Río de Janeiro en la ECO 92,2 que no siendo una Convención o Tratado Internacional, brinda un auténtico programa de gestión de acciones legislativas, políticas y planes y proyectos de gobierno que no se pueden dejar de considerar.

Aprobadas por el Estado Argentino, su desarrollo y la aplicación de sus políticas ha sido muy pobre en los últimos quince años. Las provincias tienen aquí una corresponsabilidad sustantiva para desarrollar todas las directrices señaladas en estas normas, como así mismo las herramientas de acción propuestas en un marco, incluso, de normas programáticas constitucionales.

El desarrollo de los inventarios de biodiversidad, la construcción social de las estrategias de protección de la diversidad biológica y en particular la de protección de los humedales de importancia internacional, el cumplimiento de los escenarios de participación ciudadana indicados, y en definitiva, el deber de protección de la diversidad biológica de manera inseparable a la protección y promoción de la diversidad cultural, son realidades normativas poco aplicadas y cumplidas en Argentina y la Provincia de Entre Ríos.

La nueva legislación ambiental nacional de presupuestos mínimos también da sustento a lo aquí peticionado a la convención constituyente mediante el texto elevado a su consideración3.

La Ley General del Ambiente de presupuestos mínimos, la reciente ley de protección del bosque nativo4, la ley de acceso a la información ambiental, entre otras, sustentan esta iniciativa, consolidando y complementando todos estos derechos enunciados y sus herramientas.

Sin dejar de expresar la significación de los antecedentes constitucionales provinciales, la presente proyecto de texto constitucional, intenta focalizar en la propia experiencia histórica del movimiento socioambiental entrerriano y sus instituciones democráticas, sus antecedentes parciales de legislación sobre protección del río Paraná y Uruguay, de Aguas, de Áreas Naturales Protegidas y de su realidad territorial y productiva vigente, más allá de interesantes antecedentes jurisprudenciales.

3. Desde una visión Latinoamericana.

No existen dudas también de la riqueza del pensamiento de la ecología política y social latinoamericana en todas estas materias, de la relevancia de sus luchas, y de manifestaciones contundentes en la defensa de los derechos colectivos y socioambientales como lo contiene, expresa y resume el “Manifiesto por la Vida, por una ética para la sustentabilidad,” documento marco sustantivo que inspira y conmueve de espiritualidad activa a la presente iniciativa, desarrollado por pensadores y militantes de la ecología política y social del sur del continente nuestro5.

Sustentabilidad. El principio integrador básico que debe integrar todas las políticas, es que todas las actividades humanas deben ser indefinidamente sustentables. La humanidad no puede utilizar recursos más rápidamente de lo que ellos pueden ser reproducidos, ni producir efectos o materiales que no puedan ser asimilados por el ambiente. Las prácticas políticas que apuntan a un horizonte de corto plazo no son válidas. Las consecuencias de largo plazo de toda actividad deben siempre ser consideradas e idealmente deben ser planificadas de tal modo que dicha actividad pueda desarrollarse de forma duradera o ser indefinidamente sostenida.

El discurso del “desarrollo sostenible” como se lo está expresando desde el poder económico y político vigente, pretende realizar sus objetivos revitalizando el viejo mito desarrollista, promoviendo la falacia de un crecimiento económico sostenible sobre la naturaleza limitada del planeta. Mas la crítica a esta noción del desarrollo sostenible no invalida la verdad y el sentido del concepto de sustentabilidad para orientar la construcción de una nueva racionalidad socioambiental y productiva.6
En definitiva, es el artículo 41 de la CN. en su primera parte, el que brinda el marco conceptual de sustentabilidad y nos convoca a preservar el capital ambiental y cultural para su utilización desde una racionalidad socioambiental para que siempre este disponible para el porvenir.

4. Crisis de civilización.

Debe estar claro que la crisis ambiental es una crisis de civilización. Es la crisis de un modelo económico, tecnológico y cultural que ha depredado a la naturaleza y negado a las culturas alternas. El modelo civilizatorio dominante degrada el ambiente, subvalora la diversidad cultural y desconoce al Otro (al indígena, al pobre, a la mujer, al negro, al Sur) mientras privilegia un modo de producción y un estilo de vida insustentables que se han vuelto hegemónicos en el proceso de globalización. No es una crisis ecológica, sino social. Es el resultado de una visión mecanicista del mundo que, ignorando los límites biofísicos de la naturaleza y los estilos de vida de las diferentes culturas, está acelerando el calentamiento global del planeta. Este es un hecho antrópico y no natural. La crisis ambiental es una crisis moral de instituciones políticas, de relaciones sociales injustas y una racionalidad instrumental en conflicto con la trama de la vida7.

Esta mirada, claramente política y sustentada en lo que ahora si la ciencia manifiesta, se funda también accediendo a los organismos operativos o secretariados de las Convenciones Ambientales Internacionales y sus conferencias anuales (COP), pero más en particular a lo que sus comités de expertos nos enseñan, para si se quiere, desde el rigor de dicha racionalidad más académica, se pueda convencer, en este caso, al convencional y a la sociedad que lo legitima8.

5. Educación Ambiental y movimientos sociales.

Será necesario profundizar las brechas  y las vías inscriptas en la agonía de lo insustentable, para promover desde la construcción de la Educación Ambiental “una nueva alianza naturaleza-cultura edificando una nueva economía, reorientando los potenciales de la ciencia y la tecnología, y construyendo una nueva cultura política apoyada en una ética de la sustentabilidad –en valores, creencias, sentimientos y saberes- que promuevan los sentidos existenciales, los mundos de vida y las formas de habitar la Pacha Mama”.

Nuestros conceptos de sustentabilidad, de sociedades sustentables, se funda sobre la diversidad creativa de los pueblos, en las escalas más humanas posibles y sustentados desde el pensamiento profundo y vital que el “Manifiesto por la Vida” nos brinda, sobre el concepto de sustentabilidad fundado en el reconocimiento de los límites y potenciales de la naturaleza, así como la complejidad ambiental, inspirando una nueva comprensión del mundo para enfrentar los desafíos de la humanidad en el tercer milenio”9.

Estos procesos sociales e institucionales de búsqueda de estas transiciones, serán un equilibrio entre los cambios radicales y los progresivos. La nueva constitución entonces debe contener, brindar un marco para que la democracia sea la más lúcida garantía de una transición en paz, pluralista y de pleno ejercicio de nuevas y renovadas justicias: social y ahora ambiental.

Una pregunta que cada día crece más y produce una profunda preocupación en la marcha de las luchas y construcciones socioambientales y sus conflictos casi límites y vitales, es si nuestras democracias tendrán la capacidad, frescura y contundencia para adecuar sus tiempos a los urgentes tiempos que nuestras tierras y sus gentes exigen para garantizar una transición10 posible y vital hacia la sustentabilidad social, económica y ecológica, desde una sustentabilidad sustancialmente política. Sin ésta, los otros procesos sociales, corren graves riesgos de concreciones y muestran, de así ser, escenarios posiblemente terminales.

Las luchas ciudadanas están traumatizando la agenda pública de la política tradicional, de la política en crisis en su concepción mecanicista, lineal, asistencialista y vacía profundamente de las visiones sobre sociedades sustentables y las marchas necesarias para concretar principios como los de responsabilidad, gradualidad y transición hacia la sustentabilidad, todo de unas y otras maneras incluidos en diversas normas del derecho internacional y nacionales, pero groseramente ignoradas y vulneradas por mucho de los gobiernos de la región, en el sur de América.

“Los derechos que se van generando a través de las luchas sociales y legitimando en el discurso político, encuentran una serie de dificultades para su traducción a los códigos del ordenamiento jurídico. … De esta manera el derecho al uso colectivo de los recursos queda subordinado al interés de la Nación, definido por el Estado, que a su vez se inserta en la racionalidad del mercado que cada vez más se impone desde los centros de poder que gobiernan la globalización económica”.11
6. Haciendo memoria y el sur de una cuenca. El nacimiento de una nueva cultura ambiental.

El pueblo de Entre Ríos ha generado y desarrollado algunos procesos sociales, cívicos muy positivos. Las historias de la lucha social contra la represa hidroeléctrica de Paraná Medio durante los años 1996/97 finalizada con la sanción de la ley que declara la libertad de los ríos Paraná, Gualeguay y Uruguay, logró un punto significativo de inflexión en la conciencia ambiental ciudadana de los entrerrianos. Su resultado, movilizaciones diversas y profundas en el seno de su pueblo, acciones judiciales exitosas, una Ley única en el Mundo y una, sobre todo, conciencia y confraternidad de nuestro pueblo, indestructible en la Provincia. Una identidad, un pueblo que luchará siempre por la libertad de sus ríos, pero vitalmente por la libertad de su conciencia, de su pensamiento ambiental fuertemente territorializado.

En igual sentido los procesos de confrontación y luego concertación entre sectores de la sociedad civil y el Gobierno Provincial, determinó la declaración de la Emergencia Ambiental del bosque nativo, y el compromiso de una construcción social y política de un denominado Plan de sustentabilidad del bosque nativo, como base científica y ciudadana, como punto de construcción de la estrategia provincial de diversidad biológica. La Provincia ha incumplido muy lamentablemente con estos compromisos institucionales y judiciales.

Estas experiencias cívicas demuestran varias razones sobre la crisis de representatividad tradicional y sobre la propia crisis de civilización, y nos enseñan un escenario factible de construcción social del derecho, de otro derecho, de diversos caminos hacia la conformación de una justicia ambiental, sobre la base de la justicia social y la justicia de la república, independiente, soberana, plena, incorruptible. Unas y otras se corresponden, se deben, se fortalecen o debilitan, pero no podrán ser, si la Política, si el servicio ciudadano público por la cosa publica, no se hace cargo, no se apropia de conceptos, principios y co-construye con sus sociedades un nuevo País, sobre la diversidad de sus seres y sus territorios para servir a otra Latinoamérica que es posible.

Pero la movilización social en el sur de Entre Ríos frente a la instalación de dos mega plantas de celulosas en Fray Bentos, República Oriental del Uruguay, es la expresión más simbólica de una construcción social y una coherencia de nuestras organizaciones, sus comunidades y pueblos, en particular en toda la cuenca del río Uruguay, de unas características fuertemente creativas, comprometidas y con una convicción y dedicación gratamente sorprendentes. Este proceso, en su misma existencia, ya es una celebración y un mensaje esperanzador y luminoso.

7. Entre Ríos y su realidad normativa.

La realidad nos enseña que Entre Ríos es la provincia mas pobre en legislación sobre sustentabilidad y ambiente y paralelamente la más creativa gracias a los procesos sociales que han estado delante de la mirada política de las instituciones y del desarrollo de sus programas y acciones concretas y medibles, como así mismo mediante la resolución de fallos que han sentado jurisprudencia de impacto nacional12.

No disponemos como sociedad de una Ley de sustentabilidad y ambiente, más allá de los diversos proyectos formulados por algunos legisladores en los últimos diez años. Menos aún de evaluaciones de estudios de impacto ambiental.

8. Los principios del Derecho Ambiental y sus herramientas de gestión democrática y participativa.

Se ha logrado en la Ley 9.768 que declara la necesidad de la reforma introducir algunos puntos relevantes, para que la convención trate los principios de sustentabilidad, gradualidad, equidad intergeneracional, prevención y precaución13.

También en el mismo inciso se propone el debate sobre las herramientas de participación ciudadana como lo son las: Evaluaciones de impacto ambiental (EIA), las EIA acumulativas y la Evaluaciones Ambientales Estratégicas (EAE).

A partir del reciente fallo “Villibar C/ Provincia de Chubut” la C.S.J.N. ha despejado todo tipo de dudas sobre la obligatoriedad de la aplicación de éstos principios como así también de toda la protección de las leyes de presupuestos mínimos ambientales de manera uniforme y común en todo el territorio de la nación.

Nuestra constitución y sus leyes deben claramente complementarlos y adaptarlos a la realidad de la Provincia, sus territorios y cuencas, su modelos productivos y su tejido de infraestructura presente y en planificación de conformidad a lo ordenado en el artículo 41 y 124 de la Constitución Nacional.

9. Sistema de humedales y libertad de los ríos.

Relevante es el inciso 30 de la Ley que nos ocupa, donde la visión y conceptualización del Sistema socioambiental de humedales y la decisión de garantizar constitucionalmente la libertad de nuestros ríos de llanura, pasa a ser de una significación histórica y con una clara visión de perdurabilidad para las futuras generaciones en cuanto a la utilización de los servicios ambientales, económicos y sociales que los ríos, sus humedales y ecosistemas asociados proveen14.

10. Ordenamiento ambiental territorial.

Hay dos puntos delicadamente sensibles que preservar en la nueva constitución, el enriquecimiento del principio precautorio y su ejercicio entre otras herramientas, por medio del ordenamiento ambiental territorial que la Provincia debe conformar como imperativo constitucional, más allá de ser una disposición vigente de conformidad a la ley Nro. 25.67515.

Este ordenamiento, en su razón de ser debería, desde el programa constitucional, establecer el ejercicio y garantía de los siguientes conceptos-principios:

1. Soberanía alimentaria y Seguridad alimentaria

2. Soberanía productiva.

3. La preservación y sustentabilidad de la diversidad biológica, cultural y productiva.

Resulta vital garantizar nuestro derecho a producir alimentos. Para ello es necesario otra política agraria construida desde un modelo de producción agraria familiar y sustentable social y ecológicamente.

La alimentación es un derecho humano fundamental que los estados deben respetar, proteger y garantizar de forma directa o indirecta frente a violaciones de otros grupos u organizaciones internacionales y fundamentalmente frente a la acción de las grandes multinacionales de la alimentación.

Es necesario repensar para fortalecer el concepto de Desarrollo Rural a la vista de las políticas públicas impulsadas en aras de este objetivo. Si queremos un medio rural vivo será necesario desarrollar e implantar políticas que busquen un desarrollo rural armónico donde la personas sea el centro del mismo y que permita vivir con dignidad y satisfaciendo las necesidades y aspiraciones de calidad de vida. Queremos un desarrollo rural que responda a los planteamientos efectuados por los propios habitantes del medio rural, que dignifique el trabajo en especial de los agricultores, ganaderos, pero también que reconozca todos los trabajos que han sido devaluados económica y socialmente.

La crisis fundamental del medio rural es la derivada del despoblamiento. Es necesario poner freno a las causas de estas realidades, de manera gradual, pero iniciar el proceso institucional que se merece. Consideramos que en muchos de nuestros pueblos la alternativa pasa por la radicación de nuevos pobladores.

La agricultura sustentable y la soberanía alimentaria requieren la formulación de políticas y la instrumentación de programas de apoyo a la agricultura campesina ecológica para frenar la migración del campo a las ciudades y hacer accesible para la mayoría de la población alimentos sanos y tender así al fortalecimiento de la seguridad y soberanía alimentarias locales y regionales.

Gestión sustentable de los territorios y acceso a los recursos productivos: Tierra y Semillas.

Unos de los objetivos centrales de la presente iniciativa de texto constitucional, es la promoción de la gestión ecológicamente sustentable, justa y participativa de los territorios. Esta forma de gestión reclama que las comunidades tengan control sobre sus territorios y por lo tanto acceso a los recursos productivos: tierra, agua y semillas.

Tal como se concluyó en el Foro Mundial realizado en La Habana, la soberanía alimentaria reclama una reforma agraria integral que garantice el acceso a la tierra para los campesinos y trabajadores rurales, así como políticas adecuadas para proteger la producción agropecuaria ecológica y sustentable y la conservación y uso sustentable de la biodiversidad. Estos procesos deben basarse en la participación activa de las comunidades.

La tierra es un bien natural que debe ser gestionado en forma sustentable para posibilitar la producción agropecuaria destinada a la adecuada satisfacción de las necesidades humanas de las generaciones actuales y las futuras.

El acceso equitativo a la tierra, es una condición fundamental para la sustentabilidad de la producción agropecuaria y el desarrollo rural. Las políticas neoliberales han acelerado los procesos de concentración de la tierra, provocando el éxodo rural de los pequeños y medianos agricultores. Los fenómenos de concentración y extranjerización de la tierra atentan contra la soberanía alimentaria.

La tierra es un bien social destinado a la producción ecológica de alimentos, medicinas y fibras cumpliendo una clara función social y ambiental.

Debemos poner freno a la mercantilización y privatización de las semillas y de la biodiversidad en general. Las comunidades deben gozar del pleno derecho a utilizar e intercambiar las semillas -esto resulta crucial para la defensa de la diversidad biológica, fuente de vida y base del sustento. Los conocimientos asociados al uso de la biodiversidad y a su cría son patrimonio de las comunidades y no podrán ser mercantilizados ni privatizados mediante patentes y otras formas de propiedad intelectual16.

Frente a la ofensiva del capital transnacional que conlleva un proceso creciente de homogenización, mercantilización y privatización que atenta contra la vida, resulta fundamental poner frenos a estos procesos y que las comunidades de productores y las políticas públicas se modifiquen en una transición hacia la sustentabilidad en la gestión democrática de sus territorios, cuencas y diversidad productiva17.

Una forma de resistencia vital para el futuro de nuestras sociedades es la defensa de las plantas y semillas autóctonas y locales por parte de las comunidades. Este material genético y los conocimientos asociados al mismo, son de importancia fundamental para la vida en el planeta. La gran diversidad genética en la agricultura es el producto de un proceso de interacción entre las comunidades y su entorno durante miles de años y del libre intercambio de conocimientos, plantas y semillas.

A la homogenización la debemos enfrentar con la diversidad, y a la mercantilización y privatización con la gestión participativa y colectiva por parte de las comunidades.

“Paralelamente a todo lo anterior, es necesario emprender una profunda difusión y valoración de la historia agrícola y de la cultura alimentaria en cada país, denunciando al mismo tiempo las imposiciones de patrones alimentarios extraños a las culturas alimentarias de los pueblos, como forma de hacer frente al diario menoscabo de la biodiversidad y cultura milenarias de que son herederos nuestros pueblos. Debemos “preparar el terreno” y “proteger las semillas que nos interesan” para estar listos para la siembra, en el momento oportuno; de lo contrario, podemos perder la oportunidad.” (Cita de la Declaración Final del Foro Mundial sobre Soberanía Alimentaria, La Habana, Cuba, 7 de setiembre de 2001).

11. Justicia Ambiental.

La justicia ambiental opera en este espacio de reconocimiento de derechos colectivos y cumplimiento de reglas para la distribución equitativa de los bienes y beneficios ambientales. Pero la justicia ambiental va más allá de la seguridad jurídica en los derechos y el ejercicio de las reglas distributivas, más allá del derecho positivo, apuntando hacia un refundación del pacto social como nueva alianza naturaleza-cultura hacia una refundación de la propia política. Esta reivindicación solidaria del pacto social y la política pasa necesariamente por un repensar el Estado, el o los mercados y los territorios, desde visiones que respeten vitalmente la construcción de los procesos de marcha hacia la sustentabilidad social, económica y ecológica de los pueblos, proponiendo una Ética de la sustentabilidad y por lo tanto una ética de lo público y de la política, no solo en la búsqueda de nuevas formas, sino de esencias vitales de conformación, en las que la justicia basada en la ética, la diferencia y la protección de los territorios y sus gentes, es su esencia18.

12. Apropiación del lenguaje y re-significación de los conceptos: Soberanía de cuenca, Ríos libres para pueblos libres.

La soberanía de los sueños.19
El debate profundo y militante de la sociedad entrerriana y uruguaya sobre el futuro de los territorios que conforman y dan razón de ser a la cuenca del río Uruguay, es no sólo cautivante, es sustancialmente desafiante y esperanzador.

El pueblo de estas tierras ha adquirido una conciencia, un hacerse cargo de problemáticas transversales y sinérgicas que son de características complejas, en la política tradicional gestionadas por pocos y desconocidas por las mayorías.

En Entre Ríos, sus pueblos se van apropiando de saberes y acciones no generalizados en el conjunto de la sociedad en otros lugares del mundo, seguramente por historias no tan antiguas de ríos libres de represas, de ríos desbordados sin límites por la deforestación salvaje, de tóxicos en las periferias de los pueblos, o en el corazón de los campos aún productivos, de la lucha por salvar los montes nuestros.

Los debates sobre la sustentabilidad de la cuenca producen una erotización de las ideas y los sueños, recrean una reconceptualización de ejercicio de la soberanía en manos de las gentes, es la soberanía de los sueños, de los poetas y pintores, pero en praxis activa. Se traumatiza el modelo de desarrollo que las mega plantas de celulosas proponen no sólo para el Uruguay, sino también para la Mesopotamia argentina. Se denuncia la ausencia de la Comisión Administradora del Río Uruguay. Se reconoce o percibe los silencios de unos y otros y nace, renace, un pueblo en particular, Gualeguaychú, que pone a la historia de Entre Ríos nuevas pinceladas frescas, vitales, únicas e inigualables, en una lucha cívica simbólica y ejemplar para nuestras generaciones más jóvenes. Demuestra, que el ejercicio de la soberanía popular, no es sólo un sueño. Son los sueños en marcha. Son los sueños hacia la transición en la búsqueda de sociedades sustentables en todas las dimensiones que los más lúcidos pensadores enseñan, la política, económica, social y ecológica.

Políticamente, todos los partidos políticos, mayorías y minorías, han dicho no al modelo impulsado. No es un dato menor, es impresionantemente delicado y significativo. Es un No, no sólo a las plantas, es un no a un modelo claro que las mismas expresan y promocionan. Las plantaciones de monocultivos a gran escala en nuestros territorios, concentración mayor de la propiedad de la tierra y profundización de la expulsión social de nuestras familias agrarias, pequeños y medianos productores, también.

Económicamente, por la cuantía de las inversiones cuestionadas y por la necesidad vital de construcción de alternativas, de recuperación de identidades y diversidades productivas, por la asociatividad de sectores económicos de significación que han salido a militar el No, en la búsqueda de otros sí más a escala local y regional, más humanos en sus impactos cotidianos.

Socialmente, un pueblo que se levanta activa y mayoritariamente, en una confrontación no violenta y cotidiana. Es el tema de la agenda ciudadana, de la calle, del café, del Municipio, de las empresas y los comercios, es un carnaval de esperanzas, de conformación de una sociedad, de una ciudad que quiere construir socialmente su propio concepto de sustentabilidad, de durabilidad, de perpetuidad.

Ecológicamente, porque desde un movimiento ecologista de la cuenca que cumplió un rol disparador, transmisor de saberes, visiones, miradas, experiencias, articulador y movilizador, pero que en un punto determinado, posibilitó que la propia sociedad se hiciera cargo, tomara las riendas, coordinara, se conformara asambleariamente, se movilizara, motivara, y finalmente articulara democráticamente entre todos los actores, entre todas las dimensiones aquí expuestas.

Y este pueblo, nuestros pueblos, se han hecho definitivamente ejercitadores de los principios de responsabilidad y de precaución. Y el 30 de abril el símbolo del puente internacional y público tomado, apropiado por las gentes, miles, muchos, enarbolarán cientos de banderas multicolores en la celebración de la vida, por el No, pero por un Sí fantástico a la esperanza, esa luminosidad que nace desde los bordes, las márgenes de nuestro río aún de los pájaros. Este día 30, será el día de los pájaros de la libertad de nuestras aguas, sus ríos y sus gentes.

Gualeguaychú es un símbolo en marcha hacia la ratificación de una “Entre Ríos libres, sí, entre ríos muertos, no”.

13. De soberanía de cuenca, se trata.20
El por-venir de este proceso de debate ciudadano en nuestras cuencas y sus territorios debería profundizar un concepto, podemos decir relativamente nuevo, el de soberanía de cuenca. Que esta exploración, este ejercicio sirva para empujar, acompañar y acordar el proceso de búsqueda de la solución política al grave y delicado conflicto socioambiental y profundamente político que tenemos en nuestras manos. No es una cuestión de Uruguayos y Argentinos, o entrerrianos fundamentalistas.

Soberanía de cuenca implica la construcción ya en marcha de una ciudadanía de cuenca, el reconocimiento de los uruguayos orientales, pero también de nosotros, los uruguayos occidentales, de este lado de las cuchillas y del río de los pájaros, del río bello.

Soberanía de cuenca importa la no cesión o delegación de la soberanía de nuestros pueblos, para que se decida el futuro de nuestros próximos 50 o 100 años con la concreción de megaproyectos faraónicos privados de manera alevosa e impune como estas dos y más mega plantas de celulosas, o de millones de hectáreas de eucaliptales y pinos en la cuenca y sus territorios, o la construcción de represas hidroeléctricas en el marco del hasta ahora modelo de construcción de decisiones vigente.

La lección de Gualeguychú, no aprendida parece que por muchos, es que se está terminando esto de que desde los grande centros del poder económico y político se hace lo que se quiere hacer, más allá de las buenas o malas intenciones.

La lección de Gualeguaychú es que claramente se debe respetar el derecho nacional e internacional. Que se terminan los entes binacionales cerrados, corruptos y constructores de decisiones inconsultas y autoritarias.

Y entonces, estos pueblos en su conceptualización movilizada de la soberanía de los sueños y de la soberanía de cuenca, como soberanía del pueblo, seguirán marchando, pensando lo no pensado, haciendo lo no hecho, para liberar al río de los pájaros en su concepto propio, dinámico y creciente de "Ríos Libres, para pueblos Libres", como decía nuestro General Artigas.

Soberanía de cuenca, son y somos, unos y otros, desde Salto y Concordia hasta el último pueblito al sur del río, sea de la margen oriental u occidental. Es el abrazo del puente del 30 de abril, como expresión de esa soberanía de los sueños hecha realidad en la construcción de esta Soberanía de la cuenca, que busca en definitiva, otras maneras, otros modos, otras herramientas para que la integración posible sea sobre la verdad de los intereses más sentidos y democráticos de nuestros pueblos. Por esto, como el M´Biguá, ave custodio de la verdad de las aguas, ahora las Asambleas y las gentes, son custodios de esa verdad naciente, la de la soberanía de la cuenca; pueblos que custodian la verdad de sus aguas y de las aguas que sus hijos aún no nacidos y el derecho natural milenario les ha legado como protectores de su libertad.

La racionalidad ambiental lleva a repensar la producción a partir de los potenciales ecológicos de la naturaleza y las significaciones y simbolismos asignados a la naturaleza por la cultura. Esta lleva a una política del ser, de la diversidad, de la diferencia que replantea el sentido de la naturaleza, de la producción y del desarrollo sustentable”21.
Desde las Soberanías de los ciudadanos, de los sueños y de la Cuenca, como Soberanía del pueblo para garantizar la libertad de nuestros ríos y sus gentes, la sustentabilidad de nuestras identidades culturales y la biodiversidad milenaria aún, se eleva a la Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos el presente texto constitucional, para el diálogo, el debate y la resistencia esperanzadora y aún posible en la búsqueda de otros mundos humanistas y sustentables.
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–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Gianfelici.

SR. GIANFELICI – Solicito, señor Presidente, que este proyecto así como los registrados con los números de expediente 242 y 243 se giren también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, porque los tres proyectos tienen que ver con lo ambiental y la sustentabilidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Por esta vinculación al tema del medio ambiente que se ha señalado, estamos de acuerdo con que los proyectos indicados pasen también a la comisión que aludió el convencional Gianfelici.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, los proyectos de reforma indicados se giran también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

LXXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 242)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

CAMBIO AMBIENTAL GLOBAL, CAMBIO CLIMÁTICO

Artículo 1º) Incorporase como sección nueva de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos la siguiente:

Cambio ambiental global.

Artículo…: El Estado, mediante su legislación, promoverá investigará y desarrollará una diversidad de políticas interinstitucionales integradas, inclusivas y participativas, de extrema prioridad, para adoptar estrategias de cambios, mitigación y acciones de adaptación sobre las causas y efectos del cambio ambiental global y en especial, del cambio climático.

Artículo…: Los sistemas de Educación, salud e Información  Pública garantizaran el acceso a la información, conocimiento y prevención de los efectos del cambio climático en la salud y la calidad de vida.

Artículo…: La legislatura dictará normas especiales sobre cambio climático en todo lo referido a:

a) El rediseño de los procesos de integración regional, su infraestructura y obra pública; con especial consideración de los procesos de elevación de las aguas en la región sur de la provincia, inundaciones y riesgo hídrico.

b) El ordenamiento ambiental territorial; seguridad alimentaria; mitigación y adaptabilidad de los modelos de producción agropecuaria;

c) La preservación, recomposición y gestión sustentable del monte nativo;

d) El funcionamiento obligatorio de los comités de cuencas;

e) El desarrollo de energías alternativas, ahorro, eficiencia y emergencia energética y reformulación de los sistemas y modalidades del transporte público de pasajeros y carga;

f) La gestión de centros rurales y municipios en transición hacia sociedades sustentables y la promoción de viviendas ecoeficientes y populares;

g) Sistemas de crédito publico para la promoción de las políticas, planes y programas aquí dispuestos.

h) Promoción de la investigación pública y académica sobre las políticas de mitigación y adaptabilidad al cambio climático.

i) Acciones de prevención y precaución de emergencias ambientales y refugiados, estableciéndose sistemas de observación y monitoreo del comportamiento de las variables que definen la calidad ambiental.

DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK – GIANFELICI – ACHARTA – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

“Con el tiempo - ...en milenios- se ha alcanzado el equilibrio y el ajuste vital. Porque el tiempo es el ingrediente esencial; pero en el mundo moderno no hay tiempo”1.

1. La realidad.

“EL FUTURO DEL MEDIO AMBIENTE: HABRÁ MAS SEQUÍAS, INUNDACIONES, SUDESTADAS Y LA TEMPERATURA SUBIRÁ 5 GRADOS A FIN DE SIGLO”. Así titula uno de los más importantes diarios nacionales en febrero de 2007.

“El cambio climático causará en el país daños millonarios. Nuevos estudios sobre el calentamiento global dicen que en 2030 se perderán 200 millones de pesos anuales en recursos energéticos. Es porque se reducirán los ríos de montaña. También se perderán 150 millones por inundaciones en la zona pampeana. Y prevén costosas sequías en el norte2”.

Otro titular de prensa alerta, “Ya comenzaron los reclamos judiciales”. “Los alarmantes escenarios ambientales que a causa del cambio climático científicos, ambientalistas y ahora también los gobiernos de algunos países centrales admiten para las próximas décadas, vienen provocando cientos de análisis y declaraciones de condena contra los grandes responsables de la contaminación. Pero de manera incipiente también comenzaron a generar juicios y demandas que ya se están abriendo paso en los tribunales, incluso en los argentinos”3.

2 ¿Los tiempos de la democracia, son los tiempos de la transición hacia la sustentabilidad?4
“Hemos aprendido que la respuesta no solo es compleja, parecería casi imposible su concreción como respuesta esperanzadora. Seguramente es uno de los principales desafíos de nuestras democracias en América Latina, en Argentina. La agenda política vigente, no responde esta pregunta. La verdad, seguramente parcial, es que no la formula, menos aún públicamente. Nuestros mayores esfuerzos para su penetración en los vacíos no pensados o no queridos de las agendas políticas presentes y ausentes.

“Los indicadores de la situación mundial son alarmantes. Dejan revelar poco tiempo para los cambios necesarios. Estimaciones optimistas establecen como fecha límite el año 2030. A partir de entonces, la sustentabilidad del sistema – Tierra ya no estará garantizada”.5

“Habitualmente, los que se ocupan de estos temas suelen considerar este plazo en unos cincuenta años, un tiempo suficientemente largo para imaginar una transición tan compleja, pero bastante breve como para que no nos sea totalmente abstracta ya que, al implicar nuestras vidas y las de nuestros hijos, permanece en nuestro “campo” de visión inmediata”.6

Si analizamos algunas de las crisis ambientales mayores de la nación, vemos que su Estado no las atiende ni considera como se merecen, pero en particular, como la CN dispone, operativamente, que se haga. (Art. 41 CN).

Pero aún más, vemos que los “plazos” son mucho más breves de los que se señalan como de advertencias más severas en algunas situaciones puntuales. Nuestros bosques nativos y nuestros peces de las aguas continentales, en particular el Sábalo, tienen sus días, pocos años, sumados por un contador de jardín de infantes.

Debemos hacer entonces, nuestros mayores esfuerzos para cultivar una transición democrática hacia la sustentabilidad, del bosque nativo, su diversidad biológica, pero sustancial y vitalmente, su diversidad cultural. Así lo dispone, más que claramente, el artículo 41 de la Constitución Nacional”.

John Hougton, ex presidente del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático, grupo creado por Naciones Unidas para estudiar el cambio climático y ex presidente de la oficina de meteorología británica, es el autor de la afirmación "el cambio climático global es un arma de destrucción masiva".7
3. De lo que se trata.

A los efectos informativos sobre los posibles daños en América Latina (AL) se resume el siguiente detalle:

a) El cambio climático agravará los problemas socioeconómicos y de salud, favorecerá la migración de poblaciones rurales y costeras y agudizará los conflictos nacionales e internacionales

b) Los cambios en la disponibilidad de agua afectarán la producción de energía hidroeléctrica, de granos y ganado, particularmente en Costa Rica, Panamá, los Andes y Argentina.

c) La pérdida de tierra y la entrada de agua salada debida al aumento en el nivel del mar podrá producirse en zonas costeras y estuarios en el Golfo de México, Centroamérica, Venezuela, Argentina y Uruguay.

d) Habrá disminución en la producción de alimentos en importantes zonas agrícolas de México, Centroamérica, Brasil, Chile, Argentina y Uruguay, agravando la desnutrición que priva en la región.

e) Situaciones extremas como inundaciones, sequías, heladas, tormentas, afectarán la producción agrícola, incluyendo cosechas para la exportación, como la industria bananera en Centroamérica.

f) Los modos de subsistencia de las comunidades indígenas y campesinas se verán amenazados si la producción de productos agrícolas tradicionales se reduce.

Grupos especialmente vulnerables son aquellos que viven en zonas marginales alrededor de las grandes ciudades, especialmente los asentamientos situados en zonas expuestas a inundaciones o colinas con terreno poco estable.

g) Se espera que enfermedades causadas por los insectos se extiendan hacia el sur y hacia latitudes altas para sumarse a los problemas crónicos de desnutrición y enfermedades que experimentan algunas poblaciones.

h) Los países insulares son extremadamente vulnerables al cambio climático global y al aumento del nivel de las aguas del mar.

i) Aumentará el padecimiento de enfermedades relacionadas con el calor, como cólera, dengue y malaria8.

4. La Academia Argentina de Ciencias del Ambiente ha realizado un llamamiento ante el Cambio Ambiental Global9.

Manifiesta estar “… hondamente preocupada por el proceso nacional y mundial de deterioro progresivo y creciente de los sistemas naturales y sus recursos. Por los efectos adversos que los cambios observados tienen sobre las personas y la sociedad, siente el insoslayable imperativo de formular este llamamiento a la opinión pública nacional, a las autoridades nacionales, provinciales y municipales y a los sectores del trabajo, la producción, la cultura y a los medios de difusión sobre estos impactos y su exacerbación.

La Academia quiere trasmitir el testimonio de su alarma ante los efectos y la trascendencia del Cambio Ambiental Global y sus implicaciones regionales, expresar su llamado de alerta y demandar una reacción urgente que rectifique el rumbo actual y modifique las modalidades de producción y consumo que son la causa principal del deterioro ambiental y del mal uso de los recursos que constituyen la base para el desarrollo económico y social sostenible”.

“La rectificación que se reclama requiere la participación de todos los sectores de la población, la utilización de todas las fuentes del conocimiento ambiental y el esfuerzo institucional para acordar una estrategia nacional ampliamente consensuada que reconozca la realidad, oriente los hábitos y defina las conductas individuales y colectivas, establezca las normas regulatorias y correctivas y asegure su efectiva aplicación”.

Diagnóstico de la situación

La Academia denuncia que “… La humanidad enfrenta un Cambio Ambiental Global originado por acciones antropogénicas que modifican las características físico-químicas y biológicas y alteran los procesos naturales en la atmósfera, en los océanos, en los sistemas de agua dulce y en los ecosistemas terrestres y su productividad. Esto causa entre otras consecuencias el deterioro de la capa de ozono, un cambio profundo en el sistema climático terrestre, la pérdida de diversidad biológica y la desertificación.

“… Es necesario modificar las modalidades dominantes de producción y consumo introduciendo aportes de la ciencia y la tecnología que reconozcan la existencia de límites en los recursos naturales y en su capacidad productiva, consideren los aspectos humanos y sociales de las comunidades involucradas y los integren en la economía.

“… Consecuentemente, deberán adoptarse estrategias de mitigación y acciones de adaptación, que sean la base del diseño de políticas orientadas a aumentar la protección de los ecosistemas naturales y humanos, sus recursos y servicios ambientales y su productividad, e impulsen su uso racional.”
Debido a su extrema complejidad resulta difícil anticipar con precisión la forma e intensidad con la que este problema afectará la continuidad de la vida y de la diversidad biológica en todos sus niveles, y particularmente a la especie humana, pero no cabe duda que sus impactos sobre la naturaleza y la sociedad influirán en los campos biológico, científico, económico, social, jurídico, político y espiritual.

“Resulta imperioso, particularmente en nuestro país, mejorar los sistemas de observación y monitorear el comportamiento de las variables que definen la calidad ambiental.

La Argentina es altamente sensible al Cambio Ambiental Global y al Cambio Climático en particular, porque su economía se funda fuertemente en la producción primaria y en el procesamiento de recursos naturales.

Los ecosistemas costeros y boscosos del territorio nacional, sus praderas, sus ecosistemas agrícolas y de agua dulce, sin excepciones, están mostrando inequívocas señales de deterioro.

Por tala y conversión, los bosques nativos se han reducido a una tercera parte del patrimonio original y se encuentran seriamente degradados. Las mayores reservas pesqueras marinas de la Argentina están sometidas a sobrepesca o se explotan en su límite de supervivencia. Los humedales se degradan y declinan en cuanto a la cantidad y la calidad del agua. Numerosas especies de agua dulce se encuentran amenazadas o en peligro de extinción.

Avanza la desertificación y los suelos muestran graves procesos erosivos y pierden fertilidad. La contaminación y los residuos industriales y urbanos crecen rápida y peligrosamente.

Nuestra representación lideró la negociación del Protocolo de Kioto en cuya gestión continúa participando activamente y también se destacó en la Conferencia de Johannesburgo sobre Desarrollo Sostenible”.

“…Exhortación

En nuestro país resulta indispensable promover la responsabilidad social, económica y ambiental de todos los sectores para procurar la sostenibilidad del proceso de desarrollo. Para ello, el sistema científico y tecnológico, los empresarios, los trabajadores y las autoridades, deben concentrar conocimientos, recursos y esfuerzos para proteger y restaurar nuestros ecosistemas degradados, tanto los naturales como los urbanizados.

Deben modificarse los hábitos de producción y consumo para aprovechar en forma sostenible los recursos naturales y los desarrollados  por el hombre. También es un deber promover el ordenamiento territorial y sistemas de gestión ambiental aptos para el sector productivo.

Es necesario integrar las políticas ambientales en la formulación de las políticas económicas y sociales centrales. El cuidado del ambiente y de los recursos naturales no funciona eficientemente cuando se lo aplica como un agregado tardío a decisiones básicas adoptadas sin haber tenido en cuenta desde el comienzo las consideraciones ecológicas”.

“Propuesta de medidas y acciones inmediatas

El Cambio Ambiental Global descripto evidencia la urgente necesidad de la adopción de medidas y la ejecución de acciones orientadas a:

Integrar la información necesaria sobre las variables geofísicas, biológicas, sociales y económicas que permitan un manejo seguro y confiable de las actividades gubernamentales y privadas involucradas en las metas conducentes al progreso de la sociedad argentina.

Desarrollar, promulgar y poner en vigencia efectiva las leyes y reglamentaciones que aseguren el cumplimiento del Artículo 41 de la Constitución Nacional, a la luz de los nuevos escenarios naturales y humanos que resultan del Cambio Ambiental Global.

Posibilitar y propiciar que la obligación legal de preservar y mejorar el ambiente, bien común de todos los habitantes, sea asumida por la población en sus conductas individuales y particularmente, por el gobierno nacional y los gobiernos provinciales y municipales.

Constituir y mantener vigentes y efectivas instituciones apropiadas para la información y la educación ambientales y velar por el cumplimiento de las normas.

Realizar los estudios e investigaciones para un eficiente ordenamiento territorial, ambiental y productivo, con información completa de los recursos naturales (climáticos, geológicos y biológicos) y sus proyecciones posibles en tiempo y espacio, con el fin de asegurar el bienestar de todos los habitantes del territorio nacional.

Iniciar el análisis de las estrategias de adaptación necesarias para hacer frente a las consecuencias adversas del Cambio Climático Global, tomar provecho de los efectos beneficiosos que pudiera tener, y promover la mitigación de la emisión de gases de efecto invernadero y el secuestro y almacenaje de esos gases.

Promover y facilitar la contribución y participación de los profesionales y científicos y de sus centros e instituciones de base, para analizar y evaluar los problemas ambientales en las reuniones, conferencias, simposios y talleres regionales e internacionales”.

5. Los últimos informes del IPCC.

El equipo de expertos de la Convención de Cambio Climático (IPCC) ha desarrollado tres documentos categóricos sobre el proceso de cambio ambiental global, los que han sido presentados para la consideración de los Gobiernos y la sociedad durante el año 2007, en tres etapas.

Los podemos resumir en estos tres aportes para la meditada reflexión de los Señores Convencionales y la necesidad casi vital de repensar el futuro de nuestros territorios y sus gentes, con acciones concretas en el proceso reformista en marcha:

En el documento “Base de Ciencia Física del Grupo de trabajo I al Cuarto informe de Evaluación del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático, Resumen para Responsables de Políticas.” PNUMA, UNEP, se afirma que “… el calentamiento antropogeno y la elevación del nivel del mar continuarían durante siglos debido a las escalas de tiempo asociadas con los procesos climáticos y los retroefectos, incluso si la concentración de gases de efecto invernadero se estabilizase”10.

En la contribución del “Grupo de Trabajo II” sobre Impactos, adaptación y vulnerabilidad “al Cuarto informe de Evaluación del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático, Resumen para Responsables de Políticas” podemos destacar los siguientes aportes: “La adaptación será necesaria para enfrentar los impactos resultantes del calentamiento que ya es inevitable debido a las emisiones del pasado”. … “Existe un amplio conjunto de opciones de adaptación, pero se necesita una adaptación más amplia que la que esta teniendo lugar para reducir la vulnerabilidad al cambio climático futuro. Existen barreras, límites y costes, pero no se comprenden del todo”.

Luego de la revisión del último documento “Mitigación del Cambio Climático”, Contribución del Grupo de Trabajo III al Cuarto informe de Evaluación del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático, Resumen para Responsables de Políticas” podemos expresar con total sinceridad a todos los miembros de la Convención, que la lectura de estos textos debería ser obligatoria para todos los funcionarios y legisladores en todos las escalas de decisión pública, actitud a la que convocamos.

6. Propuesta y su razón de ser.

En función de todo lo aquí expuesto, en ejercicio de la responsabilidad constituyente y el derecho-deber impuesto por el artículo 41 de la Constitución Nacional, la Convención de Cambio Climático y el Protocolo de Kyoto, venimos a motivar e impulsar la presente iniciativa de texto constitucional11.

Lo hacemos con la convicción de su más que vital debate y consideración por este Honorable Cuerpo Constituyente.

Que la diversidad y la luminosidad del cosmos y la espiritualidad de las creencias que los iluminan o de la propia espiritualidad humanista que los contiene y celebran la vida, aspiramos a que se posibilite la aprobación de las normas y políticas aquí impulsadas, para el bien común de las generaciones futuras.

1 Boff, Leonardo. El despertar del águila. Ed. Bonum. Buenos Aires. 1999. Pág.30.

2 http://www.clarin.com/suplementos/zona/2007/02/04/z-03015.htm
3 http://www.clarin.com/suplementos/zona/2007/02/04/z-03012.htm
4 Daneri, Jorge Oscar. “Presupuestos mínimos sobre situaciones de Emergencias Ambientales ¿Es constitucionalmente viable?”. La Ley. Suplemento de Derecho Ambiental. Diciembre de 2005. Pág. 6/7.

5 Boff, Leonardo. El despertar del águila. Ed. Bonum. Buenos Aires. 1999. Pág.30.

6 Manzini, Ezio. Ecología y Democracia. De la injusticia Ecológica a la Democracia Ambiental. 1. La transición a la sostenibilidad como un proceso de aprendizaje colectivo. Ed. Iciaria Más Madera. Barcelona. Noviembre 2000. Pág. 15.

7 Consultar en: www.greenpeace.org.ar
8 Fuentes: Panel Intergubernamental del Cambio Climático (PICC), Organización Mundial de la Salud e Impacts of the Climate Change in Latin America (Diana Liverman et al).

9 Buenos Aires, 3 de septiembre de 2007. http://www.ecoportal.net/content/view/full/72567/
10 Página 16

11 Consultar en www.ambiente.gov.ar marco jurídico.

Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici – Emiliano Acharta – Santiago C. Reggiardo.
–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 243)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

RÉGIMEN DE LAS AGUAS.

Artículo 1º) Incorporase como sección nueva de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos la siguiente:

Régimen de las aguas.
Artículo… El agua es un bien natural colectivo esencial para la vida. El acceso al agua potable y al saneamiento es un derecho humano fundamental e inalienable.

Las aguas superficiales, así como las subterráneas, integradas en el ciclo hidrológico, constituyen un bien unitario, subordinado al interés general, que forma parte del dominio público provincial.

La provincia de Entre Ríos ratifica su dominio y jurisdicción sobre las aguas compartidas en los tramos y porciones que corresponden al territorio provincial, reconociendo derechos similares a otros Estados que integran cuencas o sistemas comunes, siempre en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones y en el marco de los acuerdos interjurisdiccionales e internacionales sobre gestión compartida.
Artículo…: La política provincial de Aguas y Saneamiento se fundamenta en los siguientes principios y directrices:
Inciso 1. Los principios sobre sustentabilidad y ambiente dispuestos en esta Constitución.

Inciso 2. La gestión pública y participativa del agua, con fines equitativos y sin fines de lucro.

Inciso 3. La protección y restauración de los ecosistemas desde las fuentes de captación de agua dulce hasta el tratamiento de las aguas residuales.
Inciso 4. La sociedad civil participará en todas las instancias de planificación, gestión y control de los bienes hídricos, estableciéndose a las cuencas hidrográficas como unidades básicas integrales de gestión pública, factores de identidad y unión comunitaria.
Inciso 5. Se establecerán prioridades para el uso del agua según regiones o cuencas, siendo la primera prioridad el abastecimiento de agua potable a las poblaciones. La prestación de los servicios de agua potable y saneamiento deberá anteponer siempre las razones de orden social y ambiental a las de orden económico.

Inciso 6. Los servicios públicos de saneamiento y abastecimiento de agua para el consumo humano serán prestados exclusivamente por personas jurídicas estatales y/o cooperativas de usuarios, con la supervisión de un organismo central como autoridad de gestión de la política de aguas, dependiente de la máxima autoridad ambiental de la provincia.
Inciso 7. El Poder Legislativo, por los dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara, podrá autorizar el suministro de agua a otra provincia u otro país en caso de desabastecimiento y por motivos de solidaridad, cuando correspondiere, con la intervención del Estado Nacional.
HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI – ACHARTA – REGGIARDO.
FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos.

Los Convencionales de la Coalición Cívica-Partido Socialista que suscriben, venimos por la presente iniciativa de texto constitucional, a impulsar un marco político y jurídico sobre la gestión de las aguas públicas. 

1. Introducción.

Una visión del mundo y el principio de sustentabilidad.

El principio de sustentabilidad emerge en el contexto de la globalización como la marca de un límite y el signo que reorienta el proceso civilizatorio de la humanidad. La crisis ambiental vino a cuestionar la racionalidad y los paradigmas teóricos que han impulsado y legitimado el crecimiento económico, negando a la naturaleza. La sustentabilidad ecológica aparece así como un criterio normativo para la reconstrucción del orden económico, como una condición para la sobrevivencia humana y un soporte para lograr un desarrollo durable, problematizando las bases mismas de la producción.1
“¿Será posible otro consenso? Pese a todo, creo que sí. La tecnología del siglo XXI será demasiado destructiva y no encontrar otro consenso significaría tanto como apostar la desaparición de la especie. En definitiva, pese a muchos datos inquietantes en contra, no creo pertenecer a una especie con genes tan deteriorados que le hayan hecho peder su pulsión de supervivencia.2”
Es este principio vital el que intentamos ejercer en la promoción de la presente iniciativa de texto constitucional. Es el ejercicio del principio de sustentabilidad en el propio ejercicio constituyente y con la responsabilidad de mirar mucho más allá, pensando en los aún no nacidos, también hijos de nuestra tierra, y en la búsqueda de este consenso al que Zaffaroni nos convoca.

2. Marco jurídico Nacional.

El artículo 2340 del Código Civil establece que “Quedan comprendidos entre los bienes públicos: inc. 3: los ríos, sus cauces, las demás aguas que corren por cauces naturales y toda otra agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer usos de interés general, comprendiéndose las aguas subterráneas...”.

Antes de la reforma de 1968 el artículo decía hasta “cauces naturales”, nada más. El párrafo que sigue fue agregado por la Ley 17.711.3

En nuestra opinión la fuente citada es importante, ya que demuestra la voluntad del codificador de no darle importancia al hecho de ser o no navegable el curso de agua, sino de que satisfaga un interés general y, por tanto, del dominio público.

El artículo 124 de la Constitución Nacional (CN) establece la titularidad del dominio de los recursos naturales en cabeza de las Provincias. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 41 de la CN, los estados provinciales deben dictar las normas complementarias de protección ambiental y sobre el uso y aprovechamiento de los recursos naturales para integrar la norma dictada por la Nación.4

En este marco y el dispuesto por la Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental Nº 25.688, de régimen de gestión ambiental de aguas, promovemos en el presente proyecto la consolidación y complementación de las normas sobre dominio, gestión y aprovechamiento de las aguas y sus cuencas en la Provincia.

Corresponde destacar que esta es la primera ley que a nivel nacional trata la gestión ambiental de las aguas. En Argentina esta materia había sido abordada previamente a nivel provincial, regional e internacional y por la Nación en un marco más acotado. Por una parte y de conformidad a la jurisdicción preeminentemente local y el dominio originario que poseen sobre sus recursos naturales, las provincias sancionaron sus respectivos códigos o leyes de agua y/o leyes ambientales o relativas a temáticas afines con influencia en la gestión de los recursos hídricos.

En esta línea de antecedentes, mediante tratados interjurisdiccionales parciales, en diversas cuencas hidrográficas se constituyeron comités de cuenca entre las provincias.5

3. Escenario jurídico Internacional.

A nivel supranacional existen antecedentes significativos bajo la noción de cuenca como unidad indivisible.
Argentina ha suscripto y aprobado diversos acuerdos multilaterales ambientales, tales como el Convenio de Diversidad Biológica, la Convención sobre Humedales de Importancia Internacional, la Convención sobre la Protección de Especies Migratorias de Animales Silvestres, y la Convención para la Protección de la Flora, de la Fauna y de las bellezas escénicas naturales de los países de América (este último es un acuerdo ambiental regional).6

Estos convenios, interpretados junto al derecho blando ambiental –esto es, a las declaraciones de las Conferencias de Estocolmo, Río de Janeiro y Johannesburgo y el Principio 18 de la Agenda 217–, presentan requerimientos que contextualizan aspectos básicos de la gestión ambiental de las aguas, la importancia del  concepto de cuenca como unidad indivisible y de los caudales ecológicos que benefician a los ecosistemas.8

De conformidad al artículo 75, inciso 22, de la CN, los tratados internacionales poseen una jerarquía superior a las Leyes en la Argentina. En virtud de lo expuesto, se trata de un tema de real envergadura a la hora de diseñar e implementar la normativa de aguas.9

Finalmente, debemos destacar la suscripción por parte de las provincias al denominado “Acuerdo Federal del Agua” y sus “Principios Rectores de Política Hídrica en la República Argentina”. Documento de diciembre de 2002 en el cual las provincias se comprometen a su aprobación legislativa, situación que no se ha producido en Entre Ríos.10

4. La privatización.

La experiencia en Argentina y otros lugares del sur del planeta en relación a los procesos de privatización de los bienes naturales renovables y no renovables ha sido de una dimensión aún no calificada ni cuantificada debidamente. Respecto del proceso privatizador en la gestión de distribución o abastecimiento de agua potable en particular, los casos de Santa Fe, Córdoba y Buenos Aires no son nada positivos para la sociedad y sí lo han sido para la democracia por la actitud, la resistencia y los logros del pueblo organizado en pos de la recuperación de sus derechos sobre el agua.

Resulta significativo destacar en esta instancia el Principio 25 del Acuerdo Federal Hídrico, que expresa:

“El agua como bien de dominio público. Cada Estado Provincial, en representación de sus habitantes, es titular del dominio público del agua superficial y subterránea que yace y escurre en su jurisdicción, incluido el lecho que encauza las aguas superficiales con el alcance dado en el Código Civil. Los particulares sólo pueden acceder al derecho del uso de las aguas públicas, no a su propiedad. Asimismo, la sociedad a través de sus autoridades hídricas ofrece el agua en concesión bajo la condición que su uso resulte beneficioso en términos del interés público”.11

5. Objetivos de la iniciativa:

En este marco, la presente iniciativa tiene tres objetivos principales:
1) Preservar el bien natural más significativo para la vida en nuestro territorio y garantizar como derecho y deber público y social su sustentabilidad y gestión pública.

2) Establecer la autoridad única de Política de aguas y su gestión en la provincia.

3) Evitar cualquier intento por los medios que fuere de privatizar algún punto en la conformación del ciclo hidrológico y de la distribución de las aguas a los ciudadanos.

En este sentido, el “Acuerdo Federal Hídrico” establece las responsabilidades indelegables del Estado:

”La formulación de la política hídrica, la evaluación del recurso, la administración, su planificación y asignación equitativa de derechos y recursos, el dictado de normativas y muy especialmente la preservación y el control son responsabilidades indelegables del Estado. Se requiere para ello contar con lineamientos claros para el desarrollo y protección del recurso hídrico y marcos regulatorios y de control adecuados”. (Principio 9).

En igual inteligencia promociona y acuerda la denominada “Unidad de planificación”:

”Dado que el movimiento de las aguas no reconoce fronteras político - administrativas sino leyes físicas, las cuencas hidrográficas o los acuíferos constituyen la unidad territorial más apta para la planificación y gestión integrada de los recursos hídricos. La consideración de la totalidad de las ofertas y demandas de agua en la región hidrográfica bajo consideración permite detectar las mejores oportunidades para su uso, lográndose al mismo tiempo anticipar conflictos y minimizar impactos negativos a terceros o al ambiente”. (Principio 15).

El principio expuesto se consolida con la “Autoridad única del agua”:
“Propender a la planificación y gestión integrada de los recursos hídricos de cada provincia en una única administración provincial del agua, responsable de llevar adelante su misión en el más amplio marco de aprovechamiento y protección del recurso. Dicha autoridad tiene la responsabilidad de articular la planificación hídrica con los demás sectores de gobierno que planifican el uso del territorio y el desarrollo socio-económico provincial. La autoridad del agua debe disponer de la necesaria autarquía institucional y financiera para garantizar un adecuado cumplimiento de sus misiones, siendo además autoridad de aplicación de la ley”. (Principio 19).

6. Legislación Provincial.

La ley de Aguas de la provincia ha sido una de las fuentes de consulta para la presente iniciativa, y debemos destacarla en sus primeros artículos.12

Sucesivamente se dictaron las leyes de aguas termales y de comité de cuencas y consorcios de aguas.13

Destacamos la nueva legislación sobre protección de fuentes vitales de agua como son los humedales declarados Áreas Naturales Protegidas como el tramo Medio del río Paraná, y los de los Departamentos Uruguay, Gualeguaychú e Ibicuy, así como el área del Gato (monte nativo) en el departamento Federal.

La ley de Libertad de los Ríos sancionada el 25 de septiembre de 1997 es un hito significativo en la historia ambiental de la provincia y en la preservación de sus humedales, islas y del tercer escenario de mayor diversidad biológica del país.

Entendemos como un paso esencial la consolidación de todo este proceso -más allá de la necesidad legislativa de ubicar en un solo cuerpo normativo todo lo precedentemente expuesto- en la norma constitucional provincial, a los efectos de preservar definitivamente los objetivos aquí expuestos.

7. La posición de los movimientos y organizaciones sociales.

Durante el Foro Social Mundial policéntrico de Caracas, los movimientos sociales que en todo el planeta luchan por el derecho al agua y en contra de su mercantilización, lograron confluir en los distintos talleres en un trabajo y una plataforma común sobre los problemas regionales en función de un entendimiento global.14

Siempre desde el convencimiento que el agua es un Bien Común y su acceso un Derecho Humano fundamental e inalienable. El agua es un patrimonio de las comunidades, los pueblos y la humanidad, constitutivo de la vida en nuestro planeta. El agua no es una mercancía. Por eso se rechaza toda forma de privatización, inclusive las asociaciones mixtas público-privadas.

Su gestión y el control deben permanecer en el ámbito público, comunitario, participativo, equitativo y sin fines de lucro, y es obligación de todas las instituciones públicas locales, nacionales e internacionales garantizar estas condiciones.

Se debe garantizar la solidaridad entre las generaciones presentes y futuras, por eso se rechaza el modelo desarrollista y consumista que promueve la sobreexplotación de la Madre Tierra, sus acuíferos y aguas superficiales. 
Es necesaria una gestión sustentable de los ecosistemas y la preservación del ciclo hidrológico mediante el ordenamiento del territorio y la conservación de los ambientes naturales, estableciendo las cuencas hidrográficas como unidades básicas, donde se efectivice la participación ciudadana en todas las instancias de planificación, gestión y control.

El Foro Social Mundial en todas sus instancias y escenarios ha llamado a las  organizaciones, movimientos sociales, gobiernos y parlamentos a incluir estos principios en los marcos jurídicos locales, nacionales e internacionales.
Receptando lo expuesto, venimos a hacernos cargo de esta responsabilidad sustantiva elevando el presente proyecto a consideración de la Honorable Convención Constituyente.

Estamos convencidos de la necesaria exclusión del agua de las leyes del mercado impuestas por la Organización Mundial del Comercio (OMC), los Tratados de Libre Comercio (TLC) y demás acuerdos internacionales de comercio e inversión.

Este proyecto surge también de las experiencias de Cochabamba (Bolivia) y Uruguay de estos últimos años, así como las de otros pueblos que quieren recuperar la soberanía de sus bienes comunes en manos públicas, como en los casos de Buenos Aires y de Santa Fe.

Bajo estos antecedentes promocionamos un texto que consolide la propia identidad de Entre Ríos y sus municipios para promover inapelablemente la gestión pública, comunitaria, cooperativa, participativa e integral del agua.

8. El caso Uruguay.

“Octubre Azul” se denomina a un mes entero de acción a nivel internacional para cuestionar el control corporativo del agua, para proteger este bien como un recurso natural compartido y como derecho disponible para todos, y para fortalecer los sistemas de agua controlados por las comunidades.
Octubre tiene un significado muy especial para el movimiento internacional en defensa del agua. En octubre de 2004, 64% de los votantes del pueblo uruguayo apoyaron el reconocimiento del agua como un derecho. Uruguay es el primer país que realiza una reforma de la Constitución incorporando el acceso al agua y al saneamiento como derechos humanos fundamentales, la prestación directa y exclusiva por entidades estatales del servicio público de agua y saneamiento, y la participación y el control social de la gestión del agua.

En este marco político elevamos a la Honorable Convención el proyecto de texto constitucional de protección de las aguas de todos los entrerrianos y las futuras generaciones, con la convicción de su adecuado tratamiento y debate para su concreción en el cuerpo legal mayor que regula la vida de la sociedad en nuestras tierras.

1 Leff, Enrique. “Saber Ambiental” Sustentabilidad, racionalidad, complejidad, poder. Ed. Siglo veintiuno editores. PNUMA. Segunda edición. 2000. México D.F. Pág. 15.

2 Zaffaroni, Eugenio Raúl., Nápoles octubre de 2002, en Conf. Minella, Gabriela García. Ley General del Ambiente, interpretando la nueva legislación ambiental. “Derecho Ambiental, su actualidad de cara al tercer milenio” JIMÉNEZ, EDUARDO PABLO, Coordinador.  Ed. EDIAR. Bs. As. 2004. Página 19.

3 Doctrina sobre este artículo. 1º) El Cód. Civil anotado por Salas- Trigo Represas (Edición 2000) (*1) dice sobre este inciso: El principio sentado en el 2340 inc. 3º es por su importancia amplísimo, de esta suerte las excepciones que mutilan su campo de aplicación deben interpretarse restrictivamente. Por ello, todo curso de agua que corra por cauces naturales es público, salvo que concurran razones de valor superior a las tenidas en mira por el legislador en el 2340 inc. 3º. 2º) El mismo trabajo (Edición 1974) (*2) dice: A) El dominio público del Estado sobre los ríos, constituido por dos elementos: el agua que corre y el lecho que la encauza, reconoce como único fundamento la conveniencia de que estos grandes factores de vida y progreso estén en manos de la autoridad, hallándose comprendidos en ese concepto tanto el río como el arroyo, sean o no navegables, y aún las simples corrientes como el cauce natural que sirve de colector de los desagües de una zona de la Capital Federal. (cita un fallo de la C Civ. 1ª JA 1942- I- 894). Otros han restringido algo ese concepto, exigiendo que la corriente de agua reúna ciertas condiciones mínimas de caudalosidad y permanencia (Cciv. Mend. 11/11/37 LL-8-1187). B) Son del dominio público las aguas de una fuente o manantial cuando ellas forman corrientes que discurren por cauces naturales. CITA UN FALLO DE LA SC MENDOZA 26/4/44 JA 1944 –II-280. 

Fuente de este artículo: El codificador en el último párrafo de la fuente al pié del artículo dice: “Podemos decir que todos los ríos, navegables o no, son de la mayor importancia por la multitud de usos necesarios a la vida, a la industria y a la agricultura, que puede hacerse de sus aguas, y que es conveniente a la paz, a los intereses generales, que el Estado sea el único propietario y regulador del uso de ellos”.
4 Conf. Minella, Gabriela García. Ley General del Ambiente, Interpretando la nueva legislación ambiental. “Derecho Ambiental, su actualidad de cara al tercer milenio” JIMÉNEZ, EDUARDO PABLO, Coordinador.  Ed. EDIAR. Bs. As. 2004. Página 38.

5 Río Colorado; Limay, Neuquén y Río Negro; y Río Bermejo.

6 Leyes Nacionales aprobatorias Nro: 24.543; 24.375; 23.919-25.335; 23.918; Decreto 89.180/41 (firmado el 23/04/1941).

7 Ver Iza, A. Aspectos Jurídicos de los Caudales Ecológicos en Cuencas Compartidas. Disponible en: http://www.iucn.org/themes/law/pdfdocuments/Arequipa-CaudalesEcologicosyCuencasCompartidas.pdf 

7 Conf. Di Paola, María E.  “II Comentarios sobre las leyes sectoriales de presupuestos mínimos de protección ambiental”. En “Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental. Recomendaciones para su Reglamentación. FARN. UICN. Bs. As. 2003. Pág. 57.

8 Ver Op. Cit. Pág. 57.

9 Disponible en: http://www.corebe.org.ar/NORMATIVA/principios_rectores_de_politica_hidrica.htm 

10 Texto aprobado en el "Encuentro Nacional de Principios Rectores de Política Hídrica de la República Argentina" - Ciudad de Buenos Aires - 17-19 de Diciembre de 2002.

11 Ley Nro. 9172. Decreto Nro. 7547 SPG-1999. Decreto Nro. 5870 SEPG 2002.

12 Ley Nro.9678 Y 9757 respectivamente. 

13 FORO SOCIAL MUNDIAL POLICÉNTRICO DE CARACAS 2006- - DECLARACIÓN DE CARACAS -

DECLARACIÓN CONJUNTA DE LOS MOVIMIENTOS Y ORGANIZACIONES SOCIALES SOBRE EL AGUA. También en la DECLARACIÓN CONJUNTA DE LOS MOVIMIENTOS EN DEFENSA DEL AGUA. Ciudad de México, Tenochtitlan. marzo 19, 2006. 

14 FORO SOCIAL MUNDIAL POLICÉNTRICO DE CARACAS 2006- - DECLARACIÓN DE CARACAS -

DECLARACIÓN CONJUNTA DE LOS MOVIMIENTOS Y ORGANIZACIONES SOCIALES SOBRE EL AGUA. También en la DECLARACIÓN CONJUNTA DE LOS MOVIMIENTOS EN DEFENSA DEL AGUA. Ciudad de México, Tenochtitlan. marzo 19, 2006. 

María M. Haiek – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici – Emiliano Acharta – Santiago C. Reggiardo.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 246)

LA H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo XX: … “Todos los empleados de la Provincia, sus municipios y organismos con participación estatal accederán a los cargos por concurso público de oposición y/o antecedentes que asegure la idoneidad como único requisito para acceder a los mismos, en virtud del principio de no discriminación.

En caso de contiendas relacionadas con el ingreso, ascenso, remoción, traslado e incompatibilidades, serán competentes los tribunales administrativos, integrados, en partes iguales, por representantes de la administración pública y de los colegios profesionales cuyas incumbencias refieran al cargo en cuestión.

Se garantiza al personal que ingrese a la administración pública y aquéllos que al tiempo de la sanción de esta Constitución cuente con más de un año consecutivo de servicio la estabilidad en sus cargos. No podrán ser separados del mismo mientras dure su buena conducta, sus aptitudes físicas y mentales y su contracción eficiente para la función encomendada. Se exceptúan aquellos casos cuyo nombramiento o cesantía estén previstos, por esta Constitución o por leyes especiales.

Una ley especial sancionada con la mayoría de dos tercios de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances del presente artículo.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 de necesidad de reforma (artículo 1, punto 3) faculta a la Convención Constituyente a establecer la idoneidad como requisito para el acceso a los cargos públicos.

En tal sentido, dispone que la redacción de la nueva Constitución deberá establecer “el requisito de la idoneidad para el acceso a los cargos públicos, que suponga y conjugue los principios de "idoneidad o capacidad para el cargo", y el principio de "no discriminación". También establecer mecanismos de designación para la cobertura de los cargos de directores de hospitales, directores departamentales de escuelas y jefes departamentales de policía a partir de procedimientos que garanticen los principios mencionados.”
Manteniendo la estructura original del artículo 21 de la Constitución vigente (“Ningún empleado de la Provincia o de las municipalidades con más de un año consecutivo de servicio, podrá ser separado de su cargo mientras dure su buena conducta, sus aptitudes física y mental, y su contracción eficiente para la función encomendada, a excepción de aquellos para cuyo nombramiento o cesantía se haya previsto, por esta Constitución o por las leyes respectivas y normas especiales. La ley reglamentará esta garantía y los deberes y responsabilidades del empleado o funcionario y determinará las bases y tribunales administrativos para regular el ingreso, los ascensos, remociones, traslados e incompatibilidades”) éste cláusula apunta a consolidar los principios de mérito, idoneidad y transparencia en el acceso a los cargos públicos, uno de los reclamos constantes de todos los sectores sociales en los últimos años.

La idoneidad es sinónimo de aptitud, o sea disposición determinada para hacer algo específico. Trasladada al empleo publico, la noción alude a la competencia o habilidad que debe satisfacer el aspirante a ocupar un cargo publico. (MIDON, Mario A. R. Manual de Derecho Constitucional Argentino. Ed. Plus Ultra. Buenos Aires. 1997, p. 370).

El mandato constitucional dispone que la prohibición no se aplica a cargos de carrera, si la persona que se va a nombrar o ascender, tuvo la oportunidad de competir con otros aspirantes en igualdad de condiciones mediante un proceso de selección a base de pruebas, exámenes o evaluaciones de preparación y experiencia, habiéndose determinado objetivamente si el aspirante es el candidato idóneo o mejor calificado en el registro de elegibles para la vacante en cuestión.

El proceso de selección y designación de personas para el acceso a los cargos públicos, en un Estado Constitucional de Derecho, debe estar dotado de una dosis razonable de discrecionalidad y transparencia, que de ningún modo puede significar arbitrariedad. Por ello implica en forma alguna la prohibición de de una reglamentación que cumpla con éstos estándares. Es preciso entonces, ponderar en cada caso la aptitud específica para el desempeño de una función-cargo en concreto. En efecto, la idoneidad se acredita mediante un procedimiento de selección, que es el concurso, a través del cual se busca determinar mediante exámenes de oposición y/o antecedentes, según los casos, el orden de merecimientos de un conjunto de postulantes. A modo de ejemplo, a nivel nacional se encuentra vigente el SI.NA.PA. (Sistema Nacional de la Profesión Administrativa), cuya base normativa se halla contemplada por el Decreto 993/91 (Adla, LI-C, 2952) y sus múltiples modificaciones, por el cual se intenta jerarquizar a la Administración Pública, dotándola de personal idóneo, con agentes que tengan conocimientos intelectuales y culturales propios del cargo.

En cuanto al valor moral, si bien es cierto que el término "moral" responde a un criterio subjetivo de valor, hay quienes consideran que los empleos públicos deben ser ocupados por personas "morales", entendiendo por tales a aquellas que reúnan los éticos requisitos mínimos, que surjan como expresión de una virtud ciudadana concebida según cánones objetivos y ajustados a la naturaleza de las funciones a desempeñar por el candidato. (BARRAZA, Javier Indalecio y SCHAFRIK, Fabiana Haydée “Inhabilidades e incompatibilidades de los funcionarios o agentes públicos” LL 1996-E, P. 1001)

Tal como lo establece la ley de necesidad de reforma se deben tener en consideración los principios de “idoneidad o capacidad para el cargo" y de "no discriminación”. Estos principios se encuentran plasmados en nuestra Constitución Nacional en el artículo 16 que dispone “La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: No hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas.”

La igualdad como principio y garantía tiende a condicionar a los poderes públicos en cuanto al grado de su consideración a la hora de reglar, omitir o actuar. La igualdad como derecho interrelaciona con el resto de los derechos fundamentales, es presupuesto de su ejercicio y está alcanzado por el principio constitucional que establece que no hay derechos en su ejercicio absoluto. (CAYUSO, Susana. “El principio de igualdad en el sistema constitucional argentino” LL 2003-F, p. 1380.)

En la primera etapa del constitucionalismo denominado clásico o liberal, en el que se enrola nuestra primera Constitución Nacional de 1853, las Cartas políticas regularon la relación persona-Estado, tomando como principal obligación del Estado, la de mantener un ordenamiento en el que todos sean iguales ante la ley. Sin embargo, con el transcurso del tiempo, la idea de igualdad ha ido evolucionando, puesto que en la actualidad se la entiende en cuanto a que “cada persona en sí misma resulta única e importante para el sistema, y que a cada una de ellas merece asignársele un valor idéntico.” (GARGARELLA, Roberto. “Constitución y democracia” en AA.VV. “Derecho Constitucional” Ed. Universidad, Buenos Aires 2004, p. 69/85)

Tradicionalmente, la igualdad ha sido identificada a un criterio formal de aplicación, que en la práctica conspiraba contra su efectiva vigencia, ya que declamar que todos los hombres son iguales ante la ley implicaba una fórmula vacía en la medida que no se determinaba cuáles eran los criterios para evaluar la calificación de igual o de desigual. Con el tiempo, la cuestión se encuentra vinculada con la igualdad fáctica y a las acciones positivas como medio idóneo para satisfacerla.

En tal sentido, es posible diferenciar dos clases de discriminaciones: a) la que excluye arbitrariamente y tiene sentido negativo, b) la que con sentido positivo tiene por objeto integrar. Esta última es conocida con el nombre de "discriminación inversa", y tiende a favorecer a determinadas personas de ciertos grupos sociales en mayor proporción a otras: mediante esa "discriminación" se procura compensar y equilibrar la marginación que recae sobre aquellas personas que se encuentran en una posición de desigualdad. Justamente la discriminación con sentido positivo, tiende a superar la desigualdad discriminatoria del sector perjudicado por la mencionada postergación. De eso se tratan las acciones positivas. (GIL DOMINGUEZ, Andrés. “Derecho a la no discriminación negativa y alquileres: la fuerza normativa de la Constitución en las relaciones horizontales” LL, 7/11/2006, p. 4).

Las acciones de discriminación positiva ha planteado ciertas cuestiones referidas a la violación o no del principio de igualdad, sobre todo cuando se aplican a categorías sospechosas, y a la efectiva conveniencia y eficacia de aquellas para favorecer la igualdad. (GELLI, María Angélica. Constitución de la Nación Argentina -Comentada y Concordada. La Ley. Buenos Aires. 2001, p. 298).

La mayoría de las Constituciones provinciales han garantizado la real igualdad de las personas, comprometiéndose a remover los obstáculos de cualquier orden que limiten de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida política, económica o social de la comunidad. Es decir que desde la Constitución Nacional (artículos 16, 37 y 75, incisos 22 y 23, tanto como las Cartas Provinciales avanzan legislando verdaderas políticas de Estado en torno a hacer efectiva la declamada igualdad de otros tiempos y, dando un paso más allá se prevé efectivamente la no-discriminación, como un estadía superador de la igualdad, aplicado en el caso para el acceso a lo cargos públicos. Así las Constituciones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires artículos 11 y 16, Buenos Aires artículo 11, Catamarca artículos 7 y 65, Chaco artículos 8 y 11, Córdoba artículo 7, Chubut artículos 6 y 67, Corrientes artículo 24, Formosa artículos 35 y 89, Jujuy artículo 25 y La Pampa artículos 6, 27 y 28, entre otras.

La igualdad real de oportunidades, la igualdad de trato y la garantía de pleno goce de los derechos fundamentales integra el concepto de igualdad de hecho y crea la obligación estadual de legislar para posibilitar su concreción. Y en aras de tales fines deberá recurrir a reglamentación diferenciada a partir de la consideración de algunos de los presupuestos que a priori están vedados como única variable para establecer diferencias. (CAYUSO, Susana. “El principio de igualdad…”Op. Cit, p. 1380).

Se trata de nociones omnipresentes en todo el sistema, a punto tal que su exclusión, significa la censura de aquél. Solo se admite un sistema igualitario y razonable en el que todos los derechos deben ejercerse en igualdad de condiciones del mismo modo que toda reglamentación a los derechos debe ser razonable. (PIZZOLO, Calógero. “Constitución Nacional. Comentada, anotada y concordada.” Ediciones Jurídicas Cuyo, Mendoza, 2004, p.193).

Transparentar el acceso a la administración pública, asegurando a la vez el reconocimiento de la idoneidad, como única condición de entrada a los mismos, a la vez evitar que la exclusión arbitraria por cualquier causa permanezca impune en la legislación entrerriana, debe de ser unos de los objetivos centrales de la reforma constitucional.

Se trata de un presupuesto que debe considerarse indispensable en la redacción del nuevo texto constitucional. Justamente, el fundamento reside en que las funciones que los ciudadanos cumplen en nombre del Estado no son privilegio de una clase o porción de la sociedad, sino un legítimo derecho de todos los habitantes de la provincia de Entre Ríos.

Martín J. Acevedo Miño

Artículo XC: … “Los funcionarios de los organismos, reparticiones públicas de la Provincia y sus municipios que gozan de la facultad de nombramiento y contratación de personal, o tengan injerencia directa o indirecta en el proceso de selección, no podrán ejercer dicha facultad en su entidad respecto de su cónyuge, parientes consanguíneos hasta el cuarto grado y afinidad hasta el segundo. Esta prohibición no resulta aplicable en los casos en los que el futuro agente ha sorteado los concursos que esta Constitución y la Ley establecen para acceder al cargo.

Las disposiciones que contravengan lo dispuesto en este artículo son nulas de nulidad absoluta, conforme a la ley reglamentaria que se dicte al respecto. Los funcionarios que incurrieran es esta conducta serán sancionados.

Una ley especial sancionada con la mayoría de dos tercios de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de los presentes artículos”.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

El nepotismo, definido en el diccionario de la Real Academia Española como la tendencia a favorecer a familiares y a personas afines con cargos o premios, debe ser desterrado como práctica estatal. La transmisión hereditaria del poder es una forma de supervivencia o sedimento persistente de la tradición señorial que no se condice con el espíritu republicano que deriva de los artículos 1 y 5 de la Constitución Nacional y el artículo 1 de la Carta Magna provincial.

Las denuncias de nepotismo son comunes en todo el mundo. Justamente, son actos cometidos por presidentes, vicepresidentes, gobernadores, vicegobernadores, jefes de gobierno, ministros, secretarios, subsecretarios, intendentes, alcaldes, concejales, consejeros, diputados, senadores, directores, policías, militares, jueces, fiscales y cuanto cargo sirva para alcanzar los beneficios del poder y el dinero de los contribuyentes. En la vida política, pueden advertirse verdaderas empresas familiares en las que participan padres, hijos, cónyuges y otros muchos parientes.

La prohibición del nepotismo plasmada como política pública en el presente proyecto, tiene como propósito garantizar a toda persona, que aspira ocupar un puesto en el servicio público, la oportunidad de competir en igualdad de condiciones, libre de favoritismos por razón de parentesco.

Las incompatibilidades se clasifican en virtuales o de facto y expresas o legales; absolutas y relativas. Absoluta, es aquella que deriva directamente de la ley, ya sea la Constitución o la ley formal. El superior jerárquico no puede eliminarla, atento que es una disposición expresa del texto de la ley. En cambio, es relativa cuando existe una acumulación de cargos, pero no hay intereses contrapuestos con los de la administración pública y puede ser autorizada por el superior jerárquico, dentro de las disposiciones de la ley o el reglamento. (BARRAZA, Javier Indalecio y SCHAFRIK, Fabiana Haydée “Inhabilidades e incompatibilidades de los funcionarios o agentes públicos” LL 1996-E, P. 1001).

En el presente proyecto, no se trata de prohibir en forma absoluta el acceso a los cargos públicos de los familiares de quien detenta una mayor jerarquía. Por el contrario, lo que se intenta limitar es el uso y abuso de la posición pública para obtener trabajos para los miembros la su familia.

Los partidos políticos, como instituciones fundamentales del sistema democrático, deben contribuir a mejorar y renovar la dirigencia política, para lo cual deben evitar la acumulación de poder. Asimismo, la responsabilidad de los dirigentes resulta esencial, aunque requiere sabiduría y compromiso con la tarea que le fuera encomendada por el mandato popular.

La particularidad de la norma propuesta asegura no solo el acceso de los mejores aspirantes a los lugares donde se convertirán en servidores públicos, sino que también bloquea toda tentación de promover a cargos estatales a familiares de quien se desempeñe como autoridad en el área.

En tal sentido, es del caso recordar que el llamado “cupo femenino” o cuota de género, si bien en algunos casos puede interpretarse que reivindica una desigualdad histórica de postergación de la mujer en la vida política, se transforma en una herramienta del nepotismo cuando para completar el número de candidatas, los principales actores políticos recurren a la participación de sus esposas, hijas, hermanas o amigas; motivados generalmente, en la confianza que ellas les merecen o en la influencia que pueda ejercer en las decisiones de éstas.

No se encuentran casos en la política contemporánea europea, asiática y latinoamericana de porcentajes tan altos de participación de las familias en la política como se da hoy en la Argentina. El riesgo de esa situación reside en el privilegio que ostentan las relaciones familiares, aun antes de considerarse la idoneidad para los cargos públicos en las propuestas de candidaturas.

El nepotismo busca ocupar los cargos electivos con parientes, priorizando los lazos familiares, privilegiando las lealtades políticas, sin considerar la idoneidad y la competencia para los puestos en disputa.

Sobran ejemplos en ese sentido, por lo que no resulta menester mencionarlos. Sin embargo, es del caso señalar que el favoritismo en razón de parentesco, se ha dado en un alto grado de concentración política local (y aún nacionales) en nuestro país, de manera que según las provincias de que se trate el poder se ha encontrado representado por algunos apellidos tradicionales durante décadas. Situación más cercana a un sistema monárquico que a una verdadera república, cuyos rasgos sobresalientes lo constituye, entre otros principios, el de la alternancia en el poder y no entre, hermanos, esposos, o padre-hijo.

La lucha librada por la revolución de la independencia y la llamada organización nacional contra el antiguo régimen colonial fue en parte en vano, por cuanto durante la segunda mitad del siglo XIX, ya se sucedieron entre los gobernadores del antiguo Virreinato del Río de la Plata los parentescos más intensos de que se tenga memoria.

En cuanto al ejercicio de la máxima investidura nacional, ha dado un solo caso de padre e hijo que ocuparon la presidencia de la nación. Fue el de Luís Sáenz Peña (1892-1893) y el de su hijo Roque (1910-1914). Aunque, en este caso, el hijo esperó a que el padre dejara la escena política nacional para irrumpir con peso propio.

Otro caso, esta vez en relación a la vicepresidencia, se dio con el General Julio Argentino Roca, dos veces presidente de la Nación, y su hijo, quien fue vicepresidente entre 1932 y 1938. En este caso, el hijo entró al Congreso de la Nación en 1904, una vez que el padre dejó la presidencia, por segunda vez, para no superponer carreras políticas, como en el caso Sáenz Peña. Sin embargo, véase que se trata de casos excepcionales, en que se cuidaban las formas para que las carreras políticas no se superpusieran ni influyeran una en la otra.

Con Eva Perón irrumpió, en la política argentina y en la cultura del peronismo, el rol de la mujer del líder, como participante política activa. Empero, durante su trayectoria, la esposa de Juan Domingo Perón no ocupó cargo público ni electivo alguno. Sólo cuando se propuso la fórmula como vicepresidente, la misma resignó la postulación. Aunque, dos décadas después, Isabel Martínez de Perón no siguió el camino de Eva, siendo las consecuencias políticas manifiestamente desfavorables, tanto para el peronismo como para el país.

En varias ocasiones se ha denunciado la existencia de perdurables entramados de corrupción, de nepotismo y de “prebendarismo” en diversos gobiernos del interior del país; estructuras para-estatales y “culturas” políticas perversas que desnaturalizan el ejercicio de la función pública y condicionan severamente la administración eficiente de provincias y municipios.

Paulatinamente, se están desarticulando los principios éticos que sancionaban socialmente los privilegios que se atribuyen a los gobernantes y sus familiares; el nepotismo en la función pública no electiva; la recepción de dádivas o beneficios otorgados al funcionario y no a la persona; el ejercicio despótico de la función pública respecto de los subordinados; la soberbia y los rituales de la burguesía post napoleónica; la ponderación de la banalidad como sustento de la "mediocracia" que describiera José Ingenieros; el engaño y la mentira en el proceso electoral y en la función de gobierno; el ejercicio de actividades profesionales, empresariales o académicas haciendo gravitar la condición de funcionario. (BADENI, Gregorio. “Condiciones, inhabilidades e incompatibilidades congresuales” LL. Acad. Nac. de Derecho 2006 (junio), p.1).

La crónica escasez de fuentes de trabajo privadas, que convierte a la mayoría de los ciudadanos en empleados públicos o en tributarios de planes de ayuda social, proporciona el escenario ideal para el desarrollo de políticas clientelísticas masivas que a la hora de los comicios, condicionan severamente la libertad de elección.

El objetivo principal de los grupos dedicados a acumular poder en provincias y municipios, consiste en que clanes de origen familiar, de colusiones partidistas o de sectas burocráticas, ambicionan asegurarse el control del gobierno durante el mayor lapso de tiempo posible, logrando que la permanencia en el poder se verifique sin interrupciones.

Una posibilidad tan desmedida de continuidad torna irrealizable, bajo disfraz republicano, la inconcebible figura de una monarquía que apenas se diferencia de las absolutas por la época en que se la practica y su mentada elegibilidad. Por más esfuerzo argumental que se haga para validar esa propuesta política, es insostenible a esta altura de la historia el suponer que una sociedad estará satisfecha con la perspectiva de que, en el devenir, ella reconozca, ininterrumpidamente, como manifestación de poder a un mismo y repetido exponente. (MIDON, Mario A. “Ilegitimidades constitucionales” LL 2005-D, p. 1480).

Frente a ese problema, no debemos olvidar que una de las principales virtudes con que cuenta el sistema democrático, es el principio de alternancia en el poder, plasmado en las constituciones que prevén la finitud de los mandatos, tanto ejecutivos como legislativos.

No está de más enfatizar la trascendencia que conlleva el respeto de este principio, a los fines de garantizar el normal desempeño del sistema en su conjunto. El filósofo Karl POPPER sostenía que lo que distingue a las democracias representativas de los regímenes autoritarios o totalitarios, no era tanto el hecho de permitir la libre elección de los gobernantes, sino que los mismos pudieran ser destituidos sin necesidad de recurrir a la violencia.
Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Atento a la identidad temática que tiene este proyecto con el que lleva el número de expediente 140, solicito que también se gire a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, para guardar coherencia con el criterio adoptado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.
SR. CARLÍN – Estamos de acuerdo, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento este proyecto, como segundo giro, se deriva a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

LXXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 247)

HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS:

PREFACIO

Como Convencional Constituyente, como ciudadano y emprendedor del interior de la provincia, me encuentro honrado y a la vez activo para notable cargo asumido que me posibilitará, junto a mis pares, la función de legislar no tan solo para nuestra generación sino también la de nuestros hijos y nietos, y para las generaciones futuras.

En esta introducción, no puedo dejar de reconocer y rendir desde mi humilde persona y hombre de trabajo un homenaje a los constituyentes de 1933 que pusieron los cimientos, los sólidos muros exteriores y los pilares interiores que, en su conjunto, conforman una edificación armoniosa y segura de nuestra actual constitución; el transcurso del tiempo, la dinámica y evolución constante de la sociedad entrerriana demanda la necesidad de enmiendas, supresiones, agregados que la adapten al presente y la proyecten al porvenir. Para ello es necesario generar un instrumento permanente, indispensable y pujante para encauzar la vida de la provincia hacia un mayor perfeccionamiento, que asegure el desarrollo y la felicidad del pueblo entrerriano.

También, deseo expresar que este magno trabajo conferido por nuestro pueblo debe estar alejado de utopías irrealizables (que consiste en pretender lo imposible) y gatopardismo (simulación de un cambio para que permanezcan las falencias que se aparenta querer subsanar); deberá ser una herramienta estable y flexible con normas y principios fundamentales, de redacción breve, que hagan al gobierno y al amparo de los derechos primordiales de la persona, evitando entrar en pormenores o minucias reglamentarias; las mismas deben delegarse a la regulación normativa ordinaria de los poderes legislativos y ejecutivos provinciales. Finalmente, se considera imprescindible que la norma constitucional provincial a modificar parcialmente deberá tener claridad, para evitar diversas interpretaciones un estilo literario directo y simple hace a la claridad, eficacia y belleza de un texto constitucional. Por todo lo dicho considero comenzar por estudiar, apreciar y profundizar criterios respecto al Régimen Municipal.

Nuestra nueva constitución provincial debe asegurar el régimen municipal autónomo, por imperio de la C.N. de 1994, y reglar el alcance y contenido de tal autonomía tanto en el orden institucional y político como en el administrativo, económico y financiero.

Como poder constituyente derivado debo cumplir mi tarea dentro del marco que ley de necesidad de la reforma N° 9.768 ha creado; permitiendo que por expresa habilitación del Artículo 1º (Apartados 1, 31, 39, 40 y 41), presente mis proyectos en procura del establecimiento de la autonomía municipal cuyas características deben estar insertas en el texto de la nueva constitución provincial de la provincia de Entre Ríos.

INTRODUCCION

El tema Régimen Municipal se presenta como centro de debate provincial. Los constituyentes nacionales de 1994 tomaron razón de la necesidad de la autonomía municipal y así lo plasmaron en el art. 123 de la C.N. “Cada provincia dicta su propia Constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5 asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero".
Es por ello que a partir de esta convención constituyente provincial se deberá trabajar en la concreción y vigencia practica de la autonomía municipal.

A modo de comenzar a discernir el tema, nuestra Constitución Nacional prevé cuatro niveles de gobierno (la nación, las provincias, los municipios, la ciudad autónoma de buenos aires). Cada uno de estos niveles posee una fracción de territorio, un agrupamiento de personas y un gobierno, cuya función es ordenar las relaciones humanas y las actividades que se desarrollan en ese territorio.

Si partimos, que los niveles de gobierno surgen en respuesta a las necesidades que tienen los habitantes, dentro de cada ámbito. La organización de cada nivel varía, según cuál sea la importancia de las cuestiones que deben resolverse y su dimensión territorial.

El fin de la existencia de estos cuatro niveles de gobierno es el de acercar a los habitantes lo más posible a sus autoridades locales. A fin de aclarar lo expresado y a modo de ejemplo: el alumbrado de una calle es conveniente que sea resuelto por el gobierno municipal y es por ello que los municipios constituyen una institución natural y necesaria, basada en relaciones de vecindad, con carácter esencialmente político, y no simplemente administrativo y con finalidades de bien común en la sociedad local. En otras palabras, el municipio es una institución que tiene un territorio, una población y un gobierno, cuya finalidad es satisfacer las necesidades públicas de la comunidad que lo compone.

Por ello, del concepto de municipio se extraen tres elementos: Territorio; es el espacio geográfico sobre el cual se asienta el municipio. Población; es el grupo de personas que están asentadas en el territorio del municipio. Gobierno; es el órgano o conjunto de órganos que cumplen con las funciones del gobierno y la administración municipales.

En síntesis, el régimen municipal significa el establecimiento de gobiernos locales y en cumplimiento de esa obligación emanada de la C.N. Art. 123, cada provincia establecerá, en su respectiva constitución, las principales características de su propio régimen municipal.

Por todo ello está claro que la nueva constitución provincial no puede asegurar ningún otro régimen municipal que no sea autonómico. El nuevo orden jurídico provincial está obligado a reconocer la autonomía de sus municipios y a fijar las pautas para determinar el alcance y los contenidos de dicha autonomía.

Esta facultad-obligación de la convención constituyente, tiene su fundamento en el entendimiento de que un buen régimen municipal debe tener en cuenta las particularidades propias de cada lugar. El régimen municipal autónomo, de acuerdo al texto constitucional nacional (art. 123), su alcance y contenido debe representar a distintos órdenes de los asuntos locales ellos son: a- institucional. b- político. c- administrativo. d- económico y financiero.

Si analizamos cada uno de ellos: En lo institucional supone la posibilidad del dictado por parte del municipio de su propia carta orgánica.

Para ello se podrá o no categorizar los municipios para que tengan autonomía municipal plena o semiplena y así contar o no con facultad para dictar sus propias Cartas Orgánicas.

Aquí, como lo a expresado ante los medios de comunicación (LT14, programa Diario Uno. 08/02/08) el presidente de la convención, Dr. Jorge Busti, no tan solo los criterios de reconocimiento de la autonomía son importantes sino las cifras o caja provincial dispuesta a solventar esos gastos.

En lo político implica, no tan solo, la potestad de elegir sus propias autoridades sino que también implica la posibilidad de poder elegir entre disímiles formas de gobierno local, distintos sistemas electorales, mayor o menor participación ciudadana, de decidir en la elección y también en la destitución de los funcionarios locales como también participar de la elección de autoridades gubernamentales no municipales pero íntimamente ligadas con los asuntos locales.

En lo administrativo Implica la prestación de los servicios públicos y demás actos de administración local sin interferencia de autoridad de otro orden de gobierno (Gno. Provincial).

En lo económico y financiero Comprende las potestades relacionadas con la imposición de tributos, gasto público, promoción del desarrollo económico, regionalización, etc. El poder tributario municipal que comprende tasas y contribuciones.

En otras palabras, este aspecto de la autonomía municipal comprende la libre instauración, percepción e ingerencia de las rentas para compensar los gastos del gobierno propio y satisfacer sus fines, que no son otros que el bien común de la sociedad local.

Estos conceptos que comparto y expreso son concepciones de destacados juristas nacionales como Bidart Campos, Sagües; Sabsay. etc.
Por todo lo dicho hasta ahora, las leyes supremas provinciales deben obligatoriamente adecuarse al artículo 123 de la Constitución Nacional.
Por todo lo pronunciado, el presente proyecto se divide en dos Capítulos:
Capítulo I: Artículo 2 - C. P. (Art. 1º Ley 9768 – Apartado 1)

Capítulo II: Régimen Municipal

Héctor J. Motta

Capítulo Primero:

Artículo 2 - C. P. (Art. 1º Ley 9768 – Apartado 1)

Artículo 2 - C. P. (vigente) - División Territorial en Departamentos.

“El territorio de la Provincia queda dividido en catorce departamentos denominados: Paraná; Diamante; Victoria; Gualeguay; Gualeguaychú; Uruguay; Colón; Concordia; La Paz; Villaguay; Tala; Nogoyá; San José de Feliciano y Federación con los límites que les acuerdan las leyes vigentes y sin perjuicio de la facultad legislativa de crear otros y modificar la jurisdicción territorial y administrativa”.

(Proyecto) Art. 2 – C. P.

“El territorio de la provincia se divide en diecisiete departamentos denominados: Paraná; Diamante; Victoria; Gualeguay; Gualeguaychú; Uruguay; Colón; Concordia; La Paz; Villaguay; Tala; Nogoyá; San José de Feliciano; Federación; Federal; Islas del Ibicuy y San Salvador con los límites que les acuerdan las leyes vigentes”.

Fundamento:

La nueva redacción, del artículo 2 de la C. P., determina los actuales Departamentos de la provincia; agregando las tres jurisdicciones creadas por ley provincial posteriores a la constitución de 1933 y elimina toda posibilidad legislativa de crear y/o modificar jurisdicciones territoriales y administrativas. Fundado en la necesidad de evitar mayores gastos en nuevas jurisdicciones políticas y profundizar el desarrollo de las existentes.

Capítulo Segundo:

Régimen Municipal.

El presente capítulo, su contenido ha sido elaborado en consulta permanente del articulado, que sobre la materia, está contenido y consagrado en la Constitución de la Provincia de Córdoba. Se consideró propicio continuar la estructura aplicada por reconocido constitucionalista local. Se ha mantenido diálogo con actuales y ex - intendentes de la provincia sobre el tema y se ha consultado trabajos de reconocidos constitucionalistas nacionales e internacionales para la confección de un trabajo propio que intenta la conformación de una herramienta estable y flexible con normas y principios fundamentales, de redacción breve, evitando entrar en pormenores o minucias reglamentarias.

Municipio.

Art. 1 - Todo centro de población estable de más de mil habitantes, cohesionado por la vecindad, se considera Municipio. Por ley provincial se determinará su ejido y normatividad institucional.

Fundamento:

La redacción del nuevo artículo pretende definir el término y darle su propio alcance para una sencilla interpretación. Se considera que más de mil habitantes; alrededor de doscientas, doscientas cincuenta familias vecinas es un grupo poblacional que requiere el reconocimiento de un estatus jurídico-político autónomo semipleno.

Su territorio-jurisdicción, ámbito de ejercicio de su competencia debe estar determinado por una instancia superior para una mejor administración.

Autonomía.

Art. 2 - Todo municipio cuya población supere los 10.000 habitantes o sea cabecera de departamento goza de plena autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional dictándose su propia norma fundamental.

Fundamento:

El presente artículo, consagra la disposición de nuestra C.N.; se somete al art 123 que consagra el principio de autonomía municipal pero fija pautas de alcance y contenido reflejado también en posteriores artículos. Se considera que diez mil habitantes, alrededor de dos mil quinientas familias vecinas es una comunidad madura, perenne responsable de ciertos servicios para regirse bajo un estatus jurídico-político autónomo pleno; capacitado para darse su propia norma fundamental, con poder constituyente. Y ser cabecera de departamento, como requerimiento para gozar de autonomía plena, se presenta como ineludible ante la organización política de nuestra provincia.

Administración Municipal.

Art. 3: Todo Municipio será administrado por dos poderes: uno deliberativo y otro ejecutivo cuyos miembros serán elegidos directamente por el pueblo. La ley orgánica o carta orgánica, en su caso, reglará la estructura, distribución de competencias, relaciones internas, representación y funcionamiento del cuerpo, previendo respecto de supuestos de acefalía.

Fundamento:

El artículo no presenta equivocas interpretaciones; sigue los usos y costumbres de nuestra organización municipal. Expresa taxativamente la existencia de dos categorías de municipios; los de autonomía semiplena y los de autonomía plena y su posibilidad de reglamentación en la materia.

Cuerpo Electoral.

Art. 4: Formarán el cuerpo electoral de los Municipios todos los argentinos inscriptos en el padrón provincial, con residencia efectiva dentro del ejido municipal; los extranjeros de uno u otro sexo mayores de dieciocho (18) años, con más de dos (2) años de residencia inmediata en el municipio al tiempo de su inscripción.

Fundamento:

Pretende ser una redacción sencilla, de fácil interpretación que requerirá de una reglamentación posterior de acuerdo a los procedimientos admitidos por cada una las clases de municipios.

Competencia Municipal.

Art. 5: La competencia territorial comprende la totalidad del ejido dentro del cual se prestara los servicios, realización de obras y ejecución de funciones municipales propias.

Por ley el gobierno provincial delega a los municipios el ejercicio de su poder de policía, en materia de competencia municipal en las zonas no sujetas a su jurisdicción territorial.

Por ley especial se establecerá la regionalización de la provincia para el desarrollo económico y social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines.

Los municipios de proximidad territorial, en sus cartas orgánicas podrán crear asociaciones, (agrupaciones y/o partidos) para facilitar la desconcentración administrativa, la más eficiente prestación de los servicios públicos, realización de obras públicas y la proyección urbanística.

Fundamento:

El primer párrafo, del artículo es claro; fija el ámbito geográfico en donde la autoridad municipal debe efectuar el ejercicio de su influencia.

El segundo párrafo, reconoce a la autoridad superior de la provincia el establecimiento de pautas y contenidos para el ejercicio del poder de policía fuera de su competencia territorial. La delegación necesaria de la autoridad superior se nos presenta inevitable ante la distribución geográfica que en materia de población presenta nuestra provincia, si bien es un tema que requiere de todo análisis y discusión posible; se considera que las zonas rurales y semirurales son mayores a las concentraciones poblacionales y es por ello que se presenta razonable recurrir al criterio del legislador para reglamentar con efectividad y aplicabilidad contundente una ley provincial.

El tercer párrafo, pretende valerse en la constitución provincial del Art 124 de la C.N. que nos posibilitó la creación de la Región Centro y que esta convención le dará rango constitucional. Se destaca que la concepción de la región es limitada en sus funciones y restringida a una ley especial.
El cuarto párrafo, es novedoso pero de efectiva aplicación a nuestra realidad. Requerido por los intendentes justicialistas de Paraná Campaña en reunión mantenida con el Sr. Presidente de la Convención, Dr. Jorge Busti, (El Diario - 12/02/08). Limitado a los municipios con autonomía plena.

Competencia Material.

Art. 6: La competencia material comprenderá funciones, atribuciones y finalidades inherentes a la competencia municipal que no hayan sido reservadas por esta constitución al ejercicio exclusivo del poder provincial.

Art. 7: Concierne al gobierno municipal: Convocar a la elección de sus autoridades y juzgar su validez; Juzgar políticamente a sus funcionarios; Sancionar el presupuesto de gastos y cálculo de recursos; Designar por concurso a sus funcionarios y empleados; Imponer y percibir tributos en materia propia; Disponer de sus bienes y rentas como medios para el logro de sus fines; Contraer empréstitos en los límites establecidos en el inc. e, art. 8 y con destino exclusivo a obra pública. Administrar los recursos fiscales de imposición propia y coparticipados y de los demás medios financieros; Ejercer el control de la inversión de los fondos públicos que administre; Establecer las normas y adoptar las técnicas para el eficaz funcionamiento político y administrativo; Velar por el cumplimiento de las normas de convivencia que sancione, mediante el debido juzgamiento de las faltas y contravenciones y la vigilancia policial; Llevar a cabo la administración pública, asumiendo la ejecución de la obra y prestando el servicio públicos por sí o a través de terceros, que requiera la satisfacción de bien común local; Entender y regular, ejerciendo el poder de policía en su caso, respecto de salubridad, seguridad, higiene, moralidad, tránsito, medio ambiente, cultura, estilo y tradición urbanística y demás materias propias de la institución municipal y disponer restricciones y servidumbres administrativas al dominio y decidir la utilidad pública municipal de la propiedad privada, recabando la ordenanza respectiva a efectos de su expropiación; Ejercer toda otra atribución o actividad que derive de las enumeradas, la complemente necesariamente o sea indispensable para hacer efectivos los fines de la institución municipal.

Art. 8: El gobierno municipal gestionará los intereses de su competencia, atendiendo los siguientes medios y propósitos: La concertación y cooperación con la jurisdicción provincial; La interrelación y el asociativismo municipal; El principio de subsidiariedad; La participación ciudadana y popular auténtica, viable, oportuna y útil; El fomento de actividades sociales que contribuyan a la preservación y cultivo de valores colectivos tales como los vinculados a la familia, el civismo, la solidaridad, la cultura y la ecología entre otros.

Fundamento:

Los art. 6, 7, 8.: Se presenta como un artículo descriptivo de las funciones municipales que por abarcativo no deja de ser mera enunciación que podrá enriquecerse por ley o carta orgánica.

Recursos.

Art. 9. Todo municipio dispondrá de los siguientes recursos para el cumplimiento de sus fines:

a) Los recursos por tasas y contribuciones por mejoras, especiales y peaje establecidos en la jurisdicción. b) La co-participación que en la recaudación fiscal obtenida por el Estado provincial le corresponda conforme determine la ley de acuerdo con criterios objetivos de reparto. Asegurándose la acreditación diaria y automática de los fondos; c) Los provenientes de la renta de sus bienes, actividades económicas, empréstitos, donaciones, legados y subsidios; d) Ingresos económicos en general derivados de su actividad estatal dispositiva y/o administrativa. e) Podrá contraer empréstitos con destino a la realización de obra pública. El servicio de la totalidad de los empréstitos no debe comprometer más de la quinta parte de los recursos del ejercicio. f) Embargabilidad de los fondos municipales, podrán ser embargados los fondos especiales y hasta un 20% del total.

Fundamento:

El artículo enuncia las fuentes de recursos para solventar el erario público municipal. Eliminamos la imposición de Impuesto por parte del municipio, se piensa que debe ser exclusivamente una competencia del Gobierno Federal y Provincial para determinada materia (Reales y Personales, Directos e Indirectos; fijos, proporcionales y progresivos); y por estar agotada la materia de imposición se corre riesgo de resentir la capacidad contributiva y alentar la doble imposición.

Ley Orgánica de Municipios.

Art. 10: La legislatura sanciona la ley orgánica municipal para los municipios de autonomía semiplena. Reconociendo todo lo atinente al cuerpo electoral, gobierno y competencia municipal.

Fundamento:

La redacción pretende dejar establecido que los municipios comprendidos en la categoría de autonomía semiplena (superior a 1.000 habitantes e inferior a 10.000 habitantes), no tienen facultad para dictar su carta orgánica; los alcances y contenidos de su autonomía corresponde establecerlo al estado provincial.

Carta Orgánica Municipal.

Art. 11: La carta orgánica será dictada por una convención constituyente municipal convocada al efecto por la autoridad ejecutiva local, en virtud de ordenanza sancionada al efecto y se integrará por el doble número de concejales, elegidos por voto directo y distribuidos por el sistema proporcional puro. Para ser convencional municipal se requieren los mismos requisitos que para Concejal.

Fundamento:

El articulo expresa el nombre o denominación del instrumento jurídico-político que la presente constitución reconoce para la organización normativa del municipio; su procedimiento y condiciones de los electores.

Requisitos.

Art. 12: Las cartas orgánicas deben asegurar:

a) Gobierno municipal representativo y republicano, elección directa de sus autoridades y representación proporcional en su caso, que asegure al partido que obtenga el mayor número de votos la mitad más uno de sus representantes. b) Un tribunal de cuentas con elección directa y representación de la minoría. c) Los derechos de iniciativa, referéndum y revocatoria. d) Procedimiento de reforma. e) Los demás requisitos que establece esta constitución.

Fundamento:

La redacción es expresiva de lo fundamental que debe contener un texto constitucional. Asegurando derechos, declaraciones y garantías y dando la posibilidad de crear nuevos institutos democráticos.

Intervención al Municipio.

Art. 13: La intervención a un gobierno municipal solo será dispuesta mediante ley especial de la Legislatura y por plazo no mayor a ciento veinte días. Procederá en caso de acefalía, grave alteración en el funcionamiento de los órganos municipales o conflicto entre los mismos, que afecte o ponga en riesgo los fines de la institución municipal.

Centros Rurales de Población. “Aldeas”

Art. 14: Aquellos asentamientos urbanos de mil o menos habitantes constituyen Centros Rurales de Población “Aldeas”, declarados tales por el Poder Ejecutivo, confiándose a un Consejo la función de dictar ordenanza, aprobar presupuesto. Será elegido por elección directa cuyo mandato durará cuatro años. Corresponde al Consejo la designación y remoción de un presidente ejecutivo, encargado de elaborar el presupuesto, presentar iniciativas de ordenanzas y ejecutar las decisiones del Consejo. Las obras y servicios y demás prestaciones serán costeados por el tesoro provincial cuyas partidas, directas y automáticas, serán aplicadas bajo el criterio de cantidad poblacional; a razón de (hasta 250; de 251 a 500 y de 501 a 1.000 habitantes).

Fundamento:

El artículo define a una posible “tercera categoría” como Centros o Aldeas Rurales que reconoce en el Poder Ejecutivo la potestad de su creación, con un órgano de gobierno colegiado y un brazo ejecutor de las políticas publicas. Dependerá directamente de los recursos del tesoro provincial en base a su cantidad de habitantes.

Por los fundamentos antes expuestos que serán ampliados oportunamente, solicito la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

MOTTA

–A la Comisión de Régimen Municipal.

LXXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 248)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA
RECONOCIMIENTO PATRIMONIO NATURAL, CULTURAL, URBANO E HISTORICO DE LA PROVINCIA

Artículo 1º) Incorpórase como artículo nuevo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos al siguiente:

Art ... El Estado provincial garantiza el reconocimiento y protección del patrimonio ambiental, natural, cultural, urbano, arquitectónico e histórico incluido en su territorio. Dicho patrimonio es propiedad de todos por lo que sus habitantes tienen derechos y deberes sobre el mismo. Es deber del Estado:

* implementar la educación ambiental en todos los niveles y modalidades, con especial énfasis en niños y jóvenes para generar un profundo sentido de identidad y de respeto por lo heredado, incorporando también la noción de patrimonio a escala regional, como hecho interrelacionado en la órbita de la ciudad, la región y la provincia en su conjunto, y no como objeto aislado,
* promover la difusión del mismo, para afianzar la concientización sobre la importancia que reviste la protección del patrimonio, en todas sus dimensiones, como herencia y fundamentalmente como recurso no renovable,
* propiciar, a partir de ese conocimiento previo por parte de la comunidad, la participación ciudadana en defensa de los recursos naturales y culturales.
Así mismo el Estado provincial garantiza:

* el derecho a la información sobre el impacto que puedan causar sobre el ambiente la actividades humanas de índole pública o privada,

* la constante adecuación de los espacios públicos de recreación que optimice la calidad de vida de las comunidades, manteniendo los existentes y generando nuevos espacios en proporción al crecimiento de la población,

* la protección, preservación y restauración de los recursos patrimoniales: natural, cultural, urbano-arquitectónico e histórico, tangible e intangible, a través de una reglamentación clara y precisa,

* la generación de un marco legal adecuado que opere con justicia y equidad sobre toda acción que sobre los elementos de valor patrimonial de propiedad privada -pero que involucra lo colectivo- se ejerza,

* la recomposición de los daños ambientales que se hayan efectivizado, producto de actitudes inconsultas e irreflexivas.

ZABALA – REGGIARDO –DÍAZ (Carlos)

FUNDAMENTOS

Desde hace muchas décadas se viene dando en forma desproporcionada por un lado el crecimiento económico apuntalado por los avances científico-tecnológicos y por el otro, un tibio desarrollo armónico y equilibrado sobre todo de los grandes núcleos poblacionales, debido a que lo primero sin planificación previa y sin el predominio del concepto de sustentabilidad como eje de la misma, impide lo segundo.

Esta vorágine de crecimiento meramente económico (además, poco inclusivo y equitativo a nivel social) ha venido avasallando otros aspectos esenciales para el desarrollo integral del ser humano: el cuidado y protección del medio natural y cultural en que se desenvuelve.

Como reacción a lo antedicho desde hace tiempo se vienen alzando muchas voces tendientes a poner freno a ese avance unilateral y dispar; se viene reclamando que el desarrollo económico vaya acompañado con controles exhaustivos que resguarden el ámbito de injerencia de cada actividad económica, para evitar el desmejoramiento de las condiciones medioambientales y el deterioro del patrimonio cultural que muchas actividades ocasionan, en desmedro absoluto de nuestra identidad.

Por ello el proyecto de artículo arriba expuesto pretende seguir una cierta lógica o estructura: es fundamental educar para despertar conciencia. Es deber del Estado establecer los mecanismos para incorporar el tema en cuestión en los distintos niveles educativos para generar el sentido de pertenencia del patrimonio heredado y luego el sentido de responsabilidad en cada ciudadano (Nueva Carta de Atenas – 1998 – constituciones de las provincias de Buenos Aires y Córdoba y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires); es un derecho el del ciudadano sobre lo heredado pero también un deber defender su integridad, en aras de la búsqueda de una óptima calidad de vida para las generaciones actuales y también para las futuras.

Y en paralelo la responsabilidad directa que le cupe al Estado de fijar claras posiciones sobre la conservación y protección del patrimonio natural-cultural y sobre las prácticas que se efectuaren sobre el mismo a través de políticas que integren el ámbito público con el privado, previa supervisión y fiscalización de los correspondientes estudios de impacto que sobre los recursos patrimoniales llegare a causar ese accionar.

Gregorio D. Zabala – Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 249)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

TURISMO RESPONSABLE Y SOCIAL

Artículo 1º) Incorpórase como artículo nuevo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos al siguiente:

Artículo...: El Estado provincial promueve la actividad turística y las relacionadas en todo el territorio como actividad de desarrollo social y económico. A los efectos se define una política responsable y social que considere al turismo como mediador necesario que permite el acceso a todos los ciudadanos, sin distinción alguna, a conocer y disfrutar el patrimonio natural y cultural.

Garantiza la regulación de la explotación racional de la actividad en resguardo de la integridad del mencionado patrimonio, y con especial amparo y tutela de los recursos naturales y la salubridad del medio ambiente conforme a las leyes que lo reglamenten.

Favorece la iniciativa e inversión pública, privada y mixta.

ZABALA – HAIEK – REGGIARDO – DÍAZ, (Carlos).

FUNDAMENTOS

Las evoluciones sociales, económicas y productivas de las naciones han estimulados el afianzamiento del turismo como una actividad de importancia para la vida del hombre y las sociedades en su conjunto. Con evidentes consecuencias en los sectores sociales, culturales, educativos y económicos.

Por su parte la adquisición de derecho al descanso y las vacaciones anuales pagadas para los trabajadores, hizo que el turismo pasara del ámbito limitado de minorías al ámbito general de la vida social y económica. (Declaración Universal de los DDHH Art 24.)

El aporte que puede ofrecer para afianzar la educación y la libertad de los pueblos, generando un estado permanente de conciencia y preservación del patrimonio ya sea natural y cultural. Es de trascendencia para el Estado propender a que sus ciudadanos conozcan sus propios medios, la geografía de su provincia, su historia, y todas las manifestaciones humanas que han tejido la trama de entrerrianía que nos caracteriza.

Mencionamos la expresión “todos los ciudadanos, sin distinción alguna” para referirnos a los efectos saludables en lo físico y lo psíquico de la práctica turística que ofrece en tanto factor de equilibrio social, fortaleciendo los vínculos familiares y sociales, y favoreciendo el conocimiento mutuo entre los hombres y los pueblos.

Se debe garantizar el turismo social a la niñez, desde su incorporación en la escuela primaria; a los adolescentes y jóvenes que aún no están insertos en el mercado del trabajo y no gozan de remuneración aún; a las personas con disfunciones, y a los adultos mayores.

Esta claro que para que no se corran los riesgos negativos que la actividad puede acarrear (en tanto actividad económica que es de reciente aparición y para la cual se van generando las normativas sobre la marcha) es absolutamente indispensable que los poderes públicos y los operadores técnicos deben participar en la definición de políticas de desarrollo turístico; pero le corresponde al Estado la formulación de líneas directrices tendientes a estimular las inversiones apropiadas y a realizar los controles y regulaciones en tanto se incluyan en los proyectos recursos naturales y/o patrimonio natural o cultural (se incluye arquitectura).

Para sostener firmemente lo antes citado mencionamos el punto 18 de la Declaración de Manila (1988): “Los recursos turísticos de que disponen los países están constituidos a la vez por espacio, bienes y valores. Se trata de recursos cuyo empleo no puede dejarse a una utilización incontrolada sin correr el riesgo de su degradación, incluso de su destrucción. La satisfacción de las necesidades turísticas no debe constituir una amenaza para los intereses sociales y económicos de las poblaciones de las regiones turísticas, para el medio ambiente, especialmente para los recursos naturales, atracción esencial del turismo, ni para los lugares históricos y culturales. Todos los recursos turísticos pertenecen al patrimonio de la humanidad. Las comunidades nacionales y la comunidad internacional entera deben desplegar los esfuerzos necesarios para su preservación. La conservación de los lugares históricos, culturales y religioso en toda circunstancia y especialmente en tiempos de conflicto, constituye una de las responsabilidades fundamentales de los Estados.”

Gregorio D. Zabala – María M. Haiek – Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 251)

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD FUNDAMENTOS

H. Convención:

Es un hecho indiscutible que una Constitución despojada de mecanismos eficaces para mantener su vigencia, pierde su categoría de norma fundamental y pasa a ser una ley común, sujeta a los avatares políticos y sobre todo a los caprichos de las grupos contingentes que ejercen el poder1. O dicho de otro modo, sin un dispositivo que cancele las normas comunes que la desafíen, la Constitución pasa a ser lo que quienes gobiernan deciden que sea, infausta circunstancia que, como es obvio, fractura el consenso que sostiene al Pacto social. Por eso se ha dicho acertadamente, que “Una Constitución sin una Corte de Justicia que imponga su interpretación y la efectividad de la misma aún en los casos cuestionados es una Constitución...que asocia su suerte a la del partido en el poder que impone, por simple prevalencia fáctica, la interpretación que en ese momento le conviene. La Constitución pasa a ser utilizada políticamente por grupos o partidos”2.

En verdad el carácter rígido que la Constitución exhibe en razón de no poder ser reformada sino por una Convención convocada al efecto, cualidad esta que le otorga supremacía sobre todas las normas jurídicas de inferior jerarquía que se dicten3 es la mas sólida garantía de los derechos de la persona humana que se pudiera diseñar. En esa línea, ya en 1887, en el conocido caso “Sojo” nuestra Corte Suprema dijo: “el palladium de la libertad no es una ley suspendible en sus efectos, revocable según las conveniencias públicas del momento; el palladium de la libertad es la Constitución, esa es el arca sagrada de todas las libertades, de todas las garantías individuales cuya conservación inviolable, cuya guarda severamente escrupulosa debe ser el objeto primordial de las leyes, la condición esencial de los fallos de la justicia federal”4.

Tributaria de esa concepción, la Constitución de Entre Ríos de 1933 contiene valiosos institutos tendientes a mantenerla en vigencia, que han demostrado un apreciable vigor para contener los desbordes del poder y que, para su época, fueron de avanzada. Así el control de constitucionalidad de oficio, que autoriza su art. 33, el amparo, el habeas corpus y los mandamientos de ejecución y prohibición previstos en sus arts. 25, 26 y 27 y desde luego la acción de inconstitucionalidad principal o subjuntiva autorizada en los incs. 1º.c 2º.a de su art. 167, delinean un acabado sistema que se traduce y sostiene en una serie de potestades concedidas a los particulares interesados en mantener en vigencia la ley fundamental de la provincia.

Pero, como se ve, la clave de bóveda que pone en acto el dispositivo es el interés legítimo del afectado sin el cual aquel no resulta operativo. Esta circunstancia concreta a la vez una virtud y una carencia. Es que, si bien por una parte le otorga a todas las personas la potestad de aniquilar las normas jurídicas, generales o individuales que lesionen sus derechos constitucionalizados, por la otra se define como inhábil para impedir la entrada en vigencia de normas groseramente inconstitucionales cuando no afectan a un titular determinado. Es que, como sostuve en un reciente trabajo elaborado a propósito del tema, “No es un secreto para nadie que, con demasiada frecuencia, las leyes inconstitucionales más graves no afectan directamente intereses individuales. Por ese motivo no existe para el ciudadano ninguna posibilidad de impugnarlas. Piénsese por ejemplo en una ley que autorizara la instalación de un basurero nuclear, o permitiera la depredación de los recursos naturales; que permitiera la demolición del patrimonio histórico y/o cultural de la provincia; que transfiriera las playas, plazas y en general los espacios públicos a algún consorcio o grupo de inversores particulares. Ninguna de estas normas podría ser objetada, salvo por aquel que directamente resultara afectado por sus disposiciones”5.

El proyecto que presentamos para V. ilustrada consideración tiende a corregir esta carencia dotando a nuestra Constitución vigente, de las instituciones propias del control de constitucionalidad moderno, aptas para conjurar con eficacia las más variadas vicisitudes que en no pocas oportunidades han impedido el cumplimento leal de sus disposiciones. Para decirlo claramente, con demasiada facilidad le fue permitido al poder violar la Constitución, apartarse de sus fines y entronizar su voluntad impunemente. Es verdad que el mecanismo del amparo ha funcionado razonablemente; pero también es cierto que se ha presentado como verdaderamente impotente para conjurar con prontitud los desbordes y abusos del poder cuando estos se produjeron como efecto de políticas oficiales.

Al proponer la reforma infrascripta, siguiendo la atinada directiva de Echeverría, que señalara “El punto de partida para el deslinde de cualquier cuestión política debe ser nuestras leyes y estatutos vigentes, nuestras costumbres, nuestro estado social…no salir del terreno práctico, no perderse en abstracciones, clavar el ojo de la inteligencia en las entrañas mismas de nuestra sociedad es el único modo de hacer algo útil a la patria…la piedra de toque de las doctrinas sociales es la aplicación práctica.. Ser grande en política, no es estar a la altura de la civilización del mundo sino a la altura de las necesidades de su país”6, hemos tenido principalmente en cuenta nuestra experiencia histórica concreta, los puntos salientes de la crónica de las desventuras de nuestra Carta Magna, no con el propósito mezquino de descalificar ocasionales adversarios políticos, sino con el fin superior de evitar futuras repeticiones de tales disfunciones. No pretendemos actualizar el pasado sino resolver el futuro. Lo pasado, pasado está. Aquí, ni absolvemos, ni condenamos, simplemente proponemos al cauce reformista, un conjunto de ideas plasmadas en textos que harán más sólida e ineludible la supremacía de la Constitución.

El proyecto que a continuación presentamos contiene:

1º) La agregación de un párrafo al art. 33 que pretende darle mas claridad a la obligación de los jueces de declarar la inconstitucionalidad de oficio. Se ha considerado siguiendo la doctrina fijada por la Corte en 1888 en el célebre caso “Municipalidad c/ Elortondo” que “Es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con esta, y abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderada, uno de los fines supremos y fundamentales del poder judicial nacional y una de las mayores garantías con que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución contra los abusos posibles e involuntarios de los poderes públicos”7.

2º) En este mismo párrafo se propone concederle a la sentencia que declara la inconstitucionalidad de una norma la posibilidad de ejecutarla e incluso de anticipar la tutela judicial mediante medidas cautelares que una jurisprudencia local poco feliz le ha venido negando en Entre Ríos. Es que, con el fundamento de que la acción de inconstitucionalidad es “mere declarativa” se ha decidido que no es ejecutable. Ello se funda en el alcance que en el plano nacional la jurisprudencia le ha dado a la acción de inconstitucionalidad que no ha sido prevista por el orden procesal y que en tiempos relativamente actuales recibió tramite por el mecanismo de las acciones declarativas de simple certeza8. Pero en nuestra provincia el trámite tiene regulación expresa desde 1970 y ninguna de las normas vigentes permite entenderla “mere declarativa”.

3º) El proyecto consagra la acción de inconstitucionalidad autónoma o acción popular que le habrá de permitir a cualquier habitante demandar la inconstitucionalidad de una norma general. Como se ha dicho explicando el instituto, “la legitimación para ejercitar el derecho a la jurisdicción cuando se pone en movimiento una acción popular, no deriva de la condición de titular de un derecho subjetivo o interés legítimo que en forma previa reviste el actor, ya que es ajeno a ese derecho o interés y su propósito se ciñe a la defensa de la legalidad”9. En el derecho público nacional los antecedentes son prácticamente inexistentes. Salvo la Constitución de Salta en su art. 89 que la autoriza con singular precisión, ni siquiera las más modernas cartas la consagran aunque si autorizan el ejercicio de acciones cuando se invocan derechos de titularidad difusa (el promotor integra un grupo de titulares indefinidos) que no es lo mismo.

El fundamento de la propuesta supone un concepto de soberanía popular respetuoso de la persona humana y de sus organizaciones a las que básicamente se les debe reconocer el derecho a defender la Constitución. Partidos políticos, sindicatos, dirigentes sociales, militantes, activistas y en general ciudadanos comprometidos con su tiempo deben poder defender la vigencia de la  Constitución. Y no parece conveniente encargar tan significativa incumbencia sólo a funcionarios del Estado que, por muy celosos que sean, nunca aportaran la enjundia propia de los ciudadanos en la defensa de la Constitución. A veces se ha dicho que consagrar la acción popular supone abrir la puerta de entrada  a la Justicia, a una enorme cantidad de litigios mediante los cuales en vez de preservar el interés público por la vigencia de la Carta Magna sus promotores procuren obstaculizar el funcionamiento del Estado u obtener ventajas en la lucha política. No nos parecen argumentos relevantes. Por el contrario pensamos que la sanción al accionante temerario, que también proyectamos, habrá de ser un eficaz elemento disuasor. Es conocido el antecedente que al Instituto le brinda el art. 5 de la Constitución de Brasil de 1988, cuyo inciso LXXIII lo establece sin que tengamos noticia de que semejante ominosa profecía se haya realizado. En definitiva y tal como lo ha sostenido Morello, “Una ansiada visita -la acción popular- pronto se habrá de materializar entre nosotros, y lo hará con vocación de permanencia”10.

4º) Por último el proyecto desarrolla la llamada inconstitucionalidad por omisión, singular instituto que tiende a resolver un serio problema que agobia a nuestra democracia constitucional. No son pocos los derechos consagrados por las Constituciones y a veces por leyes especiales que dependen de reglamentaciones ulteriores que nunca se dictan. Los elencos dirigenciales cumplen así promesas de campaña, descargan responsabilidades y acreditan antecedentes para ulteriores lidias electorales pero frustran al ciudadano y lo malhumoran. La política se transforma en un torneo de promesas casi siempre incumplidas que mas temprano que tarde le incorporan inestabilidad al sistema.

Corregir esta situación propendiendo a que no existan “derechos imposibles”11 es el propósito explícito del presente proyecto. La institución que proyectamos ya tiene ingreso en el derecho público provincial, pues la Constitución de Río Negro la consagró en su artículo 207, 2.d (13). E incluso en un muy erudito fallo la ha declarado parcialmente vigente la Corte Suprema de Justicia de Mendoza12 y es conocido que la han sancionado las Constituciones de Portugal y de Brasil13, resultando inevitable señalar que el inolvidable Bidart Campos ha sostenido sin haber sido refutado todavía, que en la parte final del primer párrafo del art. 43 de la C.N14, se autoriza el instituto proyectado.

El proyecto prevé que cuando algún derecho dependiera para su concreción efectiva de una reglamentación y esta no se dictare, el interesado podrá requerir a la Justicia que intime a la autoridad obligada a dictar la norma regulatoria15. Si esta persistiese en su conducta renuente el Tribunal podrá dictar el reglamento omitido y si el mismo fuese de ejecución imposible ordenará indemnizar al afectado los daños que este acredite en procedimiento sumario. Se trata de una disposición autooperativa.

Asimismo y para el caso de que se omitiera un acto indispensable para el regular funcionamiento del Estado (por ejemplo, publicar una ley, prestar el auxilio de la fuerza pública al Poder Judicial) el interesado en el mismo podrá demandar a la Justicia se intime al funcionario a realizar el acto omitido o que en su defecto lo realice el propio Tribunal.

En síntesis, el proyecto pretende que, como predicaba BIDART CAMPOS, “siempre el tribunal debe conseguir que la norma general omitida en su reglamentación funcione directamente por impulso jurisdiccional, y que nunca es lícito al tribunal argüir que no aplica la norma por falta de reglamentación. Si dijera esto último, su sentencia equivaldría en realidad a dejar el caso sin solución”16.

1 V. HAMILTON, MADISON y JAY en “El Federalista”, ed. FCE, México, 1974, p. 332 Nº LXXVIII donde, poniendo el sólido cimiento sobre el que se ha justificado en adelante conceptual y teóricamente el control de constitucionalidad, Alexander HAMILTON dijo “No hay proposición que se apoye sobre principios más claros que la que afirma que todo acto de una autoridad delegada, contrario a los términos del mandato con arreglo al cuál se ejerce, es nulo. Por lo tanto, ningún acto legislativo contrario a la Constitución puede ser válido. Negar esto equivaldría a afirmar que el mandatario es superior al mandante, que el servidor es más que su amo, que los representantes del Pueblos son superiores al pueblo mismo y que los hombres que obran en virtud de determinados poderes pueden hacer no sólo lo que estos no permiten, sino incluso lo que prohíben”. Esto permitió al juez MARSHALL señalar en la famosa sentencia que dictó la Suprema Corte de EEUU en caso “Marbury v Madison” “o la Constitución es la Ley Suprema, inalterada por medios ordinario, o se encuentra al mismo nivel que las leyes y, de tal modo, como cualquiera de ellas, puede reformarse o dejarse sin efecto, siempre que al Congreso le plazca”.

2 Sic en SOLA, Juan Vicente, Ed. Abeledo Perrot, Bs. As. 2001, p.11.

3 V. LINARES QUINTANA, Segundo V. “Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional Argentino y Comparado”, Ed. Alfa, Bs. As. 1953, T. II, p. 241.

4 V. Fallos 32:128

5 V. BARRANDEGUY, Raúl Enrique, “El Control de Constitucionalidad en Entre Ríos”, Ed. de E. Ríos, Paraná, 2008.

6 V. ECHEVERRIA, Esteban, “El Dogma Socialista y otros escritos”, Ed. Derramar, Bs. As. 2007, págs. 108, 109 y 120.

7 V. Fallos 33:194.

8 V. la doctrina sentada por la C.S.J.N. en los casos “Gomer c/Provincia de Córdoba”  en J.A. 1988–I–278 y  “Lorenzo Constantino c/Estado Nacional” en J.A. 1986–IV–651.

9 V. MORELLO, Augusto Mario -  SBDAR, Claudia B. “Acción Popular y Procesos Colectivos”, Ed. Lajuane, Bs. As. 2007, p 123.

10 V. MORELLO, A. M – SBDAR, C. B, ob. cit. p. 128.

11 La feliz expresión en BAZAN, Víctor “Un sendero que merece ser transitado: El control de la inconstitucionalidad omisiva” en “Desafíos del control de Constitucionalidad”, Ed. Ciudad Argentina, Bs. As. 1996, p. 173.

12 Así ocurrió en el caso “Zapata Jorge E. c/BHN S.A.” en J.A. 2005–I–235 en el que punto 4 de su erudito voto la Dra. Kemelmajer de Carlucci trata ampliamente el tema.

13 V. BAZAN, V., b. cit. Págs. 177 y 180.

14 V. BIDART CAMPOS, Germán J, “Tratado Elemental de Derecho Constitucional, Ed. Ediar, Bs. As. 1995, T. VI, p. 317.

15 No esta demás matizar este aporte recordando las sabias enseñanzas de SAGUES para quien “Probablemente la solución futura del problema principie por un cambio de mentalidad en los constituyentes en el sentido de prometer únicamente lo sensatamente cumplible, abandonando los vicios del utopismo, del gatopardismo o del plagio constitucional” (sic en SAGUES, Néstor E. “Derecho Procesal Constitucional. Logros y Obstáculos”, Ed. Ad Hoc, Bs. As. 2006, p. 137).

16 V. BIDART CAMPOS, Germán J, “La Justicia constitucional y la inconstitucionalidad por omisión” en E.D. 78–785.

Raúl E. Barrandeguy – Julio A. Federik – Nelio H. Calza

TEXTO DEL PROYECTO

Agregado al art. 33:

Art. 33: (Inconstitucionalidad de oficio) Es de ningún valor toda ley de la provincia que viole o menoscabe las prescripciones establecidas por la ley suprema de la Nación y por esta Constitución, así como todo acto, contrato, decreto u ordenanza que contravenga a las mismas o a las leyes dictadas en su consecuencia, pudiendo los interesados demandar o invocar su inconstitucionalidad o invalidez ante los tribunales competentes. Sin perjuicio de ello, los jueces, al comprobar la inconstitucionalidad de una norma, de oficio la deberán anular. La sentencia que pronuncie la inconstitucionalidad será declarativa y de condena pudiendo ser ejecutada. En el proceso respectivo se admitirán, cuando correspondan, las medidas cautelares. La declaración de inconstitucionalidad por dos veces de una ley o de una norma general produce su derogación en la parte afectada por el vicio.

Artículos nuevos:

Art. Nº: (Acción popular) Todo habitante de la provincia, sin necesidad de ser titular de un derecho o de un interés legítimo, tiene acción judicial directa para demandar ante el Superior Tribunal de Justicia la inconstitucionalidad de una norma general contraria a la presente Constitución. Los firmantes de una demanda temeraria serán sancionados de acuerdo con la ley.

Art. Nº (Inconstitucionalidad por omisión) Cuando esta Constitución, una ley dictada en su consecuencia, o una ordenanza otorgase algún derecho que dependiera para su concreción de una ulterior reglamentación y esta no se dictara dentro del año de la sanción de la norma que la impone, el interesado podrá demandar ante el Superior Tribunal de Justicia por el procedimiento del amparo, la condena de la autoridad renitente a dictar de inmediato la reglamentación omitida. Ante el incumplimiento del obligado, el tribunal dictará la misma o, de ser esta de sanción imposible, ordenará la indemnización al demandante del daño resarcible que sumariamente este acredite.

Si la autoridad omitiere realizar un acto propio indispensable para el regular funcionamiento del Estado, cualquier interesado en el mismo podrá, por la vía prevista en el apartado anterior, demandar se condene al funcionario renuente a cumplir la conducta debida o a que, en su defecto, la realice directamente el Tribunal.

Saludamos a Ud. con toda consideración

BARRANDEGUY – FEDERIK – CALZA.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 253)

ACCIÓN JUDICIAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS COLECTIVOS E INTERESES DIFUSOS.
Artículo 1º: Incorpóranse en Sección I Declaraciones, Derechos y Garantías de la Constitución Provincial los siguientes artículos nuevos: 

“Artículo ..: Toda persona puede ejercer acción expedita, rápida y gratuita de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos e intereses colectivos reconocidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, las leyes de la Nación, la presente Constitución, las leyes dictadas en su consecuencia y los tratados interjurisdiccionales en los que la provincia sea parte.

Están también legitimadas las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, cuando la acción se ejerza contra alguna forma de discriminación, o en los casos en que se vean afectados derechos o intereses colectivos, como la protección del ambiente, del trabajo y la seguridad social, del patrimonio cultural e histórico de la Provincia, de la competencia, del usuario o del consumidor.

El agotamiento de la vía administrativa no es requisito para su procedencia.

El procedimiento está desprovisto de formalidades procesales que afecten su operatividad. Todos los plazos son breves y perentorios. Salvo temeridad o malicia, el accionante está exento de costas.

Los jueces pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma en que se funda el acto u omisión lesiva”.

“Artículo…: Toda persona podrá interponer una acción expedita, rápida y gratuita de amparo para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”.

“Artículo…: Toda persona física o jurídica que acredite perjuicio actual o inminente a un derecho individual o colectivo, podrá  interponer acción expedita, rápida y gratuita de inconstitucionalidad por omisión ante cualquier Juez de la Provincia, con fundamento en la omisión de algún poder estatal en relación a la obligación de sancionar una norma, cuya ausencia es causante de la situación disvaliosa.

Admitida la inconstitucionalidad por omisión, el Juez deberá ordenar y emplazar la sanción de la norma omitida, disponiendo, en el caso, medidas que integren la norma faltante. Los recursos se concederán con efecto devolutivo.

Cuando no sea posible la resolución del caso, el Juez impondrá astreintes a cargo de la autoridad en mora.

REGGIARDO – SCHARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – ZABALA.

FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente:

La Ley de Convocatoria a esta Honorable Convención ha habilitado la incorporación y reconocimiento en el nuevo texto constitucional de los llamados derechos de tercera generación, aquéllos que Héctor Fix-Zamudio denomina derechos difusos y define como: “Derechos subjetivos e intereses legítimos que pertenecen a personas indeterminadas y a diversos grupos sociales distribuidos en varios sectores y que se refieren a ámbitos como el consumo, el medio ambiente, el patrimonio de la humanidad, entre otros".

La Ley de convocatoria, en su art. 1º inc. 16) habilita la incorporación de acciones judiciales específicas a fin de tutelar dichos derechos, sin perjuicio de las garantías ya consagradas en el Artículo 25º de la actual Constitución Provincial. En el mismo artículo, inc. 17) propone la incorporación del habeas data como nueva garantía constitucional provincial.

A ello sumamos la propuesta de incorporar en el texto constitucional, para completar las vías sumarias de defensa de los derechos y garantías de raigambre constitucional, la acción de inconstitucionalidad por omisión. Se trata de un remedio procesal rápido y eficaz contra la conducta renuente de algún poder estatal que omite dictar una norma reglamentaria de cláusula constitucional, Ley provincial u Ordenanza, que provoca un vacío por omisión legisferante con perjuicio o amenaza de daño a derechos, intereses legítimos, difusos o colectivos.

Por lo hasta aquí expuesto planteamos la incorporación al nuevo texto constitucional de tres artículos nuevos relativos a acciones judiciales específicas de protección de derechos e intereses colectivos.

Nos han guiado en nuestra elaboración la Constitución Nacional reformada de 1994 (Artículo 43º), así como la de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancionada en 1996 (Artículos 14º y 16º), porque ambos ordenamientos constitucionales desarrollan un articulado que responde acabadamente a los objetivos que nos impulsan para incorporar acciones concretas que para una eficaz protección de los derechos y garantías e intereses colectivos, así como la inclusión de la acción de habeas data como instrumento de protección de los datos personales.

Destacamos que la acción judicial contra todo acto u omisión por parte de autoridades públicas o particulares que pudiera violar o lesionar garantías y derechos consagrados en las diversas normativas, debe ser expedita, rápida y gratuita.

Estas tres condiciones garantizan que la acción contra la posible lesión actual o inminente efectivamente se produzca. De esta manera se logra interrumpir o eventualmente impedir la lesión o violación del derecho y se otorga protección y tutela real a los derechos y garantías.

Reconocemos que debe ampliarse la legitimación activa a personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, frente a posibles formas de discriminación o en los casos en que se vean afectados derechos o intereses colectivos, como la protección del ambiente, del trabajo y la seguridad social, del patrimonio cultural e histórico de la Provincia, de la competencia, del usuario o del consumidor. Esto implica un gran avance en la consagración de los intereses colectivos y su tutela.

También, se define específicamente que el agotamiento de la vía administrativa no constituye una condición a fin de ejercer la acción judicial. Esta especificación contribuye, en nuestra visión, a afirmar la protección de los derechos y garantías, ya que se pretende que la lesión se interrumpa o no se produzca. Lo contrario implicaría el inicio de un largo camino –administrativo primero y luego, judicial- que podría no impedir la lesión que se pretende evitar.

Por otra parte, se establece que de oficio los jueces pueden declarar la inconstitucionalidad de la norma en la que se funda el acto u omisión lesiva. Así, mediante este mecanismo se persigue proteger la plena vigencia de las garantías y derechos que pudieran resultar afectados o alterados por normas o leyes contrarias a la misma Constitución.

Destacamos la característica propia de la acción en la que el procedimiento debe estar desprovisto de formalidades procesales que afecten su operatividad. Muchas veces  los mecanismos procesales, engorrosos, lentos y de complejidades formales, no coadyuvan a la pronta resolución de los problemas sustanciales.

Asimismo, proponemos incorporar un nuevo artículo en el que se establece la acción de habeas data como instrumento de preservación del derecho a la información sobre los datos personales. Este nuevo instituto sin dudas constituye un avance del derecho de toda persona a solicitar que sean corregidos o suprimidos, según el caso, datos personales que lo perjudiquen, que obran en poder de registros tanto públicos como privados. Queda exceptuado el secreto de las fuentes de información periodística como garantía de la libertad de prensa y su libre ejercicio.

Con referencia al tercer artículo propuesto cabe destacar que el instituto del amparo de los derechos debe ser ampliado conforme a la moderna doctrina y jurisprudencia de nuestros tribunales y al importante aporte de la Constitución actual de la Provincia de Río Negro -art. 207 inc. 2° ap. d)-, que incorpora la Acción de Inconstitucionalidad por Omisión para habilitar la tutela jurisdiccional en orden a resolver la cuestión que se plantea frente a la omisión de una autoridad (cualquiera sea su rango o poder al que pertenezca) en dictar normas de carácter reglamentario necesarias para la efectiva aplicación de derechos o intereses reconocidos por la Constitución o la Ley.

Esta renuencia o mora en el dictado de normas reglamentarias transforma muchas veces en ilusoria la vigencia de los derechos o intereses reconocidos por la Constitución, con perjuicio para los justiciables. Es necesario, como dispusiera, el Superior Tribunal de la Provincia de Buenos Aires en las causas “Colegio de Abogados vs. Pcia. de Buenos Aires s/ Amparo” y “Sociedad de Fomento Cariló c/ Municipalidad de Pinamar s/ Amparo” y lo hace la Constitución de Río Negro reconocer al Juez o Tribunal interviniente la facultad de imponer al poder renuente la obligación de dictar la norma ausente y resolver en el caso concreto mediante un acto de integración de la norma, o si ello no fuera posible imponer a la autoridad renuente astreintes. 

En cuanto a los recursos, siguiendo la filosofía natural a los amparos se admiten con efecto devolutivo.

Todas estas previsiones que pretendemos incorporar como nuevos artículos en la Constitución Provincial persiguen el objetivo de dar garantías a la efectiva protección y tutela de los nuevos derechos, que surgen de las más complejas y diversas realidades del mundo contemporáneo.

En otras palabras, este avance se materializa no sólo por otorgarles rango constitucional a esos nuevos derechos, motivo de la incorporación del respectivo articulado, sino también porque se incluyen acciones judiciales específicas para tutelarlos.

Por todo lo expresado, proponemos la incorporación de estos tres nuevos artículos en la Sección I de la nueva Carta Magna de Entre Ríos. 

Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – 

Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XC

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 254)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…): Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa popular para presentar proyectos de ley en la Legislatura, que debe darle expreso tratamiento dentro del término de doce (12) meses. La Legislatura sancionará la ley reglamentaria, que no podrá exigir que la petición de la iniciativa sea suscripta por más del tres por ciento (3%) del padrón electoral provincial. No pueden ser objeto de iniciativa popular aquellas normas referidas a reforma constitucional, convenios y tratados donde la provincia sea parte, régimen electoral, tributos y presupuesto.

KUNATH – CARLÍN – FEDERIK –ROMERO.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 habilita para que en lo atinente a la participación ciudadana se incorporen “instrumentos de democracia semidirecta o participativa como la iniciativa legislativa popular...” (Art. 1 inc. 24).

Recordemos que en nuestro país, y de igual modo en nuestra constitución, se optó por un sistema representativo (Art. 1 Constitución Nacional, Art. 1 Constitución de Entre Ríos), en virtud de lo cual cabe la aclaración de que las formas semidirectas de democracia son excepciones a la regla general de que el pueblo no delibera ni gobierna por sí mismo sino por medio de sus representantes (Art. 22 Constitución Nacional, Art. 4 Constitución de Entre Ríos). De este modo la incorporación de las distintas alternativas va ampliando el horizonte de la participación popular en la toma de decisión política.

La ciudadanía necesita de instrumentos y motivación para participar y sólo abriendo las instituciones se podrá generar una participación eficaz, sólo así se conseguirá que la ciudadanía confíe en la acción del gobierno y colabore en ella. La participación ciudadana debe ser la norma de actuación de los poderes públicos. En este sentido, qué mejor avance se podría pensar que permitiendo la posibilidad a cualquier habitante de presentar proyectos de ley a su Legislatura.

Como dice Horacio Rosatti, se ha transformado la concepción sobre el origen y la función de la ley, y por ende debe modificarse el criterio con respecto a sus creadores, lo cual significa que la comunidad es destinataria pero también es creadora de la ley.

La iniciativa legislativa popular, como dijimos, otorga a cualquier ciudadano el derecho a presentar proyectos de ley ante la Legislatura, con lo que es claro que no se trata de un derecho individual sino de un derecho grupal que obliga al Poder Legislativo a darle tratamiento dentro de un plazo no muy extenso desde que se presentó la iniciativa, aclaremos que obliga al tratamiento y no a su aprobación. Implica el ejercicio de una función pública no estatal mediante la cual los ciudadanos peticionan, en la forma reglada, el tratamiento de un proyecto de ley a fin de lograr su sanción, reforma o derogación de una norma jurídica en la que están interesados.

En principio pueden ser objeto de iniciativa cualquier tema, aunque mayormente se opta por un criterio restrictivo tendiendo a “evitar posibles manipulaciones de la opinión pública determinados temas que estimó críticos” como dice María Angélica Gelli. Excluimos, siguiendo este criterio temas tales como, por un lado, la declaración de necesidad de reforma constitucional, procedimiento que requiere una mayoría agravada; por otro lado, podemos incluir la aprobación de convenios y tratados donde la provincia sea parte, que es un procedimiento que compromete la responsabilidad exterior del estado; y finalmente, dos materias de alta sensibilidad como la tributaria y la electoral.

Para que el proyecto pueda ser presentado estimamos preciso requerir un porcentaje de adherentes a través de firmas, menester que sirve como exigencia para demostrar el grado de sustento popular con que cuenta la iniciativa. Los legisladores han hecho oscilar este porcentaje en las distintas constituciones provinciales entre uno y medio (1,5) y diez (10) por ciento. Nosotros hemos optado por tres (3) por ciento, tal y como lo prevé la Constitución Nacional y lo hacen las constituciones provinciales de Corrientes, Chubut y Neuquén.

Por otro lado, refiriéndonos al plazo dentro del cual el órgano “legisferante”, como dice Rosatti, deberá expedirse sobre el tema propuesto a través de la iniciativa, estamos convencidos que el mismo no puede ser mayor de doce (12) meses para darle tratamiento al proyecto, pues este resulta a todas luces un plazo mas que razonable en el marco de la idea de modernizar el estado entrerriano.

Otra cuestión a analizar resulta ser la pertenencia territorial para los firmantes, la cual aparece como una garantía de carácter genérico. La exigencia de un cierto pluralismo territorial por parte de los que presentan el proyecto, que puede darse a través de un requerimiento de que los firmantes pertenezcan en un porcentaje predeterminado a una misma jurisdicción geográfica, creemos que es un punto ineludible si bien estimamos que es competencia de la ley posterior que al efecto dictará la legislatura a fines de reglamentar el presente instituto.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Julio A. Federik –Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 255)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…): La Legislatura, el Poder Ejecutivo y los municipios pueden convocar a audiencia pública para debatir asuntos concernientes al interés público y al bienestar general, la que debe realizarse con la presencia inexcusable de los funcionarios competentes. La ley establecerá el procedimiento y los casos en que resulte obligatoria su realización.

KUNATH – CARLÍN –FEDERIK –ROMERO.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 habilita para que en lo atinente a la participación ciudadana se incorporen “instrumentos de democracia semidirecta o participativa como..., audiencias públicas,...” (Art. 1 inc. 24). 

Aspiramos ambiciosamente que este proyecto de reforma sea una contribución a la democracia, pero sobre todo sea un motor que inspire transformaciones en las visiones políticas de los actores, en las políticas públicas, en la norma, pero especialmente en la práctica. La ciudadanía necesita de instrumentos y motivación para participar y sólo abriendo las instituciones se podrá generar una participación eficaz, sólo así se conseguirá que la ciudadanía confíe en la acción del gobierno y colabore en ella. La participación ciudadana debe ser la norma de actuación de los poderes públicos.

Los presentes fundamentos tiene por objeto echar luz sobre el marco legal e institucional del mecanismo de la Audiencia Pública, mirar las reglas de juego que condicionan el proceso, la norma y los diseños que definen el escenario y la problemática que presenten. Reglas claras y conocidas previamente por los actores ayuda a la transparencia y reduce los márgenes de incertidumbre y frustración. 

Estimamos que esta herramienta de participación, destinada a debatir asuntos de interés general de la provincia con la presencia inexcusable de los funcionarios competentes, es la de mayor importancia dentro de los institutos que pretendemos sean incorporados a nuestra Carta Magna.

La convocatoria de la audiencia puede provenir de la Legislatura o del Poder Ejecutivo, quedando en manos de quien determine la ley su iniciativa.

Este mecanismo es muy usado en el derecho de los consumidores, al punto que, como dice Gabriel Stiglitz, se ha dicho que los entes reguladores han sido los pioneros en la introducción de este mecanismo en el derecho, precisamente porque se relaciona con el principio de libertad de información y el de participación pública.

La audiencia pública se concreta y agota en el debate entre los funcionarios y la gente; no se prevé que exista ninguna votación al final de la misma, y es precisamente este carácter no resolutivo el que exige, como condición de su eficacia se podría decir, que sea publicitada con suficiente antelación y por medios idóneos, como también que se hagan conocer los detalles técnicos necesarios para una debida comprensión del tema a debatir y que se deje una debida constancia de las opiniones vertidas en la ocasión. Creemos fundamental exigir que toda participación en la audiencia sea fundada, y que esta y otras particularidades sean regladas por una ley especial dictada al efecto.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Julio A. Federik –Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 256)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…): La Legislatura, a iniciativa de cualquiera de las Cámaras, podrá someter a consulta popular un proyecto de ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. El voto afirmativo del proyecto por el pueblo de la Provincia lo convertirá en ley y su promulgación será automática. La Legislatura o el Gobernador de la Provincia, dentro de sus respectivas competencias, podrán convocar a consulta popular no vinculante. En este caso el voto no será obligatorio. La Legislatura, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, reglamentará las materias, obligatoriedad, procedimientos y oportunidad de la consulta popular.

KUNATH – CARLÍN – FEDERIK –ROMERO.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 habilita para que en lo atinente a la participación ciudadana se incorporen “instrumentos de democracia semidirecta o participativa como... la consulta popular,... (Art. 1 inc. 24).

Cuando pretendemos la incorporación, a través de este proyecto, de la Consulta Popular en el texto de nuestra Constitución Provincial es porque estamos convencidos que esta herramienta de participación es una de las formas de democracia semidirecta que proporciona, como dice María Angélica Gellis, “la participación más intensa de la ciudadanía, pues, mediante ella, el electorado decide acerca de una cuestión de interés sustantivo para el estado”.

En su historia, nuestra provincia ha vivido en distintos momentos y con distinta intensidad el tema relacionado a la participación ciudadana, hito donde confluyen muchos de los anhelos de nuestra sociedad a nivel político, social y económico, y se refleja el deseo de los entrerrianos de cambiar y dar un paso hacia la construcción de una democracia participativa.

Podemos reseñar que en el año 2005, bajo el gobierno de Jorge Busti, vio la luz la ley 9610 encargándose de incorporar y reglamentar en toda la provincia el instituto de la consulta popular.

Siguiendo a Néstor Pedro Sagüés, y observando la metodología utilizada por las constituciones provinciales, podemos distinguir la consulta popular vinculante de la no vinculante, que son precisamente las que ha regulado nuestra constitución nacional bajo el nombre genérico de “consulta Popular”.

La consulta popular no vinculante, o “consulta en sentido estricto”, es de voto opcional, es decir no obligatorio, es convocada por el Poder Ejecutivo o el Legislativo en asuntos referidos a sus competencias. 

La consulta popular vinculante o “sanción popular de leyes”, es de voto obligatorio y la convocatoria apunta a la aprobación de proyectos de ley a través de una ley especial que no podrá ser vetada por el Ejecutivo; si en la consulta se consigue un porcentaje preestablecido de votos válidos a favor logra promulgación automática, y por ende no puede ser vetado este proyecto aprobado. Este es el mecanismo usual, lo que no obsta de ningún modo que existan más o menos pasos en derechos comparados.

En nuestro proyecto ambos tipos de consulta, la vinculante y la no vinculante, quedan a merced de una ley especial que dictará oportunamente la legislatura en cuanto a materias, procedimientos y oportunidad; vale la reseña de que existen variaciones en las directivas que las distintas constituciones les dan a las legislaturas en cuanto a esta reglamentación.

Señor presidente, es por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Julio A. Federik –Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 257)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1): Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente texto:

Artículo…): Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático.

Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a la Constitución Nacional, a esta Constitución y a las leyes, garantizándose su organización y funcionamiento, la representación de las minorías, la competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos, el acceso a la información pública y la difusión de sus ideas.

El Estado contribuye al sostenimiento económico de sus actividades y de la capacitación de sus dirigentes.

Los partidos políticos deberán dar publicidad del origen y destino de sus fondos y patrimonio.

KUNATH – CARLÍN – FEDERIK –ROMERO.

FUNDAMENTOS

La Ley Provincial Nº 9768, que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia, expresamente habilita a la Convención Constituyente a realizar lo atinente para el reconocimiento de los Partidos políticos.

Específicamente, el Artículo 1º - Inciso 12º establece:

“Declárase la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para:….

12º Dictar normas de reconocimiento de los Partidos Políticos como instituciones fundamentales del sistema democrático.

Sin duda alguna que la intención del legislador ha sido contener en el texto constitucional expresas normas que identifiquen las estructuras partidarias como aquello que su propia génesis les hace propio: cimientos del sistema democrático.

Ya nuestra Constitución de 1.933 manifestaba la existencia de los partidos políticos como estructura basal de los mecanismos de administración de la cosa pública, tal como se evidencia de las menciones del Capítulo del Régimen Electoral, Artículo 47º en sus incisos 4º 17º, Artículo 50º y el Articulo 51º.

Un universo de otras Cartas Magnas provinciales han receptado esta institucionalización, como por ejemplo la Constitución de la Provincia de Buenos Aires en su artículo 59º- inciso 2º; la Constitución de la Provincia de Corrientes en su Artículo 72º, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su Artículo 61º por indicar algunas de las mas trascendentes y modernas, y sin dejar de mencionar por supuesto el señero Artículo 24º de la Constitución de Río Negro. Pero bien cabe decirlo, no fue sino hasta la reforma Constitucional Nacional de 1994 en que las estructuras partidarias abandonan la inobservancia constitucional para pasar a incorporarse definitivamente a nuestro universo jurídico de máximo contenido normativo. Detrás de eso quedaba una historia plagada de desencuentros, de abismos insalvables y de una lenta evolución reglamentaria de los partidos políticos.

Hoy, la incorporación de los partidos políticos no resulta solamente el cumplimiento del dispositivo de la ley de convocatoria, sino que resulta un acto de necesidad institucional manifiesta.

El texto propuesto se compone de cuatro elementos fundamentales: a) el reconocimiento institucional; b) el contenido intrínseco y genético; c) la contribución del Estado y c) cláusulas de transparencia.

En primer lugar su ingreso al plexo magno no puede ser de otra manera que reconociendo su carácter de “fundamental”, “esencial”, “principal” en el contexto del sistema democrático.

En cuanto a su contenido, comprende aquellas actividades que hacen a su desenvolvimiento, despliegue, acción y protección.

Y en concordancia con ello, por cierto que el aporte del Estado para su sostenimiento resulta tan insoslayable como el compromiso cuasi retributivo de que se fomente la capacitación y la investigación de los dirigentes partidarios.

Para culminar, como emerge de los modernos Estados democráticos y del avance de la calidad institucional, el acceso a la información pública como asimismo pautas de origen y destino de sus fondos y patrimonio configuran los extremos de transparencia y supuestos de decencia republicana que los entrerrianos exigen.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Julio A. Federik –Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 258)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1): MODIFICASE el artículo 127 de la Constitución Provincial, el que quedará redactado de la manera siguiente:

Artículo 127): El despacho de los negocios administrativos de la Provincia estará a cargo de ministros secretarios. Una ley especial determinará su número, deslindará las ramas y las funciones adscriptas al despacho de cada uno de los ministros.

CARLÍN – FEDERIK – KUNATH – ROMERO.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768, en su artículo 1°, apartado 1°, habilita para “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos...127º”.

Planteamos la eliminación en nuestra constitución provincial de la restricción del número de Ministros Secretarios, pues estimamos conveniente que esto debe quedar librado a las particularidades que cada gestión de gobierno imprima.

Es una norma típica que caracteriza el presidencialismo argentino, y su poder de decisión jurídica, en la designación de los altos funcionarios de la Administración, los ministros en este caso, sin acuerdo de la legislatura o propuesta de ningún otro poder y bajo su exclusiva responsabilidad.

La competencia del Ejecutivo en este punto debe ser discrecional y estar exenta de control jurisdiccional.

Es obvio que carece de sentido negar la utilidad de reproducir, en el orden provincial, aquello consagrado por el propio imperio de la Constitución Nacional desde 1994 en su Art. 100º. Ante esa circunstancia, las opciones que se le presentan al constituyente entrerriano parecen ser: la originalidad o la imitación. Es importante reconocer que la nota de originalidad en la postmodernidad no ostenta un valor en sí misma, máxime cuando en otros ordenamientos constitucionales actuales se han producido avances significativos en la materia.

Tales son las ideas que propugnamos durante nuestra campaña, que son las que hoy motivan el presente proyecto, pues hoy, luego de setenta y tantos años existe la oportunidad trascendental de proyectar en el texto constitucional provincial un programa estratégico.

Es preciso que cada gobierno que asuma en sus funciones tenga la posibilidad de generar una ley especial que determine el número de ministros que estime pertinentes para alcanzar sus objetivos. Tal camino siguió la Constitución Nacional, y las constituciones de las provincias de Catamarca, La Pampa, Corrientes, Córdoba, Jujuy, Formosa, San Luis, Santiago del Estero, Santa Fe, Tierra del Fuego, Tucumán y La Rioja, solo por nombrar algunas.

Cada vez que una administración considere necesario proponer reformas a la ley de ministerios a fin de estructurar la administración, no es lógico que deba sujetarse a una cantidad predeterminada aunque amplíe el número de secretarías y subsecretarías.

Señor presidente, estas cuestiones someramente enunciada, implican lisa y llanamente consagrar una estrategia jurídico–constitucional que “reprograme las estructuras del estado”, ese es el verdadero desafío.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Miguel A. Carlín – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 259)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°): AGREGASE al inc.27 del art.135 de la Constitución Provincial el siguiente párrafo “siendo ésta una función pública indelegable e irrenunciable”.

CARLÍN – FEDERIK – KUNATH – ROMERO.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El art. 19 de la Carta Provincial ha establecido un principio rector en materia previsional que es la proporcionalidad entre los aportes de los activos y las percepciones de los jubilados y pensionados provinciales. De esa manera la regla del 82% móvil no ha resultado una expresión programática, sino una realidad destinada a satisfacer el derecho de los integrantes del sector pasivo. Para cumplimentar acabadamente la manda constitucional aludida durante el primer gobierno peronista entrerriano, del Dr. HÉCTOR DOMINGO MAYA, por Ley 3.600/49 se creó la Caja de Jubilaciones y Pensión de la Provincia.

La garantía aludida se complementa con la del inc.27 del art.135 de la misma Constitución, la que pone en cabeza del Poder Ejecutivo “conceder pensiones y jubilaciones, conforme a la ley de la materia”. No se trata de una mera expresión lírica o, como incorrectamente algunos han interpretado, una disposición burocrática que obliga al Gobernador a decretar la concesión de todo beneficio previsional, sino de la valla infranqueable que ha impedido que la Caja Provincial sea transferida a la Nación, impidiendo que las embestidas en ese sentido fueran acogidas por Entre Ríos como ha acontecido en otras provincias hermanas que han desmantelado sus sistemas locales y hoy sufren los inconvenientes de su sometimiento al sistema nacional, padeciendo muchas de ellas de una copiosidad de juicios de aquellos que han estimado cercenados sus derechos a causa del pasaje de sus cajas al Estado Central. el que - a su vez - ha tenido una actitud generalmente hostil para reconocer derechos asegurados por las normativas locales transformando a los jubilados y pensionados provinciales en afiliados de segundo orden, carentes de muchos derechos reconocidos a los beneficiarios propios (vg.: Mendoza, La Rioja, Tucumán, etc.).

El concepto aludido, de tratarse que un poder-deber indelegable que imperativamente el constituyente impuso al Gobernador de Entre Ríos ha constituido un obstáculo insalvable que ha protegido la provincialidad del sistema. Por ello la Caja local no acuerda, ni dispone, ni confiere jubilaciones y pensiones, sino que se limita a “proponer”, “aconsejar” o “dictaminar” la concesión o el rechazo del beneficio, pero es el Poder Ejecutivo el que dicta el acto administrativo pertinente a través de un decreto.

La reforma que proponemos está destinada a reforzar el dispositivo constitucional aludido, insertando en forma expresa e inequívoca el carácter de función pública indelegable e irrenunciable que tal disposición tiene, a los fines de aventar toda posibilidad de interpretaciones ajenas a su inteligencia que autoricen la transferencia del sistema local.

Por ello interesamos la aprobación de nuestra propuesta.

Miguel A. Carlín – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

XCVI

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 260)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): AGRÉGASE al artículo 167, inc. 2° de la Constitución de la Provincia el siguiente apartado:

Apartado….) Entender en los recursos que se interpongan contra los pronunciamientos definitivos del Senado de la Provincia cuando se expidiere en materia de juicio político, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 106, 107, 109 y concordantes de esta Constitución; contra las decisiones dictadas por el Jurado de Enjuiciamiento en los términos del artículo 174 y los decisorios del Tribunal Electoral, dictados sobre materia originaria del mismo o como segunda instancia de las Juntas Electorales Municipales.

CARLÍN – FEDERIK – KUNATH – ROMERO.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos al expedirse en el precedente "OPPEN, WALTER RICHARD Y OTRO S/RECURSO DE QUEJA" –24/09/07- señaló que “debe tenerse en cuenta que ninguna norma local puede impedir en casos como el que nos ocupa el arribo de la recurrente ante el Tribunal erigido por la Constitución de la Provincia como el máximo órgano jurisdiccional, que no es otro que este Superior Tribunal de Justicia.
Ello es así porque -como bien lo hace notar GUASTAVINO analizando los pronunciamientos de la C.S.J.N. in  rebus "J.L. STRADA" y "DI MASCIO" "A partir de esta nueva etapa jurisprudencial se ha desconocido absolutamente validez, desde  el punto de vista de la Constitución Nacional y de las leyes nacionales, a las restricciones legales o jurisprudenciales de origen local que pretenden limitar la competencia de los superiores tribunales de la provincia y que tuviesen como resultado que el recurso extraordinario federal se pudiera articular contra sentencias emanadas de tribunales locales no supremos en la respectiva jurisdicción; y ello, inclusive, aunque no existieran recursos previstos en el derecho provincial para acceder a tales órganos máximos locales... Ha declarado explícitamente la Corte Suprema de la Nación que todo aquel que desee utilizar la vía extraordinaria federal deberá como ineludible requisito previo, expresar sus agravios federales ante el Superior Tribunal de Provincia y, en caso de existir obstáculos procesales locales para dicho planteo, deberá impugnar su constitucionalidad ante el citado tribunal provincial (sentencia del 3 de mayo de 1.989 en la causa "ABUIN, ALFREDO A. apoderado del Partido Demócrata Progresista s/Impugnación de la lista de candidatos de la Alianza del Centro", Fallos 312/627, ... reiterado el 28 de mayo de 1.991 en la causa "Roja, Alberto V. Sutre Filial 1110"). En el camino recursivo hasta el Superior Tribunal de Provincial, el  justiciable no debe omitir el recurso de queja pues de lo  contrario se frustraría por una causa sólo a él imputable una vía que habría estimado apta para reparar sus agravios (sentencia de la Corte Suprema de la Nación del 6 de marzo de 1.990, en la causa "Guerra Walter V. Banco de la Prov. de Córdoba") ...("ELIAS P. GUSTAVINO, RECURSO EXTRAORDINARIO DE INCONSTITUCIONALIDAD, Ed. La Rocca 1.992, T. 2, Nº 480, pág. 851 y Nº 482, pág. 855).- 

En el caso "LLAMOSAS" la C.S.J.N. ha empleado similares conceptos a los utilizados en los precedentes "STRADA" y "CHISTOU" insistiendo que "resulta imprescindible  transitar exhaustivamente las instancias existentes en el orden local como recaudo de admisibilidad del remedio federal intentado"  (cons. 4º).-

Examinando la doctrina acuñada por la Corte  señalan LUGONES Y DUGO (Casación Penal y Recuso Extraordinario, Ed. De Palma 1.993, pág. 150/153) que "si una ley federal, como es la 48, establece el conocimiento previo imprescindible del  órgano judicial máximo provincial, ninguna norma local se podría oponer a ello en virtud del art. 31 de la Constitución, máxime cuando la Ley 48 resultó ser el medio elegido por el  legislador nacional para hacer efectiva, precisamente, la supremacía dispuesta en aquella norma constitucional. En efecto, en la cúspide del ordenamiento jurídico argentino están la Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, a las cuales las autoridades de cada Estado están obligadas a conformarse, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus constituciones o leyes. Porque es doctrina común del art. 31 de la Constitución, que todos los Tribunales deben aplicar en primer término la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponden". Y si "la custodia del principio contenido en el art. 31 cit. se encuentra depositado en todos los jueces", atento a que la Corte es "por la ley fundamental, suprema en tal cometido, y que éste es llevado a cabo bajo el mandato directo de esa ley y de las normas federales que reglamentan la sumisión al art. 31, se concluye en que la extensión con que la Corte realiza dicho control configura un marco ejemplar respecto de la magistratura argentina toda", por lo que "tal marco no consiente regulaciones que, en cuanto a su origen provengan de otras fuentes..."
Ahora bien, ¿cuáles son las razones que pudieron justificar que para una acabada defensa del principio de supremacía contenido en el art. 31 de la Constitución, el legislador nacional al reglamentar aquella norma haya dispuesto la intervención inexcusable del Superior Tribunal de Provincia?: 

El desarrollo de las potencialidades de los órganos judiciales para resolver los planteos federales, cumple con la doble finalidad del art. 14 cit., reglamentario del art. 31 de la Constitución, en cuanto, por un lado, consolida la verdadera extensión de la jurisdicción provincial y, por el otro, preserva el singular carácter de la intervención de esta Corte, reservada para después de agotada toda instancia local, por ser todas ellas aptas para solucionar dichos planteos. La secular y vigente expresión de que el tribunal es el custodio o  intérprete "final" de la Constitución y de los derechos en ella consagrados [...], debe ser entendida no sólo en el sentido de que sus decisiones son irrevisables, sino también en el de que son últimas, esto es: que proceden sólo luego de agotadas por las partes todas las mencionadas instancias.
La doctrina examinada debe entroncarse con la tesis delineada por la misma Corte según la cual las decisiones que -por la naturaleza de las cuestiones debatidas- son aptas para ser resueltas por esta Corte, no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de provincia, de conformidad a lo dispuesto por el art. 31 C.N. y su reglamentación por la Ley 48", dejando así sin efecto las sentencias de dichos tribunales superiores que declarando mal concedido el recurso se han sustraído a la apertura de sus instancias, frustrando así la vía utilizada por el justiciable para acceder a ellas, y disponiendo la devolución de las causas para que dicho órgano jurisdiccional se avoque al tratamiento de los agravios de fondo (in rebus: "GONZALEZ DEL CASTILLO C/MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD  DE S. JOSE DE FELICIANO", 20/III/90 "BANCO MESOPOTAMICO COOP. LTDO.  S/QUIEBRA" 14/X/92, "RACING CLUB AVELLANEDA" 2/XII/93, entre muchos otros).-

Que, como corolario de lo expuesto, se estima que el escalonamiento de la vía recursiva ante el Superior Tribunal de Justicia debe hacerse por cualquiera de los recursos que las leyes procesales establecen para supuestos similares, a los fines de una adecuada aplicación analógica de los mismos, que permitan el arribo ante el órgano erigido por la Carta Local como el máximo provincial (Arts. 144, 166 y conc. de la Constitución de 1.933).-

Tal ha sido la doctrina del Jury de Enjuiciamiento de la Provincia en los autos “COMISION INVESTIGADORA DE LA H. CAMARA DE DIPUTADOS –DENUNCIA DEL TRIBUNAL DE CUENTAS CTDOR. JOSE RUBEN MOREL” –17/X/95- en el que el voto mayoritario expresó que “…referido justamente al sistema institucional de Entre Ríos ha dicho el Alto Tribunal Nacional lo siguiente “…debe observarse la doctrina sentada a partir del caso “Strada” (fallos: 308:493), según la cual el superior tribunal de provincia del que ha de provenir la sentencia definitiva según el citado art.14 de la ley 48 es, en principio, el “órgano judicial erigido como supremo por la constitución de la provincia” (considerando 10). Ello en debida consonancia con la regla por la cual “las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional” (conf. Sentencia in re: “Strada, Juan Luis” cit, considerando 9º).-

4º) Que, como consecuencia de lo señalado, resulta imprescindible transitar exhaustivamente las instancias existentes en el orden local como uno de los recaudos de admisibilidad del remedio federal intentado (sentencia del 19 de febrero de 1987, in re; “Christou, Hugo y otros c/ Municipalidad de Tres de Febrero s/ amparo”. C.1091.XX, considerando 4º), lo que no ha hecho el apelante, quien, tal como se lo ha reseñado en el considerando 2º, interpuso contra la decisión del Jurado de Enjuiciamiento el recurso federal previsto en el art.14 cit., sin intentar la utilización de las vías locales que permitieran la consideración del asunto por el Superior Tribunal de la provincia, lo que resulta suficiente para rechazar el presente recurso (conf. R. 437 XXI “Retondo, María D. De Spaini s/ denuncia c/ Juez del Crimen de IV Nom. Dr. Remigio José Carol y acumulados”, del 26 de mayo de 1988)…” (in re: Superior Tribunal de Justicia eleva actuaciones sobre supuestas irregularidades… Juzgado Civil y Com. Nº 6 –Paraná, 15/II/1990- T 208 – Fº 266 L. de S.).-

La misma posición pretoriana ha sido ratificada por la Corte en sus pronunciamientos recaídos en los casos “PROCURACION GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE Bs. AIRES…” (sentencia del 21 de abril de 1992), y en “ICK, N.C. Y OTRO EN: FIGUEROA, TOMAS…” (sentencia del 8 de noviembre de 1994).

Tal doctrina se volvió a reiterar por el mismo Jury en al caso “ALLE DE IMPINI” y más recientemente por el Superior Tribunal en pleno, en forma unánime, en “CASTRÍA JOSE NESTOR s/ RECURSO DE QUEJA”.

Respecto a las decisiones en materia de juicio político la Corte Suprema de Justicia ha acuñado la doctrina aperturista del recurso para ante el máximo Tribunal judicial de la provincia en el precedente “A.T.E. SAN JUAN…”, el que determinó la revisión judicial por la Corte de dicha provincia de la decisión de su Legislatura destitutoria del Gobernador Rojas, quien fue repuesto judicialmente al cargo. Dicha posibilidad revisoria también la admitió el Alto Cuerpo Federal en los casos de los jueces Eduardo Moliné O’Connor y Antonio Boggiano.

También, en materia de recurribilidad de los pronunciamientos del Tribunal Electoral, incluso admitiendo su condición de alzada de las decisiones de las Juntas Electorales Municipales se ha expedido el Superior Tribunal de Justicia hace más de tres lustros en el caso “BOURNISSEN Y SCHLOTTHAUER”.

Por tales motivos y los que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto adjunto. 

Miguel A. Carlín – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 261)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): SUPRIMESE el artículo 11º de la Constitución Provincial.

CARLÍN – FEDERIK – KUNATH – ROMERO.

FUNDAMENTOS

El presente artículo por el cual se propicia la derogación del artículo 11º de la Carta Magna entrerriana, reconoce su fundamento en las disposiciones de los artículos 5º, 75º incisos 12, 22 y 32 y 121º de la Constitución Nacional y de la normativa de diversos Tratados Internacionales con jerarquía constitucional.

En efecto por aplicación del artículo 121º, las provincias argentinas retienen en forma residual todas aquellas competencias que no hayan sido expresamente delegadas a la Nación, no pudiendo ejercer los poderes del gobierno central. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha clasificado las facultades de los gobiernos federal y provinciales en las siguientes categorías, a saber; los poderes “delegados” al gobierno nacional, los poderes “concurrentes” realizables tanto por la Nación como por las provincias, los poderes “conservados” por las provincias, los poderes “reservados” por una provincia al tiempo de su incorporación, los poderes “prohibidos”, y; los poderes concurrentes entre la Nación y las provincias; destacando que los delegados (entre los cuales se encuentran los “expresamente cedidos” según la Constitución y los poderes “consecuentes” o “implícitamente delegados”), no pueden ser ejercidos por las provincias.

Ahora bien, la facultad de dictar el Código Penal fue expresamente conferida por la Constitución de la Nación Argentina como una atribución propia del Congreso de la Nación a través de la norma del artículo 75º inciso 12), confiriéndose asimismo en el inciso 32º del mismo artículo, la facultad de dictar las leyes y reglamentos que sean convenientes para poner en ejercicio los poderes que la misma le otorga al gobierno federal; generando esta delegación de facultades los denominados poderes “prohibidos” respecto a las provincias (Cftr. Copiosa doctrina de la C.S.J.N. a partir de “Mendoza”, Fallos, 3:131).
Es por ello que al encomendar a la Legislatura local la sanción de una ley de índole penal y de naturaleza de derecho común, habiendo dicha facultad sido atribuida expresamente por la Carta Magna al gobierno central; el artículo 11º de la Constitución entrerriana, adolece de un agudo anacronismo y careciendo de toda virtualidad jurídica.

La doctrina y jurisprudencia prevalecientes  han sostenido que no existen delitos especiales cometidos por medio de la prensa, sino únicamente delitos comunes, previstos y penados por el Código Penal o las leyes reglamentarias. Es inadmisible distinguir la materia punible sobre la base del medio utilizado para cometer el delito, por lo que el delito no deja de ser común por la mera circunstancia de que se haya cometido a través de la prensa. La sanción de estos delitos corresponde al Congreso de la Nación y sólo una errónea interpretación del art. 32 de la CN puede conducir a sostener que la represión de esos delitos corresponde a las provincias, ya que éstas delegaron esa facultad (arts. 75  inc. 12, 121 y 126 CN)”.

Pero además de todo ello, dicho artículo es susceptible de ser sometido al debate sobre su ajuste al mandato establecido por el artículo 5º de la Constitución Nacional en cuanto a la potestad de cada una de las provincias argentinas de dictar su propia constitución “...de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías...” consagradas en ella.

En efecto, el dispositivo cuya supresión se propicia al menos compromete la libertad del artículo 14º de la Carta Magna Nacional, el cual consagra en forma expresa y categórica el derecho de todo habitante de la Nación de publicar sus ideas por la prensa y sin censura previa, como así también lo preceptuado por su artículo 32º, a través del cual se prohíbe al Congreso dictar leyes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal, aunque esta última ha dado lugar a la formación de una antigua doctrina que autoriza su legislación y represión local.

Sin embargo luego de la reforma constitucional del año 1994 la protección a la libertad de expresión y de imprenta se ha visto fortalecida con la constitucionalización de los Tratados Internacionales mencionados en el artículo 75º inciso 22 de la Constitución Nacional.

Entre ellos podemos mencionar la “Convención Americana sobre Derechos Humanos” aprobada por Ley Nº 23.054, que en su artículo 13 textualmente establece que “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones”; como así también la “Declaración Universal de Derechos Humanos” la cual en su artículo 19º establece que “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”.

Cabe agregar además que a nivel de derecho provincial interno, las modernas constituciones provinciales (lejos de mantener en vigencia normas semejantes a la del artículo 11º de la Constitución entrerriana), han seguido los lineamientos trazados por la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales con jerarquía constitucional.

En este orden de ideas se puede citar a título de ejemplo la Constitución de la Provincia de Córdoba de 1.987, la cual en su artículo 51º establece que “El ejercicio de los derechos a la información y a la libertad de expresión no está sujeto a censura previa sino sólo a responsabilidades ulteriores expresamente establecidas por ley y destinadas exclusivamente a garantizar el respeto de los derechos, la reputación de las personas y la protección de la seguridad, la moral y el orden público.

Los medios de comunicación social deben asegurar los principios de pluralismo y de respeto a las culturas, las creencias, las corrientes de pensamiento y de opinión. Se prohíbe el monopolio y oligopolio público o privado y cualquier otra forma similar sobre los medios de comunicación en el ámbito provincial. La ley garantiza el libre acceso a las fuentes públicas de información pública y el secreto profesional periodístico.

La legislatura no dicta leyes que restrinjan la libertad de prensa.

Cuando se acuse una publicación en que se censura en términos decorosos la conducta de un individuo como magistrado o personalidad pública, imputándosele faltas o delitos cuya averiguación y castigo interese a la sociedad, debe admitirse prueba sobre los hechos denunciados y, de resultar ciertos, el acusado queda exento de pena.

La información y la comunicación constituyen un bien social”.

Por tales razones y las que se expondrán en su oportunidad, es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Miguel A. Carlín – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 262)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agrégase a la SECCIÓN IV, Capítulo IV, el siguiente artículo: 

“Corresponde al Presidente de cada una de las Cámaras Legislativas, conocer y resolver, originaria o recursivamente, los asuntos que en materia administrativa les sean planteados en sus respectivos ámbitos. Sus decisiones tendrán carácter definitivo y contra ellas se podrá accionar judicialmente en forma directa”.

Artículo 2º: Modifícase el inc. 28 del art. 135º, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Conocer y resolver, originaria o recursivamente, los asuntos que en materia administrativa les sean planteados; contra sus decisiones se podrá accionar judicialmente en forma directa ante el tribunal en lo contencioso administrativo que la ley establezca”.

Artículo 3º: Incorpórase, como nuevo artículo, la siguiente norma: 

“Art...: En materia contencioso administrativa, la vía judicial quedará directamente habilitada a partir de la resolución, expresa o tácitamente denegatoria, dictada, según los casos, por el Gobernador, el Presidente de cada una de las Cámaras legislativas, el Superior Tribunal de Justicia y, tratándose de organismos previstos en esta Constitución, por quien sea establecido reglamentariamente. Por ley se podrá establecer que el agotamiento de la etapa administrativa se produzca en estamentos inferiores”. 

Artículo 4º: Incorpórase, como nuevo apartado “c” del inc. 2 del art. 167º, el siguiente texto:

“c) En las causas contencioso administrativas sentenciadas por aquellos tribunales inferiores a los que la ley les atribuya competencia en la materia”. 

Artículo 5º: Déjase sin efecto el inc. 3 del art. 167º.

Artículo 6º: Agrégase a las disposiciones transitorias la siguiente:

“Art...: Hasta tanto no se dicten las normas de creación de los tribunales inferiores con competencia en materia contencioso administrativa, continuará entendiendo el Superior Tribunal de Justicia en el modo previsto en la norma constitucional derogada”.

CARLÍN – FEDERIK – KUNATH – ROMERO.

FUNDAMENTOS

La actual Constitución le confiere al Superior Tribunal de Justicia, competencia en materia contencioso administrativa (art. 167 inc. 3); lo que, en los tiempos en que dicha texto constitucional fuera aprobado, pudo haber tenido justificación, en la actualidad y en función de los principios que informan un Estado de Derecho real y concreto, no resulta apropiado para dar al justiciable una respuesta razonablemente oportuna.

En tal sentido, la realidad judicial cotidiana es claramente demostrativa de que quienes deben promover juicios por cuestiones de derecho administrativo contra el Estado (incluso cuando éste debe hacerlo contra los particulares en la misma materia) se encuentran con que, a la tardanza -por la complejidad que es connatural a los múltiples vericuetos burocráticos- en lograr una conclusión final a los requerimientos administrativos, en caso denegatorio deben accionar ante un órgano cuya composición plural (hoy, nueve miembros) y la multiplicidad de sus funciones (políticas –en cuanto constituye uno de los órganos del Estado-, administrativas -para el gobierno del poder judicial, vgr. reglamentarias, superintendencia, control y disciplina, etc.- y, en las restantes ramas del derecho, judiciales), resultan obstáculos insalvables para sentenciar de manera pronta los conflictos. Para corroborar este aserto no es menester profundas indagaciones pues sobraría con observar las correspondientes estadísticas judiciales y prestar atención al clamor popular por una justicia eficaz y eficiente cuya respuesta sea brindada en un plazo que no exceda lo razonable; y si ello no alcanzara, podrán testimoniar los convencionales que, por su condición de letrados, seguramente habrán de corroborar lo que se viene señalando. 

Brevemente, debemos señalar que el proyecto pretende ser preciso a la hora de despejar interrogantes que pudieren surgir en cuanto al agotamiento de la etapa administrativa cuando el asunto se trata en otros poderes del Estado distintos al Poder Ejecutivo, como lo son los desarrollados en las Cámaras Legislativas y en el Superior Tribunal de Justicia, obviamente, de naturaleza materialmente administrativa. También sobre la misma cuestión se permite que los organismos constitucionales, como así también aquellos que –por conveniencia- la ley determine puedan agotar la vía los particulares, sin seguir un inútil y penoso camino, alejado de los postulados de la tutela administrativa y judicial efectiva.

Además de las razones expuestas, cabe añadir otro aspecto nada desdeñable: constituyendo el derecho administrativo una materia que ostenta principios que le son propios y la distinguen de las otras ramas jurídicas, el conocimiento y resolución de los asuntos que importan la aplicación de sus normas, requiere la intervención de tribunales integrados por profesionales especializados.

Finalmente, cabe señalar que las resoluciones y sentencias a dictarse por los tribunales de primera instancia que la ley establezca, podrán ser recurridas ante el Superior Tribunal de Justicia en el modo y por las causas que establezca la ley procesal, satisfaciendo –así- el recaudo de la doble instancia recursiva, cuestión que –en el sistema que se propone modificar- podría ser objeto de cuestionamiento.

Miguel A. Carlín – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 263)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

Artículo: El Gobernador y Vicegobernador pueden ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo.

Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente no pueden ser electos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período.

SALOMÓN

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos

Conforme lo autoriza el art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768 en su art. 3º.

FUNDAMENTOS

El artículo 120 de la Constitución provincial dispone que el Gobernador y Vicegobernador no pueden ser reelectos sino con el intervalo de un período legal, ni sucederse recíprocamente.

Es una norma que estimamos pudo justificarse en el año 1933; pero no en estos tiempos, y como lo establecen constituciones provinciales, estimamos pueden ser reelectos por un período inmediato.

Es fundamento incuestionable que en una democracia participativa la elección y reelección del gobernante debe ser decisión exclusiva del ciudadano elector.

Ello se justifica porque hoy el pueblo se interesa y esta mas informado que en la época en que se sancionó la actual Constitución, sobre el desempeño del cargo del gobernante y si el mismo ha sido bueno o malo.

Establecer la reelección por el período siguiente es solo dar la posibilidad al gobernante que ha hecho una buena gestión, de presentarse a la consideración pública nuevamente como candidato.

Su sola decisión personal no es suficiente para que sea electo. Pues debe superar etapas: presentarse y ser electo en la interna partidaria, y posteriormente ser consagrado en la elección general.

Siempre será el elector quien convierta en realidad o no su pretensión.

Estos breves fundamentos avalan nuestra opinión a favor de la reelección de Gobernador y Vicegobernador por un período consecutivo.

Jorge Salomón

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

C

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 264)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo...: A todas las personas les corresponden derechos específicos. El ser humano no vive en unidad, sino en comunidad, porque es trabajador, esposo y padre, y como tal integra una familia. Las familias integran la comunidad municipal, clases sociales y asociaciones.

Artículo...: La provincia reconoce los siguientes derechos:

1º- A LA VIDA, desde la concepción. La dignidad y la integridad psicofísica y moral de la persona son inviolables; su respeto y protección es deber especial de los poderes públicos.

2º- A LA SALUD, para promover su integridad física y psíquica y asegurar su universalidad y gratuidad.

3º- DE LA NIÑEZ, para su protección contra cualquier forma de mortificación y explotación. Al pleno goce de sus derechos, especialmente en situación desprotegida, carenciada o bajo cualquier forma de discriminación o de ejercicio abusivo de autoridad familiar.

A conocer su identidad de origen y a ser informado, consultado y escuchado, como lo establece la Convención Internacional de los Derechos del Niño.

En el proceso tutelar regirán como mínimo las garantías del proceso penal.

4º- DE LA FAMILIA, como núcleo primario y fundamental de la sociedad.

El Estado dictará normas que propenderán a su protección integral, garantizando la igualdad jurídica de los cónyuges y el reconocimiento del bien de familia, inembargable e inenajenable.

Le garantiza el pleno ejercicio de sus derechos, especialmente en situaciones desprotegidas, carenciadas o bajo cualquier forma de discriminación. Establecerá, políticas sociales tendientes a solucionar el flagelo de la pobreza, la exclusión social y la drogadicción.

5º- DE LA JUVENTUD Y DEL ADULTO, el Estado le asegurará su plena formación democrática, cultural y laboral. Promoverá su desarrollo integral que lo arraigue a su medio, y asegure su participación efectiva en las actividades comunitarias y políticas.

6º- DE LA MUJER, para una igualdad real de oportunidades y derechos con el hombre, en lo político, económico, social y cultural.

A no ser discriminada por su sexo y a una protección especial durante los estados de embarazo y lactancia. Las condiciones laborales deben permitir el cumplimiento de su esencial función familiar.

La provincia promoverá políticas de protección a la madre sola y/o soltera, sostén del hogar.

7º- DEL TRABAJADOR, el Estado promoverá la plena ocupación y productividad del trabajador, para su segura capacitación, condiciones dignas de trabajo, retribución justa y acceso a la vivienda única, asiento del hogar, como bien de familia inembargable.

8º- DE LA ANCIANIDAD, para elevar su calidad de vida e integración social y cultural y a la protección integral por parte de su familia. Al haber previsional justo y móvil, y a la inembargabilidad de parte sustancial del mismo.

9º- DEL DISCAPACITADO, para su asistencia, rehabilitación integral, capacitación, educación e inserción en la vida social y laboral, en igualdad de oportunidades.

La provincia promoverá políticas para la toma de conciencia por la sociedad respecto de los deberes de solidaridad con las personas discapacitadas a fin de evitar toda discriminación.

10º- A LA ACTIVIDAD DEPORTIVA. Todo habitante de la provincia tiene derecho a la práctica de deportes como medio de desarrollo físico y espiritual de su cuerpo y de su personalidad.

La provincia promoverá la actividad deportiva en todas sus manifestaciones mediante el sostenimiento de centros deportivos de carácter gratuito, con equiparación de oportunidades; posibilitando la participación de sus deportistas, sean convencionales o con necesidades especiales, en competencias nacionales y aun internacionales.

Propiciará la protección de los inmuebles afectados al uso social por entidades deportivas, culturales y civiles, sin fines de lucro.

11º- A LA CULTURA: El Estado reconoce y asegura las actividades culturales y creadoras; la libre expresión artística, la formación artesanal y capacitación profesional, sin discriminación.

Promoverá la creación de institutos de difusión cultural. Dictará normativas tendientes a proteger el acervo cultural, arquitectónico, arqueológico, documental e histórico, como patrimonio de todos sus habitantes.

El Defensor del Pueblo y /o toda persona física o jurídica interesada, podrá requerir medidas legales tendientes a garantizar tales derechos.

SALOMÓN

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos

Conforme lo autoriza el art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768 en su art. 1º numerales 18, 19 y 20, entre otros.

FUNDAMENTOS

La Constitución de 1933 que nos rige, es una buena constitución que respondió a las necesidades políticas e institucionales de aquella época. Pero es una realidad que toda constitución, sea provincial, nacional o de cualquier país, en algún momento de su vigencia necesita actualizarse, en razón de los cambios políticos, sociales, económicos, etc., que le imponen la realidad de los hechos y de los hombres.

Como se ha dicho, no existe una constitución ideal que prevea los cambios que puedan producirse en un futuro próximo o lejano.

Esta constitución, como la nacional, ya fue reformada en el año 1949 a iniciativa del Presidente Perón, la que rigió desde 1949 hasta 1956, bajo cuyas normativas se dictaron leyes, sentencias judiciales, actos administrativos, que continuaron en plena vigencia. En nuestra provincia la constitución fue dejada sin efecto por un DECRETO del interventor militar.

Esa constitución de 1949 contenía principios y derechos que hoy proyectamos incorporar a la nueva constitución.

En el transcurrir de más de 74 años de vigencia de nuestra constitución, la provincia ha ido creciendo al compás de los adelantos científicos y tecnológicos que se han dado en esta era revolucionaria. No obstante lo progresista de nuestra constitución, para la época en que fue dictada; para ese entonces muchas disciplinas jurídicas estaban en proceso de elaboración, pero no consolidadas, y otras ni se conocían; pues recién se concretaron con posterioridad -solo como podía hacerse- mediante leyes y decretos que se hicieron necesarios como consecuencia de los referidos cambios en lo social, económico y científico; y que hoy se hace necesario darles jerarquía constitucional.

En otro orden, podemos decir, que una constitución no debe priorizar solo el orden político y considerar a la persona humana en forma aislada frente al estado.

No resulta suficiente el buen contenido del artículo 42 de la actual constitución de 1933, en cuanto establece: “reglamentará por leyes especiales las condiciones de trabajo de los obreros y empleados residentes en la provincia”; ya que, como lo señala la realidad, y lo han establecido en sus constituciones la mayoría de las provincias, se ha hecho necesario incorporar nuevos institutos y derechos; alguno de los cuales se incluyen en este proyecto.

El Derecho a la Vida desde la concepción, que está garantizado en el Pacto de “San José de Costa Rica”, Convención Americana sobre Derechos Humanos; cuyo artículo 4º establece “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y en general a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.”

El Derecho de la Familia y su protección integral que implica reconocerle jerarquía y dignidad de sociedad primaria y núcleo fundamental de la sociedad, incluyendo a la familia matrimonial y sin matrimonio, como imperativo humano y social.

Con el derecho a la defensa del bien de familia se entiende la protección de la residencia familiar o casa habitación destinada a la vivienda que se garantiza como inembargable e inenajenable.

Se proyecta el Derecho a la Actividad Deportiva, pues hoy se la reconoce como necesaria y conveniente para proteger la salud física y mental del individuo, calidad de vida y mejor predisposición para el trabajo, en definitiva, para el desarrollo sustentable de la comunidad.

El Derecho a la Cultura, dictando normativas tendientes a proteger el acervo cultural, arquitectónico, arqueológico, documental e histórico, como patrimonio de todos sus habitantes.

Jorge Salomón

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro 265)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifíquese el artículo 120º de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, por el siguiente texto:

ARTÍCULO 120: “El Gobernador y Vicegobernador pueden ser reelectos o sucederse recíprocamente únicamente por un nuevo período consecutivo.

Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente, no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos sino con un período de intervalo”.

Articulo 2°: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

En cualquier debate de reforma institucional, emergen incertidumbres y temores ante los cambios que se avecinan, a veces tan fuertes para impedir su materialización. Así pasa también con la reelección, cuando se la quiere permitir o prohibir.

Conforme lo prevé la Constitución de Entre Ríos, art. 120 el Gobernador y Vicegobernador no pueden ser reelectos sino con un intervalo de “un período legal”, ni sucederse recíprocamente. Esto consagra, por un lado, la prohibición de la reelección; y, por otro lado, evitar la reelección entrecruzada, es decir, que quién fuere Gobernador luego se presente como Vice Gobernador y a la inversa.

La Ley de reforma permite en su art. 3 la reforma del art. 120 de la Constitución “al solo efecto” (con esto parecería no permitir otra modificación que la expresamente mencionada) de establecer la posibilidad de reelección del Gobernador y Vice Gobernador por un solo período consecutivo.

Como primer parámetro hay que considerar que la duración del mandato se conecta con la posibilidad de reelección, conforme el derecho público Provincial y derecho comparado: si el período es largo (por ejemplo, 6 años), es probable que la Constitución impida toda reelección o que le permita dejando un intervalo; por el contrario, un período corto (4 años) es compatible con la permisión de reelección por un intervalo más. 

Otro argumento de aceptación es que en un período de 4 años con una renovación por 4 años más implica un total de 8 años necesarios muchas veces para implementar políticas de mediano y largo plazos, teniendo en cuenta que se renueva la legitimación social con la segunda elección (reelección).

En consonancia con el proyecto presentado, nos centraremos en los efectos positivos de la reelección:

1°) Profesionalización de la política: No se gana nada por considerar la política como actividad efímera en el tiempo y leve en su contenido. La política es algo mucho más serio. Su ejercicio requiere de preparación y dedicación, lo cual no solo se trata de una preparación técnica previa, sino también de un proceso de aprendizaje.

2°) Efectividad del sufragio democrático: El derecho electoral democrático incluye el sufragio activo, el derecho a elegir a quien quieren los ciudadanos, y el sufragio pasivo, de presentarse como candidato o de ser nominado por un partido político. La idea de la no-reelección priva a los ciudadanos del derecho de votar a quien quieren y a presentarse o ser postulados como candidato, sin que hayan razones democráticas que puedan legitimarla.

3°) Fomento de la relación de confianza entre el votante y el elegido: A nivel del electorado, una cierta estabilidad y continuidad personal en la elite política ofrece una mayor orientación para el votante permitiendo un mejor conocimiento y una mayor proximidad con los integrantes de la clase política. A través del tiempo, el elector conoce a sus candidatos, observa su comportamiento, puede formarse una idea sobre su desempeño, tal vez aumentar su confianza en él y querer reelegirlo. La no-reelección prohíbe que se vuelva a votar a quien hizo un buen trabajo. Se pierde capital social.

En síntesis, la reelección crea las condiciones para que el elector encuentre su representante con el cual experimenta una relación de confianza crítica. En tiempos que se caracterizan por desconfianza interpersonal e institucional, no el lógico que al ciudadano que ha encontrado una persona en quien confiar no se le dé la posibilidad de reelegirlo.

4°) Aporte al a institucionalización de los partidos políticos: Los partidos necesitan estabilidad en la orientación política, su estructura interna, su personal y su relación con estratos sociales o grupos de electorado. La no-reelección significa la pérdida de un pedazo en el engranaje de este conjunto de elementos, la falta del personal adecuado y experimentado en el lugar más visible, más intensivo y más profesional del quehacer político.

5°) Aumento de la responsabilidad política: Es imperioso darse cuenta del triángulo de poder, como lo ha desarrollado Karl Loewenstein (1968) en su Teoría de la Constitución. Lo que resulta de la no-reelección de los mandatarios es que el electorado pierde el instrumento clave para equilibrar la relación de poder en esté triángulo constitucional. El pueblo es soberano sólo en el acto de la votación, sin ninguna sanción que haga que los representantes se comporten conforme a los compromisos asumidos en su primera elección. Con la reelección el elector conserva su capacidad de impartir premios y castigos inmediatos a través de su voto.

Las Constituciones provinciales nos muestran las siguientes alternativas:

- Duración de mandato por 4 años con posibilidad de reelección por un período, y debiendo luego dejar una período intervalo en caso de nueva postulación (Chubut, Ciudad de Buenos Aires, Provincia de Buenos Aires, Tierra del Fuego, San Luís, San Juan, Rió Negro, Catamarca, Córdoba, Jujuy, Ch
aco, Corrientes, La Pampa, La Rioja, Neuquén, Santiago del Estero, Tucumán )

- Duración de mandato por 4 años sin posibilidad de reelección (Santa Fe, Mendoza y Entre Ríos)

- En la Rioja, Formosa y Santa Cruz se da la particularidad que únicamente se dice “pudiendo ser reelectos”, lo que significaría la posibilidad de reelección indefinida.

- Salta tiene la particularidad que permite la reelección por dos veces consecutivas, debiendo luego dejar un intervalo.

El convencional que suscribe el presente proyecto, cree humildemente que la respuesta a esta temática esta en el pueblo: es la voluntad de los entrerrianos los que decidirán quién será su representante, es el pueblo el que renovará el mandato de confianza dando legitimación social, y finalmente es el pueblo el que premiara o castigará al gobernante haciendo con ello recaer al mismo ante el juicio de responsabilidad mas importante: la social. Su reelección mostrará un premio y su no reelección un castigo.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 266)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1º: Incorpórese como nueva sección de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con los artículos que integran la misma, el siguiente texto:

Participación ciudadana

ARTICULO: EL ESTADO PROVINCIAL PROPENDE A UNA SOCIEDAD  PLURALISTA Y PARTICIPATIVA Y PROMUEVE LAS CONDICIONES PARA HACER REAL LA PLENA PARTICIPACIÓN POLÍTICA, ECONÓMICA, SOCIAL Y CULTURAL DE TODAS LAS PERSONAS Y ASOCIACIONES ESTABLECIDAS EN EL TERRITORIO DE LA PROVINCIA A TRAVÉS DE LOS MECANISMOS DE DEMOCRACIA PARTICIPATIVA QUE ESTA CONSTITUCIÓN PREVÉ.-

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ARTICULO: LOS ACTOS DE LOS PODERES DEL ESTADO, DE SUS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS Y DE LAS DEMÁS INSTITUCIONES PROVINCIALES Y MUNICIPALES, SERÁN PÚBLICOS. TODA PERSONA O ASOCIACIÓN TIENE DERECHO A ACCEDER A LA INFORMACIÓN PUBLICA EN CONDICIONES DE IGUALDAD, SALVO EXISTAN MOTIVOS FUNDADOS PARA DISPONER LA RESERVA O EL SECRETO.

LA RESERVA O EL SECRETO NO PODRÁN SER INVOCADOS EN NINGÚN CASO PARA PRIVAR A LOS INTERESADOS DE LAS GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO Y DEL DERECHO DE DEFENSA.

INICIATIVA POPULAR

ARTICULO: TODO CIUDADANO TIENE EL DERECHO DE INICIATIVA PARA PRESENTAR PROYECTOS DE LEY EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS. LA LEGISLATURA DEBERÁ TRATARLOS DENTRO DEL TÉRMINO DE DOCE MESES.

LA LEGISLATURA, CON EL VOTO DE LA MAYORÍA ABSOLUTA DE LA TOTALIDAD DE LOS MIEMBROS DE CADA CÁMARA, SANCIONARÁ UNA LEY REGLAMENTARIA QUE NO PODRÁ EXIGIR MAS DE 5 POR CIENTO DEL PADRÓN ELECTORAL PROVINCIAL DENTRO DEL CUAL DEBERÁ CONTEMPLAR UNA ADECUADA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL PARA SUSCRIBIR LA INICIATIVA. 

NO SERÁ OBJETO DE INICIATIVA POPULAR LOS PROYECTOS REFERIDOS A REFORMA CONSTITUCIONAL, TRATADOS, RÉGIMEN ELECTORAL, TRIBUTOS PROVINCIALES Y PRESUPUESTO.

CONSULTA POPULAR

ARTICULO: LOS PROYECTOS DE LEY QUE VERSEN SOBRE ASUNTOS DE SIGNIFICATIVA IMPORTANCIA PODRÁN SER SOMETIDOS POR LA LEGISLATURA A CONSULTA DEL CUERPO ELECTORAL. EL VOTO AFIRMATIVO DEL 35 POR CIENTO DE LOS ELECTORES LO CONVIERTE AUTOMÁTICAMENTE EN LEY.

EL PODER LEGISLATIVO, EL PODER EJECUTIVO O LOS MUNICIPIOS PUEDEN CONVOCAR A CONSULTA POPULAR  LA QUE PODRÁ REVESTIR O NO EL CARÁCTER DE VINCULANTE. EN AMBOS CASOS PODRÁ ESTABLECERSE EL CARÁCTER OBLIGATORIO DEL SUFRAGIO POR EL ELECTORADO.

LA LEY REGLAMENTARA LAS MATERIAS, PROCEDIMIENTOS Y OPORTUNIDAD DE LA CONSULTA POPULAR.

AUDIENCIAS PÚBLICAS

ARTICULO: QUEDA GARANTIZADO A TODOS LOS HABITANTES DEL TERRITORIO PROVINCIAL LA REALIZACIÓN DE AUDIENCIAS PÚBLICAS PARA EL DEBATE DE ASUNTOS DE INTERÉS GENERAL DE LA PROVINCIA O LOS MUNICIPIOS.

LA CONVOCATORIA PUEDE SER EFECTUADA POR LA LEGISLATURA, EL GOBERNADOR O CUALQUIER MUNICIPIO Y TENDRÁ EL CARÁCTER DE OBLIGATORIA CUANDO LA SOLICITE EL VEINTE POR CIENTO DEL PADRÓN ELECTORAL DE LA PROVINCIA O DEL MUNICIPIO INTERESADO.-

LA LEY REGLAMENTARA EL PROCEDIMIENTO A SEGUIR GARANTIZANDO:

1-LA DIFUSIÓN AMPLIA DE LA CONVOCATORIA.

2-LA INFORMACIÓN ADECUADA Y OPORTUNA SOBRE EL ASUNTO A DEBATIR DE MANERA QUE RESULTE COMPRENSIBLE PARA LA CIUDADANÍA EN GENERAL.

3-LA LIBRE EXPRESIÓN DE IDEAS Y OPINIONES POR PARTE DE LOS CONCURRENTES, SIN NINGÚN TIPO DE CENSURAS Y EN  IGUALDAD DE TRATO.

4-LA INTERVENCIÓN EN LA AUDIENCIA DE LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA TOMAR LAS DECISIONES.

5- LA CONSIDERACIÓN DE LAS OPINIONES VERTIDAS AL MOMENTO DE ADOPTARSE LA DECISIÓN.

Articulo 2°: De forma.

BUSTI
FUNDAMENTOS

INTRODUCCIÓN:

La temática que nos ocupa exige en primer término de definiciones precisas y claras que nos permita repensarla.-

De ahí que en primer lugar se impone la necesidad de definir que entendemos por “participación ciudadana”;

Rastreando la palabra “participación” en el diccionario este nos arroja el siguiente significado “participación: acción y efecto de participar; aviso, parte o noticia que se da a uno; parte que corresponde a cada uno de los que participan en algo”, a su vez participar es “tener uno parte en una cosa o tocarle algo de ella; compartir las ideas, ventajas, etc. de otra persona o cosa; dar parte, comunicar una noticia o suceso”.

Sintéticamente Participar es ser parte, tener parte, tomar parte.

Luego “ciudadana/o” es: todo “miembro de una comunidad a quien se otorgan derechos y libertades, y que recíprocamente, se encuentra obligado al cumplimiento de deberes para con la comunidad”.-

De la conjunción de ambas definiciones es dable concluir diciendo que la participación ciudadana constituye en términos generales: Una forma de ejercer  nuestros derechos y cumplir con los deberes que nos conciernen como ciudadanos, más aun significa ser parte, tener parte y tomar parte en los asuntos gubernamentales.-

Implica asimismo tomar partido por la idea de “democracia participativa” –esto es el pueblo como órgano de decisión- no en oposición a la de “democracia representativa” –el pueblo como órgano de elección-, sino  en conjunción con ella, sin olvidarnos asimismo que los mecanismos de la democracia participativa son excepcionales conforme surge del espíritu y la letra de nuestra carta magna nacional.- 

Es que razones de crisis de legitimidad, entre otras, han motivado hace algunas décadas la idea –ya plasmada en el texto de la constitución nacional y en buena parte de las constituciones provinciales- de que la participación de los ciudadanos en los actos eleccionarios no tiene porque ser la única instancia de participación del pueblo en las decisiones de los gobernantes.

Ahora bien frente a lo dicho la pregunta es: ¿Qué instancias de participación ciudadana son viables? - Creemos que las comprendidas en el articulado precedente, por las razones que se expondrán.

Disposiciones: 

Participación Ciudadana:

“EL ESTADO PROVINCIAL PROPENDE A UNA SOCIEDAD PLURALISTA Y PARTICIPATIVA...”

Esta primera parte del artículo encierra dos ideas centrales: 

La primera idea constituye el punto de partida, es decir, lo que se da por supuesto en el texto, y por ende, se encuentra implícita, cual es,  el reconocimiento por parte del estado tanto de la coexistencia de grupos humanos dispares u opuestos en los diversos ámbitos –político, económico, cultural, religioso, etc- de la realidad social entrerriana y su consecuente diversidad ideológica  como también del progresivo protagonismo social en los asuntos gubernamentales -La manifestación mas visible y reciente de esto último lo constituye el conflicto ambiental suscitado con motivo de la instalación de las pasteras en Fray Bentos donde se evidencia  que el pueblo de Gualeguaychú quiere ser oído y que su vos sea tenida en cuenta por las autoridades.- 

La segunda idea es expresa, consiste en una declaración: la manifestación del Estado entrerriano que reconociendo el pluralismo y la participación social existente la proclama manifestando su deseo, aspiración y clara tendencia hacia ella, es decir, mediante esta manifestación el estado  fija su norte –o lo que es lo mismo, coloca su vista- de una manera enfática en una sociedad pluralista y participativa.-

“…Y PROMUEVE LAS CONDICIONES PARA HACER REAL LA PLENA PARTICIPACIÓN POLÍTICA, ECONÓMICA, SOCIAL Y CULTURAL DE TODAS LAS PERSONAS Y ASOCIACIONES ESTABLECIDAS EN EL TERRITORIO DE LA PROVINCIA…”

Con este párrafo se evidencia que el estado no solo proclama, declara su deseo y orientación hacia una sociedad pluralista y participativa sino que también origina, suscita, es decir, “PROMUEVE” condiciones que permitan la efectiva concreción en la realidad fáctica de esa declaración a fin de que esté no se limite a una mera abstracción o ficción.

Es decir “teoría y praxis” se conjugan en los dos párrafos mencionados. 

“…A TRAVÉS DE LOS MECANISMOS DE DEMOCRACIA PARTICIPATIVA QUE ESTA CONSTITUCIÓN PREVÉ”.

Este párrafo establece los medios a través de los cuales el Estado crea las condiciones para hacer realidad la participación, ¿cuales son?: los mecanismos de democracia participativa, más no cualquiera, sino únicamente los que la constitución establece. 

Para ser clara la idea que se ha querido transmitir con este párrafo es la siguiente:

1º). Dejar asentado que el estado promueve la participación del pueblo que tiene lugar dentro del marco de la legalidad excluyendo la violencia y otros medios ilegales –valga la redundancia- como instrumentos válidos de defensa de los intereses.-

2º). Tomar partido por la idea de democracia participativa en conjunción con la de democracia representativa

3º).-Por último, reafirmar el carácter excepcional que los mecanismos de democracia semidirecta revisten dentro de nuestra forma de gobierno, limitándolos a determinados casos especiales, ¿cuales? : Los previstos por la constitución.

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA:

LOS ACTOS DE LOS PODERES DEL ESTADO, DE SUS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS Y DE LAS DEMÁS INSTITUCIONES PROVINCIALES Y MUNICIPALES, SERÁN PÚBLICOS. TODA PERSONA O ASOCIACIÓN TIENE DERECHO A ACCEDER A LA INFORMACIÓN PUBLICA EN CONDICIONES DE IGUALDAD, SALVO EXISTAN MOTIVOS FUNDADOS PARA DISPONER LA RESERVA O EL SECRETO.

LA RESERVA O EL SECRETO NO PODRÁN SER INVOCADOS EN NINGÚN CASO PARA PRIVAR A LOS INTERESADOS DE LAS GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO Y DEL DERECHO DE DEFENSA.

Vemos que originariamente la publicidad de los actos de gobierno, como regla, estuvo ausente. Es necesario que la ciudadanía para poder participar en la toma de decisiones, conozca y se informe.

CONSULTA POPULAR

“LOS PROYECTOS DE LEY QUE VERSEN SOBRE ASUNTOS DE SIGNIFICATIVA IMPORTANCIA PODRÁN SER SOMETIDOS POR LA LEGISLATURA A CONSULTA DEL CUERPO ELECTORAL. EL VOTO AFIRMATIVO DEL 35 POR CIENTO DE LOS ELECTORES LO CONVIERTE AUTOMÁTICAMENTE EN LEY.

EL PODER LEGISLATIVO, EL PODER EJECUTIVO O LOS MUNICIPIOS PUEDEN CONVOCAR A CONSULTA POPULAR  LA QUE PODRÁ REVESTIR O NO EL CARÁCTER DE VINCULANTE. EN AMBOS CASOS PODRÁ ESTABLECERSE EL CARÁCTER OBLIGATORIO DEL SUFRAGIO POR EL ELECTORADO.

LA LEY REGLAMENTARA LAS MATERIAS, PROCEDIMIENTOS Y OPORTUNIDAD DE LA CONSULTA POPULAR“.

No vamos a entrar en una discusión estéril sobre si el referéndum y plebiscito son dos cosas diferentes o no. Preferimos referirnos a “consulta popular”.

Hay que diferenciar, por un lado, si la convocatoria es o no vinculante; y, por otro lado, si el resultado de la misma es de seguimiento obligatorio o no. Esto permite con elasticidad comprender diferentes situaciones que podrían darse, según la índole del asunto. De todas maneras, los alcances de la consulta popular, sea o no vinculante, quedan sujetos a la regulación que establezca la Legislatura, debiendo en dicha Ley contemplarse las materias, procedimientos y oportunidades de la consulta popular.

INICIATIVA POPULAR

“TODO CIUDADANO TIENE EL DERECHO DE INICIATIVA PARA PRESENTAR PROYECTOS DE LEY EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS. LA LEGISLATURA DEBERÁ TRATARLOS DENTRO DEL TÉRMINO DE DOCE MESES.

LA LEGISLATURA, CON EL VOTO DE LA MAYORÍA ABSOLUTA DE LA TOTALIDAD DE LOS MIEMBROS DE CADA CÁMARA, DICTARÁ UNA LEY REGLAMENTARIA QUE NO PODRÁ EXIGIR MAS DE 5 POR CIENTO DEL PADRÓN ELECTORAL PROVINCIAL DENTRO DEL CUAL DEBERÁ CONTEMPLAR UNA ADECUADA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL PARA SUSCRIBIR LA INICIATIVA. 

NO SERÁ OBJETO DE INICIATIVA POPULAR LOS PROYECTOS REFERIDOS A REFORMA CONSTITUCIONAL, TRATADOS, RÉGIMEN ELECTORAL, TRIBUTOS PROVINCIALES Y PRESUPUESTO.”

Se la define como el derecho de un determinado sector del cuerpo electoral para proponer de “motu propio” proyectos de leyes. De esta forma, la iniciativa popular no decide por sí, pero pone en actividad a los órganos legislativos (impulsa o provoca su actuación). 

Debe excluirse expresamente para determinados temas (se lo excluye para temas de reforma constitucional, tratados, tributos provinciales y presupuesto).

La iniciativa debería limitarse al tema de leyes, su modificación y/o reformas y/o creación. 

Finalmente debe dejarse lugar para que una ley posteriormente reglamente el instituto.

AUDIENCIAS PÚBLICAS:

“QUEDA GARANTIZADO A TODOS LOS HABITANTES DEL TERRITORIO PROVINCIAL LA REALIZACIÓN DE AUDIENCIAS PUBLICAS PARA EL DEBATE DE ASUNTOS DE INTERÉS GENERAL DE LA PROVINCIA O LOS MUNICIPIOS…”

Este párrafo manifiesta la necesidad de introducir en la constitución cláusulas operativas que tornen aplicable a la realidad concreta los derechos consagrados, que puedan ser utilizadas por las personas, obligando paralelamente a su aplicación, porque no basta con declarar los derechos es ineludible garantizar su efectivo ejercicio.

La audiencia pública constituye una instancia a través de la cuál los actores involucrados – el pueblo y las autoridades, en adelante, los representados y los representantes- interactúan, los primeros a través de la posibilidad de ser escuchados, manifestando sus preocupaciones, opiniones e ideas sobre cuestiones que le son de su interés y en la mayoría de los casos resultan de su entorno social mas inmediato;

A sus ves a los representantes les permite palpar de un modo directo las  aflicciones, preocupaciones y necesidades de sus representados.

El resultado salta a la vista: la brecha que hoy en día existe entre representantes y representados, traducida en crisis de legitimidad de la representación, puede ser saldada a través de este mecanismo sumamente rico y valioso –ejemplo claro: lo constituye las audiencias publicas realizadas por la Asamblea ambientalista de Gualeguaychú con las autoridades del gobierno entrerriano y nacional.

Además permite y lo que es mas importante permite que las decisiones gubernamentales se adopten desde el consenso y no desde la ocasional mayoría política.

Es decir, la audiencia pública como una instancia de participación en el proceso de toma de decisiones, un espacio institucional para que todos aquellos que puedan verse afectados o tengan un interés particular expresen su opinión. La audiencia como una instancia discursiva que requiere para la conformación de la decisión, como mínimo, la sujeción a ciertas pautas: a) todo el que tiene un interés puede tomar parte, b) todos pueden introducir sus argumentos, c) todos pueden exteriorizar sus críticas y necesidades, d) la decisión debe fundar cuales son sus “buenas razones”.

“…LA CONVOCATORIA PUEDE SER EFECTUADA POR LA LEGISLATURA, EL GOBERNADOR O CUALQUIER MUNICIPIO Y TENDRÁ EL CARÁCTER DE OBLIGATORIA CUANDO LA SOLICITE EL CINCO POR CIENTO DEL PADRÓN ELECTORAL DE LA PROVINCIA O DEL MUNICIPIO INTERESADO”.

Considero que la convocatoria necesariamente debe estar en cabeza de los representantes del pueblo quedando por sobreentendido que lo será por cada una de ellas según que los asuntos a debatir lo sean dentro del ámbito de su respectivas competencias.

¿Por que La convocatoria obligatoria prevista en la segunda parte del párrafo? Ese número elevado de firmas que se exige generalmente se obtienen cuando se tratan de asuntos de importancia social trascendente, ej.: medioambiente, siendo asuntos de esa índole los que justificarían una convocatoria de este tipo –recordar que las formas de democracia participativa son excepcionales.-

“LA LEY REGLAMENTARA EL PROCEDIMIENTO A SEGUIR GARANTIZANDO”

1-LA DIFUSIÓN AMPLIA DE LA CONVOCATORIA. Sin publicidad no hay participación.

2-LA INFORMACIÓN ADECUADA Y OPORTUNA SOBRE EL ASUNTO A DEBATIR DE MANERA QUE RESULTE COMPRENSIBLE PARA LA CIUDADANÍA EN GENERAL.

Los ciudadanos actualmente no son verdaderos participantes activos en la formación del discurso que supone el instituto de la audiencia pública, debido — entre otros problemas— a la falta de determinación de los aspectos centrales del debate, no desde un enfoque técnico sino conciso y concreto, que precise la cuestión a tratarse.


Es, entonces, necesario establecer cómo debe definirse qué información se ha de brindar a los ciudadanos al momento de convocarse la audiencia. Para el supuesto en que estén involucradas cuestiones técnicas o científicas, qué profesionales deberán intervenir como expertos para hacer posible y facilitar la comprensión del asunto.

3-LA LIBRE EXPRESIÓN DE IDEAS Y OPINIONES POR PARTE DE LOS CONCURRENTES, SIN NINGÚN TIPO DE CENSURAS Y EN UN PIE DE IGUALDAD.
Esto significa que, como objetivo concreto, la autoridad responsable de tomar la decisión acceda a las distintas opiniones sobre el tema, en forma simultánea y en pié de igualdad a través del contacto directo con los interesados.

4-LA INTERVENCIÓN INEXCUSABLE EN LA AUDIENCIA DE LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA TOMAR LAS DECISIONES.

La razón de esto surge evidente: el fin de este mecanismo de audiencia pública es la interacción entre los interesados en el asunto y la autoridad que lo decide. –Es decir contacto directo entre la autoridad y los interesados mediante el intercambio de opiniones en forma simultánea y en un pie de  igualdad.-

De no ser así el fin de la Audiencia Pública se desvirtúa, está pierde su razón de ser.

5-QUE LAS OPINIONES VERTIDAS SEAN TENIDAS EN CUENTA AL MOMENTO DE ADOPTARSE LA DECISIÓN. 

Si bien las opiniones recogidas en la audiencia no son vinculante, lo que se quiere provocar con esto es que en los fundamentos del acto decisorio se asiente de que manera las opiniones fueron tenidas en cuenta y en su caso, las razones por las cuales se desecharon, de lo contrario, todo lo debatido en la Audiencia puede llegar a perder su sentido, corriéndose el peligro de convertir a la misma en un mera formalidad vacía de contenido.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 267)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: incorpórense los artículos que siguen, todo conforme el siguiente texto:

“CIENCIA Y TECNOLOGÍA”

ARTICULO: “El Estado fija la política de Ciencia y  Técnica que coadyuve al desarrollo socioeconómico de la provincia, equilibrio ecológico y mejora de la calidad de vida. Promueve y difunde las actividades científicas, y el uso, transferencia e incorporación de tecnología, mediante: la creación de un sistema y estructura estable de ciencia y tecnología, la participación de los sectores de la producción, de la ciencia y la tecnología, la concertación con organismos provinciales, regionales, nacionales e internacionales de investigación y la formación  de personas altamente capacitadas. La Ley de Presupuesto preverá los recursos para el cumplimiento de los objetivos fijados”.
ARTICULO: “Todas las personas, sin discriminación alguna, tienen derecho a acceder a los beneficios de la investigaciones científicas y tecnológicas y sus resultados”.
Articulo 2°: De forma.
BUSTI

FUNDAMENTOS

En un todo conforme a: 1º) Título Segundo Gobiernos de Provincia, art 125, de la Constitución Nacional (1994) esta provincia “….puede promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la educación, la ciencia, el conocimiento y la cultura”; 2) Tratado de la Cuenca del Plata celebrado en 1969 entre los gobiernos de la República Argentina, Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay  que establece, entre otros, “la cooperación mutua en materia de educación, sanidad y lucha contra las enfermedades, la promoción de proyectos de interés común  y en especial aquéllos que tengan relación con el inventario, evaluación y el aprovechamiento de los recursos naturales del área y el conocimiento integral de la Cuenca del Plata; 4º)la Declaración de la Cumbre Iberoamericana celebrada en Guadalajara ( México) . 1991, la Declaración sobre Diversidad Cultural 2001 y la Convención sobre Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales aprobado en París 2005 durante la XXXIII Conferencia General de la UNESCO, documentos en los cuales se destaca que el desarrollo cultural iberoamericano requiere el fortalecimiento de la ciencia y tecnología en la región, con un enfoque solidario y en beneficio del bien común. El énfasis está dado en la promoción y fortalecimiento de políticas en la materia y en la cooperación para el fomento y la difusión de la investigación en ciencia y tecnología, facilitando el acceso de toda la población a las innovaciones tecnológicas y sus beneficios como al desarrollo y utilización de las nuevas tecnologías como oportunidades de creación, producción difusión y promoción de bienes y servicios; 5º) art 75 inc 19 de la Constitución Nacional 1994; 6º) antecedentes de reformas constitucionales provinciales tales como /Const.de Chaco 1994, Tierra del Fuego 1991, San Luis 1987, Catamarca 1988,Ciudad Autónoma de Bs.As. 1996,Formosa 1991, Córdoba 1987, Tucumán 1990, Chubut 1994, Santiago del Estero 1997, San Juan 1986 y Río Negro 1988 que han incorporado un apartado de Ciencia y Tecnología o bien, uno o más artículos en la materia..-Es que el Estado reconoce a la Ciencia y a la Técnica como medios idóneos para logrear mejores condiciones de vida resolviendo complejos problemas, superando limitaciones que afectan a la sociedad, ampliando ilimitadamente las fronteras del conocimiento humano. De este modo, posibilita el aumento de la eficiencia de las organizaciones públicas y privadas, mejora la producción y la transformación de las materias primas, de de todas las actividades ligadas a la mejora de la calidad de vida en forma individual y colectiva.- Entre Ríos está próxima a lanzar la Agencia de Ciencia, Tecnología e Innovación para la cual ha asignado presupuesto, hecho que debe adquirir rango constitucional a fin de constituirse en política de Estado.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 268)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos los artículos que siguen:

“CULTURA”

ARTICULO: “El Estado tiene la responsabilidad de formular y aplicar políticas de protección y promoción de la Diversidad y de la Cultura, y de ejecutar la política cultural, científica y tecnológica”.

ARTICULO: “El Estado promueve, protege y difunde las manifestaciones culturales, individuales o colectivas que comprenden lenguas, artes, tradiciones, folklore, costumbres, instituciones, creencias, actitudes y realizaciones del pueblo, que coexisten y afirmen la identidad provincial, regional y nacional. Reconoce su realidad  cultural conformada por vertientes nativas y diversas corrientes inmigratorias. Promueve el intercambio y cooperación cultural entre los países iberoamericanos y del mundo”.
ARTICULO: “Los bienes culturales, en cuanto hacen a la identidad provincial,  constituyen un patrimonio social al que todo habitante tiene un acceso libre y responsable, sin discriminación alguna, debiendo el Estado atender a su preservación, enriquecimiento y difusión sea documental, lingüístico, literario, arqueológico, histórico, artístico o paisajístico y de los bienes que lo componen, cualquiera sea su régimen jurídico y titularidad. Para tales fines  estimula  la creación literaria y científica,  apoya a artistas, investigadores, artesanos y demás creadores de la cultura popular. Atiende la edición y reedición de libros, el montaje de obras teatrales, musicales, muestras artesanales y folklóricas, representativas de la cultura entrerriana. El Estado fomenta el desarrollo de las industrias culturales de la provincia y promueve la capacitación profesional de los agentes culturales”.

Articulo 2°: De forma.
BUSTI

FUNDAMENTOS
La Constitución Nacional 1994 en su Art. 75 inc. 19, establece entre las atribuciones del Poder Legislativo: ”dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de las obras de autor, el patrimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales. En dicho orden de ideas existen cláusulas en las Constituciones Provinciales de Salta 1998, Río Negro 1988, San Luis 1987, Ciudad Autónoma de Bs. As. 1996, Catamarca 1988, Córdoba 1987, Chubut 1994, Tucumán 1990, Formosa 1991, Tierra del Fuego 1991, La Rioja 1999 y San Juan 1986. La Declaración de la Cumbre Iberoamericana celebrada en Guadalajara , México 1991. Las acciones emprendidas por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) en materia de cultura y los principios enunciados en la Declaración sobre Diversidad Cultural  2001 y la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales de París 2005 durante la XXXIII Conferencia General de la UNESCO tienden a de destacar el papel de la cultura en el logro de un desarrollo sustentable de los países iberoamericanos,  la promoción y protección de la diversidad cultural, el acceso plural a la cultura, la necesidad e importancia del intercambio cultural, la protección y difusión del patrimonio cultural y el rol de las industrias culturales como instrumentos fundamentales de creación y de difusión de la cultura, de expresión y afirmación de las identidades como de generación de riqueza y crecimiento.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 269)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifíquense los artículos 201, 202, 203, 206, 209 y 212, e incorpórense los artículos que siguen, todo conforme el siguiente texto:

“EDUCACION COMUN”

ARTICULO 201:

“El Estado tiene la obligación primordial e indelegable de proveer una educación integral, permanente y de calidad en igualdad de oportunidades y equidad, sin distinción de género ni discriminación alguna con participación de los municipios, instituciones estatales o de gestión privada reconocidas, confesionales o no, y de la familia como agente natural y primario”.
Fundamento

Debe ser reemplazado en razón de la nueva delimitación de agentes de la educación y rol que compete al Estado Provincial. Además, al presente el sistema educativo es compresivo de otros niveles que lo componen sumado a la ampliación del período de obligatoriedad escolar., la importancia del principio de igualdad de oportunidades y equidad, el énfasis en la calidad educativa y la incorporación de la educación permanente.

ARTÍCULO 202: “El mínimo de enseñanza primaria que el Estado se obliga a dar y los habitantes están obligados a recibir, deberá impartirse en las escuelas oficiales o o de gestión privada reconocidas que ofrezcan garantías de estabilidad y eficiencia educacional, las que estarán sujetas al mínimo de enseñanza oficial y a las leyes escolares”.
Fundamento

La educación que los habitantes están obligados a recibir se hace efectiva en unidades educativas estatales o en unidades educativas de gestión privada, confesionales o no, pero siempre reconocidas por el Estado Provincial en orden a la validez de los títulos y certificados que se otorgan para la prosecución de estudios en el sistema o bien para la inserción laboral.
ARTICULO 203: “La obligación escolar se extiende desde la edad de (5) Cinco años hasta la finalización del nivel de la educación secundaria, en las condiciones y bajo las penas que la ley establezca. La enseñanza obligatoria en las escuelas del Estado será gratuita y laica.”

Fundamento

Al presente en el país y en el mundo, la extensión de la obligatoriedad a la escuela secundaria ha sido un imperativo para afrontar los requerimientos socio-económicos-culturales. La Ley de Educación Nacional Nº 26206 en su art 16 así lo establece como la Ley Provincial de Educación Nº 9330 amplía la obligatoriedad hasta la culminación del nivel EGB 3 ( equivalente a nivel intermedio, o 7º grado del nivel primario actual, 1º y 2º del nivel medio actual, esto es, una suerte de ciclo básico, habida cuenta que el nivel polimodal en tal estructura comprende tres años más de duración de los estudios, para dar por culminado el nivel medio completo-.

ARTÍCULO 206: “La organización y dirección técnica y administrativa  del sistema educativo provincial, estará a cargo del Consejo General de Educación, autónomo en sus funciones, compuesto de un Director General de Escuelas, que ejercerá su presidencia y de cuatro vocales, nombrados, unos y otros, por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, por un período de cuatro años. Sus atribuciones serán deslindadas por la Ley.”

Fundamento

Existen dos alternativas de reforma; a) incluir en dicha organización y dirección técnica y administrativa a todo el sistema educativo como en la realidad funciona hoy, esto es comprensivo de los niveles, inicial, primario, especial, no formal, medio en todas sus modalidades secundaria, agropecuaria, técnica y artística y superior no universitaria o bien, b) limitar la competencia del Consejo General de Educación a los niveles inicial, primario, especial y no formal y crear un Ministerio de Cultura y Educación con competencia en todas las modalidades de nivel medio y especialidades de nivel superior no universitario, además de Cultura, Ciencia y Técnica y coordinación con la UADER y Universidades Nacionales en la Provincia. 

En el presente proyecto se ha optado por la primera alternativa.

ARTICULO 209: “La enseñanza será confiada, siempre que fuese posible, a docentes titulados, para los que se dictarán leyes de escalafón y estabilidad”.

Fundamento

Deberá reemplazarse la palabra maestros titulados por docentes titulados.

Las carreras de formación docente otorgan hoy el titulo de Profesor, en todos los niveles y especialidades. 

Se condice más con la realidad, abarcando todos los niveles.

ARTICULO 212: “la renta destinada al sostenimiento de la educación obligatoria, no podrá tener otra aplicación que la de pagar los gastos y sueldos que aquella demande, comprendidos en el presupuesto”

Fundamento

Al presente, con el incremento de años de obligatoriedad desde los 5 años y hasta la finalización de la educación secundaria deberá decir “la renta destinada al sostenimiento de la educación obligatoria”.

“EDUCACIÓN ESPECIAL”

ARTICULO: “El Estado instrumentará políticas de prevención, protección, rehabilitación e integración de todo habitante de la provincia con capacidades especiales, incluidas las acciones que apunten a la toma de conciencia de la sociedad respecto de los deberes de solidaridad para con ellos”.

Fundamento

En la Ley de Reforma de la Constitución de Entre Ríos  Art. 1 inc. 20º, se prescribe: “Incorporar los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes como otorgando prioridad, dentro de las políticas públicas a la ejecución de medidas de promoción y protección integral de las personas mencionadas” Adquieren particular importancia los Tratados, Declaraciones y Convenciones  de derechos humanos constitucionalizadas en 1994 y lo establecido en el Art. 75 inc 19 referido a la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación pública estatal. Estos principios han sido incorporados en la Ley de Educación Nacional Nº 26.206 artículo 11 inc.) n) y v) y en Constituciones Provinciales como la de San Juan 1996, Tierra del Fuego 1991, San Luis 1987, Ciudad Autónoma de Buenos Aires 1996 y Jujuy 1986.
“EDUCACION EN ZONAS RURALES Y AREAS DE FRONTERA”

ARTICULO: “El Estado fomenta, afianza y revitaliza la función de la escuela rural como eje de la comunidad a que pertenece, también aplica una política que atiende a la educación en las áreas de frontera y de población dispersa”.
Fundamento

Es sabido que el desarrollo rural es un imperativo de las provincias y del país para un crecimiento integral sustentable. Sin embargo, documentos especializados de público y notorio conocimiento ponen de manifiesto la escasa incidencia que tiene tal problemática en la formación de los educando, en su tránsito por los distintos niveles del sistema educativo sea en los contenidos curriculares, en la capacitación docente, en las relaciones interinstitucionales con organismo como INTA para acciones educativas conjuntas. A ello se suma, en el caso de la Pcia. de Entre Ríos la educación en zona de frontera que debe protegerse especialmente a fin de afianzar nuestra soberanía, con énfasis en la cultura entrerriana y argentina como factor esencial de su afirmación. En el Art. 75inc 19 de la Constitución Nacional de 1994 se establece: “Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al doblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen”. Traducida tal cláusula a nuestro territorio, implica el desarrollo de todos sus departamentos y zonas, abarcativas éstas de las rurales y de frontera.

También la Constitución de la Pcia. de San Juan de 1996 lo ha incorporado específicamente. La Constitución Nacional 1994 Art.  75 inc 16 establece como atribución del Poder Legislativo proveer a la seguridad de las fronteras. La Ley de Educación Nacional Nº 26.206 en su artículo 11 inc a) y d).

“SEGUIMIENTO DE EGRESADOS”

ARTICULO: “El Estado fija un plan de seguimiento de los egresados a fin de corregir cursos de acción en relación a los resultados y objetivos propuestos”.

Fundamento

La presente cláusula incorporada en la Constitución de la Provincia de San Juan 1996 es novedosa en cuanto a otorgarle rango constitucional a la disposición.  Coadyuva a la evaluación cuantitativa y de la calidad del sistema educativo provincial, de sus insumos, procesos, productos e impacto social. Tal diagnóstico permite en tiempo y forma implementar las acciones correctivas necesarias.
“ENSEÑANZA DE LA CONSTITUCIÓN”

ARTICULO: “El estudio de la Constitución Nacional y Provincial será materia obligatoria en todos los niveles de la educación estatal y de gestión privada de la Provincia, exaltando su espíritu, institutos y normativas”.
Fundamento

La Ley de Reforma de la Constitución de Entre Ríos, en su artículo 1º, habilita a la Convención para la incorporación de mecanismos de participación semidirecta ciudadana. En el Art. 75 inc 19 de la Constitución Nacional de 1994 se establece en cuanto a la sanción de leyes de organización y de base de la educación, entre otros, que consoliden la promoción de los valores democráticos, valores que se promueven también en los Tratados, Convenciones y Declaraciones constitucionalizados en el Art. 75 inc 22. Los artículos 39 y 40 establecen el derecho de iniciativa y el mecanismo de consulta popular, respectivamente. Es de tener presente que la Nación Argentina, en el Art. 1º adopta para su gobierno la forma representativa, republicana y federal. La Ley de Educación Nacional Nº 26206, en el Art. 3º fija como política de Estado, entre otros, profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática. 
Tales fines, reiteradamente enunciados quedarían como mero voluntarismo si no se comienza por el conocimiento de sus derechos y garantías como por la organización del Estado por parte de todo habitante de la provincia y ciudadano... La cláusula propuesta ha sido incorporada por la Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego 1991, Tucumán 1990., Formosa 1981 y Chubut 1999.

“UNIVERSIDAD”
ARTICULO: “El Gobierno de la Universidad Provincial es autónomo y autárquico y se organiza de acuerdo a  su ley de creación y sus propios Estatutos”.

Fundamento

La autonomía es un requisito sine qua non a fin que las universidades cumplan con libertad académica sus cometidos de formación de profesionales, de investigación y de extensión y así ha sido defendida desde la reforma universitaria de 1918 de Córdoba por sus comunidades educativas y ante las continuas rupturas del orden constitucional en la historia de la educación argentina... Obsérvese que la Constitución Nacional 1994 ha incorporado en el artículo 75 inc19  la autonomía y autarquía de las universidades nacionales como asimismo en sus reformas las Constituciones Provinciales de Neuquén en 1999, Santiago del Estero 1997 y Pcia de Bs.As. en 1994.

En Entre Ríos, ha sido creada la UADER por lo cual es preciso incorporar en la presente reforma un apartado que contemple tanto la autonomía como la autarquía para la confección, ejecución y control de su presupuesto.
“EDUCACION PERMANENTE”

ARTICULO: “El Estado tiene la responsabilidad de promover e implantar acciones educativas que posibiliten la educación permanente como derecho de toda persona humana a fin que pueda iniciar, retomar, completar, actualizar o perfeccionar su formación  en cualquier edad, nivel o circunstancia”.

ARTICULO: “El Estado promueve como una de las funciones fundamentales de los medios de comunicación social, la de ser un agente de educación”.
Fundamento

Aprender a seguir aprendiendo es el principal cometido de todo sistema educativo en el mundo que transitamos invadido  por la explosión del conocimiento, la problemática medio ambiental, la revolución biotecnológica, las tecnologías de la comunicación, las nuevas formas industriales como la automatización, inteligencia artificial y la robótica. Se inserta en las premisas filosóficas de la educación permanente y se basa en los principios de la educación como proceso continuo, integral, dinámico, ordenador del pensamiento, integrador, innovativo y universal.

Parte de la realidad manifiesta de que los saberes alcanzan validez y reconocimiento, sin que importe el origen y modo de adquisición. Es de interés destacar en este sentido la Conferencia de Naciones Unidas sobre Ambiente y Desarrollo celebrada en Río de Janeiro, Brasil, en 1992, su Agenda 21, volumen III, capítulo 36 dedicado a la reorientación de la educación hacia el desarrollo sustentable o duradero .Establece que la educación es el factor crítico indispensable para la promoción del desarrollo sostenible. .En la Agenda 21 refiere  a las comunidades científicas y tecnológicas. Las Constituciones Provinciales de San Juan 1986, Tucumán 1990, Santiago del Estero 1997, Río Negro 1998, San Luis 1988 y Córdoba 1987 incorporaron como apartado o artículo/s este principio.-Respecto a los medios de Comunicación, en el caso de la Constitución de la Provincia de San Luis de 1987 y de Jujuy de 1986, la cláusula se establece como apartado También lo ha contemplado la Ley de Educación Nacional en 26206 en sus artículo 11 inc o). En relación al principio de educación permanente los artículos 4º, 8º. y 11 k).-

Artículo 2°: De forma.
BUSTI

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 270)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifíquense los artículos 12, 17, 21 y 22 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, por los artículos que siguen:

ARTÍCULO 12: “Todos los habitantes son admisibles a los empleos públicos provinciales o municipales, sin otro requisito que la idoneidad y sin perjuicio de las cualidades especiales exigidas por esta Constitución. 

Aquellos cuya elección o nombramiento no prevea esa Constitución, serán designados previo concurso público que asegure su idoneidad y la igualdad de oportunidades de los aspirantes.

La Ley establecerá las condiciones de dichos concursos y los cargos en lo que por la naturaleza de las funciones, deba prescindirse de aquél”.

Fundamentos

1°) La necesidad de reformular el actual artículo 12°, en virtud de resultar de dudosa constitucionalidad, en cuanto excluye de un modo genérico el acceso a “cualquier” empleo público provincial a los extranjeros.

En primer término, y a los fines de evitar interpretaciones erróneas, cabe aclarar que la expresión empleo público esta utilizada en el texto propuesto en su acepción más amplia comprensiva de toda persona que cumple funciones especiales y específicas del Estado, con prescindencia de su jerarquía, importancia o responsabilidad así como también del carácter electivo o no, temporal o permanente, remunerado u honorífico del cargo que ocupa.

Partiendo de esta idea, constituye un imperativo la consagración del acceso a los empleos públicos a todos los habitantes del suelo argentino sin distinguir entre nacionales o extranjeros, residentes en la Provincia o fuera de ella pues no resulta dable determinar con carácter general, tal como lo prevé el texto constitucional vigente, la condición de argentino para el acceso a los cargos públicos sin incurrir en discriminación arbitraria e ilegitima violatoria tanto de tratados Internacionales con jerarquía constitucional como de los artículos 16 y 20 de nuestra carta magna nacional, cuya observancia no puede ser desconocida por las Provincias según los artículos 5 y 31 y Ley nacional N° 23.592.-

2°) Conforme con la ley de reforma constitucional se introduce el requisito general de idoneidad como directriz de admisión a cualquier empleo público. Su inclusión responde, entre otras a las exigencias derivadas de la división del trabajo operada en todos los ámbitos de la sociedad, ergo, el estatal, siendo, asimismo, sus fuentes normativas de mayor relevancia los artículos 16 de la Constitución Nacional y 6 de la Declaración de los Derechos del Hombre y el ciudadano.

Se trata como bien ha señalado la Corte Suprema de Justicia de la Nación de un término amplio que incluye dentro del mismo la exigencia de cubrir requisitos éticos, físicos y técnicos y elásticos en el sentido de ser susceptibles de variar según sea la función a cumplir.

Que no queden dudas que el mecanismo de selección más adecuado para corroborar que se posee aptitud necesaria para cubrir el cargo, eliminando la desigualdad, el favoritismo o las exclusiones ilegitimas y exaltando la garantía de igualdad de oportunidades y la transparencia en el acceso es: el concurso público. Muchas son las Constituciones provinciales que lo prevén.

ARTICULO 17°: “El funcionario o empleado público a quien se impute delito en el desempeño de sus funciones, esta obligado a acusar para vindicarse. La acción deberá ejercerla dentro del término de 30 días desde la toma de conocimiento de la imputación bajo pena de constituir incumplimiento grave que habilite su remoción a tenor de los procedimientos previstos para su cese como funcionario o empleado público. A los fines del ejercicio de la acción gozarán del beneficio del proceso gratuito.”

Fundamentos

“...La experiencia enseña que los casos de acusación deducidos por funcionarios imputados por la prensa u otros medios no guarda relación, por su número, con el de las imputaciones. El artículo ha resultado un precepto bastante lírico, a pesar de la severa norma que sienta. Es frecuente la inercia del funcionario ante denuncias que se atribuyen a su conducta...”, hacemos nuestras estas palabras plasmadas hace sesenta y un años por el Dr. Justo G. Medina, habida cuenta de su ininterrumpida vigencia y frente a la subsistencia de los fundamentos en virtud de los cuales la obligación de acusar para vindicarse fue consagrada constitucionalmente por lo que se impone la necesidad de garantizar su efectividad a fin de que pierda su calidad de letra muerta.

ARTICULO 21: “Ningún empleado de la Provincia o de las Municipalidades con más de un año consecutivo de servicio, podrá ser separado de su cargo mientras dure su buena conducta, sus aptitudes física y mental, y su contracción eficiente para la función encomendada, a excepción de aquellos para cuyo nombramiento o cesantía se haya previsto, por esta Constitución o por las leyes respectivas, normas especiales. La ley reglamentará esta garantía y los deberes y responsabilidades del empleado o funcionario, determinará las bases y tribunales administrativos para regular el ingreso, los ascensos, remociones, traslados e incompatibilidades, y asegurará un número de personal para ser ocupados por personas con capacidades diferentes”.

Fundamentos

El agregado tiene por propósito primordial tornar realizable en la realidad concreta, en los hechos, los postulados de igualdad consagrados en Tratados internacionales y en las leyes de nuestro país y provincia, en lo atinente a aquellas personas que padecen de problemas de capacidad, o si se quiere, que presentan necesidades especiales.

Es que no basta que el Estado consagre la igualdad, es necesario que garantice su pleno goce y ejercicio; si el punto de partida es “todos los habitantes son iguales ante la ley y admisibles en los empleos sin otra condición que idoneidad”, artículo 16 de la C.N., y si anhelamos arribar a un concepto de igualdad que implique una  verdadera noción de justicia, cabra entonces imponer la adopción de todas las medidas necesarias tendientes a garantizar que, quienes se hallan en una situación de vulnerabilidad, cuenten con las herramientas que le permitan igualar sus condiciones con el resto de la sociedad.

Por tanto y como reiteramos, no es suficiente, reparar la injusticia histórica claramente plasmada en el texto de  nuestra constitución (véase por ejemplo el artículo 22 in fine) mediante derogaciones normativas o declaraciones que protejan este sector social, es preciso implementar medidas de acción positiva que permitan su efectividad.

ARTICULO 22: “No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores, los deudores de la Provincia, que ejecutados legalmente, no hayan pagado sus deudas, los inhabilitados por sentencia, los quebrados fraudulentamente no rehabilitados.”

Fundamentos

Viejo resabio de antiguas discriminaciones nacidas al amparo de un contexto social histórico determinado, la eliminación de la prohibición, reprochable a la luz de los Derechos Fundamentales del Hombre, de ocupar cargos públicos por parte de personas incapacitadas física o psíquicamente no requieren de mayores argumentos ni fundamentos. Nos limitamos a señalar a modo meramente enunciativo: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Preámbulo, Artículos 1, 2, 7, 21, 23), Convención Americana sobre Derechos Humanos (Artículos 1 y 23), Pacto internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Preámbulo, artículos 1,5 y 6), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Preámbulo, artículos 2, 3, 16, 25, 26), Artículo 16 de la C.N., Ley Nacional N° 22.431, Etc.-

Artículo 2°: De forma. 
BUSTI
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 272)

FUNDAMENTOS

H. Convención:

El proyecto que presentamos para V. ilustrada consideración incorpora la participación de todos los ciudadanos y los habitantes de la provincia a la dirección de los asuntos públicos en sus distintas modalidades reconocidas por la ciencia política: iniciativa legislativa, consulta (referéndum y plebiscito) y revocatoria o referéndum revocatorio de mandato, todas formas de la llamada “democracia semidirecta”.

Los fundamentos de esta ponencia fincan en un conjunto de razones de Filosofía Política que señalan la insuficiencia de la representación política en si misma, para legitimar en la actualidad la acción de gobierno, pero principalmente ella se sostiene en las convicciones que hemos formado en estos tiempos acerca de las carencias de la democracia en nuestro margen. Es nuestra experiencia y nuestro compromiso con la soberanía popular lo que nos lleva a elaborar esta propuesta en la convicción de que aquella no es plenamente compatible con la delegación irrestricta e irrevocable por parte del ciudadano, de las atribuciones que hacen a la gestión integral de sus intereses cotidiano. Así lo esbozado intenta saldar la deuda que la llamada democracia delegativa debe reconocer a favor del Pueblo. Se trata de consolidar el sistema Republicano que verdaderamente luce jaqueado por la existencia de enormes y significativos sectores de la sociedad que ya no aceptan delegar la construcción de su presente en representantes electos, de los que desconfían. Somos conscientes de que es necesario regular la presencia activa y directa de los entrerrianos en las decisiones sobre los grandes temas Provinciales, para instituir una auténtica democracia social y participativa.

Este anhelo en pos de una participación popular integral se ha venido gestando y fortaleciendo, tanto en la sociedad, como en la Teoría Política1. Y adquirió un impulso irresistible en el país luego de la crisis de representatividad que afectó a la Nación y a las Provincias a fines de 2001 y que lamentablemente dio lugar a la interrupción del orden constitucional.

El actual sistema constitucional entrerriano, sin desmedro del plexo de valores que sostiene nuestra Carta Magna, de avanzada en su época, veda a los ciudadanos y habitantes de la Provincia, la posibilidad de intervenir en las grandes decisiones institucionales de la vida política y socio económica, prohibición que se debe remover con prontitud. Es necesario atender el clamor de la sociedad que en las mas variadas formas expresa su voluntad de tomar parte en las determinaciones públicas, sus quejas contra el sistema político, sus desconfianzas hacia la dirigencia, su protesta al percibir que el ciudadano sólo cuenta a la hora de emitir el voto en el que se agotan todos sus derechos políticos.

Nuestro actual texto constitucional, congruente con las ideas predominantes de la época2, sólo reconoció en su artículo 4º el derecho de peticionar a las autoridades que puede considerarse una forma muy limitada de participación, reflejo de las circunstancias socio-políticas en que se sancionaron las primeras constituciones del siglo pasado. Ese derecho avanzó con el devenir histórico y en la medida en que aparecieron nuevos protagonistas del quehacer social, político e institucional (trabajadores del campo y de la ciudad, mujeres, jóvenes y desempleados) que pugnaban por su protagonismo, se fue expandiendo materialmente dando lugar, con dimensión de reivindicación primero y con disposiciones constitucionales consagratorias después, a las formas institucionales de la llamada “democracia social”. Esa rica evolución fue receptada en innumerables constituciones provinciales entre las cuales urge ubicar a la de nuestra provincia, que en este aspecto ha quedado sensiblemente atrasada.

Además, en Entre Ríos, las vicisitudes institucionales ocasionadas por el trámite del juicio político promovido contra el gobernador a fines del año 2000 con base en una serie de causales que aquí no consideraremos, puso en escena con mayor gravedad todavía, la necesidad de que la ciudadanía, que eligió al gobernante lo pueda remover. No hay ninguna razón para que el electorado quede enfeudado al plazo de duración de un mandato pernicioso e irrevocable, condenado a esperar la finalización del tiempo por el que fue elegido un mandatario, que probadamente ha defraudado las expectativas de quienes lo votaron. ¿Que motivo puede fundar la prohibición de revocar el mandato de un gobernante inepto? ¿Qué tipo de democracia puede ser aquella que entrega al ciudadano inerme a los posibles desvaríos de un mandatario desquiciado? Por el contrario la circunstancia de ser evaluado permanentemente por el soberano, sabiendo que el consenso para gobernar se gana y también se pierde día a día, conociendo que el electorado no está obligado a tolerar pacientemente la degradación del mandato electoral, ha de ser un acicate permanente para que los gobernantes cumplan sus promesas de campaña.

El proyecto propone en primer lugar, ajustar el art. 4 de la Constitución vigente incorporando el derecho a la participación en la dirección de los asuntos de interés público, como prerrogativa ciudadana excluida de la prohibición al pueblo de deliberar o gobernar sino por medio de representantes. Sencillamente se pretende armonizar el precepto con los nuevos artículos que después se diseñan y a esos fines se usa la misma expresión sancionada por el art. 23.1.a del Pacto de San José de Costa Rica. 

Luego se desarrolla la iniciativa legislativa en un artículo que les otorga tal derecho a todos los ciudadanos y habitantes mayores de dieciocho años con dos años de residencia en la provincia. A diferencia de otros textos (el del art. 39 de la C.N y del 64 de la ciudad autónoma de Bs. As.) se propone reconocerles el derecho, tanto a los ciudadanos, como a los habitantes con más de dos años de residencia en E. Ríos. Quienes sin ser nativos y vienen a esta Provincia a trabajar, a invertir, a fundar una familia, a pagar impuestos y tasas, han de tener derecho a promover proyectos de leyes vinculados con sus intereses. Se propone además que el proyecto no tratado dentro de los doce meses se convierta automáticamente en ley. Sinceramente pensamos al respecto que la obligación de tratar la iniciativa ciudadana por la Legislatura, aunque sin ninguna posibilidad de coaccionarla, reduce el dispositivo a una declaración retórica que en nada cambia la actual realidad en la que, para obtener el tratamiento de un proyecto es necesario contar, no solo con un legislador que lo presente, sino también con una mayoría que decida tratarlo. Además se exige un piso mínimo de firmantes (ciudadanos y/o habitantes) del uno por ciento del padrón de la provincia, o del departamento si la iniciativa versa sobre asunto de exclusivo interés local.

Guardando coherencia con los prenotados fundamentos se proyecta después la consulta, contemplando la participación de ciudadanos y de habitantes mayores de 18 años con dos de residencia en la Provincia. Esta facultad de la Legislatura de someter a consulta a un proyecto que habrá de convertirse en ley de contar con el voto afirmativo del pueblo de la provincia no se podrá ejercer en materias excluidas de la iniciativa  (temas ajenos a las competencias legislativas provinciales o que versen sobre la reforma de la constitución, ni sobre temas tributarios o presupuestarios o que para su sanción requieran una mayoría especial) se regula en forma similar a la establecida en el art. 40 de la C.N. y su ley reglamentaria 25.432. En este mismo instituto, se contempla la facultad del Poder Ejecutivo de pedir la opinión de los ciudadanos y habitantes sobre todo asunto de interés general para la provincia habilitado para iniciativa. El voto no será obligatorio.


Se incorpora a lo proyectado el instituto de la revocatoria del mandato de los funcinarios electivos luego de transcurrido un año de la iniciación del mismo y antes de que resten seis meses para la expiración de sus funciones. Esta especie de soberanía popular de sentido inverso sigue la idea de que, destituir por voluntad popular un gobernante debe ser un asunto excepcional, pero no imposible. Ni un ejercicio peligroso de trivialidad política, ni una quimera. En sintonía con este propósito no se estableció causal para el ejercicio de este derecho, cuestión que lo haría de apreciación meritoria y por ende judiciable. Esto lo transformaría en una declaración retórica que frustraría el derecho del elector a pronunciarse y desvirtuaría en consecuencia los fines del instituto. Se ha definido que para confirmar al gobernante sometido al proceso revocatorio habrá de bastar que a favor de su continuidad se expida un número de electores superior al ochenta por ciento de los votos que obtuvo cuando fue elegido. Revoca sólo quien otorgó el mandato. De allí que el proyecto considera que si a favor de la continuidad del mandatario se expide un numero de electores superior al ochenta por ciento de los que lo votaron cuando fue elegido, el mismo resultará confirmado. En otro caso, es decir, si en la compulsa electoral respectiva el voto a favor de la continuidad del funcionario fuese inferior a dicho porcentaje, el mandatario quedará automáticamente destituido. La fracción del ochenta por ciento se explica en razón de que se supone que estas elecciones revocatorias pudieran concitar un entusiasmo menor en los electores que las que se realizaron para elegir al funcionario, fuga de consenso que se debe ponderar. 

Hemos considerado al elaborar nuestra propuesta muy particularmente el articulo 72 de la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela, no por lo atinado de sus prescripciones sino por la circunstancia de que con apoyo en dicha disposición, en época reciente se convoco a referéndum revocatorio del mandato del Presidente Chávez, y el pueblo de Venezuela lo confirmó en tan alta dignidad3. También hemos examinado lo previsto por las constituciones de Buenos Aires, Neuquén, Río Negro, Tierra del Fuego, Chubut y Santiago del Estero4 que incorporan  a sus disposiciones la revocación de los mandatos electivos. Y asimismo nos resulto particularmente interesante el mensaje a la Asamblea del Sr. Gobernador  en el que en forma plausible consideró como una buena noticia la posibilidad de que la Constitución reformada autorizara la remoción de un Gobernante.

1 V. LÓPEZ, Mario Justo, “Manual de Derecho Político”, Ed. Kapelusz, Bs. 1973, págs. 468 y sgts.

2 Las dos grandes revoluciones democráticas de finales del siglo XVIII, la americana y la francesa, ambas descubrieron que la democracia directa, ese modelo ateniense que las inspiraba a ambas, era de práctica imposible. Ello dio lugar a la teoría de la representación que en definitiva tendía a resolver el problema de la imposible convocatoria a una asamblea en donde se encontrara todo el Pueblo. En América poniendo las bases de la teoría MADISON sostuvo que “una república, sea, un gobierno en que tiene efecto el sistema de la representación… promete el remedio que buscamos” (sic en MADISON, HAMILTON y JAY en “El Federalista” Ed. FCE, México 1974, p39? E Francia el abate SIEYES sostuvo similar punto de vista expresando “Puesto que una gran nación n puede reunirse toda ella en asamblea todas aquellas veces que lo exijan las circunstancias anormales, es preciso que ella confíe a unos representantes extraordinarios los poderes necesarios en estas ocasiones”(SIEYES, Emmanuel, ¿Qué es el tercer estado?, Ed. UNAM, México 1983, p. 113).

3 El referéndum revocatorio que se convocó para el 15 de agosto de 2004, después de un agitado proceso constitucional, resultó ampliamente favorable al presidente Chávez cuyo gobierno resultó del mismo ciertamente fortalecido.

4 Buenos Aires art.67, Neuquén art. 3, Río Negro arts. 2 y 181.18, Tierra del Fuego art. 209, Chubut art. 264 y Santiago del Estero art. 42.

Raúl E. Barrandeguy – Nelio H. Calza

TEXTO DEL PROYECTO

Reforma al artículo 4º:

Artículo 4 - Todo poder público emana del pueblo; pero este no gobierna sino por medio de sus representantes. Con arreglo a lo que esta Constitución establece, todos los habitantes de la provincia gozan de los derechos a la participación en la dirección de los asuntos de interés público, de petición y de reunión pacífica. Es nula cualquier disposición adoptada por las autoridades a requisición de fuerza armada a o reunión sediciosa.

Artículos nuevos:

Art. Nº: (iniciativa) Todos los ciudadanos y los habitantes mayores de dieciocho años con dos de residencia en la provincia, podrán presentar proyectos de ley a la Cámara de Diputados la cual deberá sancionarlos o rechazarlos dentro de los doce meses. La falta de consideración del proyecto durante dicho lapso lo transformará automáticamente en ley. No se podrá presentar iniciativa popular sobre temas ajenos a las competencias legislativas provinciales o que versen sobre la reforma de la constitución, ni sobre temas tributarios o presupuestarios o que para su sanción requieran una mayoría especial. 

Art. Nº: (iniciativa) Para habilitar el tratamiento de la iniciativa popular, el proyecto deberá ser presentado por una cantidad de firmantes como mínimo igual al uno por ciento 1% del padrón electoral de la provincia. Si la iniciativa versara sobre asunto de exclusivo interés local, el porcentaje de firmantes se deberá establecer tomando como base el padrón electoral del respectivo Departamento.

Art. Nº: (consulta) La Legislatura podrá someter a consulta un proyecto de ley. La respectiva convocatoria no podrá ser vetada, ni versar sobre temas inhabilitados para tratar por iniciativa popular. Serán convocados a expedirse en elecciones especiales, todos los ciudadanos y los habitantes mayores de dieciocho años con dos de residencia en la provincia. El voto afirmativo del proyecto por el cuerpo electoral de la provincia lo convertirá en ley y su promulgación será automática.

El Poder Ejecutivo podrá someter a consulta no vinculante todo asunto de interés general para la provincia habilitado para iniciativa. En este tipo de plebiscito el voto no será obligatorio.

Art. Nº: (revocatoria) Los ciudadanos podrán revocar el mandato de los funcionarios electivos después de transcurrido un año del comienzo del mismo y antes de que resten seis meses para su expiración. El procedimiento revocatorio se habilitará a pedido de un número de ciudadanos no inferior al 15 % del padrón electoral. El Tribunal Electoral comprobará que dentro de los noventa días de iniciado el procedimiento el pedido reúna los requisitos referidos y en ese caso convocará a comicios. Si en la compulsa electoral respectiva el voto a favor de la continuidad del funcionario fuese inferior al ochenta por ciento de los votos que obtuvo para acceder a su cargo, quedará automáticamente destituido, en otro caso será confirmado. No se admitirá la iniciativa ni avanzará de haber sido promovida, mientras se sustancia el procedimiento destitutorio del funcionario previsto por esta Constitución. 

BARRANDEGUY – CALZA.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 276)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO…): El Ministerio Público es parte integrante del Poder Judicial, se encuentra dotado de plena autonomía funcional, administrativa y autarquía financiera.

Tiene como misión promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público en todas las causas y asuntos que la ley le impone. Ejerce la acción penal pública y conduce la investigación en la forma establecida por la ley, con arreglo a los principios de legalidad, objetividad, imparcialidad, oportunidad, unidad de actuación y dependencia jerárquica.

Tiene iniciativa legislativa, respecto de las normas concernientes a su función y a su organización interna.

Se compone de dos ramas independientes entre sí –Ministerio Público Fiscal y Ministerio Público de la Defensa-, presididas respectivamente por el Procurador General de la Provincia y el Defensor General de la Provincia, y se integran por los funcionarios y empleados que establezca la ley, respecto de los cuales les compete el ejercicio de la superintendencia.

Tienen, respecto a los funcionarios de sus respectivos ministerios, el ejercicio exclusivo de la potestad del artículo 163. La actuación y organización general conforme lo que dispone esta Constitución, serán regulados mediante una ley especial.

La autonomía conferida, no impide que la ley incluya a sus integrantes al régimen subrogatorio de magistrados o funcionarios y aquellos en el de los miembros del Ministerio Público.

CARLÍN – FEDERIK – BARRANDEGUY –KUNATH – ROMERO – BAEZ.

FUNDAMENTOS

En la Constitución de 1933 la existencia del Ministerio Público se halla prevista en los arts. 149 (que al fijar las condiciones para ser miembro del Superior Tribunal, menciona también al fiscal y al defensor ante dicho cuerpo como comprendidos o alcanzados por tales requisitos), 154 que, con idéntica técnica legislativa, indica la autoridad a quien compete su designación y el mecanismo para ello y 162 que establece la equiparación de los representantes del ministerio fiscal y ministerio pupilar, en todas las instancias, a los miembros del Poder Judicial, en cuanto a las garantías establecidas en su favor y en cuanto a las obligaciones especiales que les impone esta Constitución, no pudiendo ser removidos sino por el Jurado de Enjuiciamiento.

Como queda dicho, la Carta Provincial previó la existencia del Ministerio Público, pero lo hizo con una metodología que, si bien pudo guardar correspondencia con la relevancia institucional que en aquella época tenían asignados dichos órganos, hoy no resulta suficiente para aprehender la importancia que, fundamentalmente a partir de la recuperación de la democracia, ha ido adquiriendo; indudable prueba de esto, es que la reforma de la constitución federal de 1994 lo posicionó como un órgano extraño (independiente y autárquico) a los tradicionales tres departamentos en que se dividen las funciones del Estado (art. 120 de la Constitución Nacional).

Sin dejar de señalar que, a través de diferentes normas legales, al Ministerio Público se le han ido asignando roles, funciones, incumbencias, creemos que la oportunidad que se nos presenta es inmejorable para brindarle, a la par que la explícita inserción constitucional que por su relevancia institucional y social merece, las reglas esenciales y básicas que garanticen la adecuada -eficiente y eficaz- prestación de los servicios al que está, por su naturaleza y objeto, destinado.

La norma que se propone incorporar al texto constitucional contempla distintos aspectos.

1.- A diferencia del modelo nacional y en consonancia con la casi unánime experiencia provincial, se mantiene su inclusión dentro del Poder Judicial; sobre el punto, y dotado de las suficientes garantías para posibilitar que el cumplimiento de sus roles no sufra desviaciones ni interferencias, creemos que su inserción como órgano judicial no solo no habrá de resentir la fortaleza institucional que le es necesaria sino que, por el contrario, habrá de vigorizarla en mayor grado.

Además, resultaría un verdadero despropósito -económico y financiero- la multiplicación que, en materia de infraestructura (personal y material), importaría la creación de un órgano al estilo nacional: en una sociedad que requiere constantemente la solución a añejos problemas, sería poco menos que ofensivo a la inteligencia y al sentido común la instalación de una burocracia que requeriría de un cúmulo de recursos que bien podrían ser destinados a nutrir los cuerpos de fiscales y defensores.

No resulta ocioso destacar que, salvo la provincia de Salta, el resto de nuestras hermanas mantiene a los Ministerios Públicos en la órbita del Poder Judicial. La experiencia salteña no ha sido feliz para mutar el criterio tradicional y constituirlo como extrapoder.

2.- Como queda dicho en el párrafo anterior, es menester que el cumplimiento de los importantes roles del Ministerio Público se encuentre debidamente resguardado de cualquier interferencia que, explícita o implícitamente, voluntaria o no, consciente o inconsciente, aún de buena fe, pudiera imposibilitarlo, desviarlo o alterarlo, total o parcialmente. Para el logro de este propósito, debe ser dotado, con carácter pleno y sin retaceo ninguno, de autonomía funcional, administrativa y autarquía financiera, respecto de los distintos estamentos del Estado, incluidas -sin perjuicio de su pertenencia- las autoridades superiores del propio Poder Judicial.

Dicho a modo de brevísima síntesis:

a)- La primera de tales garantías institucionales (autonomía funcional) comprende, por un lado, la necesidad de imposibilitar todo intento (sea manifiesto, sea subrepticio) de suplantar el criterio o la voluntad de cualquier integrante del MP; por otro, la atribución de competencia para ejercer la dirección administrativa y el control disciplinario de los miembros de cada una de sus ramas, sin intervención, autorización, visación o contralor de ningún otro órgano, inclusive, del Superior Tribunal de Justicia, debe quedar en la propia órbita bajo la autoridad  plena del Procurador General o, en su caso, del Defensor General.

Si el Ministerio Fiscal, con arreglo a la ley respectiva, conduce la investigación penal y el Ministerio Público de la Defensa debe asumir, en los casos que corresponda, la asistencia técnica o la representación promiscua del imputado, se advierte fácilmente la necesidad que tales ministerios cuenten con esta autonomía funcional.

b)- En la segunda (autonomía administrativa) queda comprendida la facultad reglamentaria que es menester para el cumplimiento de sus fines;

c)- Finalmente, la tercera (autarquía financiera) contiene la imprescindible necesidad de que el Ministerio Público tenga su propio presupuesto y que pueda, no sólo participar en su conformación (incluso mediante la elaboración y remisión al órgano a quien constitucionalmente le competa su redacción definitiva del correspondiente anteproyecto), sino también y fundamentalmente, su ejecución; no hace falta demasiada agudeza para advertir que, si se quiere un Ministerio Público eficaz y eficiente, atento para acudir prestamente a la defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público, debe ser dotado no solo de los medios humanos y materiales su cantidad y calidad adecuada a tal fin, sino también atribuirle la plena administración de su recursos; dejar ello en manos de un órgano ajeno al mismo representa una limitante que afecta de modo sustantivo la autonomía funcional que, como queda señalado, constituye uno de los pilares sobre los que, precisamente, se asienta la eficacia y eficiencia ya referida. En tal sentido, corresponde hacer notar el contrasentido que significaría que, ante una disposición u orden propia de la función requirente (por ejemplo, el envío de un fiscal o defensor para colaborar o reforzar la tarea de otro en una jurisdicción distinta en un caso complejo o socialmente relevante; o la necesidad de contratar, en un caso de corrupción, algún perito con conocimientos especiales), el cumplimiento o la concreción de dicha medida -que es propia e inherente a la función y dictada en el marco de lo que legalmente compete al titular del Ministerio Público de que se trate- pueda verse frustrada por la decisión adversa, tardía o mutilada, de órganos funcionalmente ajenos al mismo; y qué decir si ponemos la mirada en que, tratándose del Ministerio Público Fiscal, pudiera tratarse de asuntos cuya investigación resultara irritante para la sensibilidad de otros estamentos -oficiales o no- que pudieran encontrarse involucrados. O bien, tratándose de la Defensa Oficial, se imponga la adopción de medidas optimizantes ante la complejidad de las situaciones a abordar (delincuencia juvenil; violencia familiar; víctimas de delitos sexuales; drogadicción; o el acceso a la justicia de los sectores marginados, carentes de posibilidad de costear una asesoría letrada).

En suma, se trata de tres elementos o ingredientes que, para asegurar un Ministerio Público como el que la sociedad quiere, resultan indispensables e indisponibles.

3.- La actuación de dicho Ministerio en procura de los fines para cuya consecución está destinado, deberá hacerse en el marco de los principios de legalidad, imparcialidad, unidad de actuación y dependencia jerárquica; al respecto, cabe no olvidar que, tratándose de un órgano estatal, la sujeción a las Constituciones Nacional y Provincial y a las leyes resulta un imperativo del que sus miembros no pueden apartarse un ápice, ni aún en cumplimiento de órdenes, directivas o instrucciones; por lo demás, a diferencia de los órganos a quienes les está encomendada la administración de justicia que, en lo concerniente a su libertad de criterio fáctico-jurídico en la resolución de litigios concretos que les sean sometidos por las partes, tienen un marco de actuación de tipo horizontal, la naturaleza del Ministerio Público exige una estructuración vertical que, sin perjuicio de la discrecionalidad técnica de cada uno de sus integrantes, impida la existencia de contradicciones sustanciales que conspiren contra el desarrollo armónico de su actuación en las diferentes jurisdicciones y en las sucesivas instancias; tal armonía no puede sino lograrse a través de la potestad atribuida a las respectivas cabezas de ambas ramas del mismo, para reglamentar la actuación de los estamentos inferiores e impartirles directivas e instrucciones.

4.- Tratándose de funciones, roles o incumbencias no solo distintas sino contrarias entre sí, la norma propuesta prevé que el Ministerio Público está conformado por dos magistraturas independientes: la Fiscal, presidida por el Procurador General de la Provincia, y la de la Defensa, presidida por el Defensor General de la Provincia; cada una de ellas, integradas además, por los miembros que establezca la ley.

5.- En consonancia y para poner a debido recaudo la independencia funcional y la autonomía administrativa con que queda caracterizado, el texto del proyecto atribuye al Procurador General y al Defensor General, según corresponda, el ejercicio de la superintendencia de cada rama del Ministerio Público.

6.- Con el fin de procurar la sanción de todas aquellas normas legales que considere necesarias o convenientes tanto a la prestación del servicio de justicia como a las materias que son de su competencia, se lo dota de la llamada iniciativa legislativa, aunque obviamente sin asignarle la exclusividad de ello.

7.- Finalmente, habida cuenta que los textos constitucionales deben brindar marcos normativos con destino de perduración en el tiempo, se establece que las incumbencias funcionales, el régimen de actuación y la organización general serán establecidos mediante una ley especial.

8.- Sin perjuicio de lo expuesto, razones funcionales y económicas determinan que la autonomía que se confiere a los integrantes de los Ministerios Públicos no implica en materia subrogatoria puedan reemplazar o ser reemplazados temporariamente por otros funcionarios del Poder Judicial, solucionando así la situación –en especial- de las circunscripciones más pequeñas, donde frente a una licencia, excusación o recusación otro magistrado o funcionario pueda hacer el reemplazo, con arreglo a la ley.

Miguel A. Carlín – Julio A. Federik – Raúl E. Barrandeguy – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero – Fernando D. Baez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CIX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 277)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

ARTICULO 1): Refórmese el artículo 120º de la Constitución Provincial el cual quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo…): El Gobernador y Vicegobernador podrán ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo. 
KUNATH – CARLIN – ROMERO – FEDERIK –MARTINEZ G. – ALLENDE – SALOMÓN – TALEB – SCHOENFELD – BARRANDEGUY – HEYDE – BÁEZ – DÍAZ (Gustavo) – MÁRQUEZ – PÉREZ – BUSTI – CHIESA – MOTTA.

FUNDAMENTOS

La Ley Provincial Nº 9768, que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia, expresamente habilita a la Convención Constituyente a realizar lo atinente para establecer la reelección del Gobernador y Vicegobernador de la Provincia.

Específicamente, el Artículo 3º establece: “Habilítase también la reforma del artículo 120 de la Constitución vigente al solo efecto de establecer la posibilidad de reelección de Gobernador y Vice por un sólo período consecutivo”
Estamos frente a la posibilidad manifiesta de incorporar, mediante la mecánica de reforma del artículo, la posibilidad de que el pueblo, la ciudadanía, considere apropiadamente la continuidad en el ejercicio de sus cargos de la fórmula del Poder Ejecutivo que gobierne la Provincia.

En efecto, la denominada reelección no es sino la prosecución en el ejercicio de gobierno, la persistencia de proyectos de gestión y la continuidad de actividades centrales de Estado. Pero ello absolutamente legitimado por la propia población, a través del voto popular en las condiciones electorales que la propia ley determina.

De esta forma, se estaría ante la posibilidad de que sea el propio electorado, el pueblo en su soberana decisión, quien se exprese en relación a la continuidad del ejercicio de gobierno de sus mandatarios. Ninguna duda cabe que una gestión inadecuada apareja un rechazo social manifiesto, pero tampoco amerita cuestionamiento alguno el convencimiento de que una gestión exitosa que no puede ser continuada, mas que una mera disposición de la ley resulta una cláusula de contenido proscriptivo.

En nuestro país, escasamente la legislación constitucional es omitiva del mecanismo reelectivo. La Constitución de Santa Cruz de 1994, por ejemplo, lisa y llanamente prevé en su artículo 114º “in Fine”, que tanto Gobernador como Vicegobernador “Podrán ser reelectos”.

También la Constitución de San Luis de 1987 en su artículo 147º, la Constitución de Formosa en su artículo 132º, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su artículo 98º; y esto tan solo por la cita de algunos de los Estados Provinciales que han receptado este dispositivo.

E inclusive Este instituto ya se encuentra plasmado en la Constitución Nacional para Presidente y Vicepresidente de la Nación, y en la ley orgánica de Municipios - la antigua 3001 recientemente modificada por la ley 9728-. Creemos por tanto, que es necesario establecer en la nueva Constitución la posibilidad de reelección de la primera magistratura provincial. Un período de cuatro años, resulta demasiado extenso si los gobiernos son malos, pero demasiado breve si el gobierno es bueno y tiene políticas a largo plazo beneficiosas para la Provincia. 

Asimismo, no cabe en esta Convención la discusión referida a la cantidad de reelecciones posibles. Y no por ser imposible o desacertado el sostenimiento de los diferentes criterios que se pueden aplicar a esta figura sino por que ya el propio legislador ha entendido en la Ley 9768 que la posibilidad de reelección debe enmarcarse en un solo periodo consecutivo. Con independencia de lo que pueda sostenerse sobre ello, entendemos como una republicana, tendiente al recto equilibrio y el acabado ejercicio del poder establecer que la continuidad o reelección suceda por un solo periodo consecutivo. Y ya dispuesto por la Ley, así esta contemplado en el artículo propuesto. 

No debe existir limitación para elegir a nadie, en especial si ese alguien ya tuvo ocasión de demostrar frente al electorado su capacidad. Y en esto, no debemos temer ni subestimar al elector, que haya o no reelección sabrá votar a conciencia a quien a su criterio sea el indicado.

Por ello, y de acuerdo a lo expresado por la fuerza política que integro, el Frente Justicialista para la Victoria, planteamos esta propuesta. En toda la etapa previa a la sanción de la ley 9768, se ha expresado desde el Justicialismo la idea de la reelección, y una vez aprobada,  y ya de campaña electoral lo hemos reiterado no pocas veces. Somos reeleccionistas, hemos bregado por tal posibilidad en muchas oportunidades, venga como ejemplo próximo la ya citada ley 9728 que la plasmó para los intendentes de los municipios de primera categoría. 

Creemos que establecer la posibilidad de reelección de Gobernador y Vicegobernador en Entre Ríos, por un solo período – consecutivo – y no de manera indefinida, sin ningún tipo de cláusula transitoria o restrictiva, hará que el sistema esté en consonancia con el resto de los cargos electivos, con lo que ha sido la expresión de nuestro Frente.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Julio A. Federik –Guillermo C. Martínez – José A. Allende – Jorge Salomón – Raúl A. Taleb – Zulema E. Schoenfeld – Raúl E. Barrandeguy – Mario R. Heyde – Fernando D. Báez – Gustavo E. Díaz – Luis M. Márquez – María C. Pérez – Jorge P. Busti – Manuela T. Chiesa – Héctor J. Motta.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 278)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorporar al art. 81 de la Constitución Provincial los siguientes artículos:

Articulo…: Cada una de las cámaras puede hacer venir a su sala a los ministros del poder ejecutivo, para recibir informes, u obtener explicaciones que estime necesarias y convenientes.

Podrán recabar informes escritos o verbales y hasta exigirlos de cualquier funcionario de administración publica centralizada u organismos descentralizados, del poder judicial o de particulares.

Podrán también, integrar y constituir comisiones investigadoras en materia de su competencia y vinculadas con el ejercicio de funciones legislativas o de control. Será Objeto de reglamentación en cada caso, el modo, la forma y la oportunidad en que se desarrollan las facultades atribuidas a las comisiones de investigación, de manera que no se alteren ni restrinjan, en ningún caso los derechos consagrados en esta Constitución.

ALASINO – PASQUALINI

FUNDAMENTOS

El objeto legitimo del poder de investigación es valido en la medida que tienda a satisfacer información para el ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución.

Se puede investigar para mejorar su tarea que es: sancionar, modificar o derogar leyes. También para ejercitar su función de control. Y en general para cumplir acabadamente con las competencias reservadas por la Constitución. 

La mayoría de la doctrina constitucional, ve esta facultad en los Poderes Implícitos. Sin embargo resulta oportuno traer a colación los axiomas que Indalecio Gómez, en la sesión de la Cámara de Diputados de la Nación el día 7 de Diciembre de 1894, enuncio con claridad meridiana, siendo la fuente de la doctrina constitucional que reconoce esta facultad:

1.- Todo poder tiene la extensión necesaria para llenar sus fines.

2.- El que quiere los fines que inviste un poder tiene que darle los medios necesarios para el cumplimiento de esos fines.

3.- La característica del poder es ejecutarse a si mismo.

La reglamentación de esta facultad deberá fijar los alcances para evitar la confrontación con los derechos individuales y sociales.

Por ultimo, en la actual constitución pero no en el lugar que corresponde esta la facultad de invitar a los ministros. Aquí en cabeza de la cámara se pone la atribución de invitar o en su caso exigir la presencia en el recinto, de ministros y/o funcionario de cualquier tipo.

Augusto J M Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 280)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Agréguese al art. 81 el siguiente:

Artículos: … Decidir las intervenciones a los Municipios de Primera Categoría, garantizando su carácter excepcional y transitorio, en los casos previstos por esta Constitución.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

La creación de la Autonomía Municipal plena, para los Municipios de Primera Categoría, necesariamente debe establecer la forma en que esos gobiernos pueden ser intervenidos en las condiciones y circunstancias establecidas por la Constitución.

Sólo el Poder Legislativo puede decretar la intervención, debiendo establecer siempre la transitoriedad de la medida que busca restablecer el sistema republicano y democrático en grave crisis, lo que define por sí su carácter excepcional.

Claro está, que siendo sólo el Poder Legislativo el que puede hacerlo - si la gravedad del hecho ocurriera durante su receso - el Poder Ejecutivo deberá convocarlo a sesiones extraordinarias.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 281)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Sustituyese el art. 82 de la Constitución por el que sigue:

Artículo 82: Las leyes pueden tener principio en cualquiera de las Cámaras, por proyectos presentados por sus miembros, por el Poder Ejecutivo, o por iniciativa popular. Los proyectos de ley que modifiquen el régimen electoral y de partidos políticos deberán ser aprobados por la mayoría absoluta del total de miembros de cada una de las cámaras, como así también aquellos proyectos de ley, para los que se establezca un procedimiento específico o mayoría calificada.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

La modificación tiene su origen en la incorporación  al texto constitucional del derecho de “iniciativa popular”. La importancia para el sistema democrático del régimen electoral y de los partidos políticos, hace que establezcamos una mayoría calificada que obligue a alcanzar un consenso mayor que el que se expresa en la simple mayoría. Así también para aquellos proyectos de ley que la constitución le establezca un trámite o mayoría no habitual.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 285)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo...: Sustitúyese el actual Artículo 127 de la Constitución Provincial, por el siguiente: 

“El despacho de los negocios administrativos de la Provincia estará a cargo de Ministros Secretarios que no podrán exceder de diez, y una ley especial deslindará las ramas, el número y las funciones adscriptas al despacho de cada uno de los ministros.”

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

La ampliación del número de Ministerios, es uno de los temas propuestos por la Ley declarativa de la necesidad de la reforma, en su Art. 1, inciso 1. 

Nadie cuestiona, ante la diversificación de la labor de la Administración Pública y a la vez, la ineludible profesionalidad o especialidad de cada rubro del quehacer diario público, que la limitación obrante en el actual Art. 127 de la Constitución Provincial, de hasta “tres ministros” resulta obsoleta. En la actualidad existen diferentes Secretarías y Sub-Secretarías de Estado que debieran tener rango ministerial. 

Otorgar rango ministerial a esos organismos, no cambia sobremanera la estructura presupuestaria actual del Estado Provincial, sino que implicará darle prevalencia o preferencia a la política concreta de Estado que se ve – hoy en día - “devaluada” en la estructura de la Administración pública, y a la vez, dada la ineludible creación de Secretarios o Sub-Secretarios dependientes, de los “nuevos” Ministerios, conllevará a la atención por parte de funcionarios y/o agentes más especializados, más profesionales en el área administrativa determinada.

El número propuesto como máximo, implicará que cada Gobernador podrá proponer su gabinete, integrado por la cantidad de Ministros que estime prudente fijar, pero los costos de organizar el funcionamiento de la Administración pública no se verán afectados en demasía, ya que como sucede en la actualidad varios Secretarios tienen a su cargo presupuesto de Ministerio y estructura burocrática interna de tal.

Teniendo en cuenta que existen algunas áreas de gobierno en la estructura orgánica actual que no se les otorga la prioridad e importancia que actualmente deben tener, a título de ejemplo se enuncian: 1) Educación, Ciencia y Tecnología; 2) Justicia y Derechos Humanos; 3) Economía y Hacienda; 4) Servicios y Obras Públicas; 5) Gobierno; 6) Desarrollo Social y Salud Pública; 7) Seguridad; 8) Producción, Industria y Comercio; 9) Recursos Naturales y Medio Ambiente; y 10) Turismo y Cultura. Se advierte de esta sola enunciación ejemplificativa, que en algunas de las divisorias propuestas, igualmente deben acumularse diferentes áreas de gobierno. 

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto. 

Augusto J M Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXIV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 292)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, SANCIONA:

Artículo...: Sustitúyese el actual Artículo 64 de la Constitución Provincial, por el siguiente:

“Ambas cámaras se reunirán en sesiones ordinarias cada año desde el primero de febrero hasta el veinte de diciembre. El período ordinario de sesiones será continuo. Fuera de dicho período el Poder Ejecutivo podrá convocarlas extraordinariamente siempre que el interés público lo reclame.”

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

La ampliación del período de sesiones ordinarias de ambas Cámaras que componen la Legislatura de la Provincia, es uno de los temas propuestos por la Ley declarativa de la necesidad de la reforma, en su Art. 1, inciso 1.

El actual Art. 64 de la Constitución Provincial resulta una norma obsoleta, atendible en otras épocas históricas donde trasladarse desde el interior de la Provincia a la Capital, resultaba un viaje que consumía días, semanas; época donde la complejidad y la diversidad de temas de agenda pública, no existían incluso.

En el concepto de la sociedad en general, la Legislatura aparece como un órgano constitucional cuestionado por su falta de protagonismo en el quehacer diario. Ese protagonismo se garantiza – entre otras medidas – mediante la prolongación del período de sesiones ordinarias, imponiendo de esta forma, una rutina de trabajo casi idéntica a la de otro trabajador público o privado.

El período de sesiones ordinarias propuesto es congruente con el desarrollo de la actividad estatal de los otros dos Poderes del Estado. Implicará un período “vacacional” casi idéntico al de un trabajador en relación de dependencia. Si se compara con los trabajadores autónomos, profesiones liberales, comerciantes, etc. la desproporción es aún mayor, ya que la conyuntura económico-social, les impone que estos últimos habitualmente no hagan receso alguno en sus actividades laborativas.

Estos últimos conjuntamente con todo el pueblo entrerriano, son quienes costean el desarrollo de la tarea legislativa, con el pago de sus impuestos y demás tributos. El pueblo entrerriano como contribuyente en la generación de recursos financieros del Estado, pretende que sus servidores, sus representantes otorguen en pos de la función pública que se les encomienda, la mayor contracción y dedicación a sus tareas.

Por otro lado, se eliminó la referencia a que la labor parlamentaria en período de sesiones ordinarias, podía ser continua o discontinua, simplificándose a actividad continua durante todo ese período. Las razones de la eliminación de la “posibilidad de discontinuar” son las mismas que fundamentan la previsión de un prolongado período de sesiones ordinarias.

Esta previsión no descarta el llamamiento por parte del Poder Ejecutivo de prorrogar el período de sesiones ordinarias, y de convocar a sesiones extraordinarias.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en consecuente sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.
Augusto J M Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 295)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

DERECHOS DE LA ANCIANIDAD

Artículo 1º) Agrégase a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos

Derechos de la Ancianidad.

Artículo … Serán beneficiarios de estos derechos aquellas personas que superen los sesenta y cinco (65) años de edad o aquellas que acrediten incapacidad física o mental mayor al sesenta y cinco por ciento (65%)

Será obligación primordial de la familia, y en su ausencia, del Estado proveer a los adultos mayores una existencia digna, con pleno uso y protección de sus deberes y derechos ciudadanos, sociales y a la propiedad.

Se les deberá asegurar una existencia activa, integrada sin discriminación ni marginación de ningún tipo.

El Estado velará por el cumplimiento de los siguientes derechos:

a) Derecho a la Asistencia: Todo anciano tiene derecho a su protección integral por cuenta de su familia. En caso de desamparo, corresponde al Estado proveer a dicha protección, ya sea en forma directa o por intermedio de los institutos o fundaciones creados, o que se crearen, con ese fin, sin perjuicio de subrogación del Estado o de dichos institutos para demandar a los familiares remisos y solventes los aportes correspondientes.

b) Derecho a la Vivienda: El derecho a un albergue higiénico con un mínimo de comodidades hogareñas es inherente a la condición humana.

c) Derecho a la Alimentación: La alimentación sana y adecuada a la edad y estado físico de cada uno debe ser contemplada en forma particular.

d) Derecho al Vestido: El vestido decoroso y apropiado al clima completa el derecho anterior.

e) Derecho al Cuidado de la Salud Física: El cuidado de la salud física de los ancianos ha de ser preocupación especialista y permanente del estado en concurrencia con los familiares o curadores. Los adultos mayores deberán tener acceso a programas de Atención Primaria de la Salud, así como a una atención rápida, eficiente y solidaria de la enfermedad. El Estado deberá implementar programas que aseguren el rápido acceso de los adultos mayores a los elementos de rehabilitación (prótesis, sillones ortopédicos, muletas, etc.)

f) Derecho al Cuidado de la Salud Moral: Debe asegurarse el libre ejercicio de las expansiones espirituales, concordes con la moral y el culto.

g) Derecho al Esparcimiento: Ha de reconocerse a la ancianidad el derecho de gozar mesuradamente de un mínimo de entretenimientos para que pueda sobrellevar con satisfacción sus horas de espera.

h) Derecho al Trabajo: Cuando su estado y condiciones lo permitan, la ocupación por medio de laborterapia productiva ha de ser facilitada. Se evitará así la disminución de la personalidad.

i) Derecho a la Educación: El Estado implementará programas de Educación primaria, media, terciaria y universitaria destinados a adultos mayores con respeto de sus tiempos y sus capacidades de aprendizaje.

j) Derecho a la tranquilidad: Gozar de tranquilidad, libre de angustias y preocupaciones en los últimos años de existencia, es patrimonio del anciano.

k) Derecho al Respeto: La ancianidad tiene derecho al respeto y consideración de sus semejantes.

GIANFELICI – HAIEK – SCHVARTZMAN – DÍAZ, (Carlos) – ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

La población envejeciente fue aquel grupo de personas, escaso grupo, destinado al sostenimiento de la estructura familiar, la historia, el centro de referencia y reunión, el tótem familiar en un entorno de cariño y respeto.

Un anciano que superaba los ochenta años era un motivo de orgullo y cuidado familiar. Pero en el último siglo se produce un incremento en la expectativa de vida que tuvo un significativo impacto en el número de adultos mayores gracias a los avances médicos y a una mejor nutrición. Estos avances, sin embargo no tienen un correlato social ya que la cultura de la belleza y la juventud parecen ser agredidas por las canas y las arrugas que son las condecoraciones que la vida nos confiere por sobrellevarla. Ni hablar cuando a este deterioro estético se le agregan los déficit normales del avance de la edad y, peor aún, si a esto se agrega un deterioro cognitivo.

Pero a pesar de todo la población anciana sigue en incremento constante y se estima que, a nivel mundial, se duplicará de los 300 millones del siglo XX a 600 millones en siglo XXI.

Argentina se considera un país envejecido ya que más del 10% de población tiene más de 65 años. En un contexto en el que la edad avanzada esta asociada al aumento de la prevalencia de ciertas patologías, si bien es cierto que es necesario considerar al anciano en sus características propias y saber diferenciar estas de los aspectos patológicos.

La Atención Primaria de la Salud, “Asistencia esencial, basada en métodos y tecnologías prácticas, científicamente fundadas y socialmente aceptables, puesta al alcance de todos los individuos y familias de una comunidad, mediante su plena participación y a un coste que la comunidad y el país puedan soportar en cada una de las partes de su desarrollo con espíritu de auto responsabilidad y autodeterminación” concepto madre de los programas de salud de los estados modernos, parece ser una manera de ver la salud para los niños o los jóvenes a través de programas de vacunación o de prevención de ETS y de embarazos no deseados.

Da la impresión que, el adulto mayor queda fuera de estos criterios sin recordar que otorgar calidad de vida a los últimos años de la existencia física es una obligación de los gobiernos, los efectores de salud y las familias de los ancianos. Y que, además, no aprovechar el capital de experiencia, capacidad y ecuanimidad de los adultos mayores, de los cuales hay en esta Convención Constituyente varios ejemplos extraordinarios, es un desperdicio de recursos humanos imperdonables y debe ser obligación del Estado preservar, defender y mejorar los derechos de esos ciudadanos.

Sin lugar a dudas, el concepto de Atención Primaria de la Salud, está ganando el predominio de la atención en las ciencias médicas. Mas allá de que las causas de este cambio de modelo de atención pasan más por lo económico que por lo científico, es necesario aprovechar la oportunidad de generar nuevas políticas en ancianidad basadas en el concepto de la promoción de la salud y la prevención de la enfermedad pero también en producir acciones sociales de contenido revolucionario para otorgar a los envejecientes el rol que les corresponde en la sociedad.

Definir la Atención Primaria en la Tercera Edad implica poner en tela de juicio conceptos aceptados por la mayoría, desde la  misma noción de salud que alguna vez se soñó para todos en este año 2000, Según una de las definiciones más reconocidas salud es el completo equilibrio bio-psico-social, si nos atenemos a este criterio debemos resignarnos a decir que la salud es una entelequia inalcanzable dado que no existe individuo humano capaz de mantener la salud física y, mucho menos, psíquica en una sociedad signada por la exclusión, la violencia y la injusticia, mucho menos en un individuo al que la sociedad considera una carga incapaz de reportar beneficios y que recibe una retribución la mayoría de las veces indigna en virtud de los años trabajados y que ve francamente disminuido su acceso a la salud y a la participación e interacción social.

Es necesario producir una renovación de los discursos de los trabajadores de la salud, de los decidores políticos y de la gente toda, para que reconozcan las particularidades y los derechos de los envejecientes. Hay una sensación de frustración que, a la luz de la experiencia de las generaciones universitarias de los sesentas, puede resultar severamente riesgosa ya que, recordarán, estas generaciones creyeron ver la solución a través del camino de la violencia armada, y tras el fracaso de este método recurrieron a la violencia económica alumbrando una incongruencia histórica pocas veces vista en que la generación que pareció caminar hacia la libertad, el humanismo, la consideración del otro y, especialmente la consideración del pensamiento de este otro, termina produciendo las políticas económicas más duras y excluyentes que se conocen desde la época de la esclavitud.

Como definir una situación tan importante como la salud entonces.

Sería posible pensarla como la capacidad de mantener el equilibrio psicofísico ante las constantes agresiones que el medio ambiente físico y social nos impone. Determinar el estado de salud en un individuo se hace cada vez más difícil si pensamos en la cantidad de patologías, físicas y mentales, que pueden permanecer ocultas durante largos períodos de tiempo sin dar síntomas  o son compensadas por esa máquina extraordinaria que es el organismo humana la cual permanentemente exigimos sin poner demasiado cuidado en sus necesidades en términos de descanso, ejercicio y alimentación adecuadas.

La evolución de las especies se dio a lo largo de millones de años. Pareciéramos pretender que en unas pocas décadas nuestro físico y nuestra mentalidad evolucione de la misma manera en que llegaron a la casi perfecta adaptación al medio las especies que pisan la tierra, o la sobrevuelan, o nadan en sus aguas cuando, en realidad nosotros mismos estamos produciendo, día a día, cambios en ese medio del cual dependemos pero al cual no respetamos en absoluto.

Por eso es mas lógico concebir la salud en términos de homeostasis y la capacidad de mantenerla que con criterios más rígidos.

Es especialmente en la vejez donde se sufren las consecuencias de esta conducta disociada del medio del animal humano, precisamente porque es una edad donde la rigidez abunda: en las articulaciones, en las arterias y, a veces, también en el pensamiento. Pero esta actitud puede también actuar como buffer haciendo mas prudentes los inevitables pasos del progreso y colaborando, de este modo en la producción de un ambiente mas amigable, con menor contaminación, un manejo más prudente de los recursos y un acercamiento verdaderamente amistoso entre los grupos fundamentalistas, de un lado y otro, ya que cada ser humano que habita la madre tierra tendrá seguramente algo que decir al respecto y el derecho a ser escuchado.

En términos de ancianidad, proponer hoy que el anciano sea respetado, que obtenga una digna retribución por los años otorgados a la sociedad en términos de trabajo, y que esta sociedad reconozca sus valores en cuanto a experiencia, claridad de pensamiento y sentido de guía y consejo familiar haciendo que recupere el lugar físico que alguna vez tuvo en el hogar pero, fundamentalmente, el lugar de prestigio que le corresponde como fundador y sostenedor de esa familia, parece imposible. Pero esa deberá ser el objetivo final cuando, a través de un trabajo lento y concienzudo, vayamos recuperando uno a uno los derechos del anciano y muy especialmente el derecho a la salud de la cual hoy es privado no solo por razones sociales o económicas sino también, y especialmente, porque  muchos trabajadores de la salud creen que el viejo no tiene futuro y por eso no respetan su pasado.

En esta empresa de definir nuestra línea de pensamiento para tratar de crear un idioma común a fin, simplemente, de tratar de ser entendidos, debemos conceptualizar cual es nuestra visión de Atención Primaria de la Salud. Todos coincidimos de en que las acciones de promoción y protección de la salud, así como la prevención de la enfermedad  pertenecen a esta  línea de trabajo.

Una vez más nos enfrentamos a los preconceptos ya que hablar de Atención Primaria en Geriatría pareciera difícil dado el generalizado criterio de suponer al anciano como un individuo enfermo hecho contra el cual los autores del presente trabajo han decidido combatir denodadamente.

Por ello, ante lo que sentimos como un vacío en la definición de esta rama especial de la Geriatría, que genera una gran confusión y no pocas discusiones sobre la viabilidad de los términos enunciados, proponemos definir la Atención Primaria en Geriatría como: las acciones en salud destinadas a prevenir o retardar la aparición de nuevas enfermedades en el anciano y al máximo aprovechamiento de sus habilidades remanentes.

Dadas las frecuentes patologías preexistentes en el anciano, que hacen discutible los términos como Atención Primaria, nos parece de fundamental importancia promover acciones tendientes a mejorar la calidad de vida del geronte disminuyendo los factores de riesgo que van a llevar a la aparición de nuevas patologías ingresando, el paciente, en un círculo vicioso de pluripatología, polifarmacia, que puede ser patologizante tanto por los efectos colaterales de los múltiples fármacos usados, como por el estado de enfermedad que psicológicamente induce la dependencia de los horarios de ingesta o aplicación por la vía que fuere de los distintos medicamentos indicados.

Definimos también las habilidades remanentes como aquel grupo de saberes que el anciano posee por capacitación o por tradición y que, a veces, se pierden por desuso, descalificación familiar o social de esos saberes, o el mito de que el anciano debe permanecer pasivo porque cualquier grado de actividad  es perjudicial para su salud. Cuando, en realidad, lo que el anciano requiere es estímulo para desenvolverse, progresar, recuperar sus saberes y aprender nuevos hecho para el cual, con el respeto de sus tiempos, está perfectamente capacitado.

Por ello se pone a consideración de la Convención Constituyente una enumeración de los derechos de los ancianos.

Esta enumeración de derechos tiene un origen fácilmente reconocible para quienes profesan el justicialismo y un acercamiento al decálogo de los derechos de la vejez que impulsara una mujer extraordinaria como Eva Perón.

Darío R. Gianfelici – María M. Haiek – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz –Emiliano Acharta – Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 296)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS ESTABLECE:

Art. 1.- Incorporar como artículo...de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto: “Esta Constitución garantiza a todos los ciudadanos y a las organizaciones intermedias que propendan a la satisfacción de intereses colectivos el derecho de iniciativa popular para la presentación de proyectos de ley. 

Los proyectos de ley serán presentados en la Cámara de Diputados y luego seguirán el trámite establecido en esta Constitución para la sanción de las leyes, debiendo la legislatura tratarlos en el término de doce meses. 

Para la presentación de los proyectos se deberá contar con las firmas de ciudadanos que representen un porcentaje no inferior al uno por ciento (1 %) ni superior al dos por ciento (2 %) del padrón electoral, cuyos electores deberán estar distribuidos en por lo menos tres (3) departamentos de la Provincia. 

Toda iniciativa popular de leyes no tendrá limitación y/o restricción, siempre que la materia de las mismas sea incumbencia de la Legislatura Provincial.”
Art. 2.- De forma. 

ACHARTA – HAIEK –SCHVARTZMAN – ZABALA – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI.
FUNDAMENTOS

1) CONSIDERACIONES GENERALES

La ley provincial nº. 9768 habilitó a esta Honorable Convención Constituyente a “establecer una "cláusula de participación popular” que reconozca y garantice el logro de la democracia participativa en lo económico, político, social y cultural de todas las personas y asociaciones civiles, sindicales y profesionales establecidas en el territorio de la Provincia” y a “incorporar instrumentos de democracia semidirecta o participativa como la iniciativa legislativa popular, la consulta popular, revocatoria de mandatos, audiencias públicas, licencia social para emprendimientos con riesgo ambiental, entre otros”. (art. 1 inc. 2 y 24).

En el marco de esta habilitación es que proponemos la inclusión de un artículo específico dentro de la normativa constitucional que regule la “iniciativa popular de leyes”. 

La “iniciativa popular de leyes” es un instituto de democracia semidirecta que le permite a los ciudadanos presentar proyectos de ley ante el Poder Legislativo para que este le de tratamiento legislativo, considerando la posibilidad que la propuesta volcada en la iniciativa se convierta en LEY (puede ser una nueva ley, o una ley que modifique o derogue otra ya existente). 

Puede decirse que se trata no sólo de un “instrumento”, es decir de un mecanismo o de la regulación de un trámite para el proceso de iniciación de las leyes, sino que además, y esto es fundamental, se trata de un “derecho”, un derecho de tipo sustancial de todo habitantes de la República (y de la Provincia en nuestro caso).-

Se trata de un instituto moderno, enmarcado, o mejor dicho como una suerte de concreción de lo que se conoce como “democracia participativa”, lo que ha venido ha complementar el régimen de la “democracia representativa”, propia de la Constitución Nacional de 1853, la cual consagró que “el pueblo no delibera ni gobierna, sino por medio de sus representantes y autoridades creadas por esta Constitución” (art. 22) en concordancia con la forma representativa adoptada en el art. 1.
La democracia representativa, necesaria en las constituciones del siglo XIX y en las actuales también, entró en crisis como consecuencia de varios factores que llevaron a la disociación entre los gobernados y gobernantes, a la ruptura del pacto social entre los habitantes de la república y sus representantes, a la escasa participación de la comunidad en la toma de decisiones de los gobiernos (que participa sólo en la elección de sus autoridades pero no toma intervención en temas importantes para los destinos una nación, de una provincia o de cualquier comunidad), a la poca transparencia de las gestiones que han conducido a la comunidad y que han provocado el desinterés del ciudadano común en los temas de la “cosa pública” que pasaron a ser temas de algunos solamente. 

El constitucionalismo moderno intentó un nuevo modelo de democracia, que no suprime la democracia representativa sino que la complementa, pues la democracia representativa necesita la participación ciudadana, no sólo en los actos electorales sino también en el funcionamiento de la vida política de la comunidad. 

Como consecuencia de este nuevo paradigma democrático, las constituciones han incorporado distintos mecanismos de participación, reconociendo un derecho natural de toda persona que vive en una comunidad política, a participar activamente en la toma de decisiones de sus gobernantes.- Uno de esos mecanismos es la INICIATIVA POPULAR DE LEYES. 

Las constituciones de las provincias argentinas de cierta antigüedad, entre las que se encuentra la nuestra (en su art.193) otorgaron el derecho de iniciativa popular al electorado de los municipios. Las constituciones más modernas lo incorporaron para los habitantes de la provincia. Así se plasmó en la Reforma constitucional del año 1994 de la Constitución Nacional, para los habitantes de todo el país en materias de incumbencia del congreso nacional, y en esa dirección siguieron varias constituciones provinciales.- Con la incorporación de este artículo a nuestra constitución llenaremos una laguna y permitiremos que los habitantes de la Provincia presenten proyectos a la Legislatura en materias que sean, también, de su incumbencia.- 

Por eso, en este proceso de reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos queremos incorporar un artículo referido a la iniciativa popular de leyes, con el objeto de adecuar nuestras normas locales a las demandas institucionales de los tiempos actuales. 

2) ALGUNAS CONSIDERACIONES DEL PRESENTE PROYECTO

1) En cuanto a la legitimación activa para ser promotor y/o autor de los proyectos de ley a presentar, creemos que se debe tratar de dar la mayor amplitud posible, de tal forma que las personas, en forma individual o agrupada, puedan intervenir en la iniciativa popular como autores y/o promotores de un proyecto, con la única condición de ser “ciudadanos”.- En cuanto a las agrupaciones, la posibilidad de iniciativa la tendrían todos los grupos de personas, tengan o no personería jurídica, siempre y cuando su finalidad principal sea el bien común o la protección de interese generales (como la protección del medio ambiente, la defensa de consumidores y usuarios, las agrupaciones sindicales, incluso las uniones vecinales o barriales, los clubes, etc.). No obstante la legitimación activa para ser promotor y/o autor de un proyecto de un ciudadano o de un grupo de ciudadanos, se trata siempre de un DERECHO DE NATURALEZA COLECTIVA, de tal manera que, y como un requisito de admisibilidad para su tratamiento legislativo, la propuesta deberá ir refrendada por un número determinado de personas, que será un porcentaje del padrón electoral. 

2) En cuanto al trámite, la iniciativa popular debe ser receptada por la Cámara de Diputados, en virtud que la misma es la “representante del pueblo” y es lógico que, en virtud de tal representación, sea ella quien recepte las inquietudes del pueblo volcadas en proyectos de ley.- Una vez presentado el proyecto, el mismo debe seguir el trámite ordinario para sancionar leyes. La Legislatura debe “tratar” el proyecto en el plazo de doce meses, lo que no significa que deba aprobarlo. Vale recalcar que la Legislatura está compelida a brindarle tratamiento al proyecto, más no por ello a aprobarlo. O sea, debe por mandato constitucional tratar expresamente el proyecto dentro del plazo de doce meses, lapso en el cual está obligada a pronunciarse expresamente, sin que tal manda pueda ser suplida con el dictamen de comisión alguna1 Repárese en que tratamiento no es, por cierto, sinónimo de aprobación, ni siquiera de decisión. No será necesario que llegue a votar el proyecto. Basta, simplemente, con que lo considere2 y emita a su respecto pronunciamiento expreso. A su vez, la Legislatura bien puede, a más de aprobar o desestimar el proyecto presentado, modificarlo en cuanto sea de su juicio. 

En cuanto al plazo de doce meses que tiene la Legislatura para tratarlo, parece ser razonable y la mayoría de las constituciones provinciales (incluso la nacional) lo establecen. Hay algunas constituciones que establecen un plazo de seis meses o de tres para su tratamiento, el cual sería muy escueto para nuestra provincia. 

Quizás el mayor problema es qué sucede si en plazo establecido por la constitución la legislatura no trata el proyecto. Hay algunas alternativas. Una posibilidad es que el proyecto de ley que no fue “tratado” en los doce meses, automáticamente se convierta en ley (en este sentido se pronuncia la constitución de La Rioja), lo cual, a nuestro modo de ver es peligroso, porque se podrían sancionar leyes irrisorias y sin sentido por mera omisión del legislador, incluso el mecanismo mismo es inconstitucional al permitir que haya una ley sin el procedimiento previo establecido constitucionalmente.- Por eso desechamos esta posibilidad. La otra posibilidad es omitir, como hacen la mayoría de las constituciones, y nuestro proyecto se orienta en ese sentido, cual es la consecuencia de falta de tratamiento legislativo en el plazo de doce meses. En este caso se debe instrumentar una suerte de protección general cuando el legislador no cumple un mandato constitucional y nos parece que el “amparo por omisión del poder legislador” es un instrumento adecuado para esta protección, de tal manera que ante la desidia de los legisladores a tratar el proyecto de iniciativa popular, el autor y/o promotor del proyecto podría interponer una acción de amparo para compeler a la legislatura a cumplir el mandato constitucional. 

3) Hemos tratado de poner pautas operativas que permitan de inmediato el ejercicio de este derecho, sin tener que esperara que la Legislatura de la Provincia lo tenga que reglamentar, pues su omisión lo tornaría un derecho ilusorio. Recalcamos que no se trata solo de un mecanismo o procedimiento sino, fundamentalmente, de un derecho que tiene que ser lo más operativo posible para que no quede en letra muerta. Teniendo en cuenta esto y también que una constitución debe reglamentar lo esencial para tener permanencia en el tiempo, hemos establecido 2 pautas mínimas: a) un el porcentaje mínimo y máximo de electores que deberán suscribir la iniciativa tomados sobre la cantidad de electores que conforman el padrón electoral y distribuidos esos electores en por lo menos tres departamentos (o distritos electorales), para que la propuesta tenga cierto consenso social a nivel de la provincia (por eso establecemos un mínimo) y para que la ley reglamentaria que hubiese en el futuro no pueda exigir una cantidad exorbitante de firmas que tornen inoperativo este derecho (por eso establecemos un máximo).- En nuestra Provincia hay alrededor de 800.000 electores, por lo que el 1 %  supone ya un consenso importante para presentar un proyecto.
4) La única restricción a este derecho será la materia de la iniciativa, sobre la cual deberá tener competencia o incumbencia la Legislatura de la Provincia para sancionar leyes al respecto. En este sentido proponemos una verdadera innovación constitucional, al no poner límites como hace la mayoría de las constituciones que, sin fundamento, no le permiten presentar proyectos de ley a la ciudadanía en materia tributaria, penal, presupuesto, celebración de tratados internacionales. Que le impide a la ciudadanía – en el orden nacional - proponer un proyecto en materia penal? Si hablamos de “presupuesto participativo” no se le puede impedir a los ciudadanos que presenten proyectos sobre el presupuesto de recursos y gastos de la provincia. Estas restricciones no tienen fundamento, sobre todo si se tiene en cuenta que la legislatura tiene la posibilidad de no aprobarlos y el único deber que tiene es considerarlos. Por eso nuestra propuesta es muy amplia y la única restricción que pone es la competencia de la Legislatura de la Provincia para sancionar el proyecto de ley. Es decir que si el proyecto, por ejemplo, propone reformar el código penal ese proyecto seria inviable porque la legislatura provincial no tiene competencia para tal cometido, pero si el proyecto es sobre impuestos provinciales, proceso penal o sobre el presupuesto de la provincia, tiene competencia sobre esas materias y podría tratar el proyecto. De esta manera se llena el vacío que quedó después de la reforma del 94, que permite presentar proyectos de ley en la orbita nacional y ahora se complementa con la posibilidad de presentarlos en la orbita de la provincia. 

3) CONTEXTO NORMATIVO

La inclusión del artículo que proponemos debe articularse con otras normas que plasmen el espíritu participativo de la ciudadanía como la cláusula de participación popular que varias constituciones lo han formulado así: “Todo el poder emana del pueblo y pertenece al pueblo, que lo ejerce por medio de sus representantes con arreglo a esta Constitución y a través de los derechos de Iniciativa popular, Consulta popular y Revocatoria...”, la necesidad de establecer el deber de la legislatura de reglamentar con una ley especial la iniciativa popular y también como un deber de los municipios.- Incluso hay constituciones que establecen – en una cláusula transitoria – un plazo expreso para que la Legislatura dicte la ley reglamentaria, lo cual también puede ser tenido en cuenta para incorporar en la reforma de nuestra constitución.- 

APÉNDICE

1) LEY DE NECESIDAD DE LA REFORMA:

ARTICULO 1°.- Declárese la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para:

2- Establecer una "cláusula de participación popular" que reconozca y garantice el logro de la democracia participativa en lo económico, político, social y cultural de todas las personas y asociaciones civiles, sindicales y profesionales establecidas en el territorio de la Provincia.

24- Incorporar instrumentos de democracia semidirecta o participativa como la iniciativa legislativa popular, la consulta popular, revocatoria de mandatos, audiencias úblicas, licencia social para emprendimientos con riesgo ambiental, entre otros.

2) CONSTITUCIÓN NACIONAL:

Artículo 39- Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados. El Congreso deberá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses.El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, sancionará una ley reglamentaria que no podrá exigir más del tres por ciento del padrón electoral nacional, dentro del cual deberá contemplar una adecuada distribución territorial para suscribir la iniciativa. No serán objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y materia penal.
3) CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

Art. 64.- El electorado de la Ciudad tiene derecho de iniciativa para la presentación de proyectos de ley, para lo cual se debe contar con la firma del uno y medio por ciento del padrón electoral. Una vez ingresados a la legislatura, seguirán el tramite de sanción de las leyes previsto por esta Constitución. La Legislatura debe sancionarlos o rechazarlo dentro del término de doce meses. No son objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma de esta Constitución, tratados internacionales, tributos y presupuesto.

Art. 85.- Las leyes tienen origen en la Legislatura a incitativa de alguno de sus miembros, en el Poder Ejecutivo, en el Defensor del Pueblo, en las Comunas o por iniciativa popular en los casos y formas que lo establece esta Constitución

4) PROVINCIA DE BUENOS AIRES

Art. 67. - 1. Los electores tienen el derecho de iniciativa para la presentación de proyectos de ley, con excepción de los referidos a reforma constitucional, aprobación de tratados y convenios, presupuesto, recursos, creación de municipios y de órganos jurisdiccionales, debiendo la Legislatura darle expreso tratamiento dentro del término de doce meses. La ley determinará las condiciones, requisitos y porcentaje de electores que deberán suscribir la iniciativa.

4) PROVINCIA DE CATAMARCA

Artículo 247º.- Las cartas orgánicas deben contener y asegurar:

3º.- Los derechos de iniciativa, referéndum y consulta popular.

5) PROVINCIA DE CHACO

Art. 2º.- Todo el poder emana del pueblo y pertenece al pueblo, que lo ejerce por medio de sus representantes con arreglo a esta Constitución y a través de los derechos de Iniciativa popular, Consulta popular y Revocatoria. La ley los reglamentará con sujeción a las siguientes normas: 1. La iniciativa popular, para presentar proyectos de ley u ordenanzas, requerirá la petición de no más del tres por ciento de los ciudadanos del padrón electoral correspondiente. El Poder Legislativo o los consejos municipales deberán darle expreso tratamiento en el plazo de doce meses. No podrán plantearse por esta vía cuestiones atinentes a tributos, presupuesto y reforma de la Constitución.

Art. 117.- Las leyes tendrán su origen en la Cámara de Diputados por iniciativa de uno o más de sus miembros, del Poder Ejecutivo, en su caso del Poder Judicial, y por Iniciativa popular.

Art. 204.- La ley orgánica municipal o la carta orgánica respectiva, reglamentarán los derechos de Iniciativa Popular, Consulta Popular y Revocatoria, con sujeción al art. 2º de esta Constitución.

Cláusula transitoria. Segunda. La ley que reglamente el ejercicio de los derechos de Iniciativa Popular, Consulta Popular y Revocatoria deberá ser dictada dentro de los doce meses de la vigencia de esta Constitución.

6) PROVINCIA DE CHUBUT

Artículo 136. Las leyes pueden tener origen en proyectos presentados por los legisladores, por el Poder Ejecutivo, por el Poder Judicial en los casos autorizados por esta Constitución y por el pueblo mediante el derecho de iniciativa popular.

Artículo 263. Mediante iniciativa popular, todo grupo de ciudadanos de la Provincia en un porcentaje no inferior al tres por ciento del padrón electoral, puede presentar proyectos de ley para su tratamiento en la Legislatura. Esta debe considerarlo en el término de seis meses contados a partir de su presentación.

7) PROVINCIA DE CÓRDOBA

Artículo 31.- Los ciudadanos pueden proponer a la Legislatura proyectos de leyes y de derogación de las vigentes para su consideración; la solicitud debe estar suscripta por el porcentaje de electores que la ley determine. No pueden ser sometidos a este procedimiento los proyectos de leyes concernientes a reformas de la Constitución, aprobación de tratados, tributos, presupuestos, creación y competencia de tribunales. 

Artículo 105. Las leyes tienen origen en la Legislatura por proyectos presentados por uno o más de sus miembros, por el Poder Ejecutivo, o por iniciativa popular en los casos que determine esta Constitución o la ley. Doble lectura 

8) PROVINCIA DE CORRIENTES

Artículo 170.- Los integrantes del cuerpo electoral del municipio tienen los derechos de iniciativas, referendum y revocatoria, en la forma que reglamente la ley.

9) PROVINCIA DE ENTRE RIOS

Artículo 193 - La Ley orgánica de las corporaciones municipales podrá otorgar al electorado de cada municipio, y para casos expresamente enumerados, los derechos de iniciativa, referéndum y destitución de los funcionarios electivos.

10) PROVINCIA DE FORMOSA

Art. 186.- La Ley Orgánica Comunal otorgará al electorado municipal el ejercicio del derecho de iniciativa y referéndum.

11) PROVINCIA DE JUJUY

Artículo 2.- Todo poder público emana del pueblo, pero éste no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes y demás autoridades que esta Constitución establece, sin perjuicio de la iniciativa popular, el plebiscito consultivo y el referéndum, que se ejercerán conforme a la ley.

Artículo 118. - Las leyes tendrán origen en proyectos presentados por los diputados, por el Poder Ejecutivo, por el Superior Tribunal de Justicia o por iniciativa popular, con arreglo a lo que establece esta Constitución y la ley.

Artículo 123 - Corresponde a la Legislatura, conforme a lo establecido en la Constitución: 11. Legislar sobre iniciativa popular, plebiscito consultivo y referéndum, sin perjuicio de lo establecido respecto de los municipios; 

12) PROVINCIA DE LA PAMPA

Artículo 50º.- La Cámara de Diputados, mediante la sanción de una ley especial aprobada por los dos tercios de la totalidad de sus miembros, y la rama deliberativa de los municipios con igual mayoría, podrán someter a referéndum o consulta popular todo asunto o decisión de interés general provincial o comunal, respectivamente, cuyo resultado será vinculante para el órgano o Poder a que se refiere el mismo, de acuerdo a lo que determine la ley.

13) PROVINCIA DE LA RIOJA

Artículo 81°.- Por la iniciativa popular, el cuerpo electoral con el porcentaje que la ley determine, que no debe ser inferior al cinco por ciento del electorado puede presentar un proyecto de ley o de derogación de leyes en vigencia para su tratamiento por la Cámara de Diputados, incluyendo la reforma constitucional. La Cámara de Diputados está obligada a considerar el proyecto. Cuando lo rechace o lo reforme sustancialmente, la iniciativa deberá someterse a consulta popular. Si el proyecto no es tratado en el término de tres meses, el mismo quedará aprobado.-

14) PROVINCIA DE MENDOZA

15) PROVINCIA DE MISIONES

Art. 2º.- La soberanía reside en el pueblo, del cual emanan todos los poderes, pero éste no gobierna sino por medio de sus representantes y autoridades legítimamente constituidas, sin perjuicio de los derechos de iniciativa, referéndum y revocatoria.

Art. 165.- Los electores del municipio tendrán los derechos de iniciativa, referéndum y destitución.

16) PROVINCIA DE NEUQUEN

Art. 3.- Neuquén es una Provincia indivisible, laica, democrática y social. La soberanía reside en el pueblo, quien no gobierna sino por sus representantes con arreglo a esta Constitución y sin perjuicio de sus derechos de iniciativa, referéndum y revocatoria.

Art. 102.- Las leyes se iniciarán en la Legislatura por proyectos presentados por uno o más de sus miembros o por el Poder Ejecutivo, sin perjuicio del derecho de iniciativa popular.

Art. 198.- Los electores del municipio tendrán los derecho de iniciativa, referéndum y revoca toda mediante el voto popular en la forma y bajo las condiciones que la ley establezca.

17) PROVINCIA DE RIO NEGRO

Artículo 2.- El poder emana del Pueblo, quien delibera y gobierna por medio de sus representantes y autoridades legalmente constituidas, con excepción de los casos del referéndum, consulta, iniciativa y revocatoria populares. A toda persona con derecho a voto le asiste el derecho a iniciativa ante los cuerpos colegiados para la presentación de proyectos.

Artículo 140.- Toda ley tiene origen en la Legislatura por proyectos de sus miembros y de quienes esta Constitución acuerda iniciativa parlamentaria.

Artículo 228.- Los Municipios dictan su Carta Orgánica para el propio gobierno conforme a esta Constitución, que asegura básicamente: 4. El derecho de consulta, iniciativa, referéndum, plebiscito y revocatoria de mandato. 

Artículo 229.- El Municipio tiene las siguientes facultades y deberes: 2. Convoca a consulta, iniciativa, referéndum, plebiscito y revocatoria de mandato. 

Artículo 238.- Los electores de los municipios tienen los siguientes derechos: 1. De iniciativa, referéndum y revocatoria. 

18) PROVINCIA DE SALTA

Artículo 59. - Derecho de Iniciativa. Se reconoce a los ciudadanos la iniciativa popular para la presentación de proyectos de ley, que deben ser avalados en las condiciones prescriptas por la ley. No pueden plantearse por vía de iniciativa popular los asuntos concernientes a la aprobación de tratados, presupuesto, creación o derogación de tributos provinciales, a la prerrogativa de gracia y reforma de la Constitución. 

Artículo 178. - Publicidad. Conflictos. Democracia Semi-Directa. Las Cartas Municipales y la Ley de Municipalidades regulan las vías y procedimientos para asegurar la publicidad de todos los actos de los Municipios y la legal y apropiada inversión de sus recursos.  Compete a la Corte de Justicia de la Provincia conocer en los conflictos entre los órganos ejecutivo y deliberativo de cada Municipio.  Los electores municipales tienen los derechos de iniciativa y referéndum. Su ejercicio se rige por las disposiciones de la ley provincial que regula la práctica de las mencionadas formas de democracia semi-directa.

19) PROVINCIA DE SAN JUAN

ARTICULO 58º.- Los habitantes tienen derecho a un ambiente humano de vida salubre y ecológicamente equilibrado y el deber de conservarlo. Corresponde al Estado Provincial por sí o mediante apelación a iniciativas populares: prevenir y controlar la contaminación y sus efectos, y las formas perjudiciales de erosión ordenar el espacio territorial de forma tal que resulten paisajes biológicamente equilibrados ; crear y desarrollar reservas y parques naturales así como clasificar y proteger paisajes, lugares y especies animales y la preservación de valores culturales de interés histórico o artístico. Toda persona puede pedir por acción de amparo la cesación de las causas de la violación de estos derechos. El Estado debe promover la mejora progresiva y acelerada de la calidad de vida de todos sus habitantes. 

ARTICULO 236º.- La iniciativa requiriendo la consulta popular puede originarse en el Poder Ejecutivo o a propuesta de uno o más legisladores, y la ley que al efecto se dicte no puede ser vetada. 

ARTICULO 251º.- Son atribuciones comunes a todos los municipios, con arreglo a los principios de sus Cartas y Ley Orgánica, los siguientes: 11) Utilizar la consulta popular cuando lo estime necesario. Una ley establece las condiciones en que se ejercerán los derechos de iniciativa y revocatoria; 

20) PROVINCIA DE SAN LUIS

Art. 97.- Se reconoce a los ciudadanos la iniciativa popular para la presentación de proyectos de ley, que son avalados con el porcentaje que la misma determine, el que debe ser superior al ocho por ciento del padrón electoral. No puede plantearse por vía de iniciativa popular, los asuntos concernientes a la aprobación de tratados, presupuestos, creación o derogación de tributos provinciales y reforma de la Constitución.

Art. 258.- Son atribuciones y deberes de los concejos deliberantes, dictar ordenanzas y reglamentos sobre: 16. Utilización de la consulta popular cuando lo estime necesario. La ley establece los casos en que se ejercen los derechos de iniciativa y revocatoria.

Art. 269.- Son electores municipales:
1. Los argentinos inscriptos en el padrón electoral correspondiente a la jurisdicción territorial del municipio. 

2. Los extranjeros mayores de dieciocho años, con un año de residencia inmediata en el lugar, inscriptos en el padrón especial que lleva la Comuna. Este padrón debe ser rubricado por el Juez Electoral y confeccionarse observando las formalidades que determina la ley. 

Todo elector tiene derechos de iniciativa, referéndum y revocatoria en los casos y forma que reglamenta la ley.

21) PROVINCIA DE SANTA CRUZ

Artículo 145.- Las Cartas Orgánicas deberán asegurar: 4) Los derechos de consulta e iniciativa popular.

Artículo 150.- En el ámbito territorial que la Legislatura le fije y conforme a criterios técnicos, el Municipio desarrollará su actividad y tendrá competencia en las siguientes materias, sin perjuicio de otras que las leyes le fijen: 

11) Convocar a la ciudadanía a consulta popular e instrumentar el derecho a la iniciativa popular.

22) PROVINCIA DE SANTA FE

23) PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO

Artículo 41º: Derecho de iniciativa. La Provincia asegurará a los ciudadanos el derecho de iniciativa para presentar proyectos de Ley ante la Cámara de Diputados, la que deberá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses a partir de su presentación. La Cámara de Diputados, por mayoría absoluta de votos, sancionará una Ley reglamentaria que no podrá exigir más del cinco por ciento del padrón electoral, a los efectos de viabilizar la iniciativa. No podrán ser objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a la reforma Constitucional, tratados interprovinciales, tributos y presupuesto. 

Artículo 132º: Corresponde al Poder Legislativo: 38. Dictar las leyes reglamentarias de la iniciativa popular y la consulta popular vinculante y no vinculante. 

Artículo 218º: Sociedades intermedias. Se reconocerá y se impulsará la organización de las sociedades intermedias representativas de intereses vecinales, que se integren para promover el progreso, desarrollo y mejoramiento de las condiciones de vida de los vecinos. Podrán proponer a las autoridades municipales y empresas privadas, todas aquellas medidas que tiendan a mejorar los servicios primordiales a la comunidad y solicitar su inserción dentro de los organismos que tiendan a promover y desarrollar todas las facultades que la ley les asigne.  Estarán facultadas para ejercer el derecho de petición, iniciativa y reclamo representando a vecinos y usuarios de servicios municipales.

Artículo 221º: Cartas Orgánicas. Las Cartas y la Ley Orgánica de las municipalidades, asegurarán la participación y el funcionamiento de entidades intermedias en las gestiones administrativas y de servicio público y garantizarán al electorado municipal el ejercicio del derecho de iniciativa, la consulta popular vinculante y no vinculante.

24) PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO

Artículo 107.- Las leyes pueden tener origen en proyectos presentados por legisladores, por el Poder Ejecutivo o mediante la iniciativa popular. El Poder Judicial podrá enviar a la Legislatura proyectos de leyes relativos a organización y procedimientos de la Justicia y funcionamiento de los servicios conexos a ella o de asistencia judicial.

Artículo 191.- Esta Constitución puede reformarse en todo o en cualquiera de sus partes, sólo después de transcurridos seis años desde la asunción de las primeras autoridades provinciales constitucionales, salvo para adecuarla a las reformas que pudieren introducirse en la Constitución Nacional o que mediante la iniciativa popular, avalada por un número de ciudadanos no menor del veinticinco por ciento de la cantidad de votos efectivamente emitidos en la última elección provincial, se proponga expresamente la reforma. La enmienda, o reforma de un solo artículo, podrá ser resuelta por la Legislatura Provincial con el voto afirmativo de los dos tercios de sus miembros, siempre que no se refiera a declaraciones, derechos, deberes y garantías o al presente artículo y no altere el espíritu de esta Constitución. Para entrar en vigencia deberá ser convalidada por referéndum popular que se convocará a tal fin. La enmienda a que se refiere el párrafo precedente no podrá llevarse a cabo sino con intervalos de dos años.  La reforma de más de un artículo o de aquéllos no susceptibles de ser enmendados legislativamente sólo podrá efectuarse por Convención Constituyente. 

Artículo 207.- Se reconoce el derecho a la iniciativa popular para la presentación de proyectos de ley, cuando sean avalados por un número de ciudadanos no menor al diez por ciento de la cantidad de votos efectivamente emitidos en la última elección provincial, en la forma y del modo que determine la ley. Los proyectos presentados en la Legislatura, de conformidad con lo establecido en el párrafo precedente, estarán sujetos a trámite parlamentario preferencial.
En el nivel municipal, la iniciativa popular será aplicada en igual forma hasta tanto sea establecida y reglamentada en la Ley Orgánica y cartas orgánicas municipales.
25) PROVINCIA DE TUCUMÁN

1GELLI, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina Comentada y Concordada, La Ley, 2001, pág. 314.

2 NATALE, Alberto; Comentarios sobre la Constitución. La reforma de 1994; Depalma 1995, pág. 43.

Emiliano Acharta – María M. Haiek – Américo Schvartzman – Gregorio D. Zabala – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 297)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

PROCEDIMIENTOS ALTERNATIVOS DE CONTROL, PREVENCIÓN Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS RELACIONADOS CON LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS, GARANTIZANDO LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA:

Artículo nº: “La Provincia de Entre Ríos, garantiza, protege y promueve procedimientos alternativos de control para la prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, inversiones públicas y prestadoras privadas de los servicios públicos con la debida participación ciudadana”.

“Se garantiza a los consumidores y usuarios el derecho de agruparse en defensa de la seguridad, la salud y todos los derechos subjetivos y legítimos intereses, que emergen de la prestación de los servicios públicos y de las inversiones públicas”.

“La estructura interna de las asociaciones de los consumidores, como así su funcionamiento deber ser libre, democrática y con participación de las minorías de la sociedad en su conjunto, para conseguir el bien común, teniendo legitimación procesal administrativa y judicial para promover acciones de amparo y todas las otras acciones que estén destinadas a la prevención y reparación de daños ocasionados en la prestación de los servicios públicos”.

Artículo nº: “Las autoridades estatales proveerán la protección de los derechos de las asociaciones de consumidores, mediante el Defensor del Pueblo, Defensa del Consumidor y los Entes Reguladores de las empresas privatizadas, quienes deberán inculcar la educación para el consumo, la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, la calidad, atención y eficiencia de las inversiones públicas y los servicios públicos, apoyar y permitir la intervención de las asociaciones de consumidores y usuarios”.

“En consecuencia deberán sancionar los mensajes publicitarios, cualquiera sea el medio utilizado para hacerlo, que distorsionen, alteren o modifiquen la real voluntad de compra o utilización de los servicios públicos de consumidores o usuarios”.

Artículo nº: “El estado asegurará la participación de las asociaciones de consumidores y usuarios en los organismos de control estatal, mediante la constitución de una comisión, consejo o comité de usuarios dentro de los entes reguladores, para la presentación de Documento de Consulta, Convocatoria Pública, Consulta Referéndum, Revocatoria Popular, Audiencia Pública y todo otro medio o acción que tenga la misma finalidad de participación ciudadana, como también la participación municipal, y serán representantes de los Consejos Deliberantes en los organismos de control para lograr la solución de conflictos”.

Artículo nº: “Los contratos referidos a las privatizaciones o concesiones de servicios públicos, deberán tener, bajo pena de nulidad absoluta, cláusulas sobre: la forma de fijación de tarifas; la obligación de incorporar progresos técnicos en la explotación del servicio; y el control permanente de la autoridad y de los usuarios acerca de la forma de prestación del servicio".

Artículo Nº: De Forma.

ACHARTA – SCHVARTZMAN – HAIEK –ZABALA – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS
“El Constituyente y la constitución son la personificación y objetivación del Estado y del Derecho.” Dra. Beatriz F. Vecchio.

Breve referencia conceptual, lógica jurídica, estimativa axiológica, sociológica, Teorías sobre Administración y Organización, y axiomas o principios de Doctrina Social de la Iglesia.
Si partimos de la necesidad de crear órganos de control con participación ciudadana dentro del Estado, o dentro de los lineamientos básicos, debemos hacer una breve reflexión.

Axiología Jurídica:

Es inevitable efectuar un análisis desde un punto de vista del Estructuralismo Jurídico – filosófico, es decir una norma como parte de toda una estructura interrelacionada, juega un papel importante en el diseño que una Constitución establece respecto del Estado.- Brevemente decimos que una norma influye directa o tangencialmente sobre otras, por más disímiles de los hechos que norman-, esto que nos sirva de sinopsis para lo que vamos a referenciar.

División de Poderes: Se ha escrito mucho y no es objeto de estudio, ni de fundamentación teórica ni práctica la División de Poderes, como un hecho constitucionalmente y socialmente aceptado.

¿Dónde se debe dar la Participación de la Sociedad?, sin lugar a dudas en todos los estamentos sociales, culturales, políticos, económicos y jurídicos: pero por una razón elemental es también y en concordancia en lo establecido en la Constitución Nacional, art. 24 “El Congreso promoverá la reforma de la actual legislación y el establecimiento “del juicio por jurados”, dado que es allí en la sentencia, “donde la seguridad como valor fundamental de lo jurídico sin el cual no puede haber Derecho” Recasén Siches, pág. 24, Tratado General de Filosofía del Derecho, donde la primigenia impronta constituyente se vuelve realidad, donde el constituyente se hace presente indefinidamente, donde los valores se hacen presentes en los hechos, donde la justicia imaginada por la constitución se une definitivamente y fundamentalmente en la Defensa de los Derechos más elementales, a través de la sentencia judicial. Si bien no es objeto de éste trabajo efectuar un análisis profundo sobre éste tema, dada lo tangencial con respecto a la participación de la Sociedad, a Principios del Derecho, -art. 33 y concs. Constitución Nacional-, es nuestro deber desde una arista lógica jurídica dejar a salvo éste condicionante de Participación Social y Ciudadana.

Siguiendo un orden lógico Jurídico, y en aplicación del principio “ad maius ad minus”, es decir que si la Participación Ciudadana, en la Constitución Nacional se da a través del Juicio por Jurados, - o se debería dar- en el Derecho más real, concreto y cotidiano, debe darse también en todas las esferas políticas, sociales y culturales que el derecho ha querido tutelar.

“Siempre he pensando y he compartido que el Control, como “función de supervisión que tienen los órganos de la jurisdicción sobre la validez formal o sustancial de los actos de la administración y sobre la Constitucionalidad de las leyes” Coutoure, debe ser mesurado y que tal mesura no proviene de la Constitución sino de las leyes que lo regulan, no obstante ello es menester fijar pautas reales, objetivas donde el legislador y la sociedad puedan fundar sus derechos a la hora de efectuar el control necesario de los actos de todos los estamentos estatales.

“El sistema económico debe caracterizarse por la presencia conjunta de la acción pública y privada, incluida la acción privada, sin fines de lucro. Se configura así una pluralidad de centros de decisión y de lógicas de acción. Existen algunas categorías de bienes colectivos y de uso común, cuya utilización no puede depender de los mecanismos del mercado y tampoco de exclusiva competencia del estado, en relación a éstos bienes es más bien la de valorizar todas las iniciativas, sociales y económicas, promovidas por las formaciones intermedias que tienen efectos públicos”….“la sociedad civil organizada es capaz de contribuir al logro del bien común” “Compendio de la Doctrina Social de la Iglesia” Pontificio Consejo Justicia y Paz, pág. 229, Conferencia Episcopal Argentina.-, y como tal es deber garantizar ése derecho a la organización, pilar fundamental en la construcción de instituciones y mecanismos, o sea instrumentos idóneos pero que el Constituyente no puede imaginar como respuesta a cada época, sí sin embargo el derecho inmanente a toda sociedad civil, organizada, pluralista, democrática y republicana.

El debate sobre los órganos de participación ciudadana, abre un gran abanico de aspectos gnoseológicos, filosóficos, culturales, sociales, económicos, estimativos, científicos, entre ellos los conceptos de Organización, pero que en virtud de la amplitud temática es necesario acotar y referenciar brevemente aquellos conceptos – sin desentrañar la esencia de las instituciones comprendidas- por lo que solo referenciamos acotadamente. Se incluye Doctrina Social de la Iglesia dada la profunda y profusa participación de la Iglesia Católica Apostólica y Romana en la vida de nuestra Nación más allá también de la profundidad de sus sentencias que merecen el más elevado respeto no sólo científico sino religioso.

“El Código Iberoamericano de Buen Gobierno constituye un claro ejemplo: entiende por buen gobierno aquél que busca y promueve el interés general, la participación ciudadana, la equidad, la inclusión social y la lucha contra la pobreza, respetando todos los derechos humanos, los valores y procedimientos de la democracia y el Estado de Derecho”.(“Participación ciudadana: Despliegue temático en el marco constitucional comparado de la República Argentina”,por Leopoldo J. Fidyka).

En consecuencia la sociedad actual necesita una amplia serie de servicios públicos, que deben ser brindados por el Estado, sea directamente por él o indirectamente, es decir: en forma indirecta: cuando el Estado otorga la Concesión para la prestación de Servicios Públicos a los particulares.

Asimismo sin importar quien presta el servicio público, este debe ser brindado con calidad, cualidad, en tiempo y forma, es decir de manera tal que realmente cumpla su función, satisfaga las necesidades que tiene que cubrir en forma íntegra, completa y eficaz para todos los usuarios y consumidores de los mismos.

Por lo tanto es dable reconocer que los usuarios y consumidores, son las únicas personas que pueden saber a ciencia cierta si el servicio es brindado con la plena y total satisfacción, cubriendo no solo las necesidades, sino sea realizado con la atención debida y respeto.

No vamos a entrar a dilucidar otra cuestión cual es si está primero constituir u organizar, “El derecho Administrativo no es otra cosa que el cuerpo de las Leyes orgánicas de la Constitución y viene naturalmente después de ésta se puede decir que el Congreso invirtió ése orden y empezó por el fin, organizando antes de constituir”, Juan Bautista Alberdi, “Bases y Puntos para la Organización Política de la República Argentina”, ésta cuestión denota de por sí sola las dificultades para establecer preceptos constitucionales que organicen, pero que constituyan derechos de Participación.

Entonces es sumamente importante en los tiempos que vivimos reconocer y ofrecer a los usuarios y consumidores la real participación en el control, prevención y solución de conflictos derivados de la prestación de los servicios públicos e inversiones públicas y no meramente la simple queja formal.

Por consiguiente esta realidad esta contemplada en nuestra Constitución Nacional, art. 42 que prevé la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios en los organismos de control. Para mayor ahondamiento se transcribe el art. 42 de la Carta Magna Nacional: “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. “Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control”.

En consecuencia deber ser el Estado en su totalidad e integridad quien debe dar la estructura básica para que las asociaciones de usuarios y consumidores logren sus fines, porque “El pueblo no gobierna ni delibera, sino a través de sus representantes”, es decir en este caso puntual es mediante el Defensor del Pueblo y Defensa del Consumidor, entre otros.

Por cuanto nuestra obligación provincial debe garantizar, asesorar, inculcar y defender la participación ciudadana en todo lo relacionado con el desarrollo, protección y consumo de todos y cada uno de los servicios públicos, sin importar quien los lleve a cabo, sino por el contrario, a sabiendas que la finalidad es que sea brindado el servicio público con las mejores prestaciones y utilidades de la época actual, de esta forma nos beneficiamos todos y hacemos realidad el bien común de todos y cada uno de los integrantes de la sociedad de la Provincia de Entre Ríos y que a su vez sea un real ejemplo para todas y cada una de las restantes provincias y comunidades nacionales e internacionales.

Por todo lo expuesto supra estamos convencidos que los usuarios y consumidores finales de los servicios públicos e inversiones públicas deben y deberán hacer realidad, mediante su utilización en forma continua de los siguientes medios, modalidades y procedimientos de defensa de sus intereses y de la sociedad misma, en busca del bien común, no solamente en la prestación de los servicios públicos, sean brindados por el Estado o por los particulares, sino también en las inversiones públicas, a saber se describen las siguientes formas de control, prevención y solución de conflictos o evitación de los mismos con la debida y atenta participación ciudadana: a) Constitución de una comisión, consejo o comité de usuarios dentro de los entes reguladores; b) Documento de Consulta.; c) Convocatoria Pública, d) Consulta Referéndum, e) Revocatoria Popular, f) Audiencia Pública y siendo ésta solo una enumeración enunciativa, para poder realmente garantizar la participación ciudadana en la sociedad, por lo que podrá ser ampliada por las asociaciones de consumidores y usuarios tendientes a la defensa de los intereses sociales.

También esta participación de los usuarios y consumidores esta contemplada en las siguientes Constituciones Provinciales de Nuestra República Argentina, a saber: Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, art. 46 (Titulo Segundo, Políticas Especiales, Capitulo Decimoquinto: Consumidores y Usuarios); Constitución de la Provincia de Neuquén, art. 55, bajo el Capitulo III derechos de Incidencia Colectiva, Título Consumidores y usuarios; Constitución del Chubut; Constitución de San Juan; Constitución de Formosa; Constitución de Tucumán; Constitución de Santiago del Estero; Constitución de Chaco; Constitución de Salta; Constitución de La Rioja.

“El Estado de Derecho debe ser reivindicado. El afán de renovación no debe relegar el principio de legalidad, ni la búsqueda de la igualdad “real” ante la ley, por ello recuperando otra vieja idea, la de “res-pública”, o cosa de todos (y todas), es a través de la creciente consolidación de espacios de dialogo y participación, por donde se puede ir fortaleciendo el necesario proceso de construcción de la ciudadanía” (“Participación ciudadana: Despliegue temático en el marco constitucional comparado de la República Argentina”,por Leopoldo J. Fidyka).

Por todo ello, invitamos a los señores Convencionales a compartir y acompañar este proyecto que sometemos a consideración de la H. Convención Constituyente.

ANEXO ILUSTRATIVO DE LAS CONSTITUCIONES PROVINCIALES ARGENTINAS REFORMADAS:

Constitución de la Ciudad de Buenos Aires: Titulo Segundo, Políticas Especiales, Capitulo Decimoquinto: Consumidores y Usuarios: ARTÍCULO 46: La Ciudad garantiza la defensa de los consumidores y usuarios de bienes y servicios, en su relación de consumo, contra la distorsión de los mercados y el control de los monopolios que los afecten. Protege la salud, la seguridad y el patrimonio de los consumidores y usuarios, asegurándoles trato equitativo, libertad de elección y el acceso a la información transparente, adecuada, veraz y oportuna, y sanciona los mensajes publicitarios que distorsionen su voluntad de compra mediante técnicas que la ley determine como inadecuadas. Debe dictar una ley que regule la propaganda que pueda inducir a conductas adictivas o perjudiciales o promover la automedicación. Ejerce poder de policía en materia de consumo de todos los bienes y servicios comercializados en la Ciudad, en especial en seguridad alimentaria y de medicamentos. El Ente Único Regulador de los Servicios Públicos promueve mecanismos de participación de usuarios y consumidores de servicios públicos de acuerdo a lo que reglamente la ley.”

Constitución de la Provincia de Neuquén: Reformada en el año 2.006: Declaraciones, derechos y garantías, CAPITULO III, DERECHOS DE INCIDENCIA COLECTIVA, Consumidores y usuarios, Artículo 55 Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada, veraz, transparente y oportuna; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno. Las autoridades garantizan la protección de esos derechos y promueven la educación para su ejercicio, la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, el control de los monopolios naturales y legales, el de la calidad y eficiencia de los servicios públicos garantizando el derecho a la uniformidad, universalidad, y a tarifas razonables en su prestación, a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. Ejercen el poder de policía en materia de consumo de todos los bienes y servicios comercializados en la Provincia.”

Constitución de la Provincia del Chubut: Reformada en el año 1994: Capítulo II, Derechos Sociales, De los usuarios y consumidores: ARTÍCULO 33. El Estado desarrolla políticas tendientes a la protección de los usuarios y consumidores, reconociéndoles el derecho de acceder, en la relación de consumo, a una información eficaz y veraz y de agruparse en defensa de sus intereses. Para gozar de este derecho las entidades que así se organicen deben estar reconocidas, ser representativas y observar procedimientos democráticos internos. Los particulares y las entidades mencionadas tienen legitimación a los fines de promover amparo u otras acciones destinadas a la prevención y la reparación de daños. La ley regula el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización, sancionando a quienes atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios, en cuanto sea de competencia provincial.”

Constitución de la Provincia de San Juan: Reformada en el año 1.986: SECCION PRIMERA, DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTIAS, CAPÍTULO IV, DERECHOS LIBERTADES Y GARANTIAS SOCIALES: Art. 69.- Defensa de los consumidores. Los consumidores tienen derecho a organizarse con la finalidad de defender la seguridad, la salud y sus legítimos intereses económicos. La ley regulará las organizaciones de consumidores que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento debe ser libre, democrática y con participación de minorías.”

Constitución de la Provincia de Formosa: reformada en el año 1.991, Preámbulo: "“Nos, el Pueblo de la Provincia de Formosa, a través de sus representantes, reunidos en Convención Constituyente, con el objeto de plasmar el modelo formoseño para un proyecto provincial, garantizar una mayor participación de los habitantes de la Provincia, por sí y a través de las organizaciones libres del pueblo, en la administración de la cosa pública, para constituir un estado federal moderno, bajo la forma de gobierno representativa, republicana, democrático - participativa y social, desde una concepción humanista y cristiana, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia, sancionamos la siguiente:…” (el subrayado nos pertenece). Reforma de la Constitución de la Provincia de Formosa, Primera Parte, Capitulo I, Declaraciones, Derechos y Garantías: Artículo 36.- La Provincia garantiza el funcionamiento de las organizaciones libres del Pueblo, sujetas a las leyes que las reglamenten. El Estado formoseño propende, como objetivo primordial de su organización social, a que todos los sectores que integran la comunidad provincial trabajen en pos de la felicidad del Pueblo y de la grandeza de la Provincia y de la Patria.”.- Cabe acotar que esta Constitución Provincial fue reformada antes que la Constitución de la Nación Argentina, y ya reconocía los derechos de los consumidores y usuarios, bajo la denominación pueblo.

Constitución de la Provincia de Tucumán: Reformada en el año 2.006: Sección I, Capítulo Único: Declaraciones, derechos y garantías: Art. 42.- Los consumidores y usuarios tienen derecho a agruparse en defensa de sus intereses. El Estado promoverá la organización y funcionamiento de las asociaciones de usuarios y consumidores, previendo la necesaria participación de éstas en los organismos de control.”

Constitución de la Provincia de Santiago del Estero: Reformada en el año 2.005: Capítulo V DEL CONSUMIDOR: Artículo 36.- Defensa del consumidor. Los consumidores y usuarios tienen derecho en la relación de consumo, a la protección de su salud, en especial del cuidado de los alimentos en general y con estricto control de calidad de los destinados a planes de apoyo nutricional para la infancia y ancianidad, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección; a la calidad y eficiencia de los servicios públicos y a la constitución de asociaciones en defensa de sus intereses. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo la participación de las organizaciones de usuarios y consumidores en los organismos de control.”

Constitución de la Provincia del Chaco: Reformada en 1.998: SECCIÓN PRIMERA, CAPÍTULO IV: Economía Derechos del consumidor y del usuario: Artículo 47.- El Estado Provincial garantiza los derechos del consumidor y del usuario. La ley promoverá la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; una información adecuada y veraz; la libertad de elección y condiciones de trato equitativo y digno. Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, la educación para el consumo, la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, la calidad y eficiencia de los servicios públicos y la constitución de asociaciones de consumidores y usuarios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de los conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial y preverá la necesidad de participación de las asociaciones de consumidores y usuarios, y de los municipios interesados en los órganos de control.”

Constitución de la Provincia de Salta: Reforma de 1.998: SECCION PRIMERA, CAPITULO II, DEBERES Y DERECHOS INDIVIDUALES, Artículo 31: DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS: Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno. Las autoridades aseguran la protección de esos derechos, la educación para el consumo, la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, el control de los monopolios naturales y legales, la calidad y eficiencia de los servicios públicos y la constitución de asociaciones de consumidores y usuarios. La legislación regula la publicidad para evitar inducir a conductas adictivas o perjudiciales o promover la automedicación y establece sanciones contra los mensajes que distorsionen la voluntad de compra del consumidor mediante técnicas que la ley determine como inadecuadas. La legislación establece procedimientos eficaces y expeditos para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo la necesaria participación de los consumidores, usuarios, asociaciones que los representen y municipios, en los órganos de control.”

Constitución de la Provincia de La Rioja: Agregado en la Reforma Constituyente del año 2.002: CAPITULO II, DERECHOS Y GARANTIAS, “Derecho de los Usuarios y Consumidores: ARTICULO 50°.- Los consumidores de bienes y los usuarios de servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos, a una información adecuada y veraz, a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno. Las Autoridades proveerán a la promoción y protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios legales y naturales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de Asociaciones de Consumidores y de Usuarios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial; posibilitando la participación de las Asociaciones de Consumidores y Usuarios, como también la de representantes de los Concejos Deliberantes en los organismos de control y solución de conflictos”.

Emiliano Acharta – Américo Schvartzman – María M. Haiek –Gregorio D. Zabala – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Control del Estado.

CXVIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 298)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS REFORMA:

Art. 1: Sustituyese el actual Artículo 49 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos por el siguiente texto:

“La Gobernadora o Gobernador y la Vicegobernadora o Vicegobernador serán elegidos en forma directa y conjunta, por fórmula completa y por mayoría absoluta, por el pueblo de la Provincia constituida esta en un solo distrito Electoral.

Si en la primera elección ninguna fórmula obtuviera mayoría absoluta de los votos válidamente emitidos, se convocará dentro de los 30 días a una segunda elección entre las dos fórmulas más votadas en la primera elección, quedando en la segunda elección consagrada la fórmula que obtenga mayor número de sufragios.”

Art. 2: De forma.

ACHARTA – SCHVARTZMAN – HAIEK –ZABALA – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

En el inciso 46 del artículo 1º de la Ley Nº 9768 que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, se habilita expresamente a la Convención Constituyente para “Incorporar el sistema de segunda vuelta o Ballottage para la elección de Gobernador y Vice de la Provincia”. Asimismo, en el Inciso 1º del art. 1 de dicha ley se habilita revisar, reformar, actualizar o modificar el artículo 49 de la Constitución provincial que dispone expresamente que “El gobernador y vicegobernador serán elegidos directamente por el pueblo de la Provincia, a simple pluralidad de sufragios. En caso de empate se procederá a una nueva elección.” Proponemos la incorporación del sistema de ballottage o segunda vuelta en nuestra constitución provincial en base a las consideraciones y fundamentos que seguidamente se exponen.

En las últimas décadas los países latinoamericanos gradualmente han ido abandonando sus tradicionales sistemas de elección presidencial de mayoría simple o colegio electoral para adoptar sistemas de elección directa con umbral fijo y segunda vuelta con nueva elección directa. En ese sentido, en el año 1979 sólo dos países latinoamericanos -Costa Rica y Ecuador- utilizaban el sistema de doble vuelta directa para la elección presidencial siendo a la fecha doce (12) países más (Argentina, Paraguay, Haití, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, Nicaragua, Perú, República Dominicana y Uruguay) los que lo han receptado en sus cartas.

La idea del ballotage -empleado en Francia- se aplicó a sistemas de elección directa con un umbral del 50%, aunque eventualmente el concepto se extendió a sistemas de doble vuelta directa con umbrales inferiores.

En el ámbito nacional, antes de la reforma del año 1994, se introdujo en nuestra Constitución Nacional en el año 1.972 (aunque luego fue derogado) el sistema del ballotage exigiéndose para evitar una segunda vuelta que la fórmula presidencial obtuviera la mayoría absoluta de sufragios válidamente emitidos, es decir, más del 50%.

Por su parte, en el ámbito provincial cuatro son las constituciones que receptan el sistema del ballotage: las de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (art. 96) y Tierra del Fuego e islas del Atlántico Sur (art. 203) con un umbral del 50% y las de Chaco (art. 133) y Corrientes (arts. 156 y 157) con un umbral del 45% o 40% cuando hay una diferencia de más del 10% con la segunda formula (esto último solo en la de Corrientes).

Las ventajas y finalidades fundamentales de este procedimiento son:

a) En primer lugar, el fortalecimiento de la legitimidad del titular del poder ejecutivo electo, no solamente porque garantiza la superación del umbral electoral sino también porque permite que el electorado mismo dirima la contienda en forma directa.

Como prueba o ejemplo de la virtud de este sistema para garantizar el real respeto de la voluntad popular, se puede mencionar el caso de las elecciones presidenciales del año 2003, en las cuales el candidato que ganó en la primera vuelta –Menem- tenia un rechazo de más del 60% del electorado que expresamente se manifestaba en contra de su candidatura. Si en este caso se hubiera aplicado el sistema de la mayoría relativa se hubiera consagrado un presidente el cual la mayoría del electorado no quería que fuera.

b) En segundo lugar, el sistema tiende a fortalecer la gobernabilidad democrática, al garantizar un ejecutivo con amplio respaldo popular y a promover la formación de coaliciones electorales entre la primera y la segunda vuelta que fácilmente podrían transformarse luego en coaliciones de gobierno.

Entendemos que el sistema del Ballottage tendría una importancia o relevancia relativa en los países en los que hay un bipartidismo fuerte y consolidado, como por ejemplo en Estados Unidos y España (o como nuestro país en la década de 1980), pues en las elecciones normalmente se logra la mayoría absoluta del 50%. Pero, sí adquiere trascendencia e importancia, en los casos, como sucede actualmente en nuestro país, de pluripartidismos y/o de fragmentación de los partidos políticos tradicionales. En estos casos, el sistema de segunda vuelta opera como un incentivo cooperativo entre las distintas fuerzas políticas, sobre todo para las mayoritarias, quienes deberán asumir compromisos con las minorías políticas afines, con el objeto de lograr consensos más amplios. En otras palabras, la llegada al poder presidencial o gubernamental implicará negociar el programa de gobierno con grupos políticos más reducidos, en ocasiones incorporándolos al gabinete o formando con ellos una coalición mayoritaria.

c) Por otro lado, el sistema se propone también extender el perímetro de libertad del elector, pues como señala Midón “La práctica del instituto enseña que el votante, generalmente conocedor de la imposibilidad de que en la primera vuelta un partido reúna suficiente mayoría, sufraga libremente por cualquier expresión política, sin temor a ver perdido su arbitrio. Al fin y al cabo, dispondrá de una segunda vuelta que definirá la cuestión”. Es por ello que Bidart Campos (“Manual de la Constitución reformada”, Ed. EDIAR, Buenos Aires, 1.997, T III, págs. 227/228) tomando la expresión acuñada en Francia nos dice que: “…en el primer comicio el elector opta libremente por la fórmula o los candidatos que realmente prefiere -vota con el corazón-, y que en cambio en la eventual segunda vuelta reflexiona racionalmente para escoger una de entre dos fórmulas -vota con la razón-…”.

En ese sentido, se expresa que cuando la elección se hace mediante un sistema de mayoría relativa –el de nuestra actual constitución provincial- puede esperarse que tanto en el electorado como en los partidos políticos se genere la expectativa de que la elección será resuelta en esa primera vuelta, de modo que los electores a la hora de decidir su voto toman en cuenta cuáles son los candidatos que aparecen con la mayor opción y tienden a decidirse por uno de ellos. Es decir, los electores de partidos sin opción se tienden a apartar de éstos a favor de alguno de los mejores colocados, provocándose una ficticia, engañosa y transitoria concentración del voto popular. En cambio, cuando se exige una mayoría absoluta para ganar en la primera vuelta, y se prevé una segunda entre los candidatos más votados, la experiencia demuestra que lo usual será que ese efecto de concentración momentánea del voto no se produzca. En la primera vuelta, los electores no se sentirán presionados a votar por uno de los candidatos con mayor opción. Por el contrario, se ven estimulados a votar por su candidato favorito en la primera vuelta, contribuyendo así a fortalecerlo para las negociaciones previas a la elección definitiva.

Respecto del porcentaje de votos que se debe exigir para evitar el ballottage, entendemos que lo correcto para el cumplimiento de las ventajas y finalidades antes mencionada es exigir el umbral del 50% de los votos y no umbrales menores como el de la Constitución Nacional que exige el 45% de los votos validamente emitidos o 40% cuando haya una diferencia de 10 puntos con la formula que le sigue (art. 97 y 98 CN).

Consideramos que la fórmula adoptada para elección del Presidente y Vicepresidente, altera la esencia del sistema electoral de doble vuelta, pues la segunda elección entre las dos fórmulas más votadas, debería tener lugar cuando ninguna fórmula haya obtenido en la primera vuelta la mitad más uno de los sufragios. La mayoría de las Constituciones que tienen el sistema de segunda vuelta requieren mayoría absoluta, a saber: Francia, Art.7; Brasil, Art.77, Ecuador, Art.74; El Salvador, Art.80; Guatemala, Art.184, Haití, Art.134; Austria, Art.60; Portugal, Art.129; Perú, Art.203; Colombia, Art.190. Además las leyes electorales de Chile, Ley 18.700, Art.109, de Paraguay, ley 1/90 y la ley 19.982 de Argentina, también han requerido mayoría absoluta. Las únicas Constituciones que prescinden de la mayoría absoluta son la de Costa Rica y Nicaragua. Asimismo, el sistema que permite achicar el umbral porcentaje en base a la diferencia con el segundo no registra antecedentes en otras partes del mundo.

El sistema de ballottage permite que, en la primera vuelta, participen muchos partidos y consigan representación en el Congreso. Pero, en realidad, en el sistema establecido en la Constitución nacional, el piso relativamente bajo del 45 o 40% pretende ser un incentivo velado al bipartidismo, para que los partidos, ya antes de llegar a la primera vuelta, se reúnan en alianzas. Es la única forma en que la oposición tiene alguna chance. En ese sentido, Bidart Campos (“Tratado elemental de Derecho Constitucional Argentino”, T VI, p. 412) expresa que “cuando el elector reflexivo sabe que ya en la primera vuelta puede triunfar una formula si supera el 45% de los votos –en vez de lo habitual en el derecho comparado, que es más del 50%- ha de tener precaución con miras a la eventual segunda vuelta, que no se realiza si la fórmula que consiguió por lo menos el 40% en la primera tiene la diferencia de más de diez puntos porcentuales sobre la siguiente en cantidad de votos. Estas perspectivas ya juegan desde la primera opción, de forma que no es tan cierto que en ella vaya a existir plena libertad de decisión a gusto de cada elector cuando escoge una formula determinada”.

El ballottge de la Constitución Nacional minimiza en gran medida los objetivos principales perseguidos por el instituto en su versión genuina. Sobre este particular Castiglioni (“Ballottage”, Pág. 12, 12/6/94) considera que “a diferencia de otros sistemas de doble turno, este ballottage no parece adecuado a conseguir simultáneamente, mayor pluralidad y legitimidad”. Este autor agrega luego que la doble vuelta presidencial, en la doctrina política, está pensada para garantizar al jefe de Estado un poder legitimado por la mayoría de los votos. Luego explica que el ballottage “a la Argentina” podría no cumplir con los objetivos antes mencionados. “En primer lugar –manifiesta el comentario–, un candidato está habilitado a conquistar, en un solo turno, la presidencia con el 40% de los sufragios, bien por debajo de aquella legitimación mayoritaria que el doble turno persigue. En segundo lugar, tendería a liquidar, en la primera vuelta, el voto sincero en aras del voto útil, restringiendo el aludido pluralismo” (...) “si los opositores compitieran entre sí, cada uno con su propia bandera partidaria, correrían el riesgo de no llegar al segundo turno...”.
Por todo lo expuesto, invitamos a los Señores Convencionales a compartir y acompañar este Proyecto que sometemos a consideración de la Honorable Convención Constituyente.

Emiliano Acharta – Américo Schvartzman – María M. Haiek –Gregorio D. Zabala – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici.

ANEXO COMPARATIVO DE LEGISLACION

1) Constitución de la Nación Argentina (Reforma año 1994)
Artículo 94.- El Presidente y el vicepresidente de la Nación serán elegidos directamente por el pueblo, en doble vuelta, según lo establece esta Constitución. A este fin el territorio nacional conformará un distrito único.

Artículo 96.- La segunda vuelta electoral, si correspondiere, se realizará entre las dos fórmulas de candidatos más votadas, dentro de los treinta días de celebrada la anterior.

Artículo 97.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta, hubiere obtenido más del cuarenta y cinco por ciento de los votos afirmativos válidamente emitidos, sus integrantes serán proclamados como Presidente y vicepresidente de la Nación.

Artículo 98.- Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta hubiere obtenido el cuarenta por ciento por lo menos de los votos afirmativos válidamente emitidos y, además, existiere una diferencia mayor de diez puntos porcentuales respecto del total de los votos afirmativos válidamente emitidos sobre la fórmula que le sigue en número de votos, sus integrantes serán proclamados como Presidente y vicepresidente de la Nación.

2) Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Año 1996)

ARTÍCULO 96.- El Jefe de Gobierno y un Vicejefe o Vicejefa son elegidos en forma directa y conjunta, por fórmula completa y mayoría absoluta. A tal efecto se toma a la Ciudad como distrito único.

Si en la primera elección ninguna fórmula obtuviera mayoría absoluta de los votos emitidos, con exclusión de los votos en blanco y nulos, se convoca al comicio definitivo, del que participarán las dos fórmulas más votadas, que se realiza dentro de los treinta días de efectuada la primera votación.

3) Constitución de la Provincia de Corrientes (Año 2007)

Artículo 156.- El Gobernador y el Vicegobernador de la Provincia son elegidos directamente por el pueblo en doble vuelta. A este fin el territorio provincial conforma un distrito único. La convocatoria a elección se efectúa entre los seis (6) y tres (3) meses y la elección debe realizarse entre los cuatro (4) y dos (2) meses, en ambos casos antes de la conclusión del mandato del Gobernador y Vicegobernador en ejercicio.

Si la fórmula que resulta ganadora en la primera vuelta hubiera obtenido más del cuarenta y cinco por ciento (45%) de los votos afirmativos válidamente emitidos, sus integrantes serán proclamados como Gobernador y Vicegobernador de la Provincia. También lo serán si hubiera obtenido el cuarenta por ciento (40%) por lo menos de los votos afirmativos válidamente emitidos, y además existiera sobre la fórmula que le sigue en número de votos, una diferencia mayor a diez (10) puntos porcentuales respecto del total de los votos afirmativos válidamente emitidos.

Artículo 157.- Si ninguna de las fórmulas intervinientes alcanzare la mayoría requerida, se convocará a un nuevo comicio, que deberá celebrarse dentro de los veintiún (21) días posteriores al primero. En esta segunda compulsa la elección se contraerá a las dos fórmulas que en la primera vuelta resultaron más votadas, adjudicándose los cargos en disputa a aquella que obtuviera la mayoría. Si antes de celebrarse la segunda vuelta se produjera el fallecimiento o cualquier impedimento legal de un candidato que debía participar en ella, el partido o alianza que lo propuso deberá recomponer su fórmula, incorporando al binomio el primer candidato a senador o el primer candidato a diputado provincial de las últimas listas oficializadas.

Artículo 158.- En caso de registrarse empate en la oportunidad a que se refiere el artículo 157, la Asamblea Legislativa elegirá al Gobernador y Vicegobernador con el voto de la mayoría de los miembros presentes, en sesión especial que deberá convocarse con cuarenta y ocho (48) horas de antelación, dentro de los tres (3) días de recibida la comunicación del artículo 159, la que deberá concluir antes del quinto día de iniciada. De subsistir la paridad, tras la primera votación, el Presidente del cuerpo definirá la elección.

4) Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur (Año 1991)

Art. 203. -- La elección de gobernador y vicegobernador se efectuará por fórmula completa, por el voto directo del Pueblo de la Provincia constituida ésta en un solo distrito electoral, y por mayoría absoluta de sufragios.

Si ninguna de las fórmulas obtiene esa mayoría se realizará dentro de los quince días una segunda elección entre las dos fórmulas más votadas en la primera, quedando consagrada la que obtenga el mayor número de sufragios.

5) Constitución de la Provincia del Chaco (Año 1994)

Art. 133. -- El gobernador y el vicegobernador durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones, y cesarán en la fecha en que por ley expire su mandato, que en ningún caso será prorrogado.

Podrán ser reelectos o sucederse recíprocamente por un nuevo período y por una sola vez. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente, no podrán ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con intervalo de un período.

Su elección se hará directamente por el pueblo en doble vuelta, dentro de los tres meses anteriores a la conclusión del mandato. A este fin el territorio provincial conformará un distrito único.

La segunda vuelta electoral se hará entre las dos fórmulas de candidatos más votadas y en la convocatoria respectiva se preverá la fecha de esta segunda vuelta, que deberá efectuarse dentro de los treinta días de la primera.

Cuando la fórmula que resulte ganadora en la primera vuelta hubiere obtenido más del cuarenta y cinco por ciento de los votos válidamente emitidos y a favor de alguna de las fórmulas oficializadas, sus integrantes serán proclamados gobernador y vicegobernador.

También lo serán si hubieren obtenido el cuarenta por ciento o más de los votos emitidos, válidos y a favor de alguna de las fórmulas oficializadas, y además existiere una diferencia igual o mayor a diez puntos porcentuales respecto del total de los votos afirmativos válidamente emitidos, sobre la que le sigue en número de votos.

6) Constituciones Latinoamericanas
a- Constitución de Brasil

art. 77: "La elección del Presidente y del Vicepresidente de la República se realizará simultáneamente noventa días antes del final del mandato presidencial vigente.

1- La elección del Presidente de la República importará la del Vicepresidente con el registrado.

2- Será considerado electo presidente el candidato que, presentado por un partido político, obtuviere la mayoría absoluta de los votos, no computándose los en blanco ni los nulos.

3- Si ningún candidato alcanzare mayoría absoluta en la primera votación, se hará una nueva elección en el plazo de hasta veinte días después de la proclamación del resultado, concurriendo los dos candidatos más votados y considerándose electo aquel que obtuviera la mayoría de los votos válidos.

4- Si, antes de realizado el segundo turno, ocurriese la muerte, desistimiento o impedimento legal del candidato, se convocará dentro de los remanentes el de mayor votación.

5- Si, en la hipótesis de los párrafos anteriores, quedaren en segundo lugar, más de un candidato con la misma votación, se elegirá al de mayor edad."

b- Constitución de Colombia

art. 190: " El Presidente de la República será elegido para un período de cuatro años, por la mitad más uno de los votos que, de manera secreta y directa, depositen los ciudadanos en la fecha y con las formalidades que determine la ley. Si ningún candidato obtiene dicha mayoría, se celebrará una nueva votación que tendrá lugar tres semanas más tarde en la que sólo participarán los dos candidatos que hubieren obtenido las más altas votaciones. Será declarado Presidente quien obtenga el mayor número de votos.

En caso de muerte o incapacidad física permanente de alguno de los dos candidatos con mayoría de votos, su partido o movimiento político podrá inscribir un nuevo candidato para la segunda vuelta. Si no lo hace o si la falta obedece a otra causa, lo reemplazará quien hubiese obtenido la tercera votación; y así en forma sucesiva y en orden descendente.

Si la falta se produjese con antelación menor a dos semanas de la segunda vuelta, ésta se aplazará por quince días."

c- Constitución de Perú

art. 111: "El presidente de la república se elige por sufragio directo. Es elegido el candidato que obtiene más de la mitad de los votos. Los votos viciados o en blanco no se computan.

Si ninguno de los candidatos obtiene la mayoría absoluta, se procede a una segunda elección, dentro de los treinta días siguientes a la proclamación de los cómputos oficiales, entre los candidatos que han obtenido las dos más  altas mayorías relativas.

Junto con el Presidente de la República son elegidos, de la misma manera, con los mismos requisitos, y por igual término, dos Vicepresidentes."

d- Constitución de Ecuador

Artículo 74: "Para ser Presidente de la República se requiere ser ecuatoriano por nacimiento; estar en goce de los derechos de ciudadanía; tener 35 años de edad, por lo menos, al momento de la elección; estar afiliado a uno de los partidos políticos reconocidos legalmente; y, elegido por mayoría absoluta de sufragios, en votación directa, universal y secreta, conforme a la ley".

7) Constituciones Europeas:

a- Constitución de Francia

art. 6: "...La participación de los estados miembros en el Colegio Electoral que elige al Presidente de la república será establecida mediante acuerdo entre la república y los estados miembros de la comunidad.

Las modalidades de aplicación del presente artículo serán establecidas por una ley orgánica".

art. 7: " La elección del Presidente de la República se efectuará por mayoría absoluta en la primera votación. De no obtenerse dicha mayoría, el Presidente de la República será elegido por mayoría relativa en una segunda votación.

Los comicios se abrirán mediante convocatoria del Gobierno.

La elección del nuevo Presidente se celebrará 20 días por lo menos y 50 días a lo sumo antes de la expiración de los poderes del Presidente en ejercicio".

En síntesis, tanto en los antecedentes internacionales como en las nacionales y provinciales, se exige mayoría absoluta para la primera vuelta, en su defecto se va a la segunda.

b- Constitución de Austria

Artículo 60:

"(1) El Presidente Federal es elegido por la Nación sobre la base del sufragio igualitario, directo, secreto y personal. Si hubiera sólo un candidato, la elección deberá tener lugar bajo la forma de un referéndum.

(2) Resultará electo aquel candidato que obtenga más de la mitad de los votos válidos. Si no resultara esa mayoría deberá celebrarse una segunda votación. En ella sólo puede votarse válidamente por uno de los dos candidatos que hubieren obtenido la mayor cantidad de votos en la primera votación; pero cada uno de los dos grupos de sufragantes que han presentado esos dos candidatos pueden nominar para la segunda votación a otro individuo para reemplazar a su candidato original".

b- Constitución de Portugal

Artículo 129:

"1. Será electo Presidente de la República el candidato que obtenga más de la mitad de los votos válidamente expresados, no se considerarán como tales a los votos en blanco.

2. Si ninguno de los candidatos obtuviere ese número de votos, se procederá a una segunda votación hasta el vigésimo primer día subsiguiente a la primera votación.

3. A esta votación sólo concurrirán los dos candidatos más votados que no hubieren retirado su candidatura".

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 299)

INTRODUCCIÓN

Luego de tantos años de trabajo en la Provincia, creando empresas que han sido de fundamental importancia en la economía de la misma, otorgando empleo a cuatrocientas ochenta (480) familias, logrando la exportación de las mercaderías producidas en las mismas, debo manifestar que hoy, en mi carácter de convencional constituyente, me encuentro en una instancia de colaboración para el mejoramiento y engrandecimiento de nuestra Provincia, sintiéndome honrado con esta ardua tarea que me toca desarrollar, y esperando contribuir para una reforma constitucional exitosa, visionaria, inteligente, responsable y perdurable en el tiempo.

La Constitución es la Norma Fundamental de la Provincia, se encuentra por encima de cualquier otra salvo, claro está, la Constitución Nacional que es la norma superior.

Atento los cambios vertiginosos que los tiempos han producido en la Provincia, y en el mundo, hoy es menester efectuar una reforma de dicha Norma, pero tal reforma debe ser de tal entidad que prevea las condiciones imperantes en la actualidad, pero que asimismo tenga la característica de ser visionaria, y pueda por ello prever cuestiones que a futuro, pero no por ello a largo plazo, han de ser materia común en la Provincia. Los postulados de la nueva Constitución deberán ser de aplicación para la posteridad, y ello impone a los convencionales constituyentes una labor ordenada, previsora, minuciosa, pragmática.

Una reforma constitucional no es un procedimiento que pueda efectuarse habitualmente, sino que se realiza en situaciones de excepción, como sucede en la actualidad donde el texto de la Constitución del año 1933 resulta anacrónico con las condiciones actuales de la Provincia, y del mundo.

Del texto de la Ley de Necesidad de Reforma Nº 9768 surgen los puntos sujetos a reforma en la Constitución vigente. Como es de conocimiento de todos, la reforma constitucional debe ajustarse a las prescripciones de la Ley de Necesidad de Reforma, pero los lineamientos de la Constitución no pueden ser reformados en su integridad, sino que solo algunos puntos están sujetos a reforma.

En virtud de lo manifestado en los parágrafos precedentes, y teniendo en cuenta que los puntos pasibles de ser modificados son de gran envergadura, y en virtud de integrar la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, elevo este proyecto de reforma para su consideración, esperando que el mismo sea receptor de las necesidades actuales, y se adapte a los requerimientos de nuestra Comunidad, en consonancia con las normas de la Constitución Nacional.

Reconocimiento del Medio Ambiente.

Los problemas que el descuido y la desidia para con el medio ambiente vienen y seguirán generando a la humanidad son de conocimiento de todos, y la solución a ello es impostergable, y requiere atención inmediata. En la Constitución el año 1933 estos problemas no fueron contemplados, claro que porque ellos no eran propios de ese momento, y son de trascendental importancia en este momento histórico, con grave riesgo de agravarse con el paso del tiempo. Todas las constituciones provinciales que han sido reformadas en estos últimos tiempos contemplan el reconocimiento del ambiente sano como un derecho. Por su parte, los siguientes países de América también lo han hecho: Bolivia (Constitución del año 1967 modificada en el año 2002 para el reconocimiento del ambiente, art. 7 m.); Brasil (art. 225); Chile (art. 19), Colombia (art. 79); Costa Rica (art. 50); Ecuador (arts. 20, 23, 6, 86); El Salvador (art. 117); Guatemala (arts. 93 y 97); Guayana (arts. 25 y 36); Haití (arts. 52-1; 253, no garantiza el derecho); Honduras (arts. 145, 172 y 173; no garantiza el derecho, es un deber del Estado); Jamaica (no es derecho positivo, pero existe proyecto), México (arts. 4, 25); Nicaragua (art. 60); Panamá (art. 114; contemplado como deber del Estado, no como derecho humano); Paraguay (arts, 7, 38); Perú (art. 2.22); Suriname (art. 6 c.); Uruguay (art. 47); Venezuela (art. 127).

En palabras de Juan Pablo II “Existe en el hombre una cultura de dominación que lo lleva a abusar del planeta.” HOY ES NECESARIA UNA EFECTIVA PROTECCIÓN Y PRESERVACIÓN DEL HABITAT HUMANO, y la Nueva Constitución debe buscar el modo de garantizarlo.

Conozco la actividad empresaria e industrial de cerca, y se claramente que muchas veces la productividad y el desarrollo entran en conflicto con la naturaleza, pero no debemos olvidar que lo económico inmediato nunca puede estar por encima de un bien de incalculable valor, como lo es el ambiente, imprescindible para lograr la preservación de las especies humanas, animales y vegetales. La conducta humana debe tener un límite en pos de permitirnos vivir en un ambiente sano.

Por años los gobiernos han hecho caso omiso a las implicancias del uso indiscriminado del medio, y el despilfarro de los recursos naturales.

El ambiente debe ser reconocido como patrimonio común de todos los entrerrianos, como derecho de toda persona de gozar de un ambiente sano. Un ambiente sano constituye un legado que estamos obligados a dejarle a las próximas generaciones. Para ello, será necesario ofrecer incentivos económicos a la conservación, mejoramiento y restauración del mismo, a fin de lograr la concientización y educación de la importancia que posee, y necesidad de su cuidado y preservación.

Como contrapartida, se deberá sancionar a quienes hagan uso del ambiente de modo nocivo, y en contraposición con los intereses de la comunidad toda.

Deberán aplicarse tasas a los usuarios del ambiente y de los recursos naturales para actividades con fines de lucro. Debe erradicarse el concepto de que los recursos naturales “son gratis” porque el costo de su uso, cuando no abuso, se paga con la calidad de vida, por no decir con la vida misma.

El ambiente debe ser protegido, y utilizado de manera razonable.

Las políticas de gestión ambiental deben incentivar el desarrollo sustentable, razonable, sostenible.

Debemos educar, concienciar respecto del impacto que la degradación ambiental importa para la vida.

Esto no indica que no deben utilizarse los recursos, muy por el contrario. Sabido es de los altos índices de desocupación, de desnutrición, de mortandad infantil. Entonces bien, la utilización de los recursos debe ser racional, medida, mesurada. Deben utilizarse los recursos necesarios para satisfacer necesidades, dejando los suficientes para que el recurso pueda seguir renovándose. Debemos defender el ambiente, y ello constituye un deber de todos.

LA NATURALEZA NO ES INAGOTABLE. DEBEMOS LOGRAR LA CONVIVENCIA ARMONICA CON ELLA.

Para ello hace falta compromiso de todos. Los sistemas económicos deben incorporar el impacto del costo ambiental, desarrollar tecnologías no contaminantes. Es menester incorporar programas educativos a fin de que los problemas ambientales resulten tangibles para la ciudadanía en su conjunto, y culminar con esa idea de que “… a nosotros no nos va a pasar…”.

Si está en peligro el medio, estamos todos en peligros porque formamos parte de él.

Para concretar una solución es necesario conocer los motivos del problema, y eso solo será posible a través de la educación, de la información, de la concientización ambiental. Hay que tener conocimiento de qué es lo que se está preservando, y de que modo se puede hacerlo.

Como contrapartida, también la información ambiental debe estar contemplada como un derecho de todos.

Previo a la concreción de cualquier obra, pública o privada, debiera exigirse la realización de un estudio de impacto ambiental. Es menester que la Constitución contemple expresamente prerrogativas en defensa del ambiente y de su uso racional a fin de evitar su utilización con una significación incompatible, a no tan largo plazo, con la vida.

El Agua.

Como es de público conocimiento, el agua es un recurso natural no renovable, limitado, vulnerable, y cuya escasez amenaza a la humanidad. Sabido es que el agua dulce es de vital importancia para los ecosistemas terrestres, formando parte del mismo.

Sin agua no hay vida, y por ello es que todos tenemos el deber de cuidarla, reduciendo los niveles de contaminación, de degradación ambiental, reduciendo su derroche, su utilización indiscriminada e ilimitada que hacen peligrar nuestra existencia.

Debe bregarse por el desarrollo humano y económico sostenibles, y para que ello sea posible, las actividades humanas deben adaptarse a los límites de la capacidad de la  naturaleza.

El agua debe cuidarse, conservarse.

Ahora bien, la productividad económica se halla íntimamente ligada a la utilización de este recurso, siendo imposible lograr un desarrollo económico sin su utilización. Generalmente el desarrollo económico redunda perjudicialmente contra este recurso. El vertido de aguas residuales mal tratadas, los controles inadecuados de los desechos industriales, la pérdida y destrucción de zonas de captación, la ubicación imprudente de fábricas, la deforestación, la agricultura migratoria, y malos métodos de cultivos, entre otros, son todos hechos que contribuyen al desarrollo productivo, pero atentan contra este recurso y que avisoran un resultado irreversible, que no debemos permitir sea posible.

Debe lograrse un equilibrio que permita generar riqueza y empleo pero que ello no implique afectar los recursos ni el medio.

Debe buscarse el modo de aprovechar el agua, para lograr sistemas sostenibles de aprovechamiento de los recursos. Un modo de lograr este objetivo es mediante el uso racional del mismo, que posibilite un desarrollo sustentable o sostenible. También la educación de la población a su respecto es un modo de contribuir a la utilización racional.

La implementación de políticas de prevención y atenuación de riesgos, los programas de protección, conservación y aprovechamiento racional y sostenible de este recurso. Debe estarse a la incorporación e implementación de un principio de sostenibilidad.

Es menester precisar que implicaría un desarrollo sostenible, y un buen concepto es el aportado por la Wikipedia que establece: “El ámbito del desarrollo sostenible puede dividirse conceptualmente en tres partes: ambiental, económica y social. Se considera el aspecto social por la relación entre el bienestar social con el medio ambiente y la bonanza económica.

Deben satisfacerse las necesidades de la sociedad como alimentación, ropa, vivienda y trabajo, pues si la pobreza es habitual, el mundo estará encaminado a catástrofes de varios tipos, incluidas las ecológicas. Así mismo, el desarrollo y el bienestar social, están limitados por el nivel tecnológico, los recursos del medio ambiente y la capacidad del medio ambiente para absorber los efectos de la actividad humana.

Ante esta situación, se plantea la posibilidad de mejorar la tecnología y la organización social de forma que el medio ambiente pueda recuperarse al mismo ritmo que es afectado por la actividad humana”. La justificación del desarrollo sostenible proviene tanto del hecho de tener unos recursos naturales limitados (nutrientes en el suelo, agua potable, minerales, etc.), susceptibles de agotarse, como del hecho de que una creciente actividad económica sin más criterio que el económico produce, tanto a escala local como planetaria, graves problemas medioambientales que pueden llegar a ser irreversibles.

Y, estando conteste con lo propuesto, y teniendo idéntico interés en el mejoramiento de este tema, me acompaña en la presentación la Convencional Escribana Laura Inés Gastaldi.

Laura I. Gastaldi – Héctor J. Motta.
PROYECTO DE CAPITULO QUE SE INTERESA INCORPORAR AL TEXTO CONSTITUCIONAL.

AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES.

Artículo: “Todos tenemos derecho a gozar de un ambiente sano, y el deber de conservarlo y protegerlo a fin de garantizárselo a las generaciones venideras. La utilización de los recursos naturales para las actividades económico productivas debe ser racional y mesurada, a fin de permitir un desarrollo sostenible.

Todos tenemos derecho al desarrollo sostenible.

Cualquier conducta que contravenga esta disposición será pasible de la sanción que determinen las normas que al efecto dicte la Provincia.

En consonancia con las prescripciones precedentes, el Estado deberá establecer y comprometerse con una política ambiental y, mediante el dictado de la pertinente normativa:

-Proteger, conservar y asegurar la biodiversidad ambiental;

-Propender a la integración gradual del ambiente y el desarrollo;

-Garantizar un desarrollo económico socialmente responsable, protegiendo los recursos naturales;

-Establecer procedimientos judiciales y administrativos de indemnización y reparación de daños cuando se afecte el ambiente;

-Imponer medidas integradas de prevención y control de la contaminación;

-Promover innovaciones tecnológicas que tengan incidencia en el comportamiento ecológico del público;

-Proporcionar recursos financieros para alcanzar los objetivos del desarrollo sostenible;

-Instar a la incorporación de los costos ambientales en las decisiones de los productores y consumidores, como forma de revertir el concepto según el cual lo que proviene de la naturaleza es gratis;

-Exigir la elaboración de estudios de impacto ambiental previo a la ejecución de cualquier obra, emprendimiento o proyecto de carácter público o privado, y desestimar su concreción cuando atenten contra el ambiente;

-Establecer programas de educación y concientización ambiental;

-Garantizar el derecho a la información ambiental;

-Legitimar a todas las personas, físicas o jurídicas, para accionar en defensa del ambiente;

Recursos hídricos.

El agua es fuente de vida.

Compete al Estado provincial la regulación de todo lo vinculado a la gestión y aprovechamiento de las aguas superficiales y subterráneas de dominio público, las que están destinadas a la satisfacción de las necesidades de consumo y producción de la población.

El Estado debe garantizar el uso racional de los recursos hídricos, y defenderlos en caso contrario.

Bosques nativos y recursos forestales.

El Estado provincial garantiza la preservación del bosque nativo, y protege sus tierras forestales. Corresponde a la Provincia autorizar la explotación de la riqueza forestal bajo estrictas condiciones de racionalidad, y asegurando la conservación de especies, su mejora, y su reposición, sobre todo de aquellas de mayor interés, mediante técnicas de forestación y reforestación.

Poder de Policía.

Los poderes públicos ejercen el poder de policía en situaciones que contravengan lo previsto en este capítulo, debiendo velar por la preservación y defensa del ambiente y los recursos que los componen, teniendo potestad de control, vigilancia, fiscalización, y sancionatorias sobre cualquier hecho o actividad plausible de contaminar el aire, el agua, el suelo, y que redunden en perjuicio del ambiente y sus recursos, contemplados en este capítulo”.

GASTALDI – MOTTA
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 300)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º, modificase el Art. 21º que quedará redactado de la siguiente manera:
Artículo 1º, “Los empleos públicos, provinciales y municipales, serán otorgados en base a concursos de oposición y antecedentes, teniendo como requisito básico la capacidad e idoneidad. Lo mismo se aplica a la permanencia y ascensos. Esto será establecido y reglamentado por legislatura, para ser aplicado a las reparticiones correspondientes y las contrataciones especiales. La raza, sexo, capacidades diferentes, aspecto físico, situación socio-económica y la religión de ninguna manera serán motivo de discriminación o exclusión.”

PÉREZ

FUNDAMENTOS

La transparencia en el mecanismo de ingreso a la función pública, traerá aparejado la activación de un derecho fundamental de nuestra Carta Magna, que es la igualdad ante la ley, ya que de esta forma todos los habitantes de la provincia estarán en el mismo plano de igualdad para acceder a la administración pública con el único requisito basado en su idoneidad y capacidad.

En cuanto a la discriminación, debemos decir, Sr. Presidente, que a pesar de los avances en los derechos humanos, muchos sectores marginan a seres humanos por diferentes motivos, y en esta instancia histórica que nos toca vivir, no podemos desaprovechar la oportunidad de plasmar en la letra constitucional, el final de todas las discriminaciones, para los entrerrianos de hoy y las generaciones futuras.

María C. Pérez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 301)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º, Incorpórese el siguiente Artículo, redactado de la siguiente manera:

“El Estado Provincial protege integralmente a toda persona con capacidades diferentes; garantizando su asistencia, rehabilitación, educación especial, capacitación e inserción en la vida social. Procura que la sociedad tome conciencia y adopte actitudes solidarias. En las construcciones públicas deberán prever y/o ajustar las instalaciones para el libre desplazamiento de todas las personas.”

PÉREZ

FUNDAMENTOS

Señor Presidente, todo Estado moderno que se precie de tal, debe inexorablemente tender al bienestar y a la realización plena de sus habitantes, accionando positivamente al concretar políticas de integración e inclusión. Y quienes por diferentes contingencias se encuentran en una situación de desprotección o debilidad ante el resto de la sociedad necesitan mayor protección y asistencia, para el disfrute de los derechos que le corresponden como miembros plenos de la comunidad. Todo acto estatal tendiente a disminuir las diferencias entre los seres humanos asegura la independencia de los más débiles y desprotegidos. El no cumplimiento de esto hace que quienes no tienen todas sus capacidades vivan dependiendo de las acciones y la voluntad de otros, no llegando así a sentirse plenamente útiles para sí mismos y a la sociedad a la cual desean pertenecer.

María C. Pérez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 302)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 47, Inc. 13: Suprímase el inc. 13 del art. 47 que dice: “No podrá votar la tropa de línea, ni la guardia nacional movilizada, desde sargento para abajo, ni, hasta pasado dos meses de haber cesado en el puesto, los gendarmes de policía terrestre, fluvial o marítima, bomberos y guardias cárceles” y, que quedará redactado de la siguiente manera: “Suprímase el inc. 13 del artículo 47”.

PÉREZ

FUNDAMENTOS
La exclusión finamente prevista por el precepto constitucional en lo referido a la prohibición del derecho a elegir a sus gobernantes que se impone a los uniformados (tropa de línea y guardia nacional) en cuestión, debe ser suprimida totalmente, por resultar segregatoria y discrimnatoria.

La norma que se pretende suprimir, claramente hace una diferenciación precisa de rangos dentro de las mismas fuerzas, haciendo hincapié en que no podrán votar “desde sargento para abajo”, dejando habilitado el derecho electoral a los uniformados que tengan un cargo “desde sargento para arriba”, denotándose una clara desigualdad ante la ley, que debe ser erradicada por atentar con el sistema jurídico vigente, fundamentalmente nuestra Carta Magna y los Pactos Internacionales que versan sobre Derechos Políticos, incorporados a la Constitución Nacional por la Convención Constituyente en el año 1994.

Resulta también contrario al sistema representativo y democrático, prohibir el derecho a votar por dos meses de haber cesado en sus cargos a los uniformados (gendarmes, policías y guardias cárceles).

La norma prohibitiva que se pretende suprimir, en forma ociosa y autoritaria, priva a los entrerrianos de elegir a sus representantes por el sólo hecho de haber integrado una fuerza de seguridad; atentando en forma directa contra el derecho al sufragio que tienen todos comprovincianos que sin distinción de profesión, ocupación u oficio, tienen la obligación y el derecho de elegir a sus mandatarios. Privar a los habitantes de la provincia a elegir a sus gobiernos por su condición profesional, atenta directamente contra el principio de igualdad ante la ley, provocando una marginación contraria al sistema democrático vigente.

María C. Pérez

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 303)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 47, Inc. 17: Suprímase el inc. 17 del art. 47 que dice: “Los funcionarios y empleados públicos deberán abstenerse, bajo pena de destitución, de formar parte de comisiones o comités políticos, de suscribir manifiestos de partidos, y en general, de ejecutar cualquier otro acto público de carácter político, salvo el del voto” y, que quedará redactado de la siguiente manera: “Suprímase el inc. 17 del artículo 47”.

PÉREZ

FUNDAMENTOS
La supresión del presente precepto normativo constitucional tiene su basamento en poder garantizar a todos los funcionarios y empleados públicos de la provincia de Entre Ríos, uno de los derechos fundamentales de nuestro sistema representativo, republicano y federal, que es el derecho a agruparse y expresarse libremente en partidos políticos democráticos y pluralistas.

La cercenación creada con esta norma de prohibir a los funcionarios y empleados públicos de toda la provincia el derecho a asociarse, expresarse e integrarse a partidos políticos, resulta ostensiblemente desigual y contraría no sólo las libertades consagradas por los derechos políticos, sino también poda de raíz derechos de mayor raigambre constitucional consagrados en la Constitución Nacional, como lo son el derecho a la libertad de pensamiento, asociarse y expresarse libremente.

La privación consagrada en la constitución, reafirma una posición privativa de la libertad ideológica para con los funcionarios y empleados de la provincia de Entre Ríos, que debe suprimirse sin más trámite, a los fines garantizar a todos los entrerrianos que ocupan funciones y empleos públicos la libre participación política en toda su plenitud en pos de promover nuestro sistema democrático y pluralista.

María C. Pérez

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 304)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

Artículo 1º, incorpórese el siguiente Artículo, redactado de la siguiente manera:

“Todo funcionario o empleado estatal que sirviéndose de sus funciones cometiera acoso y/o abuso sexual, comprobado fehacientemente, será inhabilitado en forma permanente para ejercer cargo público”.

PÉREZ

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente todo funcionario y empleado público debe velar por sus semejantes y de ninguna manera valerse de sus funciones para hacer de las necesidades de otros, motivo de mezquinos y perversas intenciones que hacen más vulnerables a las personas, provocándoles daños que dejaran secuelas para toda la vida.

Esta disposición protegerá a muchas personas que al sufrir situaciones de acoso y abuso, deben callar y guardar para su intimidad vejámenes y atropellos, sin garantías ni posibilidades de encontrar resarcimiento y justicia para ello. Sobre todo en casos donde quien infiere la afrenta se vale de una posición de poder con respecto a la persona dañada.

María C. Pérez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 305)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

Artículo 1º, Incorpórase el siguiente artículo, redactado de la siguiente manera:

“Las medidas de protección familiar deben contemplar políticas activas de lucha contra las adicciones, perjudiciales para la salud individual, familiar y social. El Estado Provincial debe desarrollar, en coordinación con la Nación, los Municipios y los actores sociales, campañas de información general y de asistencia familiar, proveyendo los recursos necesarios para la investigación, prevención y atención de la problemática. Como así mismo para el tratamiento, recuperación e inserción social de los afectados”.

PÉREZ

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente, nuestra sociedad esta cada vez más afectada por un flagelo que destruye el tejido familiar y social. Flagelo de gran magnitud que crece en progresión geométrica y la sociedad no está preparada para enfrentarlo, ni el estado cuenta con los elementos necesarios para poner freno al mal. Y las familias de menores recursos son las que carecen totalmente de formas de recuperar a los integrantes de su seno que han caído en las redes de ese mal que origina un círculo vicioso. Grupos de padres, recorren instituciones y organismos tratando de recuperar a sus hijos, pero no encuentran ni sitios, ni especialistas en el tema; sólo aquellas familias cuya solvencia económica y relaciones sociales les permiten al acceso de vías de recuperación para sus familiares afectados por las adicciones.

Es una forma de equidad social que el Estado brinde asistencia y organice a las instituciones u organizaciones para aunar esfuerzos y optimizar resultados.

Señores convencionales, la gravedad del tema requiere de vuestro apoyo, por que con sólo condenar a los consumidores, agravamos su problemática, en vez de recuperarlo y conservarlo para si, su familia y la sociedad.

María C. Pérez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 306)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA

Artículo 1º, Incorpórase el siguiente Artículo, redactado de la siguiente manera:

“Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa popular para presentar proyectos de Ley en la Legislatura, que debe darle expreso tratamiento dentro del término de doce (12) meses. La Legislatura sancionará la ley reglamentaria, que no podrá exigir para ello una cantidad de firmas superior al tres por ciento (3%) del padrón electoral provincial. No pueden ser objeto de iniciativa popular aquellas normas referidas a reforma constitucional, convenios internacionales y tratados parciales, régimen electoral, tributos y presupuesto”.

PÉREZ

FUNDAMENTOS

Entendiendo que nuestro compromiso supremo debe ser, garantizar la participación ciudadana y propiciar los mecanismos que hagan efectiva y real la participación de los distintos sectores de la sociedad entrerriana en la realidad y labor diaria de los quehaceres político de la provincia.

Como así también valorar, por lo tanto, los logros que tantas veces asonaron a lo largo y ancho de nuestro territorio de la mano de la participación conciente y real de nuestra gente. Poblando las plazas con reclamos y propuestas a mas de una actitud o un hecho donde nos hemos sentido convocados.

Es por esto que convencidos en preservar un estado fuerte y saludable entendemos como la mejor de las medidas la participación del pueblo y su gente en el seno de una comunidad madura y autocrítica. Evitando el distanciamiento o peor aún el divorcio entre la comunidad y el Estado.

Hoy estamos quizás ante uno de los hechos políticos mas importantes y significativos de las últimas décadas en nuestra provincia, y podemos afirmar que el pueblo entrerriano esta renovando el pacto social que los une e identifica como pueblo y sociedad. No es hecho menor que en esta hora de profunda madurez política los responsables de llevar adelante la tarea encomendada tengamos como guía la voz y la esperanza del pueblo y seamos capaces de cristalizar en la letra constitucional el puente que le permita cristalizar sus anhelos y expectativas más caras.

La iniciativa y participación popular han demostrado ser sin dudas unas de las mejores herramientas con las que se construyeron sociedades mas justas equitativas y equilibradas.

Por lo tanto podemos afirmar que el desafío que tenemos por delante, es contribuir al fortalecimiento de un Estado presente, y amplio en donde podamos garantizar todos los canales de comunicación y los espacios necesarios para que la participación concreta y real de las personas en particular y la comunidad en general  se expresen sin ningún tipo de discriminación o diferencias.

María C. Pérez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 307)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º, modifícase el Artículo 29, que quedará redactado de la siguiente manera:

“La Provincia promueve la creación del sistema penitenciario provincial. Las cárceles tienen por objeto la seguridad pública y no la mortificación de los internos. Son sanas y limpias y constituyen centros de enseñanza, readaptación y trabajo. La reglamentación permite visitas privadas, con el fin de no alterar el mundo afectivo y familiar, y ayudar a la recuperación integral del detenido. Todo rigor innecesario o excesivo hace responsables a quienes lo autorizan, aplican, consienten o no lo denuncian.

Las mujeres en situación de detenidas, procesadas o condenadas privadas de su libertad, deberán ser alojadas en establecimientos especiales, con el mismo sentido de contención y readaptación que los masculinos. Las madres con niños menores de cinco años, contarán con espacios para convivir con ellos.

Los menores privados de su libertad no pueden ser alojados en locales de detención de adultos”.

PÉREZ

FUNDAMENTOS

Señor Presidente, el Estado garantizará que quienes se encuentren privados de su libertad cuenten con lugares que les permitan mantener su integridad física y moral. Promoviendo acciones tendientes a la recuperación de la persona, con el objetivo concreto de reeducarlo para su posterior inserción en la sociedad. Por tal motivo, durante la reclusión los derechos humanos deberán mantener plena vigencia, para lograr que quien termina su condena esté preparado para afrontar las obligaciones sociales propias de todo ciudadano. Señor Presidente, enfatizando el incalculable valor de la institución familia, es necesario que los menores que no tienen la fortuna de tener a sus madres en libertad, tengan el derecho a conocerlas conviviendo con ellas, hasta llegada la edad escolar, en un ambiente propicio y saludable, en el cual las detenidas se preparen y capaciten para insertase en la sociedad. Fomentando así la posibilidad de que las mencionadas se hagan cargo de sus hijos en un futuro. Por tal motivo se garantizarán los mecanismos y las herramientas para tal. Los detenidos en condición de menores de edad no deben ser alojados en cárceles y mucho menos en cárceles para adultos no previstas para tal fin. Por tal motivo debemos aplicar todos los derechos y garantías que los asisten y que el Estados, en este caso el de la provincia de Entre Ríos, deben a las personas menores edad, no hay que ser jurista para ver además, que es irregular que las comisarías funcionen como cárceles y es en esos lugares de detención donde el hacinamiento de los presos la falta de higiene, de salidas de emergencia en caso de siniestros, de contacto en condiciones correctas con los familiares y con el entorno ambiental, agravan la situación y hacen que visualicemos claramente un problema al que debemos aplicar soluciones acordes a la realidad cultural, social y económica del la provincia y el país. La prisionalización en los menores es un despropósito. Es totalmente incorrecto que a un menor se lo castigue ingresándolo en un centro penitenciario como los de los adultos. Se deben activar todos los mecanismos y disponer de los recursos necesarios para tratar debidamente a este sector de la sociedad al cual le debemos ejemplos claros y concretos de trato y respeto. Antes que la cárcel hay una cantidad de medidas alternativas que la ley debe determinar.

Por lo expuesto precedentemente digo que en ningún caso, la simple detención se cumpla en las cárceles, sino en locales adecuados que se destinen a ese efecto; y que los menores deberán ser alojados en establecimientos especiales, con miras a su preservación y readaptación.

María C. Pérez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 308)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º, modificase el Art. 22º que quedará redactado de la siguiente manera:

“No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores los deudores de la Provincia, que ejecutados legalmente no hayan pagado sus deudas, los inhabilitados por sentencia firme, los quebrados fraudulentos y quienes desde la función pública hayan actuado de manera dolosa, enriquecido ilícitamente, malversado fondos y bienes del Estado, participado en delitos de lesa humanidad e intervenido en gobiernos surgidos de actos sediciosos, como así también realizado apología de dictaduras militares y menoscabado los derechos humanos”.

PÉREZ

FUNDAMENTOS

El principio de inocencia es una garantía procesal que tiene su fuente en el  artículo 18 de la Constitución Nacional, ley suprema de la Nación, conjuntamente con los tratados internacionales de Derechos Humanos incorporados a nuestra Constitución y que cuentan con jerarquía constitucional a través de la reforma constitucional del año 1994 en el artículo 74 inciso 22, como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que contiene la citada garantía en el artículo 26, la Declaración Universal de los Derechos Humanos y, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) en el artículo 8, punto 2.

La agregación de la palabra “firme” al precepto constitucional normado en el artículo 22 de la Constitución Provincial que indica que “no podrán ser empleados, funcionarios, ni legisladores, los…inhabilitados por sentencia”, tiene su primordial fundamento en el principio de inocencia plasmado en nuestra Carta Magna.

La omisión del legislador que no previó si la sentencia de inhabilitación debía estar firme o no para prohibir su acceso o permanencia en la administración pública, debe subsanarse con la agregación de la palabra firme, o sea, deberá recaer sentencia firme, garantizándose a todos los habitantes de la provincia la violencia que implica ser arrollados por la prejudicialidad y por ende la orfandad respecto a la protección de la garantía enmarcada en el principio de inocencia.

La presunción de inocencia, constituye hoy un derecho fundamental reconocido constitucionalmente y, representa una garantía procesal insoslayable para todos, es la máxima garantía del imputado y uno de los pilares del proceso penal acusatorio.

La Constitución Nacional prevé que no se puede tratar como culpable a una persona a quién se le atribuya un hecho punible cualquiera sea el grado de verosimilitud en la imputación, hasta que el estado, por medio de sus órganos pronuncie una sentencia penal firme que declare la culpabilidad y lo someta a una pena.

La garantía es propia de un estado de derecho y forma parte del sistema de enjuiciamiento que tenemos en la Argentina, además que se deriva de la garantía del juicio previo.

La presunción de inocencia como derecho fundamental es un logro del derecho moderno, mediante el cual todo inculpado durante el proceso penal es en principio considerado inocente.

Los Estados tienen no solo el derecho sino también la obligación de combatir la violencia en el marco del respeto de la legalidad, de los derechos humanos y del estado democrático de derecho.

Señor Presidente, se excluye del texto de las inhabilitaciones a los “afectados por incapacidad física o mental”, firmemente convencidos que las personas que padecen temporal o permanentemente una disminución en sus facultades físicas, mentales o sensoriales, tienen derecho a una vida plena y digna y se les debe garantizar la igualdad de oportunidades, mediante la eliminación de todas las barreras, físicas sociales o culturales, que las excluyan de su plena participación en la sociedad. Por lo cual, Señor Presidente, en esta Entre Ríos pluralista, que persigue la equidad, no podemos concebir que el texto constitucional consigne la aberrante discriminación de excluir de la administración pública a un grupo de comprovincianos por el sólo hecho de poseer capacidades diferentes.

Además, Sr. Presidente, huelgan las palabras para justificar que se impida a quienes de manera impúdica, negada con toda apreciación hacia los derechos humanos, realizaren comentarios demostrativos de su admiración por los métodos utilizados en las dictadura militar y efectúen análisis apologéticos de los mismos.

A mis colegas convencionales: el proveer de conformidad al presente proyecto, será una demostración de justicia social.

María C. Pérez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 309)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

REMUNERACIÓN DE FUNCIONARIOS

Artículo 1°: Incorpórese el siguiente artículo a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo ____: Las remuneraciones de empleados, funcionarios y magistrados, electos o designados, de cualquiera de los tres poderes del Estado, no podrán superar, en ningún caso, a la remuneración establecida para el/la Gobernador/a de la Provincia.

Artículo 2º: Modifíquese el artículo 124 de la Constitución de Entre Ríos, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Los servicios del/la Gobernador/a y del/la Vicegobernador/a serán remunerados por el Tesoro de la Provincia y esta remuneración no podrá ser alterada en el período de su nombramiento. Durante éste, no podrán ejercer otro empleo ni recibir otro emolumento cualquiera sea la naturaleza y origen del mismo. El sueldo del/la Gobernador/a y del/la Vicegobernador/a será fijado por la ley y no podrá ser mayor a diez (10) sueldos básicos del agente de menor categoría de la administración pública.

Artículo 3º: Modifíquese el artículo 78 de la Constitución de Entre Ríos, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Los servicios de los miembros de la Legislatura serán remunerados por el tesoro de la Provincia con una dotación que fijará la ley, la que no podrá ser alterada en el período del mandato. No podrán recibir otro emolumento cualquiera sea la naturaleza y origen del mismo. Su remuneración no podrá ser mayor a ocho (8) sueldos básicos del agente de menor categoría de la administración pública.

Artículo 4º: Modifíquese el artículo 133 de la Constitución de Entre Ríos, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Los Ministros gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no podrá ser alterado durante el tiempo que desempeñen sus funciones. No podrán ejercer otro empleo ni recibir otro emolumento cualquiera sea la naturaleza y origen del mismo. No podrá ser mayor a ocho (8) sueldos básicos del agente de menor categoría de la administración pública.

SCHVARTZMAN – ZABALA – DÍAZ, C. –DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – ACHARTA – HAIEK – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS
La presente reforma se sustenta en los principios de eficiencia y economía en la administración pública y, al mismo tiempo, los valores de equidad que consagran los principios republicanos y democráticos. El plexo normativo permitirá así que, en el ámbito de la administración pública provincial, exista un “sueldo de referencia” objetivo. Entendemos que, en una administración pública que aspira a ser moderna y eficiente, debe procurarse que haya sueldos dignos, que guarden relación con las capacidades y responsabilidades inherentes a los cargos que ocupan los funcionarios, pero además debe guardar especial atención a la situación salarial de los ciudadanos de esta provincia, evitando claros ejemplos de injusticia social y regímenes de privilegio.

Este criterio, sobre la necesidad de una remuneración adecuada, es válido para todos los integrantes de la administración del Estado, en tanto demuestren la calidad de desempeño y la honestidad que de ellos se espera. Esto lleva a plantear también la necesidad de una profunda reforma estructural del Estado que, entre otras cosas, permita dotar a la administración pública de eficiencia; evite superposiciones; mejore las políticas de selección del personal, privilegiando los concursos públicos y promueva la capacitación junto con las mejoras progresivas en los sueldos.

Reformas constitucionales provinciales recientes han establecido que ningún Funcionario Público, cualquiera sea el poder en que preste servicios, puede percibir una remuneración superior a la fijada para el Gobernador. Suscriben a estos principios, las últimas reformas de las cartas magnas locales, siendo antecedentes constitucionales: el artículo 76 de la Constitución de Provincia de Córdoba (sancionada el 26 de abril de 1987); el artículo 73 de la Constitución de Provincia de Tierra del Fuego (sancionada el 17 de mayo de 1991).

Otros antecedentes o experiencias de países que han alcanzado un grado de desarrollo democrático considerable, como España o Suecia, establecen el sueldo del jefe del Estado en relación con el mínimo de la administración pública, operando como referencia objetiva para las restantes remuneraciones. Así, el presidente del Estado español gana alrededor de siete salarios mínimos; en el caso de Suecia, una nación que se encuentra al tope de la equidad en la administración, con sueldos básicos que se cuentan entre los más elevados de Europa, la relación es de cinco a uno.

Debemos mencionar además el antecedente reciente, del gobernador de la vecina provincia de Santa Fe, Hermes Binner, quien anunció que el sueldo del titular del Ejecutivo provincial se fijará en el marco de la discusión paritaria para todos los empleados públicos, y será la escala más alta de la administración pública local.

Como se ha observado reiteradamente, la imposición de sueldos bajos está lejos de ser garantía de transparencia administrativa, e igualmente erróneo es creer que establecer sueldos elevados impide la corrupción gubernamental. Las dificultades para encontrar un criterio razonable deben considerar que una brecha pronunciada entre las remuneraciones para los puestos de responsabilidad en los sectores privado y público haría escasamente atractiva la administración estatal a las personas más idóneas y preparadas, que buscarán en la actividad privada una retribución acorde con su formación y sus responsabilidades. Del mismo modo, obstaculizaría la necesaria renovación del personal de la administración pública. Dicha situación sólo permitiría esperar que la administración del Estado quede reservada a quienes ya ostentan una sólida posición o, en el peor de los casos, a quienes buscan obtener ventajas económicas de la función pública y poco les interesa el bien común.

En suma, el equilibrio entre la remuneración de quien integra la estructura del Estado y los ingresos de los ciudadanos, está mediado por criterios de equidad y responsabilidad. La disposición de que el sueldo de referencia del Gobernador o Gobernadora no pueda ser superior a diez sueldos básicos de la administración pública cumple acabadamente con estos requisitos y elimina la posibilidad de que se profundice la brecha perceptiva existente entre la realidad del destinatario de la labor estatal y de quienes, coyunturalmente, se encuentran al frente de la misma.

Como lo planteara en alguna ocasión Guillermo Estévez Boero, es un error creer que el problema de la reforma política puede resolverse cambiando a las personas que detentan el poder, y dejando intactas las estructuras de ese poder injusto. Por todo lo expuesto, solicitamos se incorporen a la Constitución los textos indicados.

Américo Schvartzman – Gregorio D. Zabala – Carlos C. Díaz –Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo – Emiliano Acharta – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 310)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CREACIÓN DE LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

Artículo 1°: Incorpórese como nuevo artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

Artículo ____: Creación:

Créase la Defensoría de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, como órgano unipersonal, independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que no recibe instrucciones de ninguna autoridad.

Su objeto es la defensa, protección y promoción de los derechos de los niños y adolescentes consagrados en la Constitución Nacional, en la presente constitución, las leyes, los acuerdos y resoluciones internacionales ratificados o aprobados.

Tiene iniciativa legislativa y legitimación procesal. Puede requerir de las autoridades públicas, en todos sus niveles la información necesaria para el mejor ejercicio de sus funciones, sin que pueda oponérsele reserva alguna.

Está a cargo de un defensor o defensora, que es designado por la Cámara de Diputados de la Provincia por el voto de las dos terceras partes de sus miembros en sesión especial y pública convocada al efecto.

Como previo a la designación, se abrirá un registro, por el término de diez días, para que los ciudadanos, por si o a través de organizaciones no gubernamentales, formulen sus propuestas respecto de los postulantes con antecedentes curriculares que lo fundamenten. Vencido este término, se otorgará igual plazo para que los ciudadanos u organizaciones no gubernamentales presenten opiniones fundamentadas respecto de la idoneidad de los postulantes.

Debe reunir las mismas condiciones establecidas para ser legislador provincial y goza de iguales inmunidades y prerrogativas, le alcanzan las inhabilidades e incompatibilidades de los jueces de primera instancia. Tiene un mandato de cinco años, pudiendo ser reelecto por única vez.

Artículo 2°: Incorpórese como disposición transitoria de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

Cláusula Transitoria: La legislatura de la Provincia sancionará una ley que reglamente el funcionamiento de la Defensoría de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en el plazo de 120 (ciento veinte) días a partir de la sanción de la presente Reforma.

SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO –DÍAZ, (Carlos) – ACHARTA – HAIEK – GIANFELICI – ZABALA.

FUNDAMENTOS

La defensa de los derechos del niño ha tenido importantes avances internacionales en los últimos tiempos.

Este ha sido uno de los temas en que más interés ha puesto la comunidad internacional, que se encuentra plasmado en instrumentos básicos en cuanto a los derechos del niño: la Convención sobre los Derechos del Niño (aprobada en 1989 e incorporada mediante Artículo 75, inciso 2 a nuestra Constitución Nacional); las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijin, adoptadas por la Asamblea General de la ONU en noviembre de 1985); las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la Delincuencia Juvenil (directrices de RIAD) y las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la protección de Menores Privados de la Libertad (Reglas de RIAD). El 1º de julio de 1996 se ratificó el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo Nº 138 sobre la Erradicación del Trabajo Infantil, mediante la Ley 24.650 y posteriormente, en julio de 2000, se ratificó el convenio sobre las peores formas del Trabajo Infantil, a través de la Ley 25.255.

Este conjunto de normas encuentra fundamento en la consideración del niño y la niña como sujetos de plenos derechos, merecedores de respecto, dignidad y libertad.

La Legislatura nacional sancionó la ley Nº 26.061, publicada en el boletín oficial del 26/10/2005, denominada Ley de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, con el objeto de darles protección integral a sus derechos, garantizando el disfrute pleno de los derechos reconocidos por la legislación nacional vigente y los tratados internacionales a los que el país adhirió. Se enumeran todos los derechos y garantías que poseen niñas, niños y adolescentes, los cuales están asegurados por su máxima exigibilidad y sustentados en el principio de interés superior del niño.

En el Artículo 2º) se expresa que “…la Convención de los Derechos del Niño es de aplicación obligatoria en las condiciones de su vigencia, en todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que se adopte respecto de las personas hasta los dieciocho años de edad. Las niñas, niños o adolescentes tienen derecho a ser oídos y atendidos cualquiera sea la forma en que se manifiesten, en todos los ámbitos. Los derechos y las garantías de los sujetos de esta ley son de orden público, irrenunciables, interdependientes, indivisibles e intransigibles.”

Asimismo en el Título IV –Órganos Administrativos de Protección de Derechos– Capítulo III, se crea el Defensor de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes, quien por el Art. 55, tiene las siguientes funciones: “a) Promover las acciones para la protección de los intereses difusos o colectivos relativos a las niñas, niños y adolescentes; b) Interponer acciones para la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en cualquier juicio, instancia o tribunal; c) Velar por el efectivo respeto a los derechos y garantías legales asegurados a las niñas, niños y adolescentes, promoviendo las medidas judiciales y extrajudiciales del caso. Para ello puede tomar las declaraciones del reclamante, entenderse directamente con la persona o autoridad reclamada y efectuar recomendaciones con miras a la mejoría de los servicios públicos y privados de atención de las niñas, niños y adolescentes, determinando un plazo razonable para su perfecta adecuación; d) Incoar acciones con miras a la aplicación de las sanciones por infracciones cometidas contra las normas de protección de las niñas, niños y adolescentes, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal del infractor, cuando correspondiera; e) Supervisar las entidades públicas y privadas que se dediquen a la atención de las niñas, niños o adolescentes, sea albergándolos en forma transitoria o permanente, sea desarrollando programas de atención a los mismos, debiendo denunciar ante las autoridades competentes cualquier irregularidad que amenace o vulnere los derechos de todas las niñas, los niños o los adolescentes; f) Requerir para el desempeño de sus funciones el auxilio de la fuerza pública, de los servicios médicos-asistenciales y educativos, sean públicos o privados; g) Proporcionar asesoramiento de cualquier índole a las niñas, niños y adolescentes y a sus familias, a través de una organización adecuada; h) Asesorar a las niñas, niños, adolescentes y a sus familias acerca de los recursos públicos, privados y comunitarios, donde puedan recurrir para la solución de su problemática; i) Intervenir en la instancia de asesoramiento de mediación o conciliación; j) Recibir todo tipo de reclamo formulado por los niños, niñas o adolescentes o cualquier denuncia que se efectúe con relación a las niñas, niños y adolescentes, ya sea personalmente o mediante un servicio telefónico gratuito y permanente debiéndose dar curso de inmediato al requerimiento de que se trate.”

Nuestra legislación provincial dista mucho de receptar los nuevos criterios y la realidad actual de miles de niñas, niños y adolescentes que habitan el suelo de nuestro territorio entrerriano, ponen de manifiesto los Derechos de infancia y adolescencia que les han sido negados, salud, educación, vivienda entre otros, pese a las distintas políticas aplicadas y la legislación vigente en la materia.

Datos provinciales

Porcentaje de niños y adolescentes en el total de población

Las proyecciones elaboradas, en base a los datos del último Censo de Población, Hogares y Viviendas, muestran que en nuestra provincia el 35,5% de la población son niños y adolescentes hasta 19 años (ver anexo I).

Pobreza e Indigencia

La línea de pobreza para los menores de 17 años es un 42.57%, en Gran Paraná y de un 46.70% en Concordia. Y la Línea de Indigencia es del 12,93% para el Gran Paraná y del 19,34% para Concordia (ver anexo II).
Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI)

Sobre el total de población de niños y adolescentes de 0 a 17 años el 24% vive en hogares con NBI (ver anexo VI). La pobreza hace referencia a una noción que supone la carencia total o parcial de un conjunto de bienes, servicios y derechos históricamente definidos. Estas cifras, ponen de manifiesto que la niñez ocupa un espacio de mayores privaciones que el promedio de la sociedad.

Cobertura en Salud

El acceso a la cobertura en salud está condicionado por factores socio-económicos que determinan las posibilidades de elección del tipo de cobertura. Según datos del Censo 2001, en el Municipio de Paraná el 41% de los niños y adolescentes hasta los 19 años, no posee Obra Social y/o Mutual, lo que indica que son los niños y adolescentes los que recurren en mayor medida al sistema público de salud como su única opción (anexo III).

Educación

Si bien hay un gran porcentaje de la población en edad escolar que asiste a los establecimientos y el acceso al nivel primario se universalizó, no ocurre lo mismo en el nivel medio. Particularmente en los niños y adolescentes de bajos recursos, muestran mayor repitencia, bajo rendimiento y abandono escolar.

Una encuesta realizada por la Asociación Gremial del Magisterio de Entre Ríos (Agmer), seccional Concordia, reveló datos sobre la relación entre la pobreza y el trabajo infantil y el bajo rendimiento y la deserción escolar. A las cifras alarmantes se sumaron dos recientes accidentes laborales protagonizados por adolescentes, uno en el mismo Departamento Concordia y otro en Hernandarias, que demuestran el grado de riesgo a que están expuestos los niños que trabajan.

En la capital del citrus viven 36.000 chicos de entre 5 y 14 años de edad, de los cuales 75,7% son pobres y 70% son explotados a través del trabajo infantil. Los datos, que fueron relevados en 47 escuelas de EGB I y II, indican que en la franja etaria de 5 a 14 años son 11.000 los niños que concurren a la escuela y además trabajan. Sobre un total de 15.600 alumnos encuestados, 54% tiene una edad escolar inferior a la biológica, el 77% repitió de grado y deserta el 92%. Según los datos brindados, la razón del atraso escolar es el trabajo infantil y la pobreza. Según el informe, en mayo se encuestaron 15.600 alumnos de EGB I y II con un 70% de sobre edad escolar, repitencia, deserción y trabajo infantil.

Trabajo Infantil

La Convención de los Derechos del Niño especifica que el niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad o explotación. Tampoco será objeto de ningún tipo de trata. No deberá permitirse trabajar al niño antes de una edad mínima adecuada: en ningún caso se le dedicará ni se le permitirá que se dedique a ocupación u empleo que pueda perjudicar su salud o su educación o impedir su desarrollo físico mental o moral.

Según la Encuesta Permanente de Hogares, para el segundo semestre del 2006, de la población de 10 a 17 años, hay un 5,3% ocupada en el aglomerado Concordia y un 2,2% en el aglomerado Gran Paraná, asimismo la mayoría de ellos no asiste a un establecimiento escolar. (Anexo IV)

En una nota publicada por el diario El Sol de la ciudad de Concordia de 14/06/05, se señala que la producción del citrus, el arándano y la pesca emplea a menores, así como también la tarea doméstica, la mendicidad, la clasificación de basura y la prostitución, indicando que no hay datos reales, porque los empleadores muchas veces niegan estos datos, pero trabajos estadísticos del INDEC indican que de la población de 5 a 17 años 2,6% trabajan en Concordia y 3,1% en Paraná. (Anexo V).

Estos datos son preocupantes, máxime si se considera que de los datos en la Encuesta Permanente de Hogares no se logra captar efectivamente los chicos que trabajan, debido al temor que provoca dar datos de trabajo en menores o por considerar que las tareas que realizan no son laborales.

En idéntico sentido se expresa la doctora María Elena Barbagelata en su proyecto de creación de la Defensoría Nacional de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, al definir al trabajo infantil como uno de los principales flagelos de la sociedad.

La creación de una Defensoría de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes que estamos proponiendo hoy, para que se incorpore con rango constitucional, no solucionará del todo este problema, pero será un paso importante como sociedad crear un organismo que se ocupe de proteger a los niños, niñas y adolescentes, de proponer iniciativas en la Legislatura y fundamentalmente de hacer valer, respetar y poner en práctica en toda su dimensión los derechos fijados por las pautas internacionales, a los cuales adhirió nuestro país y que seguramente adherirá la provincia, en esta Convención.

Antecedentes

El primer defensor especializado en los derechos de los niños fue establecido en Noruega en 1981, cuya función principal es: Promover y proteger los derechos e intereses de los niños; Mejorar el acceso a derechos existentes; Promover el reconocimiento de derechos humanos que no se hayan incorporado todavía a la legislación o en la práctica.

Luego diversos países, todos ellos con distintos sistemas o formas de gobierno y distintas realidades socio-económicas, han designado Ombudsman o comisionado de defensa de los derechos del niño, como Costa Rica, Austria, Rusia y Australia.

Suecia es quizá el país que cuenta con más programas y legislación referente a la niñez, pese a ello desde el año 1993 cuenta con un Ombudsman de los niños encargado de vigilar la observancia de los derechos de niños y jóvenes hasta los 18 años.

Según consta en los informes de UNICEF se han creado defensorías de los derechos del niño en muchos países del mundo, de los distintos continentes, como Colombia, Austria y España, así como en muchos otros países cuentan con otros aspectos institucionales, todos ellos en procura de preservar los derechos del niño y velar por el cumplimiento de derechos de los niños establecidos en las normativas internacionales a los que nuestro país ha adherido.

En nuestro país se han creado defensorías en la Provincia de Neuquén, mediante la ley 2.302. En Tierra del Fuego mediante la Ley 521 y su modificatoria se creó la Defensoría de los derechos de niños, niñas y adolescentes, la Provincia de Corrientes sancionó la ley Nº 5773, de creación de la defensoría de derechos de niños, niñas y adolescentes, con las siguientes funciones:

“Promover las acciones para la protección de los intereses difusos o colectivos relativos de las niñas, niños y adolescentes; Interponer acciones para la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en cualquier juicio, instancia o tribunal; Velar por el efectivo respeto a los derechos y garantías legales asegurados a las niñas, niños y adolescentes, promoviendo las medidas judiciales y extrajudiciales para el caso. Para ello puede tomar las declaraciones del reclamante, entenderse directamente con la persona o autoridad reclamada y efectuar recomendaciones con miras a la mejoría de los servicios públicos y privados de atención  de las niñas, niños y adolescentes, determinando un plazo razonable para su perfecta adecuación; Incoar acciones con miras a la aplicación de las sanciones por infracciones cometidas contra las normas de protección de las niñas, niños y adolescentes, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal del infractor, cuando corresponde; Supervisar las entidades públicas y privadas que se dediquen a la atención de las niñas , niños y adolescentes, sea albergándolos en forma transitoria o permanente, sea desarrollando programas de atención a los mismos, debiendo denunciar ante las autoridades competentes cualquier irregularidad que amenace o vulnere los derechos de todas las niñas, niños y adolescentes; Requerir para el desempeño de sus funciones el auxilio de la fuerza pública, de los servicios médicos asistenciales y educativos, sean públicos o privado; Proporcionar asesoramiento de cualquier índole a las niñas, niños y adolescentes y a sus familias, a través de una organización adecuada; Asesorar a las niñas, niños y adolescentes y a sus familias acerca de los recursos públicos, privados y comunitarios, donde puedan recurrir para la solución de su problemática; Intervenir en la instancia de asesoramiento de mediación o conciliación. Recibir todo tipo de reclamo formulado por las niñas, niños y adolescentes o cualquier denuncia que se efectué con relación a las niñas, niños y adolescentes, ya sea personalmente o mediante un servicio telefónico gratuito y permanente debiendo dar curso de inmediato al requerimiento de que se trate.”

En el mismo sentido la Legislatura de la provincia de Córdoba, sancionó la Ley 9396, por la cual crea la Defensoría de derechos de niños, niñas y adolescentes, entre otras provincias que han incorporado este mecanismo.

La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, en su artículo 4, declara: “Los Estados parte adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención".

Al ser los niños el sector más vulnerado de la sociedad, que no es escuchado, que no vota, que no tiene posibilidad de denunciar, se revela en toda su dimensión la necesidad de poner en funcionamiento esta Defensoría que vele por sus derechos, que los proteja y realice campañas de concienciación sobre esta realidad tanto en las órbitas oficiales como en la sociedad toda.

El proyecto de “ciudad de los niños”, ideado por el italiano Francesco Tonucci, expresa en una de sus partes: “Este proyecto propone, cambiar el parámetro y pasar del adulto, hombre trabajador, al niño: se trata de conseguir que la Administración baje sus ojos hasta la altura de un niño, para no perder de vista a nadie. Una ciudad adecuada a los niños es una ciudad adecuada para todos.”

Alfredo Palacios, en “La defensa del valor humano”, ya señalaba que “la mortalidad infantil es un azote entre nosotros, y no hemos sido capaces para combatirla de organizar los esfuerzos inteligentemente, ni de fortalecer la voluntad”. Por todo ello invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo –Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici – Gregorio D. Zabala.

ANEXOS

ANEXO I

Provincia de Entre Ríos.

Proyección de población por sexo y grupos quinquenales de edad, ajustada al 30 de junio. Período 2007-2008

	Edad
	2007
	2008

	
	 
	 

	Total
	100,0%
	100,0%

	 
	 
	 

	0-4
	9,0%
	9,0%

	5-9
	8,9%
	8,8%

	10-14
	9,0%
	8,9%

	15-19
	8,9%
	8,8%

	20-24
	8,4%
	8,4%

	25-29
	7,7%
	7,7%

	30-34
	6,9%
	7,1%

	35-39
	6,1%
	6,2%

	40-44
	5,9%
	5,8%

	45-49
	5,5%
	5,5%

	50-54
	5,1%
	5,1%

	55-59
	4,6%
	4,6%

	60-64
	3,9%
	3,9%

	65-69
	3,2%
	3,3%

	70-74
	2,6%
	2,7%

	75-79
	2,0%
	2,0%

	80 y más
	2,1%
	2,2%


Fuente: INDEC.

Anexo II

	Personas bajo las líneas de pobreza e indigencia. Aglomerados Concordia y Gran Paraná.

	
	
	
	
	

	AGLOMERADO=Gran Paraná
	
	
	

	
	
	
	
	

	Semestres
	Porcentaje de personas bajo la línea de pobreza
	Porcentaje de personas menores de 17 años bajo la línea de pobreza 
	Porcentaje de personas bajo la línea de indigencia
	Porcentaje de personas menores de 17 años bajo la línea de indigencia 

	2º semestre del 2003
	52.29
	69.17
	23.41
	34.38

	1º semestre del 2004
	46.38
	58.86
	18.40
	29.78

	2º semestre del 2004
	38.93
	50.11
	13.56
	20.77

	1º semestre del 2005
	35.65
	49.10
	7.69
	13.07

	2º semestre del 2005
	36.70
	52.33
	14.16
	23.44

	1º semestre del 2006
	33.55
	49.12
	11.01
	19.33

	2º semestre del 2006
	26.97
	42.57
	8.04
	12.93

	
	
	
	
	

	AGLOMERADO=Concordia
	
	
	

	
	
	
	
	

	Semestres
	Porcentaje de personas bajo la línea de pobreza
	Porcentaje de personas menores de 17 años bajo la línea de pobreza 
	Porcentaje de personas bajo la línea de indigencia
	Porcentaje de personas menores de 17 años bajo la línea de indigencia 

	2º semestre del 2003
	61.88
	72.08
	32.57
	44.40

	1º semestre del 2004
	71.61
	81.12
	39.03
	51.23

	2º semestre del 2004
	60.05
	72.37
	30.11
	41.00

	1º semestre del 2005
	57.98
	71.47
	28.93
	41.12

	2º semestre del 2005
	50.09
	65.19
	22.80
	32.73

	1º semestre del 2006
	38.77
	53.14
	15.93
	24.41

	2º semestre del 2006
	33.76
	46.70
	12.30
	19.34

	
	
	
	
	

	Elaboración: Dirección de Estadística de Entre Ríos
	
	

	Fuente: Encuesta Permanente de Hogares-INDEC
	
	


Anexo III

Municipio Paraná, Provincia de Entre Ríos. Población por cobertura por obra social y/o plan de salud privado o mutual según sexo y grupos de edad. Año 2001

	Sexo y grupos de edad
	Total
	 Obra social y/o plan de salud privado o mutual 

	
	
	Tiene
	No tiene

	
	
	
	

	Total
	87.071
	51.018
	36.053

	  0-4
	21.203
	10.999
	10.204

	  5-9
	21.477
	12.376
	9.101

	10-14
	22.568
	13.971
	8.597

	15-19
	21.823
	13.672
	8.151

	
	100,00%
	58,59%
	41,41%

	Elaboración propia, sobre datos: INDEC. Censo Nacional de Población, Hogares y viviendas 2001


Anexo IV

CONCORDIA

	Semestre
	Población de 10 a 17 años
	Ocupados
	Desocupados
	Inactivos

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	2º sem 2003
	23077
	4,3%
	1,8%
	93,9%

	1º sem 2004
	21931
	6,1%
	2,2%
	91,8%

	2º sem 2004
	24276
	6,2%
	1,1%
	92,7%

	1º sem 2005
	25543
	3,4%
	3,0%
	93,6%

	2º sem 2005
	26553
	3,2%
	1,6%
	95,2%

	1º sem 2006
	25227
	4,3%
	0,5%
	95,2%

	2º sem 2006
	23685
	5,3%
	1,4%
	93,3%

	
	
	
	
	

	Semestre
	Población de 10 a 17 años ocupada
	Asiste
	No asiste pero asistió
	Nunca asistió

	2º sem 2003
	991
	33,3%
	62,3%
	4,4%

	1º sem 2004
	1333
	46,0%
	54,0%
	 

	2º sem 2004
	1517
	51,4%
	48,6%
	 

	1º sem 2005
	865
	71,9%
	28,1%
	 

	2º sem 2005
	847
	52,5%
	47,5%
	 

	1º sem 2006
	1075
	64,3%
	35,7%
	 

	2º sem 2006
	1266
	38,9%
	61,1%
	 

	
	
	
	
	

	Semestre
	Población de 10 a 17 años desocupada
	Asiste
	No asiste pero asistió
	

	2º sem 2003
	424
	16,7%
	83,3%
	

	1º sem 2004
	474
	27,4%
	72,6%
	

	2º sem 2004
	260
	26,9%
	73,1%
	

	1º sem 2005
	778
	35,9%
	64,1%
	

	2º sem 2005
	415
	 
	100,0%
	

	1º sem 2006
	138
	47,8%
	52,2%
	

	2º sem 2006
	329
	31,9%
	68,1%
	

	
	
	
	
	

	Semestre
	Población de 10 a 17 años inactiva
	Asiste
	No asiste pero asistió
	Nunca asistió

	2º sem 2003
	21662
	94,9%
	4,8%
	0,3%

	1º sem 2004
	20124
	90,7%
	8,7%
	0,7%

	2º sem 2004
	22499
	92,5%
	7,2%
	0,3%

	1º sem 2005
	23900
	95,5%
	4,3%
	0,2%

	2º sem 2005
	25291
	93,1%
	6,6%
	0,2%

	1º sem 2006
	24014
	93,0%
	7,0%
	 

	2º sem 2006
	22090
	95,3%
	4,0%
	0,7%


Paraná

	Semestre
	Población de 10 a 17 años
	Ocupado
	Desocupado
	Inactivo

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	2º sem 2003
	37966
	4,9%
	3,7%
	91,4%

	1º sem 2004
	34338
	2,0%
	1,6%
	96,4%

	2º sem 2004
	35647
	2,5%
	1,2%
	96,3%

	1º sem 2005
	36852
	2,6%
	0,3%
	97,1%

	2º sem 2005
	39273
	3,0%
	0,6%
	96,4%

	1º sem 2006
	40724
	2,6%
	1,1%
	95,6%

	2º sem 2006
	43098
	2,2%
	0,8%
	97,0%

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	Semestre
	Población de 10 a 17 años ocupada
	Asiste
	No asiste pero asistió
	

	2º sem 2003
	37966
	3,1%
	1,8%
	

	1º sem 2004
	34338
	1,4%
	0,6%
	

	2º sem 2004
	35647
	0,9%
	1,6%
	

	1º sem 2005
	36852
	0,5%
	2,1%
	

	2º sem 2005
	39273
	1,9%
	1,1%
	

	1º sem 2006
	40724
	2,1%
	0,5%
	

	2º sem 2006
	43098
	0,9%
	1,3%
	

	
	
	
	
	

	Semestre
	Población de 10 a 17 años desocupada
	Asiste
	No asiste pero asistió
	

	2º sem 2003
	37966
	2,5%
	1,2%
	

	1º sem 2004
	34338
	0,3%
	1,3%
	

	2º sem 2004
	35647
	0,3%
	0,9%
	

	1º sem 2005
	36852
	 
	0,3%
	

	2º sem 2005
	39273
	0,6%
	 
	

	1º sem 2006
	40724
	0,4%
	0,7%
	

	2º sem 2006
	43098
	0,2%
	0,7%
	

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	Semestre
	Población de 10 a 17 años inactiva
	Asiste
	No asiste pero asistió
	Nunca asistió

	2º sem 2003
	37966
	86,5%
	4,5%
	0,4%

	1º sem 2004
	34338
	94,7%
	1,7%
	 

	2º sem 2004
	35647
	92,2%
	3,8%
	0,3%

	1º sem 2005
	36852
	94,9%
	2,2%
	 

	2º sem 2005
	39273
	93,1%
	3,1%
	0,2%

	1º sem 2006
	40724
	93,6%
	2,0%
	 

	2º sem 2006
	43098
	91,4%
	5,4%
	0,2%


Fuente: EPH 

Anexo V

	Provincia de Entre Ríos. 

	Porcentajes de población de 0 a 17 años por grupos de edad e indice de privación material de los hogares según máximo nivel de instrucción alcanzado.  Año 2001



	Grupo de edad
	Indice de privación material de los hogares
	Población de 3 a 17 años
	Máximo nivel de instrucción alcanzado

	
	
	
	Sin instrucción
	Primario incompleto
	Primario completo
	Secundario incompleto
	Secundario completo
	Superior no univ. incompleto
	Universitario incompleto

	Total
	Total
	340924
	20,0%
	55,8%
	8,9%
	15,3%
	0,1%
	0,0%
	0,0%

	
	Sin privación
	134606
	6,1%
	21,7%
	3,4%
	8,3%
	0,0%
	0,0%
	0,0%

	
	Con privación de recursos corrientes
	92566
	5,1%
	15,0%
	2,7%
	4,4%
	0,0%
	0,0%
	.

	
	Con privación patrimonial
	22286
	1,5%
	3,6%
	0,7%
	0,8%
	0,0%
	0,0%
	.

	
	Con privación convergente
	91466
	7,3%
	15,5%
	2,2%
	1,8%
	0,0%
	0,0%
	.

	 3-4
	Total
	46264
	69,4%
	30,6%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Sin privación
	17445
	21,7%
	16,0%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Con privación de recursos corrientes
	11203
	17,8%
	6,4%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Con privación patrimonial
	3472
	5,6%
	1,9%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Con privación convergente
	14144
	24,3%
	6,3%
	.
	.
	.
	.
	.

	 5-9
	Total
	115662
	29,4%
	70,6%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Sin privación
	43897
	9,1%
	28,9%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Con privación de recursos corrientes
	29964
	7,5%
	18,4%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Con privación patrimonial
	7720
	2,0%
	4,7%
	.
	.
	.
	.
	.

	
	Con privación convergente
	34081
	10,8%
	18,6%
	.
	.
	.
	.
	.

	 10-14
	Total
	114534
	1,1%
	76,2%
	15,3%
	7,3%
	.
	.
	.

	
	Sin privación
	45665
	0,2%
	28,2%
	7,4%
	4,1%
	.
	.
	.

	
	Con privación de recursos corrientes
	32766
	0,2%
	21,9%
	4,4%
	2,0%
	.
	.
	.

	
	Con privación patrimonial
	6819
	0,1%
	4,6%
	0,9%
	0,4%
	.
	.
	.

	
	Con privación convergente
	29284
	0,7%
	21,5%
	2,6%
	0,8%
	.
	.
	.

	 15-17
	Total
	64464
	1,0%
	10,8%
	19,8%
	68,1%
	0,3%
	0,0%
	0,0%

	
	Sin privación
	27599
	0,1%
	1,2%
	4,8%
	36,5%
	0,1%
	0,0%
	0,0%

	
	Con privación de recursos corrientes
	18633
	0,3%
	2,7%
	6,1%
	19,8%
	0,1%
	0,0%
	.

	
	Con privación patrimonial
	4275
	0,1%
	1,0%
	1,9%
	3,6%
	0,0%
	0,0%
	.

	
	Con privación convergente
	13957
	0,6%
	5,9%
	6,9%
	8,2%
	0,1%
	0,0%
	.

	Los porcentajes se calculan sobre totales de cada grupo de edad y total general  respectivamente.
	
	


Anexo VI

Provincia de Entre Ríos. Población de 0 a 17 años por grupos de edad según necesidades básicas insatisfechas (NBI) Año 2001

	Grupos de edad
	Población de 0 a 17 años
	sin NBI
	sin NBI (%)
	con NBI
	con NBI
	con NBI (%)
	NS/NC

	Total
	409453
	309669
	75,6%
	24,0%
	98444
	24,0%
	1340

	 0-4
	113770
	81602
	19,9%
	7,8%
	31851
	7,8%
	317

	 5-9
	115931
	85428
	20,9%
	7,4%
	30234
	7,4%
	269

	 10-14
	114960
	89749
	21,9%
	6,1%
	24785
	6,1%
	426

	 15-17
	64792
	52890
	12,9%
	2,8%
	11574
	2,8%
	328


Los hogares con NBI presentan al menos uno de los siguientes indicadores de privación:

1- Hacinamiento: hogares que tuvieran más de tres personas por cuarto.

2- Vivienda: hogares en una vivienda de tipo inconveniente (pieza de inquilinato, vivienda precaria u otro tipo, lo que excluye casa, departamento y rancho).

3- Condiciones sanitarias: hogares que no tuvieran ningún tipo de retrete. 

4- Asistencia escolar: hogares que tuvieran algún niño en edad escolar (6 a 12 años) que no asistiera a la escuela. 

5- Capacidad de subsistencia: hogares que tuvieran cuatro o más personas por miembro ocupado y, además, cuyo jefe no haya completado tercer grado de escolaridad primaria.

Fuente: Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2001

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 311)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DESCONCENTRACIÓN DE ENTES Y ORGANISMOS

Artículo 1°: Incorpórese el siguiente artículo a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo ____: Los nuevos entes, organismos o empresas en los que el Estado provincial tenga participación, y que se creen a partir de la sanción de la Constitución Provincial, deberán tener sede fuera de la ciudad de Paraná. En cada caso será establecida por ley, no pudiendo crearse dos sedes consecutivas en la misma ciudad. El Estado promoverá la paulatina instalación de las sedes centrales actuales de entes, organismos o empresas en los que el Estado provincial tenga participación, concentradas en la capital, hacia otras localidades entrerrianas, siguiendo el criterio de favorecer la distribución armónica en el territorio de la provincia.

Artículo 2º: Cláusula transitoria: La Honorable Legislatura dictará la ley reglamentando el esquema de prioridades de desconcentración, incluyendo el listado de las ciudades destinatarias de futuras sedes, antes de transcurridos los 120 días de sancionada la Constitución.

SCHVARTZMAN – DÍAZ, C. – REGGIARDO –ACHARTA – HAIEK – GIANFELICI – ZABALA.

FUNDAMENTOS

Entre Ríos fue desde sus inicios como organización política – administrativa una provincia armónica y equilibrada, en la que las ciudades –municipios– eran el eje de un desarrollo parejo. Si observamos los datos históricos, vemos que a lo largo de los años la relación entre las diferentes localidades guardaba una proporción más o menos constante en lo que hace a cantidad de población, actividad económica y así cada uno de los ítems que se tome en consideración.

Algunos datos sirven para ilustrar este verdadero problema que los entrerrianos debemos resolver. En 1848 la ciudad de Paraná contaba con 4.814 habitantes, no muchos más que los 3.932 de Gualeguaychú, 2.378 de Concepción del Uruguay, 2.019 de Gualeguay, 1.279 de Nogoyá o 1.993 de Victoria. En 1914 la provincia contaba con 425.373 habitantes, de los cuales la ciudad capital sólo concentraba 36.089. En 1991 sobre 1.020.251 habitantes que contaba la provincia 209.400 estaban radicados en Paraná, duplicando los guarismos de medio siglo atrás. Si tomamos los datos que nos brinda el censo 2001 y las proyecciones acerca del crecimiento poblacional entrerriano vemos que esta situación continúa en el mismo sentido de concentración en la ciudad capital.

Otros guarismos atesoran esta conclusión. La densidad poblacional por kilómetro cuadrado de la capital entrerriana supera en cuatro veces la media provincial que es de 13 habitantes por kilómetro cuadrado, situación que se continúa sin solución de continuidad hasta hoy.

A partir de la instalación de la capital de la provincia en la ciudad de Paraná –en el año 1883– se ha ido modelando un esquema cada vez más homogéneo de concentración de los diferentes entes y organismos públicos en la ciudad que cobija además a los tres poderes del Estado. Esta concentración de poder en la ciudad capital conspiró contra ese desarrollo equilibrado y armónico, y fue, lentamente, modelando una provincia que repite el esquema nacional, en el sentido de que Paraná es a Entre Ríos, lo que la ciudad de Buenos Aires es al país.

Este proceso, agravado por el centralismo nacional, ha generado una provincia fragmentada y multipolar. El esquema de centralización de los entes u organismos dependientes del estado –impuesto por la propia dinámica del desarrollo en diferentes etapas de la historia entrerriana o por mecanismos y políticas cuyos únicos beneficiados han sido quienes detentan el poder de turno–, ha generado asimetrías injustificables que han terminado por tergiversar el carácter mismo que hace a la esencia de un estado moderno y a las particularidades que enriquecen una provincia como la nuestra. Uno de los muchos ejemplos que podrían esbozarse de lo antedicho es el hecho de que todos los museos provinciales se encuentren en la capital, con la única excepción del Museo Provincial de Dibujo y Grabado Guaman Poma, el cual no posee siquiera edificio propio.

Este centralismo desestima las fuerzas creativas y el trabajo de gran parte de la población y el potencial de los recursos que están presentes en cada una de las diversas regiones del territorio provincial. Es preciso proponerse un programa de desconcentración, que no es lo mismo que descentralización. Ambos son procesos diferentes aunque ambos tienen que ver con más democracia, con participación ciudadana y de sus colectivos, de su representación política y de la opinión de todos y todas en el avance de la institucionalidad democrática.

El propio secretario de Planeamiento e Infraestructura de la provincia, Guillermo Federik, en declaraciones publicadas en medios periodísticos, reconocía recientemente la necesidad de reordenar con un criterio de descentralización y desconcentración, que se esboza en el mismo sentido en el que aspira a concretarse el presente proyecto de texto constitucional. “En algún momento, hay reparticiones que deberán mudarse de Paraná para trasladarse al corazón de su problemática”, expresaba el funcionario y hasta proporcionaba un par de ejemplos posibles: “Vialidad en Villaguay, Hidráulica en el Delta, Desarrollo Agropecuario en Federal y así”.

En otro aspecto coincide la presente iniciativa con el funcionario precitado: la desconcentración de los entes u organismos del estado provincial concentrados en la capital presupone una serie de etapas.

La primera es la geográfica o territorial, llevando las sedes de los distintos organismos u entes a diferentes ciudades de nuestra provincia. En este sentido el ejemplo de la creación de la Comisión Administradora de Fondos Excedentes de Salto Grande (CAFESG), creada por Ley Provincial 9140 con sede en la localidad de Concordia; y el Ente Regulador de la Actividad Termal, creado por Ley Nº 9678 sancionada  el 20 de diciembre de 2005, cuyo artículo 11 establece su sede en Concepción del Uruguay, son dos valiosos antecedentes que van en el mismo sentido que la pretensión de la reforma que proponemos. Por otra parte, las nuevas tecnologías en lo que hace a comunicación, transforma en irrelevante la distancia geográfica entre organismos o entes. Nada justifica que los nuevos institutos que puedan crearse sigan replicando el esquema concentrador capitalino; esquema comprensible quizás en las postrimerías de siglo XIX y en el siglo precedente al actual, en el que las dificultades de la comunicación recomendarían la cercanía de los distintos organismos con el centro geográfico del poder, pero insostenible a estas alturas del siglo XXI, y ya no sólo por el desarrollo de la civilización tecnológica sino además por la evolución de la comprensión de la democracia, que reclama una cercanía de la presencia del Estado con la ciudadanía.

La segunda es administrativa, y presupone distribuir facultades y responsabilidades, quitando instancias burocráticas que conlleva el compromiso efectivo de hacer un estado moderno, eficiente y eficaz. La tercera es quizás la más profunda, porque implica generar mecanismos regionales de participación. Tiene que ver con la gestión de recursos –humanos y económicos– que seguramente significarán en muchos casos un salto cualitativo en las condiciones de vida de muchas localidades de nuestra provincia.

Es evidente que este proceso entronca fuertemente con la idea de federalismo que ha sido un principio rector del devenir histórico político institucional de Entre Ríos desde su mismo surgimiento como provincia. No haremos aquí una reseña del sentido y pertenencia que debemos los entrerrianos a esta idea fuerza rectora que desde las instrucciones de Artigas a los Diputados del año 1813, desde el Congreso de Oriente o de los Pueblos Libres, declarando nuestra independencia un año antes que Tucumán, pasando por Ramírez, Urquiza y la franja roja en la enseña provincial, pero sí debemos tener clara conciencia que debemos subsanar las asimetrías y tensiones que esta situación injusta e inequitativa ha impuesto, por el olvido o negación de este caro norte ideológico que nos identifica.

Federalismo que desde una perspectiva democrática moderna apunta al desarrollo equitativo e igual de las regiones, lo cual implica necesariamente políticas que incluyan esquemas compensatorios entre los territorios para resarcir desequilibrios, teniendo en contrapartida la asunción de los costos y las responsabilidades que entraña para todos y para cada uno, sean niveles de gobierno o personas.

Dentro de la primera etapa, que es a la que apunta este proyecto de texto, el primer paso es establecer que no se puedan crear más entes con sede en Paraná. El segundo paso es alentar el traslado progresivo de los ya existentes hacia las restantes ciudades entrerrianas, con arreglo a un plan provincial que requerirá de la Legislatura y quizás del Consejo Económico y Social una formulación generosa y amplia para una provincia distinta.
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CXXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 312)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 1°: Incorpórese como nueva sección de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con los artículos que integran la misma, el siguiente texto:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo ___: En Entre Ríos toda la información en posesión de los órganos del Estado provincial es pública. Cualquier reserva a este principio deberá ser especificada por ley. Toda persona tiene derecho a solicitar y a recibir en término perentorio información completa, actual, adecuada, veraz y oportuna en forma gratuita, informal e irrestricta, de parte de cualesquiera de los poderes del Estado entrerriano, como de aquellos entes, organismos o empresas, en los que el Estado tenga participación. La denegatoria o mora en suministrarla, admitirá la interposición de la acción de amparo.

Artículo ___: La obligación del Estado provincial de brindar información en los términos del artículo anterior, incluirá a las personas físicas o jurídicas que reciban subsidios o ayuda del Estado, así como a las empresas a las que se les concede la explotación de un servicio público o que reciban fondos del Estado.

Artículo ___: El Estado establecerá un sistema de información ciudadana que dispondrá toda la información pública en el medio de almacenamiento de datos de acceso más universal que permita la tecnología disponible. Dicho sistema quedará bajo la órbita del Defensor del Pueblo de la Provincia. Todo funcionario del Estado deberá brindar a ese sistema la información correspondiente a su área, en la forma y los términos consignados por los artículos anteriores.

SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO –DÍAZ, (Carlos) – ACHARTA – HAIEK – GIANFELICI –ZABALA.

FUNDAMENTOS

El acceso a la información es un derecho de carácter instrumental, ya que permite el ejercicio de otros derechos. Sólo con información completa, ordenada, oportuna y veraz, un ciudadano puede ejercer el derecho a la salud, a la vivienda, a la educación y a la justicia, entre otros. Sólo con acceso a la información un ciudadano podrá acceder a ejercer el derecho de participar activamente en la toma de decisiones que involucran cuestiones públicas. Por eso puede afirmarse sin temor que sin acceso a la información no es posible el ejercicio de ciudadanía.

Hay otra dimensión que debe señalarse: la instrumentación del acceso a la información pública es, en sí misma, una forma de control popular sobre la gestión del gobierno, en el sentido del viejo principio republicano de la publicidad de los actos de gobierno. Como lo sugieren distintos autores, la inexistencia o restricción en su utilización, conspira directamente contra la vigencia del Estado de Derecho.

Esta concepción del acceso a la información implica un cambio de paradigma en la práctica institucional, aunque al expresarlo parezca tautológico: lo público es público, lo que es de todos debe estar al alcance de todos. En otras palabras: toda la información en posesión de los órganos públicos, es decir del Estado, es también pública. La excepción a este principio debe estar fundada por ley y en razones extraordinarias: la salvaguarda de otros derechos (privacidad, honor, secreto bancario o fiscal), la seguridad pública, la supervivencia del Estado.

Otro aspecto central es el de la vía adecuada al acceso a la información pública. El cambio de paradigma que proponemos implica la inversión de la carga: no es el ciudadano quien debe procurar los caminos para acceder a la información, sino todo lo contrario, debe serle dada por el Estado. En ese sentido es que impulsamos la publicación de toda la información en el medio más universal que permita la tecnología disponible. En la actualidad, sea dicho con claridad, ese medio es la red de redes, Internet. Por ello se propone la creación de un Sistema de Información al Ciudadano (SIC), una oficina que dependerá del Defensor del Pueblo provincial y que tendrá la obligación de subir a Internet toda la información sobre la marcha del Estado, expedientes, licitaciones, presupuestos, etc. Entre las obligaciones de cada funcionario se encontrará la de brindar esos datos al SIC, revirtiendo la situación actual en la que el ciudadano (o el periodista) interesado en conocer detalles, debe presentarse ante el funcionario del área en cuestión, que tiene un plazo para responder e invariablemente, el interesado termina recurriendo a la justicia para que se le brinde la información.

En una democracia moderna, la información ciudadana es la base de la decisión ciudadana. Por otro lado, es imposible avanzar en mecanismos participativos sin información adecuada previa e irrestricta. Es un aspecto central, no sólo por su carácter republicano, sino como necesario presupuesto para la participación ciudadana.

El acceso a la información pública es un derecho humano que en nuestro sistema institucional está protegido por tratados internacionales a los cuales el art. 75 inc.22 de la Constitución Nacional les otorgó jerarquía constitucional. Como detalla uno de los autores que más ha trabajado sobre el tema en nuestra provincia, hay una protección “expresa y generosa” de parte de los tratados internacionales a este derecho. Mencionemos en ese sentido la Declaración de la Unesco de 1978; la Convención Internacional de Lucha contra la Corrupción, a la cual nuestro país adhirió por ley en 1997; la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; la Convención Americana de Derechos Humanos, en su art. 13.1; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su art. 19.1; y por fin, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su art. 19.

Ernesto Villanueva, en su completo trabajo sobre derecho de acceso a la información pública en Latinoamérica, señala que 35 países del mundo han constitucionalizado el derecho al acceso a la información, y de ellos, más de 20 lo han hecho en las dos últimas décadas, lo que revela una creciente decisión, en el proceso democrático emergente en el planeta, de dotar al individuo de reglas de procedimiento republicanas que le den las posibilidades materiales para intervenir en la vida pública. No debe sorprender la escasa cantidad de naciones que constitucionalizaron este derecho: como advierte Norberto Bobbio, estamos viviendo un momento muy especial de la historia, ya que es la primera vez que las naciones democráticas superan a las no democráticas en cantidad.

En ese entorno mundial de comprensión y efectivización del derecho de acceso a la información, Villanueva reconoce que la inclusión de normas que garanticen ese acceso “no constituye un puerto de llegada, pero sí un comprometido punto de partida para traducir en normas adjetivas e instrumentales los derechos sustantivos previstos en el texto constitucional”. A eso, precisamente, apuntan los artículos que, en este proyecto, completan el que enumera el derecho y el principio de referencia.

Cabe señalar que el caso “Londero Oscar c/Superior Gobierno de la Provincia”, provocó que la justicia entendiera en noviembre de 2005, que el acceso a la información pública es un derecho constitucional, y estableciera la acción de amparo como la vía idónea de protección del mismo.

Para concluir, es de forma señalar que la ley 9768, que declara la necesidad de la reforma de la Constitución de Entre Ríos, habilitó el tema en su art. 1º, inc. 23.

En ese marco, y con la abundante producción surgida de organizaciones no gubernamentales, con el respaldo de la protección de los tratados internacionales, el antecedente del caso Londero, las normas vigentes en otras jurisdicciones (tales como la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su ley 104, o la Constitución del Chubut en su art. 13), es que propiciamos este articulado para ser incorporado al texto constitucional de la provincia de Entre Ríos.

No podemos dejar de mencionar que en el proceso de elaboración y fundamentación de este proyecto, fueron consultados una importante cantidad de comunicadores y periodistas de toda la provincia de Entre Ríos, quienes aportaron comentarios y sugerencias y expresaron su apoyo o coincidencia con la iniciativa. Ellos son: Gustavo Carbone, Daniel Enz, Tirso Fiorotto, Oscar Londero, Juan A. Bracco, Claudio Gastaldi, Gustavo Surt, Gerardo Iglesias, Abelardo Santángelo, Martín Barral, Valentín Bisogni, Jorge Díaz, Eduardo Ojeda, Gustavo Sirota, Justo José Portillo, Jorgelina Londero, Alberto Dorati, Facundo Camparo, Juan Manuel Alzamendi, Nahuel Maciel, Silvio Gorge, Mario Arcusin, Adrián Pino, Néstor Ojeda, Mariela Zappa; Adela Silva; Antonio Tardelli; Jorge Riani; Juan Manuel Pralong; Juan Cruz Varela; Rodolfo Robin; Claudio V. González; Luis Jacobi; Pablo Usatinsky; Jorge Barroetaveña; Rubén Skubij; Manuel Carpenco; Gabriel Pérez; Fabiana Dato; Claudia Yauck; Nidia Peltzer; Javier Vilaboa; Mauricio Galarza; Elba Victoria Schaaf; Nancy Sosa, Armando Cergneux, Valodia Nichajew, Roberto Barozzi, Alejandro Francia, Mario A. Bottarlini; Adrián Garnier; Marcelo Isaurralde; Luciano Garro, Sabina Melchiori.
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CXXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 313)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DERECHO AL DEPORTE y CONSEJO PROVINCIAL DEL DEPORTE

Artículo 1°: Incorpórense los siguientes artículos a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo ____: El Estado provincial reconoce al deporte como un derecho social fundamental de sus habitantes y promueve su realización como una práctica libre y voluntaria, protegiendo los hábitos deportivos como un medio para el desarrollo integral del individuo, así como para la integración comunitaria.

Artículo ____: Créase el Consejo Provincial del Deporte, destinado a organizar, regular y promover las manifestaciones deportivas en el territorio provincial. El Estado lo reconoce como Consejo Asesor Consultivo y garantiza su funcionamiento democrático con representantes de las entidades deportivas, las asociaciones de profesionales del deporte y los distintos organismos del Estado y de la sociedad civil relacionados con el deporte.

DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – SCHVARTZMAN – DÍAZ, (Carlos) – ACHARTA – HAIEK – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

Atendiendo a la creciente e insatisfecha demanda, por parte de la población, de prácticas sociales destinadas al desarrollo humano en sus facetas física, artística, cognitiva, afectiva y relacional, entre las que el deporte se erige como un medio privilegiado, es menester dar a este fenómeno rango constitucional, así como también al ente que se ocupe de su regulación, promoción y difusión en el territorio provincial, de modo que se potencie desde el Estado la labor realizada por las instituciones deportivas, los profesionales del área y la interrelación con otros espacios como salud, educación y desarrollo social.

Fuera de todo debate circunscripto a la dilatada trama de definiciones que se han generado en tanto del fenómeno deportivo, éste puede ser entendido a grandes rasgos como la práctica social que se da en el marco de una situación fundamentalmente motriz, de competición reglada e institucionalizada, por lo general de carácter lúdica, abarcando distintas etapas de la vida social de los individuos, entre ellas el ocio, la educación, la actividad profesional y el cuidado de la salud.

El deporte se presenta como una práctica corporal y social tan antigua como la humanidad misma, recorriendo una evolución desde sus orígenes hasta la actualidad que ha sido siempre reflejo de los cambios producidos en las civilizaciones donde se lo ha practicado. Su utilización en distintos ámbitos sociales ha tenido repercusiones de carácter demográfico, político y económico de dimensiones crecientes. A través del pasado siglo, la utilización del deporte como medio de promoción de políticas sociales ha sido el eje operativo de la mayor parte de los procesos políticos en distintos países del mundo.

En virtud de que el deporte es una de las manifestaciones sociales más masivas de nuestra sociedad, alcanzando a todas las esferas económicas y culturales, así como también cada vez a un margen más amplio en lo relativo a edad y género, es imperativo considerar el incalculable beneficio que traería implicada su consolidación en la normativa a través de la mención constitucional, permitiendo así a los organismos y personas relacionados contar con una base jurídica sólida que proteja y favorezca sus acciones específicas.

ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES EN EUROPA

España

La Constitución de 1978 establece la mención constitucional del deporte en el artículo 43 (Título I; Capítulo III: De los principios rectores de la política social y económica), instituyendo lo siguiente:

1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.

No obstante esta conveniente mención, el hecho de que se encuentre entre los principios rectores y no entre los derechos subjetivos limita su potestad a una protección general de la Constitución, la cual no necesariamente cuenta con un ordenamiento sí brindado por los derechos subjetivos a través de normas infraconstitucionales. Resulta interesante a su vez que en el proceso constituyente se contempló, por medio del anteproyecto Nº 760, la mención del deporte en un artículo separado de la Constitución a través del siguiente texto:

Los poderes públicos tienen la obligación de fomentar y facilitar el desarrollo de la actividad física y el deporte, así como la adecuada utilización del tiempo de ocio. 

Portugal

La Constitución de 1976 hace dos menciones al deporte. La primera, en el segundo párrafo del artículo 64 consagrado a la salud (Título II; Capítulo III: De los derechos y deberes sociales), señala:

Se hará efectivo el derecho a la protección de la salud por la creación de un servicio nacional de sanidad universal, general y gratuito, por la creación de condiciones económicas, sociales y culturales que garanticen la protección de la infancia, de la juventud y de la ancianidad y por la mejora sistemática de las condiciones de vida y de trabajo, así como por la promoción de la cultura física y deportiva, escolar y popular y también por el desarrollo de la educación sanitaria del pueblo.

La segunda mención, aún más específica, es la del artículo 79 (de la cultura física y del deporte), donde se establece:

El Estado reconoce el derecho de los ciudadanos a la cultura física y al deporte como medios de promoción humana, y le corresponde promover, estimular y orientar la práctica y difusión de los mismos.

En este caso, y a diferencia de la Constitución española, no sólo se le otorga un artículo específico a la cultura física y el deporte, sino que la mención de éste se halla circunscripta como un derecho de los ciudadanos, afirmando su promoción, estimulación, orientación y difusión.

ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES EN LATINOAMÉRICA

Brasil

La Constitución de 1988, hace una mención muy puntual en lo relativo a la temática, disponiendo lo siguiente en el artículo 217 (Título VIII; Capítulo III: De la educación, de la cultura y del deporte; Sección III: Del deporte):

Es deber del Estado fomentar las prácticas deportivas formales y no formales, como derecho de cada uno, observando:

I. La autonomía de las entidades deportivas dirigentes y de las asociaciones, en lo referente a su organización y funcionamiento;

II. el destino de los recursos públicos a la promoción prioritaria del deporte escolar y, en casos específicos, para el deporte de alta competición;

III. el tratamiento diferenciado para el deporte profesional y no profesional;

IV. la protección y el incentivo a las manifestaciones deportivas de creación nacional.

1º. El Poder Judicial sólo admitirá acciones relativas a la disciplina y a las competiciones deportivas una vez agotadas las instancias de la justicia deportiva, regulada en la ley.

2º. La justicia deportiva tendrá el plazo máximo de sesenta días, contados desde la instrucción del proceso, para dictar la resolución final.

3º. El Poder Público incentivará el ocio, como forma de promoción social.

Colombia

La Constitución de 1991 declara en el artículo 52 (Título II; Capítulo II: De los derechos sociales, económicos y culturales):

El ejercicio del deporte, sus manifestaciones recreativas, competitivas y autóctonas tienen como función la formación integral de las personas, preservar y desarrollar una mejor salud en el ser humano. El deporte y la recreación, forman parte de la educación y constituyen gasto público social. Se reconoce el derecho de todas las personas a la recreación, a la práctica del deporte y al aprovechamiento del tiempo libre. El Estado fomentará estas actividades e inspeccionará, vigilará y controlará las organizaciones deportivas y recreativas cuya estructura y propiedad deberán ser democráticas.

Ecuador

La Constitución de 1998, en su artículo 82 (Título III; Capítulo IV; Sección XI: De los deportes), establece:

El Estado protegerá, estimulará, promoverá y coordinará la cultura física, el deporte y la recreación, como actividades para la formación integral de las personas. Proveerá de recursos e infraestructura que permitan la masificación de dichas actividades.

Auspiciará la preparación y participación de los deportistas de alto rendimiento en competencias nacionales e internacionales, y fomentará la participación de las personas con discapacidad.

Esta es la única Carta Magna que hace mención a las personas con discapacidad en relación con la práctica de actividades deportivas.

Perú

La Constitución de 1993 incluye una mención al deporte en su artículo 14 (Título I: De la persona y de la sociedad), la cual indica respecto de la educación:

(...) promueve el conocimiento, el aprendizaje y la practica de las humanidades, la ciencia, la técnica, las artes, la educación física y el deporte (...).

Venezuela

La Constitución de 1999 incluye lo que puede considerarse como una de las declaraciones más completas en lo referido al deporte, señalando en su artículo 111 (Título III; Capítulo VI: De los derechos culturales y educativos):

Todas las personas tienen derecho al deporte y a la recreación como actividades que benefician la calidad de vida individual y colectiva. El Estado asumirá el deporte y la recreación como política de educación y salud pública y garantizará los recursos para su promoción. La educación física y el deporte cumplen un papel fundamental en la formación integral de la niñez y adolescencia. Su enseñanza es obligatoria en todos los niveles de la educación pública y privada hasta el ciclo diversificado, con las excepciones que establezca la ley. El Estado garantizará la atención integral de los y las deportistas sin discriminación alguna, así como el apoyo al deporte de alta competencia y la evaluación y regulación de las entidades deportivas del sector público y del privado, de conformidad con la ley.

La ley establecerá incentivos y estímulos a las personas, instituciones y comunidades que promuevan a los y las atletas y desarrollen o financien planes, programas y actividades deportivas en el país.

Como es posible apreciar, esta mención afecta al deporte y su rango constitucional desde distintas arista, a saber: primero, su reconocimiento efectivo como un derecho; segundo, el rol del Estado como garante de tales derechos; y tercero, como garantía suplementaria la reserva de ley orgánica o especial.

Panamá

La Constitución de 1972, en su artículo 82 (Título III; Capítulo IV: Cultura nacional), describe:

El Estado fomentará el desarrollo de la cultura física mediante instituciones deportivas, de enseñanza y de recreación que serán reglamentadas por la Ley.

Nicaragua

La Constitución de 1987 establece en su artículo 65 (Título IV; Capítulo III: Derechos sociales):

Los nicaragüenses tienen derecho al deporte, a la educación física, a la recreación y al esparcimiento. El Estado impulsará la práctica del deporte y la educación física, mediante la participación organizada y masiva del pueblo, para la formación integral de los nicaragüenses. Esto se realizará con programas y proyectos especiales.

Guatemala

La Constitución de 2002 dispone varios artículos (Título II; Capítulo II; Sección VIª: Deporte) que hacen referencia al tema:

Es deber del Estado el fomento y la promoción de la educación física y el deporte. Para ese efecto, se destinará una asignación privativa no menor del tres por ciento del Presupuesto General de Ingresos Ordinarios del Estado. De tal asignación el cincuenta por ciento se destinará al sector del deporte federado a través de sus organismos rectores, en la forma que establezca la ley; veinticinco por ciento a educación física, recreación y deportes escolares; y veinticinco por ciento al deporte no federado.

Se reconoce y garantiza la autonomía del deporte federado a través de sus organismos rectores, Confederación Deportiva Autónoma de Guatemala y Comité Olímpico Guatemalteco, que tienen personalidad jurídica y patrimonio propio, quedando exonerados de toda clase de impuestos y arbitrios.

Esta normativa hace hincapié en cuestiones económicas sumamente relevantes, ya que por un lado garantiza un mínimo de presupuesto destinado a las prácticas deportivas, y por el otro determina la autonomía y exención patrimonial impositiva de los organismos del Estado que regulan el deporte.

CONSEJO PROVINCIAL DEL DEPORTE

La abundante experiencia desarrollada por el Consejo Provincial del Deporte de Entre Ríos, con participación de las entidades vinculadas a la actividad, debe ser la base de la creación constitucional de este organismo.

Es imperativo, si se plantea la elevación a rango constitucional del deporte, la creación en la letra de nuestra Ley madre provincial (y la correspondiente protección) de un ente colegiado especializado cuyas funciones estén destinadas a:

- Favorecer por medio de políticas de Estado y acciones puntuales las manifestaciones deportivas que se desarrollen en el territorio provincial, así como auspiciar a aquellas realizadas en otras jurisdicciones y en las que existan representantes del deporte entrerriano.

- Organizar la estructura provincial del deporte, así como también dar una ordenación práctica a las federaciones y asociaciones deportivas.

- Regular las competiciones deportivas en la provincia, así como también apoyar y promover toda actividad social, educativa y/o comunitaria que tenga como eje organizador al deporte en sus diferentes formas de expresión.

- Articularse con otras áreas (Salud, Educación, Acción Social, Arquitectura) para fomentar planes y programas destinados a difundir la práctica de actividades deportivas en toda la población, informando sobre sus beneficios y facilitando los medios para la realización de dichas prácticas.

La existencia del Consejo Provincial del Deporte, y su tratamiento en función del eventual rango constitucional, implica la necesidad de garantizar el funcionamiento de éste de manera democrática, facilitando la posibilidad de participación y decisión a todos los actores de la sociedad civil relacionados con el deporte. Esto supone una conformación ejecutiva ecuánime que contemple a representantes de:

- Federaciones deportivas;

- Instituciones deportivas;

- Departamentos;

- Profesionales y entidades de la salud relacionados al deporte;

- Profesionales e instituciones de educación física;

- Profesionales y entidades de periodismo deportivo;

- Estado provincial.

Por todo esto, solicitamos a los señores y señoras convencionales la aprobación de la presente iniciativa, para la inclusión íntegra de estos artículos en la Constitución entrerriana.

Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo –Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXXIV

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 314)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DESIGNACIÓN DE CARGOS DEPARTAMENTALES

Artículo 1°: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo ____ : Los cargos de directores de hospitales, directores departamentales de escuelas y jefes departamentales de policía, así como todos los cargos jerárquicos departamentales o regionales de los entes, organismos o empresas del Estado provincial o aquellos en los que éste tiene participación, deberán ser cubiertos mediante el procedimiento de concurso público de oposición y antecedentes. Los jefes departamentales de policía podrán ser designados mediante el voto de los ciudadanos del departamento que corresponda. En todos los casos durarán cinco años en el cargo pudiendo concursar nuevamente o ser reelectos, y deberá garantizarse los principios de igualdad en el acceso a la función pública, idoneidad para el cargo y no discriminación.

SCHVARTZMAN –– DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO –ACHARTA – HAIEK – GIANFELICI – ZABALA.

FUNDAMENTOS

En nuestro país, el principio de igualdad ante la ley, está reconocido en el artículo 16 de la Constitución Nacional: Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad.

La igualdad de oportunidades, la igualdad de todos frente a la ley, el derecho de todos –en función de su idoneidad, objetivamente demostrada– de acceder a cargos públicos, en los tres poderes del estado, son consustanciales a una democracia participativa.

Aquí se encuentra una expresa directiva de los constituyentes de 1853 referida a la admisión en la función pública sólo de las personas que sean idóneas. Este requisito, previsto en la cláusula que consagra el derecho a la igualdad, constituye una exteriorización expresa acerca de la distinción fundamental para acceder a un cargo público –aquélla que permitiría inclinar la balanza– es la idoneidad.

En cuanto a su ámbito de aplicación subjetiva, se ha señalado que abarca un amplio abanico de funcionarios o postulantes a ocupar funciones públicas ya que la palabra “empleos” del art. 16 de la Constitución Nacional comprende “toda clase de servicio u ocupación ordinario o extraordinario, permanente o transitorio, en la Administración pública, desde el más modesto hasta el Presidente de la República” (Rivarola, Rodolfo, “Diccionario manual de instrucción cívica y práctica constitucional argentina”, p. 271, citado por Linares Quintana, Segundo V., “Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional Argentino y Comparado”, Parte Especial, T. IV, Ed. Alfa, Bs. As., 1956, p. 314).

Así lo ha entendido nuestra Corte Suprema de Justicia, al indicar que el art. 16 de la Constitución Nacional establece requisitos de carácter genérico que deben adicionarse a los expresamente previstos para determinadas funciones, como la ciudadanía (diputados, senadores, presidente y vicepresidente: arts. 48, 55 y 89, respectivamente), condicionantes del acceso a cargos públicos (doctrina Fallos: 321:194 y dictamen del Señor Procurador General del 16 de Septiembre de 2003, en la causa H. 172, L.XXXV. “Hooft, Pedro Cornelio Federico c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Inconstitucionalidad”).

Esto indica que la idoneidad es condición necesaria para el acceso a la función pública incluso en aquellos supuestos en los que el arribo al cargo sea por vía electoral. A la legitimación de origen popular debe adicionarse entonces la legitimidad legal o institucional establecida en este caso por la Constitución Nacional como una pauta rígida.

En cuanto a la autoridad de aplicación, debe descartarse cualquier argumento que considere que esa atribución se encuentra asignada a los electores, porque la cláusula constitucional no está formulada como una obligación dirigida al pueblo. El art. 16 de la Constitución Nacional debe interpretarse como una parte, un extracto, del contenido de las atribuciones u obligaciones del órgano institucional competente para realizar ese juicio que, en conjunto, integra una norma completa.

La Suprema Corte tiene dicho que “para ocupar empleos o cargos públicos la Constitución Nacional impone la condición de idoneidad (art. 16, primer párrafo), es decir, exige que la persona que pretenda ingresar a la administración tenga las aptitudes físicas y técnicas necesarias para desempeñar las tareas que se le asignen” (Fallos: 319:304; considerando 9º), así como que tal concepto no excluye la imposición de requisitos éticos, como son los atinentes a la integridad de la conducta (Fallos: 238:183). También que: “…en lo atinente al empleo público, el concepto de idoneidad supone un conjunto de requisitos de distinta naturaleza… La aptitud técnica, física y en particular la moral configuran exigencias de carácter genérico en tanto otras, como la ciudadanía, lo son para determinadas funciones, ya que no se trata de una cualidad abstracta sino concreta, que ha de ser juzgada con relación a la diversidad de funciones y empleos” (Fallos 321:194; considerando 7º).

Es que “La idoneidad es concepto comprensivo y general, pues se trata de la competencia o suficiencia técnica, profesional y moral” (Bielsa, Rafael, “Derecho Constitucional”, 2da. edición, aumentada, Ed. Depalma, Bs. As., 1954, p. 521). Linares Quintana sostiene que: "El requisito de la idoneidad, por oposición al favoritismo, además de constituir una exigencia constitucional, se considera como calidad esencial de eficiencia administrativa en la ciencia de la administración. Desde el ángulo administrativo, la idoneidad consiste no sólo en la idoneidad técnica -aptitud profesional, intelectual, técnica en suma para el desempeño del cargo-, sino también en la idoneidad moral” (Linares Quintana, Segundo V., Ob. cit., T. III, p. 505).

Por ello, la selección de todos los cargos de jefatura departamental del Estado Provincial, mediante un mecanismo inclusivo, pluralista, transparente y equitativo se impone por mandato de numerosos instrumentos internacionales y nacionales dirigidos a garantizar la igualdad y la prohibición de discriminación: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 1, 3, 5.2, 14 y concordantes; Convención Americana de Derechos Humanos, artículos 1, 2, 23, 24 y concordantes; etcétera.

El acceso a los cargos departamentales no debe estar reservado sólo a quienes, por su situación personal, tengan la fortuna de ser conocidos en sus valores y aptitudes por aquellos que tienen el poder de decidir la designación. Ello porque, aunque esa designación se efectúe de buena fe y con el mayor cuidado, siempre quedará fuera del alcance de los que no dispongan de un canal adecuado para hacerse oír o para demostrar sus aptitudes o están lejos del poder central.

Asimismo, con la descentralización de su selección, se garantiza la desconcentración del poder de la administración pública; se acercan, al ciudadano territorialmente interesado en la designación del funcionario idóneo, las herramientas de control y participación que, a la postre, mejoran el mecanismo y lo transparentan.

Resulta oportuno reproducir un párrafo publicado en la Revista “Lex” del Colegio de Abogados de Tucumán (Febrero de 2005):“La Red Argentina de Justicia para la Democracia ha reclamando la implementación de auténticos concursos, abiertos a toda la comunidad… La cooptación, como medio de llenar vacantes… ha demostrado su total falta de efectividad. Sobre todo cuando es centralizado, este sistema naturalmente resiente la efectividad de los controles, propicia la subversión del régimen de lealtades, favorece la impunidad interna y es fuente de intolerables desigualdades”.

Finalmente queremos expresar que como Sánchez Viamonte, el eminente constitucionalista, estamos a favor de un Estado plural, que debe tener como objetivo “la humanización del Estado, despojándolo de sus odiosos excesos antilibertarios”. De lo que se trata es de “diversificar el poder por medio de la descentralización democrática”, y es necesario llevar esa descentralización a innumerables formas que, sin dejar de ser estatales, constituyan entidades autónomas y autárquicas en donde el poder de mando desaparezca y sea reemplazado por un orden administrativo, sin más fuerza y eficacia que las necesarias para servir públicamente y bajo el control del pueblo, los intereses de la comunidad”. (En “Federalismo y democracia”, citado por Carlos Miguel Herrera en su trabajo “Socialismo jurídico y reformismo político en Carlos Sánchez Viamonte”, Revista de Estudios Políticos, diciembre 2001).

Entendemos que el mínimum exigible de dicha concepción federal descentralizadora y democrática, lo constituye la designación transparente de los responsables departamentales de áreas claves como las mencionadas, en toda política de Estado; así como la elección democrática de los jefes de policía.

Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo –Emiliano Acharta – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici – Gregorio D. Zabala.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, debido a que el expediente número 140 se giró a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular; y a la y como el expediente número 314 se refiere al mismo tema, es decir, a la designación de funcionarios departamentales, para guardar coherencia con lo resuelto respecto del anterior, solicito sea girado a ambas comisiones.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración la propuesta del señor convencional Schvartzman.

–Asentimiento general de los señores convencionales. 
SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 315)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PRESUPUESTO PARTICIPATIVO

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo artículo en la Constitución Provincial de Entre Ríos, el siguiente texto:

Articulo ___: Se establece el carácter participativo del Presupuesto provincial. La ley fijará los procedimientos para determinar las prioridades de asignación de recursos. Dichos procedimientos deberán incorporar mecanismos de participación y consulta ciudadana en los municipios y regiones que se creen.

Artículo 2º: Cláusula transitoria: La Honorable Legislatura dictará la ley reglamentando el carácter participativo del Presupuesto Provincial antes de transcurridos los 120 días de sancionada la Constitución.

SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO –DÍAZ (Carlos) – ACHARTA – HAIEK – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

La falta de capacidad para satisfacer las demandas de la sociedad, la rigidez de las instituciones de la democracia y su falta de adaptación a los nuevos tiempos incrementa el descrédito que tiene la ciudadanía de los representantes, la demanda de una mayor calidad democrática requiere la profundización de los mecanismos e instancias de participación.

A fin de alentar nuevas formas de participación han comenzado –muy lentamente– a implementarse algunas modalidades de participación ciudadana, muchas veces poco reglamentadas y poco difundidas entre la sociedad.

El presupuesto marca el programa de gobierno, hacia dónde se direccionan los recursos de la provincia, qué prioridad se le da a cada área. Hay innumerables muestras de gobiernos que realizaron gastos que no pueden entenderse como prioritarios para las necesidades de los entrerrianos, máxime si vemos que prácticamente no hay difusión de los datos económicos–financieros de la recaudación e inversión de recursos de la provincia.

A diario nos encontramos con los reclamos de los vecinos de la provincia, sobre cuestiones esenciales para el desarrollo humano, no atendidas como corresponde (caminos, salud, educación, etc.), a la par que vemos a los principales funcionarios provinciales entregando subsidios en forma muchas veces totalmente discrecional.

Características y forma de funcionamiento

Es conocido este instrumento de participación ciudadana, donde la población a través del debate y la consulta, define prioridades en la asignación de recursos públicos en áreas previamente determinadas. Se trata de un principio democrático: si los recursos son de toda la sociedad, ¿por qué no decidir democráticamente cómo invertirlos? Esta nueva forma de gestión del presupuesto logra, en las ciudades, que los vecinos se sientan más comprometidos con el destino compartido, superando su estado de mero contribuyente para ejercer su condición de ciudadano. En la Constitución Provincial debe habilitarse la posibilidad de definir el presupuesto con mecanismos participativos, en términos similares a los que ya establece la Ley 3001 Orgánica de Municipios, y estableciendo un plazo para su implementación a partir de una Ley provincial. El Consejo Económico y Social será el embrión para instrumentar gradualmente un sistema Provincial de Presupuesto Participativo en el que tengan espacio las organizaciones sociales y los ciudadanos.

De los tres niveles de organización del estado, nacional, provincial, municipal. aparentemente el municipal por la especificidad de sus misiones y funciones y la escala de pertenencia es el ámbito propicio de aplicación del presupuesto participativo siendo la experiencia del Brasil, en general, y de Porto Alegre, en particular, lo más destacado.

Sin embargo, entendemos que también en el nivel provincial es posible iniciar un proceso de participación en la definición de las prioridades presupuestarias, si previamente se establecen mecanismos de participación social tales como el Consejo Económico y Social, o en ámbitos específicos como la cultura o el deporte, el Consejo Provincial de esa respectiva área.

Las características centrales del sistema de presupuesto participativo fueron señaladas por diversos estudiosos, en los siguientes aspectos puntuales:

- Ya no son los técnicos o los gobernantes los que deciden sobre la asignación de recursos sino que en ello participan representantes elegidos directamente por la población. (Y en algunos sistemas, como en Rosario, la población misma mediante su voto).

- Esta nueva forma de gestión del presupuesto logra que el habitante se sienta comprometido con los destinos públicos, superando la situación de mero contribuyente para ejercer su condición de ciudadano.

- Mediante esta modalidad el presupuesto recupera su rol de instrumento de planificación y de control de gestión.

- Neutraliza la influencia de los factores de poder instalados y la manera peculiar de operar en beneficio de sus intereses. Y al contrario del habitual argumento de que la consulta masiva entorpece las decisiones, su concreción agiliza la maquinaria administrativa, aumenta el nivel de satisfacción por las acciones realizadas y acota la demanda de otras, mejorando la calidad de vida de la comunidad.

- Las personas, al ver eficiencia y la transparencia en la utilización de recursos de su tributación, tienen una mejor predisposición para cumplir con las normas tributarias, aumentando la recaudación de los impuestos.

- Cumple un rol educativo: motiva la participación ciudadana en las tareas de gobierno local, el que los vecinos conozcan y decidan sobre las cuestiones públicas comprometiéndose en la gestión. Además permite comprender que los problemas no son exclusivos de su calle o de su barrio y que están relacionados con situaciones internas y externas, superando la actitud simplemente demandante, asumiendo un protagonismo en el destino común.

Antecedentes

La inclusión en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, que en su Art. 52 establece el carácter participativo del presupuesto, la puesta en práctica en ciudades argentinas como Rosario desde 2003, con participación de los mayores de 16 años y con voto electrónico; o la experiencia de gestiones como la de Paysandú, en la vecina República Oriental del Uruguay, permiten entrever que el ámbito de aplicación no debe acotarse a lo estrictamente comunal.

La experiencia donde se ha aplicado el Presupuesto Participativo, fundamentalmente la de Porto Alegre, nos muestra como su aplicación ha combatido las prácticas clientelísticas, ha estimulado la participación ciudadana, ha generado una más justa distribución de los ingresos y ha mejorado la calidad de representación.

En Porto Alegre se ha mejorado la recaudación local y se generó una reforma impositiva progresiva, a la vez que posicionó al gobierno local para reclamar mayor coparticipación al estado provincial.

En el trabajo “Democracia participativa en Brasil” de Joan Tafalla y José Valenzuela, indican que si bien desde 1989 se viene aplicando este sistema de Presupuesto Participativo en Porto Alegre, sea ha empezado a utilizar a nivel regional: “desde hace dos años se está aplicando, más allá de la gestión municipal, a nivel del estado de Río Grande do Sul, con una extensión aproximada a la mitad del Estado español, y cuya población puede ser comparada en número a la de Andalucía (10 millones de habitantes)”.

En cuanto a la forma y característica de participación de la ciudadanía, Valenzuela y Tafalla expresan:

“Los ciudadanos, acostumbrados a ser tratados como menores de edad y a tener relaciones clientelares con los políticos, inicialmente no participaban en gran número. La prensa local, en manos de la derecha, no daba ni da ningún soporte informativo, ‘ninguneaba’ el proceso del OP (se refieren a presupuesto participativo en portugués). Las únicas noticias sobre el mismo aparecían y aparecen cuando eran pagadas por la alcaldía. Las redes clientelares de los partidos, al mismo tiempo, reaccionaban en contra de un procedimiento democrático que segaba la hierba bajo sus pies y por tanto bajo los pies de un sistema político intrínsecamente corrupto. Sin embargo, la realidad de que las decisiones de los vecinos eran respetadas y aplicadas por la alcaldía petista, o sea cuando se empezaron a ver las obras y realizaciones, hizo crecer paulatinamente la participación vecinal y comenzó a romper la apatía y el clientelismo. Facilitamos aquí algunas cifras sobre crecimiento de la participación en el OP entre 1989 y 1995:

Participación de la comunidad en el Presupuesto Participativo de Porto Alegre
	Año
	Participantes

	1989
	403

	1990
	976

	1991
	3.694

	1992
	7.610

	1993
	10.735

	1994
	11.197

	1995
	14.258


Las cifras posteriores han ido aumentando hasta alcanzar los 20.000 participantes en 1998.”

La extensión de la cita se justifica porque permite ver cómo a medida que fue avanzando el mecanismo, que se fueron concretando las obras y llevando a la práctica la participación de los vecinos fue aumentando en forma considerable, desde 403 en el año 1989 hasta los 20.000 que indican los autores para el año 1998.

Consideraciones finales

El proyecto de Presupuesto Participativo que ponemos a consideración de esta Convención, abre las puertas de la gestión pública a la gente, generando mecanismos de control, reduciendo la posibilidad de corrupción o desvío de fondos hacia gastos que no son necesarios para la sociedad, creando un instrumento que redistribuya los recursos de manera solidaria teniendo en cuenta las necesidades de los habitantes de nuestra provincia.

Debemos transitar el camino hacia una democracia participativa donde los ciudadanos puedan decidir y participar en la elaboración de programas y proyectos en forma institucional.

Con la participación ciudadana podremos ir en búsqueda de una mayor igualdad en la distribución de los recursos que el estado provincial asigna a cada área y a los municipios.

Es un deber del Estado formar ciudadanos más comprometidos con la realidad que le toca vivir, que conozcan y ejerzan sus derechos, que sean participativos y críticos.

Como Juan B. Justo, queremos que el Estado sea en su práctica cotidiana, no un organismo de opresión, sino “un poder coordinador y regulador de las relaciones de los hombres”, y por ello es que buscamos instrumentos “que concilien el derecho soberano de la comunidad, la acción de los grupos locales y profesionales, el derecho de las comunas y los derechos de los individuos”, como aspiraba Jean Jaurès.

En la presente Convención, se está discutiendo la regionalización de la provincia, lo cual permitirá una vez aprobado el texto constitucional que habilita el mecanismos de presupuesto participativo, que los ciudadanos y las organizaciones se organicen y participen en las distintas regiones a través de Asambleas Regionales, Áreas Temáticas, Foro de ambas y Consejo de Presupuesto Participativo.

Se busca extender la participación de la gente más allá de lo barrial o particular, invitándose a las distintas formas asociativas de la comunidad, sindicatos, centros de estudiantes, organizaciones no gubernamentales y a instituciones educativas entre otras, a pensar la provincia como un todo.

Las distintas prioridades que fijen las regiones y los deberán ser elevadas al Poder Legislativo Provincial, previo a la elaboración del presupuesto provincial, a fin de que las propuestas y prioridades sean incluidas en presupuesto del próximo año. Así como también sean los representantes de los ciudadanos quienes puedan monitorear el cumplimiento de la ejecución presupuestaria y de los programas y proyectos que se hayan aprobado.

Pensamos en un mecanismo donde participen representantes de Universidades, Sindicatos, Centros de Estudiantes, Asociaciones de Comerciantes y Productores, Asociaciones de Consumidores, y otras organizaciones no gubernamentales en sus más diversas ramas, todas ellas prevista en el Consejo Económico y Social.

Por último entendemos que será la Legislatura quien fije los procedimientos de consulta sobre las prioridades de asignación de recursos, habilitando en el articulado la posibilidad tanto de la consulta popular como de los consejos asesores. Para esto se incluye una cláusula transitoria que obliga a la Legislatura a realizar esa labor antes de transcurridos 120 días de la sanción de la Constitución.

Por todo lo expuesto, solicitamos a los señores y señoras convencionales su aprobación para que se incorporen a la Constitución Entrerriana los textos indicados.

Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo –Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – María M. Haiek – Darío R. Gianfelici.

–A las comisiones de Control del Estado y de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 316)

La Convención Constituyente de Entre Ríos SANCIONA
Artículo 1º: Modificar el artículo 88 de la Constitución de 1933, el que quedará redactado de la siguiente forma:

“Artículo 88.- Si el Poder Ejecutivo desechara en todo o en parte un proyecto de ley sancionado, vuelve con sus observaciones a la Legislatura, debiendo el presidente de la Asamblea pasarlo sin más trámite a las comisiones de ambas Cámaras que tuvieron a su cargo el estudio del proyecto, las que constituidas en una sola comisión, deberán estudiar las observaciones del Poder Ejecutivo, debiendo expedirse dentro de un plazo no mayor de 10 días.

Transcurrido dicho término y aunque la comisión no se hubiere expedido, dentro de las 48 horas subsiguientes, las secretarías de ambas Cámaras citarán para un término no mayor de 3 días a sesión plenaria de la Legislatura la que deberá pronunciarse dentro de los 15 días a contar de la fecha establecida en la primera convocatoria. A este efecto, regirán las disposiciones contenidas en el artículo 67.

Si la Asamblea no se expidiera dentro del plazo señalado, se considerará rechazado el proyecto, en caso de veto total, y se tendrán por aprobadas las supresiones parciales propuestas por el Poder Ejecutivo, si el veto fuera parcial.

Si se insiste en la primera sanción por dos tercios de votos presentes, o se aceptan por mayoría absoluta de los presentes las observaciones del Poder Ejecutivo, el proyecto será comunicado a éste para su cumplimiento.

Las votaciones serán nominales y, tanto los nombres de los sufragantes como los fundamentos que hayan expuesto y las observaciones del Poder Ejecutivo, se publicarán inmediatamente por la prensa.

En caso de veto total, no existiendo los dos tercios para la insistencia, el proyecto no podrá repetirse en las sesiones de aquel año.

El veto parcial no invalida el resto de la ley que podrá ser puesta en vigor en las partes no afectadas por el mismo, a condición de tener autonomía normativa y que su aprobación parcial no altere el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por la Legislatura.
A los efectos de este artículo y en el caso del artículo 86, se considerarán prorrogadas las sesiones por el término necesario para el pronunciamiento de la Legislatura.”

BRASESCO – ROGEL – DE PAOLI.
FUNDAMENTOS

Entendemos necesario introducir esta modificación dado que existe una vaguedad terminológica en el texto actual de la Constitución ya que menciona en el veto parcial “las proposiciones del Ejecutivo”, vaguedad que ha permitido que el Poder Ejecutivo legisle cuando veta parcialmente y “dispone” un texto alternativo, sin que tal texto pueda haber sido considerado en la cámaras al tratar el proyecto sancionado.

Lo controvertido no es la supresión de normas sino el agregado de normas por el Ejecutivo. Si bien podría entenderse que esencialmente no hay diferencia entre la supresión o modificación de la norma, debemos entender también que la facultad de veto es un remedio extremo entre la voluntad unipersonal del Ejecutivo y la suma de voluntades del Legislativo.

Entendemos que surge con absoluta claridad la división de poderes republicana que impregna a nuestra Constitución, aún en el caso de la facultad de colegislar que tiene el Poder Ejecutivo porque sus proyectos deben seguir el curso de cualquier otro proyecto de ley, necesitando el debido tratamiento por ambas Cámaras legislativas para que, en representación de todos los entrerrianos se establezca una norma obligatoria para todos los entrerrianos.

El proyecto, aún proviniendo del Poder Ejecutivo debe ser tratado por ambas Cámaras y ser sometido de cualquier modo a una pluralidad de voluntades representantes del soberano con la atribución legislativa otorgada por la Constitución, de acuerdo al pensamiento de Rousseau de que “la ley no es más que la expresión de la voluntad general  por lo cual no es un acto de mandato arbitrario” y también de acuerdo con el pensamiento de Kant de que, “solamente sobre la base de la división de poderes y con la atribución del poder legislativo al pueblo, la constitución es "republicana" (legítima) pues para Kant republicana es sinónimo de legítimo.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – 

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 317)

La Convención Constituyente de Entre Ríos SANCIONA
Artículo 1º: Modificar el artículo 87 de la Constitución de 1933, el que quedará redactado de la siguiente forma:

“Artículo 87.- Todo proyecto de ley aprobado por la cámara que lo originó, pasa en revisión a la otra cámara. Esta puede desecharlo totalmente, aprobarlo o modificarlo.

El proyecto desechado por la cámara revisora no puede repetirse en el período ordinario de sesiones salvo cuando fuera presentado nuevamente y auspiciado con dos tercios de los votos presentes, exceptuando las sesiones previstas por el art. 67.
El proyecto aprobado pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación.

El proyecto modificado vuelve a la cámara de origen para la evaluación de las modificaciones, adiciones o supresiones únicamente, teniendo sanción definitiva la parte de la ley ya aprobada. Si la cámara de origen las acepta por mayoría absoluta, pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación. Si las desechara, el proyecto vuelve a la cámara revisora en segunda revisión y si ésta insistiera con dos tercios de los votos  presentes, volverá a la cámara de origen la que debe insistir en la redacción original con dos tercios de los votos presentes, quedando sancionada la ley con las modificaciones introducidas en la cámara revisora si así no fuere.

La Cámara de origen no puede desechar totalmente un proyecto con modificaciones introducidas por la cámara revisora.”

BRASESCO – ROGEL – DE PAOLI.
FUNDAMENTOS

Podemos decir que este artículo es el corazón del sistema bicameral. Y es el artículo 130 textual de la constitución de 1903.

En la nueva redacción que proponemos se ha modificado el texto original por una expresión afirmativa y se intenta describir el total del circuito que recorre un proyecto de ley manteniendo sus pasos originales en el marco del sistema bicameral pretendiendo una expresión que exprese claramente esos pasos y las distintas posibilidades en el trámite.

Se incorpora la excepción de las sesiones previstas por el actual art. 67 para el caso de volver a presentarse el proyecto que fuera desechado.

Tal como expresa Justo Medina, ¿Puede presentarse un proyecto de aquella naturaleza y ser apoyado por dos tercios de los votos presentes de la cámara que lo rechazó en una sesión de las previstas en el art. 67?

Incorporamos aquí esa distinción, ausente en el actual texto del artículo 87 ya que de reputarse como nuevo proyecto en el marco de una sesión de las previstas por el artículo 67 se estaría desvirtuando el espíritu de este artículo y los requerimientos del trámite llevado a cabo. 

Si bien el sistema bicameral no es no está en discusión no está demás hacer referencia a los argumentos que los convencionales utilizaron para la redacción de este artículo que nos ocupa y en consecuencia para la defensa del sistema bicameral.

Dice en este caso el convencional Tahier “(sesión ordinaria del 17 de mayo de 1903) No ofrece tampoco el sistema de que me ocupa la ventaja de facilitar la mayor honradez en el estudio de las leyes. El señor Presidente sabe mejor que yo que en las Legislaturas tienen que dictar leyes de diverso carácter, y dentro de esas leyes pueden haber algunas especiales o de orden secundario con relación a lo que podemos llamarlas fundamentales, como serían los códigos de forma. Estas leyes están subordinadas a un procedimiento especial en su sanción. Desde el momento de la presentación del proyecto, al día siguiente de ser lanzado, cualquier de las personas que se preocupan de estas cosas tienen la oportunidad de poderlo estudiar, así como la prensa tendrá ocasión de criticarlo o prestigiarlo mientras se tramita su sanción en una Cámara; de manera que cuando ese proyecto llegue en revisión a la otra Cámara se encuentra con un importante material de estudio acumulado y en condiciones de pronunciarse sobre él de una manera concienzuda. Con este procedimiento de la doble sanción se evitan las precipitaciones, y que con motivo de ellas se produzcan leyes inconsultas, que seguramente ocasionarían males de consideración.”. Hace luego un elogio del sistema bicamerista y un detallado recorrido por la historia tanto europea como latinoamericana y entra en la consideración del expositor en ese momento lo económico, es decir la idea del unicameralismo como mecanismo más económico considerando al respecto que no se trata de hacer un gobierno más barato  porque esos ahorros pueden llegar al extremo de hacer peligrar la existencia de la verdadera organización política de la Provincia. Acota que conviene más garantir los derechos y principios fundamentales dentro de los cuales debemos regir nuestros altos intereses que priorizar la “supuesta” economía que hipotéticamente ofrece un sistema unicameral.

Agregará Leonidas Zavalla a los argumentos de Tahier que “el sistema bicamerista es el freno más poderoso contra la legislación precipitada, intempestiva, imprevisora; el sistema bicamerista permite reparar errores en todos aquellos casos en que se haya podido producir alguna desgracia pública. … el sistema bicamerista pone necesariamente un espacio de tiempo entre la proposición y la adopción definitiva de una medida, deja también un tiempo para la reflexión y las deliberaciones sucesivas de los distintos cuerpos, organizados por principios diferentes y movidos por motivos diversos…. Cita al Juez Store (considerándolo autoridad ante el mundo entero) en las siguientes palabras “nada se ha encontrado hasta ahora más eficaz que la creación de un Cámara independiente encargada de revisar los trabajos legislativos de la otra Cámara, de ampliarlos, de enmendarlos, de rechazarlos, según su propia voluntad, al mismo tiempo en que sus propios dictámenes quedan recíprocamente sometidos al mismo examen.”

Continúa Zavalla diciendo “Es de esta manera que se facilita la buena sanción de las leyes, es de esta manera que se da el tiempo necesario para las deliberaciones, para evitar esas sanciones precipitadas y abusivas”.

La posibilidad de reforma de este artículo habilitada por la ley 9768, nos ofrece la oportunidad de, a la luz del devenir histórico y la validación que le da su vigencia operativa, planteada en 1983 y fortalecida en 1903 sumada a la inclusión del bicameralismo entre los principios pétreos de la constitución vigente, solo intentar aportarle mayor claridad  razón por la cual solo hacemos un replanteo en la redacción del mismo y una complementación que lo fortalece.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 318)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

“Art.-  : Quedan garantizados en la Provincia los Derechos a la salud integral bajo los principios de universalidad y gratuidad, como fundamental para el desarrollo sustentable y la dignidad de las personas. Estas garantías están directamente vinculadas e integradas con la satisfacción de necesidades de atención adecuada de la salud y de la debida y digna alimentación, vivienda, trabajo, educación, vestimenta, cultura y ambiente.

El gasto público en salud se considerará una inversión social prioritaria. Se aseguran a través del área estatal de salud, las acciones colectivas e individuales de promoción, protección, prevención, atención y rehabilitación, gratuitas, y con criterios de accesibilidad, equidad, integralidad, solidaridad, universalidad y oportunidad. Se entiende por gratuidad, en el área estatal, el que las personas están eximidas de cualquier forma de pago directo.

La Provincia de Entre Ríos ejerce la función indelegable de autoridad sanitaria. Regula, habilita, fiscaliza y controla todo el circuito de producción, comercialización y consumo de productos alimenticios, medicamentos, tecnología médica, el ejercicio de las profesiones y la acreditación de los servicios de salud y cualquier otro aspecto que tenga incidencia en ella. Asimismo coordina su actividad con otras jurisdicciones.”

BRASESCO – ROGEL.
FUNDAMENTOS
La materia habilitada para su concreción normativa, establecida por el Art. 1 – inc.18° de la Ley N° 9.768, garantiza el Derecho a la Salud integral, lo que consagra como directamente vinculado con el consecuente requerimiento de satisfacción de necesidades de alimentación, vivienda, trabajo, educación, vestido, cultura y ambiente.

Respecto del tema atinente a la satisfacción de necesidades de alimentación, debemos señalar la consagración del Derecho a una alimentación adecuada, coincidente con las directivas adoptadas unánimemente por el Consejo de la F.A.O. (Organización de la Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura) en noviembre del año 2.004. “Respecto de esto debe recordarse que todo comenzó en el año 1948, cuando el derecho a la alimentación fue reconocido en París en la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Recién en 1966 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que entró en vigor en 1976, y que el la actualidad ya ha sido ratificado por 156 países (la República Argentina lo aprobó por Ley 23.313 sancionada el 17/ 04/ 1986). Recién en 1999 el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su Observación General N° 12 interpretó oficialmente el Derecho a la alimentación como “el acceso en todo momento a una alimentación adecuada. Por derecho a la alimentación implica que todo ser humano tiene acceso regular a una alimentación suficiente, adecuada en el plano nutricional y culturalmente aceptable, para desarrollar una vida sana y activa. Se trata del derecho de cada uno a alimentarse dignamente, en lugar de ser  simplemente alimentado.” (“Le Monde Diplomatique”)

En cuanto al Derecho a la vivienda, nuestra Constitución Nacional en su artículo 14bis in fine consagra concretamente el derecho a acceder a una “vivienda digna”. Persigue la finalidad de brindar a todos los hombres la posibilidad de gozar de una vivienda higiénica y confortable, sean o no propietarios. Por eso el Estado está obligado a crear las condiciones económicas y los regímenes crediticios que permitan el ejercicio cierto del derecho natural a ser propietario y a establecer un sistema de locaciones adecuados a las posibilidades económicas de los requirentes.

El derecho al trabajo que se menciona alude al derecho originario de toda persona a elegir libremente la actividad que desea o prefiere y de desempeñarla, disfrutando de su rendimiento económico. Por su parte, el Estado tiene la obligación de crear un régimen social en virtud del cual todos los hombres puedan obtener medios suficientes de vida, mediante el desempeño de su actividad; de evitar y combatir la desocupación; de prestar asistencia al desempeño involuntario o fortuito; etc.

De igual jerarquía y amparo jurídico gozan los derechos de la educación, vestido, cultura y ambiente que contempla la norma. En suma, conforme claramente lo expresa la norma del Art. 1 - inc. 18°, queda consagrado el reconocimiento del Derecho a la Salud en su integralidad, en función de lo que se detalla en la norma constitucional que se propone.

Bibliografía:
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“Constitución de la Ciudad de Buenos Aires” edición al cuidado de Dres. Jorge R. Vanossi y Roberto Thompson, Ed Ateneo, año 1996 - Libro I, Título II, Capítulo II, Art. 20.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro 319)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

Art.1.- El Cuerpo Electoral de la Provincia, Departamentos, Municipios – cualquiera fuere su categoría- y Juntas de Gobiernos tiene derecho de revocatoria de mandatos.

Art. 2.- La revocatoria de mandato se ejercerá por el Cuerpo Electoral, cuando a su juicio, hubieren, él o los funcionarios sometidos al mismo, dado muestras de notoria incapacidad para el cargo o faltaren en el cumplimiento de sus deberes. Los funcionarios sometidos a este procedimiento son el Gobernador, Vicegobernador de la Provincia, los legisladores provinciales, intendentes, concejales, integrantes de Juntas de Fomentos y Juntas de Gobiernos.

Art.3.- El electorado de la provincia, Departamentos, Municipios y Juntas de Gobierno, tiene la facultad de revocatoria a cuyo efecto el 25% (veinticinco por ciento) de los inscriptos en el padrón electoral de la provincia, del departamento, municipio o de la Junta de Gobierno, según se trate del gobernador, vice y diputados; senadores; intendentes; concejales o miembros de Juntas de Fomento y Juntas de Gobierno, respectivamente, podrán solicitar al Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, la convocatoria a elecciones para determinar si se revoca o no el mandato.

Art.4.- En el pedido debe constar en forma clara cuales son los hechos y circunstancias que dan muestras de notoria incapacidad, y/o el determinante de la falta de cumplimiento de sus deberes, referidos a quien o quienes se les pide la revocatoria de mandatos.

Art.5.- Las firmas de los peticionantes, deben tener su correspondiente aclaración, identificación por el número de documento electoral que se consigna en el padrón, y domicilio con la debida indicación de calle, número, ciudad, paraje, lugar y departamento, y estar debidamente certificada por Juez de Paz o Escribano Público.

Art.6.- Reunidos los extremos legales a que se ha hecho referencia, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, convocará al pueblo de la provincia, departamento, municipio o Junta de Gobierno, según el caso, dentro de los 15 (quince) días corridos de recibida la petición, y para realizarse el comicio, un plazo no mayor de 45 (cuarenta y cinco) días, ni menos de 30 (treinta), haciendo constar en la misma convocatoria el objeto de la misma.

Art.7.- La resolución de la convocatoria a elecciones con objeto de revocar mandatos, debe notificarse al Tribunal Electoral correspondiente, remitiéndole copia oficial de la misma a los efectos de que organice y controle el acto comicial aplicando la ley electoral vigente.

Art.8.- La elección se verificará en forma ordinaria y el elector votará en boleta que contendrá el nombre del funcionario o funcionarios, cargo que ocupa, seguido de las palabras “por la revocatoria” o “por la confirmación”. Toda boleta que contenga inscripciones de cualquier naturaleza será reputada nula.

Art.9.- La autoridad electoral verificará el escrutinio de la votación y si ella arrojare un porcentaje mayor al 50% del total de inscriptos que hubieren votado por la revocatoria, declarará revocado el mandato del funcionario o funcionarios electivos objeto de la votación y extenderá diploma a quien corresponda reemplazarlo de acuerdo a esta Constitución y legislación vigente.

En caso contrario declarará confirmado a él o los funcionarios sometidos a la revocatoria, notificando a los mismos y efectuando la comunicación a los cuerpos o poderes a que pertenezcan.

Art. 10.- El o los funcionarios sometidos al procedimiento de revocatoria de mandato en caso de ser confirmado no podrá en el período que resta para cumplir su mandato ser nuevamente sometido al mismo.

Art.11.- La revocatoria de mandato no excluye los procedimientos de juicio político o separación de cargos indicados y establecido en esta Constitución.

Art.12.- El Gobernador y Vicegobernador, no pueden contemporáneamente estar sometidos a juicio político y al procedimiento de revocatoria de mandato.

BRASESCO – ROGEL.
FUNDAMENTOS

Nuestra Constitución Nacional y Provincial determinan en su contenido que el bien jurídico protegido es la democracia  en su más amplio concepto y dentro de ella específicamente el sistema de gobierno representativo, republicano y federal, por ello el voto ciudadano, que es la vía que conforma una democracia representativa a través del mandato, debe también constituirse en el instrumento por el cual se revoca dicho mandato, cuando la gestión de los representantes desnaturaliza el mismo por mal desempeño en sus funciones, falta de cumplimiento de sus deberes, conductas asumidas en el ejercicio de dicha representación que lesione la democracia.

La democracia representativa necesita además del acto electoral por el cual se eligen los representantes del pueblo, un instrumento que ante determinadas causas o circunstancias se ejerza para revocar el mandato en forma directa. Este instrumento está ausente tanto en la Constitución Nacional como Provincial. En nuestra provincia la encontramos en la Ley Orgánica de los Municipios.

Quizás la desaprensión en ejercer el gobierno, encuentre en esta revocatoria, el motivo de actuar con moderación, respeto, consideración, diligencia y responsabilidad política, y además indique que hay un acto, que todo mandante tiene respecto a su mandatario que puede ejercer, cual es la de revocar el mandato.

El presente proyecto es una modesta hipótesis de trabajo, para que sea mejorado, perfeccionado como consecuencia de su estudio, diálogo y realidad política-social que desde 1983 muestra nuestro país a los efectos de perfeccionar la democracia.

El presente no es nada original, ya que esta institución existe en el mundo e inclusive se encuentra en nuestra provincia consagrado en la Ley Orgánica de los Municipios de Entre Ríos Nº 3.001 con sus modificatorias obrantes en las leyes Nros. 4157, 4876, 5693, 7364, 7681, 8169, 8881, 8918, 9075 y 9226.

El texto de la mencionada ley orgánica ha sido tenido como modelo y en muchos casos se lo ha utilizado transcribiendo artículos con su correspondiente adaptación.

La revocatoria de mandato determina que la democracia posee instrumentos idóneos para garantizar un buen gobierno, y canalizar los conflictos entre el poder representativo y el cuerpo elector sin necesidad de esperar las fechas de recambio de autoridades que marcan los períodos electorales para ejercerlos. Además esta institución sirve como canalizador de la protesta social derivada de gobiernos en descomposición, que su permanencia en el poder determina la ausencia de un ejercicio pacífico de éste y la falta de idoneidad de asegurar la tranquilidad pública.

Se ha discutido hasta el cansancio la reelección de los titulares de los poderes ejecutivos, basada en la idea, aceptada por unos y rechazadas por otros, de que el gobierno tiene instrumentos tramposos para perpetuarse en el poder.

Si importante es la mencionada controversia sobre la reelección, igual o superior, es que tenga el cuerpo elector los medios directos, que hagan cesar a los mandatarios, sean titulares del poder ejecutivo, departamentos ejecutivos municipales, legisladores o concejales, cuando el ejercicio de la función para la cual fue elegido se encuentra tipificado en las causales taxativamente enumeradas en la constitución.

Este procedimiento debe ser prolijamente consagrado en la Constitución, indicando en forma clara, precisa y taxativa las causas que ponen en movimiento el mismo, pues hay que evitar que sea utilizado como elemento de puja partidaria para obtener el poder, demoliendo irresponsablemente la gobernabilidad y creando la inestabilidad de lasa instituciones. Por el contrario este mecanismo debe servir para quienes gobiernan lo hagan con transparencia, permanente comunicación con el pueblo explicando los problemas, inconvenientes y trastornos que siempre están presente, y así consolidar la gobernabilidad con un beneficioso actuar en la consecución del bien común.

A los efectos de despartizar el procedimiento en el sentido que el poder político pueda frenar, demorar o provocar inconvenientes en el mecanismo del procedimiento, la petición se debe formalizar por ante el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, el cual previo examen y control de su contenido y determinando su viabilidad, derivará las actuaciones a la autoridad electoral competente, previo convocar al pueblo de la provincia, departamento, municipio o Junta de Gobierno según el caso, dentro de los quince días (15) de recibida la petición que debe estar firmada por lo menos por el veinticinco (25) por ciento del padrón pertinente, a realizar el acto electoral de revocatoria de mandato, y para un plazo no mayor de cuarenta y cinco (45) días ni menor de treinta (30), haciendo constar en la misma convocatoria el objeto del acto comicial.

Estos detalles indicados deben completarse con todos aquellos que se vinculan con el acto electoral en sí, como también con la mecánica a emplear concretar el desplazamiento de quién ha sido sancionado con la revocatoria del mandato y además la extensión de diploma a quién reemplace de acuerdo a la constitución el mismo.

Esta hipótesis de trabajo, que se basa en concretar en la Constitución de nuestra provincia la revocatoria de mandato, y que no suprime el juicio político, sin perjuicio de no poder aplicarse simultáneamente los dos institutos, tiene por objeto provocar el intercambio de ideas sobre su viabilidad, sus ventajas y peligros, pero tendiente siempre a incorporarlo  como un perfeccionamiento de las instituciones democráticas en lo que hace a la lealtad y buena fe en el cumplimiento del mandato.

Por las razones expuestas se solicita la aprobación del presente proyecto.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXL
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 320)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

Art.  .- Todos los habitantes de la Provincia de Entre Ríos tienen derecho a un ambiente sano de vida salubre y ecológicamente equilibrado. Se garantiza a toda persona la legitimación para obtener de las autoridades la protección contra cualquier decisión, acto u omisión de una autoridad administrativa provincial, municipal o comunal, o de entidades o personas privadas, que, violando disposiciones de orden administrativo, que lesionaran intereses simples o difusos de los habitantes de la Provincia, en la conservación de la fauna y su diversidad biológica, en la flora y el paisaje, en la protección del medio ambiente en provecho de las generaciones presentes y futuras, en la preservación del patrimonio histórico, cultural y artístico, en la correcta comercialización de mercaderías a la población y, en general, en la defensa de valores similares de la comunidad.

Toda persona mediante la deducción de la acción de amparo puede peticionar la cesación de las causas de violación de los Derechos que consagra la presente Constitución.

BRASESCO – DE PAOLI – ROGEL.
FUNDAMENTOS

Los derechos fundamentales que aquí nos ocupan surgieron primeramente a nivel internacional con la declaración que en al año 1972 adoptara la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente llevada a cabo en la ciudad de Estocolmo. Se especificó, entonces, lo que sigue: “El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad y a la igualdad dentro de condiciones de vida satisfactoria, en un ambiente cuya calidad le permita vivir en dignidad y bienestar. Asimismo, tiene el deber fundamental de proteger y mejorar el ambiente para las generaciones presentes y futuras”.

La incorporación de la dimensión ambiental a nuestras normas constitucionales “se corresponde con una realidad de la que hoy en día da testimonio un número cada vez mayor de leyes fundamentales y la legislación de todos los países del mundo”.

En la parte dogmática de la Constitución Nacional –la dedicada a principios, derechos y garantías- se reconoce el derecho general de todas las personas a un medio ambiente sano y equilibrado y, como correlato se establece la obligación o deber que también tiene todo habitante de proveer al logro de dicha meta.

En algunas Constituciones Provinciales la enumeración de los actos a cargo del gobierno es sumamente exhaustiva, (por ejemplo Formosa y Tierra del Fuego) otras se contentan con una fórmula más general (Catamarca). En algunas Constituciones –Córdoba, Río Negro, Ciudad de Buenos Aires y Tierra del Fuego- se le ha dedicado un capítulo especial a la cuestión. Los constituyentes de San Juan, La Rioja y San Luis han ido más lejos en la protección del nuevo derecho y lo garantizan a través de una acción especial de amparo. Río Negro, además, reconoce la defensa de los intereses colectivos y difusos y habla expresamente de un poder de policía ambiental y reinvindica su naturaleza local.

Es necesario, para abarcar comprensivamente la materia que nos ocupa y que hace a la correcta aplicación de la norma constitucional, conceptualizar y/o aclarar lo que se entiende por ambiente, por ecosistema, por ecología, entre otras voces. Así tenemos: a) El ambiente es un conjunto de elementos naturales, artificiales o creados por el hombre, físicos, químicos y biológicos, que posibilitan la existencia, transformación y desarrollo de organismos vivos; b) Un ecosistema es una unidad básica de interacción de organismos vivos entre sí y sobre el ambiente en un determinado espacio; c) Los recursos naturales son bienes que se encuentran en la naturaleza, que le sirven al hombre y que todavía no han sido objeto de transformación por parte de él. Ellos constituyen elementos esenciales del ambiente y por ende, de todo ecosistema.

La aparición del Derecho Ambiental surgió de la necesidad de conservación del ambiente a fin de evitar su destrucción y, como resultado de ella, el riesgo de desaparición de una calidad de vida apropiada. Por conservación se entiende a todas aquellas medidas que resulten necesarias para preservar el ambiente y los recursos naturales.

Se puede colegir la existencia de ciertas reglas de interpretación que permite en la práctica la atribución de competencias. La primera nos señala que la jurisdicción en materia ambiental es local, sin embrago, cuando la naturaleza de la cuestión supera el ámbito local, concurre también la jurisdicción que le sea superior, nacional o provincial según cual fuere el caso. Acá es donde deben encontrarse criterios que permitan la distribución de facultades según los distintos niveles de gobierno afectado: el hecho de que el dictado de normas relativas al nivel de contaminación de aguas interprovinciales este a cargo del gobierno federal, no trae aparejada su aplicación por una autoridad nacional; ella deberá ser necesariamente provincial o municipal según el caso: Así se arriba a un federalismo de concertación que es el que más se compadece a las características de la materia.

La solución de eventuales conflictos “podrían provenir de la celebración de tratados interjurisdiccionales, a fin de evitar conflictos susceptibles de dificultar la aplicación de la nueva normativa.

Bibliografía:

SABSAY, Daniel A. y ONAINDIA José M. “La Constitución de los argentinos”, Ed. Errepar S.A., Bs. As -2.000, págs. 147/ 155.

ZARINI Helio Juan. “Constitución Argentina (comentada y acordada)” Ed. Astrea, Bs. As. -1996, págs. 183/ 191.

GARCIA LEMA, Alberto Manuel “La reforma por dentro”, Ed Planeta, Bs.As.- 1994, págs. 242 y ss.

Ley N° 10.000 – Provincia de Santa Fe- “Protección de intereses difusos y acción popular”.

Constitución Provincia de San Luis 1987, Art. 47° s/ “Medio ambiente y calidad de vida”
Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 321)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art… Modifícase el Capítulo III de la Sección V “Poder  Ejecutivo”, Art. 135 inc. 17, que quedará redactado de la siguiente manera: “Nombrar, con acuerdo del Senado, los miembros del Superior Tribunal de Justicia, Procurador General y Defensor General del mismo, Fiscal de Estado, Contador, Tesorero, miembros del Tribunal de Cuentas, director general de escuelas, vocales del Consejo General de Educación y los demás funcionarios para los cuales la ley establezca esta forma de nombramiento”.

“Nombrar, con acuerdo del Senado y a propuesta en terna del Consejo de la Magistratura, los integrantes del Ministerio Público, Jueces y Vocales de Cámara.”

Art…. Suprímase el inciso 19 del Art. 135, el que quedará redactado de la siguiente manera: “Nombrar a los Jueces de Paz, a propuesta en terna del Concejo Deliberante, previa intervención del  Consejo de la Magistratura”.

Art… Modifíquese el Capítulo I de la Sección VI “Poder Judicial”, Art. 154, que quedará redactado de la siguiente manera: “Los miembros del Superior Tribunal, Procurador General y Defensor General del mismo, serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado”.

Art… Incorpórase como nuevo Capítulo de la Sección V “Poder Ejecutivo”, el siguiente:

“Consejo de la Magistratura”

Art… “El Consejo de la Magistratura será el órgano asesor permanente del Poder Ejecutivo Provincial. Tendrá como competencia exclusiva y excluyente proponerle, mediante concursos públicos y ternas vinculantes, la designación de los integrantes del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa, Jueces y Vocales de Cámaras.”

Art… “El Consejo será integrado periódicamente, con una composición que obligatoriamente contenga, en forma equilibrada, la representación de: el Poder Ejecutivo, los abogados matriculados en la Provincia, los magistrados y funcionarios judiciales, personas del ámbito académico, empleados del Poder Judicial y organizaciones sociales debidamente reconocidas en la defensa del sistema democrático y los derechos humanos. Será presidido por el representante del Poder Ejecutivo. Sus miembros se desempeñarán ad honorem”.

Art…: “Son atribuciones y deberes  del Consejo de la Magistratura:

a) Seleccionar, mediante concursos de oposición, antecedentes y entrevista pública, los postulantes a cubrir los cargos de Jueces, Vocales de Cámaras y miembros del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa

b) Intervenir en la selección de los Jueces de Paz y elevar las ternas a los Concejos Deliberantes.

c) Realizar sesiones públicas que posibiliten la participación ciudadana.

d) Emitir propuestas en ternas vinculantes y elevarlas al Poder Ejecutivo.

e) Dictar su propia reglamentación administrativa.

Art… Incorporar como disposición transitoria la siguiente:

“La Legislatura sancionará dentro de los seis meses de la entrada en vigencia de la reforma constitucional, una ley que reglamente el funcionamiento del Consejo de la Magistratura. Hasta tanto sea promulgada, continuará rigiendo el Decreto Nro. 39/03 del Poder Ejecutivo.”

ROMERO – CARLÍN –KUNATH.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
Estamos proponiendo incorporar a la Constitución Provincial, nuevas disposiciones que regulen las designaciones de Jueces de todas las instancias, Fiscales, y Defensores, por un sistema de selección denominado Consejo de la Magistratura.

Durante muchos años, a través del sistema constitucional vigente, los Jueces, Fiscales y Defensores fueron designados a propuesta del Poder Ejecutivo y con aprobación del Senado de la Provincia.

Tal modo de selección de quienes componen el Poder Judicial, resultó abiertamente deslegitimado por la democracia de fines del siglo XX en la Argentina, y nuestra provincia no ha sido una excepción.

El nombramiento de jueces a mera propuesta del Ejecutivo, fue condenado por la sociedad en la medida que posibilitó tanto excelentes experiencias como las peores de ellas. Es que la mera voluntad de un grupo mínimo de personas –aunque ejerzan una legítima función por vocación popular- no basta para asegurar a los ciudadanos un poder judicial idóneo, imparcial, debidamente formado para dirimir con prudencia, mesura, transparencia y continuidad, las cuestiones litigiosas entre partes y los grandes criterios jurisprudenciales que en muchos casos son fuente de la ley misma.

Asegurar la justicia, hacer accesible la misma, es una de las preocupaciones fundamentales de la democracia del siglo que transitamos, y diversas organizaciones que defienden y difunden derechos humanos y ciudadanos se han preocupado por el establecimiento de métodos de selección de funcionarios y magistrados que aseguren su idoneidad y la buena administración de justicia.

En el Decreto Nro. 39 del año 2003, dictado por el Poder Ejecutivo Provincial, se estableció el Consejo de la Magistratura en la Provincia. Entre los fundamentos de entonces, se decía que era necesario “…jerarquizar el Poder Judicial modificando los mecanismos de selección de los magistrados y funcionarios judiciales, tendiendo a  hacer realidad los requisitos constitucionales de idoneidad, independencia e imparcialidad, garantizando la igualdad de oportunidades para el acceso a la función judicial…. Se estableció entonces que era imprescindible “….garantizar dicha selección con la mayor objetividad y participación de los distintos estamentos de la sociedad en la evaluación de quienes tendrán la función de impartir justicia, tomando en cuenta sus antecedentes y su evaluación mediante un examen de idoneidad y una entrevista personal con los candidatos para conocer sus virtudes democráticas, abierta a toda la ciudadanía”.
Se enfatizó en la necesaria respuesta a los reclamos ciudadanos, en el sentido de contar con una justicia altamente capacitada e independiente, para resolver los complejos conflictos sociales que se presentan en la actualidad.

El modelo entrerriano, es especialmente valioso, ya que el gobernador se auto limitó en sus facultades constitucionales, construyendo -vía el decreto referido- un modelo de Consejo que tiene una mínima participación del poder político y una alta composición emanada de las organizaciones vinculadas al quehacer jurídico de la provincia, y de las organizaciones sociales representativas de la comunidad.

El Consejo que funciona desde 2003 en la Provincia, ha sido reivindicado por las organizaciones ciudadanas que participan en su conformación como un modelo a seguir, y se encuentra muy por encima de aquellos que han elegido modos de composición donde se incluye a miembros de los tres poderes del Estado y existe una mínima expresión de aquellos principales destinatarios del servicio de justicia.

Por esa razón, es que consideramos un imperativo que al incorporar el modelo de Consejo de la Magistratura como modo de selección de funcionarios y magistrados, abrevemos en la reciente experiencia provincial y seamos respetuosos de ella.

Por las razones expuestas, que serán ampliadas en Comisión y Plenario, es que solicitamos se apruebe el presente proyecto.

Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín –Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXLII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 322)

Modifícase el artículo 127 de la Constitución provincial, que quedará de la siguiente manera: “Los despachos de los asuntos administrativos de la Provincia estarán a cargo de ministros secretarios. Una ley, cuya iniciativa corresponde al Poder Ejecutivo, fijará el número, competencia y funciones de cada uno de ellos”.

ROMERO – KUNATH –CARLÍN – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

El presente proyecto propone reconsiderar la disposición del artículo 127 dispuesta por los Constituyentes del ’33, que como sabemos, dispuso un número máximo de ministros del Poder Ejecutivo provincial.

La historia muestra que en todos los regímenes políticos, el gobernante siempre ha requerido de un grupo de asesores o delegados para ayudarlo a gobernar, teniendo en cuenta la complejidad de los negocios de los Estados. En el Estado moderno dicha función está en manos de los ministros secretarios.

Bidart Campos1 nos enseña que el Ejecutivo es un órgano unipersonal que necesita para el cumplimiento de su vasta competencia de una serie de organismos administrativos que lo sustenten. En tal sentido, la figura de los ministros cumple esa función constitucional primordial. “Los ministros son los jefes de la dirección, control y superintendencia de sus oficinas, dictan circulares e instrucciones, y manejan el régimen económico-financiero de sus departamentos.”

Ahora bien, resulta necesario relacionar la cantidad de ministerios con los fines propios de la Administración. Establecer un criterio más flexible para definir su número, como lo es la vía legal, es una alternativa pacífica, receptada por la Constitución Nacional y las Constituciones provinciales de nuestro país. Ello permite adecuar la organización del Poder Ejecutivo provincial de acuerdo con las necesidades de cada momento2, conforme lo vayan requiriendo las distintas coyunturas.

Si revisamos la historia constitucional argentina podemos ver que la C. N. en su texto reformado en 1898 (art. 87) deslindó únicamente el número de los ministros secretarios, fijándolos en ocho, y derivando a la ley establecer las respectivas competencias de cada uno. En 1853 el número de ministerios se estableció en cinco, y establecía expresamente cuáles eran (Del Interior, de Relaciones Exteriores, de Guerra y Marina, de Justicia, Culto e Instrucción Pública y de Hacienda). Actualmente, post-reforma de 1994, con buen criterio el Constituyente en el artículo 100 delega el número y competencias de cada ministerio a una ley especial.

La iniciativa del Gobernador para el trámite de sanción de la ley de ministerios responde a que los ministerios son órganos constitucionales que colaboran con el ejecutivo, y su diseño y orden debe respetar su plataforma o proyecto. Algunos autores han sostenido que dicha remisión debería ser a un decreto del Ejecutivo, por ser la organización del mismo facultad propia de su seno, que no requiere de otro poder (ley) que lo integre.

Entrando en el análisis del derecho público provincial comparado, podemos ver las siguientes disposiciones:

CÓRDOBA

El artículo 138 de la Constitución de Córdoba expresa que la ley debe determinar las funciones de los ministros, y consecuentemente será también la que determine las resoluciones que dichos funcionarios pueden decidir por si mismo.

LA RIOJA

El artículo 124 también ha dejado a la ley la determinación, número y funciones de los ministros.

SALTA

El art. 147 otorga al gobernador la iniciativa en la Ley de Ministerios, la cual debe determinar el número de ministros y de secretarios de Estado, su competencia y atribuciones.

SAN JUAN

El art. 191 establece que el número no podrá ser inferior a cinco, por lo que después de ese límite la determinación de los ramos y funciones deberá establecerse por ley. Otorga exclusivamente la iniciativa para la ley de Ministerios al gobernador.

SANTIAGO DEL ESTERO

El artículo 164 establece el despacho de “los negocios administrativos de la provincia estará a cargo de los ministros y secretarios de estado que determine la ley especial de su organización, la que deslindará los ramos y funciones de cada uno.”

CORRIENTES

El artículo 128 dispone que “Los despachos administrativos del Estado estará a cargo de dos o más ministros, secretarios. Una ley fijará el número de ellos, así como las funciones y los ramos adscriptos al despacho respectivo.”

En nuestra provincia la experiencia nos ha enseñado lo pesado que es para el administrado atravesar el embudo administrativo que significa la concreción de diferentes trámites conforme el orden actual, que no se corresponde con el aumento paulatino de las necesidades del ciudadano, que exige siempre una pronta respuesta. Basta con citar el ejemplo de lo que fuera el Ministerio de Gobierno, Justicia, Educación, Obras y Servicios Públicos. Crear un estado dinámico es una cuenta pendiente, y este proceso de reforma institucional es la oportunidad por excelencia.

Por todo lo expuesto, solicito la aprobación de la presente propuesta de texto constitucional.

1 BIDART CAMPOS, “MANUAL DE LA CONSTITUCION REFORMADA” T. III, ED. EDIAR 2004. PAG 293 Y SS.

2 EKMEKDJIAN, MIGUEL ANGEL. “TRATADO DE DERECHO CONSTITUCIONAL”, ED. DE PALMA, T. V. PAG. 153.

Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath –Miguel A. Carlín – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXLIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro.323)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
ARTICULO 1°): SUSTITUYESE el art.29 de la Constitución Provincial por el siguiente

ARTICULO 29) “Queda prohibida toda especie de tormentos y vejámenes, bajo pena de destitución inmediata y sin perjuicio de las responsabilidades en que incurren los empleados o funcionarios que los apliquen, orden o consientan. Las cárceles e institutos de internación penitenciaria serán sanos y limpios, para seguridad y no para mortificación de los recluidos, debiendo constituir centros de trabajo, teniendo como finalidad la adecuada reinserción social del interno. El régimen penitenciario deberá utilizar, de acuerdo con las circunstancias de cada caso, todos los medios de tratamiento interdisciplinario que resulten apropiados a la finalidad enunciada. La ejecución de la pena privativa de la libertad, en todas sus modalidades, estará sometida a permanente contralor judicial”.

CARLIN – ROMERO –FEDERIK – KUNATH.

FUNDAMENTOS

La ley 9768 habilitó el artículo 29 de la Carta Entrerriana en lo referido a las “colonias penales agrícolas”, a las que hace referencia para reforzar la idea que los organismos de internación carcelaria lleguen a “constituir centros de trabajo”. La idea del laboreo penitenciario fue acuñada por la Constitución de 1903, como “medio de perfeccionamiento moral de los recluidos” (cftr. JUSTO G. MEDINA, La Constitución de Entre Ríos, pág.177). En la concepción de entonces el trabajo carcelario constituía la forma de lograr una modificación de la conducta del interno, en miras a su rehabilitación.

La Ley Suprema de 1933 avanzó propiciando la conformación, con arreglo a mejores ideas de entonces (art. 10 de la Constitución Santafesina de 1921), de “colonias penales agrícolas”, manteniéndose en lo esencial el concepto no mortificante o vejatorio de la pena privativa de libertad.

La hora contemporánea señala la pertinencia de reemplazar el concepto de las colonias penales agrícolas, manteniendo la idea central del dispositivo, que es el logro de la reinserción social del penado, determinando –como garantía fundamental– el control judicial permanente de la ejecución de las condenas carcelarias. De esa manera solo se actualiza, con fidelidad al pensamiento esencial del constituyente, a la norma cuya modificación en el aspecto señalado se autorizó. A tal fin se usa una terminología acorde con los tratados internacionales constitucionalizados por el art. 75, inc.22, de la Carta Magna y lo dispuesto por la Ley 24.660/96 dictada por la Nación en ejercicio de las facultades del art.75, inc.12, del mismo Ordenamiento Superior, manteniéndose el concepto rehabilitatorio que debe tener el tratamiento correccional y actualizando la norma con el reemplazo habilitado por la ley 9768.

Por todo ello y las razones que se expresarán oportunamente es que interesamos la aprobación del proyecto precedente.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 324)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1): MODIFÍCASE el artículo 128 de la Constitución Provincial, el que quedará redactado de la manera siguiente:

Artículo 128): Para ser nombrado Ministro Secretario se requiere ser ciudadano argentino y tener veinticinco años de edad.

KUNATH – ROMERO – FEDERIK – CARLÍN.
FUNDAMENTOS

La Ley 9768, en su artículo 1°, apartado 1°, habilita para “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos...128º”.

Planteamos, a través del presente proyecto, la modificación en nuestra constitución provincial del límite de edad requerido para investir la función de Secretario Ministro previsto en el Art. 128. Creemos conveniente que la edad exigida a estos fines debe de ser veinticinco años, y no treinta como prevé el actual texto.

No obstante lo antedicho, por un lado, debemos tener presentes las particularidades de nuestra provincia y sus instituciones; y por otro, que en el presente surge un nuevo paradigma, en el que los funcionarios de gobiernos asumen un rol protagónico, pues es innegable que el peso que recae sobre sus espaldas es cada vez más grande. ¿Por qué no disminuir la edad para ser Secretario Ministro de treinta a veinticinco años?, estamos convencidos que es preciso enfatizar en otros atributos tales como la idoneidad, la capacitación, la particularidad cultural y los conocimientos prácticos o tácitos. Frente a esto, ¿por qué continuar con esta requerimiento?, pensamos que es aconsejable guardar coherencia con la exigencia para ser diputado (Art. 57) o Convencional Constituyente (Art. 220).

Señor presidente, estos argumentos ligeramente enunciados en honor a la brevedad, ponen de relieve la necesidad de asumir el desafío de la modernización las instituciones jurídico–constitucionales.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero – Julio A. Federik – Miguel A. Carlín.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – A continuación, previo a la lectura de los proyectos de resolución, se informará de los expedientes que han entrado antes de las cinco de la tarde. 

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – Se informa que de estos proyectos los señores convencionales no cuentan con copia.

–Se lee:

CXLV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro.326)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 167:....

Apartado 3º: Conoce y resuelve en las causas contencioso administrativas. La ley puede establecer otros tribunales competentes. También la ley determina los procedimientos aplicables y precisa los supuestos en los cuales es obligatorio agotar la vía administrativa para habilitar la instancia judicial.  En ningún caso puede alterarse el derecho a la tutela judicial efectiva. 

En las causas contencioso administrativas, el Superior Tribunal de Justicia y los demás tribunales competentes, tendrán la facultad para mandar cumplir directamente sus sentencias por las oficinas o empleados respectivos, si la autoridad administrativa no lo hiciere dentro del plazo que establezca la sentencia.

Los empleados a que alude este artículo, serán responsables por la falta de cumplimiento de las resoluciones del Superior Tribunal.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

La modificación de este artículo, ha sido autorizada por el artículo 1º de la Ley 9768. A continuación se explica cada una de las innovaciones propuestas.

1. Establecimiento de otros tribunales con competencia en lo contencioso administrativo.

Se deja absolutamente en claro que la Constitución permite la instalación por ley de otros tribunales con competencia en la materia.  Si bien el texto original no lo impedía, generaba dudas que es conveniente despejar. 

Es importante destacar la conveniencia de tener tribunales especializados.

2. Adaptación a la Constitución Nacional mediante la eliminación del requisito de la previa denegación.

Se elimina la “previa denegación o retardación de la autoridad administrativa” como requisito ineludible para habilitar la instancia judicial. De ese modo, se abandona en el texto constitucional provincial el arcaico carácter revisor de actos de la jurisdicción contencioso administrativo que fue adoptado en aquellos sistemas jurídicos que siguieron a los modelos francés y español del siglo diecinueve.

Como se verá más abajo, ese sistema es erróneo desde el punto de vista conceptual e incompatible con el texto de la Constitución Nacional. Se trata de un dogma que ha persistido en forma inexplicable.

2.1. Breve crítica de fondo del sistema vigente.  

Tradicionalmente se entendió que la jurisdicción contencioso administrativa era de carácter meramente revisor de lo actuado en sede administrativa. El objeto del proceso consistía en la impugnación de los actos administrativos considerados ilegítimos. Se trataba de un juicio al acto administrativo. De ahí la exigencia de un acto previo denegatorio.

Se entendía que la vía administrativa era una suerte de primera instancia y la judicial una segunda a la que se llegaba por vía de Recurso.

Acorde con la exigencia de la previa denegación se encuentra el requisito contenido en el art. 57 de la Ley 7060 de interponer necesariamente el Recurso de Revocatoria en ciertos casos. Otra consecuencia del sistema es que los tribunales no están, en principio, habilitados para conocer planteos que no hayan sido previa y expresamente planteados en sede administrativa.

El error de esta concepción estriba en considerar que el objeto del proceso contencioso administrativo era la impugnación de actos ilegítimos, cuando en verdad el objeto de todo proceso es siempre una pretensión (PERRINO, Pablo E., La pretensión procesal administrativa como objeto del proceso, en CASSAGNE, Juan Carlos, Tratado de Derecho Procesal Administrativo, 1ª ed., Bs. As., La Ley, 2007, pág. 412 y sgtes.).

El proceso no es otra cosa que el instituto jurídico destinado a la satisfacción de pretensiones y el proceso contencioso administrativo no es una excepción.

El acto administrativo, por ende, no es el objeto del proceso. Solo constituye en un determinado tipo de controversia contencioso administrativa un presupuesto de aquella. En consecuencia, no es el contenido del acto impugnado sino la pretensión lo que contribuye a delimitar los poderes del juez (ib.).

2.2. El sistema aún vigente es incompatible con la Constitución Nacional.

Nos permitimos la licencia de transcribir literalmente la opinión del insigne maestro Juan Carlos Cassagne respecto al principio revisor teniendo en cuenta su claridad y elocuencia.

"Si se parte del principio según el cual, en los sistemas judicialistas como es el nuestro, la jurisdicción contencioso administrativa es plena y no se halla recortada por la interpretación francesa de la división de poderes, no cabe sino reconocer la manifiesta y abierta incompatibilidad del dogma revisor con la existencia de una efectiva tutela judicial 

En el fondo, el dogma revisor ha venido actuando como una cortina de humo que le impide al Juez la visión sobre la pretensión procesal, constituyendo una formidable barrera que no le permite decidir sobre el contenido material de la pretensión, transformando el resultado de los procesos en sentencias que eluden el juzgamiento pleno de la pretensión, mediante meros artilugios formales.  

La falsa creencia, deriva del contencioso-administrativo francés, en el sentido de que se trataba de un proceso al acto que concluía con la estimación o desestimación del recurso interpuesto contra él, ha hecho caer a un sector de la doctrina de la primera mitad del siglo pasado, y a buena parte de la legislación procesal, en el error de suponer que el proceso contencioso-administrativo consistía en una suerte de revisión en segunda instancia de una decisión administrativa previa, limitada, como tal, a las pretensiones planteadas en sede del poder administrador

Como consecuencia de este falso mito, que carecía en nuestro derecho de todo basamento constitucional, fue articulándose una serie de consecuencias que restringieron, cuando no abiertamente denegaron, el acceso a la jurisdicción, ya sea impidiendo el trámite procesal de pretensiones no articuladas, o bien exigiendo el agotamiento de la vía administrativa, en todos los supuestos, como regla general, dejando a los particulares huérfanos de una efectiva tutela judicial.

Muchas de las instituciones del sistema procesal tienen o ha tenido origen o vinculación con la naturaleza revisora que se le atribuye a la jurisdicción contencioso-administrativa, y todas ellas resultan francamente opuestas a una correcta interpretación del principio de separación de poderes que rige en el sistema judicialista argentino.

De allí que la tendencia a eliminar o a morigerar sustancialmente los requisitos de admisibilidad de la pretensión procesal, como la decisión previa, el agotamiento de la vía y los plazos de caducidad fijados para la articulación de las pretensiones ante un juez imparcial e independiente, haya crecido en los últimos tiempos hasta el punto de llevar a preguntarnos si no sería oportuno que la doctrina propiciara su total supresión, a fin de garantizar a todos los habitantes la efectividad de la protección judicial.

De lo contrario, como a causa del dogma revisor y sus proyecciones procesales siempre quedan actos o zonas de la actividad administrativa que escapan al control judicial, se estaría reconociendo, en realidad, que el juzgamiento de esos conflictos compete únicamente, en estos casos, al poder administrador, trastrocando el principio de la división de poderes que coloca esa función en cabeza de los jueces, y no de la Administración.

Si el Poder Judicial se abstiene de juzgar una controversia cualquiera y permite que subsista el poder unilateral de la Administración de cara al ciudadano, resulta obvio que no llega a configurarse jurisdicción alguna. En cambio, lo que prevalece en tales casos es la función administrativa frente a la función jurisdiccional, atribuyendo a la actividad del Ejecutivo o gobierno de turno, prácticamente, los mismos efectos que la cosa juzgada judicial (lo que en la jurisprudencia argentina ocurre, incluso, respecto de los actos nulos o de nulidad absoluta).

Desde otra perspectiva, al limitarse el alcance del control judicial y las potestades del juez para resolver las controversias, se afecta sensiblemente la independencia del propio Poder Judicial, en la medida en que como consecuencia del imperio del dogma revisor su función se circunscribe al marco de la decisión administrativa que precede al litigio.

Nada de ello resulta lógico en el Estado de derecho que se apoya en la necesidad de equilibrar los distintos poderes de sus órganos en beneficio de la libertad y demás derechos de las personas, sean éstos individuales o colectivos. La subsistencia del principio revisor, aún cuando larvada en muchos institutos, aparece como un impedimento que obsta a la realización de la justicia material y carece de toda sustentación a esta altura de la evolución jurídica de las instituciones del contencioso-administrativo.

Argumentos como la seguridad jurídica o la conveniencia de conciliar los derechos o intereses opuestos en sede administrativa, frente a las denegaciones de justicia o las demoras que provocan las consecuencias procesales del dogma revisor, constituyen erróneas peticiones de principio que soslayan que la única garantía plena -tanto para la Administración como para las personas privadas- radica en la intervención de un juez, con amplias potestades, para decidir sobre las pretensiones que cabe plantear en un proceso, sin cortapisas  formales ni exigencias que terminan por desnaturalizar la propia función judicial, encorsetada en la anulación o confirmación de un acto administrativo previo.

Lo contrario sería tanto como suponer -por vía de principio- que un sistema que asigna en plenitud el control de la actividad administrativa al Poder Judicial, aún sin exigir requisitos formales previos, implica el establecimiento de un sistema adverso a la seguridad jurídica, los derechos de los judiciables y los intereses públicos.

El derecho del siglo XXI implicará todo un desafío, y es probable que en muchos campos vayamos a asistir al quiebre definitivo del dogma revisor, lo que implicaría sin duda recuperar no solo los derechos antaño perdidos o soslayados sino la justicia en todas sus proyecciones, tal como lo proclaman de la Constitución española de 1978 (arts.24 y 53.1) y el Preámbulo de la Constitución argentina en tanto prescribe, entre los fines del Estado, el de afianzar la justicia." (CASSAGNE, Juan Carlos; La Tutela Judicial Efectiva; Incompatibilidad del dogma revisor con los principios de la tutela judicial efectiva y de la división de Poderes, en CASSAGNE, J.C.; op. cit, pág. 104 y sgtes.).

2.3. Algunas consecuencias concretas del artículo vigente.

En la práctica entrerriana, el requisito de la previa denegación, contenido en el art. 167, apartado 3º, ha significado consecuencias disvaliosas. Se mencionan brevemente algunas:

2.3.1. Se dijo más arriba que acorde con el requisito de la previa denegación del art. 167 de la Constitución, el art. 57 de la Ley 7060 exige la interposición necesaria del recurso de revocatoria contra los actos de Poder Ejecutivo que se consideren originarios. Pero como no es nada fácil saber cuando un acto es originario, es habitual que el ciudadano no agote debidamente la vía y, por lo tanto, no acceda a la Justicia.

Así, a modo de ejemplo, aquel administrado que ante la negativa del Poder Ejecutivo a conceder una jubilación, interpuso contra la misma recurso de revocatoria -art. 57 Ley 7060-. Como el acto no se considera  originario, el plazo de caducidad para la interposición de la demanda -art. 19 C.P.A.- empezó a correr desde el día siguiente a la notificación de esa primera decisión negativa. Esperando que el Poder Ejecutivo resuelva la revocatoria, caduca el plazo para demandar (Ver, entre muchos del Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos, "MENDOZA CUBILLA de VALDEZ, Constancia Matilde c/Estado Provincial y Caja de Jubilaciones y Pensiones de Entre Ríos s/Demanda Contencioso Administrativa" L.A.S, 1995, T III. Fº 691, fallo del 12/09/1995; "MOCKERT de BENVENUTO, Gladys Anna c/Estado Provincial s/Demanda Contencioso Administrativa" L.A.S  1998, T IV, Fº 927, fallo del 13/07/1998, "BONELLI de COLMAN, Lía Esther c/Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Entre Ríos y Estado Provincial s/Demanda Contencioso Administrativa", fallo del 03/10/2002 y "NATELLA, Mario Roberto c/Estado Provincial y Caja de Jubilaciones y Pensiones de Entre Ríos s/Demanda Contencioso Administrativa" 26/09/2003, J.E.R., t. 112, pág. 632).

Otros en sentido contrario: empleado público que es sancionado disciplinariamente. Dentro del año de notificada la sanción interpone demanda contencioso administrativa. La demanda es declarada inadmisible porque no se interpuso previamente Recurso de Revocatoria contra un acto considerado originario ("GIUDICE, Ramona Raquel c/Estado Provincial s/Demanda Contencioso Administrativa" del 26/10/2003, J.E.R, Tº 112, pág. 634; "BARRIOS, Andrés Orlando c/Estado Provincial s/Demanda Contencioso Administrativa", fallo del 18/04/2007, no publicado). 

La demanda es inadmisible en algunos casos por haber recurrido y en otros por no haber recurrido. En ninguno se llegó a tratar el fondo de la cuestión.

2.3.2 Otra consecuencia del principio revisor es que el Poder Judicial está impedido de conocer sobre las pretensiones no articuladas expresamente en sede administrativa. Es cierto que la jurisprudencia atenuó este requisito pero queda mucho camino por recorrer.

Tampoco se admite una pretensión si previamente no se impugnó específicamente el decreto que lo deniega. Si en un procedimiento administrativo, el particular no impugna alguno de los decretos dictados en el camino, se entiende que el mismo queda firme aunque sí se impugne expresamente otro decreto que es consecuencia del anterior y que resuelve idéntico tema.

Así, por ejemplo, se dictó una resolución administrativa que dispuso el orden de mérito para el ascenso de oficiales de policía. Contra esa resolución, el empleado interpuso recurso que fue rechazado por un decreto. La demanda judicial pidió la anulación del decreto y el reconocimiento de la pretensión inicial. Fue rechazada porque en el escrito judicial el actor no pidió expresamente la anulación de la primera resolución (STJER, 17/05/2002, "LAUMAN, José Alejandro c/Estado Provincial s/Demanda Contencioso Administrativa"; JER, T. Nº 108, pág. 181 y sgtes.).

2.4 Síntesis

Entonces, se reforma el artículo de modo de abandonar una concepción vetusta y errónea y, simultáneamente, compatibilizar la Constitución Provincial con la Nacional.

3. El agotamiento de la vía administrativa

Se elimina el agotamiento de la vía administrativa como regla general. Ello así ya que la exigencia generalizada del agotamiento también es incompatible con la tutela judicial efectiva. La doctrina es casi unánime (CASSAGNE, ib; GORDILLO, Agustín A; Tratado de Derecho Administrativo, vol. 2, pág. XIX-21 y sgtes; MAIRAL, Héctor A, Control Judicial de la Administración Pública, T.I, Bs.As., Depalma, 1984, págs. 346-347; TAWIL, Guido S., Los grandes mitos del derecho administrativo, el carácter revisor de la jurisdicción, la inactividad de la Administración y su fiscalización judicial, E.D.128-958; PADRÓS, Ramiro Simón, El carácter revisor y el denominado principio de congruencia en el proceso contencioso administrativo, REDA, núms. 19/20, Bs.As., Depalma, 1995, págs. 497-525; PERRINO, Pablo Esteban; El Derecho a la Tutela Judicial Efectiva y el Acceso a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en Revista de Derecho Público 2003-1, Proceso Administrativo I, 1ª ed., Sta. Fe. Rubinzal Culzoni, pág. 266). 

El nuevo texto del art. 167, apartado 3º de la Constitución Provincial permite que la ley requiera el agotamiento de la vía administrativa, pero como excepción y sólo en la medida de que tal exigencia no vulnere el mencionado derecho a la tutela judicial efectiva.

4. Adaptación del texto

Por último se efectuó una modificación al texto del penúltimo párrafo en el cual se incluyó a los demás tribunales competentes que pueden ser creados por la ley.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Control del Estado.

CXLVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 327)

LA CONVENCIÓN PROVINCIAL CONSTITUYENTE SANCIONA:

INCORPORACIÓN DEL DEFENSOR DEL PUEBLO:

El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el ámbito de la Legislatura Provincial, que actuará con plena autonomía funcional sin recibir instrucciones de ninguna autoridad.

Tiene iniciativa legislativa y legitimación procesal. Puede requerir de las autoridades públicas en todos sus niveles la información necesaria para el mejor ejercicio de sus funciones sin que pueda oponérsele reserva alguna.

Su misión fundamental será la defensa, protección y promoción de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacional, las leyes y esta Constitución, frente a los actos, hechos u omisiones de la administración pública provincial o de prestadores de servicios públicos o cuando por cualquier motivo se vean afectados los recursos naturales o se altere el normal desarrollo del medio ambiente humano.

Es designado por la Legislatura Provincial con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada Cámara. Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola vez. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores. Le alcanzan las inhabilidades e incompatibilidades de los jueces. Solo puede ser removido por juicio político.
La organización y funcionamiento de esta institución serán regulados por una ley especial, preservando la gratuidad de las actuaciones para el administrado.

TALEB

FUNDAMENTOS

Se postula la incorporación de un artículo en un nuevo capítulo de la Sección IV de la Constitución Provincial estableciendo la figura del Defensor del Pueblo.
Respecto a sus antecedentes históricos, es común rescatar en ámbitos académicos, el antiguo origen de la institución en Suecia, con consagración normativa en su constitución de 1809. Sin perjuicio de ello no debemos olvidar que sus antecedentes se remontan al principio del siglo XVIII, aunque siendo Suecia la cuna de la institución que motiva nuestra traza investigativa, aparece forzosa la referencia a ese país, en este breve recorrido por el mapa del derecho comparado: siendo que la prolongada ausencia de su reino, por parte del monarca Carlos XII le hacía virtualmente imposible un adecuado control de gestión, instituyó la existencia de un representante suyo - el Canciller de Justicia - a fin de que supervise la actuación de los funcionarios de la administración del reino. La figura -como se dijo- se consagraría constitucionalmente más tarde en la Carta Fundamental de 1809, con el nombre de "justitieombudsman" para dar respuesta inmediata a los ciudadanos ante abusos de difícil solución por vía burocrática o judicial. De ahí que en diversos idiomas se haga referencia a su nombre en sueco Ombudsman. En los países hispanoamericanos se denomina comúnmente Defensor del Pueblo, mientras que en los países francófonos suele llamarse Médiateur de la République. Algunos países también lo han titulado Defensor de los Ciudadanos.

La evolución de esta figura, desde su aparición en la escena institucional de los Estados hasta la actualidad, ha pasado por las siguientes etapas:

1. Primera Etapa: comienza en Suecia en 1809 con el advenimiento constitucional del Ombudsman.
2. Segunda Etapa: transita por los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial en donde la institución se generaliza debido a las demandas de formas democráticas más participativas en las decisiones y el control de la actividad pública. Y también para asegurar una mayor protección al ciudadano frente a las disfuncionalidades administrativas.
3. Tercera Etapa: se consolida con la Constitución Española de 1978 que le asignó al Defensor del Pueblo la misión de defensa de los derechos fundamentales y lo dotó de legitimación procesal.
4. Cuarta Etapa: esta fase se encuentra en permanente evolución y se expresa por medio del Defensor del Pueblo incorporado a diversas Constituciones latinoamericanas. La cuarta etapa, presenta determinadas características que configuran el modelo de un Defensor del Pueblo, que contribuya a la cultura de la paz mediando y solucionado conflictos y superando antinomias que pueden generar situaciones discriminatorias o de falta de protección de los sectores más débiles (Ej: consumidores y usuarios).
Los antecedentes nacionales también son bastos en materia de institucionalización de este sistema de control. Así, con anterioridad a la reforma constitucional de la Nación de 1994, ya existía en el orden Federal, una ley regulatoria de la institución. En el derecho público provincial el Defensor del Pueblo adquirió vigencia constitu​cional en las constituciones provinciales, ya sea bajo ese nombre —como en La Rioja, San Juan, San Luis, Río Negro y Tierra del Fuego— o bajo otra rúbrica, como el comisionado del pueblo, en la Constitución de Córdoba o el comisionado legislativo en la de Salta. No debe olvidarse que en el ámbito de la Capital Federal la ordenanza 40.839 de 1985 consagró al Defensor del Pueblo, aunque éste solamente entró en funciones tres años más tarde y finalmente consagrado constitucionalmente en su art. 137(1). 
La figura propuesta entonces, de gran prestigio y renombre tanto internacional, nacional y provincial, importa un tema de la moderna ciencia política en la que corresponde integrarla a la clásica tripartición de Poderes del Estado con lo que se ha dado en llamar, tal vez con demasiado acento, el moderno poder de control. 

Entendemos básicamente que el Defensor del Pueblo es un organismo nuevo -no tradicional- de control de la administra​ción pública, que no viene a sustituir a ningún otro sino a complementarlos. Y, además, es un medio de participa​ción democrática, porque se instituye al servicio de los ciudadanos  de manera directa, sin intermediarios ni formalismos y en forma gratuita. Los clásicos controles internos de la administración pública no son suficientes, dada la complejidad de la vida social, lo que destaca, aún más, la necesidad de establecer un control de naturaleza diferente que se complemente a aquél.

Por lo tanto, la figura del Defensor del Pueblo aparece como indispensable para ejercer la representación de los derechos individuales y colectivos ante la burocrática administración, con el objeto de protegerlo de sus errores, arbitrariedades, omisiones o demoras. La propia naturaleza de la institución nos está diciendo que requiere una plena autonomía, una plena libertad e independencia con relación a los poderes a los que debe controlar.

En este orden oficia como un complemento al control administrativo y jurisdiccional. En el primer caso, ya que parece utópico pretender que la administración pública pueda llegar a autocontrolarse eficazmente a través de una vigilancia o de una tutela de los órganos superiores sobre los inferiores. Con respecto al control jurisdiccional, si bien no podrá inmiscuirse en la emisión del acto jurisdiccional --que es facultad exclusiva del Poder Judicial— aspiramos que el funcionario pueda controlar la vigencia de los derechos humanos respecto del servicio en sí mismo. (Ej: frente a un retardo injustificado, pérdida de expedientes, notificaciones defectuosas, etcétera). 

Al respecto vale aclarar que el Ombudsman no posee imperium punitivo, ya que no juzga ni condena. Nos encontramos aquí frente a un funcionario que ostenta un rol desacralizado, que en modo informal, controla a la Administración a partir de la verificación de un irregular funcionamiento en su seno, con impacto en los derechos humanos de los habitantes, recomendando su reparación, con certera capacidad operativa, a fin de generar una propuesta de rectificación en los malos hábitos de la burocracia administrativa.
Ahora bien, la implementación constitucional del Defensor del Pueblo dentro del ámbito de la Legislatura provincial resulta de la exigencia de dotarlo de mayor independencia e imparcia​lidad en el ejercicio de sus funciones que cuando funciona en la órbita del Poder Ejecutivo, que es justamente a quien debe controlar.

Pero en orden a su naturaleza, lo cierto y concreto, que debe dejarse en claro es que la institución en análisis importa, a pesar de su ubicación dentro de la legislatura provincial, un órgano absolutamente independiente, dotado de plena autonomía funcional que no debe recibir instrucciones de ninguna autoridad y a los fines del mismo vale caracterizarlo, como un verdadero órgano extrapoder; ya que sin formar parte del Poder Legislativo le pertenece y colabora con éste en la defensa de la legalidad. En este sentido Eugenio Luis Palazzo, (2)sostiene que los órganos extrapoderes son aquéllos que pueden manejarse con independencia de criterio, es decir con autonomía funcional, aun cuando se encuentren en la órbita del alguno de los poderes tradicionales.

Atinente a la misión del instituto, compartimos la especificación del constitucionalista y ex convencional constituyente nacional, Humberto Quiroga Lavie, en cuanto expresa que “El Defensor del Pueblo opera como un verdadero control preventivo de la actividad administrativa, que asegura el equilibrio del sistema político-social y le evita posible o inminentes violaciones.”(3)
En este orden y específicamente en la ideación de esta institución en el marco constitucional de nuestra provincia, desterramos la perspectiva del mero Ombusman mediador, diseñando una figura con legitimidad suficiente para asumir una triple dimensión: a) de control de la administración y prestadores de servicios públicos, sean éstos personas públicas o privadas b) de promoción y defensa de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacional, las leyes y esta Constitución y c) defensa del medio ambiente; para lo cual se lo dota de atribuciones suficientes para: 1) investigar 2) mediar entre los individuos y la Administración tanto en su acción directa como en la prestación de servicios públicos por si o por terceros; 3) promover cambios, con facultad de iniciativa legislativa; 4) legitimación amplia para la defensa y promoción de los derechos humanos e intereses tutelados en la Constitución y las leyes; y  5) defensa del medio ambiente.
Por otra parte y en cuanto al ejercicio de sus competencias, se ha señalado que la efectividad del Defensor del Pueblo queda limitada por la incapacidad de sancionar las actuaciones de la administración, autoridades e instituciones a las que se dirige. Es por ello que, compensando esa incapacidad sancionatoria, hemos incorporado decididamente su potestad de postulación procesal amplia sin sometimientos a reduccionismos egoístas, que no reconozcan la subjetibidad de los derechos de varias personas, ante nuevos hechos y conductas en donde las porciones subjetivas de los individuos sufren un proceso de difuminación y, que a la vez, dicha legitimación procesal opere como una herramienta de fundamental importancia a la hora de plantear ante el Poder Judicial, disfuncionalidades que impliquen violaciones a los derechos humanos. Se le agrega –además- la facultad de iniciativa legislativa para que no quede constituido en un mero espectador de los problemas que observa e informa o de las soluciones que propone.

Asimismo y completando el instituto, siguiendo el modelo de la Constitución de La Rioja, hemos puesto énfasis en proveerlo particularmente de funciones operativas en materia de protección ambiental, en una necesaria reafirmación de la Provincia de Entre Ríos del reconocimiento del derecho esencial de todos.

Su nombramiento y remoción sigue la idea de considerarlo un órgano extrapoder. Por ello, su designación queda condicionada a la exigencia de una mayoría calificada de la misma legislatura que por un lado requiera consenso parlamentario sobre las condiciones personales del funcionario a designar y que por otro lado tienda a evitar actitudes carentes de transparencia e integridad republicana, como sería el caso de que el partido gobernante nombrara a afín con el propósito básico de simular una gestión de control o practicarla sólo con aquellos que no estén con el oficialismo. Por su parte, la télesis del instituto exige, amén de eventuales inhabilidades o incapacidades sobrevienientes, que su remoción quede supeditada a la verificación de la causal de mal desempeño a través del proceso constitucional de juicio político soslayando de esa manera otros condicionamientos que no sean los de realizar una eficiente y vigoriza gestión.

Finalmente el plazo de periodicidad en el ejercicio del cargo se fija en cinco años o sea de manera distinta a los vaivenes electorales como forma de reforzar su independencia política y funcional y se habilita, como principio de racionalidad de eficiencia institucional, dos designaciones en forma consecutivas.

(1) En el orden provincial, podemos recordar a la Constitución de Salta (art. 124, inc. 15), San Luis (art. 235), Córdoba (art. 124), La Rioja (art. 144), San Juan (art. 150), Río Negro (art. 167) y Formosa, entre otras. 

(2) Palazzo, Eugenio Luis, en su artículo "Organos extrapoderes e intrapoderes en la reforma constitucional de 1994". LA LEY, 1996-C, 1095, pag. 27, sostiene que los órganos de control incorporados por la reforma tienen por objeto la defensa de la legalidad antes que el control de legalidad. 

(3) Quiroga Lavie, Humberto, “Constitución de la Nación Argentina Comentada”  pag.535, Ed. Zavalía, año 1996. 

Raúl A. Taleb

–A la Comisión de Control del Estado.

CXLVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 328)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase el siguiente artículo al texto de la Constitución Provincial:

“Todos los ciudadanos tienen el derecho de asociarse libremente en partidos políticos”.

La provincia reconoce y garantiza la existencia de aquellos en cuya  organización y funcionamiento se observen la democracia interna, la adecuada representación de las minorías y demás principios establecidos en las constituciones nacional y provincial.

Los partidos políticos concurren a la formación y expresión de la voluntad política del pueblo, son instrumentos de participación, formulación de la política e integración de gobierno. Solo a ellos compete postular candidatos para cargos públicos electivos.

La provincia contribuye a su sostenimiento mediante un fondo partidario permanente. Los partidos políticos destinarán parte de los fondos públicos que reciban a actividades de capacitación e investigación, debiendo rendir cuentas periódicamente del origen y destino de sus fondos y de su patrimonio. 

Una ley establecerá los límites de gastos y duración de las campañas publicitarias electorales. El gobierno, durante el desarrollo de estas, no podrá realizar propaganda institucional que tienda a inducir el voto.

Los partidos políticos tendrán libre e igualitario acceso a la difusión de sus propuestas electorales.

Articulo 2º: De forma. 
MONGE – DE PAOLI –– BRASESCO – ROGEL.
FUNDAMENTOS

SEÑOR PRESIDENTE: 

No sin razón se ha sostenido que la traducción en la vida política de las diferencias de criterios, opiniones e intereses que a lo largo del curso de la historia han encontrado cauce a través de la adhesión a distintos jefes, en el auspicio de una u otra casa real, en preferencias por una u otra forma política, se expresan en la sociedad moderna, - en términos generales - por medio de partidos políticos. En efecto,  una de las características más salientes de los Estados modernos esta revelada por la actuación  en ellos de los partidos.

La relación entre el Estado y las asociaciones políticas de relativa permanencia no ha  sido siempre pacífica. Antes bien, del análisis de la historia de las ideas políticas puede afirmarse la existencia de las siguientes cuatro fases en la relación entre el Estado y los partidos políticos: repudio; ignorancia; reconocimiento e incorporación constitucional (Cfr. SAUER, Wilheim, “Filosofía Jurídica  y Social”, Trad. de Luis Legaz y Lacambra, Labor, Barcelona, 1939, p.176).

Por la presente iniciativa se pretende formular la institucionalización constitucional en la provincia de Entre Ríos de los partidos políticos.-

En derecho comparado el proceso de constitucionalización de los partidos políticos es relativamente reciente, dándose luego de la segunda post guerra y  encuentra sus primeros antecedentes - vaya paradoja - precisamente en aquellos países que habían sufrido la enajenación provocaba por el nacional socialismo y el fascismo. Así fue como la constituciones de Italia (1947) Alemania Federal (1949) iniciarían el proceso de consagrar en las Leyes Fundamentales a los partidos políticos. Luego seguirían la Constitución de la 5º Republica Francesa (1958); Venezuela (1961); España (1978); Perú (1979); Brasil ( 1988); Paraguay ( 1992), etc.

En el plano del derecho publico nacional, nuevamente son las constituciones de las provincias las que han “marcado rumbos”  en el tema al disponer varias de ellas en sus textos, la consagración de los paridos políticos. Las tres pioneras datan de 1957 y son Chaco (art. 85); Chubut (art. 242) y Santa Cruz (art. 79), seguidas luego por la vecina Santa Fe en 1962. 

Incorporar en el derecho constitucional positivo a los partidos políticos no es por cierto un tema menor. En una sociedad democrática, ellos constituyen las únicas organizaciones capaces de agregar y armonizar los intereses diversos en función de un proyecto común.

Por el presente proyecto se postula, de acuerdo a la habilitación operada por el Inciso 12 del Articulo 1º de la Ley 9768 declarativa de la necesidad de la reforma de nuestra carta magna, la consagración del “status” constitucional para estas organizaciones de la democracia, la que al decir de Hans Kelsen “necesaria e inevitablemente, requiere de un estado de partidos”.

Así las cosas, entendemos que la mayor democratización y modernización de la arquitectura institucional de nuestro estado provincial, que se pretenden con la presente reforma parcial a la que asistimos, no puede soslayar la determinación clara de los principios básicos de su existencia, organización y funcionamiento que deberán se tenidos en cuenta por el legislador común para su regulación a través de un orden legal constitucional. 

En esa inteligencia -creemos-, la consagración de dicho texto debe estar alejada, tanto de incursionar en formulas meramente declarativas, como  de caer en un reglamentarismo impropio de nuestra ley fundamental que, -son pretexto de obtener una operatividad, la que en cierta medida es necesaria-, llegue a limitar al extremo la posibilidad de que en cada momento histórico la Legislatura provincial decida sobre los medios mas idóneos para hacerlos efectivos. No obstante ello, resulta harto conveniente establecer pautas “nucleares” al legislador ordinario para no contraer riesgos ya que una ley de partidos políticos sin techo constitucional  puede ser “ hija de las circunstancias y de las demasías políticas” y “ puede quedar tentada a establecer restricciones y condicionamientos graves a dicho desenvolvimiento, así como omitir disponer lo adecuado en relación con la cobertura substancial que deben tener los partidos a efectos de que ellos puedan cumplir su trascendente misión ” ( Cfr. QUIROGA LAVIE, Humberto, “ Propuesta para Reforma de la Constitución Argentina”, 1992, T III, p. 1504).

En la presente iniciativa, cuadra remarcarlo, hemos seguido algunos criterios establecidos en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en un proyecto  de constitucionalización de los partidos políticos ingresado en la Convención Nacional Constituyente de 1994 por la Convencional Maria Cristina Arellano de quien fuimos su asesor y en tal carácter colaboramos con la redacción de dicha iniciativa y su fundamentación.

El texto propuesto garantiza amplia libertad de creación y ejercicio de actividades partidarias sin otras limitaciones que la debida sujeción a los principios democráticos y a las propias constituciones federal y local, puesto que no podemos eludir la consideración de aquellos partidos denominados “antisistémicos”, esto es no debe evadirse el ajuste entre las formas y las fuerzas políticas, terreno en el que resulta imposible ignorar la difusión entre los partidos gestados para desenvolverse normalmente dentro del régimen democrático y los formados para destruir ese régimen o actuar al margen de él (Conf.: LOPEZ, Mario Justo, clase magistral, sin data, reprod. en rev. Perfiles Liberales. Edición 26, 1991, Bogota, p. 8).

En el contexto de transformaciones políticas, resulta fundamental establecer garantías para el funcionamiento democrático intrapartidario, sus aparatos, sus procesos de toma de decisiones, ya que en todas las organizaciones políticas se dan diferentes criterios de opinión acerca del quehacer político, y el respeto de las mayorías para con las minorías es uno de los presupuestos básicos, una de las reglas de oro de la democracia. Ello así, por tratarse de organizaciones que contribuyen a la formación de la voluntad estatal, y operan asimismo una suerte de preselección de los gobernantes, ostentando la exclusividad en materia de candidaturas para cargos públicos electivos, la constitución no debe omitir principios al respecto.

La iniciativa propuesta prevé consagrar la exclusividad de los partidos políticos para la nominación de candidaturas a cargos públicos electivos, pues como se ha sostenido “sólo la unión de los individuos en organizaciones con fines comunes, hace eficaz el ejercicio de la influencia en la formación de la voluntad del Estado”. También tal exclusividad va en la dirección de aquellos que creen en el gobierno de los hombres integrados en partidos bajo un ideario y un programa comunes y no en el gobierno de aquellos no comprometidos en tales asociaciones, que a menudo  preséntanse como providenciales.

En ese orden de ideas, recordando que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (FALLOS 253 – 133 ) ha sostenido que “ los partidos son organizaciones de derecho publico no estatal, necesarias para  el desenvolvimiento de la democracia representativa y, por lo tanto, instrumentos de gobierno cuya institucionalización  genera vínculos y efectos jurídicos entre los miembros del partido, entre estos y el partido en su relación con el cuerpo electoral, y la estructura del Estado, como órganos intermedios entre el cuerpo electoral y los representantes ”, observamos que dichos vínculos y efectos jurídicos que no se advierten de forma clara y permanente en aquellas candidaturas que no sean postuladas por partidos.
También se ha sostenido que los partidos políticos son un “elemento de unión indispensable entre el electorado y los miembros del parlamento y gobierno. En una palabra, la entrada de los partidos políticos caracteriza el paso de un control oligárquico- burgués  del proceso del poder  a la democracia constitucional moderna”( Cfr. LOEWENSTEIN, Karl, Teoría de la Constitución, Ed. Ariel, Barcelona, 1982, p. 94 y sgtes).
En lo que respecta al sostenimiento económico de los partidos políticos, hemos abrevado, en parte, en el art. 61 de la Constitución de la Ciudad autónoma de Buenos Aires al establecer constitucionalmente un fondo permanente de asistencia a los partidos políticos, debiendo obligatoriamente estos destinar parte de los fondos públicos que reciban a actividades de “formación política” e investigación. 

El control de los aportes y el empleo que de ellos se realice, hace sin lugar a dudas a la transparencia, a la moralidad, a la vez que puede contribuir a garantizar mayor independencia de los candidatos y de los partidos.

En el derecho nacional la cuestión del financiamiento aparece en la Ley nº 16.652 del año 1965, la que sirvió de antecedente a la sancionada dos décadas después, la nº 23.289.

En la actualidad la regulación, en este aspecto, en numerosos Estados ha avanzado en el sentido de aumentar el aporte estatal, ya directo, ya indirecto, y de incrementar y perfeccionar los controles sobre los aportes de origen privado, estableciéndose generalmente techos y categorías.

Otro aspecto en el cual la moderna constitución porteña nos ha servido de fuente es en lo atinente a la regulación de las campañas electorales. En ese sentido  propiciamos la manda constitucional para que el legislador ordinario ponga límites a la extensión, pero solo en los medios de comunicación. De allí entonces que incluimos el aditamento “publicitarias” a las mismas. Ello así ya que no se nos escapan las siguientes dos cuestiones: a) la desigualdad de medios económicos entre los partidos, lo que de hecho hace que algunos –los que están en el gobierno, los vinculados fuertemente a determinadas empresas o  grupos económicos, etc. – pueden aparecer ante la opinión publica“ con una presencia tal que opacan el poder de llegada de los  partidos pequeños o con pocos recursos”; y b) el adjetivo “publicitarias” a continuación de campañas refuerza la idea de que la Legislatura sólo podrá acotar temporalmente las campañas en los medios de comunicación, mas no las realizadas de otra forma como la actividad personal de los candidatos, dirigentes o militantes, las que pueden encararse de con la  más variada imaginación.

Las consideraciones del párrafo que antecede se compatibilizan además con el acceso libre e igualitario a la difusión de propuestas electorales.

Por último creemos trascendente destacar la proposición de prohibir a los gobiernos, durante el desarrollo de las campañas electorales,  toda propaganda institucional que pueda inducir al voto.

Por las razones expuestas, y las que estamos dispuestos a brindar en ocasión de su tratamiento, solicitamos de la Convención la consideración y aprobación de la iniciativa que antecede.

Griselda L. De Paoli – Jorge D. Monge – Luís A. Brasesco 

Fabián D. Rogel

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 329)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

I - Incorpórese a la Sección I de DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS de la Constitución de Entre Ríos el Capítulo “Derecho a la salud”, compuesto por los siguientes artículos:

Sección I – Declaraciones, derechos y garantías:

Capitulo: “Derecho a la salud.”
Artículo (…).- El Estado Provincial asegura la salud como derecho fundamental de las personas, garantiza la promoción, protección, prevención, recuperación y rehabilitación de la salud de sus habitantes, incluyendo el control de los riesgos biológicos y socio ambientales de todas las personas desde su concepción, para prevenir la posibilidad  de enfermedad o muerte por causas que se pueden evitar.-

Para ello articulará programas y acciones de salud solidarios, universales, adecuados y oportunos.

Artículo (…) La provincia da prioridad a la ATENCIÓN PRIMARIA DE LA SALUD, promoverá la protección materno infantil, la lucha contra endemias, adicciones en general y enfermedades infectocontagiosas, garantiza la atención integral de los grupos más vulnerables, carenciados de la tercera edad, personas con discapacidades, niños y adolescentes. Reconoce los derechos reproductivos y sexuales como una manera de propiciar de igualdad entre varones y mujeres, promoviendo la maternidad y paternidad responsable, poniendo a disposición de las personas información, educación, métodos y prestaciones de servicios  que garanticen aquellos derechos.- 

Artículo (…) La provincia controla, regula y financia el sistema de salud. El gasto público en salud es una inversión social prioritaria para la Provincia. El Estado controla, regula y financia el sistema de salud.El Estado tiene la obligación de poner a disposición de la población información, educación, métodos y prestaciones de servicios que garanticen  derechos y el acceso libre e integral de la salud.-

El Estado fiscalizará en el cumplimiento de sus objetivos a las entidades sanitarias, siendo estas  de carácter públicas o privadas. 
Artículo (…) El medicamento es un bien social. El Estado dispondrá lo necesario para entregar medicamentos eficaces a la población que lo necesite en forma oportuna y de la manera más económica fiscalizando su procedencia y calidad.” 

Artículo (…) El Estado promoverá la creación de centros de Estudios e investigación, de formación y capacitación en materia de salud.-

Propenderá a una eficaz prestación del servicio de salud, de acuerdo  a las necesidades  de la provincia, estableciéndose los escalafones de la actividad de los trabajadores de salud de conformidad a las leyes de carrera que regulen su ejercicio.-

Artículo (…) El Estado garantizará a través de una ley que se dicte al efecto la aplicación de un seguro provincial de salud para toda la población como también la progresiva implementación de la autogestión y descentralización hospitalaria.-

ALLENDE (Clidia)
FUNDAMENTOS

Señor Presidente: 

La incorporación en nuestra constitución del  derecho a la salud, se encuentra expresamente habilitada en la ley Nº 9768 de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos - que en su Artículo 1 – pto. 18 claramente establece: Reconocer el derecho a la salud en su integridad, bajo los principios de universalidad y gratuidad, y como fundamental para el desarrollo sustentable y la dignidad de las personas”

Para un correcto abordaje del tema comenzaremos tomando la definición que del término SALUD efectúa La Organización Mundial de la Salud (OMS)  en su Constitución de 1946. Allí se la conceptúa  como el estado completo de bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. Tal significado permite sostener que la salud no se circunscribe a la inexistencia de enfermedad, sino que  implica que todas  las necesidades fundamentales de las personas estén cubiertas: afectivas, sanitarias, nutricionales, sociales y culturales para llegar a ese tan  preciado bienestar.

En ese contexto podemos afirmar que el “Derecho a la Salud”, es un DERECHO HUMANO FUNDAMENTAL, consagrado dentro del capítulo DERECHOS SOCIALES en el texto de la constitución de la Organización Mundial de la Salud en 1946 y que obliga a los Estados parte a hacer acreedores de este derecho a “todo ser humano sin distinción de raza, religión, ideología política o condición económica y social”.
La Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la Asamblea General de la ONU en diciembre 1948, consagró el derecho a la salud como derecho internacional. Así en el artículo 25 establece: “toda persona tiene derecho a un nivel de vida  adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales…”

También  es reconocido  en la Convención sobre Derechos Del Niño en el Art.24 y en la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la mujer donde también se establecen normas  respecto del derecho a la salud.-

En  nuestro país recién en 1994, a partir de la Reforma de la Constitución Nacional, se contempla la regulación del derecho a la salud, a través del art. 75 inciso 22 que establece la jerarquía constitucional del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la Naciones Unidas, que en su Artículo 12 estipula el derecho a la salud con un contenido y alcance específicos, refiriendo las obligaciones asumidas por el Estado, la Declaración Universal de los Derechos humanos antes mencionada y la Convención de los Derechos del Niño entre otras que obliga a los signatarios a  asegurar su aplicación y adoptar las medidas tendientes a ello.
Evidentemente la incorporación de la norma constitucional que se pretende encuentra sustento legal en los principales Tratados y Convenios Internacionales  que informan la materia y en nuestra constitución nacional.
Más que reproducirlas dado que serían de aplicación conforme la propia constitución provincial que en su artículo 5º y 6 º  lo dispone, lo que se necesita y a ello se apunta es, dictar las normas que tornen a la salud como un derecho efectivo. De allí la importancia de la inclusión en la Carta Magna Provincial.
Tal como ya se ha dicho el derecho a la salud reviste vital importancia y tiene amplia vinculación con el derecho a la vida considerado  el mismo como uno de los primeros derechos naturales de la persona humana.
No podemos dejar de mencionar al distinguido jurista Bidart Campos al hacer referencia al derecho a la salud como uno de los derechos implícitos dentro del derechos civiles, y al que se refiere como: el derecho a la salud en corolario del derecho a la vida amparado implícitamente dentro de las garantías innominadas (Art. 33 de la C.N.), de manera tal que todo desconocimiento de ese derecho queda descalificado como inconstitucional, pudiendo buscarse la vía de amparo para hacerlo efectivo ( art. 43 de la C.N.). El autor explica de manera contundente la importancia y significado del derecho a la salud revistiendo el mismo como una garantía constitucional haciendo mención además la acción de amparo para hacerlo efectivo en el caso de ser desconocida dicha garantía constitucional.
La autoridad pública tiene la obligación impostergable de garantizar con acciones positivas el derecho de preservación de la salud, comprendido en el derecho a la vida, más allá de las obligaciones que pesen sobre las obras sociales públicas o privadas y en virtud de los deberes que imponen los convenios, declaraciones y tratados con jerarquía constitucional. 
El artículo 42 de la C.N-. nos hace mención sobre la protección de la salud como un derecho reconocido a los consumidores y usuarios de bienes y servicios en su relación de consumo. Derecho ya reconocido en la Ley Kennedy de 1962 y en las directrices establecidas por las Naciones Unidas aunque dándole una protección al mismo limitada o parcial lo que no se condice con la tendencia mundial de darle protección integral como derecho humano fundamental.
Como dijimos el derecho a la salud además de estar contemplado en nuestra Constitución Nacional y Provinciales, está reconocido en los tratados, convenios, pactos y declaraciones internacionales, quienes inclusive establecen medidas a seguir  a los países signatarios o no en pos de lograr su efectiva concreción.
En pos de lograr que ese tan preciado derecho social mundialmente reconocido como tal sea  efectivamente cumplido en nuestro territorio, es que propicio su incorporación constitucional, dándole  de esa forma protección efectiva y concreta desde el Estado quien es el obligado de asegurar y velar por la salud de sus habitantes, tal como ya algunas constituciones provinciales lo han hecho, todo ello  sin perjuicio de que el derecho a la salud está garantizado por la Constitución Nacional  por cuanto, está insito en el derecho a la vida considerado el mismo como uno de los primeros derechos naturales de la persona humana.
A título ilustrativo cabe mencionar algunas de nuestras provincias que  evidenciando el cambio consagraron constitucionalmente el derecho a la salud. Así la Constitución de la Provincia de Buenos Aires. Establece en su artículo 36 que “la provincia promoverá la eliminación de obstáculos económicos, sociales que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales: a la salud” (inciso g). La de Córdoba en su en su artículo 19  establece que: “todas las personas en la Provincia gozan de los siguientes derechos: a la vida desde la concepción, a la salud...”. La de Santa Fe en su artículo 19 dispone que “la provincia tutela la salud como derecho fundamental del individuo e interés de la colectividad”. La  Provincia de  Tierra del fuego, Antártica e Islas del atlántico Sur, dispone en su artículo 14 que “todas las personas gozan en la Provincia de los siguientes derechos... a la salud”. Y la Provincia de Ríos Negro al respecto dice en su artículo 59 que “el estado provincial garantizará la salud a través de un sistema integrador establecido por la ley..”

El derecho a la salud como derecho social debe ser tutelado por el Estado en toda su dimensión .por ello se impulsa  la incorporación de normas tendientes a una tutela  integral del mismo  a fin de lograr su efectiva materialización.-

En esa dimensión  es el estado quien debe  brindar los medios y elementos para su satisfacción, por lo que  resulta imprescindible  la incorporación de nuestra constitución DE LA CONSIDERACIÓN DEL GASTO PÚBLICO EN SALUD COMO INVERSIÓN SOCIAL, lo que así se deberá plasmar en la norma constitucional.- 

Tal como  se dijera para lograr efectividad en el cumplimiento de la norma o manda constitucional se requiere necesariamente que el estado provea o facilite el acceso a los MEDICAMENTOS ESENCIALES, que son aquellos que sirven para satisfacer las necesidades de atención de la salud de la mayoría de la población, los cuales deben hallarse disponibles en todo momento en las cantidades adecuadas y en las formas farmacéuticas que se requieran, y a un precio accesible para las personas y la comunidad. (Comité de Expertos de la OMS en Medicamentos Esenciales, noviembre de 1999); por lo que se propicia también su inclusión  como  norma constitucional.
No podemos dejar de mencionar que para nosotros los radicales la consideración de los medicamentos como un bien social, no es una novedad  por cuanto  ya fuera  plasmado en el gobierno del Dr. Arturo Illia en la tan mentada ley Oñativia o ley de medicamentos Nº  16.462/64 que tan cara resultara para nuestros sentimientos. 
La ley inspirada por el  entonces Ministro de Salud Pública Doctor Oñativia e impulsada por el Dr. Illia garantizaba el acceso de la población a los medicamentos y vale merituar que esto se hizo aún contra las presiones de las multinacionales, cuyos intereses heridos fueron de rol protagónico en el posterior derrocamiento del gobierno de Illia.

Por todo lo expuesto en los fundamentos precedentes pido a los demás convencionales constituyentes acompañen el presente proyecto de reforma de nuestra carta magna, que entiendo importa un tratamiento del derecho a la salud en su integridad, universalidad y gratuidad, teniendo en consideración el respeto y la dignidad del ser humano.

Clidia A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXLIX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 335)

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL PARA INCORPORAR EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PUBLICA

FUNDAMENTOS

A través de la reforma a la Constitución Nacional en el año 1994 se incorporaron a nuestra legislación Pactos y Convenciones  Internacionales como la Convención Interamericana de lucha contra la Corrupción. 

Al ratificarla nuestro país mediante la ley Nº 24.759 se comprometió no solo a sancionar los actos de corrupción sino fundamentalmente a crear dispositivos que busquen prevenir la misma  generando políticas de transparencia. 

En la Provincia de Entre Ríos y sobre la base de los lineamientos de dicha Convención se creó la Oficina Anticorrupción y Etica Pública marcando la dirección en la cual giraría la política provincial en materia de transparencia en la gestión pública. 

La Oficina Anticorrupción y Etica Pública comenzó a funcionar teniendo como eje fundamental lo fijado por la citada Convención en atención a la prevención y a la sanción de los actos de corrupción. 

Así se colocó la piedra basal para un conjunto de acciones que luego se desarrollaron y que hoy constituyen ya una política de estado en materia de transparencia y prevención de los actos de corrupción.

Por primera vez en Entre Ríos se creaba un Organismo con la finalidad no sólo de sancionar o perseguir penalmente los posibles actos de corrupción sino fundamentalmente de prevenir los mismos  buscando fomentar la participación ciudadana fortaleciendo el vínculo entre la sociedad civil y los funcionarios.

Así, a instancias de la Oficina Anticorrupción se emitieron el Decreto 109/05 Gob. sobre Elaboración Participativa de Normas y el Decreto 1169/05 GOB sobre Acceso a la Información Pública;  se remitió al Poder Legislativo el Proyecto de Ley de Etica Pública, previo debate y discusión público a través del Procedimiento de Elaboración participativa de normas abierto por el Poder Ejecutivo Provincial mediante el Decreto Nº 1925/07 GOB y se elaboró el Anteproyecto de ley de Acceso a la Información Pública, el cual a partir del dictado del Decreto Nº 246/07 GOB el 20/12/07 va a ser discutido por medio del Procedimiento de Elaboración Participativa de Normas. 

El acceso a la Información Pública es el derecho de toda persona de acceder a los documentos estatales, es un derecho en sí mismo pero también es derivación de otros derechos y principios del sistema republicano. 

Surge del principio republicano de publicidad de los actos de gobierno que conlleva la transparencia en la gestión pública pero es también una consecuencia del principio de la libertad de expresión que implica la facultad de los ciudadanos de buscar, recibir y difundir información e ideas.

En virtud de que el Derecho de Acceso a la Información Pública fue reconocido por el Decreto 1169/05 GOB para el Poder Ejecutivo Provincial se tornaba imperioso el dictado de una ley que lo consagre para los otros poderes del Estado.  

Por ello en fecha 5 de septiembre de 2007 la Fiscalía de Estado a instancias de la Oficina Anticorrupción y Ética Pública elevó al entonces Sr. Gobernador, Dr. Jorge Busti, el Anteproyecto de Ley de Acceso a la Información Pública con el fin de que dicho Anteproyecto sea discutido a través del Procedimiento de Elaboración Participativa de Normas. 

El 20 de diciembre de 2007, el actual Gobernador de la Provincia, Dn Daniel Sergio Urribarri, emitió el Decreto Nº 246/07 GOB declarando abierto el Procedimiento de Elaboración participativa de normas respecto del Anteproyecto de Ley de Acceso a la Información Pública. 

En virtud de ello y previa delegación de facultades de la Fiscalía de Estado a la Oficina Anticorrupción y Ética Pública desde la misma se ha dado inicio al Procedimiento de discusión público del Anteproyecto de Ley. 

La Constitución de la Provincia de Entre Ríos no consagra el Derecho de Acceso a la Información Pública, lo cual torna oportuno, ante la inminente reforma al Texto Constitucional de la Provincia, la posibilidad de su consagración expresa en el mismo.

El Derecho a acceder a la información pública es un derecho humano y como tal es inherente a la persona y la práctica democrática debe reflejarse en instituciones modernas, representativas y respetuosas de los ciudadanos.

A través de la libre expresión de las ideas; de la búsqueda y difusión de información y de la posibilidad de indagar; exponer; coincidir y discrepar se logra mantener una sociedad libre. 

El Derecho de Acceso a la Información Pública es un desprendimiento del principio de publicidad de los actos de gobierno, el cual implica una forma de control ciudadano porque el divulgar la información implica un rendimiento de cuentas permanente ante los ciudadanos y ello supone un ejercicio responsable del poder.

Así puede sostenerse que el Acceso a la Información Pública es un Derecho fundamental para la existencia misma de toda sociedad democrática y esencial para el progreso, bienestar y disfrute de todos los derechos humanos.

Dicho derecho básico se consagra en la CONVENCIÓN AMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (art. 13); en la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE (art. 19) y en el PACTO DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS.

Está contenido además en las Constituciones de las Provincias de BUENOS AIRES; CATAMARCA; CORDOBA; CHUBUT; FORMOSA; JUJUY; LA RIOJA; MISIONES; RÍO NEGRO; SANTA CRUZ; TIERRA DEL FUEGO y la CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES; en tanto que en las restantes se lo trata en Leyes provinciales. También son diversos los Municipios de nuestro país se ha consagrado este Derecho (ej. Morón Ordenanza 1855/05). 

En el ámbito internacional ha sido reconocido desde hace décadas en otros países, siendo las primeras normas que establecieron el mismo la REAL ORDENANZA SUECA, de 1766 sobre la libertad de prensa; la FREEDOM OF INFORMATION ACT de los EEUU, de 1966; la Declaración sobre los Derechos del hombre de 1789 (art. 14). 

Y son diversos los países que lo contienen en sus Constituciones Nacionales como el caso de ESPAÑA; PERÚ; BRASIL; CHILE; COLOMBIA; COSTA RICA; MEJICO; PARAGUAY; URUGUAY; VENEZUELA; SUECIA; GRECIA; PORTUGAL; ECUADOR; NICARAGUA; JAMAICA; HONDURAS y GUATEMALA.

Se han suscripto además diversos acuerdos internacionales vinculados al Derecho de Acceso a la Información Pública como la DECLARACIÓN DE CHAPULTEPEC ( marzo de 1994) y los PRINCIPIOS DE LIMA ( noviembre de 2000). 

Como consecuencia de acuerdos internacionales en la materia han surgido standares que implican la obligación de que toda la legislación en materia de Acceso a la Información Pública respete principios mínimos. De acuerdo a esos standares internacionales toda normativa sobre Acceso a la Información Pública deberá contener una definición clara de qué es información pública; prever una legitimación activa amplia; una legitimación pasiva clara; considerar a la publicidad como la regla y establecer las excepciones en forma taxativa; contener un procedimiento ágil con plazos breves y consagrar la gratuidad del acceso a la información.

Por todo lo afirmado y ante la Reforma de la Carta Magna de la Provincia se considera este el momento histórico fundamental para consagrar el libre acceso de todas las personas a la información pública entendiendo ello como una contribución fundamental al respeto a las libertades públicas y los derechos humanos, proponiéndose se incluya el artículo referido al mismo en la Sección I Declaraciones, Derechos y Garantías.

Luis M. Márquez

Texto Constitucional Propuesto: 

“LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DERECHO DE LIBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA: Toda  persona, de conformidad con el principio  de publicidad de los actos de gobierno, tiene  el derecho de acceder libremente a la Información Pública de manera completa, veraz, adecuada y oportuna. La Legislatura sancionará una ley que reglamentará el ejercicio de este derecho de conformidad a los principios de igualdad, celeridad, informalidad y gratuidad.”

MÁRQUEZ

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CL

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 336)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, los siguientes artículos:

DEFENSOR DEL PUEBLO

ARTÍCULO: “La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que no recibe instrucciones de ninguna autoridad. Es su misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos y demás derechos e intereses individuales, colectivos y difusos tutelados en la Constitución Nacional, las leyes y esta Constitución, frente a los actos, hechos u omisiones de la administración o de prestadores de servicios públicos.

El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es designado por la Legislatura por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, en sesión especial y pública convocada al efecto.
Debe reunir las condiciones establecidas para ser legislador y goza de iguales inmunidades y prerrogativas.
Su mandato es de seis años; puede ser designado en forma consecutiva por una sola vez, a través del mismo medio de elección señalado y por un plazo de cuatro años. Sólo puede ser removido por juicio político.
Tendrá como uno de sus deberes presentar ante la Cámara de Diputados con una periodicidad no mayor a un año un informe sobre la situación y garantías en torno a la protección y ejercicio efectivo de los derechos humanos en la Provincia, y las alternativas de soluciones y/o planes al respecto.

Estará a cargo de un Defensor o Defensora del Pueblo. La organización y el funcionamiento de esta institución serán regulados por una ley especial.”
BUSTI

FUNDAMENTOS

La denominación del la figura parte de la ley de reforma, art. 1 inc. 22,

“Defensor del Pueblo de Entre Ríos”.

El origen del instituto se dio en el Reino de Suecia en los incisos del siglo XVIII.

Un alto sector de la Doctrina lo ha calificado  con un órgano de control, delimitado su función al control de las “violaciones de autoría federal y a la fiscalización de las funciones administrativas públicas de alcance federal”, sin que ello signifique que en algún supuesto  su intervención signifique lesión a la división de poderes.

La figura es encuadrada en el ámbito legislativo en países como Australia, Austria, Dinamarca, España, Finlandia, Nueva Zelanda, entre otros.

Como antecedente en nuestro país podemos citar la Constitución de La Rioja de 1986.

Importante es divisar que, si bien es elegido por la Legislatura, no es parte de la misma. Es un órgano independiente.

Al momento de debatir deberá destacarse el hecho de ser un órgano coadyuvante con al democracia participativa, toda vez que cumple una función “mediadora” al integrar la relación entre ciudadanos y representantes.
Una “actual visión de la figura bajo análisis conlleva considerar determinadas cuestiones.

La primera, en relación a la Legitimación de este Funcionario. La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en los autos “Defensor del Pueblo de la Nación c. Poder Ejecutivo Nacional y otro” del 24/05/2005, realizó una interpretación del cual –al decir de la Doctrina- surge un análisis pormenorizado y flexible del origen, naturaleza, antecedentes normativos y finalidad del Defensor del Pueblo en nuestro sistema jurídico.

La Corte en dicho fallo, deja atrás su propia y restrictiva doctrina judicial, en la que negaba legitimación procesal al Defensor del Pueblo.

En tal sentido, y con sustento en una coherente interpretación sostuvo que el Defensor del Pueblo está en condiciones de actuar en el ámbito judicial mediante la presentación de distintas acciones, sin limitar su actuación a través del mecanismo de amparo.

En el Fallo mencionado, los Ministros Petracchi, Zaffaroni y Lorenzetti destacaron que si la única forma de intervenir que poseía el Defensor del Pueblo era la vía de amparo, el proceso no hubiera llegado a resolución, convirtiendo en “letra muerta la legitimación procesal consagrada en la Constitución Nacional”.

Lo más destacado es que la Corte razona en base a la función primordial que la Constitución Nacional le ha encomendado al Defensor del Pueblo y que no es otra que la de tutelar los derecho y garantías que ella reconoce. Esta misión no puede ser desnaturalizada  en pos de restricciones que sólo conllevarían la imposibilidad de cumplir su función Constitucional.

Por último, en lo referente a este aspecto, debe traerse a colación que en las distintas normativas que contemplan la figura del Defensor de Pueblo, se advierten diversos grados de legitimación.  Así, la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires en su art. 137. La ley 10.396 de la Provincia de Santa Fe faculta al Defensor del Pueblo para interponer únicamente la acción de amparo.

Otro aspecto a tener en cuenta, se relaciona a la posibilidad de que el Defensor del Pueblo pueda plantear la inconstitucionalidad de una ley.

Partiendo de la circunstancia de que el art. 43 de la C.N. le permite cuestionar la constitucionalidad de una norma, seria ilógico que el planteo no sea viable por otro medio procesal.

Análisis del artículo:

La descripción del cargo y la dotación de autonomía y autarquía, así como el hecho de destacar la imposibilidad de recibir órdenes por parte de autoridad extraña, conlleva garantizar la independencia que debe revestir este funcionario a los fines de que realice su función sin ningún tipo de aditamentos extraños al rol que debe cumplir.

La norma continúa con la descripción de las funciones que le compete al Defensor del Pueblo. La misma es amplia, el hecho de especificar “la administración pública o prestadores de servicios”, deja a salvo que se introduzca en cuestiones vedadas a su desempeño, a saber:

a) Asuntos que son propios de la competencia del Poder Judicial.

b) Examinar criterios de oportunidad, mérito o conveniencia, propios de la administración.

La especificación realza la función primordial: CONTROLAR LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.

Asimismo, la redacción no obstruye la posibilidad de plantear –en su caso- la inconstitucionalidad de una norma.

La forma de designación se propone dado que –como bien lo sostuviera el Convencional Pellegrini- al ser la legislatura quien tiene a cargo la elección del Defensor, se garantiza su independencia y pluralidad. Esta última se refuerza por el elevado quórum.

El plazo de duración en el cargo –estipulado por la mayoría de las normas constitucionales que lo regulan- es razonable, dejando un margen que permita el “crecimiento” en la función y que, teniendo en cuenta la posibilidad de renovar el periodo por única vez, no se extiende en demasía.

En virtud del órgano proponente, se le extienden sus inmunidades y privilegios. 

Se aclara que la función es unipersonal. Alguna doctrina ha sostenido la conveniencia de que el Defensor del Pueblo rinda cuenta de su gestión ante la Legislatura. A primera vista la idea es alentadora, pero ahondando un poco más en la propuesta, implementarlo quizás sólo conlleve “sujetar” la figura bajo estudio a uno de los Poderes del Estado.

Al establecerse que la organización se reglamentará por ley, se deja a salvo –o librado a la misma- el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, que algunas constituciones han plasmado.
Articulo 2°: De forma. 
Jorge Pedro Busti

–A la Comisión de Control del Estado.

CLI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 337)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase a la Constitución Provincial los siguientes dispositivos.-

Artículo...): Toda persona tiene derecho a gozar de un medioambiente sano y equilibrado, apto para el desarrollo humano, el que conlleva el deber de preservarlo, y mejorarlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.
El Estado Provincial proveerá lo necesario para asegurar la preservación, conservación, recuperación y mejoramiento de los ecosistemas del territorio provincial, promoviendo su uso racional y sustentable, asegurando la compatibilidad de la planificación económica pública y privada, social, urbana y paisajística de la Provincia con la protección de aquellos. Se establecerán medidas de acción preventivas y precautorias tendientes a impedir el daño ambiental.

Es obligatoria la evaluación previa del impacto ambiental de todo emprendimiento público o privado susceptible de degradar en forma significativa el ambiente.

El Estado Provincial garantizará la participación ciudadana en condiciones de pluralidad respecto de las decisiones que afecten intereses colectivos ambientales. Establecerá también un concreto programa tuitivo de los ecosistemas para regular integralmente la producción, el consumo, y la utilización de los recursos naturales con criterios de justicia distributiva. 

Se fomentará la educación ambiental en todos sus niveles, formales y no formales promoviendo conductas y valores sociales que posibiliten el desarrollo sustentable, a esos fines se organizará la información ambiental de manera que se posibilite el libre acceso a ella.

El poder de policía en materia ambiental será de competencia concurrente entre la provincia, los municipios y las comunas.

CARLÍN –FEDERIK – KUNATH – ROMERO – BARRANDEGUY.
FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 ha habilitado por medio de los Artículo 1º Apartados

13, 14, 16, 28, 29, 30, 31, y Artículo 2º, la inclusión en la Constitución Entrerriana lo referente a la protección y preservación del medio ambiente para las generaciones presentes y futuras.-

La cuestión medioambiental ha ido tomando una gran trascendencia en las órbitas internacional, nacional y local. A nivel internacional los Estados a través de diferentes conferencias, declaraciones y convenciones(1) se han ido planteando objetivos y estableciendo principios que guían su accionar. Las diferentes naciones fueron reconociendo la necesidad de este derecho y han ido receptando aquellos principios y objetivos planteados internacionalmente.-

La reforma del año 1994 incorporó la materia ambiental a la Constitución  Argentina a través de sus artículos 41 y 43. En el Derecho Público Provincial, antes de 1986, las constituciones provinciales trataban, aunque no de un modo especial, la cuestión ambiental cuando legislaban sobre sus  recursos naturales. Posteriormente varias de ellas comenzaron a  legislar sobre el ambiente como derecho y como deber, entre ellas podemos mencionar las constituciones de las provincias de Córdoba (1987),  Formosa (1991), Jujuy (1986), La Rioja  (1986), Salta (1986), San Juan (1986), Río Negro (1988), Santiago del Estero (1986), Constitución de Tierra del Fuego (1991) y  Tucumán (1990).-

Las sucesivas reformas fueron incorporando la protección y preservación del medioambiente en las constituciones de las Provincias de Buenos Aires (1994), Chaco (1994), Chubut (1994) y/o mejorando su articulado en otros casos  como las constituciones de las Provincias de Córdoba (2001), Formosa (2003), La Rioja (2007) entre otras.
El constituyente de 1933 no previó en la Constitución de Entre Ríos cuestiones ambientales, pero éste derecho fue reconocido jurisprudencialmente como un derecho y garantía implícita, de conformidad con el artículo 6º de la Constitución Provincial, que reza: “Los Derechos, declaraciones y garantías enumerados en la Constitución Nacional y que esta Constitución da por reproducidos, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados, pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo, de la forma republicana de gobierno y que corresponden al hombre en su calidad de tal”. Esta norma coincide casi en su totalidad con el artículo 33 de la Constitución Nacional.
Es por ello que resulta ineludible receptar en forma expresa en nuestra Ley Madre ésta demanda de la sociedad entrerriana consagrando una norma como la que se propicia.

Es de destacar que los derechos ambientales o relativos al ecosistema han de ser entendidos como derecho – deber para los ciudadanos y para el Estado.

Implica, como la norma que propiciamos que “Toda persona tiene derecho a gozar de un medioambiente sano y equilibrado, apto para el desarrollo humano, el que conlleva el deber de preservarlo, y mejorarlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.”

Así, este derecho tiene su contracara en el “deber de preservarlo y mejorarlo” esto presupone una actitud activa de todas las personas de bregar por la preservación del medio ambiente y no sólo para las generaciones actuales sino también para las futuras y es aquí donde entra a jugar el Principio de Equidad Intergeneracional reconocido en la Constitución Nacional, el que supone que debemos entregar a las generaciones venideras un mundo que desde la estabilidad ambiental les brinde las mismas oportunidades de desarrollo que tenemos nosotros.-

Cuando hacemos referencia a un ambiente sano, no solo nos referimos al deber de preservación y no contaminación de los elementos, como el aire que respiramos, el agua que bebemos o el suelo del cual podemos obtener los alimentos, sino a todos aquellos ámbitos construidos por el hombre. Sano significa una ciudad con cloacas, agua corriente, control del ruido y emanaciones, y con espacios verdes suficientes en relación con el espacio construi​do. Sano significa una vivienda adecuada, seca, aislada y luminosa; un ámbito de trabajo —ya sea una fábrica o una oficina— adecuado a su función, seguro y confortable. Sano significa que las escuelas donde los niños y los adolescentes pasan una gran parte de su vida tengan este mismo tipo de condiciones, debiendo hacer extensivo tal concepto a los hospitales, las cárceles, etcétera, en forma progresiva.
La calidad de equilibrado no hace solo referencia a lo ecológico, ya que ese equilibrio debe buscarse en ambientes que ya han sido transformados por el hombre, no se refiere a los equilibrios naturales del ambiente intangible, el equilibrio solamente se puede lograr teniendo en cuenta la interacción entre el sistema socioeconómico y el natural, precisamente porque es el hombre en su obrar el que constantemente produce desequilibrios.
La aptitud para el desarrollo humano. Éste concepto fue desarrollado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y la Constitución Argentina es la primera en el mundo que lo recepta. El desarrollo humano se entiende como “el proceso mediante el cual se amplían las oportunidades de las personas”. Para ampliar las oportunidades es necesario que: a) las relaciones humanas sean equitativas (las mayores oportunidades de unos no deben disminuir las de otros); y b) al mejorar las vidas de las generaciones presentes no se debe hipotecar las oportunidades de las futuras, es decir que el desarrollo humano debe ser sostenible. Este concepto de desarrollo humano, que debe ser sustentable, tiene que estar basado en la participación popular. En este marco, nuestra constitución ha considerado que los seres humanos nacen con cierta capacidad en potencia, siendo el propósito del desarrollo humano crear las condiciones en que todos puedan aumentar sus oportunidades sin comprometer el de generaciones futuras.
Cabe hacer una referencia en este punto relativa a la terminología utilizada, hemos creído conveniente hablar de ecosistemas dado que:

“… el aporte anhelado es la tutela de los «ecosistemas autóctonos», posibles de delimitar y que atraviesan nuestro espacio territorial/político, es imprescindible que no se les suministre el trato de «cosa» (idea que responde al esquema «todo/parte»), por el contrario se los debe considerar como verdaderos «sistemas», (idea que se rige por la diferencia «sistema/entorno»). Un ejemplo: un reloj (máquina) puede ser “desarmado” y vuelto a poner en funcionamiento, pues como «cosa» responde a la división mecánica «todo/parte». Un yaguareté, el monte nativo, los humedales o el río Uruguay, no pueden ser descompuestos y vueltos a “armar”, porque no son «cosas» sino «sistemas». 

Esta «concepción sistémica» (Luhmann) de la problemática ambiental reclama que sean los Principios de «justicia distributiva», «participación ciudadana», «control judicial», «función social/ecológica del patrimonio», e «interés general» los que provean los soportes básicos y programáticos para la legislación constitucional como aquella otra derivada, mientras que los Principios propios del régimen jurídico del «dominio público», «inalienabilidad», «imprescriptibilidad» e «inembargabilidad» los que orienten su gestión. En otras palabras, es insatisfactoria la técnica de tutela jurídica que cosifique a los «ecosistemas» (y por ende a sus relaciones funcionales internas y externas) que existen y exceden a la Provincia de Entre Ríos y le suministre el tratamiento característico de la propiedad, pues obvia un complejo de relaciones y funciones inabarcable a través de la mirilla «todo/parte» (2) 
Por ello decimos que se debe asegurar la preservación, conservación, recuperación y mejoramiento de los ecosistemas del territorio provincial, promoviendo su uso racional y sustentable. 
Debemos tener en cuenta que esas acciones implican conocer los recursos que integran esos ecosistemas para poder establecer previamente la razonabilidad de su uso, porque cuando no hay conocimiento previo a la utilización, ésta puede ser dañina y producir perjuicios irreversibles. Como podemos apreciar tiene aplicación el Principio de Sustentabilidad en virtud del cual la utilización debe ser de un modo y a un ritmo que no ocasione la disminución a largo plazo de éstos recursos, con lo cual se mantienen las posibilidades de éstos de satisfacer las necesidades y las aspiraciones de las generaciones actuales y futuras.-

Se establece también el deber tanto de las personas como del Estado de Prevenir el daño ambiental, el cual es definido por la Ley General del Ambiente en su Artículo 27 como (...) “toda alteración relevante que modifique negativamente el ambiente, sus recursos, el equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o valores colectivos.” La prevención funciona en el campo de las certezas científicas, cuando se conoce con cierto grado de probabilidad que va a ocurrir, y lo único que se ignora es si el daño va a producirse  o no en un caso concreto. Prevenir significa atender las causas y las fuentes de los problemas ambientales en forma prioritaria e integrada. La función preventiva del derecho de daños ha sido descubierta desde hace tiempo por la doctrina civilista y así fue receptada en la Ley General del Ambiente, en donde se prioriza la prevención antes que la recomposición o la reparación, principalmente en el campo del derecho ambiental, donde la mayoría de las veces los daños ambientales, de producirse, son irreversibles. Sin embargo el sistema de responsabilidad civil por daño ambiental no es el único instrumento para llevar adelante tal objetivo, también se utilizan evaluaciones de impacto ambiental, el cálculo actuarial y la estadística, el deber de información, las agencias estatales de control previo, etc.-

La actuación precautoria en cambio funciona cuando existe incerteza científica, pues mediando en el caso un debate sobre la producción o no de daños para el medio ambiente, existen pruebas científicas que avalan ambas posturas, el daño es posible. Es esa incerteza científica la que no debe obstaculizar, en una actitud precautoria, la adopción de medidas eficaces en función de los costos para evitar o disminuir la posibilidad de ese daño grave e irreversible. Se deben procurar procedimientos que permitan elaborar una decisión racional en la etapa de dudas y controversias, a fin de disminuir los posibles daños ambientales. Para su implementación se recurre a distintos medios: moratorias, construcción de sistemas de trazabilidad y vigilancia epidemiológica, audiencias públicas, protección del lanzador de alerta, reglamentación de los mínimos de tolerancia, etc.-

Las evaluaciones de impacto ambiental son fundamentales para llevar adelante acciones de prevención del daño ambiental. Es por esto que su funcionamiento se justifica ex ante para ilustrar el proceso de decisión en torno a la autorización o no de una obra o actividad que sea susceptible de degradar en forma significativa el ambiente.

Se prevé la educación, información y participación ciudadana en materia ambiental, consideramos que son tres instrumentos interrelacionados y fundamentales para una adecuada gestión ambiental.
La educación como sostiene la ley española “en materia de medio ambiente tiene como objetivos la sensibilización de los ciudadanos con relación a los problemas existentes en este campo y sus posibles soluciones, así como sentar las bases para una participación plenamente informada y activa de los individuos en la protección del medio ambiente y en la utilización prudente y racional de los recursos naturales”.-

El acceso por parte de los ciudadanos a la información ambiental está estrechamente ligado a la participación como instrumento destinado a aumentar la eficacia de la política ambiental y es su corolario(3). El Estado asume, en orden a la información, dos deberes: uno, recolectarla y procesarla debidamente; organizarla e integrarla para facilitar su acceso, esto implica que el Estado primero debe informarse él mismo, lo cual presupone -entre otras muchas cosas- una vigilancia y un control permanente para conocer las situaciones real o potencialmente riesgosas o dañinas; el otro deber consiste en suministrar y difundir la información acumulada y actualizada, todo ello de modo eficaz y constante.
En relación a la participación ciudadana la defensa del medio ambiente, requiere consenso, solución en común, organización comunitaria para aplicar medidas a adoptar. Es por ello que conviene desplegar grandes esfuerzos para consultar a las partes y para que las distintas opiniones sean tenidas en cuenta por quien finalmente toma la decisión. La ley establecerá que institutos jurídicos serán utilizados para el ejercicio de éste derecho de participar en temas que incumben a todos y cada uno de los entrerrianos. Sería importante articular éste derecho con las evaluaciones de impacto ambiental que se exijan para ciertos proyectos de obra o actividades que sean susceptibles de degradar en forma significativa el ambiente.

Por último se prevé el reconocimiento del poder de policía concurrente de la provincia, municipios y comunas en materia ambiental; “la policía (el poder de policía) constituye una actividad de limitación, extinción, delimitación de derechos o imposición de gravámenes que se traduce en poderes jurídicos que el ordenamiento atribuye al Estado a fin de hacer compatibles sus derechos particulares con el bien común”(4), resultando también necesario puntualizar que “el Estado debe obrar diligentemente para preservar el ambiente y cuenta para ello con los medios tradicionales a su alcance: el servicio público, la actividad de fomento y el poder de policía, con la consiguiente actividad”.(5) Es innegable el carácter predominantemente local y directo que tienen los problemas ambientales, por consiguiente es conteste la doctrina en adjudicar competencia comunal en materia de policía de sanidad ambiental; policía de control de la sanidad  ambiental en las fábricas y policía de higiene ambiental en los  establecimientos industriales,(6) ello así porque las entidades políticas -como el Municipio- son titulares del derecho de preservar su integridad territorial y poseen la obligación de promover el bienestar general(7).
(1) Declaración de la Conferencia de la Naciones Unidas sobre el Medio Humano (Estocolmo 1972), Carta Mundial de la Naturaleza (1982) Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro 1992), Agenda 21, Convenio sobre la Diversidad Biológica,  Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible (2002).-

(2) Leandro D. Rios, El Diario de Paraná,  26/02/08.

(3) Cfr. Prieur Michael: “Droit de l´Environnement” p. 91, Dalloz, 2º ed. 1991.-

(4) Cfr.  Cassagne  Juan Carlos  ,  en "Cuestiones de Derecho  Administrativo", pág.  133.-

(5) Cfr. Prieur Michael: “Droit de l´Environnement” p. 91, Dalloz, 2º ed. 1991.-

(6) Cfr.  Cassagne  Juan Carlos  ,  en "Cuestiones de Derecho  Administrativo", pág.  133.-

(8) cfr. JOSE ROBERTO  DROMI,  Derecho Subjetivo    y   Responsabilidad    Pública, Ed. Grouz-Madrid-1986, pág.88).-

Miguel A. Carlín – Julio Federik Sigrid E. Kunath 

Rosario M. Romero – Raúl E. Barrandeguy

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 339)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

I – Incorporar como artículo nuevo dentro del capítulo de ética pública de la Constitución Provincial, el siguiente:

Artículo nuevo: “La publicidad de los actos oficiales dispuesta por el artículo 31º alcanza a todas las esferas del Estado Provincial y de los Municipios.

La publicidad oficial se sujetará a los principios de transparencia, veracidad, y respeto a la dignidad humana, absteniéndose de utilizar mensajes o imágenes sexistas, xenófobas o que incentiven a la discriminación o a la violencia.

Los mensajes contenidos en la publicidad oficial deberán adecuarse a la finalidad que les dio origen, no pudiendo consistir en la mera mención, como auspiciante, del organismo contratante.

La difusión de la actividad estatal se hará a través de los medios públicos de comunicación pudiendo también realizarse mediante contrataciones publicitarias en medios privados. En este último caso, la distribución de la publicidad oficial será un acto discrecional no arbitrario del gobierno. La asignación deberá sujetarse a criterios de publicidad, razonabilidad y no discriminación. Sin perjuicio del carácter operativo de los principios contenidos en esta disposición, una ley específica regulará sus alcances.

Queda prohibido solventar los gastos de publicidad oficial con recursos públicos diferentes a los específicamente autorizados presupuestariamente para tal fin.”

VILLAVERDE

FUNDAMENTOS

“Los poderes públicos no deben considerarse propietarios de la información…”

Señor Presidente

El acápite que encabeza estos fundamentos es una transcripción del principio 9) del Código de Ética Periodística aprobado por el Consejo de Europa en 1993. Su breve texto sintetiza el espíritu que inspira la iniciativa presentada y que procura trazar los criterios fundamentales a que deberá ajustarse la publicidad oficial.

Negarle la propiedad de la información pública a los poderes del Estado, implica negarle la posibilidad de disponer arbitrariamente de ella. La propuesta que sometemos a consideración de la Honorable Convención pretende hacerlo efectivo estableciendo criterios claros en cuanto a su contenido y distribución.

El principio republicano de gobierno (artículos 1º respectivamente de las Constitución Nacional y Provincial) exige la publicidad de los actos y expresa la aspiración social de transparencia en la función pública. Ambas exigencias imponen la necesidad de comunicar la actividad estatal y habilitan la inversión de recursos públicos en su difusión. El artículo 31º de la Constitución Provincial con inmejorable rigor asocia los dos extremos: comunicación y renta pública. Así, dispone: “Los actos oficiales de toda la administración, y en especial, los que se relacionen con la percepción e inversión de la renta, deberán publicarse periódicamente en la forma que la ley lo establezca.”

Sin embargo el principio tal como está formulado ha quedado desbordado por el impacto actual de las comunicaciones y las implicancias de la contratación de la publicidad en los medios privados. La complejidad de la actual sociedad de la información se traduce también en la fuerza de los intereses que se ponen en juego en la cuestión de contratación de la publicidad oficial. Tema que ha despertado, en los últimos tiempos, debates, polémicas y aún pronunciamientos del más alto tribunal de la República.

Se propone entonces darle una respuesta constitucional a través de la introducción de una cláusula complementaria del artículo 31º (que por lo demás es pétreo); de modo de aclararlo, actualizarlo y adecuarlo a los nuevos requerimientos.

La introducción de normas de ética pública se encuentra expresamente habilitada para la Convención Constituyente por el artículo 1º punto 8 – de la Ley Nº 9786, de necesidad de reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos.

La ética pública involucra necesariamente materias tales como el régimen legal de los funcionarios y empleados del Estado y sus procedimientos de actuación y contrataciones. En consecuencia, es oportuno realizar una regulación específica para esta sensible actividad: la vinculada con la publicidad de los actos de gobierno.

Pues bien, en ese sentido hemos juzgado conveniente disponer normas contundentes respecto de los contenidos de los mensajes de la publicidad oficial, eliminando también otro mecanismo de distorsión, cuál es la del mero auspicio institucional disfrazado de publicidad oficial pero carente de contenido de interés público.

En cuanto a las restricciones, adoptamos otra prohibición que es la comprometer publicidad oficial por partidas diferentes a las expresamente autorizadas por la Legislatura.

Además hemos previsto que la publicidad oficial se haga en los medios de difusión públicos tradicionales. Pero también en los novedosos mecanismos disponibles de esas características como las páginas en Internet o los futuros medios puestos que ellos facilitan la rendición de cuentas y difusión de los actos de gobierno sin costos significativos para el Estado.

A continuación hemos avanzado en el establecimiento de una pauta de contratación que es la de establecer con rango constitucional el principio de que “la distribución de la publicidad oficial es un acto discrecional no arbitrario del gobierno”, que es el criterio fijado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Editorial Río Negro S.A. v. Provincia de Neuquén”, 5/9/2007.
En la cuestión llevada a la Corte, queda patente que el tema encierra un dilema que involucra tanto la necesidad de publicidad oficial, como la garantía de la libertad de expresión. Asunto cuya vigencia es evidente tanto a nivel nacional como provincial.

En la actualidad la contratación de publicidad oficial en medios masivos de comunicación es prácticamente el contrato que el Estado Provincial puede celebrar con mayor libertad. Se autoriza para ella, sin más la contratación directa con la sola limitación que el rango del funcionario autorizante para fijar el tope del monto a contratar (art. 27º, inc. c), parágrafo b), apartado 10 – de la Ley 5140). Sólo residualmente le resultan siéndole aplicables, en cuanto resulte compatible, las normas generales de las contrataciones públicas.

De la misma manera su eliminación opera con igual discrecionalidad. Ambas situaciones facilitan la arbitrariedad, permitiendo su manipulación. Eso permite castigar a los medios que expresan opiniones políticas diferentes a las de las autoridades, mediante su exclusión de las inversiones públicas en publicidad. Ese y no otro fue el sustracto fáctico que se discutió en el caso “Editorial Río Negro...”

Esta tergiversación en su práctica contribuye a “desalentar la expresión crítica, y por tanto, disminuye las posibilidades de acceso a la información de los ciudadanos.”1

La manipulación de los mensajes, vía digitación de los beneficiarios de la publicidad oficial, anula el derecho colectivo a estar informado que integra una de las dimensiones de la Libertad de expresión como derecho individual.

En consecuencia la distribución de las pautas publicitarias debe basarse en criterios objetivos de selección de los medios de comunicación que presten el servicio al Estado, lo que dejamos librados a una ley específica sobre la materia. Ella será la que fije las bases de la publicidad de la contratación, la razonabilidad de la selección de las contrataciones y la no discriminación.

Se pude destacar también que este tema ha constituido una preocupación y ocupación por nuestra parte ya que una iniciativa similar pero como Proyecto de Ley, se presentó en la Legislatura Provincial, en oportunidad de ocupar una banca en la Cámara de Diputados en el período 2003-2007. Allí se proponía una enumeración simplemente enunciativa de algunos criterios técnicos de distribución.

Se entiende que este es el camino más adecuado para evitar las restricciones oblicuas a la libertad de expresión, proscriptas por mandato de la Constitución Nacional. Efectivamente al incorporar la Convención Americana sobre los Derechos Humanos con jerarquía constitucional, se prohíbe que se restrinja la libertad de expresión “… por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.” (Numeral 3 – artículo 13 de la Convención citada incorporada por el artículo 75ª, inciso 22).

La regulación propuesta, que alcanza a los tres poderes del Estado provincial, a la Administración descentralizada y a los Municipios constituye una respuesta concreta a un tema muy sensible y se orienta a transparentar la gestión pública y evitar abusos autoritarios.

Creemos que, en la medida que esta iniciativa tiende a fortalecer a la opinión pública, restringiendo la posibilidad de su manipulación con recursos públicos, mejora la calidad de la ciudadanía entrerriana y coadyuva a la profundización democrática. También nos hacemos cargo que estamos asumiendo el desafío al que nos invita la doctrina constitucional. Sobre la distribución razonable de la publicidad oficial, se ha dicho: “.... En definitiva, se trata de un trabajo de desarrollo y de perfeccionamiento constitucional básicamente innovador, más propio – evidentemente – de un artífice que de un arqueólogo de la Constitución.” (SAGÜES, Néstor P. “Problemas constitucionales por la distribución de la publicidad oficial en los medios de difusión”, Jurisprudencia Anotada, Lexis Nº 0003/013565).

1 Texto extraído de una Recomendación de la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría de la Administración de la República de Panamá,  sobre la asignación de la publicidad estatal como instrumento para limitar ilegítimamente la libertad de expresión emitida con ocasión de la queja presentada por el ciudadano Carlos Ernesto González De La Lastra, en su calidad de Director Editorial – Gerente del diario El Universal”, 17/8/01. La cita  da cuenta  de que el peligro de la distribución discrecional de la publicidad oficial excede también el ámbito nacional  y constituye también una preocupación  internacional. Particularmente ha merecido regulación o intentos legislativos en México y varias regiones españolas, las que se han tomado como fuente del presente proyecto. De la misma manera la Recomendación citada y comentarios de instituciones y expertos latinoamericanos sobre la materia,  han dado sustento a varias propuestas contenidas en la iniciativa. 

Rubén A. Villaverde

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLIII
PROYECTO DE REFORMA

(Expte Nro. 340)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITIUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA

I – Introducir como artículo nuevo en la Constitución de Entre Ríos, referido a la promoción de la industria de la cultura provincial, el siguiente:

Artículo nuevo: “El Estado fomentará las expresiones locales sean éstas gráficas, audiovisuales, electrónicas o difundidas por cualquier otro medio masivo de comunicación que aborden temas de interés cultural, social o público.

Para tal fin creará un Fondo de Comunicación Social compuesto principalmente, por la afectación presupuestaria de las partidas autorizadas para publicidad y propaganda de todas las esferas del Estado, el que estará destinado a auspiciar las producciones, programas, programaciones, medios de comunicación o comunicadores, cuyos titulares o responsables no reciban publicidad oficial. Una ley específica determinará los porcentajes de afectación correspondientes, los restantes recursos que lo conformarán, la publicidad de la gestión del Fondo y su régimen general.”

VILLAVERDE

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El estímulo a la industria cultural está expresamente habilitado como materia a introducir en la Constitución Provincial, por la Ley Nº 9768 de declaración de necesidad de reforma (cf. art. 1º, punto 14).

La iniciativa que presentamos se refiere específicamente a un aspecto de la industria cultural, el vinculado con los medios de comunicación social. Es además, complementaria del proyecto presentado simultáneamente sobre regulación de la publicidad oficial.

No persigue este proyecto desnaturalizar aquel. La contratación de la publicidad oficial necesita salir de los márgenes de excesiva discrecionalidad con que cuenta el poder político hoy, para ajustarse a pautas normativas estrictas y razonables tal como lo propugnamos. Para ello deberá adecuarse a criterios objetivos y técnicos que conllevan a establecer bases de proporcionalidad respecto de sus destinatarios.

Pues bien, esos criterios orientan la difusión de actos oficiales prioritariamente a los grandes medios, lo cuál puede producir una profundización de la concentración económica periodística –tan o más lesiva que la discrecionalidad política– por lo que es necesario prever mecanismos correctivos que permitan fortalecer el servicio general de medios de difusión.

En ese camino se orienta esta nueva iniciativa que promueve el pluralismo en los medios de comunicación de modo de compensar las posibles inequidades resultantes del otro régimen objetivo promovido. Por eso se juzga conveniente proponer la constitución de un fondo de fomento para la actividad.

Creemos que es legítimo el apoyo estatal para el servicio de prensa a los fines de promover la profesionalización y la independencia de la labor periodística, en tanto ésta es la intermediaria entre las fuentes públicas y privadas de información y la sociedad. Aceptado esto, lógicamente se asigna a dicha actividad una innegable función social, ligada a la vigencia plena del estado de derecho y a la autonomía de la opinión pública.

De modo que, para lograrlo, se impulsa la creación de un Fondo de Comunicación Social que estimule un servicio pluralista de prensa, constituido por la afectación de un porcentaje de todos los recursos públicos previstos para publicidad oficial. Con él se podrá asistir a medios medianos y pequeños – y comunicadores también - que, teniendo sustentabilidad, exploren vías alternativas y de interés social en su producción periodística. Los espacios comunicacionales de ese tenor podrán acceder a los beneficios de las asignaciones que disponga para ello el Fondo que se impulsa.

Debe destacarse que los recursos integrantes del Fondo, surgen del presupuesto anual que se establece para publicidad de los actos de gobierno. No se trata, en este caso, de crear un nuevo recurso, tampoco de fijar constitucionalmente porcentajes tasados sino de orientar – vía afectación – un recurso ya estimado.

Se procurará así promover la producción cultural, de interés general o periodístico que colabore con la expresión de una población más crítica y por tanto formadora de una ciudadanía de mayor calidad.

Entendemos que este esfuerzo estatal debe ser ejecutado con total transparencia, sin discriminaciones y en resguardo de todas las expresiones de la comunidad; por lo que se impone también el deber de publicidad en su gestión. Debe ser de conocimiento público el total de los auspicios otorgados, de los beneficiarios y de los montos asignados.

Rubén A. Villaverde

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLIV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 341)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS SANCIONA:

I – Incorporar como artículo nuevo dentro de la Sección III – Régimen Electoral de la Constitución de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo nuevo: “Durante la campaña electoral, la publicidad de los actos de gobierno, no podrá contener elementos que promuevan expresamente la captación del sufragio a favor de ninguno de los candidatos a cargos públicos electivos, ni que importen la promoción personal de funcionario público alguno. 

Queda prohibida la inauguración de obras públicas, el lanzamiento de programas, proyectos y cualquier acto de gobierno que pueda promover la captación del sufragio a favor de cualquiera de los candidatos, dentro de los treinta (30) días anteriores a la fecha del comicio.

Las restricciones establecidas alcanzan a las autoridades de todas las esferas del Estado Provincial y de los Municipios y rigen para el desarrollo de toda campaña electoral nacional, provincial o municipal que se celebre en la Provincia convocadas por mandato legal.”

VILLAVERDE

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El nuevo texto constitucional que proponemos constituye una norma de ética pública, habilitada por la Ley Nº 9768 de necesidad de reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (conf. Artículo 1º, punto 8). Por su especificidad e impacto directo sobre la cuestión electoral hemos juzgado conveniente introducirla en la Sección III de la Carta Magna dedicada al Régimen Electoral.

El sistema electoral ha sido uno de los asuntos constitucionales de mayor esmero reglamentarista de la carta provincial de 1933. Esa impronta traduce la importancia que los convencionales de entonces le asignaban. Y ciertamente que tal valoración era y es acertada.

Siguiendo con esa tónica creemos conveniente introducir una cláusula que regule el contenido de la publicidad oficial en época de campaña electoral. De esta forma estamos promoviendo una disposición complementaria del otro proyecto de regulación de la distribución de publicidad oficial que presentamos simultáneamente. Pero además, con idéntica finalidad, establecemos una prohibición de realizar determinados actos de gobierno dentro de los treinta días inmediatos anteriores a la fecha del comicio.

Resulta evidente que las directrices que impulsamos como orientadoras del comportamiento de los funcionarios públicos en campaña electoral, vienen impuestas por principios de ética pública. Con ellas se podrá equiparar la situación de todos los partidos políticos que participan en las elecciones y además impedir la fuerte incidencia e influencia derivada de la utilización ilegítima y tendenciosa de la Estructura del Estado en beneficio de los candidatos del partido de gobierno.

Por estar en juego principios muy significativos para el funcionamiento democrático, como son los de: transparencia en el financiamiento de los partidos políticos y en el uso de los recursos públicos; claridad y lealtad de la competencia electoral e igualdad de oportunidades a todas las fuerzas que participen en la elección; estimamos oportuno introducir las restricciones señaladas con rango constitucional y con carácter directamente operativo.

La propuesta se inspira en el artículo 64 quater del Código Electoral Nacional (introducido por la Ley Nº 25610); como asimismo en las leyes electorales análogas de Tucumán, Santa Fe y Chaco.

Creemos firmemente que “constitucionalizar” la norma electoral propuesta implica colaborar con la reforma política que exige nuestra sociedad, al tiempo que se procura evitar la manipulación del electorado. En definitiva, por lo expuesto la iniciativa coadyuva al desarrollo de una ciudadanía más plena.

Rubén A. Villaverde

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 344)

HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS:

FUNDAMENTOS

La reforma de la constitución nacional de 1994, incorporó en la Primera Parte, Capítulo Segundo Nuevos Derechos y Garantías y en su 43° la figura del Habeas Data que dice textualmente: “Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”. En el ámbito nacional, el Habeas Data está reglamentado por la Ley Nº 25.326 y el decreto. 1558/01.

Nuestra Ley de Necesidad de Reforma, Nº 9768, estipula en su artículo 1º apartado 17, la incorporación de la acción de habeas data u otra, de protección de los datos personales.
En este sentido, estimo de gran importancia que la reforma de la constitución introduzca el habeas data, que tiene por finalidad proteger derechos constitucionales ante los excesos del poder informático, incorporando las bases sustanciales de la figura y sujeta a reglamentación por ley.

En el texto que propongo introducir, cuando dice: “Toda persona física o sus sucesores, o ideal”, habla que debe establecer la legitimación activa, o sea, habilitar el habeas data a favor de toda persona, física o ideal, los sucesores, que no es una acción popular, sino para el que se sienta perjudicado o sus sucesores y para tomar conocimiento de los datos a ella referidos, pudiendo actuar el Defensor del Pueblo, en caso que nuestra nueva constitución así lo habilite, en forma coadyuvante. En cuanto a la legitimación pasiva la tienen los registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, quedando fuera los archivos de mero uso personal, pudiendo ampliarse a los usuarios de dichos registros o bancos y a cualquiera de estos que exceda el uso exclusivamente personal.

La introducción del habeas data a nuestra constitución permitirá a una persona afectada tomar conocimiento de datos, saber para qué o para quién se registran los datos y quién obtuvo los datos, se podrá agregar datos que faltan, corregir información errónea, buscar reserva de datos para que no sean divulgadas a terceros.

Considero vital la trascendencia del habeas data ya que, a través de su figura, los bienes o valores jurídicamente tutelados son el derecho a la intimidad, al honor, a la igualdad, a la verdad y a la dignidad de las personas, y tiende a permitir la toma de conocimiento de información y su finalidad, la rectificación, supresión actualización o confidencialidad de datos.

Antes de terminar con los fundamentos, quiero destacar que resulta indispensable otorgar a las personas una herramienta constitucional de protección ante el poder de los medios y centros de información y almacenamiento de datos.

Por las razones expuestas y las que se agregarán oportunamente, es que solicito a mis pares el tratamiento del presente proyecto.

Luis M. Márquez – Juan C. Almada.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo….: Toda persona física o sus sucesores, o persona ideal podrá interponer esta acción de Habeas Data, que se regirá por el procedimiento que la ley determine, para tomar conocimiento de los datos a ella referidos o sobre sus bienes, su finalidad y uso que de ellos se haga, que consten en registros o bancos de datos públicos o privados destinados a proveer informes. En caso de falsedad o discriminación o contra todo derecho constitucional perjudicado por un archivo o banco de datos, podrá exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos.

Artículo….: No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística ni el secreto profesional. No se podrán registrar datos con fines discriminatorios ni proporcionados a terceros, salvo que tengan un interés legítimo. El uso de la informática no podrá vulnerar el honor, la intimidad personal y familiar y el pleno ejercicio de los derechos.

Artículo……: Ningún juez podrá excusar la denegación de esta acción en el hecho de no haberse sancionado las leyes reglamentarias, debiendo arbitrar las medidas procesales adecuadas, ni negarse a entender en las acciones o resolverlas en violación de los plazos previstos. No podrán los funcionarios o empleados negarse al cumplimiento de la orden judicial respectiva. Si lo hicieren, serán enjuiciados y, en su caso, removidos.

MÁRQUEZ – ALMADA.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 345)

HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS:

FUNDAMENTOS

La Constitución Nacional establece, en su artículo 124, que corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio.

La Ley de Necesidad de Reforma dispone que “en procura de la protección de los ecosistemas, los suelos no podrán ser deteriorados por cualquier tipo de procedimientos, sean estos de índole económica, física u otra forma posible; la ley establecerá las pautas de calidad y salud de los mismos. La exigencia de los tributos en ningún caso podrá provocar el desgaste e insustentabilidad de los suelos, alterando la armonía de la unidad económica”.

La tierra es un bien permanente de trabajo, producción y desarrollo. El Estado debe garantizar su preservación y recuperación, procurar evitar la pérdida de fertilidad y la erosión, y regular el empleo de las tecnologías de aplicación. Es obligación de todos proteger al suelo de la degradación y restaurar la capacidad productiva de las tierras.

El suelo es un sistema dinámico y complejo cuya función no es sólo la de servir como soporte para el crecimiento de las plantas y los cultivos, sino que también es el medio a través del cual éstos toman el agua y los nutrientes necesarios para su desarrollo.

El uso irracional del suelo genera una alteración de sus propiedades que puede hacer que pierda parcial o totalmente su capacidad de cumplir con su función. Este fenómeno de disminución o pérdida de calidad del suelo se denomina degradación.

La erosión es el más grave de los procesos de degradación y se define como la pérdida de las capas más fértiles del suelo y, por ende, de gran parte de sus condiciones para producir. El resultado final de este proceso son tierras improductivas cuya condición es, en la gran parte de los casos, poco menos que irreversible.

El suelo es el principal capital con que cuenta el productor y por extensión, la comunidad toda, especialmente aquéllas que basan su economía en la producción agropecuaria como lo es el caso de varias comunidades de la provincia de Entre Ríos. La responsabilidad de mantenerlo productivo no recae solamente sobre quienes estén directamente vinculados a su uso, sino también sobre aquellos otros miembros de la sociedad que de una u otra manera intervienen o influyen sobre el proceso productivo u obtiene beneficios a partir del mismo.

El estado debe bregar por la armonía entre el desarrollo sostenido de las actividades productivas, la preservación del ambiente y de la calidad de vida. En este sentido es importante destacar que las actividades productivas deben satisfacer las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservar el suelo.

Nuestra provincia debe bregar por la utilización sustentable de la tierra en el marco de políticas sectoriales de desarrollo, con el fin de incentivar, especialmente, el crecimiento de las economías regionales.

Es necesario delinear estrategias integradas a largo plazo que se centren simultáneamente en el aumento de la productividad de los suelos, la rehabilitación, la conservación y el aprovechamiento sostenible de los suelos con miras a mejorar las condiciones de vida, especialmente a nivel comunitario.

Por las razones expuestas y las que se agregarán oportunamente, es que solicito a mis pares el tratamiento del mismo.

Luis M. Márquez

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…..: La tierra es un bien permanente de trabajo, producción y desarrollo. Debe ser objeto de una explotación racional para el adecuado cumplimiento de su función social y económica. El Estado debe garantizar la preservación y recuperación del suelo, procurar evitar la pérdida de fertilidad y la erosión, y regular el empleo de las tecnologías de aplicación.

Artículo……: El estado debe bregar por la armonía entre el desarrollo sostenido de las actividades productivas, la preservación del ambiente y de la calidad de vida, y garantizar políticas sectoriales de desarrollo, con el fin de incentivar, especialmente, el crecimiento de las economías regionales.

MÁRQUEZ

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CLVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 346)

HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS:

FUNDAMENTOS

La Constitución Nacional establece, en su artículo 124, que corresponde a las provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio.

La ley Nº 9768, de Necesidad de Reforma, habilita a esta Honorable Convención Constituyente a brindar rango constitucional a la gestión sustentable de los Humedales del Sistema del Río Paraná, en su tramo medio e inferior y del Río Uruguay, declarándolos libres de construcción de mega-represas hidroeléctricas dentro del territorio de la Provincia.

La República Argentina aprobó la Convención sobre los Humedales (también conocida como Convención de Ramsar) en el año 1991 a través de la sanción de la Ley 23.919, que entró en vigor en septiembre del año 1992 luego de su ratificación. La Convención sobre los Humedales es un tratado intergubernamental aprobado el 2 de febrero de 1971 en la ciudad iraní de Ramsar, relativo a la conservación y el uso racional de los humedales. La Convención entró en vigor en 1975 y en la actualidad más de 100 países de todo el mundo han adherido a la misma.

Es importante citar también, la creación en el año 1992 de El Parque Nacional Pre Delta, con el fin de preservar una muestra de ambientes del Delta superior del río Paraná. Tiene una superficie de 2.458 hectáreas y se encuentra ubicado en el sudoeste de nuestra provincia, a unos 6 Km. al sur de la ciudad de Diamante, y pertenece a la eco-región Delta e Islas del Paraná. Esta eco-región corresponde a los valles de inundación de los trayectos medios e inferiores de los río Paraná y Paraguay, e incluye al Delta del Paraná. Compone un paisaje de islas bajas e inundables.

La posibilidad de declarar a la provincia libre de construcción de mega-represas hidroeléctricas, tiene un antecedente fundamental que fue la lucha encarada por un sector importante de la sociedad civil en contra de la construcción del Paraná Medio, y la posterior sanción de la Ley 9092, luego modificada en su artículo 1º por la Ley 9466, que establece que “se declara a la provincia de Entre Ríos libre de nuevas obras de represamiento sobre los ríos Paraná, Uruguay y Gualeguay, concordantes con las facultades dispuestas en el artículo 1, 5, 41 y 124 de la Constitución Nacional”.

Un dato a tener en cuenta en este sentido es que esta ley, que sancionó el gobierno del Dr. Jorge Busti que se hizo eco del reclamo y la lucha de la sociedad civil, tiene más de 10 años de vigor, sin que ningún gobierno posterior la hubiera derogado y con un total apoyo de la comunicad en general.

En este marco, es importante destacar también que en el informe que las Naciones Unidad ha elaborado vinculado al cambio climático, se destaca que nuestra región será una de las más afectadas. Si a esto le sumamos el impacto que tendría la construcción de mega represas, los daños serían prácticamente irreversibles y afectarían en forma negativa la vida de nuestra gente.

Los ríos son un bien que debemos preservar. El 97% del agua de la Tierra es salada y sólo el 3% restante es agua dulce y factible para el uso humano. Según varios informes que se han divulgado en los últimos años, en muchos sitios la escasez de agua dulce es crítica. En los mismos, se estima que para el año 2025, unos 4 mil millones de personas vivirán en 52 países estresados por la escasez de agua.

Los humedales son ecosistemas bañados por aguas poco profundas, que juegan un rol fundamental en la provisión regular de agua de alta calidad. Además están saturados de nutrientes, y se cuentan entre los sistemas naturales más productivos de la tierra.

Los humedales continentales (ríos, arroyos, lagos, esteros, bañados, pantanos, etc.) cumplen una función vital al filtrar y purificar el agua dulce, devolviéndola “limpia” para el consumo humano. Esto es de suma importancia, máxime cuando más de mil millones de personas carecen de acceso al suministro de agua limpia. Pero los humedales tan sólo pueden ofrecernos agua limpia si los mantenemos sanos mediante un manejo eficaz y sustentable.

La mayor parte del pescado que comemos depende de los humedales en alguna etapa de su ciclo biológico, mientras millones de cabezas de ganado y herbívoros silvestres son sustentados por pastizales de llanuras aluviales.

Los humedales fluviales y costeros tienen un papel irremplazable como áreas de reproducción, desove y cría de los peces de río y de muchas especies marinas. Pero sobre todo como base de la seguridad alimentaria de los pobladores ribereños y pescadores, muchos de ellos de bajos ingresos.

Otro aspecto poco valorado es el potencial turístico de los humedales. A pesar de que algunos de los sitios que atraen al turismo internacional. Algunos de los lugares de mayor valor paisajístico están también en las riberas e islas del valle aluvial del río Paraná en su tramo medio, otro de los más impactantes y extensos humedales fluviales del planeta.

En Sudamérica hay países en los que se ha avanzado más que en otros. El reconocimiento oficial de la Estrategia Nacional de Humedales de Perú, por ejemplo, indica el interés del gobierno y la sociedad civil por los ambientes acuáticos como ecosistemas estratégicos. Otros países han incluido en sus legislaciones la necesidad de reservar los humedales como garantes del recurso agua, y otros tienen legislaciones especiales para humedales particulares, como los manglares o ciertos lagos y lagunas.

En síntesis, las funciones de los humedales son muchas, vitales y variadas, tales como reserva de agua, áreas de reproducción, desove, cría y alimentación de los peces de río y mar, control de inundaciones, estabilización de orillas, atenuantes de los procesos de erosión, purificación de aguas mediante retención de nutrientes, sedimentos y aguas servidas, estabilización del clima como así también el importante aporte que realizan a la conservación de la diversidad biológica y al patrimonio cultural, paisajístico y de las tradiciones ligadas a las mismas.

Defender nuestros humedales y declarar a nuestra provincia libre de construcción de mega represas es, sin lugar a dudas, proteger la calidad de vida de las generaciones que vienen.

Por las razones expuestas y las que se agregarán oportunamente, es que solicito a mis pares el tratamiento del presente proyecto.

Luis M. Márquez

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: El estado provincial tendrá a su cargo la gestión y uso sustentable de los Humedales del Sistema del Río Paraná, en su tramo medio e inferior y del Río Uruguay, declarándolos libres de construcción de mega-represas hidroeléctricas dentro del territorio de la Provincia, y adoptará medidas para una mejor preservación de las áreas individualizadas.

MÁRQUEZ

–A las comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 348)

Materia habilitada: “INCORPORAR EL INSTITUTO DEL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA, COMO ORGANISMO TÉCNICO CON PARTICIPACIÓN CIUDADANA, PARA SELECCIÓN Y ACUSACION DE JUECES Y FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL” -(Ley nº 9.768, art. 1, inciso 35)-

FUNDAMENTOS

Nuestra Constitución Nacional en su artículo 5º establece que el Gobierno Federal garantiza a cada Provincia el goce y ejercicio de sus instituciones, siempre y cuando ésta dicte su propia Constitución asegurando su administración de justicia. Nuestra carta magna provincial consecuentemente ha determinado la forma de designación de jueces y funcionarios del Poder Judicial a través de la exclusiva voluntad del Poder Ejecutivo, con posterior acuerdo del Senado. Este sistema, que rige actualmente, ha sido morigerado en gran parte con la incorporación del Consejo de la Magistratura creado por decreto 39 del año 2.003, con funciones de asesoramiento para con el Gobernador cuando éste debe ejercer su facultad -exclusiva y excluyente- de selección, en la delicada tarea de designación de magistrados.

Por otra parte, hoy nuestra sociedad quiere ser partícipe y protagonista, orgánica y permanente, tanto en las consultas como en las decisiones y en los controles y no sólo en forma ocasional y limitada. Este legítimo reclamo popular ha llegado a exigir una más efectiva y transparente administración de justicia a partir de magistrados capaces e idóneos integralmente, desplazando de esta forma las designaciones realizadas por componendas, nepotismo o padrinazgos políticos.

En cumplimiento de tales objetivos, que responden a un mandato popular más que a un anhelo, se ha institucionalizado el Consejo de la Magistratura en la propia Constitución Nacional y en constituciones y en leyes provinciales. En nuestra Provincia este Instituto funciona desde hace cuatro años, con las limitaciones enunciadas precedentemente. Pero, a pesar de la fragilidad de la norma de creación y de las facultades limitadas, el Consejo de la Magistratura actual de Entre Ríos ha tenido un saldo positivo y favorable: se han cumplido estrictamente con todas las etapas previstas- antecedentes, oposición y entrevista-; se han respetado y atendido las apelaciones e impugnaciones presentadas; se han confeccionado las ternas en tiempo y forma elevándose las mismas al Poder Ejecutivo, quien de igual modo las transfirió al Senado para el respectivo acuerdo. Se ha contado con una importante ventaja: el Gobernador siempre respetó al primero de la terna para la propuesta del cargo a cubrir, y lo hizo a pesar de la facultad que le otorga el decreto 37/ 2.003 de apartarse del orden proponiendo a otro, siempre dentro de la misma terna. De esta manera, se han designado en los cuatro años 58 jueces y funcionarios del Poder Judicial, que ya están ejerciendo sus funciones.

Es bueno recordar que los Consejeros del actual Consejo de la Magistratura trabajan “ad honorem” y se trasladan al interior de la Provincia a tomar las entrevistas, que son públicas, en las propias ciudades donde existen los cargos vacantes a cubrir.

Párrafo aparte merece la integración del propio Consejo entrerriano con características totalmente distintas a los demás. El Decreto 39/2.003 previó la composición con integrantes provenientes del Colegio de Abogados; de la Asociación de Funcionarios Judiciales; de las Unidades Académicas, Facultades de Derecho de Paraná y Santa Fe, de la Sociedad Civil, Organismos no Gubernamentales (ONG) y de la Asociación de Empleados Judiciales (AJER). Se excluyó a los representantes de los poderes Ejecutivo y Legislativo. Esta peculiar composición, innovadora por lo novedosa, tuvo ventajas importantes: estableció una suerte de equilibrio, y más aún en la etapa de la entrevista, a la hora de evaluar integralmente a los candidatos, e infundió, para la sociedad o los propios participantes, amplia confianza.

Para pergeñar acabadamente este instituto y consagrarlo con rango constitucional, es fundamental haberlo experimentado durante un tiempo suficiente. Esa es la ventaja que tenemos hoy y aquí y que no tuvieron otras Provincias, como por ejemplo la Provincia de Córdoba, que reformó su Constitución en 1.987: los cordobeses perdieron la oportunidad histórica de afianzar la justicia, y posteriormente, en 1.999, ante reclamos sociales reiterados, se dictó la ley 8.802 creando el Consejo de la Magistratura para asistencia del Poder Ejecutivo en la designación de jueces. Nuestro conocimiento empírico en la materia nos lleva hoy a elevar una propuesta superadora y definitiva, con una composición del órgano ajena a toda manifestación “corporativista”, que de incluirse, distorsionaría el funcionamiento mismo del Poder Judicial. Asimismo, proponemos una ampliación de funciones y una elevación directa de los candidatos electos al Honorable Senado de la Provincia.

Para una mayor comprensión de este proyecto, es acertado y conveniente tener en consideración la normativa sobre la materia que establece el art. 114 de la Constitución Nacional y los artículos 115, 116 y 117 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Por todo ello, proponemos:

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…: El Consejo de la Magistratura se integra con nueve miembros titulares, con sus respectivos suplentes, elegidos de la siguiente forma:

1. Dos abogados elegidos por sus pares con domicilio real en la Provincia de Entre Ríos y matriculados en la misma.

2. Dos jueces del Poder Judicial de la Provincia excluidos los miembros del Superior Tribunal de Justicia, elegidos por el voto directo de sus pares.

3. Dos integrantes de la Asamblea de la Sociedad Civil, con personería jurídica, elegidos por el voto de sus pares.

4. Dos abogados profesores titulares regulares de cátedras universitarias de facultades de Ciencias Jurídicas, de mayor provisión de profesionales a la matrícula, con domicilio real y profesional en la Provincia.

5. Un representante elegido por la Cámara de Diputados con el voto de las dos terceras partes del total de sus miembros. Duran en sus funciones cuatro años y no pueden ser reelegidos sin un intervalo de por lo menos un período completo. Designan su presidente y tienen las mismas incompatibilidades, inmunidades y remuneraciones que los Jueces de Primera Instancia. Son removibles por juicio político en forma de ley.

Artículo…: Salvo las reservadas al Superior Tribunal, sus funciones son las siguientes:

1. Seleccionar mediante concurso público de antecedentes, oposición y entrevistas a los candidatos a la magistratura y al Ministerio Público con excepción de los Miembros, Fiscal y Defensor del Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos.

2. Proponer a la Honorable Cámara de Senadores de la provincia los candidatos a Jueces y al Ministerio Público.

3. Recibir las denuncias contra los jueces y los integrantes del Ministerio Público.

4. Formular la correspondiente acusación ante el Jurado de Enjuiciamiento. Artículo…: El Consejo de la Magistratura decide sobre la integración de los jurados de los concursos. Estos se conforman por sorteos en base a las listas de expertos confeccionadas por el Superior Tribunal de Justicia, por el Colegio Central de Abogados de la Provincia y por las Facultades de Ciencias Jurídicas de mayor provisión de profesionales matriculados en la Provincia.”

PESUTO – MARTINEZ (Marciano)

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro 349)

Materia habilitada: “INCORPORAR EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACION PÚBLICA”- (Ley 9.768, art. 1, inc. 23)

FUNDAMENTOS

Los Convencionales tenemos la función indelegable, otorgada por mandato popular, de analizar, discutir, aprobar o rechazar los temas habilitados para esta reforma. Pero bajo una excluyente condición: debemos hacerlo siempre con la participación de la comunidad social y política de los entrerrianos, en quienes descansa el poder originario.

Por esta razón, hemos reiterado que la nueva Carta Magna que se consagre debe tener la impronta de la participación popular real, efectiva, posible e inmediata.

En esta línea creemos que es fundamental el derecho que cualquier ciudadano tiene, para conocer como los funcionarios manejan los asuntos públicos. Este derecho de acceso a la información pública está internacionalmente reconocido como un derecho humano y en nuestro país tiene jerarquía constitucional.  Sin embargo, son pocos los que saben de su existencia y muchos menos los que lo ejercen. Entre los pocos que lo hacen podemos contar a algunas organizaciones no gubernamentales, estudiantes o docentes, para proyectos o estadísticas académicas, o determinados grupos políticos. Ni siquiera el periodismo lo lleva a cabo.

A su vez, el derecho a la información pública es un medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos. Su culminación está en el derecho a la participación política, a la transparencia y a la vigencia de un estado de derecho democrático. Es, también, un importante límite a la exclusividad o monopolización de la información por parte de los Estados, de los partidos políticos o de grupos corporativos estatales. En suma, se trata de limitar el poder del gobierno de turno, promoviendo la equidad desde el poder popular originario.

En nuestro país la normativa vigente comienza, sin dudas, con la consagración que nuestra Constitución Nacional hace en el art. 75 inc. 22 cuando otorga jerarquía constitucional a los Tratados Internacionales, en los que el derecho a la información pública es expreso y taxativo. Esta norma superior tiene operatividad directa en las jurisdicciones provinciales. A pesar de esto los textos provinciales en distintas reformas han soslayado esta cuestión, con excepción de la Constitución de la Provincia de Chubut, que lo incorpora en su artículo 13. Ha sido necesario recepcionar este instituto en las legislaciones más modernas mediante leyes o decretos. Pero lo que pretendemos al proponer una definitiva norma constitucional, además, es evitar, ante la eventual denegatoria, un trámite administrativo siempre engorroso de excesivo rigor formal que en modo alguno se compadece con los enunciados prioritarios de “participación ciudadana” que venimos proclamando.

Por ello proponemos la siguiente redacción:

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez

“LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…: Toda persona tiene derecho a solicitar y a recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna en forma irrestricta, informal y gratuita y en término perentorio, de cualquiera de los poderes del Estado, así como de los entes, empresas u organismos en que el Estado tenga participación. El principio es la publicidad de toda la información pública. La denegatoria o mora en suministrar la misma admitirá la interposición de la acción de amparo”.

PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano).
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 350)

MATERIA HABILITADA: “INCORPORAR LA ACCION DE HABEAS DATA, U OTRA, DE PROTECCION DE LOS DATOS PERSONALES”. (Ley 9.768, art.1, inc. 17)

FUNDAMENTOS

Desde el sólido retorno de la Democracia hasta nuestros días, se reafirman los derechos individuales y colectivos en todos los ámbitos. Pero también la acelerada expansión de las comunicaciones y sus múltiples derivaciones, hacen necesario proveer a la seguridad de las personas en su integridad, lo que desde ya incluye la protección o resguardo de cualquier información referente a su individualidad y su entorno familiar o social. Y en virtud de rescatar el protagonismo del ciudadano, eje principal y nervio motor de la sociedad, se hace imprescindible ratificar sus derechos protegiendo su buen nombre y honor, su imagen o su intimidad, concretamente, el derecho inalienable que cada titular tiene a conocer los datos relacionados con su propia persona, y el derecho a requerir su rectificación, actualización o supresión.

Este derecho es por naturaleza extensivo a los herederos con relación a la información personal sobre sus causantes y sus familiares directos, debe ser de acceso gratuito y los responsables estarán obligados a contestar en un plazo perentorio. Sin dudas la legislación vigente en la materia ha entendido que la situación fáctica de poder acceder en forma directa a los registros de bancos de datos personales, contribuye a simplificar el ejercicio de un derecho inalienable, evitando litigios innecesarios y aplicando en modo práctico la economía procesal.

En este sentido nuestra Constitución Nacional crea el instituto en el art.43, 2da. Parte y es regulado extensamente en la Ley Nacional nº 25.326.

La Constitución de la Provincia de Córdoba en su art. 50 lo incorpora dentro de las garantías de privacidad.

Proponemos para esta acción de hábeas data la siguiente redacción:
Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo… : Hábeas Data: Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos referidos a ella y de su finalidad, asentados en: archivos, registros, bancos de datos u otros medios técnicos ó informáticos, sean públicos o privados, destinados a expedir informes, a los efectos de garantizar su protección, rectificarlos, suprimirlos o actualizarlos. Estos datos no podrán ser suministrados a terceros. Lo precedentemente dispuesto es también aplicable a los datos relativos a las personas de existencia ideal”.

PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano).
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 351)

SISTEMA DE PLANEAMIENTO Y CONTROL DE GESTION CON PARTICIPACION CIUDADANA.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. … El Poder Ejecutivo creará un organismo integrado por los titulares de los Ministerios y Secretarias que tendrá como objeto planificar la gestión gubernamental, determinando el objetivo, la prioridad y el ritmo de ejecución de cada una de las decisiones gubernamentales adoptadas.

Junto al Planeamiento, creará un Sistema de Control de Gestión para evaluar el cumplimiento de lo planificado. Este deberá comprender una medición oportuna, cualitativa y cuantitativa de la verificación entre lo proyectado, con la realidad ejecutada, a los fines de adoptar las medidas pertinentes.

El Control de Gestión lo realizará personal administrativo jerárquico conjuntamente con representantes de organizaciones civiles no gubernamentales, inscriptas en un registro que se establecerá a tal fin y que tengan la idoneidad suficiente según la naturaleza de la decisión gubernamental a controlar.

PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

El Planeamiento es propio de toda organización ejecutiva, que permite saber donde se quiere estar y a partir de donde se está, prever como van a evolucionar las variables relevantes que permitan alcanzar el objeto planificado.

Existe una doctrina predominante que establece que el planeamiento debe estar a cargo del órgano ejecutor. Es el ejecutor el que planifica su quehacer, razón por la cual el organismo a cargo del Sistema de Planeamiento estará integrado por los titulares de los Ministerios y Secretarias, obviamente, presidido por el Poder Ejecutivo.

El Control de Gestión es una actividad imprescindible al punto que no existe planeamiento sino hay control. El control asegura la efectividad de la ejecución a partir de una permanente medición cualitativa y cuantitativa de lo planificado con la ejecución real.

Es fundamental que en el Control de Gestión participe la sociedad civil a través de representantes de organizaciones y entidades de todo tipo que tengan competencia e idoneidad en la materia objeto del control.

Los que realicen el Control de Gestión se les debe dar la suficiente jerarquía y peso en la organización gubernamental como para impulsar medidas correctivas que permitan cumplir con el objetivo. Esta es la razón para que intervenga la sociedad civil, la que no está sometida a ninguna relación de subordinación jerárquica y puede opinar, en consecuencia, sobre la base de la idoneidad y de la buena fe.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Control del Estado.

CLXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 352)

PROYECTO CREANDO EL CONSEJO ECONOMICO Y SOCIAL DE ENTRE RÍOS.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art…..: El Consejo Económico y Social de Entre Ríos es un órgano de naturaleza consultiva de las autoridades estatales, dotado de autonomía técnica y de gestión, que integra la participación popular en la formulación y recomendación de políticas publicas orientadas a impulsar el desarrollo económico y social de la provincia.

Emitirá recomendaciones y opiniones fundadas sobre la base de la idoneidad, eficacia, transparencia y buena fe, las que no serán vinculantes ni obligatorias para las autoridades del Estado Provincial y de los Municipios y serán aprobadas, como mínimo, por el 60% de la totalidad de los miembros.

El Consejo puede ser consultado por las autoridades y, de oficio, debe emitir recomendaciones al Estado respecto de leyes y decretos o de propuestas de programas y actos que tengan especial trascendencia en el desarrollo económico y social del Estado.

Cuando el órgano estatal no acepte cualquier recomendación u opinión, debe contestar por escrito en un término de treinta días hábiles, dando la razón fundada por la cual no aceptó lo expresado por el Consejo.

El Consejo Económico y Social estará integrado por 30 miembros e igual número de suplentes. Cinco consejeros por cada uno de los siguientes sectores, elegidos por consenso entre las organizaciones más representativas:

a)Por el sector del trabajo; b) Por el sector empresarial, industrial y de comercio; c) Por el sector de las actividades agropecuarias; d) Por el sector académico; e) Por el sector de los profesionales universitarios; f) Por el sector de entidades que tengan como objeto prestaciones sociales y culturales.

Podrán ser Consejeros los entrerrianos nativos y los que tengan una residencia mínima de 5 años previa a la designación -mayores de 21 años-. No podrán ser Consejeros los que hayan participado como candidatos a un cargo de elección popular, en la conducción de un partido político o haber sido funcionario público estatal en los últimos 3 años previos a la designación.

El cargo de Consejero es honorífico, sin perjuicio de reconocimiento de gastos y no tendrán calidad de funcionarios o empleados públicos derivado de su participación en este órgano.

El Estado Provincial adoptará las medidas pertinentes, en tiempo oportuno para dotare al Consejo Económico y Social de todo lo necesario para su funcionamiento.

El Consejo Económico y social dictará su reglamento por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros como mínimo.

PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano).
–A la Comisión de Control del Estado.

CLXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 353)

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL (CAJA DE JUBILACIONES DE PROFESIONALES UNIVERSITARIOS).

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art…..: La Provincia de Entre Ríos reconoce y asegura la existencia y el desenvolvimiento de organismos de previsión y asistencia social, ya creados y a crearse, destinados a los profesionales universitarios y su grupo familiar, domiciliados realmente en territorio provincial y fundados en los principios de solidaridad y proporcionalidad entre aportes y beneficios.

PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

La Provincia de Entre Ríos ha sido pródiga en crear organismos de previsión y asistencia social destinados a los profesionales universitarios y existe una importante experiencia al respecto.

Debemos enumerar a las Cajas de Jubilaciones de Abogados, Ingenieros, Escribanos, Contadores, Médicos Bioquímicos y demás profesionales de la Salud, entre otros, lo que permite que los aportes sean manejados por los propios profesionales y las inversiones se realicen en la Provincia, lo que constituye un aporte considerable para el desenvolvimiento económico de Entre Ríos.

En la Reforma Constitucional de 1994, se llevó a cabo en Paraná, en el ámbito físico donde funcionó la Cámara de Senadores de la Confederación Argentina, una reunión general entre dirigentes de las entidades previsionales de todo el país y Convencionales Constituyentes, reunión en la que se concertó el contenido del artículo 125 de la Constitución Nacional que estableció que las Provincias podían conservar los organismos de la Seguridad Social para los profesionales, evitando así la supresión de las Cajas Provinciales, lo que obligaba a inscribirse en un sistema nacional.

Los principios de solidaridad y proporcionalidad entre aportes y beneficios son los propios de un sistema de esta naturaleza.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 354)

PROYECTO DE REFORMA PARA AGREGAR AL ART. 2º DE LA CONSTITUCIÓN PROVINCIAL.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. 2º: ….Los Departamentos son descentralizaciones administrativas para ejecutar las políticas, planes y programas del Poder Ejecutivo y demás autoridades provinciales. En cada Departamento se designarán Directores o Jefes de cada área administrativa, los que dependerán directamente de la conducción central, según la estructura administrativa que se establezca. No existirá en los Departamentos autoridad política de ninguna naturaleza.

Todo Departamento a crearse deberá tener una población mínima de 75 mil habitantes y la sanción de la ley necesitará dos tercios de los miembros de cada Cámara, incluido el voto favorable de los Senadores departamentales cuyos territorios sufran variaciones con motivo de la creación.

PESUTO – MARTINEZ (Marciano).
FUNDAMENTOS

En la historia de Entre Ríos, los Departamentos se formaron alrededor de las ciudades fundadoras y la enumeración existente en el artículo 2º es un reconocimiento hacia ellas y a sus ámbitos rurales por la importancia que tuvieron en la gesta militar y política de la Provincia.

En la actualidad, el Departamento es una descentralización administrativa que tiene además una expresión política en la Legislatura provincial al elegir un Senador.

Desde 1970 en que surge el Departamento Federal, existe una tendencia a seguir creando departamentos a partir de los Municipios. Esta tendencia a la división del territorio entrerriano obedece a numerosos intereses que no siempre están caracterizados por la razonabilidad administrativa o política.

Este proyecto tiene como fundamentos impedir la proliferación de los Departamentos, por lo que su creación estará subordinada a condiciones objetivas, como lo es un quórum agravado para la sanción de la ley de creación, el voto favorable de los Senadores que representan a los Departamentos en los que se creará el nuevo y una población mínima de 75 mil habitantes.

El número de Senadores es importante porque hace a la gobernabilidad y la existencia de Departamentos con poca población provoca desigualdades ostensibles en una Cámara donde existe paridad en la representación.

Crear instituciones políticas en cada Departamento es de imposible realización porque la competencia colisionaría con la competencia de los órganos provinciales y con la de los municipios.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.
–A la Comisión de Régimen Municipal.

CLXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 357)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

Artículo 1º: Modifícase el artículo 159 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el que quedará redactado en los siguientes términos:

Tratamiento:

Art. 159:

Los miembros del Poder Judicial tienen el siguiente tratamiento:

1 - Los miembros del Superior Tribunal de Justicia: "Señor ministro";

2.- Los miembros de la Cámara: "Señor juez de Cámara";

3.- Los demás jueces: "Señor juez".

Artículo 2º: De forma.
MONGE – CEPEDA – VILLAVERDE – ALLENDE – ARRALDE – BRASESCO – GUY – DE PAOLI – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:


La prescripción constitucional  vigente en el artículo 159, en cuanto establece el trato de “Excelencia” para el Superior Tribunal y cada uno de sus miembros y el de “Señoría” para los jueces de primera instancia, se trata de una norma anacrónica respecto al tratamiento de los Magistrados judiciales  que no requiere de mayores fundamentos en cuanto a la terminología actual.- Resulta más propio dentro del Estado de Derecho y de los principios republicanos,  que los ciudadanos, justiciables y/o cualquier otro funcionario, cuando se dirigen a los referidos  integrantes del Poder Judicial antepongan el vocablo “Señor” al cargo de que se trate sin otro aditamento o consideración. De igual forma deberá consignarse  en los actos escritos realizados por los miembros del Poder Judicial.


Por las razones expuestas, dejamos interesada la presente iniciativa, impetrando de nuestros colegas la consideración favorable del presente proyecto.

Jorge D. Monge – Silvina Cepeda – Rubén Villaverde – Clidia A. Allende – Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Griselda L. de Paoli – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 358)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CAPITULO.     -DEFENSORIA DEL PUEBLO
Art.  .-  La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e independiente con autonomía funcional y autarquía financiera. No recibe instrucciones de ninguna autoridad. 

Tiene como misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos y demás derechos e intereses individuales, colectivos y difusos, tutelados en la Constitución Nacional y en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y las leyes que fueren su consecuencia, frente a los actos, hechos u omisiones de la administración o de prestadores de servicios públicos.

Tiene iniciativa legislativa y legitimación procesal. Puede requerir de las autoridades públicas en todos sus niveles la información necesaria para el mejor ejercicio de sus funciones sin que pueda oponérsele reserva alguna.

Está a cargo de un Defensor o Defensora del Pueblo que es asistido por adjuntos cuyo número áreas y funciones específicas y forma de designación son establecidas por la ley.

Es designado por la Legislatura por el voto de las dos terceras partes del total de sus miembros, en sesión especial y pública convocada al efecto.

Debe reunir las condiciones establecidas para ser Legislador y goza de iguales inmunidades y prerrogativas. Le alcanzan las inhabilidades e incompatibilidades de los Jueces.

Su mandato es de cinco años. Puede ser designado en forma consecutiva por una sola vez, mediante el procedimiento señalado en el párrafo quinto. Sólo puede ser removido por Juicio Político.

El Defensor del Pueblo vela por la defensa y protección de los derechos y garantías de los habitantes frente a hechos, actos u omisiones de las fuerzas que ejercen funciones de policía de seguridad local. 

BRASESCO – GUY - ROGEL

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

La incorporación de la figura del Defensor del Pueblo de Entre Ríos a introducirse en la Carta Magna, está habilitada por el Artículo 1° - 22, por la que se declara la reforma de la Constitución provincial.

Esta nueva figura del Defensor del Pueblo, implica una importante innovación en nuestro sistema institucional que cabe considerar en cuanto a sus antecedentes.

La Defensoría del Pueblo se trata de un órgano unipersonal con autonomía funcional y autarquía financiera, cuya designación se origina y decide exclusivamente en la esfera del Poder Legislativo.

El Defensor del Pueblo, es una institución de origen escandinavo, nace en la Constitución sueca de 1.809 donde se lo concibió como un delegado del Parlamento para vigilar el cumplimiento de la legalidad tanto por las autoridades administrativas como por los tribunales. De originaria y completa denominación sueca de “Justitieombudsman”, de donde proviene el conocido vocablo Ombudsman. Un siglo y medio después comienza a generalizarse en otros países, con diversos nombres: Gran Bretaña (Parliamentary Commissioner for Administration), Canadá, varios estados federados de EE.UU., Israel (Controlador del Estado), Francia (Médiateur), algunas regiones italianas (Difensori Cívico), Portugal (Proveedor de Justicia). En España se crea por el artículo 54° de la Constitución y se regula en la ley orgánica 3/1.981 (FERNANDEZ VEGA, José, MARISCAL DE GANTE Y MIRON, Jaime “Diccionario de la Constitución”, ED. Planeta S.A, Barcelona, España, Año 1.983, págs. 109/110).

En nuestro Derecho la conveniencia de constitucionalizar al Defensor del Pueblo en nuestro medio, como una institución de control de la gestión administrativa general fue recomendada por el Dr. Jorge Vanossi. Lo concebía como un delegado del Congreso de la Nación para cumplir la tarea de un operador de la información pública, encargado de recibir las múltiples denuncias respecto al mal o al defectuoso funcionamiento de la función pública por las autoridades.

De modo parecido, la Comisión de Juristas del Justicialismo lo diseñaba como un organismo con autonomía funcional y dependencia técnica del Congreso de la Nación cuyo cometido debía ser “proteger los derechos e intereses públicos de los ciudadanos y de la comunidad, sin recibir instrucciones de autoridad alguna frente a los actos hechos u omisiones de los Poderes del Estado que impliquen el ejercicio ilegítimo, abusivo o arbitrario de sus funciones”. (GARCIA LEMA, Alberto Manuel, “La Reforma por dentro...”, ED. Planeta, Bs. As., Año 1.994, págs. 280/281).

En Argentina, la institución del Defensor del Pueblo fue introducida en la Reforma Constitucional del año 1.994 en su Art. 86°, texto que es un valiosos antecedente a tener en consideración.

Con posterioridad, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sanciona y consagra su Constitución en fecha 30 de septiembre de 1.996 siguiendo los lineamientos y principios de que ilustra su texto. Sanciona en el Artículo 137°. El texto que consagra esta Constitución  es quizás el más elaborado y completo de todos los establecidos en las diversas Constituciones locales del país. (ZARINI, Helio Juan, “Constitución Argentina”, ED. Astrea, Coment. a Art. 86° C.N., DEFENSOR DEL PUEBLO, Págs. 334/339).

Los Dres. Daniel SABSAY y José M. ONAINDIA, en su trabajo “La Constitución de los argentinos. Análisis y comentarios...”, nos ilustran de que el Defensor del Pueblo “Tiene una misión fundamental de control de la administración del Estado en defensa de los derechos de los ciudadanos, ante el abuso y la ineficacia de la administración.”. Realiza, además, una serie de valiosas consideraciones, que no son del caso considerar porque coinciden con las relacionadas precedentemente. Ante el tema relativo a las condiciones que deben reunir quien sea designado como Defensor del Pueblo, se destaca que en el Derecho comparado es una constante que la designación recaiga sobre una persona con reconocida solvencia moral y de prestigio jurídico. En casi todos los países se han escogido abogados para el cargo o, al menos, personas relacionadas con las Ciencias Jurídicas. En general, se le imponen al Ombudsman incompatibilidades que tienden al no ejercicio de cargos electivos o políticos, a la no realización de actividad política ni sindical, ni asociativa alguna, ni al desempeño de cargos judiciales. Se le otorga plena autonomía y no se encuentra sujeto a orden ni instrucción. Además, señala que se le imponen incompatibilidades que tienden al no ejercicio de cargos electivos o políticos, a la no realización de actividad política, ni sindical ni asociativa alguna, ni al desempeño de cargos judiciales. Se e otorga plena autonomía y no se encuentra sujeto a orden ni instrucción. La única dependencia con el Poder Legislativo es la forma de designación y remoción. Las funciones que se le otorgan imponen su independencia tanto del órgano que lo designa como del que controla. (SABSAY, Daniel A. y ONAINDIA, José M., “La Constitución de los argentinos ...”, ED. Errepar, Bs. As., Año 2.000, págs. 279/281).

Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Control del Estado.

CLXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 359)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º.- Incorpórase al texto constitucional el artículo 31 bis cuya redacción será la siguiente:

Artículo 31 bis.- “Toda persona tiene el derecho de solicitar y recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna de  modo gratuito, informal y en tiempo útil de cualquier poder público constituido o de los entes descentralizados, autárquicos, empresas u organismos en los que el Estado tenga participación o intervención.- El ente  requerido no puede supeditar el suministro de información pública al previo cumplimiento de requisitos formales que no sean los estrictamente necesarios para identificar el peticionante y el objeto concreto del informe solicitado.- En el ejercicio del derecho de acceso a la información pública deberán preservarse el secreto del Estado y la seguridad pública. Toda mora o denegación en el suministro de información torna expedita la vía del amparo”.

Artículo 2º.- De forma.

ARRALDE

FUNDAMENTOS

La constitucionalización del derecho de acceso a la información pública constituye un imperativo del moderno Estado de Derecho y una exigencia republicana que eleva la calidad institucional entrerriana.- Es que la información amplia y sin restricciones de los administrados es el único modo de garantizar la existencia de un régimen democrático con la activa participación de la ciudadanía.

Su reconocimiento como derecho humano se halla en numerosos instrumentos de derecho internacional –algunos de ellos incorporados a la Carta Federal por vía de la Convención Reformadora de 1994- tales como la Declaración de la UNESCO del año 1978, la Convención Internacional de la Lucha contra la Corrupción del año 1996 suscripta por los Estados signatarios de la OEA, el art. 13.1 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 19.2), y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, entre otros.- Valga –a modo de guisa- enunciar algunas normas del Derecho Constitucional Provincial que tímidamente aceptan de un modo expreso tal derecho, como las Constituciones de Córdoba, Buenos Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; en tanto que en otras Cartas Provinciales el derecho de acceso a la información pública se infieren de un modo implícito del principio de publicidad de los actos de gobierno o del derecho civil de peticionar a las autoridades, como son los casos de Mendoza, Santa Fe y nuestra propia Entre Ríos.- La excepción a esta prejuicio normativo lo constituye el caso de Chubut donde la mentada cláusula esta sintética y efectivamente consagrada. 

No basta con recordar que tal derecho existe igualmente –ya por la incorporación al texto constitucional nacional de los Pactos Internacionales que lo reconocen expresa o tácitamente, ya por tratarse de un derecho o garantía no enumerado que se consustancia con el sistema republicano de gobierno y la soberanía del pueblo- si no le damos un diseño propio y contornos singulares a la figura evitando desnaturalizaciones por la vía de leyes reglamentarias.

La inclusión de este derecho subjetivo constitucional permite un eficaz contralor del soberano sobre la gestión del Estado en una instancia de participación primaria de la ciudadanía, de vital importancia para asegurar la vigencia del Estado de Derecho.

El diseño operativo que hemos querido asignarle a la figura pretende conciliar su reconocimiento expreso con un ejercicio práctico, eficaz y expeditivo del mismo, evitando de este modo que el poder legisferante infraconstitucional le introduzca mayores recaudos que entorpezcan u obstaculicen en los hechos su ejercitación, de tal modo que a la Legislatura le resta la fijación de la razonabilidad de los plazos para proveer la información requerida y los límites de las razones de Estado comprendidas en el sigilo o reserva que compromete la seguridad pública erigida aquí como una única y muy acotada restricción que exceptúe el deber de informar que pesa sobre el Estado moderno.
Juan C. Arralde

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 360)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°.- INCORPORASE al Art. 81 de la Constitución de la Provincia el siguiente inciso:

“inc….): DICTAR las leyes que aseguren la autonomía y autarquía de las universidades provinciales. Tal régimen autonómico conllevará inexcusablemente la competencia de tales universidades para organizarse con arreglo a los estatutos que ellas se dicten, debiendo asegurarse su autogobierno y el de sus facultades  ó unidades académicas conformando sus órganos de gobierno con participación en ellos de los distintos estamentos universitarios, como asimismo la de designar a sus autoridades, docentes y personal, el que estará sujeto a los derechos y obligaciones  que emerjan de las normativas legales, estatutarias y reglamentarias acordes a la naturaleza de la función académica que deben desarrollar y al ajuste de las mismas a las leyes nacionales  que deban observarse, incluyendo la fijación de su régimen disciplinario, todo sin intervención de la Legislatura ó el Poder Ejecutivo. Las resoluciones dictadas por los órganos respectivos por las vías administrativas que instrumenten sus estatutos solo serán  susceptibles de revisión judicial y las económico-financieras y la inversión de sus recursos estará sometida al contralor de los organismos ordinarios de control de la provincia”.-

ARTICULO 2°.- INCORPORASE a las disposiciones transitorias el siguiente artículo:

ARTICULO…..) Si la Legislatura no dictare la legislación atinente al aseguramiento de la autonomía y autarquía universitaria dentro de los seis meses desde la vigencia de esta reforma constitucional, deberá hacerlo el Poder Ejecutivo en forma provisoria.-

CARLÍN – ROMERO – FEDERIK – KUNATH – BUSTI.
FUNDAMENTOS

La UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE ENTRE RÍOS y sus facultades y/o  unidades académicas constituyen una realidad en Entre Ríos, no descartándose la posibilidad futura de crear otra/s. Ello impone asegurar el régimen autonómico  y autárquico universitario, con ajuste al sistema que ha logrado acuñarse desde la Reforma de 1918 y que recepta el art.75, inc.19,  4ta parte, in fine, de la Carta Federal.

Las singularidades de las universidades imponen la necesidad de preservar su autogobierno, con intervención en el mismo de sus diversos estamentos, el dictado de su normativa específica, incluso en el orden académico, docente y de personal, a cuyo ajuste deben someterse, en mérito a las peculiaridades de la actividad académica. Así, por ejemplo, la estabilidad del personal docente y de investigación puede quedar sujeto a la periodicidad de la función; la obtención de los cargos por concurso y con una duración limitada en el tiempo y la sujeción de los profesores a eventuales juicios académicos a cargo de tribunales especializados, los que sustituyen a los trámites sumariales ordinarios.

La autonomía y autarquía universitaria impide la intromisión legislativa o del Poder Ejecutivo en la órbita que les compete a las citadas unidades, sin perjuicio del contralor del gasto por los órganos respectivos y la revisión judicial de sus medidas.-

La necesidad de sujetarse a las normas nacionales sobre la materia se vincula directamente no solo a la habilitación de las carreras respectivas, sino - incluso - a la validez o reconocimiento nacional de los títulos que expida a sus graduados.

Por ello y las razones que se brindarán en su oportunidad nos llevan a interesar la aprobación del proyecto traído.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Julio A. Federik –

Sigrid E. Kunath – Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXIX

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

(Expte. Nro. 361)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

I – Modificar el artículo 90 de la Constitución de Entre Ríos, el que queda redactado de la siguiente manera:

 “Artículo 90.- Cuando se haga la publicación oficial de las leyes de la provincia, se enumerará ordinariamente y, en adelante, se mantendrá la numeración correlativa por la fecha de promulgación.

Será responsabilidad del Poder Legislativo elaborar,  aprobar y mantener permanentemente actualizado  el Digesto Jurídico de Entre Ríos, el que deberá contener las leyes provinciales generales vigentes y su reglamentación. Además se  llevará un Anexo de Derecho Histórico integrado por leyes derogadas y su reglamentación.”

VILLAVERDE
FUNDAMENTOS
Honorable Legislatura:

La posibilidad de modificación del artículo 90 de la Constitución de Entre Ríos está  habilitada por los artículos 1º punto 1 – y artículo 4º punto 6 (a contrario sensu) de la Ley Nº 9768 de declaración de necesidad parcial de la carta constitucional local. Es más, el primero de los dispositivos citados orienta el sentido de la alteración indicando que habrá de ser en lo referido a la publicidad de las leyes.

Hay un aspecto de la publicidad legislativa que particularmente nos interesa constitucionalizar. Es el de la instauración de un Digesto Jurídico que permita facilitar el acceso del especialista, del operador y del ciudadano a la normativa vigente. Y en este punto, la iniciativa se entronca con un aspecto especializado del derecho ciudadano de acceso a la información pública (art. 1º - Punto 23 de la Ley 9768): el acceso a la información jurídica. 

Nos ha parecido que es de una indudable “pertinencia” introducir esta norma en el Capítulo VI de la Sección IV de la Constitución de 1933, dedicado al proceso de “Sanción, promulgación y publicación de las leyes”. En él, los convencionales de 1933 demostraron un gran celo y conocimiento del derecho parlamentario al reglamentar exhaustivamente los procesos de aprobación, revisión, sanción, veto. Promulgación y publicación  de la ley. En ésta última cuestión hasta incluyeron normas de técnica legislativa al disponer la forma de publicación de leyes modificadas (art. 89 C.P.).

De modo entonces, que coronar ese capítulo con un mandato respecto de la necesidad de elaborar y mantener el Digesto Jurídico entrerriano nos parece que completa la materia legislativa constitucional. 

La Provincia de Entre Ríos, según el nomenclador vigente, cuenta con más de 9700 leyes. La cifra permite presumir que muchas de ellas están enervadas por haber cumplido el objeto para el cuál se dictaron; que algunas, que posiblemente figuren en la numeración, quizás carecen de soporte material; que otras quedaron desactualizadas o que hay regulaciones anacrónicas. Además de estas presunciones otros inconvenientes pueden presentarse como los derivados del sistema de derogación implícita o genérica que colaboran con la incertidumbre o aún, con la contradicción normativa. 
Si a esa multiplicidad legislativa sumamos la proliferación reglamentarista del Poder Ejecutivo, advertimos que la cantidad de normas conspira contra su efectividad. Sin pretender atribuir la “anomia” que padece nuestra sociedad a esta cuestión - lo que sería un reduccionismo injustificable - lo cierto es que tampoco colabora.  Es casi imposible conocer íntegramente el derecho vigente y poder cumplirlo cabalmente. O lo que es peor, se sabe que se está compelido a cumplir con algún mandato sin poder determinar qué es lo que realmente dice la ley y cuál es su fundamento. En definitiva, el desorden normativo provoca desconocimiento, desorden y desconcierto. Y a ello hay que oponerle claridad y precisión. 

Las historia del derecho muestra como los riesgos citados fueron advertidos tempranamente por las civilizaciones. Desde el Código de Hammurabi (Babilionia, 1792 – 1750 a.C.), pasando por el Corpus  de Justiniano (534), el Liber Iudiccionrum ( visigodos – 654) o los más cercanos a nuestros antecedentes,  los ensayos españoles de las Ordenanzas Reales de Castilla (1484), la Nueva Recopilación de Castilla (1567), La Recopilación de las Leyes de los Reinos de Indias (1680),  la Novísima Recopilación (1805), etc. o las codificaciones decimonónicas centro-europeas (por ej., Código Civil francés de 1804) la respuesta ha sido la misma. Intentar consolidar y poner orden a las normas vigentes intentando un texto único.

También en el Derecho Patrio hubo preocupación por el tema e iniciativas para remediarlo. Pero la inestabilidad institucional del siglo XIX y las luchas intestinas frustraron su efectividad y difusión. La Constitución Nacional histórica da cuenta del problema al disponer que al Congreso le correspondía “....promover la reforma de la actual legislación en todos sus ramos...” (art. 24). 

En definitiva, el panorama es complejo y complicado. El problema no es sólo entrerriano pero también lo es. En el plano federal la ley 24967,  persigue similar finalidad a la propuesta por nosotros, pero delegando su factura en el Poder Ejecutivo, a través de la formación de una comisión ad- hoc encargada de producir un Digesto; el cuál hasta la fecha no se ha concretado pese a que la ley es de 1998. 

En el ámbito de las  provincias hay varias iniciativas afines, de la cuáles la más exitosa fue la de San Luis que ha conseguido dentro de los plazos prefijados contar con un Repertorio completo de su legislación revisada. 

Tomamos este último modelo para la propuesta puesto que ella, tal como lo imitamos nosotros,  ha colocado la responsabilidad en cabeza del Poder Legislativo que es el ámbito propio para eso (lo que se corresponde con el art. 81º incisos 2º, 5º, 7º, 11º, 12º, 15º, 20º, 21º, 24º, 31º y 32º de la Constitución Provincial). Lo cuál permite la revisión completa y efectiva dado que es la Legislatura quién puede producir las depuraciones, derogaciones y reordenamientos necesarios con total imperium.

Imaginamos que las autoridades de ambas Cámaras podrán constituirse en coordinadores del trabajo revisor y que permitirán la representación de la minoría en la dirección del emprendimiento. También prevemos una instancia de participación extra-estatal mediante la convocatoria a especialistas de distintas disciplinas, ONGs., y juristas que colaboren con la revisión.

Entendemos que la confección del Digesto debe realizarse con ajuste a los recaudos impuestos por una apropiada técnica legislativa cumpliendo etapas imprescindibles de recopilación, unificación y ordenación. Y por supuesto, deberá sujetarse  a los principios de generalidad, legalidad, razonabilidad, certeza, precisión, claridad, integralidad y unidad. 

Además hemos previsto la existencia del  Digesto y de un anexo de Derecho Histórico, compuesto por las normas derogadas y su reglamentación. Además del valor que tienen como antecedentes, pueden servir para la interpretación o para la deducción a partir de ellos de principios generales que constituyan fuentes de derecho (cfr. art. 16 del Código Civil).
En definitiva, será la Legislatura a quién le corresponderá establecer los procedimientos correspondientes para instrumentar la concreción del Digesto Jurídico. 

Si “el derecho vive por su certeza”, la propuesta constitucional que presentamos beneficiará su realización. Esperamos que se vea  traducido en la calidad de la gestión pública en general, de sus operadores estatales y particulares quienes gozarán de un acceso efectivo, transparente y confiable  a las normas vigentes.  De la misma manera, la calidad de la ciudadanía está involucrada en ello,  puesto que un correcto sistema de información de los derechos y deberes individuales y sociales permite ejercerlos más plenamente.

Rubén Villaverde

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 362)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RÍOS SANCIONA:

I - Incorporase como artículos nuevos en la Constitución de Entre Ríos, referidos a la “Igualdad  Real de Oportunidades y Equidad de Género”, los siguientes:

Artículo (…).- El Estado Provincial garantizará en el ámbito público la igualdad real de oportunidades entre la mujer y el hombre, mediante acciones positivas, promoviéndolo en el ámbito privado.

Adoptará la perspectiva de género en el diseño y ejecución de sus políticas públicas de igualdad entre varones y mujeres, las que se elaboraran participativamente, promoviendo la protección integral de la familia.
Artículo (…) Las mujeres y varones tienen iguales derechos civiles, políticos , sociales , económicos , culturales , familiares, reproductivos y sexuales libres de coerción y violencia. Especialmente orientará y educará a los padres sobre la planificación familiar. Ambos tienen iguales derechos y responsabilidades como progenitores. 

Artículo (…) La madre goza de especial protección desde su embarazo y las condiciones laborales deben permitirle el cumplimiento de su esencial función familiar.

El Estado Provincial procurará una cobertura social integral de aquellas madres que sean único sostén familiar y adoptará medidas preventivas, asistenciales especializadas y sancionatorias frente a la  violencia física, psicológica y sexual que se ejerza contra las mujeres.

Artículo (…) Las listas de candidatos a cargos electivos parlamentarios, deben respetar el principio de participación equivalente de género. La lista de candidatos a diputados debe contener obligatoriamente un porcentaje equivalente de un 50 % de candidatos varones y un 50 % de mujeres, efectuando la postulación en forma alternada por cada tramo de dos candidatos hasta el final de la lista.-. Para la elección de senadores deberá proponerse como candidato titular a una persona del género opuesto al que se renueva. El orden de encabezamiento del género de los suplentes deberá invertirse de modo que si un género tiene mayoría en la lista de los titulares el otro género deberá tener mayoría en la de suplente".

Para la elección de candidaturas únicas el suplente será de un género opuesto al del titular.”

ALLENDE (Clidia)
FUNDAMENTOS
SEÑOR PRESIDENTE: 

Proponemos reconocer expresamente en nuestra constitución la IGUALDAD REAL DE OPORTUNIDADES Y EQUIDAD DE GÉNEROS, como uno de los nuevos derechos y garantías a incorporar. La materia se encuentra expresamente habilitada por el Artículo 1º Pto.19 de la Ley Nº 9768 de  Necesidad de reforma de la Constitución de Entre Ríos.- 

Si bien la  reforma de la Constitución Nacional otorgó jerarquía constitucional a los pactos y convenciones de Derechos Humanos,   siendo sus normas de  aplicación inmediata por el Art.75 inciso 22 de la CN y los Art. 5 y 6 de la Constitución Provincial  se juzga conveniente introducir normas  específicas  como mandatos de política pública a las que debe someterse el Estado Provincial  como una forma de hacerlos efectivos en el ámbito provincial.-

La fuente de las prescripciones propuestas se pueden encontrar en:

La Convención sobre la Eliminación de Todas las formas de Discriminación contra la Mujer que constituye la herramienta jurídica que promueve en todo su ámbito la igualdad entre los géneros y el pleno ejercicio de derechos para las mujeres, no obstante, en la práctica y en nuestra realidad las condiciones de vida de las mujeres no se desarrollan en pie de igualdad respecto de la de los varones y en derecho público nacional que mediante diversas leyes  se reconoce la igualdad de género en todos los ámbitos, en  la Convención sobre Derechos Del Niño

En el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, por el que los Estados partes reconocen la necesidad de conceder a las familias la más amplia protección y asistencia posible, especialmente para su constitución (artículo 10).

La Convención sobre los Derechos del Niño, que en su artículo 18 establece que los Estados partes deben poner el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en la crianza y el desarrollo del niño/a. 

El Convenio Nº 156 sobre la "Igualdad de oportunidades de trato entre trabajadores y trabajadoras con responsabilidades familiares" (OIT), aprobado por Argentina en 1986, que en sus artículos 3º, 7º y 8º respectivamente indican las personas con responsabilidades familiares tiene el derecho a desempeñar o aspirar a un empleo sin ser objeto de discriminación y, en la medida de lo posible, sin conflicto entre sus responsabilidades familiares y profesionales", debiendo tomarse todas las medidas compatibles con las condiciones y posibilidades de los Estados, para que estos trabajadores puedan integrarse y permanecer en la fuerza de trabajo, así como reintegrarse a ella tras una ausencia debida a la atención de sus responsabilidades familiares, las que no deben constituir de por sí una causa justificada para poner fin a una relación de trabajo. 

La Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en Beijing en 1995 y la Plataforma de Acción de la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, que receptan la importancia social de la maternidad y la función de los padres en la familia y en la educación de los hijos, que exige la responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto, instando a los Estados Partes a que adopten medidas especiales, tales como: garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de los hombres y las mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos; alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo. Comprometen a los Estados Partes a adoptar todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con las relaciones familiares y en particular a asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos y responsabilidades como progenitores y como adoptantes, en materias relacionadas con sus hijos.

La necesidad de evitar la discriminación de la mujer en la participación política obliga a la adopción de acciones positivas para quebrar la situación de desventaja o desigualdad que tienen las mujeres a la hora de definir la composición de las listas partidarias. Juzgamos que impidiendo la oficialización de listas de uno sólo género se puede conseguir ese objetivo.

Es por todos los fundamentos expuestos que proponemos reconocer expresamente en nuestra constitución la IGUALDAD REAL DE OPORTUNIDADES tanto en lo laboral, económico, social, cultural, en su  participación en la vida política, de salud sexual y reproductiva y EQUIDAD DE GÉNEROS.-

Clidia A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 363)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Sección III: Régimen Electoral y de Partidos Políticos

Artículo 1º.- Incorpórese como artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

Articulo…:

Esta constitución garantiza el derecho de asociación en partidos políticos, instituciones fundamentales del sistema democrático e instrumentos necesarios para la formulación y realización de la política provincial.

La provincia reconoce la vigencia de los partidos políticos a través del otorgamiento de la personería jurídico política, y contribuye al sostenimiento económico de sus actividades.

Los partidos políticos son libres dentro del respeto a esta Constitución, que garantiza su organización democrática representativa y proporcional de las corrientes internas, su competencia exclusiva para postular candidatos a cargos públicos electivos, el acceso a la información pública, la difusión de sus ideas y la publicidad del origen y destino de sus fondos.

La ley reglamentará el régimen de partidos políticos. Los proyectos de reforma de este régimen deberán ser aprobados por la mayoría absoluta del total de miembros de las cámaras. 

HAIEK – ACHARTA – GIANFELICI – DÍAZ – REGGIARDO – SCHVARTZMAN – ZABALA – DE LA CRUZ DE ZABAL

FUNDAMENTOS

“Este proyecto por el cual me propongo fijar normas legales para la organización y funcionamiento de los partidos políticos, así como reprimir la corrupción electoral condenando a sus autores a la infamia y la cárcel, es de sanción impostergable si queremos elevar el nivel de nuestra democracia incipiente, donde con frecuencia triunfa la habilidad desaprensiva y el crudo materialismo”. 

Alfredo Palacios, 1938.

Antecedentes:

Tomando como bandera la deuda pendiente con la organización política de nuestro pueblo, en las palabras de Alfredo Palacios de hace setenta años, es que concebimos y proponemos que esta norma se incorpore al nuevo texto constitucional.

Se encuentra aquí a consideración, por razones de jerarquía normativa, el despacho de la comisión de redacción y el dictamen de la comisión de Participación Democrática sobre regulación de partidos políticos de la 15a reunión, 3a sesión ordinaria, del 22 de julio de la Convención Nacional Constituyente de 1994. 
Esa histórica sesión, que votó los despachos en forma casi unánime, contaba con la representación entrerriana y la del resto de las provincias argentinas que luego reformaron sus constituciones incorporando en términos muy similares el sistema de partidos políticos.

El libro de sesiones de la Convención Constituyente entrerriana de 1933 contiene innumerables menciones sobre partidos políticos, pero curiosamente su regulación fue difusa: sólo la incorporaron al redactar el despacho sobre sistema de representación para la Cámara de Diputados. Otorgaron a la mayoría la representación mayoritaria mínima, y a la oposición una representación proporcional.

En la constitución de 1933, en especial a lo largo del artículo 47, se regulan también cuestiones tales como la participación de los partidos políticos en la mecánica de convocatoria a elecciones complementarias; su control en los mecanismos de designación de autoridades de comicio; y el carácter de la fiscalización en la realización del escrutinio provisorio de las elecciones, entre otras. La cuestión relativa a la garantía de gobierno que deviene del sistema constitucionalizado en 1933 merece un amplio debate, que deberá darse en ocasión de analizarse el sistema electoral entrerriano.

Lo que debe quedar aquí claramente establecido es el deber de jerarquizar en la Constitución estas instituciones de la democracia. Necesitamos reglamentar adecuadamente los partidos provinciales, y para ello definiremos con prudencia las bases constitucionales, en especial en dos aspectos que son liminares al sistema: la democracia interna y el control patrimonial.

De la lectura del libro de sesiones de la convención de 1933 surge el reconocimiento de la trascendencia fundamental de los partidos políticos; en especial en aquel profundo debate sobre el sistema electoral de mayorías y minorías al que Justo Medina, en sus comentarios sobre la reforma constitucional, se refiere en los siguientes términos: “…La oficialización de las listas lleva de suyo al reconocimiento de los partidos. A este respecto, la ley electoral ha venido a subsanar el notable vacío de la Constitución sobre el particular, que si bien operó un sensible progreso al referirse a ellos (...), les destinó un capítulo con tres artículos”.

Situación actual de los partidos políticos:

En todo tipo de sociedad organizada han existido desde siempre, con mayor o menor grado de influencia sobre el poder, grupos de interés y de presión que a través de diversas formas de injerencia han logrado satisfacciones políticas corporativas.

William Allien White señala las dificultades para interiorizarse respecto de dichos grupos cuando, a diferencia de los partidos políticos, gozan de inmunidades especiales y por ello poco conocidas por el público, lo que justifica la denominación de “gobierno invisible”.

De allí la necesidad de reglamentar un régimen de partidos políticos democráticos cuyos actos sean públicos. El derecho público provincial debe reproducir las garantías que depara la constitución dogmática.

Carlos Fayt diferencia claramente los grupos de interés, de presión y de tensión social, según sea que estos tengan fines políticos de influencia gubernativa o cuando estos accionan más allá de la pretensión y petición, a través de otros medios de acción política. Esta distinción resulta curiosa y a la vez reveladora, ya que nos conduce directamente a comprender la diferencia que existe entre nuestros grupos de interés, presión y tensión social, y los partidos políticos, que son las únicas instituciones necesarias para la realización de la política provincial y el desenvolvimiento de la representación política.

Sólo a través de la comprensión de esta cuestión podremos instituir una norma constitucional que permita solventar los partidos más allá de intereses particulares, en su verdadera dimensión sociológica; esto es: sus conductas políticas.

Para la dimensión normológica queda el diseño preciso de un sistema que les garantice nominación exclusiva de candidaturas –lo que fundamentaremos más adelante–, ya que precisamente esto constituirá la real diferencia con los grupos de presión.

Hoy, el sistema de partidos políticos no pasa por su mejor momento. Pero afortunadamente, como fenómeno cambiante, evoluciona e involuciona siempre permeable a su perfectibilidad. Es aquí donde el sentido común del convencional debe apuntar su criterio, a fin de evitar el descenso de los partidos a la categoría de grupos de interés, y fortalecer su ascenso correspondiente retomando el camino de las instituciones públicas como auxiliares del Estado e intermediarios para el bien común; no sólo en la definición que se incorporará a la Constitución, sino también en su norma reglamentaria, que deberá ser una ley de orden público.

Pautas garantistas:

Clasificar los partidos políticos en un marco sistémico no es una tarea sencilla, pero una primera aproximación nos enseña a caracterizar ciertos parámetros o variables, siguiendo la tarea de los autores clásicos como Duverger, Bryce y, más recientemente, Sartori. En primer lugar, el criterio numérico y el carácter probabilístico; en segundo lugar, los factores históricos y sociales de origen; en tercer lugar, los factores ideológicos y programáticos y; en cuarto término, el correspondiente al régimen legal.

Linares Quintana observaba que “hay gente que todavía cree que los partidos políticos existen porque a unos buenos señores se les ocurrió fundarlos. Serían así una especie de invenciones de fuertes, inteligentes y virtuosas personalidades. La verdad es que todo partido político es hijo del desarrollo social, y a la vez influye en el desarrollo social”.

Ubicar los partidos en estos parámetros teniendo en cuenta el descrédito que hoy sufren, nos obliga a sugerir reformas de reposicionamiento como se señaló anteriormente, tomando en cuenta la clasificación clásica aludida.

Sobre el criterio numérico nuestras preferencias se inclinan por el pluripartidismo en Entre Ríos, debiendo establecerse pautas específicas sobre participación en la competencia electoral, porcentaje mínimo de sufragio para participar del sistema electoral de representación, periodicidad en la renovación de sus cuadros dirigentes y otras pautas para evitar la proliferación de partidos sellos.

Sobre los factores históricos sociales debemos tener en cuenta las particularidades de la sociedad entrerriana.

Sobre el factor ideológico y programático de los partidos, entendemos que se debe afianzar el principio de libertad. El status libertatis partidario, en efecto, ha de primar sobre la injerencia estatal en sus actividades, que tiene sus límites en la fiscalización de los aspectos democrático y patrimonial.

Finalmente, el régimen legal debe ser de orden público y debe abarcar todas las cuestiones relativas a su reglamentación, así como lo atinente al doble orden jurisdiccional, tal como fundamentaremos más adelante.

Es necesario establecer como pauta garantista en la constitución entrerriana el reconocimiento del derecho de asociación en partidos políticos, definiéndolos como instituciones fundamentales del sistema democrático.
Y proponemos normarlo como derecho de asociación política, no limitándolo a la ciudadanía de la provincia, ya que entendemos que la Legislatura provincial, sin necesidad de reforma constitucional, puede adjudicar a los extranjeros –en las condiciones debidas–, su incorporación al padrón electoral para elegir candidaturas no sólo municipales como ya se hace, sino todo tipo de candidaturas provinciales, y con ello la posibilidad de su asociación política.

Procuramos con estas bases constitucionales afianzar la democracia interna en un doble orden: para la elección de las autoridades partidarias y para la elección de candidatos a cargos públicos electivos. 

El partido como intermediario entre el pueblo y el Gobierno:

Es necesario incorporar a los partidos políticos como intermediarios entre el pueblo y el Estado para que en las esferas del Gobierno realicen la política provincial. Esto significa ubicarlos en condiciones de transformar las tensiones sociales en normas jurídicas. Esta tarea solo puede practicarse en una democracia liberal, representativa y pluralista, donde estas instituciones gobiernen a través de sus representantes elegidos por el cuerpo electoral de la provincia.

No estamos hablando de partidocracia; estamos proponiendo un sistema orgánico en el que la oferta al cuerpo electoral se realice a través de partidos políticos que comprometan a sus cuadros con sus principios ideológicos. No se trata sólo de organizar y reglamentar modernamente estas instituciones, sino de dejar claramente establecido el mensaje de esta Convención sobre la necesidad de dotar al partido político de esta herramienta para la democracia. Y esto se hace acordándoles exclusividad para nominar candidaturas.

Órgano de control:

La provincia debe reconocer la vigencia de los partidos a través del otorgamiento de su personería jurídico-política, reglamentando un método pragmático de control ideológico. Entiéndase claramente: al hablar de control ideológico nos referimos exclusivamente a la necesidad de garantizar el carácter democrático, no violento y no discriminatorio de las agrupaciones.

Claro que hoy la demanda social apunta por encima esta circunstancia, requiriendo otro tipo de comportamiento de los partidos: les requiere mayor compromiso republicano, les requiere honestidad. Así, proponemos que la Legislatura provincial dicte una norma que contemple toda la gama de temas del régimen de partidos políticos y reglamente asimismo un órgano de control democrático interno y patrimonial preferentemente jurisdiccional.

Así lo incorporamos en la norma como pauta de democracia representativa y proporcional de las corrientes internas, al igual que como garantía de publicidad del origen y destino de sus fondos.

La constitución debe garantizar a los partidos su status libertatis. La libertad de creación sólo esta condicionada por el compromiso de no luchar sobre el sistema, lo que Duverger describe como “partido antisistema". 

Declaramos nuestra preferencia por un órgano jurisdiccional dependiente del poder Judicial de la provincia. Un juez electoral, o en su caso un tribunal electoral con competencia en todo lo relativo al contralor de la vigencia efectiva de los derechos, atributos, poderes, garantías y obligaciones, así como el de los registros partidarios, y sobre la aplicación de todas las disposiciones legales que regulan la vida de los partidos, de sus autoridades, candidatos, afiliados y ciudadanos en general. 

Al órgano debe atribuírsele competencia para el reconocimiento de alianzas y fusiones partidarias; la proyección de los partidos provinciales a los municipios; el control sobre sus cartas orgánicas, declaraciones de principios y bases de acción política; la garantía de protección del nombre; la titularidad de los derechos y poderes partidarios, sus libros, bienes, recursos y el otorgamiento de su personería jurídico-política.

La contribución al sostenimiento económico de sus actividades:

Los modelos de financiamiento solventan las actividades políticas, tanto de los partidos como de sus candidatos en campaña. 

Los aportes tanto públicos como privados o mixtos, según provengan del Estado, de los particulares o de ambos, se combinan con otra forma de financiamiento que debería adoptarse en la provincia y que denominaríamos financiamiento público combinado. Es el que otorga participación al Estado y a los particulares, en el primer caso a modo de exenciones de impuestos, tasas y contribuciones, o reducciones de los mismos, o a través de la deducción de impuestos a particulares con destino a dichas contribuciones.

Otro aporte del Estado al financiamiento de los partidos lo constituyen las franquicias electorales y servicios en general destinados a difusión de plataformas y campañas de proselitismo, así como aportes en dinero efectivo por votos obtenidos, para solventar gastos de impresión de boletas y otros.

Así se hace constar en la norma cuando se reconoce que la Provincia contribuye al sostenimiento económico de las actividades de los partidos políticos.

La democracia y la economía han formado parte desde siempre del sistema representativo. La crítica al sistema de financiamiento público de los partidos políticos está generalmente dirigida a la necesidad de solventar otras tantas instituciones de la República que, más allá de su trascendencia para la vida de la sociedad, no reciben dinero del Estado. Nuestra convicción es que el aporte económico del Estado es un nexo imperativo del sistema representativo, siempre en concordancia con la propuesta de atribuir a los partidos la competencia exclusiva para nominar candidatos, transformándose así el aporte público en una herramienta necesaria de gobierno.

En este sentido se alzan voces que sostienen que las franquicias que reciben los partidos son prebendas que no resultan justificadas, ya que no hay razones éticas que legitimen tal financiamiento por parte de la comunidad. No coincidimos con esto en absoluto: sostenemos, en cambio, que las prescripciones de la Constitución Nacional que postulan financiar a los partidos, como bases del sistema representativo, constituyen suficientes razones éticas legitimadoras.

En la República Argentina las normas federales de financiamiento tienen su origen en el decreto Nº 11.976, de 1945, que se proyecta hasta nuestros días a través de la ley federal número 26215, y deben tener su expresión en derecho público provincial.

Libertad de creación y garantía de organización democrática:

En este aspecto la norma es clara y severa, resulta programática por su proyección constitucional y operativa  al establecer una clara cuestión electoral en la organización interna.

En primer lugar, el significado de la acepción libre no debe ligarse sólo a su creación, sino también –siempre dentro del respeto de la Constitución–, como garantía de libertad para la expresión y difusión de ideas, y el acceso a la información. El sistema de partidos, como ya dijimos, tiene su pilar fundacional en el status libertatis, siendo esta concepción filosófica el fundamento de su vigencia en el sistema.

Es cierto que las constituciones no deben aportar sistemas electorales y sólo deben diseñar temas que permitan oportunos andamiajes legislativos de ingeniaría electoral; pero aquí, en particular al indicar que los partidos deben ser democráticos, consideramos necesario establecer que estas asociaciones políticas deben seleccionar sus autoridades, órganos ejecutivos y órganos deliberativos a través del sistema de representación proporcional, convencidos que sea cual fuere el método que elijan éste representará fiel y proporcionalmente a las minorías. 

Simultáneamente, nos aseguraremos de que por medio de esta prescripción constitucional se evitarán sistemas electorales mayoritarios. No permitirá la Constitución de la provincia la listas completas y las circunscripciones uninominales, prácticas de exclusión de la representación de las minorías. Se alentará en cambio la competencia de líneas internas y de afiliados, lo que prodigará consensos y disensos en la democracia interna.

La democracia interna ya está garantizada en los partidos políticos federales por los artículos 37 y 38 de la Constitución Nacional, los que incluidos en la declaración de nuevos derechos y garantías de la nueva constitución dogmática, comprometen al derecho público provincial.

Obliga igualmente al derecho público provincial todo cuanto ha sido incorporado en la Constitución Nacional proveniente del derecho internacional acerca de los derechos humanos, entendiendo por derechos humanos la omnicomprensión de derechos civiles, sociales y políticos que son consagrados por los tratados internacionales incorporados al articulo 75, inciso 22, como la garantía para el ejercicio de los derechos políticos y a la asociación política.

La democracia de los partidos políticos tiene una proyección interna y otra externa. La competencia para nominar candidatos tiene una doble acepción como lo explica Germán Bidart Campos. Por una parte la de competir –o sea, hacer competencia– y la otra de competer, tener competencia, de lo que concluimos que en la Constitución de Entre Ríos competencia ha de significar hacia dentro competir democráticamente, y hacia afuera la competencia para nominar los candidatos triunfantes a través de una oferta al cuerpo electoral.

El control de financiamiento de los partidos políticos:

El antecedente más importante en esta materia es sin duda la Federal Corrupt Practices Act, de 1907, a través de la cual el congreso norteamericano estableció multas y penas de prisión por contribuciones electorales ilegítimas.

Paradójicamente, nuestros antecedentes tienen como base una sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 12 de noviembre de 1885, que estableció el vicio de nulidad insanable del que adoleció un contrato o estipulación privado sobre candidatura.

Tal como se cita más arriba, las palabras de Alfredo Palacios en 1938 al exponer su iniciativa legislativa sobre estatutos de partidos políticos hacían evidente la urgencia de reglamentar esta cuestión: “Este proyecto por el cual me propongo fijar normas legales para la organización y funcionamiento de los partidos políticos, así como reprimir la corrupción electoral condenando a sus autores a la infamia y la cárcel, es de sanción impostergable si queremos elevar el nivel de nuestra democracia incipiente, donde con frecuencia triunfa la habilidad desaprensiva y el crudo materialismo”.

Los cambios que se han operado en nuestra materia nos remiten a viejos principios que son base del sistema de la democracia representativa. Libertad e igualdad como valores aplicados a los métodos de financiamiento y control, son anexos imperativos del régimen político que quedarán establecidos en nuestra Constitución. Libertad con números ordenados, transparentes y públicos; igualdad a través del Estado aportando por igual, para que todos los partidos puedan financiar sus actividades y así equilibrar la competencia.

Así como fundamentamos la necesidad de que el Estado financie los partidos, creemos igualmente necesaria la obligación de publicitar y controlar sus finanzas, ya que son  parte del poder. Al ejercer dicho poder lo hacen como sujetos auxiliares del Estado, esa es su naturaleza política y, como asociaciones de derecho público no estatal, esa es su naturaleza jurídica.

De esta dimensión trascendente surge la necesidad de control que hoy, a nivel nacional, es practicado por la Justicia electoral con los parámetros de las normas establecidas en las leyes Nº 23.298 y 26.215, contando para tal fin en la estructura jurisdiccional con un cuerpo de peritos auditores contadores.

Entendemos necesario imitar estas normas federales, que podríamos nominar como refuerzo sistémico progresista, a través del cual los dineros manejados por las instituciones político partidarias van encontrando mecanismos de control estatal y ciudadano, y cuyo objetivo se centra en primer lugar en impedir el ingreso a dicho círculo de la economía negra o marginal. Y en segundo lugar en imposibilitar la compra de voluntades que deslegitima la competencia electoral.

La norma reglamentaria de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos ha de establecer el órgano de control y deberá fijar pautas claras, en primer lugar, para la difusión y publicidad en sitios de acceso público de la información sobre el origen y destino de sus fondos, sus balances, sus libros contables.

De esta forma, la Constitución garantiza un régimen del poder visible. Al decir de Norberto Bobbio: “El gobierno del poder público en público que permanece en el tiempo intensamente en momentos de convulsión y de expectación del novus ordo”. Todas las acciones referentes al derecho de otros hombres, cuya máxima no es susceptible de publicidad, son injustas.

Aquí el nexo financiamiento-control-publicidad constituye una tríada garantista de la norma constitucional entrerriana, que es un contundente mensaje al legislador de la provincia.

La Cámara Nacional Electoral, como tribunal de casación constitucional electoral, ha sostenido en su fallo Nº 3010 /02 –en el que aborda la observancia literal de la teleología de las disposiciones que regulan la actividad financiera partidaria–, que con fundamento en la publicidad de los actos de gobierno plasmada en el articulo 38 de la Constitución Nacional debe procurarse un equilibrio razonable entre los recursos que los distintos partidos políticos utilizan en la competencia electoral, su fiscalización y control y la publicidad de los mismos. En especial, se hace referencia al peligro que representa el dinero como fuente de influencia en beneficio de intereses particulares por encima del bienestar general. Así, la Cámara Nacional Electoral inaugura con su doctrina la etapa del efectivo control jurisdiccional del uso y publicidad de los recursos partidarios.
En esta comprensión, el legislador asimilará la norma constitucional y determinará las sanciones correspondientes, desde la suspensión del derecho a percibir fondos públicos o su pérdida por incumplimientos a la norma, hasta las penas de prisión por manejos irregulares, estableciendo un tipo penal de gravedad y trascendencia especial por el orden público involucrado.

Igualmente, el control no sólo debe ser estatal, tal como hemos señalado. El control debe ser además ciudadano, y esto se hace posible través de la publicidad cuando se trata de cuestiones patrimoniales y financieras de administración de fondos públicos y privados que manejan las instituciones que nominan monopólicamente las candidaturas.

Doble orden jurisdiccional:

Finalmente, para dejar fundada la nueva norma, es preciso regular cuestiones de derecho público provincial infraconstitucional que materialicen las disposiciones constitucionales programáticas sin perder de vista las cuestiones de derecho federal.

Los apoderados de los partidos políticos saben que la propia naturaleza institucional de sus asociaciones –que lo son en un cuádruple orden en la mayoría de los casos: nacionales, de distrito, provinciales y municipales –, tienen un funcionamiento interno y externo reglado bajo la jurisdicción y competencia de los órganos de control federales, precisamente por su función simultánea al funcionar en los cuatro ordenes.

Las estadísticas brindan números reveladores: en la provincia de Entre Ríos funcionan 22 partidos de distrito y 3 partidos provinciales.

Los tres partidos provinciales serán destinatarios directos de esta norma, mientras que los 22 partidos de distrito, que a su vez actúan en el ámbito provincial y municipal, mantendrán el régimen federal especial.

El sistema republicano asigna diversas funciones a los órganos del Estado. De allí que las provincias hayan cedido parte de su soberanía en aras de la creación del Estado Federal, y por ello, en virtud de lo dispuesto por el artículo 31 de la Constitución Nacional se impone la supremacía del derecho federal y en consecuencia de sus órganos de aplicación.

En este sentido las 22 agrupaciones políticas de Entre Ríos son a la vez provinciales y de distrito, encontrándose cada una de ellas unidas o confundidas, por obvias razones de orden práctico, en una misma estructura, con iguales autoridades y una misma carta orgánica (cfr fallo Nº 177/85 Cámara Nacional Electoral). El hecho de la identidad de estructuras no se obsta en principio a la aplicación de las normas federales y locales. Así, cuando se trata de actos comunes relacionados con ambos órdenes de partidos, el principio consagrado por el artículo 31 de la Constitución Nacional aconseja estar a la aplicación de las normas federales y su respectiva autoridad de aplicación (cfr Fallo 27/9/83 Corte Suprema de Justicia de la Nación). Es bien conocido que prácticamente todos los actos de organización y funcionamiento de los partidos políticos se realizan confundidos en la misma estructura que representa a todos los órdenes.

Este doble orden jurisdiccional debe ser justipreciado por el legislador entrerriano al reglamentar su norma constitucional, a fin de evitar dispendios burocráticos.

Finalmente, y con la convicción de que estamos aportando instrumentos para la democracia, sostenemos el principio de las mayorías especiales  requeridas para la reforma del sistema tal como lo establece la última parte de la norma. Las mayorías especiales en este aspecto son una creación del convencional constituyente de 1994, incorporadas al artículo 77 in fine de la Constitución Nacional.

Ninguna mayoría pasajera habrá de imponer una reforma al régimen de partidos políticos, sin el necesario consenso, acorde con la importancia de estas instituciones que esperamos de esta forma resguardar.

María M. Haiek – Emiliano Acharta – Dario R. Gianfelici – Carlos C. Díaz – Santiago Reggiardo – Américo Schvartzman – Gregorio D. Zabala – Adriana de la Cruz de Zabal

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CLXXII

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

(Expte. Nro. 364)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCIÓN: Control del Estado

Capítulo…
DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

Artículo…- El Defensor del Pueblo de la Provincia es un órgano unipersonal e independiente que actúa con autonomía funcional y autarquía económica y financiera, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad.
Artículo…- El Defensor del Pueblo tiene como misión fundamental promover, proteger y defender los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses individuales, colectivos y difusos, tutelados en la Constitución Nacional, así como los tratados que la integran y los ratificados por ley, las leyes que en su consecuencia se dicten y esta Constitución provincial, frente a los hechos, actos y omisiones derivados de la administración provincial, entes públicos no estatales que ejerzan prerrogativas públicas y entes privados prestadores de servicios públicos. Además, el Defensor del Pueblo controla el ejercicio de las funciones administrativas públicas.
Artículo…- La Defensoría del Pueblo estará a cargo de un Defensor/Defensora del Pueblo que será asistido/a por adjuntos cuyo número, áreas, funciones específicas y forma de designación serán establecidas por ley.

La reglamentación deberá crear, en el ámbito de la Defensoría del Pueblo:

a) el Centro de Mediación, de carácter voluntario, confidencial y extrajudicial, cuyo proceso de resolución de conflictos será informal y gratuito;

b) el Centro de Defensa de la Salud, que tendrá a su cargo la supervisión de la prestación de servicios de salud pública o privada a fin de garantizar el oportuno y efectivo acceso al mismo.
Artículo…- El Defensor/Defensora será designado/a y removido/a por la Legislatura provincial por el voto de la mayoría especial de la totalidad de los miembros de cada una de las cámaras, en sesión especial y pública convocada al efecto.

Deberá reunir las condiciones establecidas para ser diputado de la provincia y gozará de iguales inmunidades y prerrogativas. Asimismo, le alcanzarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades de los jueces de Primera Instancia de la Justicia provincial.-

Artículo…- Su mandato durará cinco (5) años y podrá ser reelecto por una sola vez, a través del procedimiento detallado en el artículo anterior.-

Artículo…- El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Puede actuar ante la Administración y accionar judicialmente según las normas reglamentarias que a tal fin se dicten, y posee iniciativa legislativa.-

HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL –GIANFELICI – ACHARTA –SCHVARTZMAN.
FUNDAMENTOS

Proponemos la incorporación de un nuevo capítulo al texto de la Constitución Provincial, ubicado entre los Órganos de Control del Estado, Sección Novena Edición Ampliada y Actualizada a 2002 – 2004  Tomo 2 b Editorial ediar, que contiene …. artículos, en el que se crea la institución del Defensor del Pueblo, según lo autoriza la ley 9.768 en su artículo 1, inciso 22. 

La finalidad de esta propuesta es dotar a la sociedad de un órgano extrapoder que se constituya en una herramienta eficaz para la función especializada de control, ya que “por su legitimación procesal, el Defensor del Pueblo está en condiciones de facilitar el acceso a la Justicia de muchas personas que por diversidad de causas (falta de recursos, desinterés, ignorancia, apatía, etc.), nunca promoverían un proceso judicial”(1).

La función del Defensor es la de promover, proteger y defender los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses de los individuos y de la comunidad, especialmente los vinculados a la salud, a la calidad de vida, a los consumidores, a la prevención y conservación del ambiente y a la preservación del patrimonio histórico, cultural y artístico. Esa función se ejerce frente a  los actos, acciones, hechos u omisiones de la Administración pública provincial, centralizada o descentralizada; entes públicos no estatales que ejerzan prerrogativas públicas (Universidades); entes privados con función pública (colegios de profesionales) y entes prestadores de servicios públicos.

En nuestro tiempo, los conflictos entre la Administración y los ciudadanos se ven multiplicados. Frente a esta situación, “los medios tradicionales de protección de los intereses individuales y colectivos de los administrados –representados por los remedios administrativos y jurisdiccionales- se han mostrado insuficientes y hasta impotentes para reparar las múltiples injusticias cometidas por la Administración que, sin embargo, no siempre llegan a constituir comportamientos típicamente antijurídicos.”(2)
Por este motivo resulta necesaria su incorporación al texto constitucional, teniendo en cuenta que el Defensor del Pueblo actuará frente al ejercicio ilegítimo, irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio, negligente, inoportuno de las funciones de la administración pública, o que configuren una desviación o abuso del poder. Su rol es detectar anomalías y comunicarlas a otros órganos de control para el dictado de las medidas correctivas consecuentes, así como también formular denuncias, auditar, citar a testigos o iniciar acciones judiciales (la de amparo, por ejemplo). En este sentido, la actividad del Defensor del Pueblo es de naturaleza tanto preventiva como reparadora.

El Defensor del Pueblo debe ser una figura de prestigio  que asegure independencia funcional, sustentada en suficiente apoyo legislativo para cumplir con la expectativa que lo justifica normati​vamente. Goza de inmunidades y fueros iguales a los de un legislador provincial, pero frente a la Legislatura provincial tiene autonomía e independencia absolutas, ya que no está sujeto a mandato imperativo alguno, no recibe instrucciones de ninguna autoridad y desempeña sus funciones con autonomía. Actúa a nombre propio y por sí mismo; su actividad no es imputable a dicho cuerpo.

La extensión de su mandato está fijado en cinco (5) años, un número impar, para evitar que su elección coincida con los períodos eleccionarios generales. 

La reglamentación de la Defensoría del Pueblo deberá contener, además de los requisitos para la elección de su titular, el proceso a seguir que garantice la transparencia y la aplicación de criterios profesionales y éticos, que concreten la independencia funcional y la autarquía económico-financiera con un presupuesto adecuado para la realización de sus fines.

Esto implica que las disposiciones y los fondos respectivos para su funcionamiento vienen de fuera de su seno. Los debe recibir desde la normativa específica y la ley de presupuesto del Estado provincial, sin que ello habilite a que a través del control de gestión del presupuesto, los poderes provinciales avancen indebidamente sobre la independencia de la que pretendemos dotar al Defensor del Pueblo para el cumplimiento de su función.

Hay quienes interpretan como innecesaria la inclusión expresa de esta garantía en el texto constitucional provincial, sosteniendo que se entiende garantizada de manera implícita dicha autarquía. En los tiempos que corren, sin embargo, no resulta sobreabundante: la inclusión específica de la garantía de autarquía económico-financiera del Defensor del Pueblo tiene su razón de ser en la naturaleza de órgano de control que caracteriza su función, a fin de evitar que la descentralización del poder provincial se vea frustrada en la práctica por una adjudicación presupuestaria escasa o insuficiente para el normal cumplimiento de su función.

La inclusión específica de las garantías de autonomía funcional y autarquía económico-financiera constituye un núcleo infranqueable para los poderes Ejecutivo y Legislativo provinciales, así como también la posibilidad  concreta de realizar judicialmente el reclamo oportuno de respeto a dicha garantía.
Al atribuirle la función de auditoría amplia se facilita y garantiza el correcto ejercicio de contralor dado que, si no la tuviera, se volvería sin sentido su investigación en el ámbito de la administración.

Para el mejor cumplimiento de su misión consideramos necesario dotar al Defensor del Pueblo de legitimación procesal amplia, que supone la facultad de iniciar procesos administrativos y/o judiciales y de tomar iniciativa legislativa, facultad de presentar proyectos de ley ante ambas cámaras legislativas, sin perjuicio del derecho del afectado de hacer lo propio.

La legitimación procesal amplia refiere a todo cuanto hace a cuestiones de su competencia, al igual que en la Constitución Nacional tiene legitimación específica respecto de los “derechos de incidencia colectiva en general” según lo establece el artículo 43; y también legitimación  genérica prevista en el artículo 86, lo que nos permite concluir, con el maestro Bidart Campos, que de esta manera se “abre un espacio procesal muy amplio y digno de interpretación generosa”(3).

La legitimación, por lo tanto, lo habilita para acudir a instancias administrativas, como a toda clase de procesos judiciales y no es necesario que actúe a requerimiento de partes interesadas o por denuncia. Dicha legitimación “no inhibe ni margina la que también incumbe a la parte que dispone de su propia legitimación subjetiva, por lo que a la del Defensor del Pueblo, a la del afectado o de la víctima, y a la de las asociaciones, las damos por compartidas y no por excluyentes recíprocamente.”(4)
Al hablar de la legitimación no sólo hablamos de su significado técnico, sino también de la función político-constitucional de gran trascendencia que representa, que es la de garantizar la vigencia del principio de división de poderes.

La ley que reglamente el funcionamiento del Defensor del Pueblo deberá contemplar la creación de un Centro de mediación, proceso de carácter voluntario, informal, confidencial, extrajudicial y gratuito donde se canalizarán los conflictos planteados.

Asimismo, deberá crear un Centro de  defensa de la salud: tendrá a su cargo todo lo referente a la calidad y gestión para la obtención de una adecuada y eficaz prestación en las diversas fases de la salud. De igual manera, tendrá a su cargo la supervisión de la atención por parte de prestadores públicos o privados de servicios de salud, a fin de garantizar que la atención, acceso y oportunidad a la salud brindada a los ciudadanos sea la adecuada en todo el ámbito de la provincia, y que los planes de cobertura sean brindados en tiempo y forma.

La institución del Defensor del Pueblo fue incorporada por la ley Nº 24.284, complementada por la ley Nº 24.379, como un órgano independiente instituido en el ámbito del Congreso de la Nación, pero fue con la reforma  de la Constitución Nacional de 1994 que se incorporó en nuestra Constitución Nacional, contemplándolo en el artículo 86.

Lo han incorporado también en sus Constituciones provinciales varias Provincias: Buenos Aires, Chaco, Córdoba, Corrientes, Formosa, La Rioja, Neuquén, Río Negro, Salta, Santiago del Estero, San Juan, San Luis, Tucumán, lo introducen en general en sus respectivas legislaturas, como así también la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

La ley que determine su funcionamiento deberá tener en miras el ejercicio imparcial y efectivo de sus funciones; la infraestructura operativa; la colaboración de los controlados; la transparencia en su  designación y un adecuado cuerpo de adjuntos o colaboradores.

La importancia de garantizar la autonomía de esta figura se corresponde con el necesario aumento del control sobre la administración publica en áreas que escapan generalmente a los órganos y procedimientos tradicionales, por lo que aumentará la protección y tutela jurídica de los administrados, “propendiendo así a una más integral defensa de las libertades y derechos fundamentales, no solo los de carácter cívicos, sino también los de índole económica, social y cultural, así como aquellos pertenecientes a la tercera generación , es decir los de  solidaridad social.”

Y como consecuencia fundamental de la creación de la Defensoría del Pueblo, “se logrará una mayor consolidación del sistema republicano, en el que la democracia constituya no sólo un sistema político, sino, principalmente, un sistema de vida.”
(1) Bidart Campos. Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino. Pág. 395

Novena Edición Ampliada y Actualizada a 2002 – 2004 Tomo 2 b Editorial ediar

(2) Jorge L Maiorano. El ombudsman defensor del pueblo y de las instituciones republicanas. Ediciones Macchi, 1987. Pág. 5. 

(3) Bidart Campos. Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino. Pág. 395

(4) Bidart Campos.  Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino. Pág. 395

María M. Haiek – Emiliano Acharta – Dario R. Gianfelici – Américo Schvartzman – Adriana de la Cruz de Zabal

–A la Comisión de Control del Estado.

CLXXIII

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL.

(Expte. Nro. 365)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1.- Incorpóranse los siguientes artículos en la Sección IX Educación Común de la Constitución Provincial:

Art.-..... Autonomía Universitaria. El Estado provincial garantiza la autonomía estatuyente, normativa, política, administrativa y académica, la autarquía económico-financiera y la gratuidad de la enseñanza en la Universidad Provincial. Mediante ley de organización y de base se deberá garantizar la autonomía institucional, la autarquía económico-financiera y la gratuidad de la enseñanza en la Universidad Provincial.

Art.-... El Estado provincial garantiza la gratuidad de la educación superior no universitaria de los institutos estatales dependientes del Consejo General de Educación. La legislación respectiva deberá garantizar este principio.

Artículo 2.- De forma.

HAIEK – REGGIARDO – DÍAZ – ACHARTA – GIANFELICI – SCHVARTZMAN – ZABALA – DE LA CRUZ DE ZABAL.
FUNDAMENTOS

La Ley de convocatoria a esta Convención habilitó la posibilidad de garantizar en el nuevo texto constitucional la autonomía de la Universidad Provincial (art. 1, inc. 42, ley Nº 9768). Por este motivo proponemos la inclusión de dos nuevos artículos en la Constitución Provincial, en la Sección IX sobre Educación; no sólo a los efectos de incorporar la autonomía de la institución universitaria provincial, sino también para extender el alcance de la reforma a la educación superior no universitaria. 

Esto es así por cuanto, al asumir la Provincia de Entre Ríos la decisión de implementar la enseñanza universitaria, ante una reforma constitucional se torna necesario regular las cuestiones básicas que definan, sin margen de duda, el sentido y alcance que se acuerda otorgarle a la educación superior. 

Primeramente nos centraremos en la educación universitaria, y tal como lo establecen los mejores lineamientos en materia educativa a nivel nacional, entendemos que lo que debe preservarse con suficiente perspectiva en el tiempo es el grado de libertad imprescindible con que debe llevarse a cabo el desarrollo académico universitario. Éste debe estar libre de injerencias externas indebidas –ya sean estatales o privadas–, sin perjuicio de la respuesta que debe surgir necesariamente del seno universitario, y que resulta esencial a ese requerimiento de libertad, que es la responsabilidad en el ejercicio de esa libertad, con el compromiso social que ella implica.  

El Estado provincial tiene la obligación garantizar a su universidad su autonomía, su autarquía y, en coherencia con estos postulados, la gratuidad de la enseñanza, al menos al nivel de grado. Se trata, en consecuencia, de dejar establecido como mandato constitucional para la eventual legislación de base en materia universitaria, que tal legislación –como subsistema sujeto a la supremacía de nuestra Constitución–, debe estar signada por la autonomía, y la autarquía.

En este orden de cosas, resulta necesario dejar sentado con la mayor claridad posible cuál es el real sentido y alcance de estos conceptos de autonomía y de autarquía.

La autonomía se refiere fundamentalmente a la condición esencial del ser humano, la que hace a su dignidad como tal, como basamento de su libertad, con todo el margen de fundamentación e interpretación filosófico-política que este concepto permite. Pero autonomía remite también a la capacidad que se otorga a ciertas instituciones para que lleven adelante sus cometidos dotadas de la mayor libertad posible. En algunos supuestos considerando a la institución como un todo, tal como en el caso que nos ocupa, y en otros atendiendo esencialmente al objeto principal que tiene como cometido esa institución. Las primeras constituyen las autonomías institucionales, las segundas las funcionales. 

El debate sobre el alcance del concepto de autonomía es extenso. En este punto, y ante la reforma constitucional provincial, debemos sostener al concepto de “autonomía” como una categoría constitucional concreta, que deberá ser empleada sistemáticamente como tal por parte de esta Convención Constituyente, en una clara definición que permita profundizar el grado, ya regulado, de descentralización del poder en nuestra provincia.

Presentamos así a la autonomía institucional como un concepto jurídico unívoco del que están dotados todos aquellos entes que cuentan con núcleos esencialmente protegidos o libertades definidamente otorgadas; a saber:

1) Constitutiva o constituyente: todas las instituciones poseen la facultad de darse su propia norma constitutiva para establecer fines, derechos y órganos, como sustento de un subsistema de ordenación jurídica propia, siempre sujeto al ordenamiento superior correspondiente.

En este sentido, las provincias dictan sus constituciones, los municipios sus cartas orgánicas, la ciudad de Buenos Aires su estatuto constitutivo, y las universidades nacionales –y en este caso la provincial– sus estatutos.

2) Normativa: todos los entes autónomos están dotados de competencia para sancionar su legislación general y abstracta interna, conforme sus cometidos. Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a través de leyes; los municipios y universidades mediante sus ordenanzas.

3) Política: todas estas instituciones eligen democráticamente sus propias autoridades y se rigen por ellas, tanto en sus órganos deliberativos como administrativos, conforme lo establece el ordenamiento constitutivo, que a su vez cada una de ellas se ha dictado.

4) Administrativa: todas poseen la capacidad de organizar y realizar su actividad y prever los mecanismos de control correspondientes a la misma, siempre conforme al objeto general o especial propio de cada institución.

5) Económico-financiera: se refiere a la facultad para la determinación y recaudación de sus propios sistemas rentísticos, como evidentemente poseen las provincias, los municipios y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Obviamente, las universidades nacionales no poseen esta libertad garantizada a título de autonomía, ni se proyecta para la universidad provincial.

En este caso proponemos concretamente que el Estado provincial garantice la autarquía económico-financiera de la universidad provincial, lo que significa que las disposiciones y los fondos respectivos provienen desde fuera de su seno. Los debe recibir desde la normativa específica y la ley de presupuesto del Estado provincial.

Así como privar o alterar el derecho de las provincias, los municipios o la ciudad de Buenos Aires para organizar su sistema rentístico significaría privarlos directamente de su autonomía, a la universidad se la priva de su autonomía específica si se pretende enviarla a que se procure sus propios recursos, dado que o se afecta el derecho a la gratuidad de la educación, o se pasa a depender sustancialmente de los subsidios o derechos que se perciban de las empresas privadas, con esencial deterioro del objeto específico de esta institución: el proceso de enseñanza, aprendizaje, investigación y extensión a nivel universitario.

En materia económico-financiera, por lo tanto, la universidad debe recibir tanto los fondos como la normativa desde fuera de su seno, pero poniendo especial cuidado en que indirectamente, a través del control de gestión, los órganos provinciales no avancen indebidamente en lo específicamente educativo.

6) Académica: la universidad provincial, como consecuencia de su autonomía institucional especial, goza también de garantía sobre la libertad que hace precisamente a la especialidad de su cometido, centrado en competencias específicas en lo educativo de nivel universitario, sintetizable en lo académico.

En materia de universidades, por consiguiente, se cuenta con esta particular libertad académica, específica conforme a su objeto, que constituye precisamente el fundamento de tal libertad o autonomía, por lo que la universidad tiene derecho a ensayar la búsqueda de la calidad, la excelencia y la pertinencia de la educación según la realidad en que se encuentra inserta, y a desarrollar proyectos académicos de promoción y extensión necesarios para dar respuesta a los problemas que sufre nuestra sociedad.

Con esto estamos manifestando que no sólo se garantiza a la universidad provincial su libertad académica, sino también los aspectos nucleares o esenciales referidos a lo estatuyente, lo normativo, lo político, lo administrativo y su autarquía económico-financiera.

La autonomía, sin perjuicio de importar un proyecto permanentemente abierto –y no exento de contradicción con lo externo y con lo interno–, es a la vez un concepto preciso dentro de una concepción democrática, que implica una equitativa y equilibrada distribución del poder en una sociedad, una definida decisión hacia la descentralización frente a la centralización, a la distribución del poder frente a la concentración del poder, al ensanchamiento de los ámbitos participativos frente al estrechamiento autoritario.

Es, en otros términos, lo contrario a la heteronomía. 

Dispersión y distribución de poder que no es caos ingobernable, pues existe la coordinación. O, en términos educativos, la articulación, que debe ser definida desde la supremacía de esta Constitución e interpretada en los conflictos concretos por el Poder Judicial independiente.

 La autonomía, por lo tanto, es un concepto político institucional al que definimos como una garantía otorgada constitucionalmente a determinadas instituciones para que puedan elaborar sus propias normas de organización y derivadas y regirse por ellas, elegir sus autoridades, darse su administración y poseer su régimen económico financiero, conforme a un marco general y superior. En materia de universidades debe incluirse además la “específica y central libertad académica”, determinante de su calidad de autonomía institucional especial, y retirarse la libertad económico-financiera, garantizando su autarquía, precisamente para no alterar o eliminar la autonomía institucional de la cual gozan. 

Por lo expuesto se hace evidente que lo financiero no constituye una cuestión determinante ni caracterizadora del concepto de autonomía para la institución universitaria.

Tal como señalamos, la autarquía se limita en lo universitario provincial al régimen económico-financiero, posibilitándose de esta manera la concreción de la educación como derecho humano y como bien social; es decir: ajeno, distante y diferente al denominado mercado económico. Esto significa que el Estado provincial debe proveer los fondos globales, necesarios y suficientes para hacer realidad el deber de garantía sobre el normal funcionamiento universitario.

Desde esta propuesta sostenemos, tal como ya hemos expresado, que la Convención Constituyente debe ratificar definitivamente, dándole también alcance a nivel universitario, que la educación pública en nuestra Provincia no es un bien del mercado, librado al juego de la oferta y la demanda, ni tampoco puede quedar como valor de ajuste economicista de ningún plan.
 En este sentido, en congruencia con la autonomía institucional y con la autarquía económico financiera –más allá de que sea un imperativo proveniente de la propia Constitución Nacional–, resulta igualmente necesaria la precisión que defina plenamente las categorías de autonomía y autarquía, garantizando la gratuidad de la enseñanza a nivel superior.

La UADER ha nacido autónoma por definición de su ley de creación, y esta cualidad ha sido instalada hasta en su denominación, lo que refuerza el concepto. No obstante, la autonomía, sin perjuicio de la precisión de su alcance como categoría jurídica, en los hechos siempre es motivo de controversia, de disputa. Entendemos que es innecesario abundar más sobre este particular. 

Destacamos un solo ejemplo para la reflexión. El artículo 206 de nuestra Constitución consagra expresamente que el Consejo General de Educación es “autónomo en sus funciones”. Nos preguntamos y preguntamos: ¿Podemos sostener que, desde su creación –dejando de lado, desde ya, todas las dictaduras–, el Consejo General de Educación haya estado funcionando bajo el sistema de autonomía funcional que previamente hemos caracterizado? 

Una de las misiones principales de esta reforma, en consecuencia, consiste en reforzar la descentralización del poder, sin pérdida de la unidad de Entre Ríos como conjunto territorial, histórico, político, social, cultural y económico, proyectándose al futuro desde renovadas perspectivas, en las que –sin perjuicio de reivindicar la autonomía que a todos y cada uno de los entrerrianos nos corresponde–, la liguemos de modo imprescindible en un proyecto común ecológicamente sustentable, para el que la universidad, liberada de los compromisos innecesarios, tiene mucho que aportar.

Lo expresado pretende poner en evidencia la ambigüedad que encierra todo proyecto de autonomía, dado que ésta resulta absolutamente impracticable en soledad. Autonomía significa la presencia del otro, pero también una definida actitud frente al otro y los otros, ya que en ello se asienta su razón de ser. No se trata solo de tolerarlos: se trata de comprenderlos, de integrarlos, de asumir un proyecto común, necesariamente conflictivo, complejo y de difícil realización, pero posible si además hay una firme decisión política, que es la que recae bajo nuestra responsabilidad proyectar.

Proponemos también garantizar constitucionalmente la autonomía institucional y la autarquía económico-financiera de la Universidad Provincial.

Para ello incorporamos esta concepción protectora que significa que se cuenta con efectos jurídicos precisos: 1) frente al legislador, prohibiéndole alterar el núcleo esencial o duro de la autonomía universitaria; 2) frente al Poder Ejecutivo, prohibiéndole el avance sobre la autonomía universitaria, tanto para constituirse como para normativizarse o elegir sus autoridades o administrarse o ejercer su libertad académica, evitándose también así las injerencias indirectas que podrían darse vía control de gestión presupuestaria; 3) para la universidad, por su parte, al contar con un remedio efectivo; queda legitimada si se siente afectada ante una alteración de las libertades que componen su autonomía para presentarse a la Justicia y entablar la demanda correspondiente según la acción que resulte más eficaz para restablecer el orden jurídico que se entiende afectado.

Precisamos también que si se traspasan por parte del Poder Ejecutivo y de la Legislatura los contenidos nucleares de la autonomía institucional, esa normativa sería inconstitucional.

En este sentido, Parejo Alfonso, desde el Derecho Público Español, concluye que la finalidad de la garantía institucional es la de otorgar una específica protección constitucional frente al legislativo ordinario, a determinadas y típicas características de instituciones, en la medida en que éstas han pasado a ser como resultado de su evolución histórica esenciales e identificatorias de la misma. 

Esto conduce a sostener que la autonomía institucional supone una reducción sustancial o desaparición de mecanismos de dirección y control exteriores al ente autónomo, de modo que obra bajo su propia responsabilidad, sólo sujeto –como no puede ser de otra manera en el Estado de Derecho– al control jurisdiccional.

La autonomía es un medio, no un fin en si misma. No implica por lo tanto aislamiento, sino por el contrario su mayor y más libre compromiso con sus propósitos y con Entre Ríos, sin sujeciones indebidas con los gobiernos en ejercicio, ni con los poderes privados derivados de la alta concentración económica. Todo ello, por supuesto, sin perjuicio del debido cumplimiento de lo que la ley que se define como “de organización y de base” pueda llegar a regular en la materia.

Debemos precisar que “ley de organización y de base” no significa que dejemos de lado la autonomía institucional propuesta y habilitemos a la Legislatura provincial a que regule normativamente con total amplitud sobre tal autonomía.

Por el contrario, proponemos este tipo especial de normativa en consonancia con lo establecido en la Constitución Nacional (art. 75, inc. 19) que otorga al Congreso la atribución de sancionar leyes de organización y de base en materia educativa. 

En este sentido, sostiene el Dr. Juan A. Godoy en relación a las universidades nacionales y la potestad del Congreso en la materia que: “Pretende cumplir esta propuesta, con el imperativo constitucional, tan desatendido en la ley vigente, por cierta jurisprudencia y doctrina, sobre la forma especial de legislación que debe regular en materia de universidades nacionales, la que debe ser de ‘organización y de bases’. Es decir una específica técnica de asignación constitucional de competencias autonómicas, donde el Congreso de la Nación sólo puede regular en aquellos aspectos que hacen a la identidad nacional, principios generales, y estructurales básicos, con lo que se carece ahora de la amplia facultad regulatoria que poseía el legislador, antes de la reforma del 94.”  (“Aportes de la Universidad Nacional de Entre Ríos. Para una Nueva Ley de Educación Superior”, Publicación de EDUNER, 2007).

Sobre la base de estos antecedentes que refieren a las Universidades Nacionales, pero que valen para el caso de nuestra Universidad Provincial, proponemos en el nuevo artículo que mediante una ley de organización y de base se garanticen los principios básicos que deben regir la Universidad Provincial: la autonomía institucional, la autarquía económico-financiera y la gratuidad. En consecuencia, no se trata de otorgar al legislador la atribución de sancionar normas reglamentaristas, detallistas o que pongan en peligro la autonomía que definimos anteriormente. Se trata de otorgar la atribución de regular en aquellas cuestiones organizativas básicas y de garantizar los principios referidos. Tal como las expresiones de “organización y de base” ya lo sugieren, se trata de dotar a la legislatura de una mínima capacidad normativa para esta institución. 

El segundo artículo que proponemos, pretende la consagración del principio de gratuidad para la educación superior no universitaria. 

Si antes sostuvimos que es obligación del Estado Provincial  garantizar a su universidad, su autonomía, su autarquía, y en coherencia, la consiguiente gratuidad de la enseñanza, al menos al nivel de grado, no podemos menos que explicitar que la gratuidad debe alcanzar también a la educación superior no universitaria que depende del Consejo General de Educación. Si bien los institutos terciarios y centros de formación profesional y docente estatales no gozan de autonomía ni de autarquía, no por ello debemos dejar de otorgarles la garantía constitucional de la gratuidad a la educación que ofrecen. 

El principio de gratuidad para el nivel superior es, asimismo, congruente con lo establecido en el  Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, al que la Nación le otorgó  jerarquía constitucional en 1994, (art. 75, inc. 22 CN.). Aquél en su Artículo 13, 2, c) refiere al acceso a la educación superior y del mismo destacamos el siguiente punto "…en particular, por la implementación progresiva de la enseñanza gratuita",  lo que nos obliga,  a esta altura del desarrollo educativo en Entre Ríos, a consagrar la gratuidad en el nivel superior  como principio constitucional. 

Partimos del concepto de educación como derecho humano fundamental y, por ello, queremos dejar plasmado en el nuevo ordenamiento constitucional provincial el principio de gratuidad de todo el nivel educativo estatal, desde el inicial hasta el universitario, al menos de grado. Deberá la Legislatura atenerse a este principio toda vez que dé tratamiento a la ley de presupuesto. De lo contrario no estará cumpliendo con el mandato que la Constitución le impone. 

No podemos cerrar este proyecto sin una cálida evocación al denominado movimiento de la Reforma Universitaria de 1918, que a lo largo de noventa años ha venido irradiando a toda América Latina, y cuyos principios estuvieron también presentes en el mayo francés del 68, los que sin perjuicio de su permanente actualización y enriquecimiento, siguen estando presentes y siendo necesarios.

Tampoco podemos dejar de recordar que desde el fondo de nuestra historia institucional, ya en 1883, cuando se discutió la ley 1597, el entonces senador y rector Avellaneda sostuvo la necesidad de la autarquía financiera de la Universidad y de la autonomía para la designación de sus profesores, sin injerencia del Poder Ejecutivo.

Por todo lo expuesto, invitamos a los Señores Convencionales a compartir y acompañar este proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

María M. Haiek – Emiliano Acharta – Dario R. Gianfelici – Carlos C. Díaz – Santiago Reggiardo – Américo Schvartzman – Gregorio D. Zabala – Adriana de la Cruz de Zabal.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CLXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 367)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): SUSTITÚYESE el artículo 143 de la Constitución de la Provincia por los siguientes:

ARTÍCULO….): El Tribunal de Cuentas es un órgano de control externo con autonomía funcional y autarquía financiera. Tiene a su cargo, la aprobación o desaprobación de la percepción e inversión de caudales públicos, hecha por todos los funcionarios y administradores de la Provincia y de los Municipios y de las entidades que manejen fondos públicos. El control de estas cuentas podrá realizarse en forma previa, concomitante o posterior a su percepción o inversión, ya sea alternativa o consecutivamente. La ley reglamentaria establecerá los mecanismos para llevar a cabo este control.

ARTÍCULO….): El Tribunal se encuentra facultado a formular, de oficio o a pedido de los organismos interesados de la Administración, instrucciones y recomendaciones tendientes a prevenir o corregir cualquier irregularidad vinculada con los fondos públicos, sin que ello implique  sustituir los criterios de oportunidad o mérito que determinaron el acto administrativo. 

ARTÍCULO….): Sus resluciones jurisdiccionales, una vez realizado el control posterior, serán deducidas por el Presidente ante quien corresponda.

ARTÍCULO….): El Tribunal de Cuentas estará compuesto por un Presidente, el que deberá tener título de abogado y Dos vocales que deberán tener título de contador público. Todos ellos y los fiscales del Tribunal, serán designados mediante concurso público a través del Consejo de la Magistratura y su remoción será dispuesta por el Jurado de Enjuiciamiento a instancias del Consejo. Gozaran de la misma independencia, prerrogativas e inamovilidad y estarán sometidos a las mismas incompatibilidades que los magistrados y funcionarios judiciales.

FEDERIK – CARLIN – KUNATH – ROMERO

FUNDAMENTOS

Habiendo hecho un análisis de los distintos textos constitucionales provinciales e inclusive, textos constitucionales de otros países que regulan el instituto del Tribunal de Cuentas hemos considerado necesario otorgarle la autonomía que este órgano de control externo requiere para un mejor logro de sus fines.

A diferencia de otros órganos, como la Auditoria General (CN dependiente del PL) las tareas de control que le son encomendadas se proyectan sobre los tres poderes del Estado y demás entidades allí indicadas (Confr. Sarría, “Derecho Administrativo”, 3ª. Ed., T. 1, p. 238).

Este carácter autónomo respecto de uno y otro poder asegura, junto al método de designación de sus miembros,  su independencia funcional, alejada de cualquier avatar político que pudiera de alguna forma influenciarla como de la presión que pueda ser ejercida del órgano de dependencia.

Así es como fue pensado en la en la Asamblea Constituyente del año 1.933 (T.1, p. 133, X). Al decir del convencional Laurencena, el Tribunal de Cuentas es independiente del Poder Ejecutivo (Confr. Convención citada, p. 1081). El Dr. Medina indica que para la Constitución de Entre Ríos el Tribunal de Cuentas es una institución totalmente extraña al Poder Administrador (op.cit. p.725), criterio que sigue el Dr. Fiorini en cuanto afirma que se trata de un organismo independiente del Poder Ejecutivo ( Confr. Manual de Derecho Administrativo, Primera Parte, p. 213). Esta autonomía funcional es puesta de resalto por el Dr. Lazzo, en su obra “Tribunales de Cuentas”, 1.981, p. 4, Nº 3. “El carácter jurisdiccional y su correspondiente limitación al respecto, del organismo en examen, surge de la circunstancia de que la Constitución lo ha dotado de esa naturaleza. Porque a él le corresponde conocer y juzgar sobre la percepción o inversión de los caudales públicos, es decir, de una competencia especial de carácter técnico que no sustituye, en lo atinente a la ejecución de sus “fallos” a los juicios civiles ni a los penales.” Citado en el fallo del HTC. Entre Ríos “Alvarez Daneri, José s/ Juicio Administrativo de Responsabilidad – Inconstitucionalidad”.
Garantizar la independencia del organismo de control externo parece esencial. Al respecto se ha dicho: “Es necesario que el auditor en particular, y los órganos de control externos en general, sean independientes principalmente de las presiones políticas. La independencia es obligatoria para: 1) sus autoridades, en particular por la forma de elección y el vínculo con el Parlamento... En síntesis es dable señalar que los temores originados por las influencias que sobre los órganos de control externo puede ejercer el poder ejecutivo (en el caso que dependan de éste) resultan totalmente trasladables a los supuestos de dependencia del Poder Legislativo. En efecto, la elección de las máximas autoridades puesta a cargo de este poder, puede derivar en claras presiones políticas y partidarias, que impidan el ejercicio del control conforme lo exige el ordenamiento jurídico...” (Ivanega, Miriam Mabel  “Breves reflexiones en torno al control externo administrativo y sus consecuencias en la República Argentina”, pag. 86 en  Revista Estudios Socio-Jurídicos, enero-junio año vol. 7 Universidad del Rosario, Bogotá Colombia).
Esta independencia a que aludimos, se encuentra consagrada en la Constitución Alemana y esto no sólo se proyecta teóricamente sino que tiene efectos prácticos concretos, al decir de Dieter Engels  presidente del TFC alemán:  “En efecto, los miembros no están obligados a cumplir ningún tipo de instrucción, ni seguir ningún tipo de indicación, ya sean del Parlamento, Gobierno o de otros organismos. No se les puede mandar que analicen o controlen determinadas materias o utilicen métodos de fiscalización predeterminados. La garantía de independencia es esencial para el trabajo práctico, porque la materia que cae bajo la competencia de fiscalización del TFC es tan amplia que no puede fiscalizar todo. El volumen anual que se somete al control de TFC llega a una cifra de 500.000 millones de euros, y en consecuencia, tiene que limitar las materias a controlar, tiene que seleccionar y sentar prioridades. Estas decisiones las ha de tomar el Tribunal de forma totalmente independiente, porque si no el Parlamento, con su mayoría, podría fijar los campos de actuación del TFC y sobre todo especificar ámbitos que sean comparativamente poco peligrosos para el propio Gobierno.”
También se amplían las facultades del tribunal en cuanto a la oportunidad en que este control puede llevarse a cabo. El control posterior exclusivamente aparece a todas luces como insuficiente, de allí la necesidad de extender este control de cuentas a la actividad previa y concomitante a su realización.

Con este control de cuentas en todos sus estadios, se permite un control acabado respecto de las cuentas públicas, será a través de las instrucciones y recomendaciones del TC que se logre prevenir o corregir cualquier irregularidad vinculada con los fondos públicos, dejándose expresamente a salvo las facultades del poder administrador en cuanto ello no implique  sustituir los criterios de oportunidad o mérito que determinaron el acto administrativo. 

Cabe hacer una breve mención al poder jurisdiccional del TC. En la constitución vigente (1933), esta jurisdicción administrativa ya se encuentra contemplada, al igual que en otros textos constitucionales provinciales.

Lo que aquí se pretende introducir y a tenor de las nuevas competencias otorgadas al TC es que estas resoluciones que tome para la presentación de una eventual demanda o denuncia judicial se encuentren supeditadas a la realización del control posterior.

Con ello se quiere evitar por un lado la presentación de denuncias o demandas sin haberse realizado un control integral de determinado gasto o percepción y, por otro lado, le impida con su actuación obstaculizar el ejercicio del poder administrador a quien le compete la evaluación  de los criterios de oportunidad o mérito de un determinado acto administrativo. 

Resta por último analizar la composición del Tribunal, la forma de su designación, inamovilidad y remoción de los mismos.

Todas estas garantías aseguran la transparencia e independencia de este órgano de control. Como señaláramos anteriormente la autonomía que se pretende lograr respecto de los demás poderes del estado no puede lograrse sino a través de que sus miembros no deban responder o depender políticamente de ningún partido, sea para su designación su permanencia o remoción. 

Permite que su integración se lleve a cabo con las personas más idóneas para desempeñar el cargo y que esta composición se mantenga mientras dure esa idoneidad. 

Que se convierta en un organismo eminentemente técnico, que no responda a instrucciones de ninguna índole de ningún otro poder del estado.

Julio A. Federik – Miguel A Carlín – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero.
–A la Comisión de Control del Estado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – A continuación se dará lectura a los proyectos de resolución.

–Se lee:
CLXXV

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 154)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Llevar a cabo el Juramento de la Constitución junto a la Pirámide Central de la Plaza Gral. Francisco Ramírez de la ciudad de Concepción del Uruguay.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Según los historiadores, la pirámide la plaza principal de Concepción del Uruguay, así como la denominación de la misma plaza, son los primeros homenajes públicos que se realizaran a la memoria de Francisco Ramírez, y fueron concretados por Ley del 30 de Octubre de 1827, dictada por el Congreso provincial presidido por el entonces Diputado Justo José de Urquiza.

El proceso se llevó a cabo durante tres gobiernos diferentes: la iniciativa durante el mandato de García de Zuñiga, la sanción de la Ley en el de Vicente Zapata y la aprobación de los trabajos bajo el gobierno del Coronel León Sola.

En el año 1858 y debido al deterioro sufrido por la pirámide original, el ya Presidente de la Confederación Argentina, Justo José de Urquiza, dispone la reconstrucción de la misma.

Si bien el decreto firmado por urquiza y refrendado por Derqui, fechado el 28 de julio de 1858, habla de reconstrucción, lo que realmente se realizó fue erigir una nueva pirámide en el mismo lugar de emplazamiento de la original, y que es la que actualmente vemos en el centro de la Plaza Gral. Francisco Ramírez. Cabe destacar que el reconocimiento se realiza desde el Gobierno provincial, en virtud – según los Considerandos del Decreto de 1858 – que “es deber del gobierno contribuir a perpetuar la memoria de los héroes, cuyos servicios, patriotismo y virtudes han sabido conquistarles el aprecio y la gratitud de los pueblos” y que el Gral. Ramírez ha acreditado muchas veces ser digno de ese recuerdo: “por sus esfuerzos y valiosas conquistas a favor del principio de la Independencia Provincial, que forma la base de nuestro actual sistema constitucional”.

La piedra fundamental de la Pirámide fue colocada el 18 de Agosto de 1858 y originalmente no contaba con ningún tipo de inscripción, sólo un perfil del Gral. Ramírez en faz y busto en forma de medallón en altorrelieve de gran tamaño, encargado al arquitecto Pedro Fossatti y que fue adherido a la parte superior de una de las caras de la pirámide.

Las inscripciones de las caras de la pirámide se realizaron según lo dispuesto en la Ley de 1827.

La denominación de la plaza principal data de la misma época que la pirámide y forma parte también del homenaje del Gobierno de la provincia a Francisco Ramírez.

Según documentos de 1923 – año en que se produjo un conflicto entre la provincia la municipalidad por las placas que la última quería colocar en la pirámide – se dejó claramente expresado que tanto la Pirámide como la denominación de la Plaza fueron decisión del Gobierno provincial.

La plaza Ramírez mantiene su sitio desde la fundación de la ciudad, acaecida en 1783, y fue escenario de diversos hechos importantes para la provincia y la Nación.

Allí se realizó el histórico Pronunciamiento de Urquiza contra rosas el 1º de Mayo de 1851, que culminó con la batalla de Caseros el 3 de febrero de 1852.

También en ese año, el 21 de Noviembre, allí se reunió el pueblo de Concepción del Uruguay para ordenar la defensa de la ciudad contra la invasión de Hornos y Madariaga que pretendía impedir la realización del Congreso Constituyente.

Las milicias, a las que se sumaron ciudadanos y alumnos del Colegio el Uruguay, como refuerzos a las tropas militares, se acantonaron en la casa de estudios, realizándose desde allí el grueso de la defensa de la ciudad. Recordemos que al mando de esta defensa estaba el Gral. Ricardo López Jordán.

Al realizar la Jura en esta plaza, y principalmente en el centro de la misma, estaremos brindando un justo homenaje a Francisco Ramírez, teniendo en cuenta que la creación de la República de Entre Ríos y el ordenamiento que el Caudillo implementó en la Provincia fueron la base de la posterior Constitución de Entre Ríos; así como también la firma del Tratado del Pilar, impulsado por Ramírez, es la base principal para la Constitución Nacional.

Como la reforma de la Pirámide se efectuó en el gobierno de Justo José de Urquiza y dada la importancia de la plaza para los acontecimientos políticos de la provincia estaríamos aunando el reconocimiento a los tres jefes políticos más importantes de la Provincia, Ramírez, Urquiza y Ricardo R. López Jordán.

Jurar esta Constitución precisamente en el lugar que proponemos tiene una importancia fundamental acorde con la trascendencia de este acto para la organización institucional de la Provincia.

Asimismo, de esta manera, elevaremos al lugar que se merecen a nuestros tres paladines de la valentía, el coraje y la entrega para con nuestra tierra y cada uno de sus habitantes.

Sumado a esto, la jura en este lugar implicará una reparación histórica desagraviante al aberrante acto mediante el cual el Gral. Aramburu, derogara por decreto en ese mismo lugar a la Constitución de 1949.

En virtud de la responsabilidad que implica detentar la representación de todo el pueblo entrerriano, es que debemos reivindicar a nuestros héroes del pasado, quienes con su lucha y su accionar nos brindaron la provincia de la que tan orgullosos estamos.

Por respeto y admiración al pasado, y con el compromiso y la convicción de que somos los guardianes de la Entre Ríos que queremos para nuestras futuras generaciones, es que sostenemos que la Jura de nuestra Constitución no puede ni debe realizarse en otro lugar que no sea junto a la pirámide central de la Plaza Gral. Francisco Ramírez.

Hoy, la plaza pública que nos ocupa, además de toda la carga histórica y emocional que nos trae, es una, sino la más hermosa de Entre Ríos, es un meritorio marco para tan importante acto, y volverá la remozada plaza aunque en un breve momento a ocupar el eje político de nuestra provincia.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXVI

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 195)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Que LA COMISION DE INICIATIVA Y PARTICIPACION CIUDADANA, adopte para su funcionamiento el siguiente reglamento:

Art 1.) La Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana, tendrá por cometido, contactarse con los ciudadanos, integrantes de Instituciones de todo orden, Colegios Profesionales, Representantes de las fuerzas vivas, Asociaciones y Sociedades, con comunidades religiosas, con representantes de los grupos o etnias nativas y con todos aquellos que tengan un interés legitimo en conocer, participar y/o colaborar con la tarea de los constituyentes y/o con aquellos que simplemente quieran hacer escuchar sus inquietudes.

Art. 2) Los Sres. Convencionales que integran la Comisión deberán observar las disposiciones del reglamento que se adopte para el funcionamiento de la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

Art. 3) Los miembros de la Comisión quedan autorizados para reunirse con personas o grupos de personas representativos de Instituciones, a efectos de escuchar las inquietudes de los mismos y explicar la metodología que se implementara para el trabajo de Comisión.

Art. 4) El convencional que lleve a cabo reuniones con la comunidad tendrá a su cargo informar, la materia que ocupa a esta reforma de la Constitución, la modalidad de recepción de proyectos y/o petitorios, y del sistema de trabajo adoptado.

Art. 5) Una vez recepcionado el documento, por el Convencional que tuvo a cargo la entrevista, este será entregado a la Comisión, donde se realizará una primera evaluación del mismo.-Determinada en su seno, la precedencia del documento, el mismo será girado a la Comisión que corresponda según la materia que trate el trabajo presentado, para que sea evaluado en su totalidad, pudiendo a instancias de la Comisión citarse a los ponentes, para que hagan uso de la palabra ante la Comisión, durante un tiempo que no excederá a treinta (30) minutos.

Art. 6) Ningún documento será admitido sino guarda la forma exigida por la Comisión y debidamente informada, por el o los Sres. Convencionales, a la comunidad, en la primera oportunidad de encuentro. El documento que se ha rechazado por no ser procedente su temática, con la reforma constitucional no podrá ser reiterado nuevamente, a efectos de aprovechar al máximo los tiempos con que se cuenta para el trabajo de esta reforma.

Art. 7) La Comisión deberán ajustarse a los plazos, pautas y formas que el Reglamento aprobado de la H.C.C. establece para realizar su tarea y entregar el documento debidamente procesado a la Comisión pertinente, a efectos de que esta se expida. El plazo para expedir un dictamen será de diez (10) días hábiles. Toda documentación que conforme un proyecto y que guarde las formas establecidas será entregado a la H.C.C. dentro del plazo de noventa (90) días, establecidos en el Art. 44 del Reglamento adoptado por la Convención Constituyente.

Art. 8) Estando dictaminado por la Comisión receptora la procedencia y/o admisión del documento para su estudio se deberá informar a los autores dentro de un plazo no mayor de tres días hábiles de su factibilidad.

Art. 9) Para el caso de que un grupo de personas o Instituciones soliciten ser recibidos por la Comisión en pleno, se dispondrá de día, hora y lugar. En tal caso se le otorgará la palabra a quien acredite la Presidencia, Jefatura o autorización para el uso de la palabra, por Treinta (30) minutos. Si otro miembro de los integrantes del grupo visitante pidiere la palabra para aclarar, rectificar o ampliar lo expresado por el apoderado, le será concedida la palabra por un tiempo de quince (15) minutos. Se dará entrada al documento que soporte la palabra expresada, y el trámite continuara de acuerdo a los establecido en los artículos 5 y 6.

Art. 10) Cuando los grupos de las comunidades no tengan su domicilio en la ciudad de Paraná, y requieran en forma justificada, la presencia de Convencionales integrantes de esta Comisión, para ser atendidos en sus inquietudes y requerimientos, comunicado que sea por escrito el pedido formal, la Honorable Convención Constituyente, analizado el petitorio podrá disponer, por una sola vez, en forma restricta, y casos muy justificados el traslado de una Delegación integrante de esta Comisión, que atenderá a los peticionantes. A estos efectos deberá estar establecido, día, hora y lugar de la reunión prevista.

Art. 11 De forma.

CARAMELLE

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXVII

PROYECTO DE RSOLUCIÓN

(Expte. Nro. 232)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

1º- Incorporar al patrimonio del Archivo Histórico “Guillermo Saravi”, perteneciente al Archivo General de la Provincia, todos los documentos que quedasen de esta Convención a saber: versiones taquigráficas, diario de sesiones, originales y copias de proyectos de sanción y resolución, documentos, etc. A los efectos de ser resguardados y protegidos para ser utilizados adecuadamente.

2º- Afectar la remodelación y muebles del recinto de sesiones y hall al Consejo General de Educación, para ser utilizado como sitio de eventos culturales, científicos y educativos.

3º- Derivar al Consejo General de Educación, para que sea enviado a las Escuelas Rurales, los remanentes de PC’s, muebles, papeleros, escritorios, resmas de papel, sillas, insumos descartables y útiles en general.

4º- De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO –– HAIEK – ACHARTA.

FUNDAMENTOS

La preservación, conservación y resguardo de su patrimonio histórico para los entrerrianos tanto como para la humanidad en general, debe ser objetivo y meta. Porque es precisamente la memoria y en consecuencia la historia la que determina una impronta de identidad. De Ahí la emergente necesidad de esta responsabilidad que se canalizará en quienes son especialistas en esta actividad.

En este caso el prestigioso Archivo Histórico “Guillermo Saravi”, perteneciente al Archivo General de la Provincia cuyo origen se remonta al año 1860, a través de un decreto del entonces gobernador, Justo José de Urquiza. Tal como lo expresa la ley 7452/84, que será depositario de los documentos emanados de esta Convención Constituyente (debidamente detallados en el art. 1º). Custodio responsable, en definitiva de los bienes que inequívocamente dispondrá la ciudadanía.

Es menester destacar la utilidad indiscutida que tendrá el disponer de un ámbito apropiado y jerarquizado para eventos culturales, científicos, educativos, de interés ciudadano en la capital de la Provincia que quede a resguardo del Consejo General de Educación.

Garantizar la educación en sus niveles obligatorios en todo el territorio de la Provincia es deber indelegable de la misma, tanto como proveer de los instrumentos que mejor se adecuen a sus fines.

“Contamos con los valores básicos que califican al sentimiento entrerriano; sabemos del estímulo eficaz que permanentemente le regala su paisaje, motivando la pureza de sus sencillas melodías. Ellas resaltan la definición categórica de su libre albedrío, tonificando desde el amanecer una proyección de futuro auspiciado por el mensaje cálido de la tierra querida.”*

Son pues las escuelas Rurales quienes lideran los altos objetivos en zonas alejadas y a veces “dejadas”.

Por lo que se propone sean las destinatarias a través de CGE de los bienes remanentes, de la Convención Constituyente, detallados en el art. 3º.

* “Júbilo de Esperanza” Linares Cardozo Concepción del Uruguay E. R. Instituto de Antropología “Juan B. Ambrosetti” Universidad de Concepción del Uruguay.

Adriana De la Cruz de Zabal – Santiago C. Reggiardo –María M. Haiek – Emiliano Acharta.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXVIII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 279)

PROPONIENDO EL TEXTO CONSTITUCIONAL LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo Primero: La ordenación de la Nueva Constitución Provincial será la siguiente:

A-) Podrá estar precedida por un preámbulo y dividida luego en partes, secciones, títulos, capítulos y parágrafos.

B-) Las partes serán cuatro:

La Primera: se designará “Declaraciones, Derechos y Garantías”

La Segunda: se denominará “Autoridades Políticas” 

La Tercera: se individualizará como “Autoridades de Control y de Consulta”

La Cuarta: dedicada a la Educación Pública.

C-) La primera parte estará dividida en dos Secciones

1-La Primera: “Declaraciones, Derechos y Garantías Individuales y Sociales”

2-La segunda: “Derechos Difusos”

D-) La segunda parte se dividirá en dos secciones

1-) La primera: referida a El Gobierno de la Provincia

2-) La segunda :conteniendo El Gobierno y Sistema Municipal

3-)La primera sección se dividirá en siete títulos, a saber: 1.- Poder Electoral. 2.- Poder Constituyente.- 3.- Poder Constituido 1.Poder Legislativo.-2.-Poder Ejecutivo.- 3.- Poder Judicial.

4-) La segunda Sección en cuatro títulos a saber: 1.- Disposiciones Generales.- 2- Municipios de Autonomía Plena 3.- Municipios de Segunda categoría.- 4 .-Municipios de Tercera Categoría. 5.-Competencia común a todas las categorías.

E- La tercera parte en tres secciones:

La primera: Controles Internos

La segunda: Controles Externos

La tercera: Organismos de Consulta

La primera sección en tres títulos

La segunda sección en tres títulos

La tercera sección un título único

F.- La cuarta parte, dos títulos

El primer título: Educación Común

El segundo título: Dirección y Administración de la Enseñanza.

Artículo segundo: Se dividirán en capítulos y parágrafos, según la necesidad por parte de la comisión de redacción de una correcta sistematización.

Artículo Tercero: de forma

PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS

La actual constitución esta sistematizada en 10 secciones. Las tres primeras y las secciones VII, IX, X, y XI no se dividen en capítulo ni título alguno. La sección IV, se divide en 8 capítulos. La sección V en seis capítulos. La VI en dos y la VIII en tres capítulos.

Proponemos una sistematización absolutamente distinta que procura tener mayor claridad, que se adapte a las nuevas incorporaciones que vamos a hacer, como así también a las disposiciones que quedaran derogadas.

Modernamente, ha quedado claro, que el poder del estado no se divide, sino que este desempeña o tiene a su cargo distintas funciones.

El sistema de “pesos y contrapesos” (el Check and Balance) de Locke, desarrollado después en otro estilo y mas completo por Montesquieu como la división de poderes en: Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial, en realidad omite otros dos poderes en el estado de derecho: El originario, el inicial, que es el poder electoral o el derecho a elegir; el segundo, el poder que algún autor alemán enseña: “es la afirmación de su yo”, el de la creación del estado es el Poder Constituyente y finalmente los tres poderes clásicos que he descripto más arriba.

A esto habrá que agregarle, si se cumplen las previsiones de la ley de convocatoria, el poder de contralor y finalmente los organismos de consultas o de asesoramiento.

Nuestra Constitución, al igual que la histórica de 1853 se ha elaborado en el discurso de los tres poderes. Sin embargo, al nacer a la historia política la Revolución Francesa, la Convención Francesa de 1789 cuestionó esa hipótesis política.

Todas las funciones que se hacen desde el poder que es uno solo, no se contemplan en esta división. Esto debe llevar indefectiblemente a admitir que las funciones o los poderes no son sólo tres, son más.- A la vista y como posibilidad concreta se avizoran, los poderes de control y la de los órganos de consulta.- El poder constituyente y el electoral, están reconocidos y desarrollados en la actual constitución, aunque aparezcan unidos o incorporados con otros o a otras instituciones.

Que la nueva constitución tenga un orden racional, atenta y clara es la intención de la actual propuesta, y el camino para que se estudie en el seno de la comisión de redacción es el proyecto de resolución.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, este proyecto de resolución está derivado a la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto y es una propuesta de la estructura general del texto constitucional, me parece adecuado derivarlo directamente a la Comisión de Redacción y Revisión, incluso así lo inicialamos. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento se procederá de acuerdo a la propuesta de la señora convencional.

–No hay asentimiento.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CLXXIX
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 282)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Municipalidad de Villa Clara que el Sr. Raúl Darío Guy, ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de Presidente Municipal de la Municipalidad de Paraná, respecto del Convencional Raúl Darío Guy.

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por los Arts. 197 y 198, ss. y cc. de la Constitución Provincial, y las disposiciones de la Ley Orgánica de los Municipios Nº 3.001 y modificatorias, y disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución de la funcionaria referida, cuya designación y función caducaron, es facultad constitucional exclusiva y excluyente, de la Municipalidad de Villa Clara.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional provincial y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXX
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 283)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Comisión Administradora para el Fondo Especial de Salto Grande, que la Sra. María Celeste Pérez, ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de funcionaria de la C.A.F.E.S.G. en el Departamento Uruguay, respecto de la Convencional María Celeste Pérez.

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por las disposiciones legales de creación de la C.A.F.E.S.G., y disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución de la funcionaria referida, cuya designación y función caducaron, es facultad legal y reglamentaria de la Comisión Administradora para el Fondo Especial de Salto Grande.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional provincial y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J M Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXI
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 284)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Municipalidad de Paraná que la Sra. Rosario Margarita Romero, ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha. 

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de Secretaria de Gobierno de la Municipalidad de Paraná, respecto de la Convencional Rosario Margarita Romero. 

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por el Art. 195, inciso 4º, apartado c) de la Constitución Provincial, y las disposiciones de la Ley Orgánica de los Municipios Nº 3.001 y modificatorias, y disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución de la funcionaria referida, cuya designación y función caducaron, es facultad constitucional exclusiva y excluyente, de la Municipalidad de Paraná. 

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional provincial y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer. 

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto. 

Augusto J M Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 286)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar al Excmo. Sr. Gobernador de la Provincia que las Sras. Eda Raquel Caramelle y Sigrid Elisabeth Kunath, y el Sr. Héctor Motta, han aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

PASQUALINI – ALASINO.
FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de Directora General a cargo de la Dirección General del Notariado, Archivos y Registros Públicos, respecto de la Convencional Eda Raquel Caramelle; de Secretaria General y Relaciones Institucionales de la Gobernación, respecto de la Convencional Sigrid Elisabeth Kunath; y de, Secretario de la Producción y Desarrollo de la Provincia, respecto del Convencional Héctor Motta.

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por el Art. 135, inciso 16º de la Constitución Provincial, y las disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución de las funcionarias referidas, cuya designación y función caducaron, es facultad constitucional exclusiva y excluyente, del titular del Poder Ejecutivo de la Provincia.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional provincial y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXIII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 287)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Dirección Provincial de Vialidad que el Sr. Mario Ricardo Heyde, ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de Sub Director Administrador de Vialidad de la Dirección Provincial de Vialidad, respecto del Convencional Mario Ricardo Heyde.

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por el Art. 135, inciso 16º de la Constitución Provincial, y las disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución del funcionario referido, cuya designación y función caducaron, es facultad constitucional y legal exclusiva y excluyente, del  titular de la Dirección Provincial de Vialidad, o en su caso del Poder Ejecutivo de la Provincia.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional provincial y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXIV
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 288)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Honorable Cámara de Senadores de la Provincia que el Sr. Raúl Abraham Taleb ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debate realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de senador provincial, respecto del Convencional Raúl Abraham Taleb.

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por el Art. 71 de la Constitución Provincial, y las disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución del senador cuyo mandato caducó, es facultad constitucional exclusiva y excluyente, de la Honorable Cámara de Senadores de la Provincia.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano y los miembros que lo componen, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXV
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 289)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Municipalidad de Gualeguaychú que el Sr. Guillermo Martínez, ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de Secretario de Gobierno de la Municipalidad de Gualeguaychú, respecto del Convencional Guillermo Martínez.

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por el Art. 195, inciso 4º, apartado c) de la Constitución Provincial, y las disposiciones de la Ley Orgánica de los Municipios Nº 3.001 y modificatorias, y disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución del funcionario referido, cuya designación y función caducaron, es facultad constitucional exclusiva y excluyente, del titular de la Municipalidad de Gualeguaychú.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional provincial y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXVI
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 290)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Honorable Cámara de Diputados de la Nación que el Sr. Nelio Higinio Calza ha aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de diputado nacional, respecto del Convencional Nelio Higinio Calza. 

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por el Art. 66 de la Constitución Nacional, y las disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución del diputado cuyo mandato caducó, es facultad constitucional exclusiva y excluyente, de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional provincial y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano y los miembros que la componen, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXVII
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte Nro. 291)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE, RESUELVE:

Artículo 1: Comunicar a la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia que los Sres. José Ángel Allende, Juan Carlos de los Santos Almada, y Jorge Pedro Busti, han aceptado el cargo de Convencional Constituyente, prestando juramento de rigor el 22 de enero de 2008 pasado, a efectos que arbitre las medidas tendientes a su sustitución conforme lo establece el Art. 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2: La comunicación aludida en el artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión constitucional comprometida.

Artículo 3: Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

ALASINO – PASQUALINI.
FUNDAMENTOS

Es sabido que si no hay Propuesta para debatir realizada por convencional constituyente alguno, la Honorable Convención Constituyente no puede expedirse sobre cualquier asunto en particular, sea a modo de Propuesta de Resolución o de Reforma Constitucional propiamente dicha.

Conforme establece el Art. 18 de la Constitución Provincial, ha operado la caducidad del empleo anterior, en este caso de diputado provincial, respecto de los Convencionales: José Ángel Allende, Juan Carlos de los Santos Almada, y Jorge Pedro Busti.

A efectos de tomar una decisión fundada, so pena de violentar la garantía del debido proceso adjetivo dispuesta por el Art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde también que previo despacho de la Comisión competente, se recaben las pruebas que sustenten la decisión final a tomar, como también resulta ineludible que cada convencional cuestionado, haga valer su legítimo derecho de defensa.

Asimismo, y teniendo en cuenta lo dispuesto por el Art. 71 de la Constitución Provincial, y las disposiciones reglamentarias dictadas en consecuencia, la aplicación del citado Art. 18 de la Constitución Provincial procediéndose a la sustitución del diputado cuyo mandato caducó, es facultad constitucional exclusiva y excluyente, de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia.

En consecuencia, esta Honorable Convención Constituyente sólo tiene competencia para señalar la configuración de la infracción al texto constitucional y compeler a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, debiendo dicho órgano y los miembros que la componen, asumir las responsabilidades política, jurídica y frente a la sociedad en general, que correspondan hacer valer.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente proyecto.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.
–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXVIII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 338)

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DE ENTRE RIOS RESUELVE:

Artículo 1º.- Adoptar como leyenda oficial de la Convención Constituyente el siguiente texto: “Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos”.

Artículo 2º.- Disponer que el mencionado texto encabece todas las comunicaciones formales de la Convención y toda documentación interna que emitan sus autoridades, miembros, comisiones, bloques y organismos integrantes.

Artículo 3º.- Comunicar la presente a los titulares de los tres poderes del Estado de Entre Ríos y de los Municipios invitándolos a adherir a la misma y a adoptar análoga decisión.

Artículo 4º.- Comuníquese.

VILLAVERDE

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Proponemos que la Convención Constituyente adopte el texto de: “Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos”, como leyenda oficial para que la misma encabece toda la documentación que emita dentro del ámbito propio de trabajo y en sus comunicaciones hacia terceros.

La propuesta procura que la leyenda dé cuenta y destaque la trascendencia institucional de la tarea emprendida, al tiempo que comprometa nuestros mejores afanes para realizarla con dignidad y pluralismo.

Asimismo, creemos útil invitar a los poderes constituidos a hacerse eco de la misma. De este modo el sentido de trascendencia que intentamos poner de resalto se hará patente en toda la actividad estatal y la sociedad lo tendrá presente cotidianamente.

La actualización del contrato social más importante que tienen los entrerrianos (eso es, en definitiva la reforma en curso) y que ha sido fruto de un acuerdo político público como fue el trabajo de la Comisión de Consenso Legislativo que sirvió de base al texto de la ley Nº 9768, merece tener permanente recordación y difusión. Ambas acciones estimularán y traducirán la aspiración de que la nueva Constitución sea absolutamente propia de todos los entrerrianos.

Rubén A. Villaverde

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CLXXXIX

PROYECTO DE DECLARACIÓN

(Expte. Nro. 347)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE DECLARA:

Que con motivo de conmemorarse el próximo 8 de marzo el Día Internacional de la Mujer, teniendo en cuenta que la fecha fue instituida a efectos de vigorizar la necesidad del desarrollo de políticas de igualdad entre varones y mujeres, la H. Convención declara su más claro compromiso de establecer en la reforma de la Constitución de Entre Ríos, disposiciones que contemplen los principios de equidad de género y de no discriminación, así como las consecuentes obligaciones del Estado.

KUNATH – BUSTI – BARRANDEGUY – ROMERO – SCHOENFELD – SALOMÓN – CARAMELLE – DIAZ, (Gustavo) – TALEB – GASTALDI – BAEZ – FEDERIK – CARLIN –CRESTO – PÉREZ – MÁRQUEZ – CHIESA – HEYDE – CEPEDA – ALLENDE, (Clidia) – DE PAOLI – ROGEL – REGGIARDO – DIAZ, (Carlos) – SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK – ZABALA – PASQUALINI – PESUTO.
FUNDAMENTOS

Estamos transitando el proceso de reforma constitucional en la Provincia de Entre Ríos, en el cual uno de los temas especialmente habilitado es la incorporación de los principios de equidad de género y no discriminación que garanticen en el ámbito público y promuevan en el privado, la igualdad real de oportunidades entre hombres y mujeres.

La declaración que propiciamos, constituye una expresión de compromiso de esta Convención, en el sentido que la ley 9768 propone en su Art. 1 inc. 19 y tiene valor simbólico que se produzca en oportunidad de la conmemoración del 8 de marzo, día internacional de la mujer, en que se recuerda un episodio de lucha.

Por ello es que los firmantes, mujeres de diversos partidos políticos con expresión en la Convención, solicitamos la aprobación de esta declaración.

Sigrid E. Kunath – Jorge P. Busti – Raúl E. Barrandeguy – Rosario M. Romero – Zulema E. Schoenfeld – Jorge Salomón – Eda R. Caramelle – Gustavo E. Díaz – Raúl A. Taleb – Laura I. Gastaldi – Fernando D. Baez – Julio A. Federik – Miguel A. Carlín –Juan C. Cresto – María C. Pérez – Luis M. Márquez – Manuela T. Chiesa – Mario R. Heyde – Silvina E. Cepeda – Clidia A. Allende – Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel – Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman – Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Gregorio D. Zabala – Flavia E. Pasqualini – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXC

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 356)
SR. PRESIDENTE DE LA H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE:


Nos dirigimos a Ud. a los fines de interponer impugnación contra el candidato de la Alianza Viva Entre Ríos, el señor Augusto José María Alasino, por no reunir el mismo los requisitos constitucionalmente exigidos para cumplir con la alta función de reformar la Constitución Provincial, conforme los argumentos que se esgrimirán:

I- FUNDAMENTOS:

1) Es clara y elocuente la siguiente noticia publicada en el año 2006 sobre las denuncias que involucran al Sr. Alasino: el Fiscal de la causa “calificó al pago de sobornos en el Senado para la aprobación de la ley de reforma laboral, en 2000, como "la crisis más aguda de la vida institucional" argentina "desde la salida democrática" de 1983 y sostuvo que esos hechos ocurrieron "en el centro neurálgico en el que los representantes del pueblo debían (y deben) reunirse a deliberar". "Más claro: se trata de un hecho que ocurrió en el Parlamento y en la Presidencia, o sea en los centros donde ‘vive’ la democracia en su versión liberal, porque allí debaten, mejor dicho debían debatir, los representantes del pueblo". Los ex parlamentarios con procesamientos confirmados por la Cámara Federal y listos para ir a juicio son el radical José Genoud (Mendoza) por "cohecho activo" (pago de los sobornos al igual que los ex funcionarios); y los justicialistas Augusto Alasino (Entre Ríos), Emilio Cantarero (Salta), Alberto Tell (Jujuy), Remo Costanzo (Río Negro) y Ricardo Branda (Formosa), por "cohecho pasivo" (cobro de las coimas). "la crisis más aguda de la vida institucional de la República Argentina desde la salida democrática del 10 de diciembre de 1983". "No se puede entender esta causa sin hablar de política, porque aquí se comprobó la compra de una voluntad política. Se trató, en definitiva, de un hecho que involucró a actores institucionales en el proceso de sanción de una ley. Es imposible, entonces, abstraerse de los quehaceres políticos de la época, porque hacerlo sería desnaturalizar la investigación". 

Estas expresiones del dictamen de elevación a juicio de los procesados, realizadas por el fiscal de la causa, demuestran la importancia del asunto y la gravedad institucional del mismo, si bien opacada su magnitud por los posteriores acontecimientos de Diciembre de 2001. Los procesados, entre ellos el Sr. Alasino, han sido” participes” como actores principales del escándalo en el Senado por el tema de las coimas para la reforma laboral

2) El artículo 220º de la Constitución Provincial expresa las condiciones que se requieren para ser convencional: ser argentino, con ciudadanía natural en ejercicio o legal después de cuatro años de obtenida, veinticinco años de edad (condiciones positivas); no revestir al momento de asumir el cargo de la calidad de gobernador, vicegobernador, ministro, presidente de municipalidad o jefe de policía (condiciones negativas). No hay dudas que faltando algunos de estos requisitos es impugnable. 

La pregunta esencial es: ¿Se exigen otros requisitos para ser convencional? ¿Debe tenerse en cuenta la supremacía constitucional nacional (Artículo 31 de Constitución Nacional) y aplicarse requisitos aplicables por remisión de aquella?

Entendemos que en virtud del principio constitucional de idoneidad (Art. 16 CN) y como reglamentación legal podrían ampliarse los requisitos, siempre que sea razonable y no sea inequitativa, desigualitaria o incompatible con un esquema democrático.

3) La idoneidad consiste en la aptitud intelectual, física y moral que tiene una persona para desempeñar con eficiencia un cargo público.

La Constitución Provincial y, asimismo, la Nacional, no establecen los contenidos de la idoneidad, lo cual es una virtud de las mismas porque en cuanto a sus formas y modalidades están sujetas a las modificaciones que genera el dinamismo de la vida social y que tornan sumamente inconveniente que la Constitución las consolide detallando sus alcances y contenidos. Debe y puede reglamentarse pero  siempre dentro del marco de la razonabilidad e igualdad, en base a determinados presupuestos entre los cuales es permitido introducir el requisito de carecer de antecedentes penales.

4) La Corte Suprema de Justicia de la Nación dicto el Fallo “Bussi” (2007) en donde considero que si bien este no podría ingresar a la cámara porque había vencido el plazo por el cual fue designado, deviniendo abstracta la cuestión (1999/2003), la Cámara de Diputados no tenia atribuciones para impedir el ingreso de un diputado electo por “supuesta falta de idoneidad moral” (Lorenzetti, Zaffaroni, Fayt, Argibay). En disidencia, los doctores. Highton y Petracchi consideraron que la Cámara obro correctamente excluyendo por inhabilidad moral. Otra disidencia de Maqueda considero que no podía la Justicia revisar la decisión de la Cámara de Diputados. Es decir, de 7 votos, 3 consideraron válida la facultad de la Cámara de Diputados para excluir de su seno a uno de sus integrantes por inhabilidad moral.

Entendemos que esa inhabilitación, que no implica un juicio subjetivo sino histórico y jurídico objetivo es una exigencia también y siempre de idoneidad ética y moral.

5) La idoneidad moral para cumplir el cargo de Convencional Constituyente Provincial es un requisito que surge claramente de los preceptos constitucionales, e incluso del artículo 16º de la C. N. Ahora bien, ¿Podemos evaluar y resolver que el Sr. Convencional Alasino no cumple con tal requisito por los graves hechos que la Justicia Penal ha considerado especialmente para procesarlo y elevar a juicio la causa que lo involucra? Esta claro que estamos diferenciando lo que significa su situación procesal devenida del auto de procesamiento, de aquella otra situación de inhabilidad o habilidad moral, por encontrarse pruebas y acreditarse “prima facie” su culpabilidad, dando méritos para la elevación a juicio penal de tan grave hecho. Que el hecho configuro la más grande crisis del Poder Legislador Nacional.

La inhabilitación que se reclama no implica sanción penal alguna. No es un juicio penal, sólo una inhabilitación. Que, en tales circunstancias, no es necesaria una condena para resolverla: la inhabilitación para ejercer cargos públicos es autónoma del reproche de culpabilidad penal.

La situación procesal que inviste el impugnado surge de una certeza positiva, previa, una verosimilitud, que, si bien no alcanza a configurar el juicio de reproche penal genera la necesidad de juzgamiento para su determinación.
Esos aspectos de la conducta subjetiva pueden encuadrar en un tipo penal específico pero pueden también no hacerlo. Suficientemente conocido es que una misma situación fáctica es susceptible de ser aprehendida desde distintas ópticas independientes. Por ejemplo, no conformar delito más sí infracción de alguna previsión disciplinaria.

En el caso, denunciamos precisamente ese tipo de antijuridicidad. Su análisis, su reconocimiento (o desconocimiento) y una decisión a su respecto.
El proceso de impugnación es una obligación política, moral y ética de los Convencionales.

II- PRUEBAS:

Que a los fines de acreditar los extremos para de esa manera evaluar si existe o no idoneidad moral en el Sr. Convencional Alasino, se solicita al órgano tenga bien disponer los medios necesarios para obtener copias certificadas del expediente penal que involucra al impugnado con el hecho de coimas en el Senado Nacional.
El estándar de prueba no es el que se aplica en esa materia. El cuerpo de prueba seguirá la revisión de los acontecimientos que parece la más probable, razonable o verosímil, después de tomar en cuenta toda la evidencia disponible. Consideramos que la posibilidad de resolver sobre la base de pruebas difusas, ya fue en algunos momentos, aun antes de la reforma constitucional, aceptada judicialmente en nuestro país: pero se trató de situaciones extremas de fuerte perturbación institucional, como el presente.
Será Justicia y Derecho.
Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

8
PRESENTACIONES PARTICULARES

- Los Empleados de la Dirección del Notariado, Registro y Archivos elevan proyecto de inclusión del Registro de la Propiedad Inmueble en el Poder Judicial. (Expte. Nro. 222)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, por la naturaleza de la cuestión este expediente tendría que pasar también a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

– Por Prosecretaría se informará del procedimiento seguido.

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – De acuerdo al Reglamento es una iniciativa particular y el primer giro es a la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana y ésta decide su destino.

SR. CARLÍN – Entonces retiro la propuesta.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Instituto de Ciencia del Ambiente y Defensa de la Vida “San Francisco de Asís”, remite propuesta de reforma en el Área Ambiental. (Expte. Nro. 231)

- FUNDAVIDA de Gualeguaychú remite proyecto relacionado con el medio ambiente. (Expte. Nro. 240)

- La Asociación de Amigos del Antirrábico eleva propuesta para la protección de la fauna urbana. (Expte. Nro. 273)
- Empleados del Registro Civil elevan proyecto de reforma sobre la equiparación de la retribución económica con el Poder Judicial. (Expte. Nro. 325)

- El doctor Eduardo Rey Leyes eleva proyecto de reforma referido a Educación. (Expte. Nro. 332)

- El Círculo de Retirados y Pensionados de la Provincia de Entre Ríos eleva proyecto de reforma sobre artículos de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 334)
- Los Jubilados y Pensionados de Entre Ríos se dirigen solicitando el tratamiento del proyecto de reforma por el que se agrega un párrafo al Artículo 19. (Expte. Nro. 355)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

- El señor Osvaldo Rafael Fornari, de la organización FUNDAVIDA, eleva nota de apoyo al proyecto presentado por el Dr. Busti relacionado con el medio ambiente, Expte. 124. (Expte. Nro. 275)

–A disposición de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, habiendo culminado el objeto de la sesión, que fue dar entrada y el giro correspondiente a los proyectos que han sido presentados para el tratamiento de esta Convención, corresponde tratar una cuestión de Reglamento –sería así– o administrativa, pero que me parece que debe decidir la Convención.

En función de las peculiaridades propias del trabajo para la reforma de la Constitución, se hace necesario contar con despachos de comisión, ya que el criterio que habíamos hecho valer a través del Reglamento era evitar los tratamientos sobre tablas, omitiendo su tratamiento en comisión. En virtud de ello, señor Presidente, y para facilitar el trabajo que deben realizar las distintas comisiones que han sido creadas por esta Convención, voy a proponer que se faculte a la Presidencia a convocar a una nueva sesión del Cuerpo una vez que se cuente con un número suficiente de despachos que justifiquen la realización de un nuevo plenario.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Yo agregaría a lo propuesto por el convencional Carlín, que se convoque a una nueva sesión cuando lo justifique la cantidad de proyectos ingresados.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Adhiero a la propuesta del convencional Acevedo Miño teniendo en cuenta que un proyecto para ser tratado necesita tener estado parlamentario a través del plenario, por eso propongo que se fije un plazo prudencial próximo o se faculte a la Presidencia para ello, para permitir el ingreso de nuevos proyectos de forma tal que no ocurra lo que esta vez, y que el ingreso sea un poco más gradual y permita su estudio de elaboración.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Arralde.

SR. ARRALDE – Señor Presidente, simplemente quiero agregar la necesidad de que a través de la Presidencia se instruya debidamente, si se me permite el término, a los presidentes de las comisiones para que ajusten la cuestión de la habilitación de los temas por la ley de convocatoria a esta Convención Constituyente, habida cuenta que en algunos casos hemos advertido, así a prima facie, una presunta desviación o no habilitación de ciertos temas para tratar en las comisiones. O sea que a ese juicio previo de admisibilidad lo hagan con algún cuidado, digamos, los presidentes.

Por otra parte, si se me permite, no quiero dejar de destacar la presencia en este honorable recinto, de dos figuras de fuste del Derecho argentino y con vasta trayectoria en el Derecho Municipal y en el Derecho Constitucional, como son el doctor Horacio Rosatti y el doctor Alberto Dalla Via, que, la verdad, honran y prestigian esta Casa. Bienvenidos y quería saludar su presencia. Nada más y muchas gracias.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Desde esta Presidencia, también quiero decir que nos honra la presencia del doctor Dalla Via y del doctor Rosatti.

Está la propuesta del señor convencional Carlín, con el agregado del señor convencional Acevedo Miño y de la señora convencional Pasqualini, de que esta Presidencia convoque a sesión cuando existan dictámenes como para llamar al plenario y poder tratarlos. También se toma nota de las recomendaciones del señor convencional Arralde, con respecto a las comisiones.

Si hay asentimiento así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, la Presidencia queda facultada para convocar al próximo plenario.

No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–Son las 18.51
     Norberto R. Claucich



Claudia Ormazábal

Director del Cuerpo de Taquígrafos

Directora Diario de Sesiones

* Los textos de los proyectos de los señores convencionales no fueron sometidos a corrección, respetándose su original. 
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